INDICE ALFABETICO 

POR LOS 

Mitres de lis pirtes ei lis cidus ciiteiidis en el volonea CXX 



A 

Againaga, Antonio, condenado ;>or homicidio; solicita re- 
ducción do pena 

Aguirre, don Juan Arturo, cti autos con don Alberto Sidc- 

botton, sol>re cobro ejecutivo de pesos. Recurso de hecho 302 

Albarracm.don Ignacio, presidente de la Sociedad de Ani- 
males, contra don Jorge E. Hall, por violación a la lev 
número 2786 gg 

Alvarez. don Gahinn, (sus sucesores), contra los herede- 
ros de don Dionisio Quiroga, sobre restitución de frutos. 

Contienda de competería 2 - 4 

Antonv, clon Juan y otros, contra la provincia de Santa Fe, 
por inconstitticionaIi«la<I de un impuesto; sobre defecto 

legal en el modo de proponer la demanda 78 

Arévalo, don Manuel, contra el Gobierno Xadonal. 

sobre danos y perjuicios 2 - (} 

Arias, Martín, criminal contra, por homicidio 6b 

Arias Pcjerto, criminal contra, por homicidio 101 

Arrióla, don Pedro Plácido, y otros (sus juicios su- 
cesorios), sobre carta de pobreza 224 



444 PALIOS M LA CORTE SUPREMA 



Baioc<ch¡n¡, don Pascual, en autos con los señores Audissio 
linos., por cobro ejecutivo de pesos. Recurso de hecho. 41 1 

Banco Nacional en liquidación, contra don Tomás E. Oli- 
ver, por jactancia, sobre inconstitucionalidad 170 

Bcnítez, don Manuel G.. en autos con don Juan D. Aubone, 
sobre -calumnia. Recurso de hecho 355 

Blanco, don J. Carlos, e:i autos con Wattine Bossut e 
hijos, sobre nulidad de procedimientos en juicio eje- 
cutivo. Recurso de hedió 349 

Borré, don Gastón (capitán del vapor nacional "Raw- 
son"), apelando de una resolución de la Prefectura Ge- 
neral de Puertos, sobre aplicación de multa 323 

Buslciman, don Elias, en autos con don Carlos M. Qui- 
roga, sobre calumnias c injurias vertidas por medio de 
la prensa. Excepción de incompetencia 239 

c 

Caja Internacional Mutila de Pensiones, en autos con 
el Fisco Xacional. por cobro de pesos; sobre cobro 
de costas a favor del Fisco ¡88 

Caja Internacional Mutua de Pensiones, C n autos con 
el Fisco Xacional, por cobro de pesos; sobre perso- 
nería de don Florencio Calzada tgo 

Calzada, don Florencio, solicita personería en el juicio se- 
guido por el Fisco Xacional contra la Caja Internacio- 
nal Mutua de Pensiones, por cobro de pesos 190 

Cangiani, don Agustín, hijo, por inconstitucionalidad de la 
ley de elecciones de la provincia de Buenos Aires. 
Recurso de hecho 43 5 

Carranza, don Marcelino, contra don Pedro Vaccario, 
sobre nulidad de una patente 232 
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Castillo <le Muñoz. Juana Maria t criminal cbntra, homicidio 313 
Ciaría, don Prudencio M. f contra la provincia de Buenos 
Aires, sobre inconstitucionalidad de una ley y devolución 

de dinero ^8 

Consejo Nacional de Educación, en autos con doña 
Ernestina Quiroga Herrera de Lujan, sobre cumplí 
miento de sentencia 304 

D 

Halla Rosa y Cía., contra la provincia ríe Mendoza, so- 
bre cobro de pesos 9 

Díaz, Jacinto, criminal contra, por homicidio 52 

Díaz, Manuel, criminal contra, solicitando gracia. Ar- 
tículos 73 y 74 del Código Penal i 9 

Domínguez, Agapito. criminal contra, por homicidio 283 

IX)inínguez, IX José Máximo, en autos con Manuel de 0!a- 

zábal, sobre cobro ejecutivo de pesos. Recurso de hecho. 143 
Duncati Rossi, don Jos& juicio de mensura. Incidente so- 
bre declinación de jurisdicción 166 



Empresa Puerto del Rosario, contra Pinasco y Cas- 
tagnino, sobre expropiación 65 

Empresa Puerto del Rosario, contra el Ferrocarril Córdo- 
ba y Rosario, sobre expropiación 154 



Fació, don Vicente S., en autos con e 1 Ferrocarril del Sud 

sobre nulidad de venta. Recurso de hecho 145 

Faussat, Fernando y Andrés Badi, en la causa crimina! 
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que se le» sigue por infracción a la ley número 9143. 
Recurso de hecho 4IO 

Ferreyra de Lwalle, doña Aurelia, en autos con la pro- 
vincia de Buenos Aires, por reivindicación. Incidente 

«obre liquidación de frutos 34 

Ferrocarril Central Argentino en autos con don Luis 
Guerci, por daños y perjuicios; sobre competencia 142 

Ferrocarril Central Argentino, en auto» con el Fisco Na- 
cional, sobre devolución de impuesto di contribución te- 
rritorial. Recurso de hecho 35 r 

Ferrocarril Central Argentino, en autos con Mórto!a y Cía. 
sobre cobro de pesos 372 

Ferrocarril ^ntral Córdoba, en autos con la Municipali- 
dad de Tiícumán, por cobro de impuestos. Recurso 
de hecho 

Ferrocarril Córdoba y Rosario, en autos con la empresa 
del Puerto del Rosario, sobre expropiación 154 

Ferrocarril del Oeste (hoy provincia de Buenos Aires en 
autos con doña Paula Peralta de Marino, por reivindi- 
cación ; sobre perención de instancia 140 

Ferrocarril del Oeste (hoy provincia de Buenos Aires), 
en autos con doña Paula Peralta de Marino, por 
reivindicación l^g 

Ferrocarril Gran Oeste Argentino, contra Vidal Herma- 
nos, sobre expropiación 332 

Fisco Nacional, contra la Caja Internacional Mutua de 
Pensiones, por cobro de peso» ; sobre cobro de costas a 
favor del Fisco 188 

Fisco Nacional, en autos con la Caja Internacional Mutua 
de Pensiones, por cobro de pesos; sobre personería de 
don Federico Calzada 190 
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Fisco Nacional, en autos con don César Lavarello, sobre 

multa por bultos no manifestados lg 6 

Fisco Nacional, en autos con don Manuel Herrera, sobré 

contrabando ^ 

Francioni, Francisco y Cía., en autos con Georgc King 

Moore, sobre estadías. Recurso de hecho 290 

Fuentes, Abraham, solicitando reducción de pena 205 



García, don Ricardo, contra la provincia de Buenos Aires, 

sobre posesión treintwiaria. Competencia por inhibitoria 248 
Glucksmann, don Max, contra don Bartolomé Puppo y 

Angel Rodríguez Melgarejo, por uso indebido de marca 175 
Gobierno Nacional, en autos con don Esteban Semmartin, 

por cobro de pesos g- 

Gobierno Nacional, en autos con don Manad Aréva¿ so- 

. bre daños y perjuicios 2Sa 

Gobierno Nacional, en autos con don Javier VelázqueV, 

sobre escrituración 4< 4I2 

Gomes, don Pedro Anselmo, contra la provincia de Buenos 

Aires, por cobro de pesos 57 

Grondona de Jáurcgui, doña Ottamida y otros, contra la 

provincia de Santa Fe, por cumplimiento de contrato. . . 94 
Guerci, don Luis, en autos con el Ferrocarril Central Argen- 
tino, por daños y perjuicios; sobre competencia 14a 



Hall, don Jorge E. f en autos con don Ignacio L. Arbarra- 
cin, presidente de la Sociedad Protectora de Animales, 
por violación a la ley número 2786 ...... . 



66 
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Herrera, don Manuel, en autos con la Aduana de ¡a Ca- 
pital, sobre contrabando 2 5- 

L 

Lannes, don Enrique, contra la provincia de San Juan por 
cobro de pesos; sobre nulidad de laudo 327 



1 



ti?. 



Lavarello, don César, agente del vapor "La PJata", ape- 
lando de una resolución de aduana que le imponía una 
tnuha por bultos no manifestados 1^6 

Levy, don Alberto, contra don José Tagini, por uso inde- 
bido de marca de comercio go 

López Cepeda, don Manuel, en el proceso crimina] que se 
Je sigue por defraudación. Recurso de hecho 329 

López Ibáñez, Manuel, criminal, contra, por homicidio. . . 129 

López Camelo, doña Emma, en autos con don Alfredo 
Méndez, por restitución al 'hogar conyugal ; sobre com- 
petencia por inhibitoria 439 

López, Juan Félix, criminal contra, por infracción a la ley 
de Defensa Social número 7029. Competencia negativa 134 

M 

Mac Lead y Cía., sucesores de Labeque y Cía., en autos con 
la Aduana de la Capital, sobre multa por bultos no ma- 
nifestados. Recurso de hedió 228 

Masotto, Maulio, condenado a penitenciaría, solicitando se 
le compute una rebaja de pena con que ha sido agra- 
ciado por el Poder Ejecutivo 326 

Méndez, don Alfredo, contra doña Emma López Camelo, 
por restitución al hogar conyugal ; sobre competencia 
por inhibitoria 4J9 

Meyer y Hansen, en autos con Oliver Chillet y Cía., por 
supuesta falsificación de marca. Recurso de hecho 231 
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Moncs, Luis E., criminal contra, por infracción a la ley de 
Defensa Social número 7029. Competencia negativa. . ( 63 

.Moran, Venancio, criminal contra, por homicidio 109 

Morandiel, don Julio C. y su esposa, en autos con don Lo- 
renzo A. Barros, por reivindicación. Recurso de hecho. 
Sobre recusación 253 

Mórtola y Cia., contra el Ferrocarril Central Argentino, 
sobre cobro de pesos 372 

Municipalidad de General Pueyrredón, en autos con el Fe- 
rrocarril del Sud, sobre cobro de pesos. Recurso de hecho 299 

N 

Negoul, don Antonio, en autos con don Vicente Lezama, 
sobre calumnia e injurias. Recurso de hecho 357 

Novaro, don Mario, en autos con don Ramón U. Rivero, 
sobre rendición de cuentas 424 

O 

Oldrati, don Augusto F., solicita se compela al jefe del ar- 
chivo de los tribunales para que se le permita examinar 
unos registros 

Oliver, don Tomás E., en autos con el Banco Nacional en 
liquidación, por jactancia; sobre ínconstitucionalidad . . 170 

Ovando, don Juan, contra la provincia de Mendoza, sobre 
reivindicación. Incidente sobre caducidad de instancia.. 407 

Ovejero, Don Daniel, en autos con el Gobierno Nacional, 
por cobro de pesos. Recurso de hecho 370 

P 

Pedretti, Arnaldo y Jorge Raimbauld, criminal contra, por 
falsificación de billetes de banco brasileros. Recurso 
de hecho s 140 



480 
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Peluffo, don Antonio, en autos con don Emilio Echazú. 

Recurso de hecho por retardo de justicia 4 o8 

Peralta de Marino, doña Paula, contra el Ferrocarril del 
Oeste (hoy provincia de Buenos Aires), por reivindica- 
ción; sobre perención de instancia ,, 

Peralta de Marino, doña Paula, contra la empresa del F¿ 
rrocarril del Oeste (hoy provincia de Buenos Aires) 

por reivindicación 8 

Pesichelli, Nicolás, criminal contra, por disparo de armas. 

Recurso de hecho ., g 

Pi ia^co y Ca>tagnino. en autos con la Empresa Tuerto de' 

Rosario, sobre expropiación 6 5 

Pmeiro Sorondo, don Miguel, solicitando medidas de su- 
perintendencia contra el procurador fiscal federa!, doc- 
tor Benito Nazar Andhorcna g 5 

Poder Ejecutivo, remite los antecedentes suministrados en 
forma confidencial por el Banco de la Nación Argenti- 
na, sobre la tramitación de los juicios que interesan a 
esa institución en los juzgados de La Rioja, Bahia 

Blanca y Chaco 

Prefectura General de Puertos, en autos con don Gastón 
Borré (capitán del vapor nacional "Raw-son"), sobre 

aplicación de multa ^2% 

Provincia de Buenos Aires, contra Aurelia F. de Lcvalle, 

por reivindicación. Incidente sobre liquidación de frutos 34 
Provincia de Buenos Aires, en autos con don Pedro Ansel- 
mo Gómez, por cobro de pesos - 7 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Héctor C. 

Quesada, por cobro de pesos ; sobre competencia 74 

Provincia de Huenos Aires, en autos con don Prudencio 
M. Clariá, sobre inconstitncionalidad de una ley de de- 
volución de dinero 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Ricardo 
í-arcia, sobre posesión treintenaria. Competencia por 
inhibitoria _ 24 g 
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Provincia de Jujuy, « n autos ccn don Rosario Stramandi- 
noü, por cobro de pesos 

Provjncja de Jujuy, en autos con don José Stramandino- 
li e hijo, sobre rescisión de contrato, entrega de tina 
obra, ctc - 

Provincia de Mendoza, en autos con Dalla Rosa v Cia., «¿ 3 
brc cobro de pesos 

Provincia de Mendoza, en autos con don Juan Ovando, s <¿ ' 
bre reivindicación. Incidente sobre caducidad de insania 407 

Provincia de San Juan, en autos con don Carlos Sarmien- 
to, sobre daños y perjuicios _g 

Provincia de San Juan, en autos con don Enrique Lannes, 
por cobro de pesos ; sobre nulidad de laudo 327 

Provincia de.Santa Fe, en autos con don Juan Antonv y 
otros, por inconstitucionalidad de un impuesto ; sobre 
defecto legal en el modo de proponer la demanda 78 

Provincia de Santa Fe, en autos con doña Ottamida Gron- 
dona de Jauregni y otros, por cumplimiento de contrato 94 

I udn. «1 doctor Damián, presidente del Superior Tribunal 
de Justicia de Jujuy, contra e l autor de publicaciones 

injuriosas aparecidas en el diario "El Día" 2 i6 

Puppo, don Bartolomé y don Angel Rodríguez Melgarejo, 
en autos con don Max Glucksmann, por uso indebido 
de marca 



Quesada, don Héctor C, contra la provincia de Buenos Ai- 
res, por cobro de pesos; sobre competencia 74 

Qurlodrán, Antonio, criminal contra, por homicidio 294 

Quiroga, don Carlos Mi, Recurso de habeos cor pus 207 

Quiroga, don Carlos M., contra don Elias Busleiman, so- 
bre calumnias e injurias vertidas por medio de la prensa. 
Excepción de incompetencia 2 j 9 
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JMflM 

Quiroga, don Dionisio (sus herederos) contra los sucesor 
r:s de don Gabino Alvarez, sobre restitución de frutos. 
Contienda de competencia 2 - , 

Quiroga Herrera de Luján, doña Ernestina, en autos con 
ej Consejo Nacional de Educación, sobre cumplimien- 
to de sentencia 

304 

i 

Rangel Octavio, Rodríguez Sanabria, o José Luis Leuris. 

su extradición solicitada por las autoridades del Brasil 185 
Rivero. don Ramón U., contra don Mario Xovaro, sobre 

rendición de cuentas 

Rodríguez Julio, solicitando reducción de pena i 95 

Romero, monseñor José Gregorio. Bula instituyéndolo 

obispo de la diócesis de Salta 2 -, 

Ruf fa, Francisco, su «¿tradición a solicitud de las auto- " 

ridades del reino de Italia I2 _ 

Ruiz, Pedro Damián, criminal contra, por homicidio ..... 43 

■ 

1 

Sarmiento, don Carlos, contra la provincia de San Juan, 

^ sobre daños y perjuicios 3Íi 

Semmartin, don Estéban, contra el Gobierno Nacional, 

por cobro de pesos 

Senillosa, doña Hortensia C. de. en autos con don Diego 
Rogers, sobre cobro de crédito hipotecario. Recurso 
de hecho _ gg 

Senillosa. don Felipe, en autos con don Diego Rogers, so- 
bre nulidad de una cláusula hipotecaria. Recurso 
de hecho ^ 

Stramandinoli, don José e hijo, contra la provincia de Jii- 
juy, sobre rescisión de contrato, entrega de una obra etc. 152 
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Stramandinoü, don Rosario, contra el Gobierno de la pro- 
vincia de Jujuy, por cobro de pesos 

Suárez Gordülo, don Manuel, director de! ''Diario del 
Pueblo", interponiendo queja contra el procurador fis- 
cal del juzgado de Bahía Blanca 49 

T 

Tagini, don José, en autos con don Alberto Levy, por uso 
indebido de marca de comercio 80 

Tealdi, don Arturo, en autos con la Alcancía Popular, so- 
bre desalojamiento. Recurso de hcoho 33 

Tomba, don Domingo, «n autos con don Luis P. Tomba, 
sobre nulidad de escrituras. Recurso de hedió 359 

Turcatti, don Juan, en autos con Tombolini y Pérez, sobre 
usurpación de patente. Recurso de hecho 265 

v 4 

Vacari, don Alfredo, en autos con don Aquiles Cana veri, 
sobre cobro de pesos. Recurso de hecho . . . ¿v 367 

Vaccario, don Pedro, en autos con don Marcelino Ca- 
rranza, sobre nulidad de una patente 23a 

Velázquez, don Javier, contra el Gobierno Nacional, 
sobre escrituración . . 

Vergara, Lorenzo Segundo, crimina! contra, por homicidio 115 

Vidal hermanos, en autos con el Ferrocarril Gran Oeste 
Argentino, sobre expropiación 33a 

Villar de Mendia, doña Graciana, en autos con doña Grc- 
goria Mendia de Arrcgui, sobre nulidad de testamento. 
Recurso de hedió 292 

Villar de Mendia, doña Graciana, en autos con doña Gre- 
goria Mendia de Arregui, por nulidad de testamento; 
sobre reconsideración. Recurso de hedho 331 



INDICE ALFABETICO 

DE LAS 

MATERIAS CONTENIDAS EN EL VOLUMEN CXX 




Acción en juicio. — En materias regidas especialmente por le- 
yes de orden administrativo, no es de estricta áplí 
la regla del derecho común que admite acción en jui 
para la defensa de todo derecho o interés legítimo, 
gina 190. 

Acción de jactancia. — Véase "Jactancia". 

Actos judiciales. — La disposición del art. 4. de la ley 44 supo- 
ne actos judiciales que no importen una extralimitación 
de facultades en lo relativo a la competencia, limitada 
en materia de sucesiones, por disposiciones de carácter 
superior a las locales, aplicables éstas únicamente a las 
personas y cosas radicadas dentro de cada Estado par- 
ticular. Y, así, la declaratoria de herederos hecha por los 
tribunales de una provincia, de una persona domiciliada 
y fallecida en otra, carece de eficacia, por falta de juris- 
dicción en aquéllos, para pedir ante los tribunales de ésti 
la posesión de la herencia de dicha persona, reputada 
vacante por los tribunales de la última. <Aart. 3284 
Código Civil). Pag. 304. 
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Actuaciones parlamentarios. - Véase "Juicio y proceso" 
Arancel de escribanos. - Véase "Inconstitucionalidad de ley". 



Bula. - Corresponde conceder el pase de una bula pontificia 
que no se opone a las prerrogativas constitucionales y a 
los derechos de! patronato nacional que ejerce el Gobier- 
no de la Nación. Pag. 251. 

Caducidad de instancia. — Terminada la instancia le confor- 
midad de partes, no puede haber caducidad que declarar. 
Pagina 407. 

Carta de pobrtsa. — La eficacia de una carta de pobreza expe- 
dida por un juez ordinario de la capital se limita a las 
causas en ellas determinadas, que se tramiten dentro de 
la respectiva jurisdicción que lo concedió. Pág. 224. 
Causas civiles. — Al establecer el art. 1», inciso 1.» de la ley 48 
y la número 1467 que corresponde a esta Corte conocer 
en primera instancia de las causas civiles entre una pro- 
vincia y algún vecino de otra o de la Capital, se ha refe- 
rido, sin duda, a las regidas por el derecho común o que 
versen sobre derechos nacidos de estipulación o contra- 
to. Pag. 36. 

Competencia. — Véase "Jurisdicción". 

Compra de tierra púNica. — La ley de colonización de 19 de 
Octubre de 1876 no requiere que los certificados de ha- 
ber el comprador de tierra pública cumplido con las obli- 
gaciones que imponen los artículos 89 y 92 de la misma, 
de poblarla y cercarla en el término de un año, sean ex- 
pedidos por los inspectores de la Oficina de Tierras / 
Colonias, pudiendo serlo válidamente por el comisario o 
comisionado nacional, de acuerdo con el art. 118 de la re- 
ferida ley. Pág. 412. 
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C flW /«/¿ M (Su eficacia). _ No alegándose haber mediado vio- 
enea o intimidación, no es inefica* una confesión, por 
la circunstancia de haber sido ella prestada hallándose 
incomunicado el procesado y sin la asistencia de su de- 
fensor. Pag. 267. 

Confesión^ (Su indivisibilidad). _ La regla de la indivisibili- 
dad de la confesión sufre excepción cuando de las cir- j 
cunstanms del hedio resultan presunciones graves en 
contra del confesante. Pág. 283. 

Contienda de competencia. _ Omitidos los requisitos de! testi- 
monio y audiencia prescriptos, respectivamente, por los 
artículos 46 y 47 de la ley nacional de procedimientos, 
numero 50, corresponde la devolución de los expedientes 
para que se dé a la contienda de competencia la tramita- 
ción correspondiente. Pág. 142. 

Costas. - La novedad del caso controvertido y lo observado en 
casos análogos, justifican la no imposición de las costas 
al vencido. La ley 4128 ha sido dictada para los tribuna- 
íes de la Capital y no para lo federal. Pág. 148 

Costas. — Véase "Recurso extraordinario". 



Danos. — El Gobierno es responsable del daño ocasionado a 
mercaderías depositadas en los almacenes fiscales, por 
inundaciones debidas a la mala ubicación y construcción 
de estos. Pág. 89. 

Defecto legal en el modo de proponer la demanda. — La pre- 
sentación de varios demandantes bajo una sola represen- 
tación e invocando un mismo titulo, así como la circun*. 
tanca de no haber acompañado con la demanda los jus- 
tificativos de sus pretensiones, «o constituye un defecto 
legal en el modo de proponer la misma. Tampoco lo es 
la falta de. enumeración de los hechos en que ella se 
funda. Pág. 78. 
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• 

Demandas contra ¡a Nación. — Una demanda contra el Gobier- 
no Nacional por cobro de averías en un cargamento de- 
positado en un galpón fiscal, se halla comprendido entre 
los casos previstos en el art. t.° de la ley 3952, sobre de- 
mandas contra la Nación. Pág. 89. 
enunciante — El art. 72 de la ley número 4927 no acuerda al 
denunciante el derecho de intervenir en las actuaciones 
judiciales que se hagan necesarias para el cobro de las 
multas por infracción a la ley de papel sellado. Pág. 190. 
Devolución de autos. — Corresponde la devolución de los autos 
en un caso en que el Procurador General de la Nación 
pide la confirmación de la sentencia, apelada por el Mi- 
nisterio Público ante el inferior. Pág. 188. 
Devolución de impuesto. — Corresponde el rechazo de una de- 
manda .por devolución ! e impuesto tachado de inconsti- 
tucional, si no se lia acreditado haberse notificado a! va- 
luador del partido la respectiva protesta. Pág. 98. 
Domicilio. — La manifestación de domicilio hecha al otorgarse 
un poder adquiere especial fuerza probatoria respecto 
del mitfim cuando el lugar enunciado como domicilio es 
distrito de aquel en que se otorga el poder. No habiendo 
uniformidad en las declaraciones de los testigos, debe 
prevalecer sobre la prueba testimonial !o consignado en 
el referido instrumento público. Pág. 248. 

E 

Enmiendas a los moni f ¡estos generales. — Véase "Infracción a 
la ley de Aduana". 

Escribanos públicos. — Véase "Inconstitucionalidad de ley*'. 

Exención de impuestos. — Los conceptos "una contribución 
única" de 3 o|o del art. 8 de la ley 5315, se refieren a los 
verdaderos impuestos, tributos o cargas públicas sancio- 
nados para hacer frente a los gastos generales de la ad- 
ministración. El impuesto del 3 ojo es para la constuc- 
ción o mantenimiento de puentes y caminos ordinarios 
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'le los municipios y departamentos, no para calles. su pa- 
v.mentaeion. limpieza y alumbrado. El referido art 8- 
<le fe ley 53,5 no exime a las empresas ferroviarias de 
la ob„gacion de pagar el impuesto de afirmado. Pág 372 
Expropiarán. - Siendo equitativa la estimación que hace de 
la cosa expropiada el fallo recurrido, corresponde su 
confirmación. Pág. 65. 

EXpr0 *M£ ~ S ar V 7 dc ,a Constítuctón Nacional no es- . 
tablece que la uUiidad pública a que las leyes de expro- 
p ac^ responden, sea inmediata y de ba ser atenJida 
«lemro dc temimos perentorios. 

El Poder Ejecutivo es el llamado a decidir en todos 
lo. casos si las obras que se trata de construir en los te- - 
rrenos a expropiarse se hallan o no autorizadas por la 
ley. sin «,„ e su resolución a este respecto sea definitiva e 
irrevocable en perjuicio de los expropiados. Pág. 332. 
Expropiación. - V.ase "Riberas". 

Extradición. - Tratándose de un caso de los previstos en la ' 
primera parte del art. 85 del Código Penal argentino, 
puede apreciarse separadamente la procedencia de la ex- 
radicon, con relación a uno u otro de los delitos impu- 
ados al requerido. Procede la extradición solicitada por 
las autoridades del reino de Italia de un sujeto procesado 
por e delito de lesiones, en q„ c la acción para acusar no 
se halla prescripta ni ante la legislación del pais reque- 
riente n, ante la nacional (art. 91, inciso 4. ; artículos 03 
y 95 del Código Penal kaliano, y art. .7. capitulo según- 
do. inciso 2.- de la ley 4189. sobre reformas al Código 
I enal y art. 89. inciso ¿;- «Jel mismo código). Pág. 123. 
Extradición.- Es procedente a título de reciprocidad, la ex- 
tradición solicitada por las autoridades del Brasil, de un 
acusado por C I delito de rol» calificado, si resulta que -e 
han cumplido las condiciones exigidas por nuestras leyes 
lart. 12. ley número 1612). Pág. 185. 






Ferrocarriles. — Véase "Exención de impuestos". 
Fuero federal. — Véase ' Jurisdicción". 

I G 

Gracia. — Véase ' Reducción de pena". 

|- H 

Homicidio. — No causa agravio al procesado una sentencia que 
lo condena a la pena de quince años de presidio por el 
delito de homicidio perpetrado con una circunstancia 
itenuante. Pág. 43. 

Homicidio. — Es arreglada a derecho la sentencia que condena 
a la pena de diez y siete y medio años de presidio y ac- 
cesorias legales, al autor del delito de homicidio pos- 
trado sin circunstancias atenuantes ni agravantes. Pá- 
gina 52. 

Homicidio. — Es justa la sentencia que condena a la pena de 
quince años de presidio y accesorias legales al autor del 
delito de homicidio perpetrado con las circunstancias 
atenuantes de provocación o amenaza v ebriedad incom- 
pleta. Pág. 69. 

omicidh. — No cansa agravio la sentencia que impone la pe- 
na de quince años ríe presidio y accesorias legales al au- 
tor de un homicidio perpetrado con las circunstancias 
atenuantes de provocación de parte de la victima y de 
irritación en el victimario. Pág. 101. 
Homicidio. — Es justa la sentencia que condena a la -pena de 
trece años de presidio y accesorias legales al autor de un 
homicidio perpetrado con la circunstancia atenuante de 
provocación o amenaza de parte de 1a víctima. Pág 109 
Homtcidw. — No causa agravio al reo la pena de once años de 
presidio y accesorias legales impuesta por el delito de 



homicidio perpetrado con las circunstancias atenuantes 
de provocación de parte de la victima y la de embriaguez 
incompleta en el victimario. Pág. 115. 

Homicidio. — Xo causa agravio la pena de doce años de presi- 
dio y accesorias legales impuesta a! autor de un homi- 
cidio perpetrado con las circunstancias atenuantes de 
provocación de parte de la victima y la de no haber teni- 
do la intención de causar el mal producido. Pág. 129. 

Homicidio. — Es justa la sentencia que condena a la pena de 
diez y siete años y medio de presidio y accesorias lega* 
les, al autor de un homicidio perpetrado sin circunstan- 
cias atenuantes ni agravantes. Pág. 283. 

Homicidio. — Xo causa agravio al procesado y se ajusta a lo 
dispuesto por el art. 17, inciso i.° de la lev de reformas 
al Código Penal, la pena de doce años de presidio y ac- 
cesorias legales impuesta por el delito de homicidio per- 
petrado con la circunstancia atenuante de ebriedad par- 
cial. Pág. 294. 

Homicidio. — Es justa la sentencia que condena a la pena de 
penitenciaria por tiempo indeterminado a !a autora del 
delito de homicidio perpetrado con las circunstancias 
agravantes de premeditación y alevosía. Pág. 313. 

1 

Impuesto de afirmado. — Véase "Exención de impuestos". 

Inconstitucionalidad de ley. — La ley 6369 no viola la garantía 
acordada |>or el art. 17 de ¡a Constitución Xacional a la 
propiedad privada. Pág. 332. 

Inconstitucionalidad de ley. — La exigencia a los escribanos pú- 
blicos de que no cobren más de lo que les permite la ley 
por sus trabajos de funcionarios (artículos 185 y 320 de 
la ley orgánica de los tribunales de la capital) no desco- 
noce un derecho de los que el art. 14 de la Constitución 
Nacional acuerda a todos los habitantes de la República, 
como el de ejercer toda industria licita, usar y disponer 
de la propiedad, etc. Pág. 425. 



InconsMucionalidad de multa. — Una multa impuesta por un 
tribunal de justicia para reprimir faltas contra su auto- 
ridad y decoro, y no para castigar las injurias y calum- 
nias previstas en los artículos 177 al 186 del Código Pe- 
nal, no puede decirse contraria a los artículos 67, inciso 
11 y 108 de la Constitución Nacional. Pág. 216. 
Indemnización de daños. — Véase "Daños". 
Indulto. — \ éase "Reducción de pena". 
Infracción a ¡a ley de Aduana. — La disposición del art. 31 de 
la ley de Aduana, número 4933, es de carácter general y 
se refiere, por lo tanto, no sólo a las procedencias de 
países limítrofes sino también a los buques de ultramar. 
En consecuencia, las enmiendas a los manifiestos gene- 
rales sólo podran practicarse, tanto en uno como en otro 
caso, mientras la aduana no se haya apercibido de la in- 
fracción. Pág. 196. 

Infraceión (Ley de Aduana). — Comprobado el hedió en que 
consiste la infracción, en el caso, el transbordo clandesti- 
no de los efectos, sería contrarío a los principios genera- 
les en materia de procedimientos qiíc aquélla quede im- 
pune por irregularidades en el proceso. Pág. 267. 

Injurias u ofensas graves. — Las palabras de la victima "voy a 
matar a todos como a chiquitos", no constituyen injurias 
« ofensas ¡licitas y graves, sino la simple provocación ti 
ofensa que tiene en cuenta el art. 83, inciso 4." del Códi- 
go Pena!. Pág. 129. 

Intereses. — Es un principio jurídico que el recibo del capital 
por el acreedor sin reserva alguna sobre los intereses, ex- 
tingue la obligación del deudor respecto de ellos. Pá- 
gina 5. 

Intenses (Su acumulación). — La ley no autoriza el cobro de 
nuevos intereses sobre los ya acumulados al capital sino 
en los únicos casos especificados en el art. 623 del Có- 
digo Civil. Pág. 9. 

Interrupción de la prescripción. — Los reclamos o gestiones 
administrativas voluntariamente practicadas, no impor- 



tan demanda para los efectos del art. 3986 del Código 
Civil (interrupción de la prescripción), ni equivalen a 
los actos enumerados en los artículos 3988 y 3989 del 
mismo código; Pági 94. 

J 

Jactancia. — La acción de jactancia, prevista en la lev 46, título 
2." de la tercera Partida y 425 del Código cíe Procedi- 
mientos de la Capital, lejos de ser contraria o de afectar 
cláusula alguna de la Constitución, tiende a garantir la 
integridad y plenitud de los derechos acordados ¡>or ésta. 
Página 170. 

Jueces. — Incumbe a los jueces suplir las omisiones de los liti- 
gantes en la invocación del derecho o rectificar los erro- 
res íjue al respecto cometan. Pág. 94. 

Juicio. — A los efectos de lo dispuesto en el art. 14, de ia ley 
número 48. el concepto "juicio", comprende los ordina- 
rios y lo contencioso administrativo. Pág. 74. 

Juicio por Jurados. — El establecimiento del jurado para el juz- 
gamiento de los delitos de imprenta no es repugnante a 
lo dispuesto por el art. 24 y concordantes de la Consti- 
tución Nacional y se halla dentro de las atribuciones 
acordadas a las provincias por el art. 105 de la misma. 
Página 239. 

Juicio y proceso. — Las palabras -juicio" y "procesó" del ar- 
ticulo 18 de la Constitución N'acional no se aplican a ac- 
tuaciones parlamentarias para reprimir desacatos o ata- 
ques a los privilegios de asambleas legislativas. Pág. 207. 

Jurisdicción. — El conocimiento del delito de distribuir o hacer 
circular impresos prdhibidos por la ley de Defensa So- 
cial, número 7029, corresponde a los jueces locales del 

fuero común en cuya jurisdicción se haya cometido. Pá- 
gina 63. 

Jurisdicción. — La justicia federal es incompetente para cono- 
cer de las causas criminales seguidas por malos trata- 




miento^ excitados contra los animales (Le v ^ 

/W*c«„. _ Entablada toa causa ante determinados tribu- 
nales provócales, la jurisdicción concurrente de ésto en 
general se entiende prorrogada, aunque se ha^n Ida 

rató n nTr tCS r C ° nSÍderar,a de c *™¿ *■£■ 
rat vo o del fuero de otros tribunales de igual carácter 

ocal o se declarase nulo lo actuado. La inlciacírante 

los tnbuna.es locales de una provincia ÍrS^^ 

d da ÉSfíP e0nta f 0S0 ^"linistrativo por retar! 
mera ¡ Z ñ "V" redan,adón al g«l>ierno de la pri- 

™,1 » dCral qUe P ^' 3 ^responderle al de- 

mandante en razón de dicha vecindad v la prorrozacS. 
de la junsdicción de los tribunales provincia^ 

m^ T L '" a ÍnfraCCÍÓn 3 13 ,C - V de Def — Social nú-* 
mero 7 029 . qiie afecte , , a ^ - 

haya s,do con et.da en parajes en donde el Gobierno Na 
conal tenga exclusiva jurisdicción, no haceTurgir la 
competencia de la justicia federal. Tág ,34 g 

^df^r S0 " í 0n,P ° nenteS Para COnocer Fernán- 
da sobre cumpl.m.ento d e una sentencia ejecutoriada Z 

Jurisdicción.-. Las acciones de divorcio deben intentarse en el 
. . domiclll o de loe cónyuges, o sea el del marido Pág. 430 
Jurtsdicaon. - Véase "Causas civiles '. 39 ' 

Jurisdicción originaria. - So corresponde a la Corte Suprema 
el conoc.rn.ento de una demanda contra una provincia, 
por mdemmzacon de daños y perjuicios que se dicen 
causados por una inhibición general de bienes decretada 
por un juez local a solicitud fiscal. Pág. 36. 

pMUMg^m a \ U ri 8 dicc¡6„ 

de la Corte Suprema, ni tampoco a la superintendencia 
que a la m.sma confiere el art. „ de la ley 4055. la acu- 
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sación contra un procurador fiscal a cargo de un juzgado 

previs,os y penados por él ^ 

^^^T?- 7 NÓ a « jurisdicción 

originaria de la Corto Suprema el conocimiento de lo 
pedidos de graca del resto de la pena que autoriza a for- 
mular el art. 73 del Código Penal. Pág. 136. 

Jurisdicción origiitaria. No corresponde a la jurisdicción 
ongmana de la Corte Suprema la aplicación de los ar- 
ticulos 73 y 74 del Código Penal. Pág. 195. 

Jurisdicción originaria. _ No es caso de jurisdicción originaria 
le la Corte Suprema la declaración y reconocimiento de 
las condiciones que por la ley corresponde a un condena- 
do agraciado por el Poder Ejecutivo con la rebaja de dos 
anos de ia pena que se le impuso. Pág. 326. 



Ley de Papel Sellado. - Véase "Denunciante" 

Ltquulación. - Corresponde la supresión en una liquidación, de 

una partida no comprendida en la parte dispositiva de la 

sentencia. Pág. 152. 

M 

Mandato co^itucional. - La autorización conferida al Poder 
«Ejecutivo de una provincia por una ley especial, pare 
prorrogar un contrato de adoquinado, comporta una de- 
rogación para el caso, de las prescripciones generales de 
la ley de contabilidad relativas a la licitación, y. por lo 
tanto, no puede alegarse que haya habido de parte del 
poder administrador, extralimitación de su mandato 
constitucional. Pág. 9. 

Marcas d e comercio. - Los actos comerciales relativos a las 
fotógrafos y a las cintas cinematográficas son distintos 
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en «I lenguaje común y legal; de tal suerte, que otorgada 
una marca de comercio para estas últimas, no se puede, 
teniendo conocimiento de ello, emplear en el mismo des- 
tino, sin las responsabilidades de ley, una marca idéntica 
que sólo comprende fotografías. Pág. 175. 
Marcas de fábrica. — La ley 3975 no ha fijado plazos a los que 
obtengan marcas de fábrica, comercio o agricultura para 
que principien a usarlas, ni ha establecido que el no uso 
de ellas durante parte del término de su concesión sea 
obstáculo para el ejercicio de las accione? criminales a 
que se refiere el art. 48 y siguiente de dicha ley. La falta 
de empleo actual de una marca no se encuentra compren- 
dida entre las causas de extinción de la misma que enu- 
mera el art. 14 de la ley mencionada. Pág. 80. 
Mejoras. — El importe de las mejoras es compensable con el de 
los frutos percibidos o que hubiesen podiáo percibirse. 
Página 34. 



Partición de bienes hereditarios. — Con arreglo a lo dispuesto 
en el art. 3284. inciso 2." del Código Civil, las divisiones 
de bienes liercditarios pueden ser reformadas o anula- 
das. Pág. 359. 

Percnción de instancia. — Importando la providencia de "a\i- 
toV\ después de substanciada la causa por demanda y 
contestación, una citación especial a las partes para dí> 
tar sentencia imerlocutoria o definitiva, no procede la 
declaratoria de perención de instancia, después de dieta- 
da esa providencia. Pág. 140. 

Prescripción. — >La acción personal del comprador para exigir 
del vendedor la entrega del inmueble vendido, fc pres- 
cribe a los diez años entre presentes y veinte entre au- 
sentes. Pág, 94. 
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Prescripción. — El comprador de tierra pública que durante 
mas de veinte años posee la cosa y ejerce sobre ella actos 
de dominio, adquiere la propiedad de la misma y tiene 
derecho a exigir su escrituración; sin que pueda alegar- 
se por el Gobierno Nacional que aquél ha perdido ese 
derecho por el transcurro de ese tiempo sin exigirlo. 
No desconocida por el Gobierno Nacional la entrega de 
la tierra y el pago de su precio, las contribuciones exi- 
girlas al compredor en concepto de propietario y posee- 
dor de aquéllas o la aceptación de! pago de ellas impor- 
tan, renuncia por parte del primero al derecho adquiri- 
do de no escriturar. Pág. 412. 

Procedimientos ante jueces locales. — F.l examen por los tribu- 
nales federales de los procedimientos seguidos ante los 
jueces locales en ejercicio de una jurisdicción no discu- 
tida y la declaración en su caso, con motivo de una de- 
manda ordinaria, de que ellos han sido contrarios a la 
ley provincial que determina los derechos y responsabi- 
lidades de los litigantes y la modalidad de los juicios 
importaría una revisión de los procedimientos de dichos 
jueces, y sería inconciliable con lo dispuesto por el ar- 
ticulo 105 de la Constitución Nacional, con arreglo al 
cual las provincias se dan sus propias instituciones y «c 
* rigen ¡K>r ellas. Pág. 36. 

Procedimientos judiciales de provincias. — El art. 7 de la Con j- 
titución y las disposiciones reglamentarias del mismo, 
consignadas en la ley número 44, tío pueden ser interpre- 
tadas en el sentido de que los procedimientos judiciales 
de una provincia o tribunales ordinarios de la capital 
puedan alterar las condiciones establecidas en otra para 
la substanciación de los juicios seguidos en éstos. Pá- 
gina 224. 

Proceso. — Véase "Juicio y proceso". 
Prórroga de jurisdicción. — Véase "Jurisdicción". 
Protesta. — Véase "Devolución de impuesto". 
Provincias. — Véase "Res¡)onsabilidad de las provincias". 
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Prueba (ohus probo*». - Al contratante que impugna la va- 
l.dez de un contrato de obras de pavimentación a abo- 
narse con fondos especiales, en ratón de haber tenido co- 
nocimiento el otro contratante, al tiempo de su celebra- 
ción, de que esos fondos no alcanzaban para las obra, 
que debían efectuarse, corresponde la prueba de ese 
aserto, con arreglo a la doctrina que informa el artículo 
1934 del Código Civil. Pág. 9. 



í 



Recurso de denegación de justicia. — ,La Corte Suprema no 
puede conocer de los recursos por retardo de denegación 
de justicia sino en los casos a que se refieren los artícu- 
los 3 y 4 de la ley 4055. Pág. 408. 
rcurso de hecho. — So procede un recurso de hecho por ape- 
lación denegada interpuesto fuera del termino perentorio 
señalado por e l art. 231 de la ley nacional de procedi- 
mientos. Pág. 88. 

Recurso de inconstitucionalidad. — & recurso de inconstitucio- 
nalidad que reglamenta el art. 340 y demás del titulo 
VIII del Código de Procedimientos de la Capital, es im- 
procedente para ante esta Corte Suprema. Pág. 32. 

Recurso d e nulidad. — No procede el recurso de nulidad tra- 
tándose del extraordinario autorizado por el art 14 
ley 48. Pág. 267. " 

Recurso de nulidad. — El recurso de nulidad no procede contra 
los laudos pronunciados jx>r arbitros arbitradores, y tra- 
tándose de árbitros juris, debe ser interpuesto ante ¡os 
mismos. Pág. 327. 

Recurso de queja. — No procede el recurso de queja, cuando se 
lo interpone después de vencido el término perentorio 
señalado al efecto por el art. 231 de la lev nacional de 
procedimientos y 235 y 236 del Código de Procedimien- 
tos de la Capital. Pág. 292. 
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Recurso de queja. _ Es improcedente el recurso de queja para 
ante la Corte Suprema, cuando es deducido fuera del 
termino perentorio señalado por los artículos a 3 i. Lev 
Nacional d e Procedimientos, y 235 y 236, Código de Pro- 
cedimientos de la Capital. Pág. 349. 

Recurso de queja. - Es improcedente el recurso de queja de- 
ducido fuera de! término señalado por el art. 516 del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal. Pág. 355. 

Recurso de reposición. - El recurso de revocatoria no procede 
contra los fallos de la Corte Suprema. Pág. 331. 

Recurso de retardada justicia. — Corresponde a las Cámaras 
Federales -conocer en grado de apelación v en última ins- 
tancia de ios recursos por retardación de justicia de par- 
te de un juzgado federal. La intervención por vía de su- 
perintendencia respecto a los juzgados de sección en ca- 
sos que no revistan carácter general, ha sido atribuida a 
las Cámaras Federales de Apelación por el art. 2.» de la 
ley -099. Pág. 370. 

Recurso de rexisión. — El recurso de revisión debe deducirle 
ante el tribuna! que dictó la sentencia de que se recurre 
Página 8. 

R curso de retardo de justicia. — La Corte Suprema no conoce 
de los recursos por retardo o denegación de justicia de 
las Cámaras Federales, sino en los casos suscq>tibles de 
una tercera instancia. Pág. 41 1. 

Recurso extraordinario. — Es improcedente el recurso extraor- 
dinario del art. t 4 , ley 48, cuando la disposición consti- 
tucional en que se procura fundarlo ha sido invocada al 
ser interpuesto aquél. Pág. 32. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
del art. 14, ley 48. contra una sentencia que no hace lu- 
gar a una acusación por uso indebido de marca, basada 
en la interpretación de la ley especial número 3075. en 
sentido contrario al pretendido por el apelante. Pág. 80. 

Recurso extraordinario. — La sentencia que en juicio ejecutivo 
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declara inadmisible las excepciones opuestas, no tiene 
carácter de definitiva a los efectos del recurso extraor- 
dinario previsto en el art. 14 ley 48. Pag. 138 
Recurso extraordinario. - I» 8 sentencias pronunciadas en jui- 
cio ejecutivo no pueden considerarse definitivas a los 
efectos del recurso previsto en el art. 14. lev 48. Pág im 
Recurso extraordinario. - Las cuestiones d e hecho y aprecia- 
ción de la prueba, asi como la interpretación de las di - 
pospones del Código de Comercio, m ajenas al recurro 
extraordinario del art. 14, ley 48. No basta para autori- 
zar dicho recurso la referencia general a una garantía 
constitucional al interponerlo, -iendo indispensable que 
en el pleito se haya cuestionado la inteligencia de la 
misma y que la decisión dependa de la interpretación «e 
debe dársele. Pág. 145. 
Recurso extraordinario. — No puede reverse por la Corte Su- 
prema por la via del recurso extraordinario del art. 14, 
ley 48. y 2j, inciso 3. del Código de Procedimientos cu 
lo Criminal, fundado en la violación de la garantía que 
acuerda el art. 18 de la Constitución Xaciona!, un pro- 
nunciamiento dictado con arreglo a una ley no impugna- 
da como inconstitucional. Pág. 149. 
Recurso extraordinario. — El art. n «le la lev sobre jurisdic- 
ción y competencia de los Tribunales Federales se pro- 
pone determinar las condiciones de la vecindad a lo* 
efectos del fuero y reconocido éste por la sentencia ape- 
lada, no existe decisión contraria al derecho, exención o 
privilegio garantido en la cláusula cuestionada, que pue- 
da dar lugar al recurso extraordinario autorizado por -I 
art. 14 de la referida ley. Pág. 166. 
Recurso extraordinario. — Habiéndose puesto en cuestión di- 
versas cláusulas de la Constitución, y siendo la resolu- 
ción apelada contraria al derecho fundado en ellas, pro- 
cede el recurso extraordinario del art. 14, ley 48. Pá- 
gina 170. 

Ocurso extraordinario. — Desconocida la eficacia de un titu- 
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fe otorgado por el Comisario Nacional de Patentes de 
Invención, Marcas de Fábricas, de Comercio y Agricul- 
tura, procede el recurso extraordinario a que se refieren 
los artículos 22 del Código de Procedimientos en lo Cri- 
mina! y 6." de la ley 4055. Pág. 175. 
Recurso extraordinario. — La providencia de "autos" no im- 
porta sentencia definitiva que pueda dar lugar al recurso 
extraordinario del art. 14, ley 48. Pág. 203. 
Recurso extraordinario. — No procede el reeurso.extraordina- 
no del art. 14, ley 48, contra la resolución de una Cáma- 
ra Federal <¡ue interpreta y aplica el procedimiento en el 
orden nacional, no impugnado de inconstitucionalidad, y 
en que no se ha desconocido la validez de una deccisióii 
de la Corte Suprema. Pág. 205. 
Recurso extraordinario. — Discutido ante los tribunales locales 
el akrnnce de las garantías acordadas por el art. 18 de la 
Constitución Xncional en las causas crimínales y siendo 
la decisión definitiva, contraria a lo sostenido" por el 
apelante, procede el recurso extraordinario del art. 22 
del Código de Procedimientos en lo Criminal. Pág. 207. 
Recurso extraordinario. — La Corte Suprema no está llamada 
a pronunciarse en el recurso extraordinario autorizado 
por los articulo^ 22 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal ; 14. ley 48, y &?, ley 4055. acerca d la confor- 
midad de las leyes locales con la Constitución del mismo 
carácter, ni sobre la correcta o incorrecta api.cación de 
las leyes procesales y de organización de los tribunales 
<|ue se den las provincias en uso de sus facultades reser- 
vadas. 

•Conforme a los términos del art. 22 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal y de su concordante e! 14 de 
la ley 48, es en el pleito o proceso donde deben plantear- 
se las cuestione* federales, en forma y tiempo oportuno 
para la procedencia del recurso extraorcKnario; siendo 
asi extemporáneas las citas de garantías constitucionales 
hechas al interponerse de hecho e! referido recurjo y 
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la memona autorizada por el art. 8 de la ley 4 o 55 . Pá - 

*" Hr Z:T:ítt- PrOCCde 61 we ™ -'-ordinario 
fr b'l, 1 7f . C °? tra "" a reSOh,ción de un ^perior 
í 3 C ' a <le prOVÍRCia <"* desconoce el de- 
recho a actuar enpapet común acordado por los tribu- 
nales ordinarios de la Capital, que se pretendía fundar 
en los art-culos 7 y 8 de la Constitución Nacional y ar- 
fes" cU M, 6 ' a m ' mer ° 44 **" a »^ticación de 
los actos públicos y procedimientos judiciales. Pág. 224 

Recurso c^oré^rio. - Xo , icne arhcteT de 

^ ^ r?*^ P ° r d art '* 'ey 48. una 

resoluoon de una Cámara Federal.que declara inapelable 

ZplZt™ dcl inferíor dene&ando nucva a " dien - 

Recurso coordinarlo - N procede el recurso extraordina- 
rio del art. 14, ley 48. contra una sentencia que declan, 
nula una patente de invención, basándose en la circuns- 
tancia de hecho de no presentar diferencias característi- 
cas de eternas distintos los aparatos objetos de las pa- 
temes en c„est>on. La imposición de costas no puede ser 
materia del mismo recurso. Pág. 232 

Recurso ^ordinario. - Procede el recurso extraordinario 

TVK ñ i 4 ?\ COntra una «solución de un Superior 
Tribuna de Justicia que declara de la competencia del 
jurado el conocimiento de los delitos de imprenta, habien- 
do sostenido el recurrente la inconstitucionalidad de di- 
cha institución. Pág. 239. 

R,tttr ^T : d '7 rÍ0 ~ * ajcn ° aI reci,rso «'"ordinario 
«i art. 14 ley 48, un pronunciamiento basado en hechos 

y en la aplicación de disposiciones del derecho común. 
1 agina 259. 

Recurso extraordinario - Xo procede el recurso extraordina- 
no del art. 14, ley 48, contra una resolución que no des- 
conoce la validez y eficacia de la patente del apelante 
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dentro de los limites que le acuerda !a ley, y que, por el 
contrario, reconoce la validez de dicho título Pág. 265. 

Recurso extraordinario. - Procede e! recurso extraordinario 
efe] art. 14. ley 48, en un caso en que, discutida durante 
el juicio la inteligencia de disposiciones de las ordenanzas 
y de la ley de Aduana, la sentencia apelada es contraria 
a lo sostenido por el recurrente. Pág. 267. 

Recurso extraordinario. - La interpretación o aplicación que 
¡os tni, lina , c , de provincia y los federales hicieren de los 
códigos Civil y Comercial, no pueden dar ocasión a la 
instancia extraordinaria autorizada por el art 14 lev 48 
Página 290. ' ^' 

Recurso extraordinario. - La apreciación de la prueba, asi co- 
mo la aplicación del derecho común, son ajenas al recur- 
so extraordinario autorizado por el art. 14, ley 48. Pá- 
gina 299. 

Recurso extraordinario. - Ño procede el recurso extraordina- 
m contra una sentencia, que, aplicando una disposición 
del Código de Procedimientos, no impugnada como con- 
traria a la Constitución, se limita a declarar mal conce- 
dido un recurso. Pág. 302. 

Recurso extraordinario. - Es improcedente el recurso extraor- 
dinario del art. 14, ley 48. cuando la invocación de las ga- 
rantías constitucionales es hecha después de pronunciado 
el fallo recurrido y con motivo de la apelación dedu- 
cida. Pag. 323. 

Recurso extraordinario. - Para la procedencia del recurso ex- 
traordinario del art. 14, ley 48, no basta hacer referen- 
cias generales a la Constitución, tratados o leyes especia- 
les del Congreso, sino que debe alegarse en términos 
concretos la aplicación de alguna cláusula de carácter fe- 
deral, <Je manera tal, que de su interpretación dependa la 
solución de la causa. Pág. 329. 

Recurso extraordinario. — Es improcedente el recurso extra- 
ordinario del art. 14, ley 48, cuando la resolución de últi- 
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ma instancia no desconoce el fuero federal fundado en 
!a Constitución y expresada ley nacional. Pág. 351. 

Recurso extraordinario. — El recurso extraordinario* autoriza- 
do por e! art. 22, inciso 2. del Código de Procedimientos 
en lo Criminal, y 6." de la ley 4055, debe ser interpuesto 
dentro del término de cinco días hábiles. Pág. 357. 

Recurso extraordinario. — La manifestación de que la senten- 
cia apelada se halla "en pugna con el articulo citado (17 
de la Constitución Nacional) y con las disposiciones del 
Código Civil cobre los derechos de dominio e hipoteca", 
no importa plantear la cuestión federal prevista en el in- 
ciso 2. u del art. 14 de la ley 48. Pág. 367. 

Recurso extraordinario. — Fuera de los casos en que está lla- 
mada a resolver una causa en tercera instancia ordinaria 
o a decidir contiendas de jurisdicción de conformidad a 
los artículos 3 y 9 de la ley 4055, la Corte Suprema no 
puede pronunciarse sobre la competencia federal, ya por 
razón de las personas, ya de la materia, .sino en tanto que 
ella haya sido desconocida y la parte que la invocó inter- 
ponga la apelación que acuerda el art. 14» inciso 3." de la 
ley número 48. 

Cuando en un juicio de los excluidos de tercera ins- 
tancia por el art. 3 de la ley 4055, se han ejercitado de- 
rechos o 'hedió valer exenciones fundados en sentencias o 
resoluciones provinciales, y se desconoce la eficacia de 
las últimas, las partes pueden, amparándose en lo dis- 
puesto por el art. 7 de la Constitución Nacional, aplica- 
ble también a los tribunales federales, interponer el re- 
curso extraordinario del art. 6 de la ley 4055 si esa dis- 
posición constitucional ha sido oportunamente invocada. 

I.a Corte Suprema se encuentra sometida en los re- 
cursos extraordinarios deducidos contra sentencias de !a< 
Cámáras Federales a las mismas restricciones que con 
relación a los recursos de idéntica naturaleza deducidos 
contra sentencias de los tribunales superiores de pro- 
vincias. 
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Los artículos 6.- y r 7 de la ley 4055 han podido san- 
ciona..^ por el Congreso en uso de facultades indiscuti. 
b!es dado que, por el art. 101 de la Constitución, la Corle 
Suprema ejercerá la jurisdicción por apelación según las 
reglas y excepciones qne prescriba aquél. 

La mente de la ley 4055 no es la de que toda causa re- 
gida pos la Constitución o en que s e haga necesaria su in- 
terpretación y aplicación,, haya de resolverse en definiti- 
va por la Corte Suprema. Pág. 359. 
Recurso extraordinario. _ La interpretación y aplicación de los 
artículos 2 y siguientes de la ley 9143. no autorizan el re- 
curso previsto en el art. 14 de la ley 48. Pág. 410. 
Recurso extraordinario. - La decisión de un tribunal de pro- 
vincia, fundada en la Constitución local, sobre falta de in- 
terés en e! apelante en virtud de hallarse reformada la ley 
tachada de violatoria de la Constitución .Nacional, v con 
ella la de junsdicción para conocer de la ¡nconstitucio- 
nahdad de la disposición legal derogada que motivó la 
demanda, es ajena al recurso extraordinario autorizado 
por el art. 14 ley 48. 

Es improcedente el exámen y decisión de una cuestión 
federal cuando la sentencia recurrida consigna un funda- 
mento de deredho común suficiente por si solo para sus- 
tentarla. Pág. 436. 

Recurso extraordinario. - Véase "Resolución inoficiosa". 

Recusación sin causa de ministros de la Corte Suprema — Du- 
rante la tramitación de los recursos de hecho no procede 
la recusación sin causa de Ministros de la Corte Supre- 
ma. Pág. 253. 

Reducción de petia. — \i por los fundamentos que le han dado 
origen, ni por los fines que se propone alcanzar, ni por 
las circunstancias a que está subordinado, es posible equi- 
parar el ejercicio dtí derecho que consagra el Código Pe- 
nal en los artículos 73 y 74 con las peticiones que pueden 
ampararse en la facultad de indulto v conmutación de 
pena deferidas al Poder Ejecutivo por la Constitución. 
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La competencia atribuida al Poder Judicial para cono- 
cer de Ja aplicación de !os artículos 73 v 74 del Código 
Penal, sobre remisión de parte de las penas de presidio o 
penitenciaria, no es repugnante a lo dispuesto en el inciso 
6." del art. 86 de la Constitución. Pág. 19. 
Resaludó,, inoficiosa. - Seria inoficiosa la resolución de una 
cuestión federal planteada en Un recurso extraordinario, 
si la sentencia recurrida se funda en la autoridad que 
reviste otra ejecutoriada ; autoridad no desconocida y 
(¡ue basta por si sola para su.-ientarla. Pág. 228. 
Responsabilidad d c las provincias. — Las provincias no están 
obligadas por los trabajos que sus funcionarios soliciten 
de particulares, sm la autorización correspondiente y que 
ellos debían ejecutar por razón de sus cargos. 

Debe entenderse ad referendum, y por lo tanto, no re- 
viste los caracteres de definitivo y concluido, un contrato 
de locación de servicios celebrado por el gobernador de la 
provincia, sin autorización, y sin que la legislatura haya 
votado los fondos para su cumplimiento. Pág. 57. 
Revisión de senleiteia. — > o porecede la revisión por la Corte 
Suprema de un pronunciamiento de una Cámara Federal 
de Apelación en un asunto de superintendencia sometido 
a la consideración de ésta. Pág. 85. 
Riberas. — La nación, como efecto inmediato de las facultades 
que le confieren los artículos 26, 67, incisos 9 y 12 de la 
Constitución Xacional, no adquiere inmuebles en las ri- 
beras o playas de los ríos navegables, y si únicamente el 
poder de facilitar y mejorar la navegación ; por lo que, 
no puede ocupar gratuita .jente terrenos de ribera poseí- 
dos por particulares, que se hallan fuera del agua o han 
sido ganados al rio. (Véase tomo 111, págs. 179 v - 197, y 
tomo 116,, pág. 365). Pág. 154. 
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Semencias de tribunales de provincias. — La disposición del ar- 
ticu.o 4. de la ley 44, reglamentaria del art. 7» de la 
Constitución Nacional aplicada a un caso de liquidación 
social y división de bienes, significa que si la aprobación 
<le esa liq„„laoón y división por parte de los tribunales 
locales no tiene ante los mismos la fuerza de la cosa jua- 
gada, no la tiene tampoco ante los federales. Pág 359. 

Superintendencia de ¡as Cámaras Federales. — Corresponde a 
la superintendencia atribuida a las Cámaras Federales 
por d art. 2 de la ley 7099, las inculpaciones contra el 
mismo funcionario por faltas que atacan o pueden atacar 
la administración de justicia. Pág. 49. 

Superintendencia de las Cámaras Federales. — Corresponde a 
la superinteiKlcncia reservada a las Cámaras Federales 
por la ley 7099 el conocimiento de denuncias contra jue- 
ces federales y letrados por deficiencias en la adminis- 
traión de la justicia. Pág. 353. 

Superintendencia de las Cámaras Federales.— Véase "Recurso 
de retardada justicia". 

Superintendencia d e la Corte Suprema. — Los protocolos de los 
escribanos de registro, depositados en el Archivo de los 
Tribunales de la Capital, no dependen de la superinten- 
dencia correspondiente a la Corte Suprema. Pág. 61. 

Superintendencia de la Corte Suprema. — No corresponde a la 
superintendencia que fe confiere a la Corte Suprema la 
,ev 4°S5 «1 conocimiento de una denuncia contra un pro- 
curador fiscal por actos ofensivos al decoro de la admi- 
nistración de justicia y faltas en el cumplimiento de 
deberes. Pág. 85. 

Superintendencia de la Corte Suprema. — Véase "Juri 
originaria". 
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7YnvH , </, rifcva. - Véase -Riberas". 



«rifufotf a los efectos del fuero. — Xo basta ser propietario .le 
un bien raíz en una provincia para ser vecino de ella a lo« 
efectos del fuoro. Pag. i66. 
fw/ortóii <fr garantía constitucional. — Xo puede decirse viola- 
da la cláusula constitucional que garante la propiedad si 
!a venta del bien hipotecado ha sido ordenada en la fonna 
establecida por las disposiciones del Código Civi!. con au- 
diencia de la parte interesada y formalidades del juicio 
correspondiente. Pág. 367. 
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CAUSA I 



Don Rosario Stramandinoli contra el Gobierno de la provincia 
de Jujuy, por cobro de pesos 

Sumario: Es un principio jurídico que el recibo del capital por 
el acreedor sin reserva alguna sobre los intereses, extingue 
la obligación del deudor respecto de ellos. 

CaSo : Resulta del siguiente : 



FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Airee, Septiembre 22 de 1914. 

Y vistos: 

Doi Francisco Domingo, por don Rosario Stramandinoli, 
di manda al Gobierno de la Provincia de Jujuy por cobro de la 
suma de tres mil doscientos -veintiséis pesos con ochenta y ata- 
tro centavos moneda nacional procedente de intereses. 

Que su mandante promovió contira dicha provincia d jui- 
cio ejecutivo caratulado "Stramandinoli Rosario contra la Pro- 
vincia de Jujuy" a-notado con la letra S. número 8i, que tramita 
ante esta Corte. 

Que dicho juicio tenía por base tres documentos consisten- 
tes en órdenes expedidas a !a tesorería para que se pagara las ■ 
cantidades en las mi-mas expresadas, procedentes de la cuarta 
parte del precio del edificio para escuela, construido por su 
mandante en el Departamento "Perico del Carmen" de la misma 
provincia. 

Que dicha tesorería no efectuó el pago por falta de fondos, 
razón por la cua! su mandante aceptó esperar mediante el reco- 
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nocimiento <k un interés anual <ld 7 por ciento desdé las res- 
pectivas fechas de las órdenes que correspondían a las cantida- 
des liquidadas en concepto de la cuarta <¡>arte del importe de la 
obra, cuyo pago ya era exigible antes de !a expedición de las 
órdo ,,rt s, según el contrato. 

Que la prueba de la inora en el pago y fie la procedencia da 
intereses, está en las anotaciones de la Contaduría provincial y 
sobretodo en el mensaje leido ante Ja Legislatura por el gober- 
nador de aquel Estado el I o . de mayo <le íftli, que acompaña. 

Que a mérito de ello y de antecedentes legales que detalla, 
pide se la condene a abonar a su mandante !a suma reclamada, 
sus intereses desde esta demanda y las costas. 

Que acreditada la jurisdicción originaria de! Tribunal y 
corrido traslado a la provincia, ésta lo ex. .«ruó por intermedio d¿ 
su apoderado don José Maria Yerduga, exponiendo: 

Que la acción promovida carece en absoluto de fundamento 
legal, como tuvo oportunidad de manifestarlo en el expediente, 
letra S número 81, cuando la contraparte dedujo la misma pre- 
tensión. 

Que no ha existido requerimiento primado y que la obra 
de la referencia no es nacional sino provincial, en cuyo contra- 
to no se hace mención alguna <lcl precepto del articulo 64 ni a 
¡a ley de que forma parte. 

Que la referencia que se invoca, contenida en el mensaje 
del gobernador, no importa un reconocimiento de la obligación 
de pagar los intereses redamados y menos aún de la existencia 
de un convenio a su respecto. 

Que en su mérito y razones de carácter legal que invoca, 
solicita se rechace la demanda instaurada, con costas. 

Abierta la causa a prueba y producida la corriente de foja* 
29 a 106, expediente letra S. número 81 y S. 88, alegaron las 
partes acerca de su mérito, llamándose los autos para sentencia. 

Considerando : 



Que en el expediente letra S. número 8f traído como pruc- 
a sa'icitud de ambas parte, consta que dicho señor Straman- 
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dinoli demandó ejecutivamente a la provincia de Jujuy, por 
cobro de la suma de veintitrés mil seiscientos cincuenta y cua- 
tro pesos setenta y nueve centavos moneda nacional, importe 
de tres documentos consistentes en órdenes expedidas a la te- 
s-ore na de la expresada provincia, para que se pagaran las can- 
tidades en las mismas con«i^;iadas e intereses que dicho actor 
consideraba debérsele a mérito <le lo dispuesto en c! artículo 64 
de la ley nacional de obras públicas. 

Que librado mandamiento \kjt esta Corte Suprema, inti- 
mando tfl gobierno de Jujuy el.pago de las órdenes referidas, 
sin observación del demandante, aquél al>onó su importe en el 
act*> de serle requerido, y que fué depositado en la sucursal del 
Banco de !a Nación, a la orden del tribunal. 

Que bcclia saber tal circunstancia al apoderado del señor 
Straman linoli en el juicio, pidió lisa y llanamente que, con in- 
tervención del secretario del juzgado federal de Jujuy, se en- 
tregue a Su mandante, y vecino de dicha provincia, la suma de- 
positada como perteneciente a los autos ejecutivos, a lo que se 
hizo lugar. 

Que en tal virtud c! señor Straauandinoli, recibió conforme 
la cantidad que « braba (ís. 20 vta., expediente letra S número 
81 ) sin que. lo mismo que su apoderado, formulase reparo algu- 
no, según queda antes expresado. 

Que posteriormente a esto, reclamó los intereses de la suma 
cobrada, a !o cual este tribunal 110 hizo Jugar por las razones ex- 
puestas en el fallo tomo 1 15, pág. 359. 

Que aún cuando fuese aplicaWc al caso lo dispuesto por el 
articulo 278 de la ley número 50, es de observarse que el contra- 
to de fs. 54 no comprueba que el crédito cobrado por Stracnan- 
dinoli. esté regido por las disposiciones de la ley de obras públi- 
cas, pues se trata de un convenio celebrado por las autoridades 
locales de Jujuy, sin otra intervención de las nacionales que la 
indispensable al cumplimiento de la ley de subvenciones, lo que 
m> da carácter de nacional a la obra, ni dicho contrato se refiere 
a aqueKa ley, .ni estipula intereséis. (Fallo antes citado). 

Que dados los hechos consignados en los considerandos 2?, 
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3/ y 4. anteriores y aún suponiendo que el gobierno de Jujuy 
hubiese estado obligado al pago del crédito que se reclama por el 
motivo expresado u otros, corresponde decir que es un principio 
jurídico que el recibo del capital por e! acreedor sin reserva al- 
guna sobre los intereses, extingue la obligación del deudor res- 
pecto *ie ellos. (Art. 624, Código Civil; Fallos, torno 22, pági- 
na 385). 

Por lo expuesto, no se hace Jugar a la demanda entablada, 
sin costas, atenta las circunstancias del caso. Notifíqucse origi- 
nal y previa reposición de sellos, archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA II 



Criminal contra Nicolás PesicheUi, f>or disparo de armas. 

Recurso de hecho 

Sumario : E! recurso de revisión debe deducirse inte el tribunal 
que dictó la sentencia de que se recurre. 

Caso: Nicolás Pesichelli, condenado por la Cámara de Apelaci> 
nes en lo Criminal y Correccional de la Capital a sufrir la 
pena de dos años y medio de prisión, por disparo de armas, 
ocurrió ante el tribunal manifestando que no era autor del 
delito imputado y que la Cámara lo había penado siendo 
inocente y que ésta no había aceptado la apelación para an- 
te la Corte que, en la notificación de la sentencia había pre- 
tendido interponer. 
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Buims Alr«. SeptUmbrt 20 dt ItU. 

Hágase saber al peticionante que debe deducir el recurso de 
revisión ante el tribunal que dictó la sentencia y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio- — Lucas Ló- 
pez Cabanillas- 



CAUSA III 

Dalla Rosa y Cía. contra la provincia de Mendoza, sobre cobro 

de pesos 

Sumario: i.° La autorización conferida al Poder Ejecutivo de 
una provincia por una ley especial, para -prorrogar un con- 
trato de adoquinado, comporta una derogación para el caso, 
de las prescripciones generales de la ley de contabilidad re- 
lativas a la licitación, y, por lo tanto, no puede alegarse que 
baya habido de parte del poder administrador, extralimita- 
ción de su mandato constitucional. 

2." Al contratante que impugna la validez <le un contrato 
de obras de pavimentación a abonarse con fondos especia- 
les, en razón de haber tenido conocimiento el otro con ti a 
tante, al tiempo de su celebración, de que esos fondos no 
alcanzaban para las obras que debían efectuarse, corre.;- 
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ponde la prueba de ese aserto, con arreglo a la doctrina que 
informa el articulo 1934 <&1 Código Civil. 

3. La ley «o autoriza el cobro de nuevos intereses sobre 
loé ya acumulados al capital sino en los únicos casos especi- 
ficados en el art. 623 del Código Civil. 

Caso: Lo explica el siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Septiembre 29 de I9U. 

Y vistos: los seguidos por demanda promovida ante esta 
Corte Suprema por la sociedad colectiva Y. Dalla Rosa y Cía., 
formada por don Viotorio Dalla Rosa y don Federico Boillat, 
e xtranjeros, contra la provincia de Mendoza ; y de los cuales 

Resulta: Que los actores demandan a la provincia referida, 
para que sea condenada a abonarles la cantidad de cuatrocientos 
sesenta y nuc e mil setecientos veinticinco pesos con treinta cen- 
tavos nacionales y sus intereses dos le el 30 de septiembre de 191 J 
manifestando: Que en 15 de agosto de 1906 contrataron con e! 
gobierno de Mendoza la construcción de adoquinados en las ca- 
lles deja ciudad de ese nombre, por el precio y condiciones con- 
signadas en el respectivo instrumento público: contrato que fue 
posteriormente, en 15 de marzo de 1909, ampliado a otras calles 
de la misma ciudad; y por fin, que por una tercera convención 
estipulada en 5 de marzo de 1910, el anterior contrato fué pro- 
rrogado sin otras modificaciones que las relativas a la nueva su- 
perficie a pavimentar y a la forma del pago, que e*ta vez debía 
«cries hecha conforme a lo estatuido por la ley provincial núme- 
ro 485, de 7 de septiembre de 1909. 

Que cumplidas j>or parte de ellos las obligaciones que tales 
contratos les imponían, el gobierno de Mendoza, sí bien les sa- 
tisfizo el importe de las obras realizadas conforme a los dos pri- 
meros, no ha hecho lo .propio con los afirmados construidos por 
razón del último, no obstante haberse dado por recibido a su sa- 
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¿«facción de la totalidad de esas obras y de haberlas entregado 
ai servicio público. 

Que desde septiembre de 1911, ha suspendido todo pago a 
los demandantes, a pesar de seguir firmándoles planillas de los 
nuevos ti abajos hechos y de haber cobrado a los propietarios de 
inmuebles con frente a las calles pavimentadas, la parte que de- 
ben pagar en las obras construidas, usufructuando asi el dinero 
que corresponde en realidad a la empresa recurrente. 

Que con arreglo a lo estipulado en el art. 3." del contrato 
de 5 de marzo de 1910, el importe de esos adoquinados debió 
abonárseles "en obligaciones de pavimentación al ciento uno por 
ciento de su valor nominal, dentro de los quince días de presen- 
tada la planilla de las obras ejecutadas en el mes anterior", lo 
que no ha sido cumplido por la provincia. 

Que, fundados en ese contrato, cuyas estipulaciones son ley 
para las partes y en lo dispuesto a su respecto por el art. 1 197 
del Código Civil, demandan a la provincia de Mendoza para que 
les abone la suma antes expresada, intereses y costas, fs. 15. 

Que el representante de la provincia demandada contesta a 
fs. 36, diciendo: que si bien es cierto que V. Dalla Rosa y Cía., 
han construido y la provincia ha recibido los afirmados a que es- 
tos se refieren, no lo er> que el gobierno de la misma niegue o 
dilate maliciosamente el pago de su valor, pues, lo que ha recla- 
mado en nombre de la corrección y como inexcusable acto de 
buen gobierno es que para la ejecución de ese pago se cumpliera 
previamente con exigencias tle la constitución y leyes adminis- 
trativas de la provincia. 

Que según lo dispuesto por los artículos 28, 30 y 31 de la 
ley de contabilidad de Mendoza, todo gasto necesario, no incluí- 
do en el presupuesto ordinario, debe necesariamente ser autori- 
zado por una ley especial, la cual regirá hasta tanto se cumpla 
su objeto o se agoten las sumas que autoriza a emplear, no pu- 
diendo decretarse gasto alguno que c; reda el crédito o cantidad 
de la ley, ni invertirse éstos en objeto* distintos de aquellos pa- 
ra que fueron votados ; prescripciones que imponía respon^abili- 
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dades personales y solidarias a los funcionarios que las contra- 
vengan. 

Que «J contrato en que se basan los actores de 5 de marzo de 
1910, ni reposa en ley ordinaria ni especial que lo autorice, ni e* 
en k> que se «pretende «hacerlo valer, una prórroga de contratos 
anteriores pactado de conformidad a lo dispuesto en el art. 8 de 
la ley núm. 485, ni vale sino en tanto no excede el monto de los 
fondos que autoriza esa ley, o sea dos millones de pesos naciona- 
les, en títulos u obligaciones de pavimentación, y por lo tanto no 
puede considerarse (prórroga de los anteriormente pactados, sino 
en cuanto lo permita el margen disponible de esos fondos, sien- 
do en todo loque exceda o rebase los términos de la ley, nulo c 
írrito, e incapaz, por tanto, para fundamentar cualquiera acción. 

(¿ue ante los términos de dicha ley número 485, c! contrato 
de marzo de 1910, en cuanto a los derechos que confería a los 
señores V. Dalla Rosa y Cía., era completamente condiciona), de 
tal suerte que sólo tendrían derecho a percibir, en el modo y for- 
ma pactados, el importe de las obras ejecutadas, en tanto no hu- 
biera caducado esa ley, por agotamiento de los fondos que auto- 
rizaba a emitir o en cuanto al precio de aquéllas no excediera del 
saldo existente a la fecha de su celebración, pues, en caso con- 
trario, ese exceso no podría serles abonado sino previo cumpli- 
miento de las formalidades legales i>or parte de los Poderes Pú- 
blicos. 

Que caducada la ley 485 «por agotamiento de los fondos y 
sin ley a que imputar el costo del contrato, el gobierno de Men- 
doza no ha podido abonarlo de acuerdo con las prescripciones ya 
citadas de la ley de contabilidad. 

Que la provincia de Mendoza era una persona jurídica, y 
tenía, como tal, determinada su capacidad y su manera de ejer- 
citarla, por su «propio dercoho público; y en cuanto al contrato 
de que se trata, su capacidad de obrar, estaba perfecta y preci- 
samente delimitada por las recordadas disposiciones de la ley 
de contabilidad y por los ipixpios términos y alcance de dicha 
ley 485 (artículos 35, 36 y concordantes del código civil). 
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Que si el contrato expresado es nulo e irrito por falta de 
ley que lo autorica, a nada se debe, sino a la ligereza o negli- 
gencia de los mismos demandantes , que se cuidaron de averi- 
guar o exigir, en oportunidad la justificación del total invertido 
a la fecha del contrato, en virtud de dicha ley, y por lo tanto f 
deben ellos sufrir las consecuencias de su descuido; no siendo 
así aplicable al caso la regla del art. 1 197. Código Civil ; sino la 
del art. 36, complementada con la del art. 10*2 del mismo código. 

Que, además, ese contrato no solamente es irrito y nulo 
por no encuadrar dentro de los términos de la recordada ley 485» 
sino que, en su ejecución misma adolece de otro vicio de nuli- 
dad, que impide al Poder Ejecutivo de Mendoza por sí sólo re- 
conocer la eficacia; pues, aún considerando como prórroga del 
de 15 de marzo de 1909, en su celebración le faltó a lo prescrip- 
to en los artículos 77 y 78 de la ya citada ley de contabilidad, 
desde que no se cumplió con la formalidad de la licitación, ni 
se celebró acuerdo de gobierno que la excusara, como se requie- 
re por esas disposiciones. 

Finalmente, alegó también, en subsidio, la improcedencia 
del pedido de intereses hecho en la demanda, no solamente poi- 
que ni el contrato ni ley alguna los autoriza o imponen, sino 
también porque su capitalización es contraria a derecho; y ter- 
mina sosteniendo que la provincia solamente adeuda el impor- 
te de los afirmados construidos y a que se refiere la demanda, 
abstracción hecha de todo cálculo de intereses, o sea, un valor 
de cmtrocienios cuarenta y dos mü cuatrocientos sesenta y tres 
pesos con ochenta centavos nacionales, los que ofrece abonar in- 
mediatamente que la Legislatura autorice y vote los recursos ne- 
cesarios. 

Invoca disposiciones de la ley de contabilidad y art. 1 1 y 
concordantes de la Constitución de Mendoza, para pedir el re- 
chazo de la demanda, con costas. 

Recibida la causa a prueba y con lo alegado por las partes 
sobre su mérito llamóse autos para definitiva. 

Y considerando: 
Que los actores, si bien afirman que celebraron con el go- 
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bierno de Mendoza, e:i diversas fechas, tres contratos, para la 
construcción de adoquinados en las calles de la ciudad capital de 
aquella provincia, reconocen que el Poder Ejecutivo Ies satisfizo 
totalmente el importe de las respectivas obras correspondientes a 
los dos iprimeros, es decir, a los de fecha 15 de octubre de 1906 
y 15 de marzo de 1909, pero sostienen que les quedó adeudando 
parte de los trabajos efectuados por razón del tercero, o sea, e! 
5 de marzo de 1910, rpor un valor que, con sus intereses al 30 de 
septiembre de 1912, asciende a los cuatrocientos sesenta y nueve 
mil setecientos veinticinco pesos, treinta centavos nacionales, que 

recia. .tan en esta causa. 

Que siendo esta la convención que sirve de base a la de- 
manda y a la cual se refieren !as objeciones formuladas en la 
contestación, para fundar la nulidad c invalidez contra clh 
opuesta — fs. 37, 38 vta., 40 y 42 — es también a su respecto 
que debe concretara el estudio de la presente litis. 

Que la ley número 485 facu'tó al Poder Ejecutivo por su 
artículo 8, "para prorrogar el contrato en cuya virtud se constru- 
yen las obras de adoquinado, hasta la cantidad que autoriza es- 
ta léy" (Boletín Oficial de la provincia de Mendoza, de i$ de 
septiembre de 1909)- m - 

Que esta disposición especial de la ley, comportaba nece- 
sariamente la derogación para el caso, de las prescripciones ge- 
nerales de la de contabilidad, relativas a la licitación, desde que 
la prórroga autorizada se refiere a un contrato ya concluido en 
ejecución con determinada persona y con estipulaciones ya for- 
malizadas; todo lo cual hace inoficioso todo concurso de nuevos 
interesados en la contratación de una obra, que ya tiene un con- 
tratante y condiciones convenidas ; 

Que esta simple consideración desvirtúa por completo la 
objeción hecha a la validez del contrato por el concepto expre- 
sado, desde que el Poder Ejecutivo, al celebrarlo- lo hizo usando 
de facultades propias y, por consiguiente, sin cxtralimitar las 
atribuciones de su mandato constitucional. 

Que por uo que hace a ta falta de ley especial autoritativa 
de la celebración del referido contrato de marzo de mil nóvecien- 
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tos diez, acaba de decirse que éste fué celebrado por el Po- 
der Ejecutivo invocando una de las disposiciones (art. 8) de la 
ley número 485, y debe agregarse que el objeto principal y di- 
versas estipulaciones del mismo se formalizaron precisamente 
teniendo en vista el cumplimiento de lo dispuesto en dicha ley, a 
Ja cual se refiere en las cláusulas tercera y cuarta, según puede 
verse en el testimonio de fs¿ 122. 

Esta ley autorizaba al Poder Ejecutivo para emitir hasta 
dos mülones de ipesos moneda nacional en títulos de deuda pú- 
blica interna, que se denominarán "Obligaciones de Pavimenta- 
ción" de ocho por ciento de interés anual y veinte por ciento de 
amortización al año, acumulativa, pagaderos una y otra en h 
forma que expresa — art. i.° — Dispuso también que tales títu- 
los se destinaban, exclusivamente, a cubrir los gastos de cons- 
trucción de adoquinados en calles de !a capital de la provincia y 
que el Poder Ejecutivo las emitiría en series, de acuerdo con 
las leyes vigentes sobre la materia, con intervención de la Jun- 
ta de Administración del Crédito Público, a medida que el pago 
de las obras !o requiera, y los contratistas las recibirán por su 
valor nominal, con más uno por ciento sobre éste. 

El contrato de fs. 121 encuadra dentro de estas prescrip- 
ciones con las cuales se conforma, tanto en lo relativo al precio 
de las obligaciones — pesos ciento uno por ciento — como a la 
previsión del -posible monto del importe de la obra, desde que se 
hace referencia a los recursos creados por la ley 485 y al destino 
que ha de dárseles en caso de que resultare algún sobrante. Ar- 
tículos 3 y 4 citados. 

Que está ley fué promulgada en siete de septiembre de 19C9 
y no hay en autos pruéba de que desde tal fcoha hasta la de 1a 
celebración del contrato de cinco de marzo de iqio, se hubie- 
ra estipulado otra convención con idéntico objeto, único que per- 
mitiría legalmente el empico de las obligaciones de pavimenta- 
ción, según expresamente lo dispone e! artículo segundo de la 
misma que dice, como ya se ha visto, que las obligaciones emi- 
tidas, "se destinan, exclusivamente, a cubrir los gastos de cons- 
trucción de adoquinados en las calles de la capital de la provin- 
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cia", etcá a lo cual ha de agregarse la prohibición general con- 
tenida en la misma ley de contabilidad invocada por la provin- 
cia relativamente al cambio de destino de los fondos votados 
para un fin u obra determinada. 

Puede así concluirse, que al celebrarse dicho contrato de 
marzo de 1910, no se había gastado aún nada de esos títulos, 
contra lo aseverado al respecto por la parte demandada ; y por 
consiguiente, que en esa convención, que no expresó suma algu- 
na del importe total de la obra contratada, no se excedió el límite 
autorizado por la ley; de donde fluye como lógica consecuencia, 
que los representantes de la provincia de Mendoza que sus- 
cribieron el contrato de la referencia, no extralimitaron sus fa- 
cultades legales como se ha pretendido. El contrato es, pues, vá- 
lido en este concepto. 

Que tampoco se ha justificado que en su ejecución se haya 
invertido una suma mayor en obligaciones de pavimentación, 
que la de dos millones autorizada por la ley número 485 ; pues, a 
este respecto, no se ha rendido en el término probatorio justifi- 
cación alguna que así lo demuestre; no pudiendo tampoco ser 
ella inducida de las posiciones de fs. 193 absueltas en rebeldía 
del socio señor Roillat, aún dando a éste por confeso, puesto que 
en las preguntas del respectivo pliego aparecen englobadas las 
obras construidas por los actores, en los tres diversos contratos, 
cuyo importe individual o parcial no se indica siquiera, como 
hubiera debido hacerse, para la claridad y eficacia de esta pro- 
banza. 

Iwos demandantes no niegan haber sido íntegramente paga- 
dos de lo que se les debía por razón de los dos primeros, según 
se ha dicho ya, no así del tercero, en el cual afirman que existe 
el saldo que reclaman y que, a su vez la provincia reconoce 
adeudar; y por consiguiente, la justificación de que en la toca- 
Hdad de los trabajos de afirmados hedhos por los actores, la 
provincia les ha abonado una suma mayor que la autorizada por 
sus leyes especiales, no constituye, por si, la prueba de que esc 
exceso se ha producido en pagos hechos con ocasión del con- 
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Que en este sentido, tocia argumentación que pudiera ha- 
cerse basada en el tenor de la? posiciones de fs. 193, resulta 
frustránea en sus propósitos ; y lo es más si se tiene presente que 
de Jas mismas preguntas del expresado pliego, se deduce que, 
después de la suspensión de los pagos que debían hacerle a los 
demandantes, aún había en tesorería ciento y tantos mil pesos 
en los títulos <le la ley 485 ; circunstancia que contradice, cuando 
menos, la objeción 'hecha por la provincia de estar agotados los 
fondos de esa ley. 

<Jue con arreglo a la doctrina que informa el art. 1934 del 
Código Civil, a la provincia incumbía la comprobación del hecho 
de que la sociedad actora, al celebrar el contrato de 5 de marzo 
de 1910. tenia conocimiento de que los fondos o títulos destina- 
dos para pavimentos por la ley 485* HQ alcanzaban, en esa fecha 
para las obras que debian efectuarse en cumplimiento de dicho 
contrato. 

Que esa comprobación no resulta de las posiciones que se 
lian tenido por absueltas, pues, la pregunta novena (fs. 194) se 
refiere a la totalidad de los créditos que la sociedad tenía contra 
la provincia. 

(Jue si con «interioridad al día 5 de marzo de 1910 se hu- 
biera empleado parte de la cantidad de los dos millones de tí- 
tulos en pagar créditos por trabajos realizadoos de conformidad 
con los cent-ratos de 15 de agosto de 1906 y de 15.de marzo de 
190:), no obstante que las leyes números 323, 347 y 463 destina- 
ron otros recursos al efecto, de dio no se desprendería que el 
Poder Ejecutivo de la provincia hubiera quedado inhabilitado 
para celebrar y cumplir el contrato que se impugna, desde que a 
los títulos no emitidos aún podían agregarse los que entregaron 
los propietarios que se acogieran a 1o dispuesto en el art. 5 de la 
ley número 485, operación que la demandada reconoce haberle 
llevado a cabo, en parte, sin hacer observaciones sobre su va- 
lidez. 

QW P° r '° íue hace a los intereses que los actores recla- 
man, adeúdaseles los de ocho por ciento anual que por el art. tíf 
de la ley 485 devengaban los títulos u obligaciones de pavimen- 
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tación que se Ies- debió entregar en pago de las obras dentro de 
los quince dfas de presentada 1a respectiva planilla, porque asi 
estaba convenido en el contrato de 5 de marzo de 1910; y no ha- 
biéndoseles hecho tal entrega en la oportunidad estipulada, el 
cobro de los intereses que estos títulos reditaban, hasta que se 
•haga efectivo el pago, es de extricto derecho. Artículos 621 y 622 
del Código Civil. 

Que, por el c°ntrario. no autorizando la ley el cobro de 
nuevos intereses sobre los ya acumulados al capital sino en los 
únicos casos especificados en el art. 623 del citado código, en 
ninguno de los cuales corresponde |K>r el momento encuadrar el 
que también reclaman los actores, debe desestimarse en esta 
parte la demanda, limitándola solamente a los intereses simples, 
del ocho por ciento anual, que, como se ha didho devengan las 
obligaciones de pavimentación que deben serle entregadas. 

Que (habiéndose convenido en el contrato que el pago seri 1 
hedió a los constructores en tales obligaciones, es también ésta 
la especie en que pueden reclamarlas, sin perjuicio de los dere- 
chos que puedan competirle en caso de incumplimiento por par- 
te de la provincia. .Vrt. 1 197 Código Civil. 

IV>r estas consideraciones se hace lugaT, en parte, a la de- 
manda, y se condena a la provincia de Mendoza a pagar a \$ñ 
actores V. Dalla Rosa y Cía., dentro de treinta días de la "noti- 
ficación -de esta sentencia, la cantidad de cuatrocientos cuarenta 
y dos mil cuatrocientos sesenta y tres pesos ochenta centavos 
nacionales, en obligaciones de pavimentación emitidas de acuer- 
do con la ley provincial número 485, de 7 de septiembre de 
1909, como asimismo, a abonarles en efectivo dentro de igual 
plazo los intereses del ocho por ciento anual que tales títulos 
.hubieren devengado, desde la fecha en que. respectivamente, 
debieron series entregados a los constructores, según las esti- 
pulaciones del contrato de 5 de marzo de 1910. Se declara que 
las costas serán satisfechas en el orden causado por no haber 
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prosperado en todas sus partes la demanda. Notifíquese, re- 
téngase el papel y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. —Lucas Ló- 
pez Cabanillas. 



Con fecha tres de septiembre de mil -nuevccientos catorce la 
Corte Suprema no hizo lugar al recurso extraordinario deducido 
de hecho por <lon Damián Candelón en autos con Calviño Santi- 
llán, en razón de versar el pleito sobre cuestiones de la ley de 
quiebras complementaria del Código de Comercio y por haberse 
hvoca<k> recién al interponerse el recurso y no durante el juicio, 
disposiciones de la Constitución Nacional. 

(En 26 del mismo mes y año, la Corte Suprema rechazó el 
recurso de revisión interpuesto por Ciríaco Oroz en el proceso 
cjue se le siguió por homicidio, por no invocarse ninguna de las 
causales que según el art. 551 del Código de Procedimientos de 
la Capital autorizan dicho recurso. 



CAUSA IV 

Manuel Días, crimiwl contra, solicitando gracia. — Artículos 

73 y 74 del Código Pettai 

Quinario: i.° Ni por los fundamentos que le han dado origen, 
ni por los fines que se propone alcanzar, ni por las circuns- 
tancias a que está subordinado, es posible equiparar el ejer- 
cicio del derecho que consagra el Código Penal en los ar- 
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tículos 73 y 74 con las peticiones que pueden ampararse 
en la facultad de indulto y conmutación de pena deferidas 
al Poder (Ejecutivo por la Constitución. 

2.° La competencia atribuida al Poder Judicial para co- 
nocer de la aplicación de los artículos 73 y 74 del Código 
Penal, sobre remisión de parte de las penas <le presidio o 
penitenciaría, no es repugnante a lo dispuesto en el inciso 
6.° del art. 86 de la Constitución. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

DICTAMEN DEL Sr. FISCAL DE CAMARA 

junio de 1914. 

■ 

Excma. Cámara: 

Los artículos 73 y 74 del Código Penal no confieren a los 
tribunales de justicia, la facultad de conmutar de que baldan 
los mismos, pues por el art. 86, inciso 6/ de la Constitución Na- 
cional, esa facultad corresponde, exclusivamente al Poder Kjc- 
cutivo, quien lo tiene así declarado por decreto de noviembre 
4 de 1904. 

Para no incurrir en repeticiones remítome a los fundamen- 
tos expuestos en mi dictamen sobre la solicitud del penado José 
Bernardo Román, para negar a V. E., la facultad a que sé re- 
fieren los arts. 73 y 74 del código citado. 

Por lo tanto, pido se declare que no corresponde a Y. F.. 
conocer en esta clase de solicitudes. 

F. C. Fitjneroa. 

RESOLUCION DE LA CAMARA DE APELACIONES EX LO CRIMIXAL 

■ 

Y CORRECCIONAL DE LA CAPITAL 

Butnot Aire*, julio 16 dt MM. 

Vistos y considerando: 

Que Manuel Díaz, condenado a penitenciaria, solicita re- 
ducción de pena fundado en el art. 74 del Código Penali a lo 
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que SC opone el señor fiscal sosteniendo (|ue la aplicación de 
dicho art. y el 73 corresi>onde al Poder Ejecutivo únicamente 
por referirse a ¡a facultad <Ie indulto del art. 86, inciso 6 de la 
Constitución. 

Que por los artículos 73 y 74 Código Penal se dispone que 
los condenados a presidio y penitenciaría tendrán derecho a 
pedir gracia del resto de la pena una vez cumplidas las condi- 
ciones en las mismas señaladas, sin indicar a quien debe hacerse 
dicha petición. 

Que de los términos un tanto equívocos usados, derecho a 
pedir gracia, y la falta de determinación de si se trata de la 
gracia que conceden el Presidente de la Nación y Gobernadores 
o de una reducción de pena que deben hacer los tribunales, sur- 
ge la dificultad del punto a resolver. 

Que es fuera de duda que el H. Congreso al dictar el Có- 
digo Penal, ha podido establecer la ]>ena indeterminada o suje- 
ta a reducción bajo condiciones, sin que con ello afectara la fa- 
cultad de indulto que la Constitución da al presidente de la Na- 
ción, teniendo en vista propósitos distintos al régimen ordinario 
de la pena. 

Que en la suposición de que se pudiera argüir con los an- 
tecedentes de los artículos mencionados para sostener que ellos 
son una reglamentación de la gracia de! articulo 86, inciso 6." 
de la Constitución, se <lebe resolver que crean un sistema de 
reducción de pena aplicable por los tribunales como régimen 
normal de la misma, por los siguientes motivos: 

«) Por las variaciones de! texto comparado con su modelo, 
pues al paso que en el Código de Naviera Se establecía que ta 
gracia seria propuesta una vez llenadas las condicione» deter- 
minadas, en el nuestro se usa de las palabras derecho a pedir 
gracia. 

a) Por las variaciones del texto comparado con su modelo; 
la reforma de los penados y respondiendo a ello las disposicio- 
nes aludidas, no es dable admitir que el legislador haya pen- 
?ado que fuera medio eficaz conceder con ese propósito el de- 
recho de petición, que se tenía ya por precq>to constitucional : 
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y menos si se considera que la facultad de indulto es discrecio- 
nal, y que por lo tanto, la gracia puede negarse o concederse 
con prescindencia de la justificación previa de los requisitos de 
los artículos de su referencia. 

O Poniue la facultad de gracia atribuida al Presidente de 
la Nación, ejercitada en el sentido indicado por su origen, na- 
turaleza y fines tiene que ser de aplicación excepcional, incom- 
patible con la concesión de la reducción de pena que la ley ha 
entendido acordar corno una parte de la misma o modo de su 
cumplimiento, persiguiendo el elevado fin de la enmienda dei 
culpable, al que ofrece en esa forma la llave de su prisión. 

d) Porque el Código Penal debe ser de aplicación unifor- 
me en la Nación, y el único modo de conseguirlo es interpretar 
que los artículos 73 y 74, crean un derecho que debe ser reco- 
nocido por los tribunales, pues si se entendiera que se refieren 
al indulto de los jefes de Estados, resultaría que no acordan- 
do a estos todas las constituciones de provincia esa facultad ó 

9 sólo con restricciones, no «podrían algunos otorgar la gracia. 
Por otra parte, varias constituciones dando por sentado que el 
establece una reducción de pena, han dispuesto que de 
ella conozcan los tribunales ; y no podría ser diversa la solución 
a adoptarse en aquellas provincias cuyas constituciones no atri- 
buyen a los gobernadores el indulto. Se evitaría también la con- 
tradicción de que lo que en unos puntos -del territorio es un de- 
recho amparado j>or la Justicia, en otro sea una concesión gra- 
ciable del P. ¡E. 

e) Porque e1 II. Congreso en la ley de reformas al Código 
Penal introdujo otro caso de reducción de pena íart. 11, pá- 
rrafo 3." ). -de indudable competencia de los tribunales, por lo 
que sigue; 1. ) Se prescribe afirmativamente que el deportado 
que justificase haber observado buena conducta Airante quin- 
ce años, obtendrá la exoneración del resto de la pena; 2*) el 
origen declarado <le la ley, la de relegación de Francia, en la 
cual se crea el único caso de gracia judicial de ese país; y 3." al 
discutirse el inciso fué combatido precisamente por conside- 
rarse que invadía la facultad <le indulto del art. 86 de la Co:is- 
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titución, y fué sancionado después de la explicación del miem- 
bro informante quién dijo que nada tenia que ver una cosa con 
otra, y que era indiscutible el derecho del Congreso para esta- 
blecer ese derecho como limitación de la pena, para casos deter- 
minados. Trátase entonces de tm caso de reducción de pena, 
completamente análogo al discutido, y que el I L Congrego san- 
cionó en la inteligencia que no implicaba afectar la facultad de 
indulto. 

/) Por lo que puede deducirse del antecedente de que la 
libertad condicional, forma atenuada de la reducción de pena, 
se concede como asunto independiente de la gracia, en los paí- 
ses en que está establecida, y se proyecta entre nosotros en la 
misma forma y de resorte judicial. 

y, g) Porque tratándose de un derecho acordado por el Códi- 
go Penal, lo lógico es atribuir su conocimiento a los tribunales, 
que son los encargados de aplicar la ley. 

Que evidenciado que la reducción de pena es un caso de 
aplicación de la ley común, en que deben entender los tribuna- 
les no puede ser óbice a su competencia el silencio guardado 
jx>r el código de procedimientos, ni tampoco las declaraciones 
demasiado absolutas— en lo que se refiere a la integridad e in- 
dependencia de los respectivos poderes legislativos y judiciales 
— contenidas en el decreto del P. E. de fedia 4 de noviembre 
de 1904, que invoca el señor fiscal, puesto que este tribunal 
lejos de sostener que los artículos 73 y 74 de! Código Penal li- 
mitan la facultad constitucional de conceder indultos conterrda 
al señor Presidente, como se hiciera hace más «le un cuarto de 
siglo, con error evidente, tal vez explicable entonces, en los ca- 
sos de "Marelli", "Corte" y "Vilate", citados en dicho decreto, 
(Informe de los Consejeros legales — tomo VI, páginas 521, 
543 y 59f)i sostiene precisamente, como queda demostrado, 
que es el Poder Ejecutivo el que no tiene que ocuparse de :a 
aplicación de didhos artículos del código, por -referirse a cali- 
dades de la pena, comprendidas implícitamente en la sentencia 
judicial, que sólo el juez puede y debe hacer cumplir, con inde- 
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pendencia absoluta fie la facultad político-social que pudiera 
ejercitar el Presidente sobré el mismo penado. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo resuelto por 
este tribunal en otros casos iguales: se declara que es de SU 
competencia el conocimiento de la precedente petición de re- 
ducción de pfetia y solicítense los informes correspondientes de 
las autoridades respectivas. 

Ricardo Scebcr. — Pablo López Carda. — V& 
Ic/itin Luco. — S. P. I 'ásques, — Ante mí i 
Alejo Pinyct. 

Kn disidencia: Y vistos: Por los fundamentos expuestos 
en disidencia, en la solicitud del penado José Bernardo Román, 
que reproduzco; se declara, que el tribunal, carece de facultad 
para acordar la gracia solicitada, debiendo el interesado ocu- 
rrir donde corrc*|M>nda. — DósM /. Frfafc — Ante mi: Alejo 
Pinyct. 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Bueno. Aires. Agotlo 12 de 1914. 

Suprema Corte 

I*a facultad atribuida por el art. 86, inciso 6/ de !a Consti- 
tución al Presidente de !a Nación para indultar penas, ha sido 
examinada en otras oportunidades, dándole su alcance amplio 
e ilimitado, dentro de los términos de aquella cláusula, por lo 
que no me será necesario reproducir las ilustradas consideracio- 
nes que a su respecto formularon el ex Procurador general, doc- 
tor Eduardo Costa, y el ex Fiscal de Cámara, doctor Jerónimo 
Cortés, además de las consignadas en el decreto del P. E. de 
fecha 4 de noviembre de 1904, de todo lo que se ha hedió men- 
ción en estos obrados. 

La cuestión que viene ahora a la consideración de V. E. no 
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se refiere a la extensión que puede tener aquella facultad del 
1\ E., smó al ejercicio de una potestad semejante por tes Tri- 
bunales de Justicia, que la tendrían en virtud de lo dispuesto en 
los arts. 73 y 74 del Código Penal. Para fundar mi opinión adver- 
sa a esa potestad que se atribuye a los tribunales de justicia qué 
el Poder Judicial no tiene otras atribuciones que las qué que le 
confieren la Constitución y layes reglamentarias, con arreglo a! 
sistema <le nuestras instituciones, que circunscriba el radio de ac- 
ción de cada organismo del listado a las facultades que le e<tán 
expresamente asignadas. El Poder Judicial en ningún caso puede 
arrogarse atribuciones conferidas al Poder Ejecutivo, como a 
éste le esta vedado ejercer funciones judiciales, según el art. 95 
de la Constitución, siendo inadmisible que, por analogía, preten- 
da crearse una facultad que no se halla consignada en la ley. 

La atribución de indultar, acordada al Poder Ejecutivo, es 
no sólo absoluta, -dentro del limite que le marca la misma Cons- 
titución, sino también exclusiva, por cuanto ninguna otra autori- 
dad puede ejercerla, estando deferida al Congreso la facultad 
de conceder amnistías generales, que tienen otro significado 
que el del indulto. Si la Constitución no le hubiera dado ese ca- 
rácter a la facultad de indultar, y la hubiese concedido concu- 
rrentemente a otro Poder, habría determinado la línea de se- 
paración dentro de la que debía ejercitarse, pero no habiéndolo 
hecho, debe entenderse que corresponde exclusivamente al Po- 
der Ejecutivo, y en consecuencia, no es posible cercennr esa fa- 
cultad, que constituye una atribución privativa de este Poder. 

Ninguna duda puede existir acerca del alcance que tiene el 
indulto; su ejercicio se extiende desde la reducción o modifi- 
cación de la pena hasta el perdón del castigo impuesto. Por con- 
siguiente, no es admisible establecer distingos que reposen en 
la extensión que se atribuye a esta facir'tad, porque no existe, 
dentro de nuestro régimen, tina potestad de reducir las penas, 
diversa de la de perdonarlas, desde que una y otra se ejercen 
pór medio del poder de indultar, conferido exclusivamente al 
Presidente de la Nación. Confirma esta proposición que surge 
con evidencia del estudio de nuestras instituciones, lo que es- 
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tablece la última parte del número sección 2", art. 2.° de la 
Constitución de Estados Unklos, que dice: "Ei Presidente ten- 
drá poder para acordar la suspensión del castigo y el perdón por 
ofensas, contra los Estados Unidos, excepto en el caso de acu- 
sación a funcionarios públicos". — Este articulo nos facilita la 
inteligencia de! art. 86, inciso 6* de nuestra Carta Fundamen- 
tal, para comprobar que toda alteración en las penas impuestas 
por los tribunales de justicia, se efectúa mediante el ejercicio de 
Id facultad de indultar acordado al Poder Ejecutivo/ fuera de la 
cual no hay ninguna autoridad que tenga atribución para alterar 
las sanciones judiciales. 

Por estas consideraciones y las concordantes aducidas por 
la disidencia del fallo apelado, creo que V. E. dd>c revocarlo, 
por ser contrario al precepto que contiene el art. 86, inciso 
de la Constitución. 

Julio Botet. 



FALLO DE l*A CORTE SUPREMA 

Buenos Aire», Octubre M 4e»!4. 

Y victos: deducido por el penado Manuel Diaz ante la jus- 
ticia ordinaria de la capital "el derecho a pedir gracia del resto 
de la pena" a que se refieren los artículos 73 y 74 del Código 
Penal, el Ministerio Fiscal lia alegado que esos artículos "no 
confieren a los tribunales de justicia la facultad de conmutar de 
que hablan los mismos, pues por el articulo 86, inciso ti. 9 de la 
Gmstitución Xacional esa facultad corresponde exclusivamente 
al Poder Ejecutivo, quien lo tiene así declarado por decreto de 
Xovie»r.!:rc 4 de 1904". Refiriéndose a lo alegado en el caso de! 
penado José bernardo Román, puede agregarse lo aducido en 
éste o sea, que está reservada al Poder Ejecutivo la facultad de 
indultar o conmutar, sin distinguir el modo como se opera la 
conmutación o el indulto: que una interpretación contraria po- 
dría conducir a un conflicto de poderes y que los artículos cita- 
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dos del Código no importan otra cosa que un estimulo a los cri- 
minales, dándoles la esperanza de obtener una gracia que es lo 
que significa la abreviación del término de la condena, obser- 
vando una conducta que demuestre su regeneración moral. 

Y considerando: 

Que admitida -por la Cámara de Apelaciones en lo Crimi* 
nal y Correccional de la Capital la competencia de los tribunales 
para conocer de la aplicación de los artículos citados del Código 
Penal desconociéndose el derecho, privilegio o exención que el 
Ministerio Fiscal ha fundado en el inciso 6.", art. 86, de la Cons- 
titución, es procedente para ante esta Corte el recurso extraor- 
dinario previsto en el art.. 14 de !a ley de jurisdicción y compe- • 
tcncia, de la ley núm. 4055 y 22 inciso 2." del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal. 

Que corresponde en el ca<o determinar si los tribunales de 
la Capital son competentes para conocer de la aplicación de los 
artículos 73 y 74 del Código Penal según los cuales, los conde- 
nados a presidio o penitenciaria por tiempo indeterminado, que 
durante los últimos ocho años hubiesen dado pruebas de una re- 
forma positiva, después de sufrir quince años de condena ten- 
drán derecho a pedir gracia del resto de la pena (art. 73) y que 
los condenados a las mismas penas por tiempo determinado, 
tendrán el mismo derecho después de haber cumplido las dos 
terceras partes de su condena, si durante la última parte de ella 
hubiesen dado pruebas de una reforma positiva (art. 74) ; o si 
j>or el contrario, esa competencia importaría una invasión de 
atribuciones acordadas al Poder Rjeoutivo por el inciso 6.*, ar- 
tículo 86 de la G>nstitución. 

Que ni jx>r los fundamentos que le lian dado origen, ni por 
los fines que Se propone alcanzar, ni por las circunstancias a 
que está sulx>wlinado, es posible equiparar el ejercicio del dere- 
cho que consagra el Código Penal en los artículos citados, con 
las peticiones que pueden ampararse en la facultad de indulto y 
conmutación de penas deferida al Poder Ejecutivo por la Cons- 
titución. 
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Cuando ésta ha atribuido al Presidente de la Nación la fa- 
cultad de indultar o conmutar las penas -por delitos sujetos a la 
jurisdicción federal, previo informe del tribunal correspondien- 
te, excepto en los casos de acusación .por la Cámara de Diputados 
ha querido prevenir los inconvenientes derivados de la aplica- 
ción estricta de las leyes penales que no pueden prever todas 
las modalidades de los casos particulares o como dice Story, 
porque ningún sistema de leyes puede proveer i>ara cada matiz 
posible de culpabilidad, un grado proporcionado de castigo Ib 
iti&s qué se ha hecho y que ha podido hacerse, es proveer al cas- 
tigo de 'os crímenes por medió de algunas reglas generales v 
dentro dé algunas limitaciones también generales. . . Además, h 
ley puede ser violada hallándose el culpable colocado en circuns- 
tancias que le hagan excusable ante la moral y la justicia abso 
hita aunque no ante los términos estrictos de la ley. (Comm 
páralo -494: The Federalist número 74V 

Oue la penalidad impuesta por la ley puede no hallarse en 
proporción con la gravedad del delito, como ha ocurrido con la de 
tres años de trabajos forzados aplicada al reo de sustracción de 
una l>otclla de aceite en los depósitos de Aduana y la de cuatro 
años de la misma pena a los que habían falsificado algunas mo- 
nedas de cobre, casos en que esta Corte al confirmar las senten- 
cias que las aplicaban, ha invitado al Poder Kjeeutivo a hacer 
uso de la facultad de indulto con que- lo ha investido la ley fun- 
damental (Fallos tomo 3. pág. 87; tomo 29, pág. 330). 

Que por estos fundamentos derivados de la doctrina de 'os 
expositores nacionales y americanos aunque no consignados ex- 
presamente en la sesión de la Convención de Santa Fe del 29 de 
abril de 1853 en que se trató el punto, nuestros constituyentes 
ampliaron la facultad de indulto, ya fuera absoluto, o bien con- 
diciona! que equivalía a una conmutación (ex parte Wells, 18 
How, 307), conferida al Poder Ejecutivo por las leyes funda- 
mentales de 1819 íart. 89) y de 1826 (art. 99). <l"<¡ ' a admitie- 
ron únicamente como una salvaguardia contra la aplicación de 
la pena capital, siempre discutida, conservando sólo la exigen- 
cia del informe previ.» del tribunal o juez de la causa que aquc« 
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tíos prescribían y además la excepción de los casos de acusación 
por la Cámara de Diputados, que tomó de los proyectos del año 
1813 y de la cláusula i.\ sección 2.\ art. 2.* de la Constitución 
Americana. 

Qxwló. así, investido el Presidente de la Nación con la fa- 
cultad de indulto y conmutación, necesariamente discrecional 
dentro de los fundamentos que le dieron origen, extensiva a 
toda clase de penas extrañas a un juicio político, por delitos 
sujetos a la juri*dicc¡ó:i federal, es decir, que excluye los de 
jurisdicción provincial, sin más requisitos que el informe pre- 
vio *lel tribunal correspondiente, y sin restricción alguna res- 
pecto la duración fie la q>ena sufrida o a la conducta observa- 
da durante cl'a por el reo. 

No ha dtoho expresamente la Constitución ni es el caso de 
decidir el plinto en el presente recurso, si la facultad presiden- 
cial indicada se extiende Ó no al castigo impuesto j>or desacato 
o menosprecio (Contcmp) contra los otros Poderes del Estado, 
de que se ocupan los tratadistas; ni tampoco si es o no exchi- 
yentü respecto a otros funcionarios píiblicos, resuelto en senti- 
do negativo por la jurisprudencia americana. (114 l T . S. 411; 
29 I-. ed. 147; 101 IX S. 601 ; 40 b. cd. 822). 

•Que a diferencia de los fundamentos que, como se ha vis- 
to, informan la disposición constitucional citada, los que moti- 
van los artículos 73 y 74 del Código Penal no se basan en ios 
inconvenientes que pueden resultar de la aplicación estricta de 
las leyes penales en casos extraordinarios que el legis!ador no 
ha podido prever, sino en la apreciación <tel régimen peniten- 
ciario más racional, en las ideas que justifican la diversidad de 
las penas y en la finaüdad misma de la represión social. Se re- 
fieren a ipenas proporcionadas, ante la moral absoluta y la jus- 
ticia, a la gravedad fie la infracción, pero se ha querido estimu- 
lar la reforma del ]>enado o como dice el codificador, poner en 
luatios del preso mismo e! medio de suavizar el rigor de la pe- 
na, la esperanza de j>oder él mismo convertirla en una j>ena tem- 
poral — y si lo es, puede agregarse, abreviar su duración — 
por su conducta, su actividad lalx>riosa y su reforma. 
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Que la facultad constitucional de que se trata no tiene más 
limitaciones expresas que la referente al informe previo del 
tribunal y la exclusión de los casos de juicio político, en tanto 
que la -reducción de pena que autoriza el código respectivo se 
refiere únicamente a las de presidio, penitenciaría y deporta- 
ción y exige dos circunstancias ineludibles para ¡poder ser ad- 
mitida: if el cumplimiento de la pena por el término de quince 
años o por las dos terceras partes del tiempo señalado por la 
sentencia ; 2." haber dado pruebas de una reforma positiva. 

Que en lo relativo a la aplicación de las penas de presidio, 
de .penitenciaria y de deportación, el Código Penal vigente lia 
adoptado asi, un sistema que podría calificarse de condena con- 
dicional. La sentencia que iniponé esas penas lleva implícita la 
condición legal — que sin duda convendría fuera consignada 
expresamente, para mejor información del reo — de que será 
deducido el tiempo fijado a los mismos, siempre que se llenen 
los requisitos que el legislador indica. Cumplidos éstos, o sea. 
el transcurso de quince años o de las dos terceras del tiempo 
de la condena y además, haber "dado pruebas de una reforma 
positiva*' en unos casos, o " haber observado buena conducta", 
en otros, la condición de reducción legal de pena se ha cumpli- 
do y dado nacimiento al derecho del penado. 

Es cierto que el Código llama a eso "derecho a pedir gra- 
cia del resto de lá .pena" y también que "obtendrá la exonera- 
ción de la pena", sin que ello autorice a co i fundir esa atribu- 
ción judicial con la facultad presidencial del indulto y la con- 
mutación, ipor.-fuc en la realidad del caso, lo que el tribunal ve- 
rifica no es un indulto propiamente dicho que está fuera de sus 
atribuciones, sino el reconocimiento de un derecho derivado de 
la sentencia mi.-ma que estaba subordinada a esa condición le- 
gal y que está < Aligado a hacer cumplir. (Art. 557 Código de 
Procedimientos en lo Criminal). 

El que reconoce un derecho no hace gracia, hüec jurtieia y 
si la reducción de! tiempo de la condena ha sido consignada úbr 
la ley como un derecho en las condiciones que determina, es e! 
poder judicial el que debe decidir con arreglo a lo alegado y 
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probado, y aplicando la ley penal, si esas condiciones han sido 
q no cumplidas y si el reo lia adquirido o no el derecho cuyo 
reconocimiento reclama. 

Ija concesión de un indulto o conmutación, a los efectos 
del art. 86. Inciso 6." <le la Constitución, implica siempre la idea 
de una gracia o favor extraordinario, de una desviación del 
ma niato primitivo de la ley o de h <osa juzgada, mientras que 
en el sistema de nuestro Código Penal, la remisión de parte de 
las penas de presidio, penitenciaría y deportación, significa el 
cumplimiento mismo de la cosa juzgada, el reconocimiento de 
•ana condición impuesta a ésta p0í el codificador. 

Que no hnv posibilidad de conflictos donde los poderes 
ejercen atribuciones distintas c independientes, correspondien- 
do a los jueces la aplicación estricta de las leyes penales, en 
cuanto -perjudiquen y en cuanto favorezcan a los que ca<\n bajo 
sus sanciones, y al Ejecutivo, el ejercicio de una facultad dis- 
crecional y humanitaria que no se ¡>roponc en manera alguna la 
aplicación de aquella ley sino atender a la exigencia social de 
hacer frustránea su acción en casos extraordinarios. 

Que finalmente, si se atribuye al Poder Ejecutivo la deci- 
sión de las ¡noticiones de reducción de penas por aplicación de 
los arts. 73 y 74 del Código Penal en uso de su facultad de in- 
dulto y conmutación, resultará lo siguiente: Que se 4iabrá im- 
puesto al ejercicio de ese poder limitaciones que la Constitución 
no autoriza, como son : el cumplimiento de una parte de la pena 
y la producción de tpruehas que acrediten la reforma positiva 
del penado; o en su defecto, si estas circunstancias no hubie- 
ran de determinar te resolución del reclamo, se habría conver- 
tido el derecho que aquellas prescripciones legales reconocen en 
una promesa vana y sin valor alguno. 

Que de las premisas expuestos en los considerandos que 
preceden, es forzoso deducir que los artículos citados no afec- 
tan la prerrogativa de indultar y conmutar penas y no pueden 
referirse a! ejercicio de esa facultad correspondiente al Presi- 
dente de la Nación. Que en cuanto a i la jurisdicción judicial 
en el caso, corresponde a la Cámara de lo Criminal y Corree- 
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cional originariamente, o por vía de apelació:i, es materia que 
no puede ser tomada en consideración y resuelta por esta Gprtí 
atenta la naturaleza del recurso. 

iPor estos fundamentos y concordantes de la sentencia 
apelada, oído el señor Procurador General, se declara : que la 
competencia atribuida al Poder Judicial para conocer de la 
aplicación de los artículos 73 y 74 del Código Penal, sobre re- 
misión de parte de las penas de presidio o penitenciaria. no es 
repugnante a lo dispuesto en el inciso 6.". art. 86 de la Consti- 
tución. Xotifíquese y devuélvase al tribunal de su procedencia. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. _ M. P. Daract. — 
D- E. Palacio. 



CAUSA Y 

Pon Arturo Tcaldi en autos con la Alcancía Popular, sobre 
desalojamiento. — Recurso de hecho 

Sumario: i« El recurso de inconstitucionalidad que reglamen- 
ta el art. 340 y demás del título VII del Código de Proce- 
dimientos de la Capital, es improcedente j^ra ante esta 
Corte Suprema. . 

2." Es improcedente el recurso extraodinario del articu- 
lo 14, !ey-48. cuando la disposición constitucional en que se 
procura fundarlo ha sido invocada al ser interpuesto aquél 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAME V DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Buenos Airea, Septiembre 21 de I9U. 

Suprema Corte: 
Kl recurso de hecho que se trae a conocimiento de V. K. 
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es improcedente, por cuanto no se ha discutido la validez o in- 
teligencia de una cláusula constitucional o legal, en las condi- 
ciones exigidas por el art. 6.°, ley 4055, concordante con el ar- 
ticulo 14, ley 48, para hacer viable la apelación extraordinaria 
ante la corte Suprema. El recurrente al promover erta apela- 
ción ha invocado por primera vez la garantía constitucional que 
consagra la libertad de defensa, lo cual es extemporáneo, se- 
gún lo tiene resuelto la jurisprudencia de V. Ií. a los efectos 
del recurso extraordinario, y durante la tramitación del juicio 
en los tribunales inferiores, la discusión ha versado sobre la 
aplicación de los Códigos Civil y de rrocedimientos, <|ue están 
excluidos de la jurisdicción de apelación de V. É, con arreglo a', 
art. 15, ley 48. 

Por lo expuesto pido a V. E. se sirva declarar bien dene- 
gado el recurso. 

• Julio Botct. 

FALLO DE LA CORTE SLTREM A 

Buenos Aires, Octubre 3 de IM4. 

Autos y vistos: El recurso de hecho ]x>r apelación denegada 
interpuesto por don Arturo Tealdi, contra sentencia pronuncia- 
da por e' señor juez en lo Civil de la Capital, doctor Klappem- 
hacft, en los autos >obre desalojo promovidos por la Alcancía 
Popular. 

Y considerando: 

One el recurso de inconstitucionalidad que reglamenta el 
art. 340 que se invoca por el apelante, y demás que comprende 
el título VII del Código de rrocedimientos <le la Capital, es 
improcedente para ante esto Suprema Corte con arreglo a lo 
reiteradamente resuelto. 

Que tampoco procede en el caso el que prevé el art. 26 de 
la lev de Justicia de Taz por su referencia al artículo 14 de 
la ley naci< nal de jurisdicción y competencia de 1863. porqiie el 
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art. 18 de la Constitución en que se procura fundar!o no ha si- 
do alegado en el pleito a que ha puesto término la resolución 
apelada y aparece invocado extemporáneamente al interponer- 
cl recurso para ante esta Corte, fojas 75, autos principales. 
(Fallos, tomo 75, págs. 183 y 404; tomo 104, pág. 146; tomo 
112, pág. 168, y otros). 

Por e!lo y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General, se declara bien denegado el recurso 
y archívese previa reposición de sellos. Devuélvanse al juzgado 
de su procedencia los autos principales remitidos por vfa de in- 
forme, con testimonio de esta resolución. 

A, Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA VI 

Provincia de Buenos Aires contra Aurelia F. de Levútle^ por 
reivindicación, — Incidente sobre liquidación de frutos 

Sumario: El importe de las mejoras es compensable con el de 
los frutos percibidos o que hubiesen podido percibirse. 

Caso; Resulta del siguientes 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airei, Octubre 6 de 1914. 

Vistos el incidente sobre liquidación de los frutos a que ha- 
ce referencia la sentencia de f-. 145 (1). 



(I) Véue tomo 113, pig 204 
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Y considerando: 

Que en mérito de las declamaciones de los testigos Ló- 
pez, Da vis, Jnsúa y Marino ( fs. 310, 314, 325 y 326), puede esti- 
marse equitativamente a razón de un peso treinta y seis cen- 
tavos mo:ieda nacional por año y por hectárea, los frutos man- 
dados abonar ¡par la referida sentencia. 

Que la superficie que debe tomarse como base para los 
efectos del considerando «anterior, es la de 1157 hectáreas, 96 
áreas (fojas 65 vuelta y <S6; plano de fojas 184; fojas 148 

y 149). 

Que no ihay prueba en autos de que la demandada doña 
A. h. de (Jallo haya obtenido frutos de la Laguna Kpecuen, 
mediante extracción de sus sales o c:i otra forma, ni de que 
exista el caso previsto en el articulo 2439 del Código Civil. 

Que en mérito de lo que procede, el valor de los fruto? 
a cargo de los demandados asciende a cr.ntur desde el I o . de 
Septiembre <le 1905 hasta la fedha a la cantidad de 14.330 pe- 
sos con 85 centavos moneda racional 

Que atento lo dispuesto en el articulo 2441 del Código 
Civil, el importe de las mejoras es compensable con el de los 
frutos percibidos o que hubiese podido percibir en la propor- 
ción que corresponda. 

Que de conformidad a lo manifestado por las partes, debe 
hacerse ailíer al actor que el campo reivindicado se ene. ¡entra 
libre y a disposición del mismo para ser inmediatamente ocu- 
pado. 

Por estos fundamentos, se declara operada la compensa- 
ción e:itre el valor de los frutos y el de las mejonas estimadas 
a fojas 299; resaltando a favor de la parte demandada un 
saldo de cuarenta y siete mil ochocientos noventa y ocho pe- 
sos con cincuenta y cinco centavos moneda nacional (S 47.898.45 
mo:ieda naional), que el actor deberá abonar en el término 
de diez dias, poniéndose el can*;** reivindicado a disposición 
del mismo. Xotifiquese original y repóngase el papel. 

A. iíermejo. — Nicanor G. dfx 
Solar. — M- W Daract. 
D. E. Palacio 
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CAUSA VII 

Do» Car/o j Sarmiento contra ¡a Pwincia de San Juan, sobrr 

daños y perjuicios 

Sum^hios r. Xo corresponde a la Corte Suprema el conocí 
miento de una demanda contra una provincia, por indem- 
nización de daños y perjuicios que se dicen causados po- 
una inhibición general de bienes decretada por un Juez lo- 
cal a solicitud Fiscal. 

2 o . El examen por los Tribunales ^Federales de los pro- 
cedimiento seguidos ante los jueces locales en ejercicio 
de una jurisdicción no discutida y la declaración en su 
caso, con motivo de una demanda ordinaria, de que ello- 
(han sido contrarios a la ley provincial que determina Í6s 
derechos y responsabilidades de los litigantes y la ritor 
thlidad de los juicios, importaría una revisión de los pro- 
cedimientos de dichos jueces., y seria ineonciliab'e con 
K> dispuesto por el artículo 105 de la Constitución Nacio- 
nal, con arreglo al c ual las provincias se dan sus propias ins- 
titucú mes y se rigen por ellas. 

3". A! establecer el articulo 1 ., inciso i°. de la ley 4K 
y la número 14Ó7 que corresponde a esta Corte conocer 
en primera instancia de las causas civiles entre una pro- 
vincia y algún vecino de otra o de la Capital, se ha refe- 
rido, sin duda, a las regidas por el derecho común o que 
versen sobre derechos nacidos de estipulación o contrato. 

Casos Resulta del siguiente: 




Bueno» Aire», octubre 6 de H»f 



Y vistos : 

Don Horacio Sarmiento, j>or el Corone! don Carlos Sar- 
miento, entabla demanda contra la provincia de San Juan, ex- 
igiendo: 

Que el año 1911, «habiendo demorado el Poder Ejecutivo 
de dicha Provincia Ja remisión de las cuentas relacionadas con 
el producto e inversión del empréstito extemo, se inició en la 
Cámara de Diputados una internación al señor Ministro de 
Hacienda, quien manifestó que la demora emanaba de no 
haberse hallado en las oficinas públicas antecedente alguno al 
.respecto. 

Que la Cámara nombró una comisión para indagar amplia- 
mente todo lo relativo a dicho empréstito y aquélla encontró 
un saldo <1c |>esos cuarenta y nueve mil setecientos noventa y 
nueve con sesenta y dos centavos moneda nacional, a cuyo 
re>|>ecto «no existían comprolwintes y dirigió una comunicación 
a su representado, Oobernalor durante el precedente periodo 
ci nstitucional, en la <|uc solicitaba datos susceptibles de contri- 
huir al mejor esclarecimiento de los hechos. 

Que el coronel Sarmiento contestó la comunicación referi- 
da no explicándose la falta de justificativos, por cuanto los 
f< indos habían permanecido siempre depositados en los Bancos 
a orden del Gobierno, no pudiendo, en consecuencia, ser ex- 
traídos sino mediante órdenes de pago dictadas en los expe- 
dientes y planillas respectivos, cuyo cumplimiento requiere cJie- 
cfucs librados con las firmas del Primer Magistrado, Ministro 
fie Hacienda y Contador de la Provincia. 

Que a raíz de esta respuesta, la comisión pasóle otra nota 
en la que manifestaba que el déficit provenia de la falta de com- 
probación de <íos partidas de dinero remitidas de esta Capital, 
la una por ciento cincuenta mil pesos moneda nacional y la 
otra por un millón doscientos diez y ocho mil quinientos treinta 
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y nueve pesos con nueve centavos moneda nacional, entregados 
por el Banco Francés del Rio de ki Plata y depositados en el 
Banco Provincial de San Juan. 

Que su principal estaba seguro de que durante su período 
de gobierno los caudales públicos «habian sido manejados con 
escrupulosa rectitud; pero consciente de las responsabilidades 
que le incumbían como ex gobernador, se apresuró a garantir, 
respecto de todo evento, los intereses de la provincia, y el 22 
de Septiembre hizo entrega en tesorería de un documento a la 
orden del Fisco y a un año de plazo, por la cantidad antes in- 
dicada. 

Que SU poder-conícrente ¡pidió a la comisión legislativa que 
recabara de los Bancos quién había recibido el dinero en Bue- 
n^« Aires y depositádolo en San Juan y dj^ha comisión no juz- 
gó necesario esa medida, por cuanto la documentación y las 
libretas de los depósitos comprueban que las dos partidas de 
dinero que sumaban un millón trescientos sesenta y ocho mil 
quinientos treinta y nueve pesos con nueve centavos fueron en- 
tregadas por el Banco Francés del Rio de la Plata al doctor 
Victorino Ortega y depositadas por éste en el Banco Provincial 
de San Juan, resultando de la comprobación de ambas opera- 
ciones la diferencia de pesos moneda nacional cuarenta y nueve 
mil setecientos noventa y nueve con sesenta y dos centavos. 

Que c! pagaré del Coronel Sarmiento fué condicional, para 
ét caso de que por error o por cualquiera otra circunstancia, 
el déficit pudiera serle jurídicamente imputable, según se ex- 
presa en el recibo que le otorgó el gobierno; y una vez acredi- 
tado por instrumento público que el señor Ortega dispuso de 
los dineros correcta o incorrectamente, la obligación contraída 
por el mencionado Coronel caducó de hecho y de derelho. 

Que en vez de dar por terminado el asunto, el Gobierne» 
de San Juan falseó los hechos para obtener de los jueces loca- 
les medidas tan difamatorias como nocivas a los intereses mo- 
rales y pecuniarios de su representado. • 

Que, en efecto, después de haberle hecho embargar por 
los Bancos del Estado todos los bienes al Coronel Sarmiento 
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con motivo de adeudar este al primero dos letras, una por pe- 
sos ¿ »ce mil y otra por cinco mil pesos, el Ministro de Hacien- 
da se dirigió al Fiscal incitándolo a rccalrar diligencias preven- 
tivas y éste obtuvo acto continuo la inhibición, sin que el docu- 
mentó fuera cxigible y sin que se hiciera mención del contra- 
documento o recibo en que se aclaraba el origen de aquél y «c 
establecía inequívocamente su carácter condicional. 

Que la Corte local revocó el decreto del Juez de primera 
infancia; jwro entre una y otra resolución trancurrieron alre- 
dedor de seis meses, intervalo más que suficiente para deter- 
minar una situación de verdadero desastre ante la imposibili- 
dad de vender para l>agar. 

< )ue asi le fueron protestados varios documentos que expre- 
sa; lío pudo hacer algunas operaciones y tuvo que practicar 
otras que también enumera, en condiciones desventajosas, ha- 
biendo perdido su crédito en los Bancos Español, Francés y de 
la Nación Argentina. 

Que estima los perjuicios sufridos en la suma de trescien- 
tos mil pesos moneda nacional, y de acuerdo con las disposi- 
ciones del Código Civil de que hace mérito, pide se condene a 
la Provincia de San Juan al pago de la cantidad mencionada, 
con costas. 

Que don Angel Cavagna, por la Provincia de San Jtran, 
solicita el rechazo de la demanda con costas, alegando: 

Que es inexacto que el saldo de cuarenta y nueve mil sete- 
cientos noventa y nueve pesos con sesenta y dos centavos alu- 
dido en la demanda provenga de la uiferencia entre c! valor de 
las partidas que; el Raneo Francés del Río de la Plata entregó 
al doctor Victorino Ortega y el depósito de éllas verificado 
por el mismo en e! Raneo de la Provincia. 

Que el doctor Victorino Ortega no fué facultado por actos 
cié gobierno del Coronel Sarmiento para trasladar las sumas re- 
feridas desde el Raneo Francés del Rio de la Plata al Raneo de 
la Provincia. 

Que la obligación contraída para con el tesoro público no 
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tuvo carácter condicional, ni la Provincia ha celebrado con él 
actor contrato alguno. 

Que la acción promovida tiene por fundamento, según el 
demandante, un acto ilícito cometido contra él a petición Fiscal 
y no ha podido dirigirse contra la Provincia que no es ni puede 
ser autora del hedió por no ser capaz de dilinquir con arregló 
a las disposiciones del Código Civil que cita. 

Que el Manco Provincial de San Juan es una persona jurí- 
dica que funciona por medio <le los representantes que le dá 
la ley de su creación ; y la Provincia es agena a los procedimien- 
tos que dicho Banco ha seguido contra el actor como deudor 
moroso, asi como a los arreglos que entre ellos hayan pacta- 
do y a las consecuencias (pie de tales actos se derivan para el 
demandante. 

Que, por otra parte, el Banco Provincial ha procedido en 
ejercido de un derecho c Iaro e indudable cuando inició los 
juicios referidos, con estricta sujeción *a las leyes de procedi- 
miento local y a su reglamento interno. 

Que de los propios términos de la demanda resulta la in- 
existencia de los daños y perjuicios cuya reparación se pre- 
tende. 

(Juc no se acompaña documento alguno para acreditar las 
a eraciones lucrativas que su estado de inhibición haya pri- 
vado de realizar al actor y será extemporáneo presentarlos du- 
rante la iprueha. 

Que los protestos a que se refiere e! actor no son conse- 
cuencia inmediata y necesaria de !a inhibición. « 

Que niega también los demás hechos indicados en la de- 
manda como origirradores de perjuicios. 

Que recibida la causa a prueba, se produjo la que expre- 
sa el certificado de fojas 424, y alegaron las partes a fojas 430 
y .144, respectivamente. 
■ 

Y considerando: 

Ou* el Jiiagado fie primera instancia, tercera nominación 
en lo Civil. Comercial y Minas de San Juan, decretó inhibición 
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general de vender o gravar sus bienes, contra e! Coronel Sar- 
miento, a solicitud fiscal, en 26 de Marzo de 1912, bajo la res- 
ponsabilidad del Gobierno de esa provincia (fojas 31 vuelta y 
279 vuelta). 

Que apelado dicho auto, la Excma. Corte de Justicia Pro- 
vincial, en 2 de Agosto del propio año, conceptuando que el ca- 
si» no se encontraba comprendido en la disposición del articulo 
1055 del código local de 1\ Civiles y Comerciales, lo revocó sin 
Iiacer pronunciamiento alguno relativo a las responsabilidades 
en que hubiera podido incurrir la provincia por la medida de 
seguridad solicitada (fs. i, y 293 vía.) 

Oue sí hubiera de entenderse que la condenación en los 
daños y perjuicios estaba implícitamente contenida en el citado 
auto de 2 de Agosto de 1912. ella ha debido hacerse efectiva 
ante los tribunales provinciales, pues esta G>rte 110 está llamada 
a hacer cumplir resoluciones locales (Fallos, tomo 118, página 
308 y otros), máxime cuando -no se trata de acciones deducidas 
ante los juees del domicilio del condenado. 

Que si la falta aludida de pronunciamiento sobre los da- 
ños y perjuicios, importara, con arreglo a la ley local, un pro- 
nunciamiento implícito sobre la improcedencia de aquéllos, ta 
justicia federal no podría rever lo resuelto por la Corte de Jus- 
ticia de la Provincia desde que e! caso actual no está compren- 
dido entre los previstos por el articulo 14 de la ley número 48, 
ni es un recurso el interpuesto. 

Que en la hipótesis de que el auto de 2 de Agosto de 191 2, 
hubiera dejado simplemente al actor a salvo la acción para re- 
clamar daños y perjuicios causados por la inhibición, sin deci- 
dir desde luego sobre su legitimidad, seria de observarse que el 
cobro judicial de los mismos constituye un incidente o emergen- 
cia de tas actuaciones judiciales iniciadas por el Fiscal contra 
el Coronel Sarmiento ante los tribunales locales, y son éstos los 
llamados a determinar si existe responsabilidad de parte de la 
provincia y en qué extensión, como quiera que ambos extremos 
están regidos por (a ley provincial que sirvió de base a la me- - 
dida de seguridad de que se trata, y porque el Juez competente 
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para lo principal en un asunto debe serlo también para lo aecc- 
sorio o para fijar las relaciones de derecho de los litigantes in- 
mediatamente relacionados con el primero (Fallos, tomo 10, 
¿página 408; temo 67, página 156; arg. tomo 21, página ¿60; 
•tomo 24, página 498; tomo y?, página 106; tomo 112, página 
342 y otros). 

Qüe lo propio di be decirse respecto a tos perjuicios pie 
se pretende:! causados por el embargo que los tribunales de 
San Juan decretaron a instancia del Banco Provincial, si ellos 
están incluidos en la suma de trescientos mil pesos moneda na- 
cional que se cobran en !a demanda a en los doscientos siete 
mil novecientos cuarenta y dos pesos con sesenta y nueve cen- 
tavos moneda nacional de qué se babla en el alegato 1 fojas 
440 y vuelta). 1 

Que con arreglo a lo dispuesto en el articulo 105 de la 
Constitución Nacional, las provincias se dan sus propias ins- 
litucir.nes y se rigen por ellas. 

Que el examen de los procedimientos seguidos ante lo. 
jueces locales tn ejercicio de una jurisdicción no discutida, y 
la declaración, en su caso, con moúvo de una demanda ordina- 
ria, de que ellos han sido contrarios a la ley provincial que de- 
termina los derechos y resixnisabilidades de los litigantes y la 
modalidad de los juicios, importaria una revisión de lo< pro- 
cedimientos de didhOs jueces y seria ine»viciliab'e con el precep- 
to constitucional recordado i Fallos, tomo 4, página 7; tomo 5. 
página 59 y otros). 

Que al establecer el articulo t'\. incido i*, de la misma ley 
48 y la número 14A7 que corresponde a esta Corte conocer en 
primera instancia de las causas civiles entre una provincia y al- 
gún vecino de otra o de la Capital, se ha referido, sin duda, 
a las regidas por el derecho común o que versan sobre dere- 
chos nacidos de estipulación o contrato (Fallos, tomo 7. pági- 
na 373 >' otros) : requisito que no concurre e:i el sttb judicc, 
pues la responsabilidad dé la Pn ¡vienta respecto de! actor, de- 
be juzgarse en primer término con sujeción a la ley procesal 
que han aplicado los tribunales al dictar los autos recordado- 
de 2fi de Marzo y 2 de Agosto <le U)\¿. 
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One siendo improrrogable la jurisdicción federal, la Corte 
está en el deber de declarar su incompetencia si hay mérito 
para ello, aún cuando la demandada no haya observado nada 
al respecto (articulo ley número 50; Fallos, tomo 31, pági- 
na 49; tomo 90, página 165 y otros). 

Por estos fundamentos, se declara que el presente caso no 
es de la competencia de la Corte Supüma de la Nación. La i 
costas se abonarán en el orden causado, atenta la naturaleza dei 
punto resuelto. Xotifíquese con el original, repóngase el pape 1 
y archívese. 

A. Bermejo, — Nicanor G. DEL 
Solar. — M. P. Daract. — 
I). E. Palacio. 



CAUSA VIII 

Criminal, contra Pedro Damián Rniz, por homicidio 

St 'MARIO: No causa agravio al procesado una sentencia que 
lo condena a la pena de quince años de presidio por el de- 
• lito de homicidio perpetrado con una circunstancia ate- 
nuante. 

CáSúS Lo explican las piezas ^siguientes: 

SKNTKNCI A DKL }Ü$Z LETRADO DE LA PAMPA CENTRAL 

Santa Rota de Toay, Noviembre S de 1913. 

Y vistos: Para resolver esta causa i*>r homicidio seguida 
contra Pedro Damián Ruiz, quien dijo ser argentino, de trein 
ta y cuatro años, soltero, jornalero, domiciliado en Uriburu. 
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Resultando : 

Que en /el mencionado punto, ci trece de Enero dél co- 
rriente año el procesado <\ió muerte a José Oliva siendo próxi- 
mamente las doce del día. Pocos momentos antes, los prota- 
gonistas y otros peones del galpón <lc mercales de don Sebas- 
tián Scala, en la mencionada Estación l'riburu, habían sido Ila- 
mailos a almorzar y Oliva se sentó en una bolsa junto a da puer- 
to de salida a la calle; en tales circunstancias fue atacado ><■* 
Rui/, quien lo hirió y lo corrió tirándole otras puñaladas ha -ta 
darle muerte, .no pmliendo evitarlo el declarante que sujetó a! 
heridor cuando ya había consumado el delito. Declara el testi- 
go ocular Macario Alonso, a fojas ó y siguientes, y el testigo 
Pereda, aunque manifiesta no saber como se desarrolló él lu- 
cho y haber llegado cuando éste se había producido, cormie- 
ra en parte lo dicho por el anterior a fojas 14 y siguientes. 

Que el procesado manifiesta en su indagatoria haber sido 
provocado por la víctima desde «lías anteriores, molestándolo 
en el trabajo y burlándolo, y que a las prevenciones que le hizo 
le contestó que si estaba enfermo para qué trabajaba. Que en 
la mañana del dia de! hecho, Oliva le golpeo la espalda y que 
al suspender el trabajo i>ara ir a almorzar y sentarse Oliva en 
una bolsa el declarante le preguntó por qué lo provocaba a lo 
que aquel le contestó descomedidamente, amenazándolo, pot lo 
qtie el reo le pegó una cachetada; Que entonces Oliva lo atro- 
pello y el declarante sacó un cuchillo y le pegó una puñalada 
por lo que aquél a! sentirse herido disparó, siguiéndolo Rutz. 
Que al dar Oliva una media vuelta con intención de venírsele 
encima, le pegó otra puñalada, que cree sea la que lo ultimó. 

Que a fojas 4 vuelta, fué reconocido el cadáver de la víc- 
tima pOí el médico de policía que informó sobre la causa deter- 
minante de la muerte y a fojas (3 consta el testimonio de la 
partida de defunción; 

Que ratificada en este juzgado la indagatoria, decretada 
la prisión preventiva y clausurado el sumario, el Fisca! soli- 
citó para el reo diez y siete años y seis meses de presidio, con- 
forme al artículo 17, ínci«ó 1 ., capitulo I o . de la ley 418$, con- 
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cepillando tratarse de un homicidio simple alegando la defen- 
sa que la provocación partía ele la victima, por lo que debía 
aplicarse con equidad (« penalidad del articulo 17, inciso 4 ., de 
¡a precitada ley. Con lo '(pie y no habiéndose producido prueba 
en el plenario," quedó la causa, pervios los trámites legales, en 
estado de sentencia. 

Y considerando: 

Que el homicidio consumado por Pedro Damián Ruiz, está 
probado por todas las constancias sumariales, inclusive ía con- 
fesión del reo, que reúne los extremos legales para surtir efec- 
to «le plena prueba. < 

Qué la declaración del único tetigo presencial que depone 
es desfavorable al reo que aparece persiguiendo con tesón a la 
víctima indefensa hasta darle muerte. Que el mismo procesado 
aún cuando invoca antecedentes enojosos y dice que la victima 
lo provocó de palabra, reconoce haberle dado una bofetada y 
después haberle dado dos puñaladas, una al atropellado CXiva 
después de la bofetada recibida, y otra al venírsele encima du- 
rante la persecución. Mientras tanto, según el informe médico 
de fojas 4, aparece una tercera puñalada en él dorso. Que de 
todos modos se vé que no ha habido provocación por parte <S8 
h víctima, pues el que más bien provocó ha sido el victima- 
rio, que fué a discutir con Oliva encontrándose éste sentado 
en actitud pacifica. 

El mismo Ruiz manifiesta haberle peg a,, ° » na cachetada 
a su victima v haberle dado una primera puñalada a raíz de la 
natural reacción que debió producir en Oliva ol ultraje reci- 
bido. No contento con esto, lo siguió y so-pretexto de que el 
herido se le venia encima, le pegó todavía otra puñalada sin ha- 
blar de !a herida a (pie se hace referencia más arriba y que ve- 
rosímilmente h sido inferida de atrás durante la persecución. 

Que. 110 puede, pues, admitirse siquiera que el hecho se 
produjo por provocación de la victima, sean cuales fueren los 
antecedentes con el victimario y los motivos de resentimiento 
anterior (pie éste pueda haber tenido. Ruiz fué. pues, el que 
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buscó la pendencia y se trata de un homicidio simple compren- 
dido en la generalidad de los términos del artículo 17, incido 
1°., capitulo i w . de la ley 4 1 *). concurriendo las agranvanles de 
reiteración, puesto que el victimario ha repetido en dos mo- 
mentos distintos su acción contra la persona de la víctima. 
Debe, pues, tenerse presente ¡a regla del artículo 85 del Código 
Penal. i 

Por tales fundamentos y lo establecido por la precitada 
disposición del articulo 17, inciso 1 ., capítulo 1". de la ley 4189, 
resuelvo imponer a Pedro Damián Ruiz veinte años de presi- 
dio, accesorias y costas. 

llágase saber y elévese en consulta sino fuese apelada es- 
ta sentencia. — Domingo Sosso. Ante mi. — J. .Y. Cisncros. 

SKXTKXCIA m I-A CAMARA PEDKRAL DK LA PLATA 

L» PUL. Abril 15 de 1914. 

Visto»: 

Que la defensa en esta instancia ha solicitado se aplique al 
procesado la pena de homicidio provocado, o en su defecto el 
miniinun de la pena que establece el art. 17, capítulo !.*, incido 
i.° de la Ley de Reformas al Código Penal, que es la que co- 
rrecta y legalmente lia aplicado la sentencia apelada. 

Que no se encuentra justificada ni una ni otra de estas pre- 
tcnsiones, pues de la confesión del procesadlo, no aparece que 
se trate de homicidio provocado por la víctima con ofensa* o 
injurias ilícitas y graves. Y jorque 110 existiendo sino una cir- 
cunstancia atenuante, tratándose como se trata del homicidio, 
reprimido por el citado art. 17, inciso i.° con la pena de 10 a 25 
años de presidio, (Jebe aplicarse el término medio, esto es, diez 
y siete años y medio, disminuyendo este término medio pruden- 
cial según las atenuantes que concurran. 

Que en efecto confiesa el procesado que después de haber 
recibido de la víctima, una amenaza de muerte, "le pegó una 
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cachetada el a Oliva, atropellándolc éste y entonces sacó su cu- 
chillo y le pegó » na puñalada". 

•Oliva al sentirse herido disparó y él lo siguió detrás y al 
ilar Oliva una media vuelta con intención de atropellado, se 
sentó y le pegó una puñalada más, que cree es la que le ocasio- 
nó la muerte." 

Por las consideraciones expuestas, se modifica la senten- 
cia apeada, imponiéndose a Ruiz la pena de quince años de 
presidio, sus accesorias legales y costas. 

Devuélvase para su cumplimiento y hágase presente al se- 
ñor Juez Letrado, que debe notificar al instructor que ha to- 
mado la indagatoria de Ruiz. que en lo sucesivo, en estas emer- 
gencias, debe proceder de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 
241 Código de Procedimientos, absteniéndose de hacer pregun- 
tas capciosas o sugestivas. — A*. Cuido hávalle. — Marcelino 
Escalada. — Leónidas Yun alla. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airei. Octubre 9 de I9U 

Vistos y considerando: 

Que tanto la existencia del delito de homicidio perpetrado 
en la persona de José Oliva, qu« ha motivado la formación de 
esta causa, como la responsabilidad del procesado Pedro Da- 
mián Ruiz como autor de este delito, resultan comprobadas por 
las declaraciones de los testigos Macario Alonso fs. 6\ Venancio 
Pereda fs. 8 vta., Antonio Recart fs. II, informe médico de 
fs. 4 vta., partida de defunción de fs. 13 Jf confesión del proce- 
sado prestada a fs. 14 y ratificada en todas sus partes ante el 
juez de la causa fs. jH- 

Que estos antecedentes demuestran que el día 13 de enero 
«le! año 1913 en é pueblo l'riburu, jurisdicción de la Pampa 
Central, siendo las doce del «lia próximamente, el procesado ar- 
mado de un cuchillo infirió tres heridas a Oliva las que segií-i 
resulta de la diligencia de fs. 1 vta.. practicada por el comisa- 
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rio de 'a policía de L'riburu pocos momentos después de ocurri- 
do el hecho, causaron la muerte de Oliva casi instantáneamente. 

Que así lo confirma también el informe médico citado en 
el <|iie se expone que el cadáver de Oliva (presentaba tres heri- 
das, una en la parte media y |x>sterior del antebrazo derecho, 
otra en la parte posterior cid tórax a unos dos centímetros a !a 
izquierda de las primeras vértebras dorsales y la tercera en la 
parte superior >' posterior del hipocondrio izquierdo al nivel de 
la décima costilla y a unos diez centímetros de ta columna ver- 
tebral seccionando la arteria explénica, eximiéndose en el mis- 
mo h forme que "la muerte ha sido casi instantánea debida a la 
hemorragia producida 4><>r la sección de las arterias descriptas". 

Oue este informe asi como las demás diligencias del su- 
mario constituye una prueba de que el procesado infirió a Oli- 
va por la espalda y cuando é-tc huía, tratando de escapar a la 
persecución de su agresor las dos últimas heridas que le causa- 
ron la muerte, como lo declara eí testigo presencial Macario 
Alonso, sin que aparezca «pie la víctima hubiera tenido armas 
ni menos una provocación de su parte en aquellos momentos. 

Oue «lado lo expuesto, la sentencia recurrida no causa 
agravio alguno al procesado, etl cuanto a la pena de quince 
años de presidio y las accesorias legales que en ella se le impo- 
ne, reduciendo en cinco años la establéenla por el inferior co i 
arreglo a lo dispuesto por el art. 17, inciso l> capítulo i.° de 
la ley 4189, pena que, no podría modificarse en sentido desfa- 
vorable al reo desde que no ha sido apelada por e! Ministerio 
Fiscal. j 

Por ello, se confirma con costas la sentencia de fs. 45. Xo- 
tifíquese original y devuélvanse los autos. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. 
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CAUSA IX 

PÓH Matute! Sutirez Cordilla, director del "Diario del Pueblo ", 
interponiendo queja contra el procurador fiscal del juzya- 




Sumario: i." Xo corrca¡x>nde a la jurisdicción de la Corte Su- 
prema. :ii tamjxKo a la superintendencia que a la misma 
confiere el art. u de la !ey 4055, la acusación contra un - 
procurador fiscal a cargo de un juzgado federal, ;>or deli- 
tos previstos y penados por el Código Penal. 

2.° Corresjx>nde r la superintendencia atribuida a las Cá- 
maras Federales por el art. 2, de la^ley 70^9, las inculpa- 
ciones contra el mismo funcionario por faltas que atacan - 
o pueden atacar la administración de justicia. . 

Caso; El señor Manuel Suárez Gordiilo, director del Diario 
del Pueblo, de liahia lilanca, presentó queja telegráfica 
ante el tribunal, contra el procurador fiscal del juzgado 
federal de aquella localidad, acusándolo por usurpación y 
abuso de autoridad y vio!ación del secreto del sumario, 
pues que. constituyéndose en juez y parte, ordenó la pri- 
sión del denunciante y le impuso vejámenes, violando las 
libertades personales y de la prensa amparadas por la 
Constitución. 

El Procurador General de la Xación, se expidió en "a for- 
ma siguiente; j 

Buenos Aires. Septiembre 5 de 1914 

Excmo. Señor: ¿ 
Implicando las acusaciones que se formulan en el telegra- 
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do federal de Bahía Itfanca, la imputación de delitos previsto* 
y castigados por el Código Penal, según la propia mención del 
acusante; esas acusaciones son extrañas a la jurisdicción ex- 
cepcional y superior de V. E., asi como a la superintendencia 
que le compete a mérito del art. 1 1 de la ley 4055. «lado que ¿las 
no constituyen ninguna de las faltas en la administración de 
justicia, que son objeto único de esa superintendencia. 

Pido, en consecuencia, se sirva V. E. mandar devolver (9 
precedente comunicación para que el recurrente ocurra donde 
corresponda, si asi entiende convenirle. 

falto Bóiéh 

Amplianc !o su exposición de queja el señor Gordillo expu 
so: Que como periodista de la provincia había sido víctima de 
abusos y atropellos por parte del fiscal denunciando que inte- 
rinamente se encontraba al frente del juzgado, decretando su 
detención en un supuesto delito de desacato, y remitiéndolo a 
la cárcel por un deflito que, de existir, sería penado con arresto 
y su juzgamiento correspondería a los tribunales provinciales. 
El -delito imputado era una publicación aparecida en su diario 
que decía que el juzgado federal era incompetente y que el 
doctor Díaz Romero había ejercido presión sobre los testigos 
que examinó, en una acusación que. ante la justicia federal, 
seguía una señora contra el recurrente por defraudación. 
Agregaba además, como denuncia, que el señor fiscal denuncia- 
do ejercía la profesión de abogado ante la justicia local, tenien 
do estudio abierto a corta distancia de los tribunales y citaba 
las causas en que ha intervenido sea como abogado, sea como 
síndico y que por atender asuntos extraños a su ministerio des- 
atiende continuamente los de la fiscalía, al punto que el juez 
titular había ordenado que la secretaria pusiera notas para ha- 
cer constar la ausencia del fiscal y que, la misma causa, te- 
nía paralizadas miles de causas, so pretexto de carecer de em- 
pleados, siendo público y notorio que un hermano del fiscal 
qué revista como escribiente, no concurre a m servicio desde 
los primeros días que fué nombrado. 
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En esta ampliación de queja recayó el siguiente dictámnc 
del señor Procurador General : 

Bueno* Aires. Septiembre 8 át 1014 

1 

Suprema Corte: 

Las inculpaciones de carácter criminal, que envuelve el 
precedente escrito, son extrañas a la jurisdición de V. E.. y por 
ende, él denunciante debe ocurrir donde corresponda. 

En cuanto a las que se refieren a faltas que atacan o pue- 
dan atacar la administración de justicia, y que deban reputarse 
- comprendidas dentro de la superintendencia a que está someti- 
do el funcionario acusado, pido se mandan pasar estos antece- 
dentes a la Cámara Federal de La Plata, a cuya jurisdicción 
esta sometido esc funcionario y a la que corresponde entender 
en el caso, con arreglo al art. 2 de la ley 7099. 

Julio fíotet. 

RESOLUCION DE LA CORTE SITREM A 

Buenos Aire», octubre 8 de 1014. 

Téngase por resolución el precedente dictamen del señor 
Procurador General de la Nación y pase a la Cár ira Federal 
de Apelación de La Plata* a sus efectos. 

A. Bermejo. — Nicanor G. DEC 
del Solar. — D. E. Pala- 
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CAUSA X 

Crimináis contra Jacinfo Díaz, por homicidio 

Sumario : Es arreglada a derecho la sentencia que condena a la 
pena de diez y siete años y medio de presidio y accesorias 
legales, al autor del delito de homicidio perpetrado sin cír 
cunstancias atenuantes ni agravantes. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

■ 

SENTENCIA DEL Sr. JUEZ LETK.\l>o EN LO CRIMINAL 

SanU Rom de To«y. Noviembre 8 de 1913. 

Y vistos: Para resolver esta causa seguida por homicidio 
contra Jacinto Díaz (a) "Juan" quien dijo ser argentino, de 34 
años, soltero, jornalero, domiciliado en Iternasconi. 

Resultando: 

Que en el referido punto el 19 de enero próximo pasado, 
el reo hirió mortalmcnte de un tiro de revólver a Alfredo QttC- 
vedo al salir de! comercio <Ie propiedad del mismo Díaz. 

Que según los testigos Lorenzo líarrera, Anacleto Mohín 
y Domingo González, no hubo causa aparente, corroborando 
substancialmcnte lo dicho por la víctima, quien manifestó que: 
encontrándose tomando las copas en el boliche de su victimario, 
llegó éste, siendo las 7 p. m. en cuya circunstancia aquél salió 
afuera, siendo alcanzado por Díaz que le hizo el disparo fatal. 
(V. te. 3 y vta.) 

Manifiestan los aludidos testigos que hubo unas palabras 
que no alcanzaron a oir pero están contestes en que Qucvedo 
salía y Díaz lo siguió descerrajándole el tiro, no dicen haber 
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visto ni oído que !a victima provocara o agrediera al victimario, 
segín éste pretende, lo que tiene que ser falso, porque los tes- 
tigos lo hubieran notado. 

Que ratificada en este juzgado la indagatoria del reo, de- 
cretada la prisión preventiva y clausurado el sumario, el fiscal 
solicitó se apicara a Díaz diez y siete años y medio de presidio, 
término medio de la penalidad del art. 17, inciso capítulo 
!.". -de la ley 4189, alegando la defensa que el hecho encuadra 
en el art. 17, ¡neis. 4 «fe la misma ley, y que debe aplicarse el 
minimin. atento las circunstancias particulares de la causa. 

Que no habiéndose producido prueba durante el plenario, 
quedó la causa en estado de sentencia. 

Y considerando: 

1. " Que el delito de homicidio consumado por Jacinto o 
Juan Díaz, en la persona de Alfredo Quevedo, está probado 
por todas las constancias sumariales, inclusive la confesión del 
ireo, constatándose plenamente en el informe de'fs. 13 y la par- 
tida de fs. 14 el deceso de la victima. , 

2. " Que no pueden aceptarse las explicaciones dadas por el 
procesado para excusar su responsabilidad, i>orque los testigos 
presenciales desvirtúan en esa parte las. naniíestaciones de! 
victimario. Xo puede hablarse, pues, como motivos determinan- 
tes del hecho, la provocación y mucho menos la agresión de la 
victima. 

3. " Que esto no obstante es bueno recordar que según lo 
manifestado por ésta, hrbia sido peón lx>lscro de Díaz y que 
había sido despedido sin causa aparente, lo que induce a pensar 
que entre ellos podía existir a'gún resentimiento anterior y que 
en el victimario pudo avivar ese resentimiento la presencia 
inoportuna de la victima en su casa. 

Asi se expira que al entrar Díaz, saliera Qucvedo y que 
aquél lo persiguiera. 

4. Que no pueden apreciarse en el hecho circunstancias 
atenuantes 111 agravantes, c orresi>ond¡i:ndo. pues, aplicar e! pro- 
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medio de la penalidad establecida por el art. 17, inciso 1°, cap; 
ttilo 1." de la ley 4189. como lo solicita el señor Agente Fiscal. 

Por estos fundamentos, resuelvo: Imponer a Jacinto o 
Juan Dfaz, diez y siete años y seis meses de presidio, accesorias 
y costas. 

llágase sal>er y elévese en consulta sino fuere apelada esta 
sentencia. — Domingo Sasso. — Ante mi: /. -V. Cis'icros. 

Si: N TI- M IA DE LA CAM ARA PEOKKM. I»K AI'KI. U'ION KS 

DE LA PLATA 

La PUti. Abril 15 dt 1914 

Vistos y considerando: Que la defensa tanto en prim.-ni 
como en e.^ta instancia, sostienen que el delito imputado al pro- 
cesado, es el de homicidio provocado y previsto y reprimido en 
el art. 17, inciso 4.". capitulo 1.". delitos contra la vida de !a K*y 
de Reformas al Código Penal. 

Que no emerge tal res* tinción de las constnneias de autos y 
si, la calificación legal <|Ue ha establecido la sentencia, la de ho- 
micidio simple, legislado en el inciso i. n de la ley y artícuo 
referido. 

Manifiesta la victima que "cuando salió a 'a calle Mc¡ ne- 
gocio de Díaz), se apercibió de que Juan Díaz lo venia siguien- 
do y sin decirle palabra alguna le hizo un disparo, pegándole 
en la parte superior del vientre, lado izquierdo: que sobre el 
disparo se tífló encima de 'Díaz y !q abrazó y aquél se desobligó 

y se fué a su casa". 

E! testigo presencial Lorenzo Barrera afirma que "Q»c- 
vedo que se hallaba tomando las copas en el despacho, salió a 
la calle y en la vereda fué alcanzado por Diaz que lo venia si- 
guiendo. IvC dijo unas palabras que no comprendió y en el acto 
sacó revólver y le tinó un tiro con el cual lo hirió. AI hacer 
Dinz el disparo, el declarante saltó y alcanzó a agarrar el caño 
del revólver, pero ya al hacer fuego. . 

Él otro testigo presencial, Anacido Molina, narra de ¡den- 
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tica manera la escena sangrienta, agregando que "al herir Díaz 
a Quevedo, Díaz lo. abrazó y que cuando LRaz hizo el disparo, 
Barrerá le agarró el caño del revólver".' i 

Domingo González, también testigo pr-sencial, corrobra 
lo expuesto por los testigos anteriores. De manera, pues, que 
no ha existido la provocación con ofensas o injurias ilícitas y 
graves, circunstancia calificativa del homicidio previsto en él 

inciso 4." del art. 17. 

lis verdad que el procesado dice que al entrar al despacho 
dió "las buenas tardes a Quevcdo, él que le contestó un dispa- 
rate. . . que al terminar ele decirle esto, Quevedo se le vino en- 
cima i*>r lo que é\ no teniendo otro recurso, sacó su revólver y 
al ver que aquél lo soltaba del cuello lie hizo un disparo, por lo 
que Quevedo lo abrazó y a tirones lo llevó hasta la puerta del 
despacito, donde lo largó". 

Pero esta manifestación resulta mentirosa porque según 
los testigos la escena no ocurrió dentro del despacho sino afue- 
ra y éstos no han oído, ni el disparate que le dijera Quevedo a 
su victimario, ni que é-te se le viniera encima, antes de hacer el 
disparo, ni tanipoco que lo tomara por c! cuedo. 

Por las consideraciones expuestas y sus fundamentos se 
confirma con co<ta> la sentencia apelada y devuelva**. — A'. 
Guido Lavallc. — Marcelino Ilsealada. — Leónidas TmíMq. 

PÁU.0 D£ hÁ CORTE SUPREMA 

Buenos Airet. Octubre 10 de 1914. 

Vistos y considerando: 

Ouc hav en estos autos sobrados c'emento> dejuo-trativos 
.leí delito de (homicidio cometido en la persona de Alfredo Que- 
vedo por el procesado Jacinto o Juan Díaz, en Hernascont. jti- 
risicción del territorio nacional de la Pampa Central el día 19 

de enero de 1913. 

Que de los antecedentes gue- constan en este proceso y de 
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los que se hace mérito en !a sentencia del juez de la causa, fojas 
26, confirmada en todas sus partes por !a Cámara Federal de 
Apelaciones, fs. 36, resulta, que siendo las siete pasa lo meri- 
diano del dia mencionado, el procesado hirió de un tiro de re- 
vólver a Quevedo, ¡herida que produjo la hemorragia interna que 
le causó la muerte pocas horas después. Informe médico de fo- 
jas 13. Partida <lc definición de fs. 14, declaraciones de fs. 3 a 
4 vta M y fs. 6a8 y confesión del procesado fs. 9 vta. y 19 a 20. 

Que no acrece justificada la provocación de la victima a 
que se refiere el procesado en su confesión y por el conlrario 
resulta que esa provocación no piulo existir en el momento en 
que fué herido Quevedo, dado lo expuesto por éste en su decla- 
ración prestada jk>co a:ites de fallecer, la circunstancia de no 
tener armas de ninguna clase con que ofender y el hedió de ha- 
ber sido hértdo en la calle cuando salió de la casa de Díaz se* 
finido par éste y en la que fué encontrado en el suelo como 
consta de las diligencias de fs. 1 y 2. 

Que por consiguiente y sea cual fuere el va or legal que 
pudiera atribuirse a las declaraciones de los testigos presenciv 
les del hecho y dados los elementos de juicio que ofrecen las 
demás pruebas existentes en autos, la sentencia recurrida por 
la que tf e ha impuesto la pena de diez y siete años y seis meses 
de presidio con sus accesorias legales, es arreglada a derecho y 
conforme con lo establecido por el art. 19, inciso 1." capitulo 1." 
de la ley 4180. 

Por ello y mís fundamentos se onfirma con o*stas la sen- 
tencia apelada de fs. 36. Notifiquen ori-inal y devuélvanse. 



A. Rkrmkto. — Nicanor G. d 
Solar. — O. E. Palacio. 
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CAUSA XI 

Don Pedro Anschno Gómez contra la Provincia de Buenos Aire* 

par cobro de pesos 

Sumario : L» Las provincias no están obligadas por los trabajo; 
que sus funcionarios Soliciten de particulares, sin la autori- 
zación correspondiente y que ellos debían ejecutar por ra- 
zón de sus cargos. 

2." Debe entenderse ad referendum, y por lo tanto, no re- 
vote los caracteres de definitivo y concluido, un contrato 
de locación de servicios celebrado por el gobernador de la 
Provincia, sin autorización, y sin que la legislatura haya vo- 
tado lo* fondos para su cumplimiento. 

Caso: Resulta del siguiente: 

FALLO DK LA COKTK SUPREMA 

Bueno. Aire», Octubre 24 dt l«4. 

Y vistos: 

Don Pedro Anselmo Gómez, demanda a la provincia de 
Unenos Aires, cobrándole la suma de doscientos cincuenta mil 
pesos menéela nacional, intereses y costas en mérito de los an- 
tecedentes que, en lo substancial, se relacionan a continuación. 

Que tenia pre]>arado un estudio acerca de las instituciones 
de ahorro; y a los fines que indica combinó una Caja Popular 
de tal carácter, cuyo proyecto sometió a! estudio y juicio del se- 
nador provincial don Héctor C. Quesada. por consejo del doctor 
Gustavo Frederking, director y gerente del Manco Alemán Trans- 
atlántico. 

Oue didlO señor Quesada, enterado de todo le manifestó 
opinión favorable al proyecto; pero le advirtió que él no podría 
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patrocinarlo en la forma mixta que tenia |>or cuanto aparecería 
gestionando negocios de índole privada, que. aunque lucrativos 
para la provincia, presentaban el inconveniente de la particula- 
ridad, indicándole que buscara al proyecto una forma que ale- 
jase tal sospecha, para facilitar su sanción legislativa. 

Que después de varias incidencias que relaciona, concluyó 
por aceptar el temperamento que se le manifestara, convencido 
por el mismo señor Quesada de que su idea y su trabajo serian 
convenientemente remunerados; y en tal virtud entregó todos 
los antecedentes a dicho señor, quien le hizo presente después 
que el gobierno los aceptaba con la condición de asignarle opor- 
tunamente una comisión* así que se sancionara la ley y so orga- 
nizara la institución. 

Que votada dicha ley, después -de varios debates en lo cua- 
les se hizo uso de su nombre repetidas vccl-s. trató de recordar 
a los hombres del Gobierno su compromiso, diciéndose en res- 
puesta que procurara una solución satisfactoria, allanándose a 
ello y solicitando en consecuencia que se le acordara la agencia 
de la Caja, lo cual fué aceptado par el señor Gobernador de la 
Provincia y su Ministro de Hacienda. 

Que pocos días antes de lo expresado se le informó que e! 
señor Della Costa seria nombrado gerente de la institución y 
se le pidió que facilitase a dicho señor todos los elementos de 
estudio que eran del c aso, a lo que accedió, formulando en cola- 
boración con aquél el decreto reglamentario de la ley, los regla- 
mentos de la misma, los programas de sorteos, los modelos de 
certificadas, etc. 

Que para concluir debe decir que el nombramiento de agen- 
te solicitado y prometido no se produjo, quedando así sin remu- 
neración de ninguna especie por un trabajo que le daba un per- 
fecto derecho a ser retribuido equitativamente- 

Acreditada la jurisdicción originaria del tribunal y corrido 
traslado a la demanda, ésta coiúcstó diciendo: 

Que en la provincia no existe constancia de los hechos an- 
tes relacionados y que afirma el actor en su demanda, de modo 
que los niega categóricamente y respecto de a'gunos de ellos la 
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propia demanda contiene la relación de un informe que se dice 
fué solicitando al Directorio de la Caja Popular de Ahorros, en 
el cual se niega categóricamente la verdad de las afirmaciones 
del actor. 

Que en esc informe a fs. 4 de los autos se lee : "Jamás se au- 
torizó al gerente de la institución, ni a alguna otra persona, a so- 
licitar proyectos, datos ni informes sobre el funcionamiento de' 
la Caja, pues su organización, reglamentos y programas vigen- 
tes, fueron estudiados y discutidos y aprobados por el Directo- 
rio, lo que consta en las actas de sus sesiones, que están a dispo- 
sición del señor Ministro". 

!Qüc en su mérito y fundamentos de derecho que expone, 
solicita el rechazo de la demanda con costas. 

Abierta la causa a prueba se produjo la corriente de fs. 34 
a 49 y tres volúmenes del diario de sesiones de la 1 fonorahle Le- 
gigslatura correspondientes a los años 1908 y 1909, con lo que 
quedó en estado de resolución, y 



Considerando: 

Que e! actor coloca su demanda al amparo de lo dispuesto 
en los artículos 1627 y 1628 del Código Civil, que legislan casos 
de locación de servicios. 

Que de la propia exposición del demandante se desprende 
que no celebró un convenio de dicha naturaleza con el gobierno 
de la provincia para entregar los proyectos que menciona, so- 
bre fundación y funcionamiento de la institución oficial denomi- 
nada "Caja Popular de Ahorros'' ni se indica, ni aparece ante- 
cedente alguno legislativo o ejecutivo que se refiera al mencio- 
nado convenio. 

Que por el contrario la discusión de los proyectos respecti- 
vos que consta en los tres tomos -del diario de sesiones acompa- 
ñado como prueba por e! actor (páginas 262, 297 y 775 — 1908 
y 1909 Diputados — 95 y 339. "9<>8 Senadores) no hace refe- 
rencia alguna a los antecedentes invocados al respecto- 
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(Que según la misma demanda, lo que se prometió o pro 
tendió fué el nombramiento de agente de la referida institución 
a crearse, y bien se vé que de existir tal promesa, no podia $ef 
materia de acuerdos privados cuya falta de cumplimiento pudie 
ra traducirse en indemnizaciones de otro género, máxime cuan- 
do la plaza no fué creada pdr la II. Legislatura. 

Que si los funcionarios públicos sin la autorización corres- 
pondiente, solicitan trabajos que jK>r razón del cargo que desem- 
peñan deben ellos ejecutarlos, es a los mismos en todo caso a 
quienes debiera cobrárseles persona'mente y no a la provincia, 
que no se ha comprobado que los pidiese ni que se los prestaran 
(argumento del fallo, tomo 10, pág. 59). 

Que no se dice ni se ha acreditado que el proyecto de ley 
corriente a fs. 45. hubiera sido sancionado por la H. Legislatura, 
acordando asi una autorización expresa que ratificase 'o que se 
asegura prometido por el gobernador; y todo ello su¡>onie:ido 
que la persona c n . vo nombre no figura en dicho proyecto fues* 1 
la del demandante y que tal indemnización pudiera corres|H>n- 
derlc. 

Que tampoco se ha acreditado en forma alguna la interven- 
ción del actor en la redacción de los decretos reglamentarios y 
demás trabajo? que se enumeran, para e< funcionamiento de h 
institución de que se t.ata, circunstancias negadas categórica- 
mente por la provincia y por e l Directorio de aquélla. 

Que en todo caso no estando el gobernador de la provincia 
autorizado para celebrar dicho contrato, y no habiendo la Legis- 
latura votado los fondos necesarios para su cumplimiento, con 
arreglo a !o dispuesto en los artículos 99, inciso 2. , Constitu- 
ción provincial — 18. 19 y otros, ley de contabilidad — debia 
etYten-dérselo ad referendum : y en tales condiciones no reviste 
los caracteres de def tuitivo y concluido para que constituya de- 
rechos perfectos a favor del demandante y dé nacimiento a ac- 
ciones contra el gobierno. (Fallos, tomo 31, pág. 307). 

Que por V> mismo no corresponde someter a arbitraje el 
monto fie una condensación que no está autorizada ni reconoci- 
da como debida. 
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Por ello no se hace lugar a la demanda interpuesta i>or don 
Pedro Anselmo Gómez contra la provincia de Unenos Aires, con 
costas. Notifiquesc original y repuestos los sellos, archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA XI r 

Don Amjusto & Oldrati, solicita se eomftlú al jefe del Archivo 
de los tribunales para que se le termita examinar unos re- 
gistros. 

Sumario : Los protocolos de los Escribanos de Registro, depo- 
sitados en el Archivo de los tribunales de la capital, no de- 
penden <le la superintendencia correspondiente a la Corte 

Caso : Pon Augusto F. Oldrati se presentó a la Corte Suprema 
manifestando que su señora madre, doña Teresa Aicardi de 
Oldrati, ha sido declarada única y universal heredera cu la 
sucesión de don José Garil>oldi, habiéndosele puesto en po- 
sesión judicial de la herencia e inscripto la declaratoria co- 
rrespondiente en el Registro de la Propiedad; - Que no 
permitiéndosele por c! señor jefe del Archivo de los tribu- 
nales revisar los protocolos de los escribano* Mariano Ca- 
rral, Teodoro Luis Pardo, Uurcano Carballeda y José Vic- 
toriano Cabral, a fin de examinar las escrituras relaciona- 
das con la fortuna y negocios del c? .-ante don José Gari- 
btildi* conocer el estado actual de su herencia y poder, en 
consecuencia, entablar las acciones y demandas del caso, re- 
curría en queja para que se ordenara al expresado archive- 
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ro la exhibición de los mencionados registro?, en virtud de 
la superintendencia que la Corte ejercía sobre el citado fun- 
cionario como ¡empleado de los tribunales. 

DICTAMEN DEL Sr PROCURADOR GENERAL 

Buenos Alrefl, 10 octubre de 1914. 

Suprema Corte: 

Creo que no debe darse curso a la precedente solicitud. El 
Archivo de los tribunales de la Capital no Se halla bajo la super- 
intendencia de V. E-, a que se refiere el art. 1 1 de la ley 4055, ni 
las actuaciones a que alude el recurrente, caen bajo su jurisdic- 
ción: — de lo que se deduce que ni corres]>onde a V. E. estatuir 
sobre lo que se pretende en e! primer concepto, ni dictar la or- 
den que se requiere en el secundo. 

Pido pues a V. E. no haga lugar a lo solicitado. 

Julio Botct. 
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Buenos Aires, Octubre 24 de 1914. 

Tratándose de la inspección de protocolos que no dependen 
de la superintendencia correspondiente a esta Corte, con arreglo 
a la ley número 1893 (arts. 202. 222 y 305) y ley número 3547, 
y de conformidad con lo pedido por el señor Procurador Gene- 
ral, no ha It^ar a lo solicitado. Hágase saber y devuélvanse los 
documentos acompañados, previa redición de sellos. 

A. Bermejo. — Xicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 
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CAUSA XIII 

Sumario instruido a Luis /:• Minie*, por infracción a la ley de 
Defensa Social núm. 7029. Competencia negativa 

Sumario : El conocimiento del delito de distribuir o hacer circu- 
lar impresos prohibidos i>or la ley de Defensa Social, mi- 
mero 7029. corresponde a los jueces locales del fuero co- 
mún en cuya jurisdicción se haya cometido. 

( aso : I.o explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GE . ERAL 

Buenos Aires. 22 Octubre de 1914. 

Suprema Corte: 

Corresponde a Y. E. dirimir la preesnre contienda de com- 
petencia a mérito de lo que dispone el art. 9 de la ley 4°55- 

El hecho que ha dado lugar al proceso incoado, está pre- 
visto por el art. 22 de la ley 7029, |>cro no puede derivarse de 
esa circunstancia que corresponda su juzgamiento a los tribuna- 
les nacionales, con arreglo al art. 32 de la misma ley, desde que 
esta disposición ha sido interpretada por V. E. en el sentido de 
que no puede entenderse que todos los delitos castigados por la 
citada ley 7029. sin distinción de instituciones o de personas 
ofendidas, ni de lugares de ejecución, sean de la competencia de 
los jueces federales, porque ello importaría investir a éstos, en la 
Capital y en las Provincias de una jurisdicción más extensa de 
la que el H. Congreso puede conferirle. (Tomo lt$ 9 pág. 263; 
t« mo 1 14. pág. 60; tomo 1 17. pág- U^: tomo 1 18, pág. 183). 1 

No apareciendo de autos que el delito de que se trata afecte 
la soberanía o la seguridad de la Nación, ni menos que s-e haya 
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cometido en un lugar sometido exclusivamente a la autoridad 
nacional, lo que podría motivar la jurisdicción de los tribunales 
federales, este proceso debe substanciarse ante la justicia local 
del sitio en que se comprobó el hecho, ¡>or lo que pido a V E 
se sirva declarar competente al señor juez de instrucción de la 
ciudad de Tucumán. 

Julio Hotel. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire, Oelubit 29 de NU. 

V vistos: ta présente contienda de competencia negativa 
suscitada entre el señor juez federal de Tucumán y los tribuna- 
les locales de la misma provincia para conocer del delito de vio- 
U - n de la ley número 7029 a que se refieren estos autos. 

N i*onsidérando : 

Que conforme a lo resuelto por esta Corte Suprema, el de- 
lito de distribuir . hacer circular impresos prohibidos |K>r la ci- 
tada ley de Defensa Social, número 7029. debe ser sometido a 
los jueces locales del fuero común en cuya jurisdicciión se ha- 
yan cometido. ( Fallos, tomo 1 14. pág. 60 ; y tomo 1 18. pág. 18^ ). 

Qnj en este caso se encuentra el que ha dado margen a la 
formación de este proceso co.. motivo ele la publicacicíón v re- 
parto del impreso de fs. t. hechos irerfficados en la misma du- 
dad de Tucumán. según la denuncia de í - 4 y 6 vuelta, presen- 
tada ante la policía. 

Por ello, y de conformidad con lo pedido por td señor Pro- 
curador general, se declara que el juez competente para conocer 
de esta causa es el de instrucción de la ciudad de Tucumán .1 
quien se le remitirán los autos. Xotifiqucsc original v avísese por 
oficio al señor juez federa'. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. - M. P. Daract. - 
D. E. Palacio. 
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CAUSA XIV 

Empresa Puerto del Rosario, contra Pinasco y Castayniiw, 

sobre expropiación 

Sumario: Siendo equitativa la estimación que hace de la cosa 
expropiada el fallo recurrido, corresponde su confirmación. 

Laso: Se trataba de la expropiación de un terreno ubicado en 
ángulo do conjunción de las avenidas Carlos Pcllegrini v 
Helgrano, frente al Tuerto del Rosario y con acceso libre 
-«»l>re el mismo quedando así comprendido <lentro del radio 
urbanizado del municipio. 

El juez federal del Rosario declaró sujeto a expropiación 
por razones de utilidad pública, el inmueble de referencia, 
fijando en nueve pesos moreda nacional el valor por metro 
cuadrado del terreno y en concepto de toda indemnización. 

La Cámara Federal del Rosario modificó la sentencia de! 
inferior y fijó en seis pesos con cincuenta pesos moneda na- 
eioial el valor ¡>or metro cuadrado del expresado terreno. 

i am.o m; I.A CORTE SUPREMA 

Bucnoi Aire., Octubre 31 de 1914. 

Visto> y consideran-do: 

Pue el recurso ha sido traído tan solo por las partes del Fis- 
co Nacional y Empresa Puerto de! Rosario, por lo (pie debe con- 
siderársela conforme con la sentencia a la contraria o sea a 
Castaijnino. 

Que en la resolución de f<- 220 se hace constar como judi- 
cialmente comprobados los Mjjuuntes hechos: a) que "con mu- 
cho tieni|H) de anterioridad a la fecha en que se dictaba la ley 
de expropiación para la creación de! Puerto del Rosario, es no- 
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torio que en la Avenida Pellegrini, entonces Houlcvard Argenti- 
no., a la altura de las calles i." de Mayo y Ayacucho, tres o cua- 
tro cuadras antes de llegar al terreno a expropiarse, se hicieron 
ventas cuyo precio oscila entre doce y quince pesos moneda na- 
cional"; b) "que el tribunal, en un caso análogo al que nos ocu- 
pa ha podido comprobar que la misma Empresa expropiante ha 
pagado al señor Antonio Miohcletti, la cantidad dé cinc. pesos 
moneda nacional el metro cuadrado en un terreno de su propie- 
dad situado en la misma linca con frente al rio Paraná, jkto diez 

cuadras más afuera". 

Qué tales antecedentes v otro-, concordantes en lo sustan- 
cial con el dictamen de fs. 208. no han sido impugnados ni nega- 
dos en la instancia anterior ni en la presente, de un modo con- 
creto al menos. 

Que dichos antecedentes por si solos bastan para considerar 
equitativa la estimación que <hace de! terreno el fallo recurrido, 
dado que con ella aparece conformarse la parte de Castagnino, 
en virtud de lo notado antes. 

Por lo expuesto y concordantes de la sentencia apelada, se 
la confirma. Notifíquese original y devuélvase, reponiéndose los 
sellos ante el inferior. 

L\. BERMEJO. — Nicanor G. no. 
Solar - M. P. Daract. - 
D. E. Palacio. 



CAUSA XV 

Don Innacio 1.. Albarracín, presidente de la Sociedad Protecto- 
ra de Animales, contra don Jorge & HáU, por violación a 
la ley número 2786. 

Sumario : La justicia federal es incompetente para conocc-r de 
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las causas criminales seguidas por malos tratamier 
citados contra los animales. (Ley 2786). 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

auto mu. sr. JUEZ FEDERAL DE la plata 

Diciembre Él de 1913 

Invocándose una ley nacional, cuya infracción se denuncia 
liase por justificado el fuero; en consecuencia se designa la au- 
diencia del día treinta del actual a la una p. m- a los efectos del 
articulo 570 del Código de Procedimientos en lo Criminal. Ofi- 
cíese al juez de paz de San Fernando para la notificación del 
querellado y entrega de las copias. 

Muí :cnaro. 

AUTO DK LA CAMARA PEDERA L DK APELACIONES 
DE LA PLATA 

L. Plata. Mario 7 tft 1914 

Vistos: 

De los propios términos de los artículos 2. y 4-° de la ley 
2786, se dcspn\ide que ésta sólo ha sido dictada para la Capital 
de la República y Tentónos Nacionales. 

Por esto se revoca el auto apelado de fs. cinco. Devuélvase. 
— /?- Guido Lavallc. — Marcelino E$c a lada. — Leottidas Za- 
rW/a. 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Buenos Alrei. Octubre 20 dt ift|4. 

Suprema Corte : 
Habiéndose denegado al recurrente el fuero federal, proce- 
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le el recurso interpuesto, de acuerdo con el inciso 3-°, art. 14 de 
la ley 48; y pido a V. E. se sirva declararlo bien concedido- 

En cuanto al fondo del asunto, la ley 2786, cjl su art 1.". 
declara punibles los malos tratamientos ejercidos con los anima- 
les; estando comprendido en dicha disposición el hecho impu- 
tado teniéndose en cuenta que la muerte que se da a un animal 
fuera de los casos de necesidad y utilidad para el hombre es un 
acto evidente de mal tratamiento y hasta de crueldad, presentado 
CSO© caracteres el tiro a la paloma, ya sea que con él se cate o se 
hiera al ave. 

En atención a los pro]>ósitos civilizadores y humanitario?, 
de interés gcncrai. que contiene la disposición citada, cabe in- 
terpretarse ampliamente su alcance, haciéndola extensiva a todo 
el territorio de la República, no obstante 1.» establecido en el ar- 
ticulo 2, que determina especialmente los prendimientos a oIh 
servarse en los casos que se produzcan en la Capital Federal. 

Estando, entonces, el deporte de tiro a la paloma comprei- 
dido en la prohibición establecida en el referido art. i" de la ley 
2786, de acuerdo con la jurisprudencia de V. E. (tomo 110, pá- 
gina n), pido se sirva revocar la sentencia recurrida de fs. 10, 
declarando competente a la justicia federal como lo e-tablece h 
sentencia de foja, cinco. 

Julio RáM. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenoi Alrci. Oclubie 31 de 1014 

Vistos y considerando: 

No estando el caso suh ju^ice comprendido entre los previs- 
tos |K>r el art- 23 del Código de Procedimientos en lo Crimina!, 
y siendo manifiesto que la ley número 2786 ha tenido el propó- 
sito de excluir de la jurisdicción federal los juicios por malos 
tratamientos ejercitados con los anima'es, desde que existen res- 
pecto de los jueces de sección de las provincias los mismos mo- 
tivos que informan el articuló 2 de dicha ley en lo que hace a los 
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de igual clase de la capital y a los de los territorios nacionales, 
óídó el señor Procurador General, se confirma el auto recurrido, 
en cuanto declara la incompetencia de la justicia federal para 
conocer en la causa. Xotifiquesc original y devuélvase 

A. BERMEJO; — Nicanor G. dki. 
Solar. — M. l\ Daract. — 
D. E. Palacio 



N0TA. — En i " de octubre la Corte Suprema no hizo lu- 
gar a la queja deducida |x»r «Ion Pedro J. Maraggi en los autos 
que seguía ante la justicia comercial de la capital contra E. San- 
guinetti. por cobro de pesos, en razón de que en el caso se había 
tratado de la interpretación y aplicación de la ley número 4550 
sobre pettlicióñ de la instancia que no constituye una ley especial 
de las que motivan el recurso extraordianrio del art. 14. ley 48. 



CAUSA XVI 

Criiuhutl, contra Martín . Irías, por homicidio 

Sumario: Es justa la sentencia que condena a la pena de quince 
años de presidio y accesorias legales al autor del delito de 
homicidio perpetrado con las circunstancias atenuantes de 
provocación o amenaza y ebriedad incompleta. 

L aso: Lo explican las piezas siguientes: 
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SKNTKNCIA DEL JUBZ LETRADO EN LO CRIMINAL 

Santa Roso de Toa*. Octubra 2 de 1913 

Y vistos: para resolver esta causa seguida contra Martin 
Arias, quien dijo ser argentino, de 24 años de edad, soltero, jor- 
nalero, domiciliado en General A cha, procesado por homicidio. 

Resultando: Que en Gamáy la noche del 28 de septiembre 
del año próximo pasado, el procesado y su víctima Juan Villalba. 
a raíz de un cambio de palabras que tuvieron en la casa de nego- 
cio de Pedro García, salieron a la vía pública donde se desarrolló 
el drama sin mas testigos que la mujer del extinto, la cual hace 
recaer toda la responsabilidad en el matador de quien dice pro- 
vocó, agredió y lesionó a Villalba que estaba ebrio y completa- 
mente inerme. Viceversa, el procesado afirma haber sido provo- 
cado por la victima y atacado a mano armada por aquélla, expli- 
cando que hirió a su contrincante impaciente por la conducía de 
aquél que le empujaba, en cuyas circunstancias dice haberle dado 
un golpe a la cabeza y como se !e fué encima y se abrazaron lu- 
chando, le dtó una puñalada mortal, ver declaración de ffi. 14 
y vta. y ratificación fs. 22. 

Que de la inspección de fs. 3 y vla - no resulta que se haya 
encontrado en poder del muerto ni a su alcance arma de ningu- 
na especie, constatándose plenamente c <>n el informe de fs. 12 y 
la partida de fs. 13 la defunción de la víctima. 

Que decretada la prisión preventiva del procesado y eleva- 
da la causa a pleuario el fiscal es|>ccial nombrado a los efecto-, 
de' art. 457 del Código de Procedimientos, encuadra el hecho en 
el art 17, incido i." Cap. i.° de la ley 4189. atenuantes ni 
agravantes por cuyo motivo peticiona se ap'iqucn al reo diez y 
siete años y medio de presidio con reclusión solitaria por diez 
dias en el aniversario del crimen. 

Que la defensa solicita se aplique sólo el mínimun de la 
penalidad est: Mecida en él art. 17, inciso 4, de la citada ley en 
mérito de la provocación de la victima y de las circunstancias de 
ebriedad. 
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Que recibida la causa a prueba y no habiéndose producido 
ninguna durante el plenario, quedó !a causa previos los trámites 
legales en estado de sentencia. 

Y considerando: 

i ." Oue se trata evidentemente de un homicidio consumado 
por Martín Arias en la persona de Juan Villalba. 

2." Que la única cuestión a resolver es la presentada por la 
defensa respecto a la calificación de ese homicidio. 

3. Que aún cuando no haya habido testigos presenciales y 
la declaración de la mujer de la víctima no tenga la fuerza pro- 
batoria de un testigo hábil, hay en autos elemento . bastantes 
para conceptuar que el homicidio fué consumado por Arias sin 
provocación suficiente por parte de la victima, a quien según el 
denunciante había estado insultando groseramente \uko antes- 

Kn efecto, a estar a la propia confesión del reo, Villalba se 
había limitado a empujarla y si se tiene en cuenta qu ! se trata 
de un ebrio sin más armas, no se vé la ofenda ilícita y grave de 
qué habla la ley. Además Arias confiesa haber dado un golpe a 
la víctima iniciando asi el drama y aún Cuando se apreciara en 
favor del reo la atenuante de irritación o furor y la de ebriedad, 
siempre inbria que encuadrar el hecho en el art. 17, inciso 
Cap. 1. de la ley 4189, conforme a lo aconsejado por el Minis- 
terio rúUico. 

Por tftoi las circunstancias particulares de la causa y acep- 
tando tas atenuantes apuntadas resuelvo: Imponer a Martín 
Aria* la pena de quince años de preskiio, accesorias y costas. 

llágase saber y elévese en consulta si no fuese apelada esta 
sentencia- — Domingo Sasso. — Ante mi : Juan Julián Lastra. 

SENTENCIA DE I.A CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 
' DE l-A PLATA 

La Pfala, Abril 18 de 1914 

Y vistos, considerando: 
Que la defensa tanto en 1.' como en esta instancia sostienen 
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que se trata en el caso, del homicidio provocado que legisla el 
inciso 4. del artieu'o 17, sub-inciso a. Ley de Reformas al Códi- 
go Penal. 

Que el procesado confiesa que la victima !o provocó, "re- 
cordándole el altercado que habían tenido con motivo de Uoi ca- 
ballo. F.n los primeros momentos, continuó bebiendo sin hacer- 
le caso, pero como continuara resolvió salir afuera, para conti- 
nuar su marcha, siendo seguido por aquél, y estando ya afuera, 
éste 'e dió "un empujón", diciéndole él que lo dejara tranquilo, 
(iue no queria bochinchear, |>cro como pretendiera repetir la 
operación Cde empujarlo) para lo cual se le aproximó... dióle 
impaciencia y desnudando el cuchillo que llevaba en la cintura, 
"e tiró un golpe a la cabeza, pudiendo ver que lo había herido. . . 
y como se le fuera encima abrazáronse y en esa actitud le tiró a 
la espalda un «olpe de puntp, y viéndole libre, pues, de su ad- 
versario cayó al suelo, boca abajo. . 

Que aún cuando esta manifestación está contradicha jx>r el 
testigo ocular Pedro García Rodríguez, el cual afirma que 
Arias 'Insultaba groseramente a Villalha y lo siguió afuera «leí 
negocio con más incultos, exigiéndole lo peleara y ¡>or la esposa 
de Yillalba. la cual manifiesta que Arias lo insultaba a su cs]k>- 
>o. no contestándole éste nada, por lo cual Arias desnudó su cu- 
chillo". — ello es que prescindiendo de estas circunstancias, re 
5i:lta según la confe>ióu extractada, que no se trata «le un homi 
ridio provocado con injurias u ofensas ilícitas y graves, circuid 
fancia calificativa de este, sino del homicidio reprimido en el 
ir.ci^o 1* del articulo 17 citado, con :a circunstancia atenuante 
de provocación, ofensa o amenaza simple, pues que otra cosa no 
importa el háber dado la víctima un empujón al procesad»». 

Por las consideraciones expuestas y concordantes de la sen- 
tencia apelada, se confirma ésta con costas. Devuélvase — K. 
Guido l.avalte. — Marcelino Escalada. — Leónidas /.avalla. 
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PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Noviembre 3 de ItU. 

Victos y considerando: 

Que está plenamente comprobado en estos autos el delito de 
homicidio perpetrado por e! procesado Martín Arias en la per- 
sona de Juan Yillalba en la noche del dia 28 de septiembre del 
uño 1912 y después de tm cambio de palabras que Arias y Y'illal- 
l*a tuvieron en la casa de IVdro García Rodríguez, en el territo- 
rio de la Pampa Central. 

One a-i I<» acreditan las diligencias de! sumario, tale- como 
la confesión de Arias prestada a fs. 14 y ratifica-la ante el juez 
de ¡a cau*a. la inspección de f*. 3, informe pericial de f>. 12 y 
lenificado de defunción de fs. 13. 

Que los antecedente* de que *e hace mérito en ¿a sentencia 
apelada demuestran que la clasificación que se ha dado al delito 
«'e que se trata, considerándolo como un homicidio comprendido 
entre los determinado* en el inciso i? del art. 17 de la ley de re- 
lormas a! Código Penal, con la atenuante de provocación o ame- 
naza y ebriedad incompleta fart. 83, inciso 4. ) es la que corres- 

|X)l>íIe, dada* las circunstancia* en qué Yillalba fué muerto, re- 
lacionadas |>or el procesado, y el 'hecho de no haberse encontra- 
do armas en poáef de Yillalba de las que hubiera pulido hacer 
uso en ph defensa o para agredir a su victimario 

Por ello y sus fundamentos se confirma la sentencia apela- 
rla de fe 47» con costas. Xotifíquese con el original y devuélva- 
le los autos. 

A. BERMEJO. — Nicanor G. tíÉL 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 
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CAUSA XVII 

Ihm Héctor C. Quesada, contra la Provincia de Buenos Aires, 
por cobro dé pesos; sobre competencia 

Sumario : |¿ A los efectos de lo dispuesto en el art. 14. de !:i 
ley 4S. el concepto "juicio"* comprende los ordinarios y 1" 
contencioso administrativo. 

2. " lyitablada una causa ante determinad tribunales 
provinciales, la jurisdicción concurrente de éstos en gene- 
ral se entiende prorrogada, aunque SC hayan declarado in- 
c« mpettntes por considerarla de carácter administrativo o 
del fuero de otros tribunales de igual carácter 'ocal, o se 
declarase nulo lo actuado. 

3. C La iniciación ante los tribunales locales «le una pro 
vincia por un vecino de otra, de un juicio contencioso ad- 
ministrativo por retardada justicia en una reclamación al 
gobierno de lá primera, por pagó de servicios, importa la 
renuncia irrevocable al fuero federal que podrid tárres- 
pondcrle al demandante en razón «le «lidia vecindad y la 
prorrogación de la jurisdicción de los tribunales provin 
cíales. 

Caso: Resulta del siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aires. Nowiembre 7 dt 1914. 

Visto -s: 

Don Héctor Quesada entab'a demanda contra la Provincia 
de Buenos Aires para que se la condene a pagar la Mima de un 
millón de pesos or«> sellado o lo que se fije por arbitros, que 
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Sostiene le adeuda aquélla por servicios prestados durante va- 
rios años a efecto de lograr la reconstrucción de! Banco de la 
Provincia. 

'El doctor Juan E. Sola, por la demandada, interpone co- 
mo artículo de previo y especial pronunciamiento, excepción de 
fa!ta <le jurisdicción en esta Corte para conocer del caso, fun- 
dándose en que el actor c s vecino de la misma provincia de 
Buenos Aires y no puede ampararse, como lo ha hecho, en los 
artx. 100 y 101 de la Constitución Nacional ; art. 1,0, inc. i.° de la 
número 48 y en la ley tjj&j, Hice que esa vecindad surge del he- 
cho de ser el señor Quesada senador de la Provincia de Buc- 
n< < Aires, cuya Constitución prescribe en su artículo 80 que los 
diputados y senadores deben residir en e!la; y que, ademas, el 
propio señor Quesada ha declarado en la sesión del Senado 
Provincial de 6 de septiembre de 1913, que era vecino de la 
provincia mencionad. Agrega que la excepción encuadra en 
!0S términos del art. 11 de la ley 4*. porque el cumplimiento de 
los deberes de legislador impone una residencia continua, aun- 
que temporaria en el lugar donde se desempeñan las funciones; 
(¡ue la vecindad de que habla este articulo puede ser distinta 
del domicilio real del Código Civil; que la justicia federal de- 
be contribuir a que se cumplan las disposiciones de la Constitu- 
ción Nacional y leyes locales de acuerdo con lo dispuesto en el 
art. 5 de la Constitución Nacional y art. 4 de la ley 27; que la 
jurisdicción federal se ha establecido entre otros propósitos, 
con el de crear una justicia de garantía para aquellos que en ra- 
zón de ser extranjeros o vecinos de distinta localidad, pudieran 
creerse o encontrarse en situación desventajosa llevando sus ac- 
ciones a los tribunales locales, y este motivo no existe en el caso 
de un senador que litiga con la provincia de cuyo gobierno for- 
ma parte- 

Contestada la excepción y recibido el incidente a prueba, 
<c ha producido la que expresa el certificado de fs. 112- 

Y considerando: 
Que de la propia exposición del actor aparece: T.° Que en 
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junio de u;có .-e presentó atite el gobierno de la provincia, re- 
damando el pago de los servicios a que se refiere esta deman- 
da, e intentó en iyo8 ante la Corte Suprema de Justicia local el 
juicio contencioM)-a<Iministrativo ]x>r retardada justicia; 2/ 
que la Corte pronunció sentencia en 27 de abril de 1910, decla- 
rando que el actor tenía derecho a remuneración y que sus ser- 
vidos debían fijarse por arbitros; y 3." que con motivo de un 
huevo juicio 1» recurso de revisión promovido por el Fiscal de 
Estado ante dicho tribunal, éste dejó sin efecto la sentencia 
mencionada. |>or o nsiderar que se trataba de una acción civil 
que debía sustanciarse ante los tribunales ordinarios y no ante 
el especial de lo conteticio.o-administrativo ( fs. 14 y siguientes > . 

One éstos antecedentes se encuentran corroborados en par 
te por los documentos de fs. 8 y 10 y no han sido contradicho' 
por la demandada. 

Que conforme .1 la doctrina qiie informa el inciso 4. art, u 
ile la ley número 4S. el brillo de ba!>er ocurrido e! demandante 
ante la Suprima Corte de la Provincia en las condiciones que 
quedan expuestas, es decir, sometiendo a la resolución de ellos 
lo que constituye en substancia el objeto de la presente acción, 
habría importado una renuncia irrevocable al fuero federal, si 
%e le correspondía a causa ríe su vecindad en la Capital Fede- 
ral y la prorrogación de la jurisdicción de los tribunales pro- 
vincial, f Fallos, t< mo 112, pág. 203; lomo 118, pág. 308 y 
otro- )• 

One el art. 14 de la ley 48 establece que "una vez radicado 
un juicio ante los tribu ríales de provincia, será sentenciado y 
fenecido en la jurisdicción provincial"... y como lo ha estable- 
cido la jurisprudencia en numerosos casos, el concepto juicio, 
CU mprende !os ordinarios y lo contencioso administrativo. I Fa- 
llos, t< mo ;í». pág;. 351 y otros). 

Q«e no puede decirse que el auto referido por e! cual se 
dejó sin efecto la sentencia de 27 de abril de ioio. hubiera de- 
jado a la parte, en lo que respecta al fuero, en la misma situa- 
ción en que el'a se encontraba antes de iniciar el juicio conten- 
ción-administrativo, o sea habilitada para promover una acc- 
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eión ante cM.i Curte, pues radicado el juicio en la Provincia, 
ese «uto importó simplemente la decisión de un punto de com- 
petencia dentro de los tribunales locales, y no de alguno de los 
previstos en el recordado inciso 12, que pudiera dar logar a la 
intervención de los tribunales federales, según expresa disposi- 
ción de ta ley número 4# farts. 12 y 14 >■ 

Que en este orden de ¡déas< háse resucito (pie entablada 
iina causa ante determinados tribunales provinciales, la juris- 
dicción concurrente de &IOS en general se entiende prorrogada, 
aunque se hayan deparado incompetentes por considerarla de 
carácter administrativo o del fuero de otros tribunales de igual 
carácter loekf, o de declare nulo !» actual-». (Fallos, tomo 17, 
jw'igs. 340 y 41 1 : tomo U). pág. 3; tomo 31. pág. 49). 

Une es manifiesto que en las palabra- tribunales ordinarios 
empleadas por la Suprema Curte Provincial en el auto de que 
se trata, se refirió a tribunales de 'a propia Provincia, recono- 
ciendo o estableciendo que el cas.. corrcsj>ondia a la jurisdic- 
ción de ello*. 1 Fallos, tomo 17. P&g- 4". citado)* 

Que atento lo que precede, en innecesario entrar a exami- 
nar 1. - fundamenta aducidos en los escritos de fs. 51 y 113. 
en apoyo de la incompetencia a'egada. 

Por ello, oído el señor Procurador General, se declara que 
la C-.rte Suprema de la Nación, e 6 - incompetente para conocer 
de la présenle demanda. Las COStáS se abonarán en el orden 
causado, dada la naturaleza de !á cuestión resuelta- Xotifiquese 
con el original y repuesto el papel, archívese. 

A, BERMEJO. — Nicanor G. DEL 
Soi.ar. — M. P. Daract. — 
D, E. Palacio. 
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Don Juan Aritony y otros, contra la provincia de Sania Fe t por 
inconstitm tonalidad de un impuesto: sobre defecto legal 
en el modo de proponer la demanda. 

Sumario : I rt a presentación de varios demandantes bajo una so- 
la representación e invocando un mismo título, abi como la 
cincustaneia de no hal>er acompañado con la demanda los 
justificativos de sus pretcnciones. no constituye un defecto 
lega! en el modo de proponer la misma. Tampoco lo es la 
falta de enumeración de los hechos en que ella se funda. 

Caso : Resulta del siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aires. Noviembre 10 de 1914. 

Vistos: Don Raúl Solveyra Várela en representación de 
don Juan Antony y otros, demanda a la provincia de Santa Fe a 
fin de que declarándose inconstitucional la disposición de la lev- 
de patentes vigente en i<>¡3 de que hace mención, sea condena- 
da a devolver las sumas que bajo protesta le fueron abonadas en 
concepto de esa ley con más los intereses y las costas del juicio. 

Corrido traslado de la demanda, don Horacio Várela, con 
poder de la Provincia, sin contestarla, opone la excepción dila- 
toria de defecto legal que autoriza el art- 73. inciso 4. , del Có- 
digo de Procedimientos Nacionales, alegando los siguiente; 
fundamentos: a) acumulación de demandantes por títulos dis- 
tintos; b) no se acompañan los documentos en qué la demanda 
se funda ; c I al exponer los hechos y el derecho no se observan 
las prescripciones de la ley. 
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Y considerando: 

f)uc en el caso todos los demandantes pretenden la devo- 
lución del impuesto de patentes de la ley provincial de 1913 QtK 
dicén haber pagado 4>ajo protesta, fundándose en el mismo ti- 
tulo, o sea la alegada inconstitucionalidad de ese gravamen 
ante las disposiciones de los artículos 9 y 10 de la Constitución 
Nacional. 

Que la presentación de varios demandantes bajo una sola 
representación e invocando un mismo titulo, que no se apone a 
las leyes procesales ni al fallo de esta Corte del tomo 43. página 
4<\ que se cita, o bien invocando el mismo hecho como sucede 
en el c aso que se regi.-ira en el tomo 93. pág. 121, ofrece, sin 
duda, la ventaja <le evitar la multiplicidad de pleitos en que se 
repetirían las mi-mas alegaciones, con aumento innecesario de 
gastos para los litigantes. 

Que en aná'ogas condiciones a las del presente juicio, esta 
Corte ha substanciado y resuelto causas promovidas por varios 
demandantes presentados conjuntamente contra la Provincia 
de Buenos Aires sobré inconstitucionalidad del impuesto de 
guias, primero, y después del de la producción, con economía 
de gastos para aquéllos y para la parte demandada, como cons- 
ta en los fallos que Se registran en lá l>ágina 207 del tomo 102, 
pág. 200 del tomo to$ pág. 265 del tomo 105, págs. 2>>4 y ¿14 
del tomo joí» y otros. 

■Que cn el f>resente e^ado de la causa no hay elementos 
I ara determinar si entre los medir* de defenta correspondien- 
tes a la Provincia con relación a los demandantes, existen di- 
ferencias qne puedan motivar la formación do piezas separadas 
para la tramitación y decisión de la causa. 

Que como l<> ha hecho constar esta Corte en repetidos fa- 
llos, el no haberse acompañado a la demanda los documentos 
justificativos de las pretensiones de los demandantes, no cons- 
tituye defecto en el modo de proponerla. ( Fallos, tomo 70, pá- 
gina 11 : tomo 73, pág. 213; tomo 02. pág. 184 y otros). 

Que finalmente corista en ella la exposición del dere:ho, la 
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petición en términos claros y precisos, o sea la devolución de 
las pater.tes pagadas, con sus intereses y costas, a mérito de la 
inconstitucionalidad que se atribuye a aquéllas, y los hechos en 
que se fonda debiendo observarse que la falta de numeración 
de éstos i:o puede juzgarse sustancial con arreglo a la juris- 
prudencia establecida. (Fallos, tomo 25, pág. 1 15; tomo 67. pá- 
gina 386; tomo 79, páfr 3¡ík> j tomo 92. pág. 120). 

Por estos í'indamentos no sé hace lugar con costas a la ex- 
cepción deducida \ contéstele derechamente el traslado do la 
demanda. Xotifi(|uesc con el original y rengase el papel. 

A. I5f.rmk.to. — Nicanor O. DEL 
Solar. — M P. Daract. — 
D. I\. Palacio- 



CU SA XIX 

Don Alberto Lcxy contra don José Tiwmu ftir HSO ¡"drbid" 

de marca de comercio 

Sumaria: l.° Procede el recurso extmorcHnario del art. 14. ley 
48. contra una sentencia que "o hace lugar a un:i acusación 
por uso indebido do marca, basada en la interpretación de 
la ley especia* número 30,75, mentido contrario al preten- 
dido ¡H.r el apelante. 

2. La ley 3975 tío ha fijado plazos a los que obtengan 
marca* dé fábrica, ennercio o agricultura para que princi- 
pien a usarlas, ni ha establecido que el rió uso de cl'a> du- 
rante parte del término de su concesión sea obstáculo para 
el ejercicio de ífS acciones criminales a alie se refiere el 
art. 48 y siguiente de dioha ley- La falta de empeo actual 
(te una marca no se encuentra comprendida entre las causa- 
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<lc extinción de la misma que enumera el art. 14 de la ley 
mencionada. 

Cuso: Resulta de la:» piezas siguientes: 

SENTENCIA DEC JUEZ l-'KOKRAL 

Bueno. Aire,. Septiembre 27 de »I2. 
Vistos y considerando: 

i." Que don Alberto Lcvy demanda a don José Tagini. por 
aso indebido de marca. 

j.° Que la acción se refiere a la marca de comercio "Re- 
gÉttt", número 25358. cuyo lítúíb c <>rre agregado a fs. 2. 

3° ü"c según consta a fs. 13 y vta. fueron embargadas en 
poder del querellado dos grafónolas con las siguientes inscrip- 
ciones: "Colombia Grafónola Regent". 

4." Qllc según la declaración cuya traducción corre a fs. 86 
vuelta, el vicepresidente de la Colüihbia Fonograph Company, 
Eduardo X. Burns, declara que. las grafónolas embargadas se 
hffn fabricado por la sociedad referida, y fueron enviadas a Ta- 
fcini -con las inscripciones enunciadas, sin que él las pidiese ni for- 
mulara indicaciones en ningún sentido. - 

5. Que en consecuencia, no se trata de un caso de uso inde- 
l>ido de marca, que según el inciso 4. del art- 48 de la ley 3975 
se comete, cuando se ponga a sabiendas sobre productos propios 
lina marca ajena, lo que, como se acaba de expresar, no se lia 
producido con los artículos cmlwrgados. 

Que por otra parte, la misma diligencia enunciada de fo- 
jas 86 vta. establece que la leyenda con la palabra "Regent" fuá 
colocada en la grafónola por el fabricante como un medio de 
identificar su producto, no tratándose, pues, de la marca de co- 
mercio otorgada a Levy, ni de una circunstancia que pueda vul- 
nerar los derechos que le asegura el título de fs. 2, pues de acuer- 
do con los principios generales que rigen la materia, la marca de 
comercio se dá al vendedor pira que con ella garantice bajo su 
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•responsabilidad la legitimidad de los artículos que expende, 
(Puiltet número 6), en cuyo caso no se encuentra el querellan- 
te, quien, según resulta de las diligencias de fs. 28 y 29 y de fs. 
57, no comercia con el que se ha secuestrado al querellado. 

Por estas consideraciones, definitivamente juzgando, fallo: 
absolviendo de culpa y cargo al querellado don José Tagini, 
con costas al actor. Levántese el embargo trabado, y repuesto 
que sea el papel, archívese este expediente. Notifíquese con el 
original. 

• 

■ Miguel L. Jan tus. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE LA CAPITAL 

Bunoi Aire». Diciembre 4 di 1*13 

Vista en apelación la causa seguida por don Alberto Levy 
contra don José Tagini, sobre uso indebido de marca de comer- 
cio ; y considerando : 

I o Que el querellado opone, entre otras excepciones, la de 
nulidad del registro de la marca número 25.358, fundándose en 
que el titular de ella no fabrica ni comercia con los artículos 
cuya venta motiva esta causa. 

2. Que resulta, plenamente comprobado, que el querellan- 
te no ha tenido ni tiene grafófonos en su comercio, para distin- 
guir con su marca. (Declaración de fs. 28. Informe pericial de 
fojas 56). 

3. Que el art. 6.° de la ley número 3973 terminantemente 
lo dice : La propiedad de una marca es exclusiva con relación a 
otra que pueda producir confusión entre los productos; y el 
art. 58, con referencia a esta disposición, obliga a los que venden 
mercaderías con marca falsificada, a dar al comerciante o fabri- 
cante dueño de ellas, esto es, dueño de las mercaderías que lle- 
van la marca legitima, la explicación correspondiente. 

4-° Que en mérito de lo expuesto debe establecerse que la 
ley no ampara las marcas que no se destinan de un modo efec- 
tivo, según reza el art. para distinguir los artefactos de una 
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fábrica, los objetos de un comercio o los productos de la ticrn. 
Puede aceptarse que un comerciante o industrial registre váli- 
damente una marca teniendo en mira productos futuros, pero él 
no podrá hacerla valer criminalmente contra otro mientras no 
haga la fabricación o el comercio de las mercaderías que debe 
distinguir con su marca. Otra interpretación más lata de la ley 
desnaturalizaría su propósito, que es el de proteger al comercio 
y a la industria de verdad. 

Que decidido así el punto de carácter previo que queda 
examinado, debe declararse que el querellante carece de título 
válido para perseguir judicialmente al demandado en este caso. 

Por estos fundamentos, se confirma con costas, la senten- 
cia apelada de fs. 109. Notifiquese, devuélvase y repóngase el 
papel ante el inferior. — Angel Perreira Cortes. — Agustín Ur- 
dinarrain. — Daniel Goytía. — J. jV. MatieHSO. 

I'AtLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buco. Aire», Noviembre 12 de 1914 

Vistos y considerando: 

Que el querellante don Alberto Levy sostuvo que su acción 
estaba fundada en el inciso 4. , art. 48 de la ley número 3975 
(fs. 100) y alegó asimismo que "en ninguna parte exige la ley 
de marcas que el comerciante que acusa a otro por uso indebido 
de su marca, venda o haya vendido precisamente los mismos 
artículos. Basta que tenga el derecho de venderlos para que otro 
no lo pueda hacer" ( fs. 99). 

Que la sentencia recurrida de fs. 119 establece que Levy 
no ha tenido ni tiene grafófonos en su comercio y que la ley no 
ampara las marcas en tanto no se destinen de un modo efectivo 
para distinguir los artefactos de una fábrica, los objetos de un 
comercio, o los productos de la tierra. 

Que en tales condiciones, y no obstante que deba interpre- 
tarse el referido fallo de f s. 1 19 en el sentido de que no ha ami* 
lado propiamente el título de fs. 2, procede el recurso impugna- 
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do en el memorial de fs. 130, del art. 14, ¡nc. 3.°, ley número 48. 
a mérito de no haberse bocho lugar a la acusación por razones 
fundadas en la ley especial número 3975, interpretándola en 
sentido contrario al pretendido- por el apelante. (Fallos, tomo 
"6, pág. 30). , 

Que en cuanto al fondo, esta Corte, dentro de las restric- 
ciones de la presente instancia extraordinaria, debe limitarse a 
•hacer una declaración sobre el único punto de derecho resuelto 
en la sentencia apelada (art. 16, ley número 48), en la que se 
hace constar "que decidido así el punto de carácter previo que 
queda examinado, debe declararse que el querellante carece de 
titulo válido para perseguir judicialmente al demandado en este 
caso". 

Que la ley 3975 no ha fijado plazos a los que obtengan mar- 
cas de fábrica, comercio o agricultura para que principien a 
usarlas, ni ha establecido que el no uso de ellas durante parte 
del término de su concesión sea obstáculo para el ejercicio de 
las acciones criminales a que r. e refiere el artículo 48 y siguiente 
de dicha ley. 

Que la falta de empleo actual de una marca no se encuen- 
tra comprendida entre las causas de extinción de la misma que 
enumera el art- 14 de la ley mencionada; y aquella circunstan- 
cia puede racionalmente explicarse, en general, por el motivo 
de que el comerciante, fabricante o agricultor necesiten de ma- 
yor o menor tiempo para la organización de sus negocios o em- 
presas. 

Que si en el intervalo que transcurra entre la fedha de la 
concesión de la marca y su empleo efectivo pudiera ser ella usa- 
da sin responsabilidad alguna, por terceros, harfanse ilusorias 
en muchos c asos las ventajas que el titulo exclusivo concedido 
(arts. 6 y 13 ley 3975) estaba llamado a proporcionar a sus due- 
ños, mediante confusiones posibles ulteriores entre los pro- 
ductos. I 

Que aun bajo el imperio de leyes por las cuales el registro 
es simplemente declarativo de la propiedad y no atributivo co- 
mo en la nuestra, hase resuelto que la de las marcas es indepen- 
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diente del uso que se haga de ellas y está determinada en su ex- 
tensión y efectos por el solo hecho de ese registro, a diferencia 
de lo dispuesto para las patentes de invención. ( Paullict, Traiti 
des Marques de Fabrique, etc., 5." ed. números 83. na y 112 
bis; Dalloz, Recueil Periodique et Critique, etc., año 1868, i. m 
parte, pág. 507; año 1891 r" parte, pág. 124; año 1854, if 
parte, pág. 408; año 1903, f# parte pág. 324; año 1907, i. m 
parte, pág. 65 ; año 1910, 1.' parte, pág. 511; año 191 i f !.' 
parte, pág. 394: Carpentier, Rep. Ve. Contrefaqon núm. 835). 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia apelada y 
vuelvan lósenlos a la Cámara Federal de la Capital, para que 
se pronuncie sobre las otras defensas alegadas por el acusado. 
Las costas se abonarán en el orden causado, Xotifíquesc con el 



Pon Miguel Piñciro Sorondo, solicitando medidas de superin- 
tendencia contra e¡ Procurador Fiscal Federal, doctor Be- 
nito Mazar Anchor ata. 

Sumario : i.° Xo procede la revisión por la Corte Suprema de un 
pronunciamiento de una Cámara Federal de Apelación en 
un asunto de superintendencia sometido a la consideración 
de ésta- I 

2. Xo corresponde a la superintendencia que le confiere 
a la Corte Suprema la ley 4055 el conocimiento de una de- 
nuncia contra un procurador fiscal por actos ofensivos al 
decoro de la administración de justicia y faltas en el cumpli- 
miento de sus deberes. ¡ 
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Coto: Don Miguel Piñeiro Sorondo, fundado en el art. 2.", in- 
ciso 4. de la ley número 7099, se presentó a la Cámara Fe- 
deral de la Capital, pidiendo se apercibiera al Fiscal de í? 
instancia, doctor Benito Nazar Anchorena, y se le prohibie- 
ra continuar vendiendo el folleto que con un prólogo dirigi- 
do al público, contiene la acusación que en su carácter de 
Fiscal ha iniciado en la causa que se le sigue, por supuesta 
defraudación de las marcas de Secretad y Bardinet. Mani- 
festaba que el doctor Nazar Anchorena cuyo interés directo 
en la causa de la referencia estaba en tela de juicio en la re- 
cusación en trámite deducida, se salia del estrado del tribu- 
na! y entregaba su acusación, "a la consideración pública" y 
ponía en venta en las librerías, con títulos llamativos, como 
el de "acaba de aparecer", "de actualidad", "la novedad del 
día" ; acusación fiscal cuya prueba no se había abierto y 
que constituía materia de lucro para dicho funcionario. Que 
tales hechos afectaban el decoro de la administración de jus- 
ticia e importaban graves faltas en el cumplimiento de los 
deberes de fisca!. 

La Excma Cámara devolvió el escrito presentado, por 
considerar que «1 caso no era de los de superintendencia 
previstos en el art. 2. , inciso 4. de la ley 7099, cuyo cono- 
cimiento atribuye a las Cámaras Federales. 

(Invocando facultades de superintendencia general acorda- 
das por los artículos 10 y 1 1 de la ley 4055 y reconocidas en 
el primer párrafo del art. 2. de la ley 7099, se presentó 
ante la Corte Suprema, reproduciendo la petición formula- 
da ante la Exma. Cámara. 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Butioi Air». Octabre 3S dt tt U. 

Suprema Corte: j 

En ejercicio de la superintendencia que le confiere la lev 
7099, la Cámara Federal de Apelaciones de la Capital, conoció y 
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maridó devolver la denuncia, acusación y petitorio del preceden- 
te escrito contra el Procurador Fiscal de la !>' instancia, doctor 
Nazar Atidiorena, por reputar que todo ello no encuadraba en 
los términos de la expresada ley, produciendo la siguiente reso- 
lución, cuyo texto me ha sido dado en el propio tribunal, pues no 
se le consignó en los antecedentes acomunados, por ser una 
práctica propia, no insertar la resolución que dicta, cuando man- 
da devolver una denuncia o petitorio que, como en el caso sub 
judie*, considera improcedente. 

tNo tratándose de im caso de superintendencia (art. 2.°, inci- 
so 4.°, ley 7099, devuélvase".— 7. A\ Matienco. — Angel Ferreh 
ra Cortés. — A. Urdwarrain. — E. Villafañer 

Tales circunstancias y tal resolución hacen de todo punto 
improcedente la pretensión de hacer extensivo a V. E. el escrito 
devuelto por la- referida Cámara, invocando la superintendencia 
general que le asiste de acuerdo con los arts. 10 y 11 de la ley 
4<>55 ; no sólo porque, habiendo ya un pronunciamiento de auto- 
ridad competente, la superintendencia aludida no autoriza su re- 
visión sino que tampoco la impone el carácter limitado de los 
liedlos denunciados, la ausencia de una reincidencia, o del extre- 
mo a que se refiere el art. 11 í» fine de la ley 4°55* (Fallos: to- 
mo 114, pág. 190; tomo 115, págs. 17 y 67; tomo 117, pág. 159). 

En consecuencia pido a V. E. se sirva desestimar lo solicita- 
do y mandar archivar los antecedentes acompañados. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bvtaot Aires. Noviembre 14 ¿c 1014 

Téngase por resolución el precedente dictamen del señor 
Procurador Genera!. Hágase saber, repónganse las fojas y archí- 
vese, ; 

¡A. Bermejo. — Nicanor G, del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 
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CAUSA XXI 

Doña Hortensia C. de Senülosa, en autos con don Diego Rogers, 
sobre cobro de crédito hipotecario. Recurso de hecho 

Sumario: Xo procede un recurso de hecho por apelación dene- 
gada interpuesto fuera del término perentorio señalado por 
el art 231 <le la ley nacional de procedimientos. 

Caso : Lo explica el siguiente : 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Butaot Aires, Noviembre 17 d» 1014. 

• 

Autos y vistos : el recurso de hecho por apelación denegada 
interpuesto por doña Hortensia C. de Senillosa en autos co:i don 
Diego Rogers sobre crédito hipotecario, contra sentencia pro- 
nunciada por la Cámara primera de Apelación en lo Civil de la 
Capital. 

Y considerando: 

Que como se hace constar en el informe que precede, la 
denegatoria del recurso para ante esta Corte fué notificada por 
nota con fedha 8 de octubre del corriente año. 

Que presentada la queja de fs. i en 15 del mismo, lo ha si- 
do fuera del término perentorio señalado por la ley y la juris- 
prudencia establecida fart. 231 ley nacional de procedimientos; 
Fallos: tomo 117, pág. 5; tomo liS, pág. 117, y otros). 

•Por estos fundamentos no se hace lugar a la queja que se 
deduce y repuesto el papel, archívese. 

A. Bermejo. — M. P. Daract.— 
D. E. Palacio. 
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, ¡ CAUSA XXII 

Don Esteban Sanmartín, contra el Gobierno Nacional, por cobro 

de pesos 

Sumario: i." Una demanda contra c! Gobierno Nacional por 
cobro de averias en un cargamento depositado en un galpón 
fiscal» se halla comprendida entre los casos previstos en el 
art. i.° de la ley 3952, sobre demandas contra la Nación. 

2. El Gobierno es responsable del daño ocasionado a 
mercaderías depositadas en los almacenes fiscales, por 
inundaciones debidas a la mala ubicación y construcción de 

Caso : Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL Sr. JCEZ FEDERAL 

Bulaos Aire*. Mayo 31 d«t9f3. 

Y vistos de su estudio, resulta: 

A fs. 8 se presenta don Juan Mendiondou por los señores 
Esteban Semmartín y Cía., entablando demanda contra la Na- 
ción por cobro de la suma de un mil doscientos sesenta y siete 
pesos con veinte centavos oro sellado, o su equivalente en mo- 
neda nacional» en concepto de indemnización de veinticuatro 
fardos de tabaco habano averiados totalmente en el depósito 
fiscal de Boca, de la Aduana <le la Capital, y de las costas de! 
juicio. 1 

Manifiesta que el citado depósito se inunda cada vez que 
Hueve o se desgorda el Riachuelo, porque está ubicado en un 
paraje tbajo y sus paredes exteriores de fierro no llegan al suelo. 
Que este defecto peculiar del depósito es conocido por la Ad- 
ministración de la Aduana, no obstante lo cual, sin consultar al 
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propietario, porque tiene facultad de designar los almacenes en 
que se .han de guardar las mercaderías importadas, dispuso que se 
depositara en ese almacén una partida de 250 fardos tabaco haba- 
no que llegó el 8 de julio de 1910, consignada a sus mandantes, 
sin considerar que ese depósito era inadecuado por su inunda- 
bilidad y por ser las mercaderías susceptibles de inutilizarse por 
la acción del agua. Y asi sucedió que poco tiempo después se 
inundó el almacén, perdiéndose totalmente los 24 fardos 
indicados. 

One sus mandantes reclamaron a la Administración e! pago 
de la suma expresada según el valor asignado por la tarifa de 
avalúos al artículo inutilizado, pero con resultado negativo, por- 
que la Administración calificó de fortuito el accidente, resolu- 
ción que confirmó el Poder Ejecutivo, no obstante tratarse de 
un hecho que venia produciéndose frecuentemente desde mucho 
antes de producirse el caso sub judicc. 

Funda su deredio en los artículos 209 y 293 de las Orde- 
nanzas de Aduana y 902, 904 y 1 109 del Código Civil. 

Corrido traslado a fs. 10 vta. lo evacúa el Procurador Fis- 
cal, doctor Racodo, a fs. 12, pidiendo el rechazo de la acción con 
costas. Manifestando que no le consta la magnitud de la avería 
ni tampoco la total pérdida -de la mercadería y por tanto e! mon- 
to de los perjuicios que se reclaman, pero que admitiendo hipo- 
téticamente que se hubieran realizado los perjuicios reclamados, 
la demanda resulta improcedente por cuanto el hecho de la 
inundación de los depósitos está previsto en el art. 297, inciso.!.* 
de las Ordenanzas <Je Aduana, del que se desprende que el era- 
rio nacional no es responsable del accidente, que según parece, 
originó el perjuicio que se menciona en la demanda. 

Abierta a prueba a fs. 14 vta., se produce la que indica el 
certificado de fs. 46 y con los alegatos »de fs. 47 y 49 y e! llama- 
do de autos de fs. 52 vta. esta causa ha quedado en estado de 
fallo definitivo. | 

Y considerando: 
Que la parte demandada reconoce el hedió principal que 
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sirve de fundamento a esta demanda: la inundación del depósi- 
to fiscal Boca donde se hallaba depositada la mercadería del ac- 
tor ; alegando en su defensa que ella constituye un caso fortuito 
que justifica su irresponsabilidad. 

Que de la pericia de fs. 40 resulta que el citado depósito se 
halla en la cota de nivel mts. 14.640 y que las crecientes máximas 
del Riachuelo han sobrepasado la cota de mts- 155 o0 o sea, que 
se han elevado 860 milímetros sobre el nivel del piso del depósi- 
to, por lo que fatalmente tiene que producirse la inundación del 
mismo por "el defecto peculiar e inherente al almacén" (art. 297 
de las O. «de Aduana), y que estas crecientes máximas extraordi- 
narias, se producen, en general, en las épocas de los equinocios, 
en las que coinciden las mareas del Atlántico, los vientos y las 
abundantes lluvias por lo que ellas son periódicas- Y siendo asi, 
no pueden calificarse de fortuitas a esas "inundaciones" desde 
que su periodicidad excluye esa calificación, han podido prever- 
se, y previstas han podido evitarse Kart. 514 del Código Civil 
interpretado a contrario sensu) por lo que no es aplicable al 
caso sub judie- la disposición del art. 287, inciso i.° de las Or- 
denanzas de Aduana, invocada por la parte demandada. 

Las declaraciones de los testigos Smurro de 'fs. 28 y Spe- 
ranza de fs. 35, empleados en el citado depósito, contestando a 
la 2/ y 4/ pregunta <icl interrogatorio de fs 27 el primero y 
2.' del mismo el último, concuerdan con la pericia antes exa- 
minada. I 

El daño sufrido resulta probado por la declaración del ad- 
ministrador de la Aduana, doctor V. F. López, corriente a fs. 24 
contestando la 5." pregunta del interrogatorio de fs. 24 y por la 
pericia de fs. 43, de Ta que resulta que la partida de tabaco, de- 
ducida la merma natura!, asciende a 1.411.20 kilos neto, que, a 
un peso oro el kilo, importa una suma de dos mil ochocientos 
veintidós pesos con treinta y siete centavos moneda nacional 
que debe pagarse por ella de acuerdo con dispuesto por el ar- 
ticulo 289 de las Ordenanzas de Aduana. 

Por estos fundamentos, Ifallo: declarando que el Gobierno 
Nacional debe abonar a los señores Esteban Semmartín y Cía. 
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la suma de dos- mil ochocientos veintidós pesos con treinta y sie- 
te centavos moneda nacional (y las costas del juicio. 

Notifiquese con el original, repónganse los sellos y archíve- 
se oportunamente. 

T. .irías. 

SENTENCIA DE U CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

DE LA CAPITAL 

Bimoi Aire», Octubrt 2 de 1913. 

■ 

Vistos y considerando: 

l.° Que esta causa se ha seguido contra la Nación en su ca- 
rácter de persona jurídica conforme a la ley 3952, sin que el fis- 
co haya opuesto oportunamente excepción previa fundada en la 
necesidad de autorización legislativa, por lo que debe estimarle 
extemporánea la cuestión que al respecto formula en su expre- 
sión de agravios el señor fiscal. 

2. Que el art. 287 de las Ordenanzas de Aduana hace res- 
ponsable al erario nacional de la pérdida, detrimento o averías 
que sufran las mercaderías depositadas en los almacenes de 
Aduana, exceptuando de esta regla general diversos casos, entre 
ellos, los accidentes fortuitos. 

3. Que si bien el mismo articulo menciona las inundaciones, 
es evidente que sólo las cita por via de ejemplo y en cuanto ellas 
fueran imprevistas, pues las nombra junto con los incendios, de 
los cuales no se puede decir que por su naturaleza sean siempre 
fortuitos. 

4. Que en el presente caso, como lo demuestra el juez 
a quo, la inundación que causó el daño que motiva el pleito pu- 
do ser prevista y sus consecuencias pudieron ser evitadas me- 
diante el levantamiento del nivel del piso del almacén en que las 
mercaderías estuvieron depositadas. 

iFor esta< razones y los fundamentos de la sentencia apega- 
da, se confirma ésta, con costas. Notifiquese y devuélvase la 
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causa al juzgado de su procedencia, donde se repondrán las fo- 
jas. — Angel Ferreira Cortés. — Agustín Urdinarrain. — Da- 
niel Coy tía /. JV, Matienso. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire», Noviembre 17 de 1914. 

Vistos y considerando: 

- 

Que la disposición del art. i.° <le la ley 3952, sobre deman- 
das contra la Nación, es de orden público como todas las que se 
refieren a la competencia federal, y debe ser aplicada de oficio 
por los tribunales en cualquier instancia, aún en los casos en que 
no fuera invocada por los representantes del Gobierno, para 
fundar en ella la excepción dilatoria de falta de jurisdicción. 
( Fallos, tomo 1 18, pág. 436). I 

Que en el caso, se trata de una acción civil contra el Go- 
bierno Nacional por cobro de pesos, provenientes de averías en 
un cargamento de taino > que estaba depositado en el galpón fis- 
cal "Roca", de la Aduana, por lo cual es de estimarse como uno 
de k>s comprendidos en el art. i.° de la ley 395a, antes citados, 
a mérito <ie lo resuelto en el fallo de esta Corte Suprema, tomo 
98. 1»g- 75. 

Kn cuanto al fondo, resultando de la prueba producida y es- 
pecialmente de la pericia de fs. 40, que las inundaciones que se 
ocasionaron en el galpón de la referencia fueron debidas a la 
mala ubicación y construcción de éste, no se puede decir que se 
trate de un accidente fortuito de los que salva la responsabilidad 
fiscal el art. 287, inciso i.° <le tas Ordenanzas de Aduana, con 
arreglo a lo dispuesto en el art. 514 del Código Civil y fallos, 
tomo 69, pág. 131. 

Por ello y fundamentos concordantes de la sentencia apela- 
rla, se la confirma, con costas, Notifíquese original y devuélvan- 
se, reponiéndose Jos sellos ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — " 
D. E. Palacio 
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CAUSA XXIII 



Doña OtSamida Orondo nú de Jáuregui y otros, contra la Pro' 
viñeta de Santa Fe, por cumplimiento de contrato 

Sumario: i La acción personal del comprador para exigir del 
vendedor la entrega del inmueble vendido, se prescribe a los 
diez años entre presentes y veinte entre ausentes. t 

2.° Incumbe a los jueces suplir la» omisiones de los liti- 
gantes en la invocación del derecho o rectificar los errores 
que al respecto cometan. 

3. Los reclamos o gestiones administrativas voluntaria- 
mente practicadas, no importan demanda para los efectos 
del art. 3986 del Código Civil (interrupción de la prescrip- 
ción), ni equivalen a los actos enumerados en !os artículos 
3988 y 3989 del mismo código. 

Caso : Resulta del siguiente : 
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ButMt Airtt, Noviembre 17 dt 1914. 

I 

El doctor J. A- Campos por doña Ottamida Grondona de 
Jáuregui y su hijo menor don Carlos Alberto Jáuregui; doña 
María Delia J. de Galindez, doña María Josefina J. de Livmgs- 
ton y doña María Lydta J. de Zambón i, entabla demanda contra 
la provincia de Santa Fe, exponiendo: 

Que en 17 de septiemb-e de 1Í84 la provincia mencionada 
vendió a don Carlos Napp una extensión de tierra fiscal ubicada 
en el Departamento de Las Colonias. 



Vistos 
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Que el señor Napp en ^p*ie agosto de 1886 enajenó a don 
José Jáuregui, causante de sus mandatarios, una fracción del 
mismo campo compuesto de tres leguas cuadradas y seis mil 
cuatrocientos odherrta y cinco milésimos de otra. 

Que a su vez don Jasé Jáuregui vendió en 6 abril de 1889 a 
don Emilio O. Schiffner los derechos adquiridos de Napp; y ha- 
biendo comprobado dicho Sohrf fner que el campo aludido se ha- 
llaba en posesión de los señores Malbrán y Casares, en virtud 
de titulo emanado de la provincia de Santiago del Estero, inició 
contra Jáuregui dos juicios ante los tribunales de esta capital, a 
consecuencia de los cuales el último tuvo que abonar al deman- 
dante la suma de ciento cincuenta y tres mil setenta y cinco pe- 
sos moneda nacional. 

Que Jáuregui y sus herederos han cobrado administrativa- 
mente a la provincia de Santa Fe los perjuicios sufridos, sin 

conseguir su pago. 

iQuc en virtud de estos antecedentes y de lo dispuesto en 
los artículos 1400 y 1408 del Código Civil, solicita se condene a 
la demandada, concostas, á cumplir la obligación contraída en 
el contrato con Napp, en la parte de que es cesionario don José 
Jáuregui, haciendo la tradición de la tierra, bajo pena de indem- 
nizar todos los daños y perjuicios ya sufridos y los otros que 
sean consecuencia de la inejecución. ! 

Que don Salvador Rodríguez, por la provincia de Sante Fe, 
pide el rechazo de la demanda, con costas, alegando: 

Que las ventas sucesivas de que los actores hacen relación, 
demuestran que el señor Napp poseyó a titulo de dominio las 
tierras que el señor Jáuregui obtuvo a titulo de sucesor. 

Que los hechos posteriores ¡que los demandantes invocan 
para establecer la responsabilidad de la provincia, no tienen ca- 
bida dentro de las prescripciones legales, por cuanto en ningún 
momento se intentó contra día ninguna acción judicial, ni se le 
dió participación en juicio. 

Que la acción que se promueve, fuera de estar prescripta. 
carece de funlamento legal, porque la escritura de transferencia 




FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

a Napp no tiene la firma de los testigos, no esta autorizada por 
el escribano respectivo, ni se «ha pedido su ratificación. 

Que Substanciada la excepción de prescripción y recibida la 
causa a prueba, prodújosc la que expresa el certificado de fs. 70, 
habiendo alegado los actores sobre su mérito. 

- Y considerando: ' 

Que según el testimonio de fs. seis del expediente adminis- 
trativo agregado como prueba, en 17 de septiembre de 1884 el B 
Poder Ejecutivo de la provincia de Santa Fe otorgó a don Car- 
los Xapp, en concepto de indemnización, escritura de propiedad 
de un terreno que comprende el que se reclama en e! presente 
juicio- ¡ 

Que la acción personal de Xapp o de sus sucesores para pe- 
dir a la provincia la entrega de dicho terreno, si el primero no 
hubiera entrado a poseerlo, no obstante lo que en contrario re- 
sulta de la escritura de división de condominio, de 27 de agosto 
de 1885 (testimonio de fs. 7, exp. citado), se habría prescripto 
a los diez anos entre presentes y veinte años entre ausentes, 
conforme a !o dispuesto en el art. 4023 de! Código Civil. (Fallos, 
tomo 103, pág. 117, y otros). 

■Que entre la fecha expresada de 17 de septiembre de 18K4 
y la de la demanda, 29 de noviembre de 1911 ( fs. 7 vta-), ha 
transcurrido un tiempo mayor del requerido por la ley para ha- 
cer procedente la defensa fundada en la prescripción. 

Que no se opone a esto la circunstancia de que la demanda- 
da haya formulado la excepción de que se trata sin detallar he- 
chos ni citar disposiciones legales, porque incumbe a los jueces 
suplir las omisiones de las partes en la invocación del derecho o 
rectificar los errores que al respecto cometan. (Fallos, tomo 1 13, 
P"ff- 194. y otros). 

Que las negociaciones iniciadas ante los representantes de 
la provincia a que se refieren las declaraciones de fs. 40. 53 y 56, 
no constituyen por sí mismas una causa de interrupción de la 
prescripción ; ni aparece de ellas que se haya reconocido el dere- 
cho de Jáuregui. (Arts. 3989 y correlativos del Código Civil). 
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Que lo propio es de observarse respecto del reclamo o ges- 
tiones administrativas voluntariamente practicadas de que ins- 
truye el expediente presentado como prueba "Provincia de San- 
ta Fe — Ministerio de Hacienda, Justicia y Obras Públicas — 
Letra J, N.° 140, Libro 12. — Don José Jáuregui solicita indem- 
nización <le tierras del Departamento Las Colonias", dado que 
tales gestiones, con arreglo a lo reiteradamente resuelto, no im- 
portan demanda para los efectos del art. 3986 del Código Civil, 
ni equivalen a los actos enumerados en los arts. 3988 y 3989 del 
mismo código. (Fallos, tomo 27, págs. 338 y 412; tomo 96, pági- 
na 328 ; tomo 97. pág. 357 ; tomo 103, pág. 1 15 ; tomo 109, pági- 
na 403 ; tomo ni, pág. 65 ; tomo 1 13, pág. 194 ; tomo 1 15, pági- 
nas 230, 281 y 295 ; tomo 1 18. pág. 175). 

Que !a Corte no puede tomar en cuenta las consideraciones 
de orden moral aducidas a fs. 75 vta. y 76, pues, el art. 3951 del 
Código Civil precribe que "el Kstado General o Provincial, y to- 
das las personas jurídicas o visibles, están sometidas a las mis- 
mas prescripciones que los particulares, en cuanto a sus bienes o 
derechos susceptibles de ser propiedad privada; y pueden igual- 
mente oponer la prescripción". 

Que atento lo expuesto en los considerandos precedentes, es 
innecesario entrar en el examen de las otras excepciones ale- 
gadas. 

Por estos fundamentos, se absuelve a la provincia de Santa 
Fe de la demanda- Las costas se abonarán en el orden causado, 
por haber tenido el actor razón probable para litigar. Notifíque- 
se con el original, repóngase el papel y ardhívesc. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E- Palacio. 
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CAUSA XXIV 



Don Prudencio M. Clariá contra la Provincia de Buenos Aires, 
sobre inconstitucionalidad de wta ley y devolución de dinero 

Sumario : Corresponde el rechazo de una demanda por devolu- 
ción de impuesto tadiado de inconstitucional, si no se ha 
acreditado haberse notificado al valuador del partido la res- 
pectiva protesta. I 

Caso : Resulta del siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bticftoi Alrff , Noviembre 17 d* 1914* 

Y vistos: 
El doctor P. M. Clariá, expone: 

Que la provincia de Buenos Aires por medio de uno de sus 
recaudadores de rentas, el de Lomas de Zamora, le ha cobrado 
un aumento de veinte pesos con cincuenta centavos moneda na- 
cional, sobre la contribución territorial que le correspondía abo- 
nar por ley, con arreglo a la cual pagó en oportunidad ; y como 
la nueva ley que autorizó ese aumento, se aplicó indebidamente 
al pasado, venfa, después de efectuar el pafo con protesta, a de- 
ducir la acción correspondiente por restitución de la cantidad 
que entregó como aumento sobre la primera cuota, en mérito a 
los antecedentes que relata y que en lo substancial se detallan a 
continuación. 

Que por la ley de contribución territorial sancionada en 
enero de 191 1 se establece como impuesto territorial el seis por 
mil sobre la base de la valuación de 1907, que expresamente se 
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declara en vigencia mientras no se haga otra valuación con las 
formalidades que establece la citada ley. 

Que de cuerdo con esa disposición legal, abonó -b primera 
cuota ; dictándose después, en 30 de octubre del mismo año una 
ley, estableciendo un aumento de 30 o|o bajo la base de la va- 
luación de 1907. 

Que el Poder Ejecutivo por medio de sus recaudadores de 
rentas aplicó ese aumento no sólo a la segunda cuota de impues- 
tos que estaba pendiente, sino también a lo ya pagado por pri- 
meras cuotas. 1 

Que, como deja diabo, protestó antes de verificar el pago, 
según lo acredita el documento que acompaña y justificará con 
los testigos presentes en ese momento- 

Que tales antecedentes lo inducen a impugnar la expresada 
ley en la aplicación que se le ha dado, como contraria a los ar- 
tículos 33, 18, 17 y 5 de la Constitución; y en tal virtud pide 
que se condene a la provincia de Buenos Aires, a devolver la ex- 
presada suma, con intereses y las costas del juicio. 

Corrido traslado de la demanda a la provincia, esta lo con- 
testó por medio de su representante, diciendo : » 

Que no constándole la exactitud de los hechos afirmados, 
los niega categóricamente. 

Que debiendo abrirse la causa a prueba para establecer la 
forma eii que dichos hechos controvertidos hayan ocurrido, re- 
serva para el alegato el estudio detallado de las cuestiones que se 
plantean, ya que dicho estudio detallado ha de fundarse ante to- 
do en los hechos que queden legalmente probados en autos. 

Que esto no obstante, se reserva para contestar los argu- 
mentos de carácter legal y pide en conclusión el rechazo de la de- 
manda con especiail condenación en costas. 

Abierta la causa a prueba, rio se produjo ninguna según lo 
expresa el certificado de fs. 26, con lo que se pusieron a la ofici- 
na, alegando tan sólo la parte demandada. 

Llamado autos previa vista al señor Procurador General, 
quedaron en estado de resolución, y 
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Considerando : 

Que la jurisprudencia constante del tribunal, tiene estable- 
cido que, para que prospere el cobro por devolución de impuestos 
percibidos y considerados contrarios a la Constitución, es nece- 
sario que el contribuyente al efectuar el pago lo haya hecho co:x 
protesta ante la autoridad correspondiente. 

Que según lo expresa el actor, él formuló la corriente a fo- 
jas i, en la que no consta qi*e hubiese sido entregada o notifica- 
da al valuador del partido "Lomas de Zamora" que tenía a su 
cargo la percepción del impuesto; y sin duda por ello, aquél ma- 
nifestó a fs. 7 vta. m fine, que "como ya he dicho protesté antes 
de verificar el pago, según lo acredita el documento que acom- 
paño y justificaré con los testigos presentes en ese momento". 

Que según expresa el certificado del secretario corriente a 
fs. 26, ninguna prueba se ha producido en !a estación oportuna 
del juicio. 

Que ral omisión, entre otras razones, sirve para considerar 
sin valor alguno, a los efectos pretendidos, e l documento priva- 
do de fs. 1. ' 

Que no siendo procedente la acción instaurada, a mérito de 
las consideraciones expuestas anteriormente, es innecesario en- 
trar al examen de las demás cuestiones debátalas. (Fallos, tomo 
103, pág- 3*). y otros). 

Por ello y atento lo dictaminado por el señor Prorurador 
General, no se hace Jugar a la demanda sin especial condenación 
en costas, atonta la naturaleza del presente caso. Notifiquen 
original y previa reposición de sellos, archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. _ M P Daract. 
D. E. Palacio. 
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CAUSA XXV 

Crimina*, contra Pejcrto Arias, por homicidio 

Sumario : Xo causa agravio la sentencia que impone la pena <le 
qtlince años de presidio y accesorias legales al autor de un 
homicidio perpetrado con las circunstancias atenuantes de 
provocación de parte de la victima y de irritación en el vic- 
timario. 




SENTENCIA DEL JUEZ LETRADO 



Santa Rota de Toay. Noviembre 14 d* 1913. 

Y vistos: Para resolver esta causa contra Pejerto Arias, es- 
pañol, de veintiséis años de edad, soltero, sastre, domiciliado en 
esta capital, procesado por homicidio en la persona de Alejandro 
Salerni. 

Resulta : que en la noche de Idoce de octubre de 1912 — co- 
mo a las once — en !a confitería denominada "La Central", de 
esta ciudad, se produjo un hecho de sangre entre el anisado 
Arias y su victima Sajcrni, del cual resultó este último muerto de 
varios disparos de arma de fuego. 

A fs. 3, 4 y 5, corre la declaración del testigo presencial Ma- 
nuel Salamcda, quien venía en compañía de la victima en el mo- 
mento del Sttceso. Por tanto explica el hecho de la siguiente ma- 
nera: que en la expresada noche del 12 de octubre, siendo más o 
menos las nueve se dirigió a la casa de Salerni para invitarlo a 
ir juntos a la confitería "La Centra!", a k> cual accedió. Que an- 
tes de penetrar a dicho establecimiento se encontraron con Pe- 
jerto Arias quien interpeló al extinto Salerni acerca de una cuen- 
ta que decía le adeudaha, contestándole éste que pasase por su 
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domicilio y se le pagaría, recriminándole al mismo tiempo por 
haber abandonado su casa para ir a trabajar a otra parte, preci- 
smente cuando más !o precisaba. Que ante la nueva contestación 
de Arias el declarante invitó a Salerni a entrar en la confitería y 
en efecto, así lo hicieron- Que siendo próximamente las once, Sa- 
lerni dijo al declarante que se iba a retirar hacia mi casa, y en- 
tonces se levantó también para acompañarlo. Que en e! acto de 
salir ambos jx>r la puerta lateral que da frente a la Plaza Barto- 
lomé Mitre, y después de hal*r recorrido «los o tres pasos, oyó 
simultáneamente varios disparos de arma de fuego, y al darse 
vuelta vió que Pejerto Arias le disparaba una arma que tenia en 
la mano, casi a boca de jarro a Salerni, diciéndole: •'tome, tome, 
esto te voy a dar". Que el añedido retrocedió hacia la vidriera 
de la casa, cayendo a los pocos momentos sobre la vereda al pa- 
recer herido, en cuyas circunstancias acercándosele Pejerto Arias 
le descerrajó tres tiros más, de resultas de los cuales falleció la 
víctima casi instanntáneamente. Qu* acto continuo el declarante 
y el dueño de casa, señor Yideua, desarmaron a Arias, siendo 
detenido por la policía inmediatamente. 

Que los testigos que declaran de fs. fi a 16 del sumario están 
todos con formes en las declaraciones que prestan, habiendo to- 
dos ellos visto a Pejerto Arias disparar un arma sobre la perso- 
na de la victima. 

El acusado 011 ni indagatoria de fs. 18 prestada ante el juz- 
gado dice, que en efecto dió muerte a Salerni disparándole toda 
Ja carga de su pistola Browing. explicando como se desarrolló el 
suceso- Dice: que el dia expresado' estuvo trabajando hasta últi- 
ma hora, como acostumbra!» a hacerlo todos los días. Que mas 
tarde, después de comer, fué a la agencia del testigo Aymerieh 
Juan, donde se encontró con éste y otras personas conocidas con 
quienes departía en la puerta, en cuyas circunstancias pasó la 
víctima acompañado de dos personas más, quien tocándole por el 
hombro le llamó aparte, parándose a'gunos pasos más allá del 
grupo donde se encontráis ; que en esta situación su contrario le 
habló en tono provocativo, cambiándose palabras de desafio, se* 
parándose por la interposición de dos de las personas presantes. 
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Ouc acto continuo entraron a la confitería haciéndolo en primer 
término Salerni y sus acompañantes y después e! exponente, que 
se ubicó en un palco con otra persona, habiéndose instalado su 
contrario y amigos en una mesa que dal>a frente a su palco. Que 
observó que desde su asiento Salerni lo miraba y le hacia com- 
prensivos gestos de amenazas. <|iie una hora después, más o me- 
nos, el declarante se retiró saliendo por la puerta lateral y i*r- 
maneciendo en la vereda hasta las once, más o menos, en cuyas 
circunstancias vio salir a Salerni con Salanueva. que al verlo, el 
declarante no tuvo tiempo de |>enetrar de nuevo a la confitería, 
quedándose en la vereda mientras Salerni y su acompañante ba- 
jal>an e! umbral de la puerta, diciéndole aquél al enfrentarlo 
"adiós" accionando con la mano en la forma con que se hace una 
despedida, a lo que el acusado contc ^tó "hasta cuando guste". 
Como en esc momento su contrario se diese vuelta para encarar- 
lo, el declarante sacó la pistola que llevaba cargada con ocho ti- 
ros y como Salerni lo avanzase— después de lo <|ive había pasado 
—temeroso el declarante, que sabia quien era su adversario, le 
hizo fuego dos o tres veces, para contenerlo, cesando cuando lo 
vió correr; pero como volviéndose Salerni. se le viniera otra vez 
encima le advirtió que tenia más balas para defenderse, sin lo- 
grar uetenerlo; que entonces cree que le hizo los otros cinco «lis- 
paros, notando que el cuerpo de la víctima se le caía sobre sus 
brazos, casi rodando también con él el declarante. Que en segui- 
da se retiró siendo detenido por la policía. Que en cuanto a los 
antecedentes, dice el acusado, que conoció a Salerni desde que 
fué a trabajar en su casa como oficial sastre, un mes y medio, 
ggás o menos, de la fecha de! smeeso, retirándose el 4 de octubre, 
porque habiéndole pedido treinta y cinco pesos a cuenta de habe- 
res para pagar su pensión no se los dió a pesar de halarle mos- 
trado un billete de cien pesos. Que entonces no volvió más. ocu- 
pándose esa misma noche en la sastrería de Segura. Que la cuen- 
ta (pie le debía Salero! ascendía a la suma de noventa pesos. 

Que nunca tuvo intenciones de vengarse de Salerni, j>ero 
que en el momento del hecho no pudo contenerse ]>or la manera 
chocante con que lo burlaba. 
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Los testigos de fe. 27 a 33, corroboran en sus partes respec- 
tivas las afirmaciones del acusado. 

A fs. 44 vta. y siguientes, éste amplía su indagatoria, di- 
ciendo haber omitklo algunos detalles imjiortantes como ser que 
Salemi, después de despedirlo de su taller, al ir el declarante a 
cobrarle por segunda vez, le golpeó fuertemente, diciéndole que 
no volviera más porque si lo hacia o lo demandaba, domle Ib en- 
contrase lo iba a degollar, por cuya amenaza se decidió a com- 
prar una pistola. Que como lo ha declarado, mientras estaba en 
''La Central", Salerni le hacía gestos amenazantes por lo cual e! 
declarante abandonó el jaleo saliendo a la cal!c durante los in- 
tervalos y volviendo a entrar al local cuamlo empezalm la cinta, 
quedando a obscuras el salón, para evitar asi la provocación de 
Salerni: que <odas estas salidas eran notadas por Salerni y que 
a! ir a acabarse la función le hizo señas al declarante de que lo 
os|>crara para pagarle que confiado en esta última seña la espe- 
ró en la puerta <lel negocio- Que entonces fué cuando Salerni le 
dijo "adiós", riéndose del que lrahfa esperado largo rato. Que en 
estas circunstancias el acusado se acercó a Salerni y le rogó que 
le pagara a lo que aquél contestó, tomándolo de ta solapa del saco 
zarandeándolo "que a otros hombres más hombres que él los ha- 
bía pateado". Que como insistiese el declarante en que le pagase, 
la víctima llevó la mano derecha hacia el costado como para sa- 
car armas, y con la izquierda !e dio tm fuerte golpe que lo tras- 
tornó, diciéndole "toma, así te pago, cóbrate" y en seguida se 
vino sobre él a lo que el acusado, armado de su pistola empezó a 
apretar el gatillo disparando sobre su contrario hasta que le vió 
caer. 

Que decretad:» la prisión preventiva y elevada la causa a ple- 
nario se produjo la acusación fiscal de fs. 47 vta. a 53. pidiendo 
se aplique al reo la pena de veinticinco años de presidio confor- 
me al art. 17. inciso ley 4189. 

Que corrido traslado de la acusación se expidió la defensa 
en su escrito de fs. pidiendo se desestime la acusación fiscal 
imponiendo al acusado la pena de siete años de penitenciaría 
conforme al art. 17, incido 4.", letra a de la ley 4189, por haber la 
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víctima provocado el acto homicida j>or medio de injurias gra- 
ves é ilícitas, de palabra y de Aecho. 

Que abierta la causa a prueta no se produjo ninguna por 
las partes, ron lo que previos los trámites de ley, quedó la causa 
para sentencia. 

Y considerando: 

Que el homicidio perpetrado por Pejerto Arias en la perso- 
na de Alejandro Salerni está probado por todas las constancias 
sumariales, testigos, confesión, informe médico de fs. 36 y la 
partida de defunción agregada a fs. 38. 

Que la única cuestión a resolver, es pues la de la responsabi- 
lidad; concretándose la defensa a sostener que el hecho encuadra 
en el articulo 17, inciso 4. a de la ley 4180. 

Que a juicio del proveyente el delito está previsto por el ar- 
tículo 17, inciso capítulo i." de la ley referida, porque sean 
cuales fuesen las provocaciones anteriores de la victima, no hubo 
en el momento del crimen ningún hecho que explicara la reac- 
ción, El procesado en la primera indagatoria alega que al salu- 
darle Salerni le contestó él. "hasta cuando guste", lo que podía 
importar un desafío y que, aún más. al volverse la victima sacó 
la pistola e hizo los primeros disparos y seguidamente los otros 
polrque Salerni se le venía encima. 1 

Efectivamente, parece que se le venía encima al caer, desde 
que reconoce Arias en su indagatoria que el cuerpo de aquél caía 
sobre sus brazos. 

Que las rectificaciones hechas |>or el reo en la ampliación de 
fs. 44 vta. no están prohadas y además no se explica como no 
dijo todo en su primera declaración, induciendo verosímilmente 
a presumir que ha meditado tan minuciosas explicaciones, pues 
la nerviosidad que le produjo el suceso no pudo durar dos meses : 
mientras tanto tal es el período que media entre la indagatoria 
primera y el pedido de ampliación. 1 

Que no puede presumirse la premeditación y la alevosía, 
pues en la duda c a1>e resolver que no las ha habido; el hecho de 
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comprar un arma días antes del delito no quiere decir, que haya 
habido el propósito de ofender con ella, pues también puede te- 
ner el de defenderse. La salida de Arias y la espera de la víctima 
pueden haber -respondido menos al propósito de cometer un cri- 
men que el de pedirle explicaciones y el pago de la deuda. 

Luego, se trata de un homicidio liso y llano con la agravante 
del art. 84, inciso 13, (nocturnidad) y la del art. 85 del Código 
Penal (reiteración) (y la atenuannte de la irritación o furor que 
verosímilmente pudo producir en el reo la conducta irregular de 
la víctima. 

Por tales fundamentos y la disposición legal citada del ar- 
tículo 17, inciso capítulo t? de la ley 4189, resuelvo: impo- 
ner a Pcjerto Arias, dkz y ocho años de presidio, accesorias y 
costas. ' 

Hágase saber y elévese en consulta si no fuese apelada esta 
sentencia. — Domingo Sasso. — (.Ante mi : Juan Julián Lastra. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

DE LA PLATA 

La Píate. Abtll 18 * IftM 

Vistos y considerando: 

Que la sentencia apelada ha hedió una calificación legal co- 
rrecta del delito llevado a cabo por el procesado, encuadrándole 
en el art. 17 ; capitulo t% Delitos contra la vida, inciso i.° de la 
ley de reformas al Código Penal. 

Que la defensa en esta instancia, opina sin embargo, que se 
trata de un homicidio provocado por la victima con ofensas o in- 
jurias ilícitas y graves, pero a estar a las manifestaciones del 
procesado, las ofensas o provocación que dice haber recibido de 
la víctima, no revisten la calidad de graves; no son por consi- 
guiente circunstancias calificativas del homicidio provocado, sino 
atenuantes del "homicidio simple. 

Efi efecto sostiene que la víctima acompañada de dos per- 
sonas, tocándole por el hombro, lo llamó a lo cual accedió paran- 



DI JUSTICIA DE LA NACION 



dosc algunos |>asos más allá ; que en esa situación le habló en to- 
no provocativo manifestándole él (el procesado) que estaba dis- 
puesto a aceptar el desafio, porque aquél le dijo "que era hombre 
para deshacerlo en cualquier momento, pero como se pusieran de 
por medio los dos acompañantes, se retiraron, entrando ambos 
a la confitería, su contrario primero con sus acompañantes y él 
después. . I ■ 

"Que desde el palco donde se habia ubicado Salerni, frente 
O él, observó que éste lo miraba, haciéndole señas, como diciéndo- 
!e que lo iba a tomar por el cuello". 

"Una hora, más o menos, después, se retiró hacia la puerta 
de la esquina, donde permaneció hasta las once más o menos, en 
cuyas circunstancias vió salir a Salerni acompañado de una de 
las personas antes referidas. Al enfrentarse con él, Salerni le dijo 
"adiós", a la vez que accionaba con !a mano en la forma con que 
se hace una despedida, a lo que contestó diciéndole "hasta cuan- 
do guste". I 

"Como en ese ir stante su contrario se diera vuelta, sacó la 
pistola que llevaba ca rgada con ocho tiros y como Salerni lo vie- 
ra con el arma, creyó .nás conveniente hacerle fuego, disparando 
dos o tres veces y como lo viera correr cesó de hacerle fuego, 
pero como al ver esto Salerni se le volviese encima, le advirtió 
que tenía inás «balas para defenderse y sin escuchar lo que le de- 
cía, se le vino siempre encima, en cuyo instante cree que le hizo 
cinco nuevos disparos, notando que el cuerpo de su víctima se 
caía sobre sus hombros, en cuya rodada casi cayó él también. . 

"Pensó atacar a Salerni, cuando lo hizo, sin embargo "cuan- 
do tuvo higatr el primer incidente antes de entrar a la confitería, 
debido a la ¡forma como lo provocó Salerni, pudo liacerlo, pero 
como «había mucha gente en !a vereda, pensó que bien podía herir 
a otro, por lo cual no hizo «so del arma." | 

"Nunca había pensado vengarse de Salerni, porque le pare- 
cía una cosa simple y que no valia la pena su desagrado con Sa- 
lerni, pero que realmente, lo que le dió rabia, fué la manera 
chocante con que le había dicho "adiós", como burlándose. | 

"El primer tiro se lo había hedho de frente v los otros dos. 
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seguidamente cuando se dio vuelta y echó a correr; que no cayó 
en ese instante, sino después cuando le hizo los otros tiros a! ve- 
nírsele encima. . ; | 

Como se ve el procesado está conforme en que lo» incidentes 
anteriores a los disparos que hizo Salerni después de salir éste 
de la confitería, no le habían dado "rabia realmente", sino c¡ 
acto de decirle "adiós'', como burlándose, actitud que puede ser 
tina provocación pero nunca una injuria u ofensa grave califica- 
tiva del hecho reprimido en el art. 17, inciso 4. de la ley citada 

Que concurre en el hecho !a -circunstancia atenuante de pro- 
vocación y la que ha imputado la sentencia apelada, sin agravan- 
te nlguna. 

Por estas consideraciones y fundamentos concordantes, se 
confirma la sentencia apelada en cuanto a la calificación legal 
del delito imputado pero se modifica en cuanto a la pena im- 
puesta, la que se reduce a la de quince años de presidio, sus ac- 
cesorias legales y costas. Devuélvase para su cumplimiento. — R . 
Guido LavaHc. — Marcelino Escalado. — Leónidas '¿avalla. 
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Buenos Aires, Noviembre 19 de 1914 

Vistos y considerando : 

Que las ofensas de que hace mérito por la defensa, no re- 
visten el carácter de injurias graves de las que pudiera inferirse 
1111 homicidio perpetrado por provocación. 

Que de las propias manifestaciones del procesado no resulta 
que éste hubiera sido agredido por Salerni en la ocasión en que 
le dio muerte, agresión que era tanto más imposible si se tiene 
presente que no se ha encontrado arma alguna en poder de la 
víctima de la que hubiera podido hacer uso y poner a su victima- 
rio en el caso de legitima defensa. 

Que, dados estos antecedentes, la pena de quince años de 
presidio con sus accesorias legales que se le ha impuesto, ile con- 
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formidail con lo establecido en el art. \J Í inciso i.° de la ley oí 
reformas al Código Penal, no causa agravio a su derecho. 

Por ello y sus fundamentos concordantes, se confirma, co;i 
costas, la sentencia apelada de fs. 76. Notifíquesc con el original 
y devuélvase la causa al tribunal de su procedencia. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA XXVI 
Criminal, contra Venancio Moran, por homicidio 

Sumario : Es justa la sentencia <¡ite condena a la pena de trece 
años de presidio y accesorias legales al autor de un homici- 
dio perpetrado con la circunstancia atenuante de provoca- 
ción menaza de parte de la victima. 1 

■ . 

Caso : I. o explican las piezas siguientes: 

sentencia del juez letrado 

Santa Rom de To*y, Noviembre 8 de ldl3 

Vistos: Para resolver esta causa por homicidio, seguida 
contra Venancio Morón, quien dijo ser argentino, de veintiséis 
años, soltero, jornalero, domiciliado en 

Resultando: 

Que el 31 <le diciembre Wel año próximo pasado, como a las 
8 a. m. en la dham de Faustino Martin, de Miguel Cañé, tuvo 
lugar el heoho que motiva estas actuaciones, siendo protagonis- 
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tas el referido Martín — que fué la víctima — y el procesado 
Moran. Según las declaraciones de los testigos que aparecen en 
el sumario de prevención son dos las versiones del suceso: la de 
María Dolores Martin, «hija menor de la víctima, concordante 
con la de Antonio Honorato Marcos, sobrino de la misma y se- 
gún la cual. Moran que trabajaba en una máquina trilladora en 
la chacra había soltado una caballada en un sembrado de maíz 
haciendo daño, por !o que la menor de la referencia montó a ca- 
ballo y fué hacia los animales con intención de sacarlos del mai- 
zal, en cuya circunstancia fué atropellada por el procesado, quien 
le manifestó que iba a abusar de ella, por lo que corrió hacia la 
casa dando voces, siendo oída por el padre que saliendo en su 
caballo increpó al intruso, replicándole éste en foorma insolente, 
por lo que el dueño de la chacra Alizo traer una escopeta vieja 
con la cual amenazó a Moran, intimándole saliera de ella. Que 
después de esto, sin mediar más palabras, aprovechando un des- 
cuido, el procesado se volvió desmontando del caballo y desnu- 
dando un cuchillo acribilló a puñaladas al indefenso Martín, que 
había abandonado la escopeta. V. declaraciones de f s. 6, 7, 8 y 9. 

La otra versión de Aureliano Molina y de Carlos Braggio 
discrepa con las anteriores en puntos substanciales. Dichos testi- 
gos trabajaban el primero en la máquina trilladora y el segundo 
era encargado de la misma, siendo dependiente de ambos el ex- 
presado Moran. Ellos no saben los antecedentes del enojo que 
pudiera haber existido entre Moran y la victima por el incidente 
del maizal : sólo han visto que Martín tomando una escopeta le 
apuntaba intimándole se retirara, cosa que obedeció el ito, en 
cuya circunstancia fué apuntado nuevamente, motivando que se 
le dijese al chacarero: "no le <¡re a ese hombre". 

Que entonces la victima abandonó la escopeta y se manifestó 
dispuesto a pelearlo aunque fuese a mano limpia, y fué cuando 
Moran desmontando del caballo k> agredió cuchillo en mano, hi- 
riéndolo de suma gravedad — véase declaraciones de fs; 12 y 13, 
17 y 18. I* indagatoria del reo concuerda en parte con la de es- 
tos testigos, los que explican suficientemente los motivos de la 
presencia de Moran en la diaera y que éste había ¡do al jagüel 



■ ■ " • 



DB JUSTICIA M LA NACIO W 



111 



para proveer de agua a la máquina trilladora, tratando de que 
retiraran los animales para que no la bebieran en ese momento 
de necesidad para la máquina. Dice el reo que en esas circuns- 
tancias fué insultado groseramente por la víctima la que le apun- 
tó con una escopeta amenazándole que si no se iba lo mataría, re- 
tirándose y volviendo con Braggio en cuyo momento fué apun- 
tado nuevamente «con la escopeta, poniéndosele la víctima como a 
diez metros de distancia, por lo que se desmontó del caballo ro- 
gándole lo dejase tranquilo porque no era hombre como para pe- 
lear con él. Que Martín sin oir razones le volvió a apuntar y fué 
entonces cuando el deponente sacó un cuchillo y le agredió infi- 
riéndole dos o tres puñaladas, según cree, y en cuanto lo vio caer 
se retiró siendo detenido pocas horas después, fs. 8 vta., ratifica* 
ción de fs. 28 vta. 

Como se ve el procesado trató de excusar su responsabili- 
dad, pero los testigoos citados discrepan de su indagatoria, estan- 
do contestes en su última parte con la de los parientes de la vícr 
tima, esto es en el hecho capital de que Moran atacó y ultimó a 
Martin en circunstancias de que éste había abandonado la es- 
copeta. 

Que -decretada la prisión preventiva y clausurado el sumario, 
el fiscal solicita praa el reo el promedio de la penalidad del ar- 
tículo 17, inciso capitulo i.° de la ley 4189, y la defensa ha- 
ciendo mérito de las circunstancias particulares de la causa pide 
se imponga tan sólo el mínimun de la disposición del art. 17, in- 
ciso 4. a de la precitada ley con lo que y no habiéndose producido 
prueba durante el plenario quedó la causa para sentencia. 

Y considerando : 

Que el homicidio consumado por Venancio Moran en la 
persona Ue Faustino Martín está plenamente constatado en au- 
tos, probando acabadamente el informe de fs. 5 vta. y la partida 
de fs. 15 el fallecimiento de la víctima. Que según el citado in- 
forme pericial se notaban en el cadáver cinco heridas y dos de 
ellas mortales. 
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Que sea cual fuese la cansa inicial <lel drama, no bien cons- 
tatado por cierto, es evidente que Moran atacó un hombre inde- 
fenso, aún cuando éste k> hubiera insultado y agredido con ante- 
rioridad, pero en el momento del hedió Martin se encontraba 
desarmado y se ofrecía a pelear a "mano limpia'". No es cierto, 
pues, lo que dice el reo que la victima le apuntaba insistente y 
peligrosamente determinando asf la agresión con cuchillo. Según 
eso los testigos están contestes en que Moran desmontándose 
del caballo avanzó hacia Martín recién cuando le vio indefenso, 
atacándole a puñaladas. , 

•Luego el reo que parecía sumiso y obediente mientras la 
victima le amenazó con ta escopeta en la primera faz del drama 
aprovechó la imprudente jactancia de Martin para vengarse, ata- 
cándole cuando le vio desarmado y le ultimó con cinco puñala- 
das. En estas condiciones y si bien cabe rechazar la versión dada 
por la ihija y el sobrino del extinto Martin por las tachas legales 
que los afectan, es forzoso concluir que las declaraciones de los 
testigos Molina y Braggio aunque demuestran por parle de la 
víctima una agresión inmotivada al parecer y después una fatal 
jactancia, prueban que Moran atacó a su enemigo cuando éste 
había arrojado la escopeta ofreciéndose a pelear a mano limpia. 

El delito encuadra, pues, en el art. 17, inciso 4. a ele la ley 
4189, pero el heridor ha abusado de la superioridad de fuerza al 
atacar armado a su adversario inerme y aún cuando no puede 
concluirse que haya obrado con alevosía ha empleado ¡>or lo me- 
nos astucia al fingir que se retiraba para atacar de súbito al 
ofensor cuando lo vió desarmado para vengarse de la afrenta 
que importaba el desafio. Corresponde, pues, aplicar el máximun 
de la pena establecida por la citada disposición legal. 

Por tales fundamentos y la disposición legal citada, resuelvo 
imponer a Venancio Aíorán diez años de penitenciaria, accesorias 
y costas. Hágase saber y elévese en consulta si no fuese apelada 
esta sentencia. — Domingo Sasso. — Ante mí : /. N. Cisnsros. 
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SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES DE LA 
| PLATA 

La Plata, Abril 18 tft 1914 

Vistos y considerando : 

One la defensa en esta instancia, solicita se aplique al pro- 
cesado e! mi íinuin de la represión establecida en el art. 17, inci- 
so 4. de la ley de reformas al Código Penal, o en caso contrario 
el promedio que establee* !a disposición legal citada. 

Que si el señor juez a quo descartando con razón la indivisi- 
bilidad de la confesión, por resultar de los antecedentes persona- 
les del procesado y de las circunstancias del hecho, presunciones 
graves en su contra, ha aplicado la represión del homicidio pro- 
vocado, lia sido porque en sai opinión existió al principio una 
agresión inmotivada por parte de la victima y después una ¡fatal 
jactancia desafiándolo a pelear a "mano limpia". 

Que no hay que tener en cuenta el antecedente de haber el 
procesado sido amenazado con la escopeta, porque esta provoca- 
ción habia cesado con anterioridad al hedió de la muerte, pero 
SÍ la provocación subsiguiente para pelear a mano limpia, desafío' 
que no puede considerarse una ofensa o injuria grave, calificati- 
va del homicidio provocado, sino una simple provocación, ofensa 
o amenaza que puede justificar la concepción de una circunstan- 
cia atenuante. (Art. 83. inciso 4." Código Penal). 

Bl juez a quo reconoce que "el reo que parecía sumiso y 
■ »bediente mientras- la víctima lo amenazó con la escopeta, en la 
primara face del drama aprovechó la imprudente jactancia de 
Martin para vengarse atacándolo cuando lo vió desarmado y lo 
ultimó con cinco puñaladas. . 

Y así aparece en efecto de la relación hecha por los testigos 
A uraliano Molina y Carlos Braggto, los ¡cuáles hacen ver que fal- 
ta a la verdad el procesado, cuando afirma que apuñaleó a Mar- 
tin, porque éste !e seguía apuntando con la escopeta, cuando se 
desmontó del caballo, estando a diez metros de distancia, siendo 
asi que la victima habia ya abandonado la e?*copeta, ocasión que 
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aprovechó el procesado, para desmontarse precipitadamente y 
herir a Martín con toda impunidad- 

Por las consideraciones expuestas, atento lo dispuerto ¡>or el 
artículo 17, inciso fe? de la ley de reformas ;.! Código Penal, se 
modifica la sentencia apelada imponiéndose al procesado la pena 
de trece años de presidio, accesorias legales y costas. Devuélvase 
para su cumplimiento. — R. Guido Lavallc — Marcelino Esca- 
lada. — Leónidas Zavalla. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BitflM Alrtt, NovkBbrt 10 de 1914. 

Vistos y considerando : 

Que el homicidio perpetrado en la persona de Fustho Mar- 
tin, el día 31 de diciembre del año 1912 y la fuga de su autor Ve- 
nancio Moran, en seguida de cometer este delito, rcsu'ta sufi- 
cientemente comprobado en estos autos. 

Que de las declaraciones de los testigos Aureliano Molina, 
fs- 12. y Carlos Braggio fs. l", que presenciaro:i el hecho, resul- 
ta que Moran agredió a Martin en momento» en que éste se en- 
contraba sin armas, infiriéndole las cinco heridas de cuchillo que 
expresa el certificado del médico que practicó el examen de su 
cadáver (fs. 5), heridas que le causaron la muerte, ocurrida ¡jo- 
cas horas después. 

Que estas declaraciones reúnen los requisitos exigidos por el 
art. 306 del Código de Procedimientos en !o Criminal para cons- 
tituir una prueba plena y desvirtuar las afirmaciones del proce- 
sado en cuanto manifiesta haber agredido a su victima en mo- 
mentos en que ésta le apuntaba co:i una escopeta, afirmación ésta 
contradicha por los testigos mencionados los que declaran que 
Martín se había desprendido de aquella arma "arrojándola al 
suelo al lado de nn camino" desafiando a Moran a pelear a mano 
limpia, ocasión que fué aprovechada por éste para precipitarse 
sobre Martín e inferirle varias puñaladas. 

Que las palabras dirigidas por Martín a su agresor, de que 
l 
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se hace mérito por la defensa, tan sólo puede constituir «na cir- 
cunstancia atenuante en las condiciojies establecidas por el ar- 
ticulo 8.1. inciso 4. del Código Penal, que ha sido tomada en con- 
sideración en favor del reo. I 

Que por lo que hace a la pena que se le ha impuesto está 
comprendida dentro de lo dispuesto por el art. 17, inciso l,« de la 
ley de reformas al Código Penal, número 4189, sin que concurra, 
en el caso, razón legal que justifique su disminución. 

Por e!!o y sus fundamentos se confirma la sentencia apelada 
de fs. 49, con costas. N'otifíquese con el original y devuélvanse. 

A. Bermejo. — Nicanor G. de* 
Solar. _ M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA XXVII 

Criminal, contra Lorenzo Segundo Vergara, por homicidio 

Sumario : Xo causa agravio al reo la pena de once años de presi- 
dio y accesorias legales impuesta por el delito de homicidio 
perpetrado con las circunstancias atenuantes de provocación 
de parte de la victima y la de embriaguez incompleta en el 
victimario. 

Caso : I.o explican las piezas siguientes : \ 

SENTENCIA DEL JUEZ LETRADO 

NtMMa, NMItabn 6 dt 1013. 

Y vistos esta causa criminal seguida de oficio a Loren- 
zo Segundo Vergara. sin sobrenombre ni apodo, de treinta y 
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dos años, argentino, soltero, criador, domiciliado en Santo Do- 
mingo, Departamento de Rcun-Leufú, en este territorio, de cu- 
yas constancias resulta : 

Que el día diez y siete de octubre de mil novecientos doce, 
el gendarme Francisco Pollero denunció a la comisaria de Las 
Lajas que en la casa de negocio de Alberto Trannack y Cía., si- 
tuada en Santo Domingo, se había cometido un homicidio, prac- 
ticadas las diligencias del caso se comprobó que la victima se lla- 
maba Domingo Mellado, quien 'había recibido dos herida- con re- 
vólver, -una en la frente y otra en el corazón, inculpándomele del 
hecho a Lorenzo Segundo Vergara. Este presta declaración inda- 
gatoria a fs. 10 vta. ratificada ante este juzgado a fs. 21, y con- 
fiesa haber dado muerte a Domingo Mellado en las siguientes 
circunstancias : que el día diez y seis en la tarde, después de ayu- 
dar a señalar unos corderos y chivos a Alfredo Contrera-. socio 
de la casa Trannack y Cia., se alojó e:i dicha casa don le también 
se hallaba Bartolo Mendoza y el peón Domingo Mellado ; esa 
tarde. Mellado lo había provocado diciéndole que lo iba . matar, 
amenaza que anteriormente habiale hedió ante el gendarme Xa- 
zario Alfaro y José Pantalcón Marín, y esto lo originaba la cir- 
cunstancia de haberlo hecho detener a Mellado |>or hurto de una 
yegua con cría, en la mañana del día diez y siete, poco después 
de la salida del sol, el declarante y Hartólo Mendoza estaban to- 
mando mate en la cocínatele la casa de negoció cuando se presentí'» 
allí Mellado y en actitud provocativa desalió al declárame a t\i\é 
saliera al patio a fin de pelear y matarlo; un rato después el de- 
clarante salió de la cocina con el propósito de retirarse a $\i casa, 
cuando á poco andar se encontró con Mellado qiW c-^rimi i un 
relie ique en una mano y una piedra en la otra, atrepellándolo en 
actitud de agredirlo c invitándolo a pelear, fué entónce- qtie el 
declarante le hizo un disparo de revólver con la intención de inti 
midarlo, péro Mellado lo atropello nuevamente haciéndole el de- 
clarante un segundo disparo, volviéndose a la cocina seguido por 
Mellado, quien se paró en la puerta, y allí estuvo hasta que la se- 
ñora de Contreras le ordenó que se retirase, ocurrido lo cual se 
quedó el declarante sentado en la cocina hasta que llegó e! gen- 
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<farmc Francisco IVlcro que lo detuvo y condujo a la comisaria. 
A preguntas que se le formulan contesta que -Mellado :u> demos- 
traba estar ebrio, sintiéndose el declarante un poco ebrio; que 
además de Hartólo Mendoza y la señora de Contreras se hallaban 
en la cocina una hermana de ésta última, dt nombre Genoveva ; 
reconoce como de su propiedad el revólver que se le exhibe v con 
el que hizo los dos disparos contra Mellado. 

Los testigos presenciales del hecho Deidamia Mendoza i fo- 
jas 5). Hartólo Mendoza t < fs. 13 y 28) y Genoveva Mendoza 
( fs. 16 vta), declaran que los hechos han ocurrido co:i diferen- 
cia de detalles, en la forma relatada por el procesado. 

A fs- p presenta su acusación el señor Agente Fiscal y pide 
para el procesado ia pena de doce años de presidio por e-tar de- 
mostrada su culpabilidad y encuadrar tí delito en el art. 17, Ca- 
pitulo I, inciso H.° de la ley 4"»9. con !a atenuante de provoca- 
ción de parte de la victima. 

El señor dcfe:i?or del procesado se expide a fs. 34 y encuen- 
tra comprendido el caso en el art. 81, inciso 1." de! Código Penal 
\. por lo tanto, exento <l e responsabilidad criminal. Abierta !a 
causa a pruel>a f se produjeren las declaraciones que c .rr^n de 
fti a & . con lo que se llamó autos para sentencia. 

Y considerando: 

1/ Que consta e! delito de homicidio j>or el informe pericial 
de fs. 4 ; partida de defunción de fs. 26 y demás elementos de au- 
tos, como asimismo consta que el procesado es el autor de dvho 
delito, por sai confesión prestada con los requisitos determinados 
en el art- 316 del Código de Procedimiento en lo Criminal. 

2." Que dados est<?s antecedentes corresponde estudiar el 
cas*> sitb judice para determinar >i el procesado se encuentra 
exento de responsabilidad penal, como lo manifiesta la defensa, 
por haber obrado en un momento de inconsciencia o perturbación 
de !a inteligencia, no imputable al mismo, y producida por su 
estado de ebriedad. De los términos de la ley se desprende cla- 
ramente que para que la beodez sea causa eximente de responsa- 
bilidad] pertal debe ser ella completa c involuntaria, es decir, de- 
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ben existir conjuntamente ambas condiciones. Veamos si de las 
constancias de autos resulta ella comprobada ; el procesado mani- 
fiesta ¡en su indogatoria que en el acto de cometer el hecho se 
sentía un poco ebrio; Deidamia Mendoza (fs. 6 vta.), dice que 
Vergara estaba un poquito alegre nada más; Bartolo Mendoza 
(fs. 13 vta.), dice que ninguno de los dos estaban ébrios, sino un 
poquito alegre Mellado; Alfredo Contreras ( fs. 15), declara que 
ninguno de los dos estaban ebrios, solamente Mellado estaba un 
poquito alegre. De las declaraciones solicitadas por la defensa y 
que obran «de fs. a fs. , Pedro Belsnnse dice que Vergara 
acostumbraba a beber bastante, habiéndolo visto ebrio en algunas 
ocasiones; esto mismo manifiesta Bartolo -Mendoza. 

Luego, pues, si el procesado confiesa que cometió el heoho 
estando sólo un poco ebrio y los testigos presenciales corrobora» 
esta manifestación no resu'ta comprobada la eximente alegada 
por la defensa. El procesado no se encontraba en completa beo- 
dez -ni ella era involuntaria, puesto que sí bebió lo hizo por su 
propia voluntad y porque tendría el hábito de hacerlo. Por otra 
parte, el procesado detalla la forma en que dio muerte a Mellado 
y las circunstancias que precedieron y siguieron el acto homici- 
da, demostrando con ello que se hallal>a en su estado normal y 
justificando su acción motivada más bien por la agresividad de 
que hacisyalardc la víctima. 

3. .Demostrado que no se encontraba el procesado en el mo- 
mento de cometer el homicidio en el estado de inconsciencia que 
adu-ge el defensor, veamos si le comprende la eximente de legiti- 
ma defensa insinuada por el procesado e:i su indagatoria. 

Según la testigo Deidamia Mendoza (fs. 5), la víctima y el 
procesado tuvieron varias palabras injuriosas, enrostrando a 
Mellado el reo -el que le hubiera robado una yegua ; poco después 
salieron al patio a pelear sonando casi en .seguida dos disparos de 
revólver, expresándole trl procesado a la testigo, con el revólver 
en la mano, que le había pegado dos tiros "a este indio ladrón" 
para que escarmentaran los demás. 

El procesado confiesa que tuvo el dia anterior y en el mismo 
momento del hecho algunas palabras e 
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hurto de un animal. Sobre esto mismo conversó con liaru/o 
-Mendoza (fs. 13) momentos antes del homicidio. 

Si aceptó, pues, el desafio que le hacia Mellado para pelear 
no puede admitirse que hubiera agresión ilegitima : el procesado 
le Lamo "ladrón" a la víctima y éste excitado por la bebida y las 
inculpaciones del -reo lo provocó a pelear en el patio, invit; 
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que acepto este último. Casi no hubo lucha, porque en seguida 
de salir de la cocina el procesado disparó sus dos tiros co:itra 
Mellado, defendiéndose éste con un rebenque; no había propor- 
ción de armas, y por lo tanto el medio empleado por el procesado 
para repeler el ataque del contrario era excesivo. 

4 o En cuanto a las observaciones formuladas por el defen- 
sor respecto ¿ !a forma como se ha instruido el sumario, ellas no 
son ni pertine;ues ni están justificadas. M procesado al prestar 
Su declaración indagatoria a:ite este juzgado el dia cinco de no- 
viembre de mil novecientos doce ( fs. 21) manifestó que nombra- 
ba su defensor a don Abel Chanctón. quien Veptó el cargo con 
fecha 7 de noviembre del mismo año ( fs. 23 vtá.). 

El sumario fué cerrado el 2uSfr «Mimbre del año citado sin 
que el señor defensor presentara ningén escrito^ pidiera ningu- 
na diligencia. Hay más. Por auto de fecha febrero de 1913°^ 
dispone dar traslado a la defensa de la acusación fiscaHwTq^ 
fue notificado en la misma feclra al defensor. Sin embargo, éste 
se expide con fecha junio 3 de! mismo año, dejando transcurrir 
tan largo plazo sin producir acto alguno en favor de su defendi- 
do. U acción de la defensa debe ser coadyuvante de la que rea- 
lice de oficio la justicia. Xo se puede exigir que ésta conozca 
aquellas circunstancias personales que tienen carácter de priva- 
das y qU€ solo pueden sor suministradas por el reo o su defensor- 
Ellas tienen indudablemente importancia puesto que influven pa- 

r . a i <1 u t !T mar b c,asifíca<:ion *> "a mayor o menor gravedad 
del hedió que se fe impute al procesado, pero precisamente con 
el fin de que este las pueda hacer valer desde -un principio es que 
la ley impone el nombramiento de im defensor a fin de que tome 
!a participación activa que la ley le confiere en la instrucción del 
' en «' estado de pruelia en el plena rio. 
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5. Corresponde declarar al procesado autor responsable «le 
homicidio simple legislado c*i el art. 17, Cap. I, inciso i.° de la 
ley 4189, mediando las atenuantes «de provocación y amenazas de 
parte de la víctima, los buenos antecedentes y la embr igucz re- 
lativa del iwocesado, y graduar la pena aplicable disminuyéndola 
hasta su mínimun en atención a dichas atenuantes y a no mügtir 
ninguna agravante, conforme a la regla que impone el art. 6* de 
la citada ley penal. 

Por estos fundamentos. — Fallo: condenando a Lorenzo 
Segundo Yergara a la pena de diez años de presidio, accesorias 
legales y costas procesales, debiéndosele computar la prisión pre- 
ventiva en la forma de lev. 

Regístrese, notifiquese original y si no fuese apelada eléve- 
se en consulta a la Kxcma. Cámara. — Enrique X. Zhnty.— 
mí : — .-liberto C. Eyurcn. 



SKXTKXCIA |)K I.A CAMARA FKhKKAI. DE I.A PLATA 

La PlaH, Abril 18 de 1914. 

Vistos y consi dorando: 

Que según la confesión calificada del procesado, la muerte 
de Mellado, tuvo lugar porque encontrándose él y Karto'o Men- 
doza "tomando mate se presentó Mellado en actitud provocativa 
y lo desafió a que saliera al patio que lo iba a pelear y a matar- 
lo. . . l'n rato después con la intención de retirarse salió de la co- 
cina y a poco andar se encontró con Mellado, que esgrimiendo un 
rebenque en una mano y una piedra en la otra lo atropello en ac- 
titud de agredirlo, invitándolo a pelear. Fué entonces que le hizo 
un disparo, con la intención de intimidarlo, más que de herirlo, 
pero como Mellado después de eso lo atropello nuevamente, éi 
le hizo un nuevo disparo. . 

Que esta declaración aparece divisible, pues de las circuns- 
tancian del hecho narradas por los testigos presenciaos Dcidamia 
Mendoza y Bartolo Mendoza, resultan presunciones graves en 
contra del confesante. 
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Dice Deidamia Mendoza, que Mellado "pidió a Vergara lo 
convidara con una copa de bitter que éste bebía, a lo que accedió 
Vergara, diciéndole : toma a la salud de la yegua que me robaste, 
y al llevarse la copa para beber el contenido, Vergara le tocó el 
brazo haciéndole volcar encima !a bebida." 

"Mellado le dijo, Por qué volcar, señor, mejor tomar, pero 
todo lo hacían en tono de broma. . . Como a ella le estorbaran, 
le dijo a Mellado que saliera afuera, lo que éste hizo, volviendo 
al poco jato pidiéndole de beber y como no le hiciera caso, le dijo 
a Vergara, entonces peleando, y salió nuevamente hacía afuera, 
recogiendo del suelo un cabo de rebenque y riéndose, saliendo 
detrás de él Vergara también riéndose, sonando en seguida dos 
disparos de revólver. . . Vergara volvió y le dijo: "le pegué dos 
tiros a este indio ladrón, para que tengan escarmiento los de- 
más". . . Mellado llegó quejándose, entonces ella le dijo a Verga- 
ra. usted que le pegó sáquelo para que se muera afuera, visto lo 
cual por Vergara !o tomó de un brazo a Mellado. 

Hartólo Mendoza, dice que Mellado "le dijo a Versara que 
saliera afuera que lo tenia que hablar oyéndole de^r a Mellado 
que !o quería pelear, sonando casi en seguida im disparo de re- 
vólver, oído el cual salió afuera, viendo que Vergara disparó 
otro tiro.. 

Como se vé no sólo no ha existido la eximente legal invoca- 
da, porque Vergara ha binado voluntariamente el peligro, sino 
que ni siquiera se trata, como !o pretende la defensa en esta ins- 
tancia, de homicidio provocada por ofensas o injurias ilícitas y 
graves ; no es tal la de bal>er la victima beoda invitado a pelear 
al victimario. Esta invitación sólo constituye una simple provo- 
cación o amenaza, circunstancia atenuante prevista en el inciso 4 
del art. 83 del Código Pe:ia!. 

Que también corresponde imputar a favor del procesado, 
la circunstancia atenuarte de embriaguez parcial ( inciso U* del 
citado articulo y cód ; ¿o>. 

Por las consideraciones expuestas, se confirma la sentencia 
apelada, en cuanto comprende el hecho imputado dentro del ar- 
ticulo 17, meiso i *. Capitulo r". ley de reformas al Código Pe- 
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nal, modificándola en cuanto a la represión, la que se fija en on- 
ce años de preskKo, sus accesorias legales y costas. Devuélvase 
si no fuera apelada. — R. Guido Lavalle. — Marcelino Escalada 
— Leónidas "¿avalla. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BuMOS Aires. Noviembre 24 de 1914. 

Vistos y considerando: 

Que no resultan de estos autos otras circunstancias atenuan- 
tes en favor del procesado que la de provocación de parte de la 
victima y el estado «de embriaguez incompleta en que aquél se en- 
contraba al cometer el delito, según lo manifestado en su confe- 
sión de fs. io y lo declarado por la testigo Deidamia .Mendoza y 
Hartólo Mendoza, únicas personas que presenciaron el hecho, fo- 
jas 5 y 13- 

Que tratándose de un delito contra !a vida, a que se refiere 
lo establecido en el art. 17, inciso i.° de la ley de reformas al Có- 
digo Penal, número 4189, la pena de once años de presidio con 
sus accesorias legales que se ha impuesto a! procesado, no le cau- 
sa agravio a sus derechos, dado los antecedentes de la causa. 

íPor ello y sus fundamentos, se confirma, con costas, la sen- 
cncia apelada de fs. 76. Xotifiquese original y devuélvase. 

A. Bermkjo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 
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CAUSA XXVIII 

Extradición de I-rancisco Kuffa. a solicitud de las autoridades 

del reino de Italia 

Sumario : Tratándose de un caso de los previstos en la primera 
parte del art 85 del Código Penal Argentino, puede apre- 
ciarse separadamente la procedencia de la extradición, con 
relación a «no u otro de los delitos imputados al requerido. 
Procede la extradición solicitada por las autoridades del 
reino de Italia de un sujeto procesado por el delito de lesio- 
nes, on que la acción para acusar no se halla presoripta ni 
ante la legislación del país requirente ni ante la nacional (ar- 
ticulo 91, inciso 4. ü ; arts. 93 y 95 del Código Penal italiano, 
y art. 17, capítulo segun<Io, inciso 2. de la ley 4189, sobre 
reformas al Código Penal y art. 89, inciso 2." del mismo có- 
digo)- 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERA!. 

Buenos Aires. Mijo 12 de »U. 

Y vistos: esta causa por extradición de! sujeto Francisco 
Rufía a requisición de las autoridades del reino de Italia. 

Y considerando : 

CJue el defensor del procesado opone la excepción de pres- 
cri|>ción de) derecíio de acusar, cuestión que es previa y, como tal 
debe resolver-* en primer término. 

Que el art. 8." del Tratado <le Extradición con Italia dispo- 
ne: "Xo será acordada la extradición, cuando, según las leves del 
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Estailo requeriente, o según las del país en que el reo se refugia- 
re, se hubiere cumplido la prescripción de '.a acción penal o de la 
pena". 

Qtte si bien de los recaudos traídos resulta que los tribuna- 
les italianos han dictado sentencia en contra del requerido, ella, 
se ha pronunciado en contumacia y sin ser oído el reo lo que 
siendo repugnante a nuestra ley fundamental (art. 18 de la Cons- 
titución Nacional), hace que este pedido de extradición se admi- 
ta considerándolo a aquel tan sólo en el carácter de procesado 
como lo tiene ya resuelto la Suprema Corte de Justicia Nacional 
en varios fallos y, entre otros, los citados por la defensa. 

Oue según lo establecen, el mandato de arresto de fs. \2 y la 
misma sentencia de fs. 14. se ha impuesto al requerido por los 
delito* qué se le imputan la pena de reclusión por cktco años. 
Ahora bien, no pudiendo establecerse courprecisión a que clase de 
pena de nuestra legislación corresponde la de reclusión fijada 
por los expresados tribunales, pues el Gxligo Penal italiano ob- 
serva al respecto una clasificación distinta, dándole un carácter 
genérico a la que califica con ese nombre, dividiéndola, en cuanto 
su* efectos, según el número de años c:i que fija a la misma; 
en la duda, y estando a lo más favorable a! requerido, debe ad- 
mitir-e que ella es en el caso análoga a nuestra pena de prisión, 
art. i! y siguientes del código citado. 

Que es tanto más aceptable esta interpretación, cuanto que 
el código enunciado al fijar !os efectos de la condena, establece 
que "ólo existen las penas accesorias, análogas a las que se apli- 
can en nuestra legislación a las de presidio y penitenciaría en las 
de ergástu'o o reclusión por un tiempo mayor de cinco años: de 
don le resultarla que la pena fijada al requerido no corresponde 
a las nuestras ya enunciadas. Art. 33 del Código Pe ial Italiano. 

Que el art. 89, inciso 3." de nuestro Código Penal establece 
que el derecho de acusar por delitos que merezcan pena de pri- 
sión se prescribe a los tres años ; y como de los recaudos resulta 
que los hechos que se imputan al requerido se perpetraron el dh 
3 de abril de 1908. ha transcurrido con exceso dicho término has- 
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ta la presentación de este pedido, y por lo tanto se ha operado la 
prescripción alegada. 

!'.. r estos 'andamentos fallo: 110 haciendo lugar a la extra- 
dición solicitada. 

B¿1 consecuencia, líbrese oficio al señor Ministro de Relacio- 
nes Exteriores con remisión de estos autos, dejándose constancia 
suficiente, y ejecutoriada que sea esta sentencia póngase en liber- 
ta) al requerido, librándose la orden de estilo. 

Miguel L» Jantus. 

SKXTF.Xí IA DE UA CAMARA FKUKRAI. IHfcH.A CAPITAL 

Buenos Aires. Agosto 29 dt mu. 

<Jwc como lo establece el fallo apelado, se Jia cumplido la 
prescripción, según la ley penal argentina, del derecho de acusar 
el delito de tentativa de violación que se imputa al requerido 
Francisco Kuffa, siendo por tanto, en esa parte, arreglada a de- 
recho la sentencia de fs. 31. 

Que respecto del delito de lesiones que también se imputa a 
Kuffa. debe -declararse que prima facic se trata de! caso previsto 
POr el aft 17. Cap. II, inciso st?¡ ley 4189 sobre reformas al Có- 
digo Penal» y que por comigmente no ha transcurrido el térmi- 
no fiará la prescripción de la acción emergentct de ese delito, 
atento lo que dispone el art. H >, inciso 2. del código citado. 

Q*»g, en consecuencia, de conformidad con lo preceptuado 
en el art. 6.°. inciso 2. de la Convención de Extradición vigente 
con < 1 reino de Italia, corresponde acceder a la entrega del reque- 
rido Kuffa, si bien con la expresa condición qué indica el señor 
Procura-dor Fiscal, de Cámara, de acuerdo con lo establecido en 
el art. X." de la citada convención- 

Por estos fundamentos y los concordantes del dictamen del 
seíicr Procurador Fiscal, se revoca la sentencia ajwlada <le fojas 
31. y se concede la extradiciión del sujeto Francisco Ruffa soli- 
citada por !as autoridades del reino de Italia, bajo la condición 




FALLOS M LA CORTt SUPREMA 



7 



de que sólo podrá ser castigado por el delito de lesiones que se le 
imputa, sin que pueda ser penado por tentativa de conjunción 
carnal de que también se le acusa. 

Notifíquese, devuélvase y repónganse las fojas en el juzga- 
do de origen. — /. N. Matienso. — Daniel Goytía. — E. l'Ma- 
ñe. — En disi dencia : lAngel Fcrreira Cortés. 

DICTAMEN DEL Sf. PROCURADOR CE N ERAL 

Buenos Airet, Octubre 22 de l«4. 

Suprema Corte; 

•La apelación interpuesta por el señor Defensor de Pobres 
somete al fallo definitivo de esta Corte Suprema la solicitud de 
extradición formulada por el gobierno italiano, con respecto al 
procesado Francisco Ruffa, acusado de los delitos de violación y 
lesiones por los que ha sido juzgado en los tribunales del país re- 
quirente. 

No me ocuparé de la procedencia de la extradición sub ;m- 
dicc, por lo que respecta al primero de dichos delitos, en razón eje' 
que ha sido rechazado en ambas instancias ese fundamento de la 
requisitoria, por reputarse prescripto el derecho de acusar, y 
consentido el fallo de la Bxcma. Cámara por el Ministerio Fis- 
cal, quedando en tela de juicio, únicamente la cuestión relativa al 
lesiones que también se imputa al requerido- 
Según se desprende de los documentos agregados como ca- 
beza de este proceso, el «hecho cometido por el encausado consis- 
tió en lesiones inferidas a la víctima, que le produjeron enferme- 
dad, incapacidad para las ocupaciones ordinarias durante diez y 
ocho días y desfiguración del rostro. Estos delitos son castiga- 
dos por el Código Penal Argentina con las penalidades estableci- 
das en el Cap. II del Titulo "Delitos contra las personas", art. 17, 
ley 4189, y mediando deformación de rostro corresponde la pena 
de penitenciaría de tres a seis años. En atención al monto de esta 
pena, y estando reunidos k>s demás requisitos exigidos para la 
% procedencia de la extradición, copia auténtica del mandato de 

- 

i- 
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prisión y de las disposiciones aplicables al hecho imputado, de- 
signación y fecha del delito, antecedentes para justifi ar la iden- 
tidad del requerido (art. 12 Convención sobre extradición cele- 
brada con Italia), debe hacerse lugar a la requisitoria. 

La defensa ha alegado en su favor la prescripción del dere- 
cho de acusar, dado que el requerido debe ser considerado sim- 
ple imputado, con arreglo a lo que dispone el art. 543 del Código 
de Procedimientos Penales de Italia, y a lo que tiene resuelto 
\ . E. í Fallos: tomo 114, pags. 265 y 387), con lo que está de 
acuerdo la nota de la legación italiana de fs. 10. Creo que esa de- 
. fensa no puede prosperar ante las disposiciones pertinentes de la 
legislación de Jíaüa. ni ante las de nuestro país, examinando el 
punto a través de las disposiciones propias a cada legislación. 
(Fallos tomo 114, pág. 395). Según !• copia de tes artículos apli- í 
cables del Código Penal Italiano, el delito de lesiones imputado 
está castigado con reclusión de una a cinco años, y habiéndole 
dictado la orden de captura el dia 10 de mayo de 1009, hastsa el 
día 29 de marro del corriente año, en que se procedió a la deten- 
ción del prófugo, no flan transcurrido loa cinco años que exige el 
art. 9!, inciso 4 del mismo código para que opere la prescripción, 
que ha sido interrumpida por actos de procedimientos ( Faltes, 
tomo 1 14. pág. 271). Con arreglo a !a legislación argentina tam- 
poco puede invocarse la prescripción, desde que. desde la fecha 
de la comisión del delito. 3 de abril de 1908. hasta el de ta captu- 
ra, no han transcurrido tes diez años que establece el art. 89, in- 
c.so 2, de ¡vuestro Código Penal, para que se prescriba el derecho 
de acusar. 

Por lo que respecta a las consideraciones de orden moral 
aducidas por el camarista que subscribe la disidencia del falte 
apelado, creo que ellas no pueden ser bastantes a modificar el 
criterio judicial en una cuestión de derecho estricto, sujeta a la * Í 
ap.icacion de un tratado internacional, que por motivo alguno 
puede eludirse su cumplimiento, -cualquiera que sean las conve- 
rgencias que de ello pudiera resultar a nuestro pais. o los males 
que ,e ocasione a una familia inocente de! trastorno que le causa 
el mismo que la constituyó. 
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Por lo expuesto pido a V. E. la confirmación en todas sus 



Julio BoM. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buhm Alrt., N«rW-br. 24 «t ÍM 

Vistos: por sus fundamentos y considerando además: 

Que tratándose, según se infiere de los antecedentes acom- 
pañados al pedido de extradición de Francisco Ruf fa, de un caso 
de los previstos en el art. 85 del Código Penal Argentino, en que 
al mismo imputado se atribuyen delitos de diferente especie por 
otras tantas acciones, e:i que la pena del uno se agreega a la de! 
otro, y no de aquellos en que una infracción debe ser considerada 
como accesoria de otra más grave y apreciada necesariamente co- 
mo circunstancia agravante, procede la separación hecha en la 
sentencia apelada, en la que se admite la prescripción de la acción 
para perseguir al requerido por el delito de^tentativa de^conjun- 

y es asi procedente la condición -impuesta a la extradición auto- 
r irada ( Arg- del fallo de ta Corte de Casación Francesas de 21 
de enero de 1887, causa Kielwasser ; Dallo*, Rec. 1887, 1287 1. 

Que respecto a la acción para acusar por lesiones con defor- 
mación del rostro, no aparece prescripta ante la legislación ita- 
liana, puesto que requeriría cinco años, que no han transcurrido 
desde el mandato de captura de 10 de mayo de 1909 t, ♦* la de 
tención de Rtiffa en mar/o del corriente año y si se consideraba 
ft-flw condena, no se operarla la prescripción sitio por el WMWh 
curso de diez años 1 art. 91. inciso 4Á art>. 93 y 95 del Eódigu 
Penal Italiano». 

Que igual término *ería necesario para la prescripción de la 
;*cción por lesiono de c>a gravedad atóte la legislación nación» 1 , 
como lo demuestra la resolucun a|*lada. 
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Por cío y de conformidad con lo pedido jx>r el señor Procu- 
rador General, se confirma la resolución de fs. 46. Xotifiquese y 
devuélvanse. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M> P. Daract. — 
D- E. Palacio. 



CAUSA XXVIil 
Criminal, contra Manuel López Ibáñcz, por homicidio 

Sumario: ¡. ü palabras de la victima "voy ;i matar a todos 
COttlo a chiquitos", no constituyen injurias u ofensas ilícitas 
y graves, sino la simple provocación u ofensa que tiene en 
cuenta el art. 83, inciso 4." del Código Penal. 

2." Xo causa agravio la pena de doce años de presidio y 
accesorias legales impuesta al autor de 111 homicidio perpe- 
trado con !as circunstancias atenuantes efe provocación de 
parte de la victima y la <ie no haber tenido la mtetnción de 
causar el mal producido. 

Caso: Lo explica* las piezas siguientes: 

SENTENCIA del juez letrado en lo criminal 

Santa Rota de Toay. Stptlrmbt* 30 de 1913. 

Y vistos: para resolver esta causa sseguida coitra Manuel 
López Ibáñez. quien dijo ser español, de veintitrés años de edad, 
jornalen», soltero, domiciliado en Conhcllo, procesa lo por homi- 
cidio ?n la persona de Florencio Lucero. 

Resultando: Que en el expresado punto de este territorio. 
e 1 24 de julio del año próximo pasarlo y con motivo de unas ave- 
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riguackmes practicadas por el cabo Víctor Benavídez, sobre el 
origen de tinos disparos que se habían producido la noche ante-i, 
se encontró con los sujetos Manuel Ibáñez, Ignacio Santamaría, 
Urá Urtarros y José María Arza, a quienes había citado con el 
objeto expresado. Que como aún no había vuelto el oficial, e! 
agente los hizo retirar, yéndose todos ellos al corralón de la casa 
de comercio de los señores Samarbide, Olagüe y Cía., donde per- 
maneció el agente de policía viendo jugar una partida a las bo- 
chas, en cuyas circunstancias se le allegó Florencio Lucero y le 
manifestó que Manuel Ibáñez, Ignacio Santamaría y José María 
Arza. le habían ofrecido unos balazos, regresando Lucero a la 
fonda de Dionisio García, de donde volvió más tarde acompaña- 
do de José María Arza, llegando a donde se encontraba el agente 
con los otros sujetos, a quienes decía otra vez que podían reti- 
rarse, por no hal>er vuelto aún de Victorica el oficial de policía. 
Que en estas circunstancias oyó que Lucero les dijo a los otros, 
textualmente : '-Ustedes no son capaces para mí, lo voy a cortar 
de a chiquitos, uno por uno" ; que habiendo intervenido el agente 
y suponiendo que las palabras cruzadas entre Lucero. Ibáñez y 
Arza, no podrían tener ulteriores consecuencias, se retiró a con- 
versar con un individuo, en cuyo instante sintió la detonación de 
un arma de fuego y al darse vuelta, vió a Ibáñez qitó esgrimía un 
revólver en la mano derecha y Lucero cafa instantáneamente en 
tierra, corriendo hacia ellos y al llegar donde estaba Ibáñez, éste 
le había hecho puntería, logrando después de algunos esfuerzos 
desarmarlo y reducirlo a prisión, constatando que Florencio Lu- 
cero se hallaba en tierra, presentando una herida de hala más 
abajo de la clavicula izquierda en dirección de arriba ahajo, di- 
ciéndole a! mismo tiempo que e! autor del hecho era Manuel 
Ibáñez. Que habiendo conducido a éste al destacamento lo dejó 
amarrado, volviendo en busca de Arza al que no piulo encontrar, 
falleciendo Lucero a los veinte minutos. 

Que e! procesado en su indagatoria se confiesa autor del de- 
lito, diciendo haberlo consumado por provocación de Lucero, y 
porque este hiciera ademán de sacar armas por lo qué sin hacer 
puntería le hizo un disparo que (lió en el blanco. 
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One seguida la causa contra ambos detenidos Ibáñez y Arza. 
fue sobreseída parcial y provisionalmente respecto <le José María 
Arza, y decretada la prisión preventiva y la clausura del suma- 
rio con relación al expresado Ibáñez para quien el Fiscal espe- 
cial solicitó diez y siete años y medio de presidio conforme a lo 
dispuesto en el art. 17, inciso i.«\ Cap. r.« de la ley 4189, por 
conceptuar tratarse de un homicidio liso y llano, sin circunstan- 
cias atenuantes ni agravantes. Que el defensor a su vez sostiene 
que el hecho se produjo cuando menos debido a ofensas ¡licitas y 
graves de la victima y que por ¡o tanto la acusación no se encua- 
dra en la ventad de los hechos, debiendo aplicarse e-n el peor de 
los casos el mfnimun de la penalidad del art. i 7 . inciso 4." a de la 
precitada ley. a pesar de todo lo cual pide la exención de pena en 
virtud de la legitima defensa. 

Que .recibida la causa a prueba no se produjo ninguna du- 
rante el plenano, quedando la causa, previos los trámites legales 
en estado de sentencia. 1 

Y considerando : 

Que está probado el delito de homicidio, constatado plena- 
mente con todas las constancias sumariales y especialmente con 
el informe médico legal de fs. ¿7 y | a partida de defunción agre- 
gada a fs- 28. Que asi también está probado que el autor de! ¡ho- 
micidio es el procesado j>or confesión propia y la testimonial que 
la corrobora. 1 

Que dadas las circunstancias particulares de la causa los 
antecedentes de discusión y las amenazas injuriosas hechas por 
la victima, constatada por la prueba de testigos, es de justicia 
conceptuar el homicidio producido como encuadrado en el articu- 
le» 1;, inciso 4 .« a de la ley 4189. no siendo admisible la excusa de 
falta de intención, ni tampoco la legítima defensa, puesto que el 
acto homicida se realizó a raiz de una simple amenaza y no de un 

ataque positivo. 

Que por lo tanto corres[>on<h- aplicar c l promedio de la pe 
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nalidad prefijada jx>r la citada disposición lega! <íado que no 
existen atenuantes ni agravantes. 

Por estos fundamentos y atento la disposición legal recorda- 
da, resuelvo: imponer a Manuel Lópe* Ibáñez la pena de seis 
años y seis meses de penitenciaría, accesorias y costas. 

llágase saber, cúmplase y elévese en consulta si no fuese 
apelada esta sentencia. — Domingo Sasso. — Ante mi : Juan Ju- 
lián Lastra. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE LA PLATA 

U PUtJ, Abril 15 dt I9U. 

' Vistos y considerando: 

Ql« la sentencia apelada ha aplicado la represión del art. 17, 
inciso 4. de la ley 4189. reformando el Código l'enal, porque 
ha hecho una calificación legal errónea del delito imputado al 
procesado — Homicidio provocado, — siendo así que se trata del 
homicidio previsto y reprimido en el art. inciso l,% Cap. i. w , 
de los delitos contra la vida, de la ley citada, con la pena de diez 
a veinticinco años de presidio. 

No se trata de homicidio provocado, porque las palabras de 
provocación que fueron pronunciadas por la victima, no son las 
injurias u ofensas ¡licitas y graves a que ?e refiere el inciso 4.* 
sino la simple provocación u ofensa que tiene en cuenta el ar- 
ticulo 83* inciso 4." del Código IVnal- 

Que, en efecto, el procesado en su confesión calificada afir- 
ma que. . . "no prestó mayor atención a la llegada de aquél ( Lu- 
cero), en cuyas circunstancias sintió que Lucero decia "los voy a 
matar a todos como a chiquititos", lo ¿Mal oído por él dió vue'tn. 
viendo que Lucero >í> había acercado (Jémasiado, en el instante 
mismo que echaba mnno a lá cintura, c:i a lemán de sacar armas, 
enro'lando en la mano un talero y como supusiera que éste era 
capaz de hacer jo que había manifestado, hizo un rápido movi- 
miento y sacando el revólver que llevaba en la cintura, le hizo un 
disparo a Lucero sin hacer puntería, cr.n el único propósito de in- 
timidarlo, viendo que caia instantáneamente a! sucio éste, cau- 
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sándole una gran sorpresa, por lo que no recuerda >i tiró o no 
por encima de los que allí se encentraban presentes. 

Que corresponde imputar a favor del procesado, además de 
la atenuante de provocación u ofensa, la prevista en e! inciso 3. 
del art. 283 de) Código Tena!, no haber tenido la intención de 
causar el mal producid*». 

Vor las consideraciones ex]>uestas, se modifica la senten- 
cia apelada, imj*miéndo.so al reo la pena de doce años de presi- 
dio, accesorias legales y costas y devuélvase para su cumpli- 
miento. — A*. Cuido Lavatle. — Marcelino Est riada. — Leóni- 
das '/.auiila. 

r\U.O DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Urti. Noviembre 26 dt 19U. 

Vistos y considerando: 

Qixc a un delito cometido en bs condicione* que consta de 
autos corresponde la pena establecida por el art. 17, inciso i.° de 
la ley número 41 So, de reforma* al Código Pena!, con tanta más 
razón legal si se tiene presente, que no ha precedido una provo- 
cació 1. amenaza o injuria dirigida personalmente contra el proce- 
sado de pane de la victima y c: hecho cíe que entre ésta y su vic- 
timario so había interpuesto una de las personas presentes en ese 
Í!ift;rtre*S4>Ure el hombro de la cual Ibáñez hizo fuego, estando, 
entonce?» seguro de que aquél no podía defenderse ni causarle 
daño — testimonio de fs. 21 y 25. 

Que, por lo tanto, la pena de doce años de presidio con sus 
accesorias "egales y costas que se le ha impuesto no causa agra- 
vio a sus derechos. 

Por tilo y sus fundamentos concordantes, se coifirma, con 
costa*, la sentencia apelada de fs. 70. 

N'oíifiqucse con el original y devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. dkl 
del Solar — D. E. Tala- 
tio. 
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CAUSA XXIX 



Criminal, contra Juan Félix López, por infrac cióti a la hy de 
Defensa Social número 7029. Competencia negativa ' 

Sumario: Una infracción a la ley de Defensa Social, número 
7029, que no afecte a la seguridad de ta Nación, ni haya sí- 
do cometida en parajes en donde e1 Gobierno Nacional tenga 
exclusiva jurisdicción, no hace surgir la competencia de li 
justicia federal. 

Caso: A Juan Félix López se le procesó por infracción a la ley 
de Defensa Social, acusándosele de que en reuniones verifi- 
cadas en el pueblo de Quilines, se declaraba anarquista, pro- 
clamando la suspensión de las escuelas del Estado, los ejérci- 
tos, las religiones, la ley civil y la de residencia ; protestando 
además contra la partria Argentina e insultando su bandera. 
Aconsejaba igualmente a los obreros que se encontraban en 
huelga, que llevaran los bolsillos con pimienta a fin de arro- 
jarla a los concurrentes al trabajo. 



DICTAMEN DKL Sr. PROCURADOR gkxf.ral 

Buenos Aire.. 3 de Noviembre de 1914. 

Suprema Corte: 

Corresponde a V. K. dirimir la contienda de competencia 
trabada en estos autos, a mérito de lo dispuesto en el art. o.*', inci- 
so /» de la ley 4055. 

lis competente para entender en ota causa el juez en ■!<» cri- 
minal y correccional d c la ciudad de La Plata. 

El hecho delictuoso que motivó este proec-o no se ha come- 
tido en lugar en que el Cobierno Xaciona] ejer/a mía absoluta y 
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exclusiva jurisdicción, en virtud de lo cual el juez federal es in- 
competente para conocer del mismo, puesto que, en los casos ocu- 
rrente- de infracción a !a ley 7029 rorresponde que la aplicación 
dé ésta se haga por los tribunales de provincia locales, según las 
personas ofendidas o los lugares de ejecución. De lo contrario 
se investiría a los federales, c:i la capital y en las provincias, de 
una jurisdicción más amplia de la que el Honorable. Congreso 
puede conferirles. Tal es el alcance de! art. 32 de la referida ley 
-o*) y tal la i nterpretaeion que le lia dado \ . K- en casos aná- 
logos. 

Por lo expuesto y jurisprudencia de Y. K. ftomo 113. pági- 
na 203 ; tomo 1 17, pág. 146 ; (otilo 1 18, pág. 183), pido a Y- % 
se sirva declarar competente para entender en el presente juicio 
al juez ordinario respectivo de la ciudad de La Plata, ordenando, 
al efecto, la devolución de los autos a dicho funcionario. 

Julio BOM. 

TALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire., Noviembre 16 de 1914. 

V vistos: los de contienda de competencia negativa suscita- 
da entre el señor juez federal de La Plata y el del crimen y co- 
rreccional de la jurisdicción local, para conocer en la presente 
causa seguida contra Juan Félix López* por infracción a la ley 
de defensa social numere» 7029; 

Y considerando: 

Que esta Corte Suprema tiene resuelto en reiterados fallos 
que no puede darse al art. 32 de la citada ley número 70.29, el al- 
cance amplio de rjue todos los delitos reprimidos por ella, sin dis- 
tmción de instituciones o personas ofendidas, ni de lugares de 
ejecución, «can de competencia de Ies jueces federales, por cuan- 
to se tes habría entonces investido en la capital y provincias de 
una juri^ lieeión no más restringida, sino por c! contrario. má< 
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extensa de la que el -Congreso puede conferirles, desnaturalizan- 
do su misión por el 'hecho de convertirlos en jueces del fuero co- 
mún. ( Fallos, tomo 99, pág. 383 ; 113. pág. 263 ; 1 17, p&g, 140 ¡ y 
1 18. pág. 183 ; entre otros). 

Que no aparece que la infracción que ha motivado !a forma- 
ción de este proceso afecte la seguridad de la Nación, ni menos 
que se haya cometido en parajes en donde el (iobierno Nacional 
tenga exclusiva jurisdicción, que haga surgir la competencia de 
la justicia federal, con arreglo a lo dispuesto ¡x>r el art. 3." de la 
ley número 48 y 23. inciso 4. , del Código de Procedimientos en 
lo Criminal, i 

Por ello, y de conformidad con lo pedido |K»r el señor Pro- 
curador General, se declara que el conocimiento de esta causa 
eorre>iM>nde al señor juez del crimen y correccional de La Plata, 
a qutcñ se remitirán los autos, haciéndose salior por oficio esta 
resolución al señor juez federal. Xotifiqmse original. 

A. Iíkrmejo. — Nicanor G. pKL 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio 



CAUSA XXX 



Antonio Affuhiaga, condenado por homicidio, solicita reducción 

de peno 

Sumario : Jío corresponde a la jurisdicción originaria efe la Cm- 
te Suprema el conocimiento de los pedidos de gracia del rv*- 
to de ia pena «pie autoriza a formular el art. 73 del Código 
Penal. 
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Caso : Antonio Agtiinaga. procesado jK>r el delito de homicidio 
en las islas de San Fernando y condenado por el señor juez 
federal de La Plata, a sufrir la pena de presidio por tiempo 
indeterminado, se presentó a la Corte Suprema manifestan- 
do, que habiendo cumplido con exceso el tiempo que requie- 
re ía ley. |*>r llevar sufrido más de diez y nueve años de 
condena, y cumplido también los demás requisitos que la 
misma exifjc para peticionar gracia, solicitaba su libertad 
lK»r reducción de pena- 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Noviembre 26 de 1914. 

llagase saber al solicitante que el conocimiento del presente 
caso no corresponde a la jurisdicción originaria de esta Corte Su- 
prema determinada en el art. ioi de la Constitución y archívese, 
librándose ofició al director de! presidio de Sierra Chica para 
fjUC notifique al interesado la presente resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. _ M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



igual resolución recayó en la solicitud presentada por Mi- 
guel Boutrón, procesado por c! mismo delito y condenado a igual 
pena. i 
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CAUSA XXXI 



Don Felipe Senillosa en autos con don Diego Rogcrs, sobre nuh 
dad de una cláusula hipotecaria. Recurso de hecho 

Sumario: La sentencia que en juicio ejecutivo declara inadmisi- 
bles las excepciones opuestas, no tiene carácter de definitiva 
a los efectos del recurso extraordinario previsto en el art. 11 
ley 48. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN" DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

De la propia exposición -contenida en el escrito de ts. 1 y de 
los documentos remitidos por la Cámara Primera de Apelacio- 
nes en lo Civil de esta Capital no resulta que haya sentencia defi- 
nitiva dictada por aquel Superior Tribunal que autorice el recur- 
so extraordinario acordado por el art. 14 de la ley número 48 so- 
bre jurisdicción y competencia d e los tribunales federales. 

La invariable jurisprudencia sentada por V. E. en numero- 
sos casos análogos tiene declarado que el mencionado recurso 
sólo procede en los casos taxativamente determinados por el ci- 
tado artículo, sin que pueda autorizado la interpretación o apli- 
cación de las disposiciones de las leyes locales de procedimiento* 
ni tampoco !a que los tribunales locales hicieron de los código* 
de derecho común, como lo establece el art. 15 de la referida lev, 
de acuerdo con lo dispuesto en el inciso 11. art. 07 de la Consti- 
tución Nacional. 

Por otra parte, tratándose como se trata en el presente c;im> 
de un juicio ejecutivo, cualquiera que sea el valor de la alega- 
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ción <lc que se ha heaho mérito para impedir la continuación del 
procedimiento, no puede provocar pronunciamiento que decida 
de nn modo final la cuestión suscitada, desde que la sentencia 
que resuelve las excepciones opuestas, declarándolas inadmisi- 
bles, tío causa instancia a! rcs¡>ecto, quedando et juicio ordinario, 
en el cual ella puede ser ampliamente ventilada ante los mismos 
tribunales Fallo de V. E. Tomo 97, pág. 51. 

En mérito de lo expuesto, soy de opinión que no procede el 
recurso de hedió traído ante Y. E. 

Horacio R- Larrcla. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Aire». No»i.«bre 28 4c 1914. 



Autos y vistos: el recurso de hedió por apelación denegada 
interpuesto por don Felipe Senülosa contra sentencia de la Cá- 
mara Primera de Apelación en lo Civil de la Capital en los autos 
ejecutivos seguidos por don Diego Rogers y otro. 
Y considerando: 

QujB en los testimonios acompañados por vía de informe 
consta que dentro de los trámites del p;jcedí miento ejecutivo, el 
recurrente opuso excepciones que el tribunal declaró inadmisi- 
bles atentos los términos del contrato y c! art. 1197 del Código 



■ 



Que con arreglo a lo dispuesto en el art. 500 del Código de 
Procedimientos de la Capital incorporado al procedimiento fede- 
ral, y lo reiteradamente resuelto, en esa clase de juicios, la sen- 
tencia pronunciada no puede considerarse definitiva a los efectos 
del recurso previsto en el art. 14 de la ley número 48. (Fallos: 
ton» 97, pág. 51 ; tOtiio loo, pág. 252 ; tomo 1 18, p. 245 y otros). 

Que 110 se opone a lo anterior lo resucito en la causa del to- 
mo 1 iS. pág. 231. de los fallos de esta Corte, pues en ella se hizo 
constar que se entraba al fondo "atenta la especialidad del pro- 
cedimiento convenido y observado" en aquel caso. 



Por estos fundamentos y de conformidad con !o pedido por 
el señor Procurador General súpleteme, se declara bien denega- 
do el recurso y repuesto e! papel, archívese. 

A. Bermejo. — M. P Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA XXX 



Doña Paula Peralta de Marino, contra el Ferrocarril del Oeste 
{hoy provincia de Buenos Aires), por reivindicación', so- 
bre pereneión de instancia. 

Sumario : importando la providencia de "autos", después de 
substanciada la causa por demanda y contestación, una ci- 
tación especial a las partes para dictar sentencia intcrloeu- 
toria o definitiva, no procede Ja declaratoria de pereneión 
<Ie instancia, después -de dictada esa providencia- 

Caso: Xotificado el representante de la provincia de Buenos 
Aires del auto |>or d cual se abría la causa a prueba, -e pre- 
sentó manifestando: 

Oue fundado en el derecho que le acuerda el art. de 
la lev número 4550, venía a Solicitar se lo revocara por 
contrario imperio y s c declara caducada la instancia en vir- 
tud de lo dispuesto por el art. r.\ inciso a) de la menciona- 
da ley. 

One habiendo transcurrido más de dos años des le la últi- 
ma providencia relacionada con el procedimiento, ¡a instan- 
cia estaba caducada de acuerdo con el expresarlo art. ¡L* 
pues ella se operaba de pleno derecho, y que el auto de qué 
recurría importaría reanudar el procedimiento. 
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FALLO DE LA CORTE St TREMA 

Buenos Aires, Diciembre I de 1914 

\ istos: el incidente promovido a fs. 95 ¡x>r el representan- 
te de la Provincia en quclnvocando !o dispuesto en los artículo; 
1." y 3. u de la ley número 4550 pide se declare la pereneión de la 
instancia y se revoque el auto \hjt el cual se recibió a prueba 
esta causa. 

Y considerando: 

Que, conforme a la práctica establecida, la providencia de 
autos después de substanciada la causa i>or demanda y contesta- 
ción, importa una citación especial a las partes para dictar sen- 
tencia intcrlocutoria o definitiva con arreglo al contenido de la 
última y lo dispuesto en los artículos 87, 89 y 90 r]c la ley nació 
nal de procedimientos. (Malaver, Curso de Procedimientos jud. 
párrafo 792 . 

Que en esas condiciones son aplicables al caso las conside- 
raciones aducidas en la causa publicada en la página 387 de! 
tomo 111 de los fallos de esta Corte, para fundar el rechazo de 
n ía declaratoria de pereneión de instancia después de dictada la 
providencia de "autos" para sentencia. 

Oue en la causa que se cita seguida por Escalada contra 
Santa Fe. se declaró qué !a instancia promovida por aquél habí.i 
caducado por haber transcurrido el término de dos años fijad» 
l>or el art. inciso a ) de la ley 455° gantes «le halarse llamado 
autos-'. Fallos: tomo 115, pág. 45. 

Que no puede suponerse abaldono de la causa de parte de 
un ütigante ni atribuirse a éste negligencia en la tramitación 
que justifique una declaratoria de pereneión < - la instancia 
atando la prosecución de ella depende nlc una decisión judicial. 

Por estos fundamentos no ha lugar a lo que se solicita a fo- 
jas 95 y estése a lo resuelto a fs. 93. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — ^f. p, Daract — 
D. F. Palacio. 



CAUSA XXXI 



Ferrocarril Central Argentino en autos con don Luís Gucrci, 
por daños y perjuicios; sobre competencia 

Sumario: Omitidos los requisitos del testimonio y audiencia 
prescritos, respetivamente, jK>r los artículos 46* y 47 de la 
ley nacional de procedimientos, número 50, corresponde Ía 
devolución de los expedientes para que se dé a la contienda 
de competencia la tramitación correspondiente. 



Suprema Corte : 

I<a contienda de com|>ctencia que ha motivado la remisión 
de estos autos a V. E., no ha sido trabada en forma, por haberse 
prescindido del requisito esencial de la audiencia a la parte que 
lia promovido el juicio, prescripto por el art. 47 de la ley de pro- 
cedimientos. Consta de las actuaciones practicadas ante el juz- 
gado de paz de Zarate, que una vez recibido el oficio de inhibi- 
toria dirigido por el Juez Federal de La Plata, e! juez de paz or- 
denó la remisión del expediente, manteniendo su jurisdicción, 
lo cual sólo pudo efectuar después de oir a la parte que ante él 
litigaba, dado que esta parte tenia derecho a oponerse a la inhi- ' 
bición y a invocar las razones que para ello Je asistieran, por 
cuanto de otra manera el incidente sería resuelto sin escuchar 
su defensa. 

Además la omisión de ese trámite, que reputo indispensa- 
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Bueno* Alrts, Octubre 3t U HI4. 
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ble, a fin de evitar que la contienda se decida con Jos elementos 
de juicio aportados por una sola de las partes, observo que el 
Juez Federal de La Plata no ha cumplido con la disposición del 
art. 46 -de la ley de procedimientos, que ordena que el oficio de 
inhibitoria sea acompañado del testimonio del escrito en que se 
solicita, y demás piezas que apoyen su competencia, lo que per- 
mite al juez requerido examinar los fundamentos de la cuestión 
promovida. 

Por lo expuesto, pido a V- K. se sirva ordenar la devolu- 
ción de los autos a fin de qué la contienda de competencia sea 
trabada en la forma que corresponda. 

Julio Botet. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aires. Diciembre 3 de ItM. 

De conformidad con lo -dictaminado por el señor Procura- 
dor Genera!, devuélvanse los autos a los juzgados respectivos 
para que den a la contienda de competencia la tramitación co- 
rrespondiente. 

A. I'krmkjo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. p. Daract. — 
D..E. Palacio. 



CU SA XXXIII 

l\m Jos* 1 Máximo Domínguez, en autos con Manuel de Olasaltal 
sobre cobro ejecutivo de pesos. Recurso de hecho 



en juicio ejecutivo no pueden 



"* FALLO* U LA COKTt flUPUMA 

siderarse definitivas a los efectos del recurso previsto en el 
art. 14, Jey 48. 

Caso: l<o explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL Sr. IMICKHRADOR CKNKRAI. 

Buenos Aires, Diciembre 2 «Se 1914 

Suprema Corte : 

Tratándose de un juicio ejecutivo es improcedente el re- 
curso interpuesto; — tanto más cuanto que, la sentencia recu- 
rrida no alfecta cláusula constitucional o legal alguna referente 
al fondo .del asunto, sino a una incidencia del procedimiento, 
sujeto siempre a las consecuencias del juicio ordinario qi»c el 
ejecutado puede iniciar. 

En consecuencia pido a V. E- se sirva declarar bien dene- 
gado el presente recurso, mandando devolver los autos como 
corresponde. 

Julio BoM. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

ButMt Airea, Diciembre 5 de 1114. 

Autos y vistos; el recurso de hecho por apelación denega- 
da interpuesto por don José Máximo Domínguez contra senten- 
cia pronunciada ponía Cámara i." de Apelaciones en lo Civil de 
la Capital en los autos ejecutivos seguidos por don Manuel de 
Olazahal. sobre cobro de pesos. 

Y considerando: 

Que como se hace constar en el informe que precede se 
traía de un juicio ejecutivo, en el que con arreglo a lo dispues 
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to en el art. 500 del Código de Procedimientos de la Capital y lo 
reiteradamente resuelto por esta Corte, las sentencias pronun- 
ciadas no pueden considerarse definitivas a los efectos del - 
curso previsto en el art. 14 de la ley número 48 y 6." de la ley 
número 4055. (Fallos: tomo 97, pág. 51 ; tomo 100, pág. 252; 
tomo 118. pág. 245, y otros). 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General se declara bien denegado el recurso 
y repuesto el papel, archívese. 

A. Uermkjo. — Xicaxor G. DEL 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



C.U'SA XXXIV 



Don I ícente S. Fació, en autos con el Ferrocarril del Snd, sobre 
nulidad de venia. Recurso de hecho 

Sumario: Las cuestiones de hedió y apreciación de la prueba, 
asi como la interpretación de las disposiciones del Código de 
Comercio, son ajenas al recurso extraordinario del art. 14, 
ley 48. Xo basta para autorizar dicho recurso la referencia 
general a una garantía constitucional al interponerlo, siendo 
indispensable que en el pleito se haya cuestionado la inteli- 
gencia de la misma y que la decisión dependa de la interpre- 
tación que debe dársele. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Buenos Alret, Octubre 13 de HU. 

Suprema Corte : 

Observa en primer término, que el recurrente interpuso 
ape lación ante la Excma. Cámara Federal del auto del mismo 
tribunal denegatorio del recurso extraordinario deducido, lo que 
constituye un procedimiento irregular, dado que el art. 229 de la 
ley de procedimientos establece que, denegada una apelación el 
agraviado ocurrirá en queja a la Suprema Corte para que le sea 
otorgada. 

En segundo término, observo que de la propia exposición 
del recurrente se desprende que las cuestiones debatidas ante 
los tribunales inferiores han sido resueltas con arreglo a pres- 
cripciones de la legislación común y procesal, lo que está ratifi- 
cado en la transcripción de la sentencia dictadla por la Cámara 
Federal, siendo ello motivo bastante para excluir este juicio de! 
conocimiento de \\ K- con arreglo a lo que dispone el art. 15 
de la ley 48. 

El fundamento constitucional citado, al interponer el re- 
curso, no es suficiente para hacerlo admisible, desde que. comp 
lo tiene declarado V. E. en repetidos casos, la alegación tiedba 
en esa oportunidad es extemporánea, por cuanto las cuestiones 
que autorizan el recurso extraordinario han debido ser aducidas 
y resueltas ante los tribunales inferiores, y venir en revisión ante 
esta Corte Suprema que sólo ejerce su jurisdicción j>or via de 
apelación. 

Por lo expuesto, pido a V. E. se sirva rechazar el recurso 
de queja deducido. 



- 



Julio Botét, 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueaot Aires, Diciembre 10 de 1914 

Autos y vistos: el recurso de hecho por apelación denega- 
da interpuesto por el representante de don Vicente S- Fació, 
contra sentencia de la Cámara Federa! de Apelación de la Capi- 
tal en los autos seguidos por aquél con el Ferrocarril del Sud 
sobre nulidad decetnpra tic tierras. 

Y considerando: 

Que para fundar el recurso, se alega que ' la Excma. Cá- 
mara Federal de esta Capital dictó sentencia confirmatoria de 
la inferior, sin hacer mérito de os puntos fundamentales de he- 
cho, dando por prohados hechos falsos en absoluto para fundar 
sus decisiones también absolutamente contrarias ai texto de las 
leyes invocadas por mi parte". 

Que las cuestiones de hecho y apreciación de la prueba de 
las mismas asi como la interpretación de las disposiciones del 
Código de Comercio en qtK? «c funda la sentencia apelada, que 
se transcibe en el informe de fs. 1 1, son ajenas al recurso ex- 
traordinario interpuesto. í Art. 15. ley número 48. Fallos: tomo 
48. pág. 480; tomo 07, pág. 403: tomo 118, pág. 236, y otros). 

Que para autorizarlo no basta la referencia general a la ga- 
rantía constitucional de la propiedad que se hace al interponer el 
recurso, hiendo indispensable que en el pleito se haya cuestiona- 
do la inteligencia de alguna cláusula constitucional y que la deci- 
sión dependa de la interpretación que deba darse a la misma. 
(Ffiliós; tomo 75, págs. 183 y 404: tomo 113. pág. 36; tomo 
115. pág. 162, y otros). 

Que atento lo expuesto en el considerando 2. es improce- 
dente la petición formulada a fs. 15, respecto a los libros de la 
Sociedad Salinas de Habla Blanca. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador Teñera! se declara bien denegado el recurso 
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y atento lo resuelto por el inferior en su auto de julio 28 trans- 
cripto a fs. 12 del informe, inutilícese por secretaria el escrito 
de fs. 1 y 2 apercibiéndose al letrado que lo suscribe. Repuesto 
el papel, archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



— 



CAUSA XXXV 



Doña Pauta Peralta de Marino, contra ta empresa del J-'erroca- 
rril del Oeste (hoy Provincia de Buenos Aires) por reivin- 
dicación. 

Sumario : La novedad del caso controvertido y lo observado en 
casos análogo*, justifican la no imposición de las costas al 
vencido. La ley 4128 ha sidb dictada para los tribunales de 
la capital y no para lo federal. 

( aso : Resuelto un incidente sobre perención de la instancia, la 
parte actora manifestó, que cabia decretar la imposición de 
las costas, por ser de derecho común que todo incidente s.- 
pierde con co?tas; por el carácter grave del incidente que 
tendía a paralizar las actuaciones y por el hecho de habe.- 
la demandada solicitado la perdición, también con costas. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA . * 

Bueno» Aires» Diciembre 12 tíe 1914. 

Considerando: 

Qüe la no imposición de costas a] vencido en el auto de fo- 
jas roí se justifica por la novedad del punto controvertido y (o 
observado en caso análogo. (Fallos: tomo ui ( pág. 387). 

Que carece de aplicación el art. 24 de la ley 4128 que fué 
dictada para los tribunales de la Capital y no para lo federal co- 
mo se infiere de los términos de los arts. 14, 20, 22 y 27 de la 
misma ley y lo consignado en los -debates parlamentarios < Diario 
de Sesiones, Diputados. 1898, I, págs. 419, 593 y 594). 

Por ello no se hace lugar a lo solicitado. 

A. Bermejo. — M. P. Daract.— 
D. E. Palacio. 



CAl'SA XXXVI 



Criminal, contra Amoldo Pedretti y Jor ÍJC Raimbauld. por 
falsificación de bretes de banco brasileros. Recurso de 
hecho. 

Sumario : No puede reverse por la Corte Suprema por la via del 
recurso extraordinario del art- 14, ley 48. y 22. inciso 3. del 
Código de Procedimiento» en lo Criminal, fundado en la 
violación de la garantía que acuerda el art. 18 de Ja Cons- 
titución Nacional, un pronunciamiento dictado con arreglo 
a una ley no impugnada como inconstitucional. 

Caso: I«o explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL SI\ PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte : 

Xo encuadran los recursos interpuestos dentro de los tér 
intliOS del art. 22, inciso 2.", párrago 3 del Código de Procedí- 
micntos en ¡o Criminal, y de Jos arts. 6." de la ley 4055. y 14 de la 
ley 48. 

Los recurrentes lian sostenido en el proceso que el hedió 
que lo motivó, no se halla comprendido en la ley 3072, la cual se 
aplicó en el fallo apelado. Está es «na cuestión que deriva de apre- 
ciaciones de hecho y no de los debates sobre las cláusulas constitu- 
cionales o legales previstas ¡>or las disposiciones legales citadas: 
tales cuestiones no pueden dar lugar, en caso alguno, al recurso 
que se interpone, como lo tiene V- K. establecido en repetidas 
ocasiones. ( Tomo 62, págs. 274 y 279; tomo 117, pág. 342). 

La circunstancia de que los recurrentes hayan alegado la 
violación de las garantías consagradas en el art. 18 de la Cons- 
titución Nacional, no autoriza tampoco la procedencia del recur- 
so, cuando dicha alegación se refiere exclusivamente a la exis- 
tencia o inexistencia de una ley anterior al hecho de la causa, 
circunstancia que al ser tomada en cuenta, ha justificado la apli- 
cación de la referida ley por la Kxcma. Cámara. 

Pido, en consecuencia, que V. K- declare bien denegados los 
recursos deducidos. 

Julio Batiti 
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Bueno» Airee, Diciembre 12 dt 1914. 

\ ístos y considerando: 

Q0 los recurrentes en la expresión de agravios de fs. 48S 
y 4<m respectivamente, invocan por vez primera el art. 18 de la 
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Constitución, para decir, I'edretti: "Que aparte de que la sen- 
tencia condenatoria se hace sin ley, aplicándose a los procesados 
una ley que no contempla el caso de autos, la sentencia viola 
también la garantía del artículo 18 en cuanto admite como prue- 
ba el informe de fs. i del primer cuerpo, y en cuanto establece 
también que está probado que los billetes incriminados tienen va- 
lor comercial en la República" — y Raimbault: "Que no siendo 
aplicable al c aso la ley 3972. por cuanto ella no califica como 
delito el hecho imputado, la sentencia viola el art. 18 le la Cons 
tiuición Nacional". 

Que traido en este concepto el recurso y aún suponiendo 
qtie la garantía constitucional de que se trata hubiese sido opor- 
tunamente invocada, es "de observarse que en el' caso no existe 
una violación a dicha garantía, de la que deba conocer esta 
Corte, por cuanto según los expresados recurrentes la sentencia 
lia aplicado una ley o disposición legal que no hace al proceso, 
pronunciamiento que no puede reverse \x>r la vía del recurso ex- 
traordinario, porque la pena impuesta lo ha sWo con arreglo a 
una ley no impugnada como contraria a la Constitución- (Fa- 
llo-; tomo i |6 V j>ág. ¡oí». 

Que las cuestiones relativas a la prueba son también ajenas 
al recurso extraordinario de que se trata, según lo reiteradamen- 
te resuelto. 

Que |>or otra parte, los apelantes no han fundado en la ley 
39?2i un derecho que les haya sido desconocido por la sentencia, 
pues se han limitado a impugnar la acción que el minijterio fis- 
cal ha basado en dicha ley, \\or lo cual el recurso no encuadra 
en lo dispuesto por el art. 14. inciso 3. , ley número 48, y 22, in- 
cido 2. n tercer caso de la ley de Procedimientos en lo Criminal. 
I Fallos: tomo 100, pág. 17; tomo 113, pág. 345). 

Qu« la circunstancia de halarse aplicado una ley especial 
fiel Congreso en la inteligencia de que ella, en lo que respecta a 
moneda sin curso legal en la República, no da lugar a la inter- 
vención de los tribunales federales, no puede tampoco servir de 
base al presente recurso extraordinario, desde que la cuestión 
de jurisdicción no ha sido materia de aquél, como se ve a fs. 668. 
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Que dado caso de que la ley 3972 hubiese sido, como se pre- 
tende al interponer la queja, totalmente incorporada al Código 
Penal, esta circunstancia por si sola haría improcedente el re- 
curso, por cuanto la aplicación de las leyes del derecho común 
no lo autoriza, como tampoco lo autoriza la simple interpreta- 
ción y aplicación de las leyes de procedimientos de los tribuna- 
les locales. (Fallos, tomo 62, págs. 274 y 279; tomo 58, págs. 191 
y 226; tomo 60, pág. 88, y otros). 

Por ello y de conformidad con lo pedido por el señor Pro- 
curador General se declara no haber lugar al recurso interpues- 
to- Xotiffquese original y archívese, devolviéndose los autos 
principales con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — M. P. Daract.— 

D. E. Palacio. 



CU SA XXXVII 



Don José Stramandinoíi e hijo, contra ¡a Provincia de Jujuy, 
sobre recisión de contrato, entrega de una obra. etc. 

Sumario : Corresponde la supresión en una liquidación, de una 
partida no comprendida en la parte dispositiva de la sen- 
tencia. 



Caso: Resulta del siguiente: 
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Butnot Airw, Diritmbre 12 dtISH. 

Y \ ¡¿tos: 

I,a planilla de liquidación de la sentencia de fs. 105, presen- 
tada a ís. 113 por Stramandinoli e hijos contra la provincia de 
'Jujuy.y 

Considerando : 

Que hecha saber a la expresada provincia dicha liquidación, 
formula observaciones para solicitar el rechazo de la partida de 
pesos uos mil quinientos incluida y que el perito la fijó a fs. 63 
como indemnización por la rescisión de los subcontratos de al- 
bañilería y carpintería. 

Que este capítulo de la pericia fué especialmente tomado en 
cuenta para rechazarlo, en el considerando sexto de la sentencia 
de esta Corte, a fs. 1 io, por cuyo motivo no figuró en la parte 
resolutiva de la misma que expresó lo que únicamente se reco- 
nocía deber por la provincia de Jujuy a los demandantes, en el 
juicio de la referencia- 

Que claramente se ve en dicha sentencia que no fué acepta- 
do el dictamen pericial del ingeniero Martínez en esta parte. 

Que lo expresado por los actores acerca del papel de las pe- 
ricias en las sentencias, podrá tener razón de ser cuando éstas 
omitan pronunciarse sobre alpino de los capítulos comprendi- 
dos en aquéllas; pero no cuando son expresamente considerados 
y resueltos como en el caso. 

Que no es de aceptarse que partidas desestimadas en la sen- 
tencia por no estar justificadas, renazcan a titulo de equidad, 
por el solo hecho de no expresarse la cifra consignada por la pe- 
ricia que, como queda antes observado, fué desestimada en todo 
cnanto a indemnizaciones por subcontratos se refería y cualquie- 
ra que fuese la cantidad y sus fundamentos. 
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Por ello se forma la liquidación presentada y corriente a 
fs. 113, en chanto incluye la partida de pesos dos mil quinientos, 
no comprendida en la parte dispositiva de la sentencia. Notifi- 
quese original y repóngase el papel. 

A. Bermejo — M. P. Daract.— 
D. E Palacio. 



CAUSA XXXVIII 



Empresa del Puerto del Rosario, contra Ferrocarril Córdoba y 
Rosario, sobre expropiación 

Sumario : La nación, como efecto inmediato de las facultades 
que le confieren los artículos 26, 67, incisos 9 y \2 de la 
Constitución Nacional, no adquiere inmuebles en las riberas 
o playas de los rios navegables, y sí únicamente el poder de 
facilitar y mejorar la navegación ; por lo que, no puede ocu- 
par gratuitamente terrenos de ribera poseídos por particu- 
lares, que se hallan fuera del agua o han sido ganados al 
rio. (Véase tomo 111, págs. 179 y 197, y tomo 116, pági- 
na 365); 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Y vistos: Este juicio seguido por la Empresa de! Puerto de 
esta ciudad contra la Empresa del Ferrocarril Córdoba y Rosa- 
rio, sobre expropiación, y del que resulta: ).° Que de fs. 6 a 14 
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se presenta el doctor Carlos Silveyra en representación de la em- 
presa del Puerto del Rosa rio y del Gobierno Nacional, cuya re- 
presentación conjunta la acredita con el testimonio de poder co- 
rriente de fs. i a 3; y expone: Que por los antecedentes que 
existen y estudios particulares que se han hecho por orden del 
Gobierno Nacional, todos los terrenos destinados a las obras del 
Puerto, pertenecen en exclusivo -dominio al Estado General y los 
actuales ocupante* carecen de un título legitimo de adquisición 
respecto de esos terrenos ; pero como no es posible retardar la 
prosecución de las obras proyectadas hasta que el (iobiemo ges- 
tione en una acción ordinaria la declaración judicial de sus de- 
rechos, se ha preferido iniciar en cada caso — por intermedio dfi 
la Kmpresa que es la encargada por el contrato de intervenir di- 
rectamente substituida en los derechos del Gobierno Nacional — 
los correspondientes juicios de expropiación a fin de tomar la 
IKJsesión inmediata de los terrenos para la continuación de las 
obras en las que están comprometidas cuestiones de interés ge- 
neral (|üc no pueden suspenderse por motivo «de controversias 
judiciales. Que este juicio no importa reconocer en el actual 
ocupante del terreno cuyas dimensiones, extensión y linderos ha 
mencionado, el dominio del mismo, o en los que invocasen igual 
derecho con un titulo cuyos antecedentes ignora. Que acepta el 
procedimiento sumario de la expropiación por reunirse c:i el caso 
ocurrente todos los requisitos establecidos por la ley para darle 
la ocupación inmediata de la cosa sujeta a expropiación por cau- 
sa de utilidad pública, y que por lo tanto ha depositado a la or- 
den del juzgado la suma de un mil trescientos cincuenta pesos 
mo leda nacional suma en que el perito del Gobierno ha avalua- 
do el terreno de la referencia. 

2* A fs. 15, el tribunal tiene por interpuesta la demanda de 
expropiación, y en virtud de la consignación de la suma qufc im- 
norta el terreno a expropiarse y de las citas legales que se invo- 
can, hace lugar a la ocupación del mismo, de acuerdo con el pla- 
no firmado por el Ministerio de Obras Públicas. Se ordena tam- 
bién publicar edictos y se da interacnción al señor Procurador 
Fiscal. ) 
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3 • De fs. 46 a $3 se celebra la audiencia verbal establecida 
en la ley de 13 de septiembre de 1866; y abierto el acto y conce- 
dida la palabra al doctor Carlos Silveyra, manifiesta que repro- 
duce en todas sus partes lo expuesto en sti primer escrito respec- 
to -del dominio que tiene el Gobierno Nacional en los terrenos 
cuya ocupación inmediata te le ha dado por el juzgado. Concedi- 
da la palabra al representante de la Empresa del Ferrocarril 
Córdoba y Rosario, expuso: Que siendo en absoluto inacepta- 
bles las pretensiones «del expropiante, sean desestimadas en la 
misma audiencia, precediéndose sin más trámite al nombramien- 
to de peritos que justiprecien el terreno a expropiarse con los 
perjuicios e indemnizaciones correspondientes. ; 

4. Elevados los autos al despacho, y resuelto a fs. 56 el in- 
cidente suscitado, el representante de la Empresa del Puerto v 
del Gobierno Nacional, en cumplimiento de lo resuelto por el 
juzgado a fs. 56. inicia demanda contra la Empresa del Ferroca- 
rril Córdoba y Rosario, la que corre a f s. 98 a 1 18, adhiriéndole 
a la misma el señor Procurador Fiscal a fs. 119; contestándose 
por la parte demandada de fs. 121 a fs. 125. 

5. Abierta la causa a prueba por autos de fs. 127 se produ- 
ce por las partes la que corre agregada al expediente juntamente 
con los informes periciales, planos, etc., etc. I 

6-° Clausurado el término de prueba a fs. 24 vta. se ponen 
los autos de manifiesto en la oficina a disposición de las partes 
para alegar de bien probado, verificándolo el actor desde fs. 242 
a 271, y el •demandado de fs. 272 a fs. 301 ; llamándose autos 
•para •sentencia definitiva a fs. 302. 

7. Resucito a fs. 323 el incidente sobre perención <Ie la ins- 
tancia promovido por el doctor José M. Fierro, en representa- 
ción de la empresa expropiada, el tribunal rechaza sin costas las 
pretcnsiones de aquel, con lo que vuelven los autos a¡ des- 
pacho, y 

Y considerando: 

i ° Que es un hecho demostrado entre los interesados y por 
los antecedentes acumulados en los autos, que el terreno objeto 
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de la acción deducida forma parte de la playa del río Paraná, 
encontrándose ubicado dentro de la zona denunciada a la expro- 
piación en el plano respectivo y destinada a la construcción del 
Puerto por la hey del Honorable Congreso número 3885» de fe- 
cha 20 de diciembre de 1889. 

2. Que por su parte la demandada o sea la empresa del Fe- 
rrocarril Córdoba y Rosario han comprobarlo sus derechos de 
dominio al terreno «le la referencia en la forma usada en esta 
Clase de emergencias, acompañando al efecto, títulos derivados 
ele IdfVeíSos actos jurídicos que, apreciados prima facic, en su 
faz legal, presentan todos los caracteres válidos y firmes. 

3. Que el art. 17 de la Constitución Nacional preceptúa en 
términos categóricos que la propiedad es inviolable, y que, nin- 
gún habitante de la Nación puede ser despojado de ella, sino en 
virtud de sentencia fundada en ley; agreganelo que la expropia- 
ción por causa de utilidad pública debe ser calificada por san- 
ción legislativa, y previamente indemnizada. 

4. Que como epilogo complementario a esta doctrina que es a 
la vez la consagrada por el Código Civil en sus disposiciones per- 
tinentes la misma Constitució:i en el art. 28 establece solemne- 
mente: "Que las declaraciones, derechos y garantías reconoci- 
das y enumeradas en ella no podrán ser alterados por leyes a 
pretexto de reglamentarlos en su ejercicio". 

5. Que si bien es cierto qn c la génesis de la nacionalidad ar- 
gentina comienza a tomar formas tangibles en el sentido políti- 
co en la mañana del ¿5 de Mayo de 1810 y se acentúa con perfi- 
les salientes en la Asamblea del 9<de Julio del año 16, lo es tam- 
bién que ella se afirma recié:i en el momento en que las provin- 
cias que formaban el antiguo virrey nato se substraen de la anar- 
quía del año 20 y sellan su pacto de unión jurando la Constitu- 
ción definitiva del 60 y e*i la cual la Nación adopta para su Go- 
bierno la forma representativa republicana federal. 

6.° Que una de las tantas consecuencias <le orden transcen- 
dental que surgen de este antecedente histórico y en cuanto pue- 
da interesar la propiedad territorial tomando este concepto bnjo 
Cl aspecto jurídico que ocupa en esta controversia, es ejiiü la in- 
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violabilidad con que la Constitución la protege y ampara, se re- 
fiere por igual a la adquirida con anterioridad a su promulga- 
ción, ya tenga su origen en actos jurídicos emanados de los Es- 
tados autónomos o ya procedan -de las Mercedes llamadas de la 
Corona. 

7. Que no existe en el cuerpo de legislación que nos rige, 
ley alguna, ni en los Códigos comunes ni en los especiales que 
asigne a la Nación por la sola razón de su soberanía, el dominio 
exclusivo de las playas o riberas de sus ríos navegables o no por 
las más bajas o altas mareas. 

8.° Que las disposiciones constitucionales invocadas por el 
•demandante en apoyo de su tesis: artículos 2ó, 108 y 67, incisos 
9, 12 y 14, de la Constitución ; antitesis de la esbozada en el con- 
siderando anterior en cuanto se relaciona con este punto, alude, 
y no puede ser de otra manera, al dominio eminente, concepto 
jurídico esencialmente 'diverso por su naturaleza y efectos al pú- 
blico o privado y que es el que le corresponde ejercer a la Nación 
como poder regalador y a los solos efectos que los convenciona- 
les tuvieron en vista al sancionarlos, que son los que se despren- 
den de sus propios y naturales términos. 

9-° Que la Suprema Corte en sus luminosas sentencia* fecha 
8 de mayo del año 1909 y pronunciadas en dos juicios análogos 
al sub judU'c, ha interpretado en el mismo sentido los precq>tos 
antes citados, declarando en resumen : Que la Constitución no ha 
atribuido al Gobierno Nacional el dominio <dc las playas en los 
ríos navegables, como quiera que las facultades de reglamentar 
la libre navegación, el comercio marítimo y terrestre con las na- 
ciones extranjeras y de las provincias entre sí, de habilitar puer- 
tos y de fijar los limites de las provincias, no implica necesaria 
mente el dominio público ni privado «leí Kstado general sohn 
esos ríos. 

10. Que esta doctrina coexiste, además, en lo principal con 
los precedentes y resoluciones de los tribunales de la Unión 
Americana, salvo algunos fallos contradictorios de parte de la 
Corte que aparecen repara-dos apenas s us miembros se substraen 
a la influencia de la Escuela Centralista y reaccionaria de W&Sr 
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hlngton, y orientan sus decisiones con espíritu ecuánime hacia la 
verdadera teoria constitucional. (Véase Coolcy, pág. 578, Limi- 
taciones Constitucionales. Kcnt, Comentarios sobre las leyes 
americanas. Tomo 3, |>ág. 537). 

11. Que al ordenarse por el art. 2O73 del Código Civil que 
los propietarios limítrofes con los rios o canales que sirven a la 
comunicación por agua están obligados a dejar una calle o cami- 
no público de 35 metros .hasla la orilla del río o canal, sin ningu- 
na indemnización, no pudiendo hacer en ese espacio ninguna 
construcción, ni reparar las antiguas que existen, ni deteriorar 
el terreno, en manera alguna debe entenderse que no es otra co- 
sa que el ejercicio de un acto de jurisdicción que haga factible 
en todos los tiempos y bajo cualquier circunstancia los deberes 
que 1c incumben a la Nación en todo aquello que se relaciona 
con la navegación y el comercio marítimo. 

\2. CJue de no ser asi, habría el legislador creado a favor de 
la Nación, motu propio, un titulo de propieda-d sobre las playas 
o riberas de los ríos en perjuicio -de derechos de terceros, lo que 
a más de ser un absurdo como doctrina jurídica, chocaría abier- 
tamente con la Suprema Ley de las Uves — la Constitución ; v 
Ja que como hemos dicho y visto, consagra la inviolabilidad «leí 
derecho de propiedad. 

13- Q«c se han producido actos de parte del Poder Ejecuti- 
vo Nacional relacionados con las riberas de los rios, cuyo signi- 
ficado y alcance confirman plenamente la exactitud de la inter- 
pretación que el tribunal da al art. 2673 que. viene comentando, 
actos por medio de los cuales se ha reconocido explícita e implí- 
citamente la naturaleza restringida de los |H>dcro federales so- 
bre el suelo de los ríos bañados por sus altas y bajas mareas y 
<obre sus riberas, limitándolas a la reglamentación <icl comer- 
cio marítimo, sin extenderlos al dominio de los mismos. \ca«c 
decreto del Poder Ejecutivo Nacional, fecha 31 de marzo de 
IQOÉ), en el expediente Muniripali-dad del Rosario, reivindicando 
para si el dcreuho de cobrar una laza por extracción de arena 
del lecho del rio Paraná. Decreto del Superior (Gobierno, encon- 
trándose en ejercicio de la Presidencia el doctor Carlos Pcllegri- 
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ni, solucionando el conflicto suscitado entre la Municipalidad y 
el receptor de rentas de Mar del Plata y en el cual en su texto 
literal dice lo siguiente : "Declárase que en el entender del P- E. 
de la Nación, la jurisdicción general que la Constitución le atri- 
4mye sobre las playas del mar y riberas de ríos navegables, se re- 
fiere a la facuknd de mantener ex, ~d¡to el tránsito público y re- 
glamentar todo lo conveniente a la navegación y al comercio ex- 
terior de la República, y a los respectivos Estados Federales co- 
rresponde la jurisdicción policial y el dominio inmediato del 
suelo; pudiendo, éstos, en consecuencia, dictar los reglamentos y 
crear impuestos por el aprovechamiento -de arenas, piedras, etc., 
etc., sul>ordinadoR siempre al objeto primordial que motiva la 
jurisdicción nacional. — PcllcgrinL — Vkcntc /•'. López*. 

14. Oue esto no quiere decir que la Nación como entidad ju- 
rídica y aún como cuerpo político, carezca de capacidad legal para 
obtener y ejercitar derechos de propiedad de Índole privada o 
pública sobre inmuebles comprendidos dentro de su propio terri- 
torio: porque la tienv indudablemente, para el primer casó* en la 
misma medida que Io> particulares, conforme con el derecho co- 
mún ; v para el segundo, conforme con l<> "dispuesto en el articulo 
67, inciso 2j de la Constitución Nacional y en el cual se estable- 
ce: (Jue corresponde al Congreso ejercer una legislación exclu- 
siva y Sobre los lugares adquirido* por compra o cesión en cual- 
quiera ríe las provincias para establecer fortalezas, arsenales, a! 
maecnes. u otros establecimientos de utilidad nacional. 

15. Que si bien es cierto, de acuerdo con los principios que 
informa la materia, que el dominio eminente, siendo; como lo es, 
un atributo de la soberanía, confiere a cufien le correspondí: altas 
y transcendentales prerrogativas y facultades, lo es asimismo 
que cuando él ba de ejercitarse «¡brando sobre la propiedad, debe 
de serlo respetando la* garantías establecidas m la* Cartas Fun- 
damentales del paí>, a lo menos en los que se rigen per in^t ii li- 
ciones libres. 

Y bien: se ba visto y demostrado que nuestra Constitución 
declara inviolable la propiedad. Por consecuencia, si el Gobierno 
de la Nación necesita de los terrenos qu^ forman la playa del rio 
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Paraná para cumplir las obligaciones contraídas con la empre- 
sa concesionaria, debe alonar previamente a sus legítimos ocu- 
pante-- el precio de los mismos conforme a la vez con lo que se 
dispone asimismo en el Código Civil en su arfc 251 1. 

Pensar en sentido opuesto! seria colocar a la Nación sobre 
mi carta orgánica, avance repugnante a la esencia de las institu- 
ciones democráticas que han sMo y sd« el ambiente de su régi- 
men político; y con mayor razón si se piensa que las Constitu- 
ciones sofj para los países qtus las adoptan, condiciones necesa- 
rias e indispensables para mi existencia ; aparte de que ¡>or ilimi- 
tados que sean las poderes de una Nación, ellos no pueden — 
poíno dice un constitucional ist a argentino — ir más allá de lo* 
limites fijados eri el orden y aplicación de las ideas por los eter- 
nos e inmutables principios de la justicia. 

Cuando el molinero de San Souci, respondía con tono alti- 
vo y lleno de dignidad ciudadana a un rey absoluto y omína- 
teme que lo amenazaba en el despojo violento de su propie- 
dad: "Aún hay jueces en Berlín", expresaba con voz pfóféttea, 
tal vez inconscientemente y sólo por intuición, dada su escasa 
cultura intelectual, el advenimiento del gran principio de la in- 
violabilidad de la propiedad y el cual, con el andar del tiempo y 
por la natural evolución de ¡as ideas habría de ser recogido y 
profesado como un evangelio |*.r las generaciones libres del 
porvenir. 

i<». Que la última palabra -obre d punto en debate ha sido 
pronunciada PQt dos sentencias dictadas por los tribunales su- 



Kxiste por consecuencia, jurisprudencia hecha, y que en 
síntesis puede condensarse en la siguiente proporción: La Na- 
ción carece de títulos fundados en la ley y en la Constitución 
que le confieran derechos exclusivos de dominio al suelo de los 
Hós cubiertos por ias aguas de las más altas y baja marea v so- 
bre sus playas ribereñas. 

17. % finalmente: í/ue la personería ejercitada ¡H>r e! doc- 
tor Carlos Silveyra que ba asumido como doble representante 
cu este juicio, ha sido a la vez declarada por sentencia del Mtpe- 
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rior bastante y suficiente en casos análogos al que nos ocupa; 
circunstancia que importa afirmar que como pinto de doctrina 
hay cosa juzgada. 

Por estos fundamentos, fallo: Xo haciendo lugar a la ac- 
ción interpuesta y declarando que la Sociedad Puerto del Ro- 
sario está obligad? a expropiar los terrenos materia de este jui 
ció con arreglo a la ley núm. 189, debiendo seguir la cansa se- 
gún su estado. Las costas se alionarán en el orden causad»» jjor 
haber tenido el actor razón plausible para litigar de acuerdo con 
la expresa declaración de la Exiilá. Corte Suprema en una inci- 
dencia igual a la sub judkc. 

Insértese, hágase sal>er y re]x>ngase e! sellado. 

Eugenio Puedo y Bensa* 

\ 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL PEt ROSARIO 

Vistos y considerando: 

Que la "demanda de fs. 84 solicitaba se declarara en difini- 
tiva: Que los terrenos a que se refiere el juicio, forman parte de 
la ribera interna del rio Paraná y de la ribera externa del mis- 
mo; Que los comprendidos en la riben interna o sea dentro de 
la cota 5.20 son una dependencia niel dominio público nacional, 
y la parte demandada no ha ludido adquirir en ningún tiempo 
la propiedad ni ningún derecho estable sobre ellos. porque sien- 
do de dominio público, no son susceptibles de apropiación pri- 
vada, y la po>esión, caso de haberla tenido, no le da ningún de- 
recho por ser esencialmente precaria y revocable por un acto 
administrativo del gobierno federal; y estando la Sociedad 
Puerto dé! Rosario subrogada en los derechos al Gobierno Na- 
cional y teniendo autorización de éste para acupar dichos terre- 
nos no necesita expropiar; Que en cuanto a la fracción afectada 
¡«ir la calle de 35 metros que está obligado a dejar todo propie- 
tario liñiitrofe con rios navegables, aunque el (...bienio Xacio- 
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na! no tiene el dominio, no debe abonar indemnizaciones en el 
i?asp; porque no & ocasiona ningún dañó al propietario. 

Que Si bien en el escrito de fs. 341 á $#9¿ al expresar agra- 
vios, el actor manifiesta que en atención al fallo de la Suprema 
Corte dictado en el juicio de expn piación seguido por la Socie- 
dad Tuerto del Rosario contra la Empresa Muelles y Depósitos 
de Cumas, no insiste en la afirmación de que los terrenos aludi- 
dos son del dominio público nacional, sostiene, sin embargo, que 
procede b ocupación de ellos sin el requisito de la expropiación, 
con arreglo a los fundamentos del citado faltó; y en tiles condi- 
ciones como ha resuelto la Suprema Corté en el juicio dé ex- 
propiación seguido por la misma empresa contra Pinero, Lacro- 
sé y González, rió es bastante la modificación o cambio de fun- 
damentos de derecho para rechazar la demanda. 

Que con pQ.sterk>ri(lá<l al precitado cáso de Comas, la Su- 
prema Corte ha establecido clara y concretamente, en el juicio 
ya citado también, contra Pinero, Ucroze y Cunzález. que la 
Xación. o la Empresa subrogada eii sus derechos, no está sujeta 
a paigar indemnizaciones i*>r la tierra bajo el agua, que ocupe 
para mejorar la navegación, y que no haya sido antes utilizada 
con muelles etc., |K>r concesionarios o adquirentes de los lista- 
dos particidares, de acuerdo a la jurisprudencia que cita de fe* 
Tribunales federales de los K. E, l"- Ü. 9 ocupación qué puede 
hace-. 110 a titulo de ser propietaria la Xación. <¡no en ejercicio 
de la facultad constitucional de reglamentar e! comercio y la 
navegación, facultad que le da derecho a presentarse directa- 
mente a los tribunales demandando a los que <e opusiesen a ello, 
vin necesidad de solicitar la intervención de la provincia. 

One según rc>ulta de los antecedentes que existen en autos, 
sobre los títulos del demandado, relativos a los terrenos en cues- 
tión, éstos deben limitar con la lengua de agua del rio Paraná, 
de donde resulta, según el propio .titulo, que no se trata de tie- 
rras permanentemente cubiertas por las aguas, que, de acuerdo 
con lo establecido por la Suprema Corte en los fallos menciona- 
dos, pueden ocuparse (sor el Gobierno Federal para mejorar la 
navegación, sin indemnizarlas. 
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Que el perito ingeniero Vinent(fs. 170 a ifkj) llega a la 
conclusión concordante, de que los terrenos a expropiarse están 
situados parte en la calle de ribera que debe dejar todo propie- 
tario limítrofe con rio navegable, según la disposición del ar- 
ticulo 2639 del Código Civil, y parle dentro de la ribera interna 
del rio, o sea entre la cota 5. jo y el limite del agua. 

Que es, pues, evidente en cuanto a esta última parte de los 
terrenos, que la empresa demandante no se encuentra en las 
condiciones de excepción que presuiMmen los fallos citado* que 
se refiere únicamente a los terrenos permanentemente cubiertos 
por las aguas de ríos navegables Que en cuanto a la parte (leí 
terreno en cuestión, comprendida en la calle de ribera, también 
está ya resuelto por la Suprema Corte en los fallos citados, que la 
empresa actora no puede ocuparlos sin indemnización- 

Considerando respecto -de la apelación por las costas inter- 
puesta por la parte demandada. 

Que como ha resuelto asimismo k| Suprema Corte, en los 
casos mencionados, dada la dificultad de las cuestiones debati- 
da- no corresponde especial condenación en costas. 

Que esto, no obstante, habiéndose seguido esta instancia 
después del fallo de la Corte en el caso de Comas y del Ferroca- 
rril Central Argentino (Fallos, T. m, págs. i;<> y Í97) y no 
resultando que el actor haya tenido razón probable para preten- 
derse comprendido en la excepción que dichos fallos establecen, 
corresponde condenarlo en la< costas de la apelación. 

I'or estos fundamentos, y de acuerdo con la jurisprudencia 
citada, se confirma la sentencia apelada corriente de fs. 318 a 
fs. 326 vta., por la que *c declara (pie debe procederse conforme 
a la ley de la materia a la expropiación de los terrenos ocupado* 
al deninmlado; debiendo abonarse por el actor las costas de esta 
instancia- 

Xotifimiesc, injértese y devuélvale, debiendo reponerse el 
sellado ante el inferior. — Nicolás 'Vr<j Barros. — José de! 
Barco. — /. /\ ¡.una. 
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Buenos Aire*. Dlelcn.br. 12 * I9M. 

Vistos: Por sus fundamentos y considerando además: 

Que no puede afirmarse que el Ferrocarril Córdoba y Ro- 
sario Jiaya poseído, o utilizado solamente !a faja destinada al te- 
rraplén y las vías que conducían a! embarcadero ( fs. 401 vta y 
4tó)y pues según lo que manifiesta el mismo perito Vinent, 
nombrado ; , instancias de] expropiante, «lidio ferrocarril tenia' 

en el terreno .le que .se trata un galpón, ea<il!a. cantina.. arbola- 
dos de sauce y sembrados ( fs. 178 y 1X4). 

Que si la posesión aludida «leí Ferrocarril Córdoba y Rosa- 
rio -hubiera sido sin titulo válido: por no haberle podido trans- 
mitir c<c terreno los herederos Fernándeí sino hasta la linea 
n.. m.del plano de fs. 190, como m sostiene, la Nación no esta- 
ría habilitada para cuestionar el punto a lo, fines de ocupar 
gratuitamente, |wr intermedio ¡J e | a Empresa Puerto del Rosa- 
rio, la superficie que queda al naciente de la expresada linea 
".. m. iK,r«,ue ta! superficie está fuera del agua o l, : , sido ganada 
"i ría m t*0, teniendo en algunas partes alturas mayores 
que la (fe la cota -|- 5.20; y porque, como efecto inmediato de 
las facultades que Confieren a la primera 1... artículos 26, 67 i„. 
aso 9 y 12 de la Constitución Nacional, ella no adquiere inmue- 
bles en las riberas o playas de 'os rios navegables y si única- 
mente e! poder de facilitar y m jorar la navegación. «' Fallos, to- 
nto 111. nágs. 179 y 197; t omo n6, ¡.ájj. ^,5). 

Se confirma en lo princ'pal la sentencia" de f*. J76 y se r - 
voca en cnanto a las cortas que se aU-narán en el orden causa- 
do atento la naturaleza de las cuestiones debatidas. N'otifíquese 
con d or.R.nal y devuélvanse, debiendo reponerse el papel ante 
el i ifenor. 

A. Bermejo. — M. p. i)v,<ur._ 

!>■ F.. PAiiAciO. 



* 
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CUSA XXXIX 



/>o/i Jóse IhtWan RóSSt. Juicio de mensura. Incidente sobre 
declinatoria de jurisdicción 

Sumario: i." E\ art. u de la ley -obre jursdicción y eompetcn- 
tcncia de Tribunales Federales ?c propone determinar 
las Condiciones de la vecindad a lo*, efectos tlel fuero y re- 
conocido éste por la sentencia apelada, ño existe decisión 
contraria al derecho, exención o privilegio garantido en la 

cláusula cuestionad*, <|nc P lR,,Ia ' !ar ,l W ar al rcnirMl c #*" 
ordinario autorizado pdf el art. 14 de la referida ley. 

2* Ni» basta ser propietario de un bien raíz en una pro- 
vincia para ser vecino de ella a los efectos del fuero. 

Caso: I o explican las piezas siguiente*: 

mt twi.v DEL Sr- PROCCftADOR CE X ERAL 

Buenos Airti. Octubre 23 de fttt 

Suprema Corte: 

El señór Duiican Rossi promovió un juicio de mensura an- 
te los tribunales locales de la provincia de Santa He con respec- 
to a un campo de su propiedad, Situado en dicha provincia, en 
cuyo juicio ge formalizaron diversas oposiciones a la aprobación 
de la mensura efectuada. 

Con este motivo el promotor cíe! juicio, considerándose de- 
mandado como consecuencia de las oposiciones formuladas de- 
dujo excepción de incompetencia de la justicia local ¡K>r reputar 
competente !a justicia federal, en razón de tratarse de tm pleito 
entre argentino*;, con excepción de uno de los oponentes que era 
extranjero, y -ir los actores vecinos de una provincia y tener 
el demandado su domicilio en la Capital Federal, citando en 
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apoye» de su excepción él ::rt. 2, inciso 2 de la ley 4S. AI contes- 
tar él trabado de la excepción, algunos de los actores alegaron 
«pie no era procedente, por cnanto el art. 11 de la ley 48. esta- 
blece, entre otras causales, <|iie la vecindad se adquiere i*>r la 
propiedad de un bien raiz. 

El fundamento de la declinatoria deducida, reposa en la ca- 
lidad de argentinos de los actores y el demandado, y la distinta 
vecindad de unos y otro, sobre lo cual la resolución apelada es- 
tablece que existen en los autos pruebas suficientes para demos- 
trar esos bcehos. y por consiguiente, esta Suprema Corte no 
puede entrar a la revisión de esas pruebas por tratarse de cues- 
tiones ajenas al presente recurro 1 Fallos, tomo 0,7, pág¿ 403: to- 
mo 118, pág. 236). Queda a examinar el punto de Orden legal 
con que se impugna la excepción dé incompetencia, el que H 
apoya en lo dispuesto p6r el art. 1 1 de la ley 48. 

1.a inteligencia que en mi sentir debe darse al mencionado 
art. 11, como tuve ocasión de expresarlo en un caso análogo, es 
el siguiente: la vecindad en una provincia se adquiere, a los 
efectos del fuero, por la residencia continua de dos años, la cual 
puede manifestarse por alguna de las diversas circunstancias 
que enumera el articulo, tener en ella bienes raíces o un estable- 
cimiento de industria de comercio, o que aparezca el ánimo de 
permanecer. Pero no puede considerarse que sea suficiente la 
existencia de una de esas circunstancias, para acreditar la vecin- 
dad, por cuanto ellas constituyen las formas externas que de- 
nuncian su presencia. Otra interpretación llevaría a una conclu- 
sión inconciliable con los principios que la ley ha querido sentar, 
a los efectos del fuero, desde que suponiendo que las caúsale* 
que el art. 1 1 enumera produjeran de por sí ] a vecindad e:i un 
lugar determinado, resultaría qué una persona podría alegar ve- 
cindad en tantos parajes contó pudiera adquirir una propiedad 
raíz, o establecer una industria o comercio. Aplicando esta doc- 
trina V, E. dijo en el caso análogo a que aludo, que no puede 
admitirse qué una persona sea vecina de varias provincias a la 
vez. por residir en una, tener en otra bienes raices, y en una ter 
era algún establecimiento de industria o de comercio. (Fallos, 
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tomo 118, pág. 236). Por consiguiente :a alegación con que $e 
pretende invalidar el privilegio invóca lo por el cxeepcionatUc 
no tiene consistencia y debe ser rechazada. 

Kxiste en autos una circunstancia de la que creo que es me- 
nester hacer mención, por referirse a ella la -disidencia de la sen- 
tencia apelada. Al deducir la excepción de incompetencia dijo 
el demandad.) que excluía de ella a uno de los actores, el señor 
l)a!l*.\rmellina t por ser extranjero, y más adelante agregó (pu- 
esta exdUSlÓn obedecía a la circunstaneia de haber renunciado 
dicho >cñor é fuero federal a que pudo acogerse i>or su nacio- 
nalidad. Creo que, en efecto, el hedió de que el mencionado 
DaTArmellina dedujera su oposición a la mensura ante el juez 
provincial importaha una prórroga de jurisdicción, con arreglo 
a lo que determina e! art. i 2. inciso 4 de la ley 48. Por otra par 
le. reputo que la exclusión de uno de los demandantes, con res- 
pecto a la declinatoria adücidá, es procedente, desde que no se 
trata de una acción solidaria de las que tiene en vista el art- 10 
de la misma lev 48. dado que las o]*.-ieiones a la mensura fue- 
ron formalizadas separadamente y cOa independencia las una- 
de las otras, en virtud de lo cuál no hay división de la continen- 
cia de la causa, por cuanto las únicas oposiciones que se sustan- 
ciarán ante los tribunales fedérale* serán la> aducidas por ciu- 
dadano* argentino*. Agregaré que, aun cuando hubiera división 
de continencia de la causa, como lo ha establecido esta Corte 
Suprema, ello no sería motivo legal suficiente para que la ju- 
risdicción federal no entendiera en el asunto puesto que esa di- 
visión tiene lugar, como consecuencia forzosa de la diversidad 
de tueros. *egún la doctrina eomún. cuando el juez no tiene ju- 
risdicción plena para eonocer de todo el p'cito. salvo disposi- 
ción expresa de la ley en contrario, cotilo en los juicios univer 
<alc*. a que alude e! art. 12, inciso 1, de la ley 48, o cuando se 
ejerciten acciones solidarias, como lo dispone e! art. 10 de ti 
niisma ley. ( Fallos tomo 27. pág. 150). 

Por lo expuesto pido a V. E- >e sirvá confirmar el fal! » 
apelado. 

Julio Botet 
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Bueno» Aires, Diciembre 15 de 1914. 

\ istos y considerando : 

Que como consta a fs. 107, 108 vta. y 1 10. el recurro extra- 
ordinario previsto en el inciso 3, art. 14. de la ley número 48, y 
6 de la ley número 4055, fue »>asado en que le fué desechada al 
recurrente la oposición al fuero federal que había fundado en el 
art- 11 fie la ley de jurisdicción y competencia en el sentido de 
que el cxcepcionantc Duncan Dnssi debía ser considerado veci- 
no -de la provincia de Santa Fe por tener en ella la propiedad 
raíz a que el pleito se refiere. 

Que ese articulo se propone determinar las condiciones de 
la vecindad a los efectos del fuero federal, y reconocido éste por 
la sentencia apelada, no existe, en realidad, decisión contraria 
al derecho, exención o privilegio garantido en la cláusula cues- 
tionada, como lo requiere la parte final del inciso 3, art. 14 de 
la ley ''sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales Fede- 
rales" y lo ha decidido esta Corte en reiterados casos. ( Falos, 
tomo 101, pág. 70; tomo 107. pág, 748; tomo 118. pág, (16 y 
otros). 

Q\\e como >e ha hecho constar en uno de éstos, e se recurso 
extraordinario tomado de la sección 25 de la ley americana de 
1780 Judiciarx Act (Sección 70, R. S. >. fué creado para asegu- 
rar la supremacía de la Constitución, tratados y leyes naciona- 
les, cr nsagrado por el art. 31 de la primera y es c! desconoci- 
miento de esa supremacía lo que explica y a la vez justifica ante 
el régimen federal de gobierno que aquella organiza, la facultad 
atribuida a esta Corte por c! articulo 14 de la ley 48 y 6 de la ley 
4055, de rever las sentencias definitivas pronunciadas por los 
superiores tribunales de provincia, las cámaras federales, las de 
apelación de la Capital y los triliunalcs militares. Fa'tando esa 
decisión contraria el recurso no tiene justificación. ("Fallos, 
tomo 109, pág 348). 
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Por lo demás, la inteligencia dada por e! tribunal de Santa 
Fe en su sentencia de fs. ico. al art. u de la ley na aorta! nú- 
mero 48, es arreglada a derecho, como lo observa el señor Pro- 
curador General, y a la jurisprudencia de esta Corte en la que 
se ha hecho constar que no basta ser propietario de un bien raiz 
en una provincia para ser vecino de ella, porque la vecindad en 
un lugar supone la residencia en el mismo y no puede admitir e 
que una persona pueda ser vecino de varias provincias a la vez, 
por residir en una, tener en otra bienes rafees y e:i una tercera 
algún establecimiento industrial o de comercio. íFaüos, tomo 
118, pág. 236). 

Por ello se declara no haber lugar al recurso. Ñótifíqttese 
con el original y repuesto el papel devuélvanse. 

A. BERMEJO. — Nicanor G. hki. 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 
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CAUSA XI. 



Banco Xacional en liquidación, contra don T ornas E. Olivcr. 
por jactancia; sobre inconstitucionaíidad 

Sumarie: i.° Habiéndose puesto en cuestión diversas claustras 
de la Constitución, y siendo la resolución apelada contraria 
al derecho fundado en ellas, procede el recurso extraordi- 
nario del art. 14, ley 48. 

2." La acción de jactancia, prevista en la ley 46, título 2." 
de la tercera Partida y 4*5 del Código de Procedimientos 
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de la Capital, lejos de ser contraria o de afectar cláusula al- 
guna de la Constitución, tiende a garantir la integridad v 
plenitud de los derechos acordados i>or ésta. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JÜE¿ FEDERAL 

Salta. Julio 21 de 1910. 

Vistos: La excepción dé inconstitucionalidad opuesta ]>or 
don Tomás R. Olivcr a la acción de jactancia instaurada por 
don Juan B. Gudiño representante del Banco Nacional en liqui- 
dación, resulta: Que confirmada a ík 24 la definitiva de fs. 15, 
declarando que la petición del autor de fs. 537, importaba de- 
ducir la acción de jactancia, incorporada al procedimiento fe- 
deral, fué citado Oliver a hacer la manifestación prescripta por 
el art. 427 del Procedimiento de la Capital aplicable a! caso. 

2. Que a fs. 29 Olí ver, acatando lo mandado, ratifica !as 
manifestaciones consignadas en la escritura cuyo testimonio 
corre de fs. 1 a 4, sobre la propiedad invocada por dicho Banco, 
y contra las cuales reclama éste en la acción instaurada. 

3 o Que esto no obstante a fs. 31 el mismo Oliver demanda 
la inconstitiwionalidad de la acción de jactancia, por ser a su 
juicio contraria a lo dispuesto por los arts. 17, 18, 19 y 28 de la 
Constitución Nacional. 

4 o Que a fs. 44 el representante dfl Banco y el señor fiscal 
a fs. 46 vta. piden el rechazo de esta excepción, por no encontrar 
repugnante la acción de jactancia a las disposiciones constitu- 
cionales citadas; si bien, el segundo cree no ha debi lo ser incor- 
porada a nuestro derecho por faltarle uno de los requisitos esen- 
ciales como tal acción': la lesión actual del derecho. 

5 o Q«e evacuado un nuevo traslado por las partes el Mi- 
nisterio Fiscal, se estuvo a los autos llamados a fs. 36. 



Y considerando 



1. ° Que no obstante la circunstancia anotada en e! segundo 
resultando, corresponde tratar como previa la excepción de ¡n- 
constitucionalidad opuesta, dada la cualidad de la misma; pues, 
que, de admitirse, anulariase la secuela anterior, como hartase 
imposible la ulterior de este juicio. 

2. ° Que a fin de proteger, en uno de sus elementos funda- 
mentales el derecho de propiedad consagrado por nuestra Cons- 
titución, la ley de forma ha estatuido la acción de jactancia a 
favor <le quien se tiene por propietario para repeler, por medio 
de ella, la lesión que importa a aquel elemento de su derecho la 
contradicción, más o menos pública, hecha por otro con la inten- 
ción de atribuirlo para si. 

Que siendo, pues, esta acción reglamentación legal que am- 
para, en uno de sus elementos constitutivos un derecho consa- 
grado por la Carta Fundamental, está perfectamente conforme 
con ésta. 

Por tanto, <1e acuerdo con lo pedido por el representante 
del Banco Nacional en Liquidación y por el Ministerio Fiscal, 
fallo: rechazando, por improcedente la excepción de inconstitu- 
cionalidad opuesta en forma de demanda, con costas y, confor- 
me a lo prescripto en el art. 428 del Código de Procedimientos 
de la Capital, incorporado al federal, mando que don Tomás E. 
Oliver deduzca la acción que crea tener sobre la propiedad que 
el actor se atribuye dentro -de los diez dias siguientes a la ejecu- 
toria de esta sentencia, bajo apercibimiento que -de no hacerlo, 
caducará todo el derecho pretendido. 

Xotifíquese original, repóngale el papel y transcríbanse en 
e? libro respectivo. 



David Zafiibrano. 
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SENTENCIA DE LA CAMARA I-'KDERAI* DE CORDOBA 

Córdoba, Diciembre 14 de 1912 

Vistos : 

El recurso de apelación interpuesto por don Tomás E. OH 
ver, contra la sentencia de fecha 23 de julio del año 1910, dicta- 
da por el señor juez federal de Salta en el juicio de jactancia 
iniciado contra el recurrente por parte del Banco Nacional en 
liquidación, y en la que se resuelve rechazar la excepción de in- 
constitucionalidad opuesta, con costas y mandar que don Tomás 
E. Oliver deduzca la acción que crea tener sobre la propiedad 
que el actor se atribuye en el término de diez días bajo los 
apercibimientos de ley; por sus fundamentos se confirma con 
costas la sentencia recurrida. Hágase saber, transcríbase y de- 
vuélvanse, reponiéndose los sellos. — Nemesio González. — //. 
C Possc. — //. Berditc. 



DICTAMEN DKL ST. PROCURADOR GENERAL 

BtitMt AJrct. Marzo 13 de 1014. 

Suprema Corte : 

Procede el presente recurso, aun cuando se haya tratado en 
el debate y en la sentencia recurrida de la aplicación de una 
prescripción de la ley procesal, que autoriza la acción de jactan- 
cia. Pero como esa prescripción ha sido tachada de contraria a la 
Constitución, el recurso se hace procedente, encuadrado dentro 
de los términos del art. 14 de la ley 48, por ende del art. 6 de la 
4055. 

Entrando al fondo, puede afirmarse, como lo hago, que la 
acción de que se trata no es contraria a la Constitución. 

i.° Porque además de estar ella consignada en Ja ley de 
procedimientos vigente en lo federa! (art. 425 y siguientes de la 



« 



■ 




de Buenos Aires incorporada a la de lo federal) lo e-tá expre* 
sámente reconocida y establecida en las leyes españolas vigen- 
tes, como lo establece (ley 46, ttt 1, part. 3) en su art. 374, el 
procedimiento federal. 

2. Que tal acción según lo denuncia el espíritu y texto de 
las citadas leyes ha sido estatuido en defensa del derecho de 
propiedad consagrado por la misma Constitución (arts. 17, 18, 
19 y 28) : y esto basta para reputar que lejos de contrariarla, 
afirma, corrobora y da los elementos de defensa de tal derecho, 
contra cualquiera que lo perturbe con palabras, que lo nieguen 
a quien lo tenga para atribuírselo. 

3. Que V. E. en repetidos casos Jia dado curso a tal acción 
de jactancia, habiéndola definido y caracterizado en su atcance 
y efectos (tomo 64, pág. 89 y tomo 80, pág. 47). 

En consecuencia sírvase V. E. declarar improcedente la ta- 
cha de inconstitucional opuesta y mandar que los autos vuelvan 
al tribunal de su origen. 

Julio Botet. 



fallo de la corte suprema 

Buceos Aires, Dldcmbrt 15 de 1914 

Y vistos : el recurso deducido en los presentes autos por e! 
Raneo Nacional en liquidación contra don Tomás E. OI i ver anto 
el juzgado federal de Salta, sobre jactancia. 

Y considerando: 

Que el recurso extraordinario interpuesto contra la sen- 
tencia de fs. 69, es procedente, con arreglo a lo dispuesto por e? 
art- 14, inciso 3. de la ley número 48, y 6.° de la número 4055, 
por cuanto se ha puesto en cuestión diversas cláusulas de la 
Constitución y la resolución reclamada es contraria al derecho 
fundado en ellas. 
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Que por lo que hace al fondo <le1 asunto, es de tenerse pre- 
sente, que no obstante la regla de que hay el derecho y no el de- 
ber de iniciar o intentar acciones en juicio, la acción de jactan- 
cia puede ejercitarse en los casos determinados por la ley 46, tí- 
tulo 2. de la 3.' Partida como lo ha establecido la jurispruden- 
cia de esta Corte, entre otras causas en la que se registran en el 
tomo 32, pág. 381 ; 64, pág. 89 y 80 pá?. 47. 

Que esta acción, lejos de ser contraria o de afectar cláusula 
alguna ríe la Constitución, tiende a garantir la integridad y ple- 
nitud de los derechos acordados por ella, estableciendo el medio 
íle asegurar su existencia cuando, como en el caso sub judice, 
fueran menoscabados y no pudieran ser ejercidos en toda su 
plenitud por los hechos y circunstancias relacionadas en la de- 
manda. 

Por étte y de conformidad con lo expuesto y pedido j>or el 
señor Procurador General, se confirma la sentencia apelada de 
fe. 64. Xotiflquesc original, devuélvanse, reponiéndose las fojas 
ante el inferior. 

A. Bermejo — Nicanor G. peí- 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAl'SA XU 



Don Max Glucksmann contra don Bartolomé Prippo y Angel 
Rodrigues Melgarejo, por uso indebido de marca* 

Sumario: i.° Desconocida la eficacia de un título otorgado por 
el Comisario Nacional de Patentes de Invención. Marcas 
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de Fábricas, de Comercio y Agricultura, procede el recurso 
extraordinario a que se refieren los artículos 22 de! Código 
de Procedimientos en lo Criminal y 6.° de la ley 4055. 

2. Lo$ actos comerciales relativos a las fotografías y a 
las cintos cinematográficas son distintos en el lenguaje co- 
mún y legal ; de tal suerte, que otorgada una marca de co- 
mercio para estas últimas, no se puede, teniendo conoci- 
miento de eüo, emplear en el mismo destino, sin las respon- 
sabilidades de la ley, una marca idéntica que sólo comprende 
fotografías. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: • 



SKXTEXtl \ DEL Jt'KZ PEDERA t, 

/ 

Bucsoa Alm, Scptlmbtt 29 di 1912. 

Autos y vistos: y Considerando: 

Primero: Que la presente querella por uso indebido de- 
marcas la sigue don Max Glucksmann contra Bartolomé Puppo 
y Angel Rodríguez Melgarejo y se refiere a las de fs. 1 número 
22247 de 28 de Diciembre de 1908, fs. 61 número 22.417 de 6 
de Febrero de 1909 y fs. 122 número 22.954 de 30 de Abril de 
1009. otorgadas todas como marcas de comercio, siendo las dos 
primeras para "cintas cinematográficas de la clase 80", y la ter- 
cera para "impresiones, carteles reclame, papeles y cartonería 
en general y cintas cinematográficas clases 72 y 80". 

Segundo: Que, según consta en las diligencias de fs. 8 vta.. 
11. 15 y 18, en las fechas que median entre el 8 de Febrero y e' 
6 de Marzo de 1909 se embargaron en la Aduana de la capital, 
inmediatamente después de ser desembarcadas, las cintas cine- 
matográficas consignadas a los querellados que en dicha dili- 
gencia se enumeran y que llevaban la marca registrada por el 
actor con el Mimcro 22.247. 

Tercero: Que según consta a fs. 101 y vta-, en 26 de Abrir 
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de 1909 fué embargada en el Salón Nacional una cinta con mar- 
ca 22.247, embargándose, además, en 29 de Mayo del mismo año, 
otras con el mismo número en la Aduana, en condiciones igua- 
les a las expresadas anteriormente. 

Cuarto: Que, como se consigna en !a diligencia de fs. 164 
el 18 de Junio de 1909 fueron embargadas, también en la Adua- 
na y en las mismas condiciones enunciadas, cintas que llevaban 
la marca número 22.417. 

Quinto: Que la acusación se formula (fs. 389) por uso in- 
debido de marcas, alegándose en la defensa (fs. 407) que los 
títulos invocados por el actor no protegen cintas cinematográfi- 
cas ; que la mercadería secuestrada la había adquirido su parte 
antes del registro y no había sido introducida a plaza ; que, por 
circunstancias relativas a la tramitación del juicio, no puede es- 
tablecerse actualmente si la cinta que se halla en secretaría, co- 
mo embargada en el Salón Nacional, es realmente tal; que la 
qué lleva la marca Le film d'art se embargó antes de jwesentado 
ti título. Por todo ello pide el rechazo de la acusación. 

Sexto: Que en cuanto a las cintas embargadas en la Adua- 
na y que, por consiguiente, no fueron lanzadas a circulación y 
puestas a la venta, la Suprema Corte ha establecido ya en él 
fallo inserto en el tomo 52, j>ág. 91, que en ese caso no hay deli- 
to de falsificación de marca; y este principio es tanto más apli- 
cable en el presente juicio, si se tiene en cuenta que la simple 
confrontación de fechas establece, fuera de dudas, que las cintas 
embargadas habían sido fabricadas ya y posiblemente se halla- 
ban en viaje a Buenos Aires cuando los actores recién registra- 
ban su marca ; y en estas condiciones no es posible admitir la 
existencia del delito de uso indebido de marca que, según el in- 
ciso 4. del art. 48 de la ley, se comete cuando se pone a sabien- 
das sobre productos falsos una marca ajena, es decir, registrada 
con anterioridad. 

Séptimo: Que, por lo tanto, resta só!o establecer si los que- 
rellados han cometido el delito en cuestión usando la cinta titu- 
lada El Magnetizador, embargada en el Salón Nacional en la< 
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circunstancias que se expresan en la diligencia de fs. 101 y si- 
guientes. 

Octavo: Que, como se ve en los títulos respectivos y se ha 
expresado ya anteriormente» las marcas otorgadas a los quere- 
llantes lo han sido en el concepto de marcas de comercio, titulo 
distinto por definición, de la marca de fábrica : ésta es la que se 
otorga al fabricante, al que crea el producto, al que lo manufac- 
; tura ; aquélla corresponde al vendedor, al que recibe el producto 
manufacturado y lo entrega a la circulación. La marca de fábri- 
ca garante el origen del producto, la otra garante su comercio y 
tiende a evitar que un producto salido de una buena fábrica se 
altere, falsifique o desnaturalice por los revendedores. 

De acuerdo con estos principios, que consigna Póuillet 
(N¿° 6), no puede considerarse que existe uso indebido de mar- 
ca cuando, como en el presente caso, resulta, según lo hemos d¡- 
dioya, de la simple confrontación de fechas, que la marca se ha 
colocado antes del registro 373) y, sobre todo, cuando la 
misma mercadería secuestrada establece que la marca que lleva 
es la de fábrica, la de una fábrica umversalmente conocida, y 
no puede tener, por consiguiente, más objeto que garantir el 
origen de dicha mercadería, ni puede vulnerar los derechos -del 
querellante cuyo título sólo lo habilita a oponerse al uso de mar- 
cas de comercio iguales o semejantes a la suya. 

Admitir una conclusión significaría desnaturalizar los fines 
de la ley de Marcas de Fábrica, dificultando la situación del 
productor y entorpeciendo las transacciones comerciales en vez 
de facilitarlas. 

Noveno: Que no corresponde a este juzgado pronunciarse 
respecto del alcance ni la validez de la marca del querellante, 
piles estas son cuestiones que la ley libra a las reparticiones ad- 
ministrativas correspondientes o a los tribunales civiles. 

Por estas consideraciones y las concordantes alegadas por 
la parte acusada, absuelvo de culpa y cargo a los querellados 
Bartolomé D. Pttppo y Angel Rodríguez Melgarejo, con costas 
para el actor. Noti' .juese con el original, repóngase los sellos v 
archívese. — Miguel L Juntas. 
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SKXTKXCIA Dfi LA CAMARA FKDKRAI, 

Butaofl Aires, Dldeabre 4 tft 1913 

Vistos y considerando: 

i " Que el señor Max Giuxkmann, a mérito de tener registra- 
das las marcas de comercio Nos. 22.247, 22.417 y 21.934, para 
distinguir cintas cinematográficas comprendidas en la clase 80 
del decreto reglamentario de la ley de marcas, ha promovido 
querella contra los señores Bartolomé Puppo y Angel Rodríguez 
Melgarejo, imputándoles la introducción de cintas con marca 
semejante a la que él tiene registrada. 

2-° Los querellados en su defensa manifiestan que se consi- 
deran con derecho para hacer el comercio que se les incrimina, 
|K>r cuanto tienen registrada una marca similar para los artícu- 
los de la clase 74, y entre éstos están enunciadas las fotogmfias, 
lo que legalmente comprende las cintas cinematográficas, des- 
de que ellas se forman por series de fotografías sucesivas. Debe 
establecerse que tal argumento no es subsistente, porque, como 
lo ha expuesto la Oficina de Marcas, la fotografía y el cinema* 
tógrafo, tojo el punto de vista industrial, son cosas distintas. 

3. En cuanto a los embargos de las cintas introducidas por 
los querellados, quienes sostienen no haberse llenado al reali- 
zarlos los requisitos legales, por no haber intervenido en ellos 
un escribano público, debe resolverse que no es valedera la ob- 
servación, porque la ley de marcas no exige recesariamente la 
presencia de un escribano. El articulo ?o ordena que se haga e! 
inventario, en los juicios criminales, por el oficial de justicia o 
escribano en su caso; el 414 del Código de Procedimientos cri- 
minal, contiene una disposición semejante, pues se refiere al al- 
guacil o funcionario encargado de trabar el embargo. Dado lo 
expuesto y el hecho de haberse verificado los embargos en la 
forma habitual es de todo punto insubsistente tal objeción. 

4. Entrando a juzgar sobre la infracción criminal que se 
atribuye a la introducción -de estas mercaderías, en cuanto a las 
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embargadas en la Aduana a que se refiere el consklernndo 6.° 
de la sentencia de primera instancia, corresponde declarar ser 
arreglado a derecho y equidad el no estimarlas en infracción 
punible, dada la circunstancia que la sentencia enuncia, de haber 
sido verosímilmente adquiridas cuando no había aún el quere- 
llante hecho el registro de sus marcas. 

El embargo se ha realizado antes de que los acusados hu- 
bieran usado las cintas, y no se podría, según lo expuesto, con- 
siderar que ha habido delito. 

5. La circunstancir mencionada por el querellante de que 
la etiqueta registrada por ellos como marca de comercio es la 
que los señores Pathé Fréres usan en Francia como marca de 
fábrica es indiferente en el presente juicio, desde que las partes 
están conformes en que Pathé Fréres no han registrado esa 
marca en la República Argentina; y puesto que, para que las 
marcas extranjeras gocen de la protección legal en nuestro país, 
es necesario su registro con las formalidades establecidas por la 
ley de la materia, según lo dispone el art. 41 de la misma. 

El querellante y el querellado sólo pueden hacer valer mis 
derechos propios y no los de personas que no son parte en esta 
causa. 

Por consiguiente, la sentencia apelada lia debido limitarse 
a examinar si la marca de comercio registrada por Max Gluxk- 
mann ha sido o no usurpada o fraudulentamente imitada por los 
acusados en la querella de fs. 21. 

6.° Por lo que respecta a la cinta denominada El Magneti- 
zador embargada en el Salón Nacional, calle Corrientes N ° 848, 
su director expone en el escrito de fs. 104, que la marca que tie- 
ne el "recuadro" fué puesta por el fabricante, la cual registró el 
actor para la clase 80 y los querellados para la clase 74. Agrega 
que la vista fué facturada en 'Europa con fecha 7 de Julio de 
iqo8 y que la marca del embargante fué acordada al final de 
este año: Diciembre 28. La factura referente está anexa a fojas 
374 y a fs. 370 por Ullmann y Engelmaim, de Berlín. 

El embargo de esta cinta se realizó el 26 de Abril de 1909. 
y habiendo obtenido Su marca el actor en 28 de Diciembre del 



DE JUSTICIA DS LA NACION 181 

añoanterior, como ha sido expresado, resulta que han tenido 
suficiente tiempo los querellados oara conocer tal hecho. Emer- 
ge esto directamente de las circunstancias: el actor hace notar, 
al final de las fs. 403 vta., que cuando solicitó la marca 22247 
en 14 de Noviembre de 1908, los querellados solicitaron el re- 
gistro de la misma para la clase 74 en 25 del mismo mes y año; 
lo que revela de parte de éstos un perfecto conocimiento de las 
cosas. Dado este antecedente y el haberse realizado el embargo 
como cincuenta días después de notificada la acusación, quedt 
bien demostrado que se ha hecho uso de la cinta a sabiendas de 
que la marca que lleva se hallaba registrada por el actor. 

La alegación que ihacen los querellados de que la cinta que 
presenta el depositario no es la misma denominada El Magneti- 
zador que se embargó y se depositó en poder de él, fuera de que 
no ha sido probada, no desnaturaliza la constatación de la exis- 
tencia de la infracción la cual resulta comprobada por varia» 
circunstancias. A fs. 411 los querellados reconocen que en el Sa- 
lón Nacional se embargó una cinta con la marcha incriminada, y 
como sólo la de El Magnetizador se embargó allí, emerge nece- 
sariamente que es ésta. Luego reconocen que efectivamente ad- 
quirieron tal cinta y que han hecho uso de ella. Que lo que no 
podrían hacer en el supuesto más favorable para e¡ actor, era 
venderla sin eliminar la marca incriminada. El cuerpo del delito 
se encuentra establecido, pues, según lo que prescribe el art 207 
del Código de Procedimientos Criminal. 

Por estos fundamentos se declara: I o de acuerdo con lo re- 
suelto en la sentencia apelada, que debe considerarse, y asi se 
determina, como una tentativa la introducción de las mercade- 
rías que han sido embargadas en la Aduana; 2. se revoca la 
sentencia en lo concerniente a la cinta denominada El Magneti- 
zador, y se condena a los acusados a un mes de arresto y cien 
pesos de multa; debiendo en cuanto a las mercaderías preceder- 
se como lo reglan los artículos 51 y 53 de la ley de marcas, con 
más las costas de! juicio, y dejando a salvo la acción de daños y 
perjuicios a favor del actor, si correspondiese por derecho, con 



m tAMJUm M KA COBTI tOTUMA 

rE*r *'.*. " ' ■ 

relación a la última cinta. Xotifíquese, devuélvase y repónganse 
las fojas ante el inferior. — Angel Fcrreyra Cortés. — Agustín 
Urdinarrain. — Daniel Goytía. — J. A r Matienso. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

ButMt Alm, DicUmbrt 15 de 1914. 

Vistos los del recurso de hecho interpuesto contra senten- 
cia de la Cámara Federal de la CapinI por don Angel Rodrí- 
guez Melgarejo, en el juicio seguido contra el por don Max 
íj.uxi.mann, sobre usurpación de marca de fábrica, y 

Considerando : 

Que desconocida por dicha sentencia la eficacia del titulo 
de fs. 66, que otorgó a los querellados el Comisario Xacional de 
Patentes de Invención, Marcas de Fábricas, de Comercio y 
Agricultura, y que ellos invocaron en su defensa, procedía la 
apelación extraordinaria a que se refieren los artículos 22 de! 
Código de Procedimientos en lo Criminal y 6." de la ley 4055. 
(Fallos, tomo 1 16, pág. 30, y otros). 

Que en cuanto al fondo, y siendo innecesario sustanciar esta 
instancia, dada la naturaleza del único punto que puede ser en 
el sub j mi ice materia de nuevo examen, es de observarse que 
cualesquiera que sean las afinidades que existan entre las foto- 
grafías y las cintas cinematográficas, son distintos en el lengua- 
je común y legal, los actos comerciales relativos a unas y otras 
íart. incisos 78 y 89, ley 4934) : <!e tal suerte, que habiéndo- 
se otorgado con anterioridad al actor la marca de fs. 61, pan 
cinta;* cinematográficas, los acusados, que tenían conocimiento 
de la existencia de ella, según el fallo recurrido, no podían em- 
plear en el mismo destino, sin las responsabilidades de la ley, 
la marca idéntica preindicada de fs. 66, que no comprendía má< 
que fotografías y demás objeto enumerados en las clases 72 y 
74 de! decreto reglamentario de la ley número 3975. 
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Que no es procedente la remisión de los autos que se pido 
en el escrito de fs. 12 del recurso, porque la Corte debe limitar- 
se a hacer una declaración sobre las cuestiones de carácter fe- 
deral debatidas, sin entrar en el examen de otras propias de las 
instancias ordinarias (art. 16, ley 48). 

Por ello, oído el señor Procurador General, se confirma la 
sentencia de fs. 432, en la parte que ha podido ser materia del 
recurso. Xotifíqucse con el original, repóngase el papel y archí- 
vese, debiendo devolverse los autos principales con testimonio 
de esta resolución. 

A. Bermejo. — Mé P. Daract.— 
D. E. Palacio. — En disi- 
dencia : Nicanor (1. i>ki. 
Solar, 



DISIDENCIA: 



Y vistos : el recurso de hecho jx>r apelación denegada dedu- 
cido |K»r don Angel Rodríguez Melgarejo contra la sentencia 
pronunciada por la Cámara Federal de Apelaciones de esta ca- 
pital, en la querella criminal seguida por Max Gluxkmann so- 
bre uso indebido de marca de comercio. 



Y considerando: 

Que consta de los autos principales que se tienen a la vista 
que !o único que se ha discutido y apreciado, en esta causa, son 
cuestiones de hecho, stn que aparezca que haya sido materia del 
pleito la inteligencia de cláusula alguna constitucional, tratado o 
ley del Congreso, que pudiera autorizar el recurso extraordina- 
rio deducido conforme a lo dispuesto por el art 6.° de la ley 
4055 y 14 de la número 48. 

Que asi resulta en efecto de los antecedentes de que se hace 
mérito en la sentencia apelada, en la que después de declararse 
que no existe infracción punible en la introducción de las mer- 



caderias embargadas en la Aduana dada la circunstancia de ha- 
ber sido verosímilmente adquiridas por los querellados cuando 
no había aún el querellante hecho el registro de sus marcas, se 
limita a establecer la responsabilidad en que aquellos han incu- 
rrido por el uso indebido de la cinta denominada El Mantisa- 
dor, según lo acredita la comprobación que se ha producido. 

"El embargo de esta cinta, se dice en dicho fallo, se realizó 
el 26 de Abril de 1909 y habiendo obtenido su marca el actor el 
28 de Diciembre del año anterior, como ha sido expresado, re- 
sulta que han tenido suficiente tiempo los querellados para co- 
nocer tal hecho. Emerge esto directamente de las circunstancias : 
el actor hace notar al final de la f. 403 vta., que cuando solicitó 
la marca 23.247 el 14 de noviembre de 1908, los querellados so- 
licitaron el registro de la misma para la clase 74 en 25 del mis- 
mo mes y año, lo que revela de parte de éstos un perfecto cono- 
cimiento de las cosas. Dado este antecedente y el haberse reali- 
zado el embargo como cincuenta días después de notificada la 
acusación, queda bien demostrado que se ha hecho uso de la cin- 
ta a sabiendas de que la marca que lleva se hallaba registrada 
por el actor", en cuya virtud y de conformidad con lo dispuesto 
en el art. 207 del Código de Procedimientos en lo Criminal se 
declara estar establecido el cuerpo del delito. 

Que en tales condiciones es inconducente el examen de la* 
cuestiones debatidas por las partes e improcedente el recurso 
extraordinario deducido. 

Por ello y de conformidad con lo resuelto por esta Corte 
en casos análogos y lo expuesto y pedido por el señor Procura- 
dor General, se declara bien denegado dicho recurso.- Notifi- 
ques* original y archívese, devolviéndose los autos al tribuna! 
de su procedencia con testimonio de esta resolución. 




Nicanor G. dki. Solar. 
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CAUSA XLII 



Extradición del sujeto Octavio Rangel Rodriyurz Sombría o 
José Luis Lcuris, solicitada por las autoridades del Brasil 

Sumario: Es procedente a título de reciprocidad, !a extradición 
solicitada por las autoridades del Brasil, de un acusado por 
el delito de robo calificado, si resulta que se han cumplido 
las condiciones exigidas por nuestras leyes (art. 12, ley 
numero 1612). 

Gasa: Lo explican las piezas siguientes- 



SENTENCIA DEL JLKZ FEDERAL 

Bucaot Altea, Agosto 24 de KH4. 

Autos y vistos: esta c ausa seguida a Octavio Rangel, Ro- 
dríguez Sanahria o José Luis Leuris por extradición, a solicitud 
de las autoridades de la República de Kstados Unidos del Bra- 
sil, y 

Considerando: 

Que aun cuando no existe tratado de extradición con el país 
requirente. procede el pedido de entrega del requerido según el 
principio de reciprocidad y práctica uniforme de las naciones 
(art 646, inciso 2. del Código de Procedimientos en lo Crimi- 
nal ), siendo de aplicación al caso los preceptos de la ley N.° 1612. 

Que el delito que se imputa al requerido, a estar a las cir- 
cunstancias que rodean al hecho que lo constituye, no es el de 
robo simple, letra a. art. 22 de la ley de reformas al Código Pe- 
nal, como !o sostiene la defensa, sino que él encuadra en el robo 
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calificado, letra f, subinciso 3. del mismo articulo, que lo cas- 
tiga con penitenciaría de seis a diez años. 

Que por lo tanto, el delito de que se acusa al referido auto- 
riza su extradición, de acuerdo con lo determinado en el ar- 
tículo 2. de la ley número 1612, ya citada. 

Que siendo esto así, es indudable que. ya sea que se con- 
sidere al requerido como procesado o condenado, no se ha ope- 
rado en el caso la prescripción del derecho de acusar ni de la 
pena. Artículos 89 y 00 del Código Penal. 

Que no puede decirse que par el hecho de haber sido con- 
denado el requerido, la entrega de éste pudiera importar una 
violación de su derecho a defenderse en juicio, por cuanto rcsiu'- 
ta del texto mismo de la sentencia condenatoria, que en traduc- 
ción obra a fs. 22 vta.. que aquél fué oído y produjo defensa en 
el juicio criminal que se le siguió ante las autoridades de la na- 
ción requirente. 

Que de los recaudos traídos y de la declaración de! requeri- 
do, fs. 38 vta.. resulta que se han cumplido las condiciones que 
exige el art. 12 de la ley número 161 2. haciendo viable la extra- 
dición solicitada. 

Por estos fundamentos, fallo: haciendo lugar al presente 
pedido de extradición. Por tanto: póngase la persona del reque- 
rido Octavio Rangel Rodríguez Sanabria o José Luis Leuris a 
disposición del señor Ministro de Relaciones Exteriores co:i re- 
misión de los autos originales, dejándose constancia suficiente; 
y líbrense los oficios de estilo. 

Miguel Jantus. 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE LA CAPITAL 

Bu*oot Alrti, Octtbrt 15 dt tm. 

Vistos y considerando : 

\? Que no existiendo tratado de extradición con el gobier- 
no de! Brasil, debe estarse a la reciprocidad prescripta por e! 
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Código de Procedimientos en materia criminal, artículo 646, in- 
ciso 2.". 

2. Que el gobierno de dicha república al requerir por me- 
dio de su representante diplomático la extradición del sujeto 
Octavio Rangel Rodríguez Sanabria, lo ha hecho bajo ofreci- 
miento de ésa reciprocidad, autorizada por ley de la misma Na- 
ción, y ha acompañado los recaudos determinados ¡x>r nuestras 
leyes para tales casos. * 

I*or estos fundamentos y concordantes del fallo recurrido 
de fs. 58, y de conformidad con el dictamen del señor Fiscal de 
Cámara, se confirma dicho fallo en cuanto hace higar a la ex- 
tradición que se solicita del sujeto antes expresado. Notifiques* 
y devuélvase a sus efectos al juzgado originario. 

/. .V. Matienso. — Angel I'crreyra 
Cortés. — Agustín Urdina- 
rrain. — Daniel Coy tía, — R. 
I 'illa faite. 

DICTA MKX MÍ Sr. PROCURADOR GENERAL 

Buenos AlrtB. Diciembre 15 de 1914. 

Suprema Corte : 

Debidamente instruido el presente pedido de extradición 
como tuve motivo anteriormente de hacerlo notar, ha sido pro- 
veído de conformidad en la primera y segunda instancia de los 
tribunales que en él han conocido. 

Ninguna circunstancia sobreviniente ha modificado la si- 
tuación del requerido, las condiciones del pedido, ni menos la 
actitud del gobierno requirentc: ello basta para hacer valer las 
consideraciones que han basado las dos sentencias aludidas (* fo- 
jas 54 y 60). ahorrando mayores desenvolvimientos que resul- 
tarían ociosos- 

En consecuencia, por sus propios fundamentos pues, pido a 
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V. E. la confirmación en todas sus partes de la sentencia recu- 
rrida de fs. 6o. 

Julio Bóíei. 

FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

i 

Bueno» Aire*, Cíclemete 17 de I9M. 

Y vistos: por los fundamentos de la resolución de fs. y 
de conformidad con lo expuesto y pedido por el señor Procura- 
dor General, se !a confirma. Xotifiquese y devuélvase. 

A- Bermejo. — Nicanor G. di:i. 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA XLIII 



Fisco Nacional, contra la Caja Internacional Mutua de Pen- 
siones, por cobro de pesos; sobre cobro de costas a favor 
del Fisco. 

Sumario: Corresponde la devolución de los autos en un caso en 
que el Procurador General de la Nación pide la confirma- 
ción de la sentencia, apelada por el Ministerio Público ante 
el inferior. 

Caso : El procurador fiscal dedujo acción contra la demandada 
por cobro de las costas a que ésta había sido condenada— 
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costas que cobraba en representación del fisco y que bene* 
f ¡ciarían a éste. El señor juez federal accedió al pedido y 
reguló los honorarios del fiscal en la suma de cinco mil 
pesos- 
Apelado este pronunciamiento, por el Procurador Fiscal 
en cuanto al monto y por el representante de la Caja por 
entender que no correspondía regulación de honorarios, la 
Cámara Federal de ¡a Capital lo revocó por no contener su 
sentencia condenación alguna sobre costas las que, por el 
contrario, ordenó se pagaran en el orden caucado. 

Llevado el caso en apelación a la Corte se produjeron 
las piezas siguientes: 

DICTAMKN DKI. Sr. PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aire*, Octubre Í6 de 1914. 

Suprema Corte : 

Los funcionarios públicos que gozan de un sueldo como 
retribución del cargo que desempeñan, no pueden pretender que 
se les equipare a la situación de los litigantes que ventilan judi- 
cialmente sus derechos, a los efectos de la condenación en costas 
para el resarcimiento de los gastos que ocasionan los juicios, 
desde que los primeros desempeñan una función conferida por 
la ley f que está de antemano remunerada con la asignación men- 
sual que les fija la ley de presupuesto. Por esta razón, ha sido 
práctica invariable que los procuradores fiscales no devengaran 
honorarios en los juicios en que intervienen, la que ha sido 
confirmada por las autorizaciones especiales que se Ies ha con-, 
ferido en las leyes de aduana y de impuestos internos, demos- 
trando la excepción hedía para tales casos, que en los demás 
subsiste la regla general de que no pueden reclamar el pago de 
costas. Esta doctrina ha sido establecida por V. E. en el f;fJo 
contenido en el tomo 90, página 94. 

Por lo expuesto, pido a V. E. quiera servirse confirmar la 
resolución apelada. 

Julio B jM. 
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FALLO DR LA COSTE SUPREMA 

Bueno» Airas. Olelnbn 19 de 1914. 

Vistos: Importando desistimiento del recurso lo manifesta- 
do por el señor I«rucurador General en el escrito precedente, en 
el que pide la confirmación de la sentencia apelada (Fallos, to- 
mo 1 15, pág. 15, y otros) devuélvanse los autos. Notiflquese con 
el original, debiendo reponerse el papel ante el inferior. 

A. I5kr.mk.io. — Nicanor G. dki. 
Solar- — M. p. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA XLIV 



Don Florencio Cateada, solíala personería en el juicio seguido 
por el Fisco Nacional contra la Caja Internacional Mutua 
de Pensiones, por cobro de pesos. 

Sumario : \." El art. 72 de la ley número 4927 no acuerda al de- 
nunciante el derecho de intervenir en las actuaciones judi- 
ciales que se hagan necesarias para el cobro de las multes 
por infracción a la ley de papel sellado. 

2." En materias regidas especialmente j)or leyes de orden 
administrativo, no es de estricta aplicación la regla del de- 
recho común que admite acción en juicio para la defensa de 
todo derecho o interés legitimó. 

Caso : I.o explican las piezas siguientes : 



.... 
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AUTO DEL JUEZ FEDERAL 

Busnos AlfW, Julio 23 dt 1914 

Y vistos: Para resolver la personería invocada por el señor 
Calzada a fs. 114. en el cumplimiento de la sentencia de fs. 105; 

Y considerando: 

Que el señor Procurador Fiscal a fs. 140, manifiesta que el 
señor Calzada carece de personería en e? presente juicio; 

Que de acuerdo con lo dispuesto en el art- i.° de la ley nú- 
mero 3952. «I recurrente debe acreditar haber realizado las re- 
clamaciones del caso ante el Poder Ejecutivo; 

Que en su virtud corresponde que el señor Calzada efectúe 
los reclamos pertinentes ante el Poder Ejecutivo, y sólo en el 
caso de no ser atendido podrá ejercer los derechos que le acuer- 
da la ley. 

Por ello, no se le reconoce como parte en el presente juicio 
al señor Calzada, de acuerdo con lo manifestado por el señor 
Fiscal. Repóngase la foja. 

Manuel B. de Anchorena. 

AUTO 6t U CAMARA FKDKKAI. DK I.A CAPITAL 

Buenos Airtt. Octubre 1 4t ItM 

Vistos y considerando: 

i.° Que el artioulo 72 de la ley de / papel sellado, número 
4927, preceptúa que todo denunciante de un acto fraudulento en 
los términos de esa ley y reglamentación, tendrá acción a la mi- 
tad de la multa que se hiciera efecthss. 

2. Que los términos transcriptos no acuerdan al denun- 



ciante acción directa contra el infractor, siendo el propositóle 
la ley, al acordar al denunciante una parte de las cantidades per- 
cibidas, estimular el celo para descubrir y llevar a conocimiento 
del fisco las infracciones cometidas; pero no para perseguir ju- 
dicíaimente a esos infractores, desde que el fisco tiene repre- 
sentantes legales a quienes incumbe gestionar sita intereses 

(ley 3367)- 

3* Que no estando expresamente autorizada la intervención 
del denunciante en los juicios que promueva el fisco por viola- 
ciones a la ley de papel sellado, las opiniones que Se hayan ver- 
tido al discutirse los proyectos en el seno del Congreso y las 
prescripciones de leyes análogas no pueden invocarse por el re- 
currente en apoyo de su tesis, pues, tales antecedentes le son en 
todo caso desfavorables, desde que el legislador se ha apartado 
de ellos al formular la ley 4927. 

Por ello, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador Fiscal, se confirma el auto apelado de fs. 10 de 
este incidente, que niega personería a don Florencio Calzada 
para intervenir en calidad de denunciante, en la ejecución que 
sigue al fisco nacional contra la Caja Internacional Mutua de 
Pensiones. 

Xotifiquese, devuélvase y repónganse las fojas en el juzga- 
do de origen. 

/. N. Mattenso.— Angel Fcrreyra 
Cortés. — Daniel Goytta. — 
Agustín Urdinarrain. 



DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAI, 

Domos Alrtt, Ot tabre 22 de !tM 

Suprema Corte : 

El art. 72 de la ley 4927 acuerda a todo denunciante la mi- 
tad de la multa que se hiciera efectiva, sin reconocer al mismo 
personería para intervenir en el juicio respectivo, que está con- 
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fiado al representante de la acción- pública, que lo es el Minis- 
terio Fiscal (art. ley 3367). Esta consideración es suficiente 
para demostrar la improcedencia de la solicitud formulada por 
el recurrente dado que no es admisible que pueda invocar una 
personería que no está expresamente autorizada por una dispo- 
sición legal. Las prescripciones de la ley de aduana no mejoran 
la situación del recurrente, desde que no se refieren a su caso 
particular, y por el contrario, del hecho que la ley 4927 no haya 
repetido la disposición del art. 69 de la ley 4933, se deduce que 
no ha querido acordar a los denunciantes de actos violatorios de 
la ley de sellos, la facultad atribuida a los partícipes en los co- 
misos o multas a que se refiere el art- 130 de las Ordenanzas de 
Aduana. 

Por lo expuesto pido a Y. E. se sirva confirmar la reso- 
lución apelada. 

Julio Boict. 



FALLO Dti LA CORTE SUPREMA 

Buraot Airo, Diciembre 22 tft »14. 

Vistos y considerando: 

Que si bien a fs. 7 se manifestó que la forma de pago de la 
multa e impuesto solicitada por la Caja Internacional Mutua de 
Pensiones lesionaba el derecho del recurrente, a fs, 22 se hizo 
por éste otra manifestación que revela su conformidad al res- 
pecto, de tal suerte que el presente recurso extraordinario, en lo 
que se refiere a la interpretación del art. 72 de la ley número 
4927, se limita al punto de la personería para intervenir en el 
juicio ejecutivo iniciado contra dicha Caja. 

Que cualquiera que haya sido la participación del recurren- 
te en las actuaciones administrativas que precedieron al expre- 
sado juicio, ninguna observación se hizo por aquél al decreto de 
9 de Septiembre de 1907 (fs. 90, primer cuerpo de los autos 
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principales) por el cual se ordenó que ta administración de Con- 
tribución Territorial y Papel Sellado designara el cobrador que 
debia iniciar ante la Justina, si llegaba el caso, las acciones que 
correspondían y se entregan en oportunidad al denunciarte lo 
que le pertenecía por la ley. 

Que, por otra parte, el art. 72 citado no acuerda expresa- 
mente al denunciante el derecho de intervenir en las actuaciones 
judiciales que se hagan necesarias para el cobro de las multas 
por infracción a la ley de sellos, ni aparece inequívocamente de 
los antecedentes de la discusión parlamentaria que el legislador 
haya querido conceder ese derecho. 

Que, en efecto, la comisión de Presupuesto de la Cámara de 
Diputados que había proyectado el art. 72, manifestó en su in- 
forme escrito que era conveniente estimular la cooperación pri- 
vada para detener la defraudación al impuesto de sellos, acor- 
dando a los denunciantes parte del beneficio obtenido como se 
hacia en los impuestos de Aduana y Patentes, sin hablar nada 
de acciones judiciales ; y durante el debate, uno de los miembros 
de la misma comisión, expuso que los denunciantes no debían di- 
rigir los juicios por multas y que podría proponerse qué el!os 
coadyuvaran con el fiscal, lo que no se hizo, ni se insistió en la 
sanción de un agregado al art. 72, concebido en estos términos : 
"los denunciantes podrán ser parte en tos juicios a que sus de- 
nuncias den lugar" (Diario de Sesiones de la Cámara de Dipu- 
tado*, 1905, págs. 783, 801 y 802). 

• 

Que según las explicaciones de la Comisión de Presupues- 
to, las denuncias debían hacerse ante el Poder Ejecutivo, y si 
éste no los atendía, los denunciantes podrían apelar al tribunal 
(Diario de Sesiones citado) ; debiendo agregarse que en caso de 
infracción descubierta en los juicios que se tramiten ante los tri- 
bunales nacionales, incumbe a los fiscales la acción para el co- 
bro de las multas (arts- 47, 48 y 49, ley 4927). 

Que en materias regidas especialmente por leyes de orden 
administrativo, no es de estricta aplicación la regla del derecho 
común que admite acción en juicio para la defensa de todo de- 
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recbo o interés legítimo. (Fallos, tomo 22, pág. 228; tomo 61, 
l>ág- 50). 

Por estos fundamentos, los concordantes del auto recurrido 
de fs. 31 y de acuerdo con lo dictaminado por el señor Procura- 
dor General, se lo confirma. Notifiquese con el original v de- 
vuélvanse, debiendo reponerse el papel ante e! inferior. 

A. Bkrmejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA XLY 



Julio Rodríguez, solicitando reducción de pena 

Sumario : Xo corresponde a la jurisdicción originaria de la Cor- 
te Suprema la aplicación de los artículos 73 y 74 del Códí 
go Penal. 

Caso: El penado Julio Rodríguez, condenado a diez años de 
presidio por el juez federal del Paraná, se presentó direc- 
tamente a la Corte Suprema, pidiendo que le acordara gra 
cia por el resto de la pena, invocando en apoyo de su pedi- 
do los artículos 73 y 74 del Código Penal y aduciendo que 
ya había gestionado repetidas veces la reducción de su pena 
ante el juez federal, sin obtener resultado favorable. 
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FALLO DE LA CORTK SUPREMA 

Bmbm AJrti, Diclembrt 24 de 1914 

Xo correspondiendo a la jurisdicción originaria de esta 
Corte determinada por el art. ioi de la Constitución, la aplica- 
ción de los artículos 73 y 74 que se invocan del Código Penal, 
asi se declara, y hágase saber librándose oficio al Director de la 
Penitenciaría del Paraná. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palac'io. 

NOTA : — Igual resolución recayó en la solicitud de Se- 
gundó Moscoso. 



CAUSA XLVI 

t 

I 

Don Cesar Lavarello, agente del vapor "La Plata", apelando 
de una resolución de aduana que le imponía una multa por 
bultos no manifestados. 

Sumario: La disposición del art. 31 de la ley de aduana, nume- 
ro 4933 es de carácter general y se refiere, por lo tanto, no 
sólo a las procedencias de países limítrofes sino también a 
los buques de ultramar En consecuencia, las enmiendas a 
los manifiestos generales 90I0 podrán practicarse, tanto en 
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uno como en otro caso, mientras !a aduana no se haya 
apercibido de la infracción. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DE!. Jl'EZ FEDERAL 

Buho» Airo, Octubre 10 d« W3. 

\*¡stos estos autos traídos en apelación por don César La- 
varello, agente del vapor La Plata de los que 

t Resulta: 

Que el empleado de aduana don Lucero Amador pasó 
a la superioridad con fecha 20 y 21 de Marzo el parte que corre 
de fs. 1 a 6, por el que se hace saber que a bordo del vapor ita- 
liano La Plata se ha encontrado la mercadería que en dichos 
partes se menciona, que no estaba incluida en el manifiesto ge- 
neral del buque. 

Que el agente del referido vapor, con fecha 21, 22 y 26 del 
mismo mes de Marzo pidió se agregara al manifiesto general la 
mercadería a que se refiere la denuncia, presentando posterior- 
mente el escrito de fs. 18 al que adjunta un certificado de la 
aduana de Montevideo en el que se hace constar que la mercade- 
ría venia consignada a aquel puerto, y pidiendo al mismo tiempo 
al administrador se sirviera sobreseer en virtud de haber sido 
conducida la mercadería por error al puerto de Buenos Aires. 

Que el administrador de aduana fundado en la segunda 
parte del art. 31 de la ley de aduana, que establece que las en- 
miendas en los manifiestos a que se refiere el art. 846 de las or- 
denanzas sólo podrán hacerse mientras la aduana no se haya 
apercibido de la infracción, y en !o dispuesto en los artículos 
838, 905. 1025 y 1026 de las Ordenanzas de Aduana, no hizo 
lugar a la agregación solicitada y dando por comprobada la 
denuncia, impuso tina multa igual al valor de los bultos no ma- 
nifestados. 
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Que e! apelante, señor Lavarello, alega en su escrito de ex- 
presión de agravios presentado en esta instancia, que la omisión 
de los bultos, motivo de la denuncia, ha stdo el resultado de 
errores involuntarios; que habiéndose solicitado la corrección de 
los mismos antes que el vapor La Plata hubiera terminado su 
descarga, -ninguna denuncia era admisible por no estar el c?so 
regido por el art. 31 de la ley de Aduana. 

Y considerando: 

Primero: Que como ya se ha hecho constar, la resolución 
apelada se funda en lo dispuesto en la segunda parte del art. 31 
de la ley de Aduana, que dispone que las enmiendas en los mani- 
fiestos a que se refiere el art. 846 de las Ordenanzas, sote po- 
drán hacerse mientras la Aduana no se haya apercibido de la in- 
fracción; deduciéndose de tal precepto legal que la enmienda 
solicitada por el agente del vapor La Plata estaba fuera de ter- - 
mino, toda vez que existía -una denuncia y que por consiguiente 
la Aduana se había apercibido ya de la infracción. 

Segundo: Que sosteniendo el apelante que esta disposición 
no es aplicable a los buques que hacen la navegación de 'ultra- 
mar, corresponde establecer previamente cuáles son las disposi- 
ciones legales que rigen el caso sub judke, para resolver en 
consecuencia, si la rectificación del manifiesto solicitada por el 
agente del vapor La Plata estaba o no dentro del término de ley. 

Tercero : Que las operaciones de los buques con privilegios 
<le paquete, que hacen la navegación de ultramar, se encuentra 
regida por e! Capítulo III de la sección 3-' de las Ordenanzas 
de Aduana, en cuya parte encontramos las disposiciones relati- 
vas a los errores involuntarios que puedan cometerse en el ma- 
nifiesto general de la carga de esos buques. Asi el art- 846 esta- 
blece "que los errores involuntarios cometidos por el capitán o 
agentes de vapor en el manifiesto genera] podrán salvarse ski 
reato alguno mientras la carga permanezca a bordo del paquete, 
lancha o pontones"; disposición ésta que se repite en d inc. IV 
del art. 847, que dice: "que el término para salvar los errores 
cometidos en el manifiesto general no es el de 48 horas acor- 
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dada en los buques de vela, sino el que dura su descarga". Que 
completando estos artículos se encuentra el art. 32 de la ley de 
Aduana vigente, el cual amplía este término hasta cuarenta y 
ocho horas después de terminada 'a descarga. 

Dedúcese de esto, en forma incontestable, que los capita- 
nes o agentes de buques privilegiados tienen por la ley un tér- 
mino expresamente establecido en su favor dentro ;Iel cual 
pueden sin reato de ninguna e>|>ecie salvar los errores involun* 
tarios en que pudieren haber incurrido al manifestar su carga- 
mento y que por consiguiente ninguna denuncia de infracción 
puede ser tomada en cuenta hasta tanto no haya transcurrido 
el plazo legal. 

Cuarto: Que en presencia de estas «disposiciones terminan- 
tes debe estabkcerse el verdadero alcance de la segunda parte 
del art. 31 de la ley de Aduana que ha servido de fundamento 
a la resolución recurrida y que por su redacción parecería que 
limita el contenido de los artículos 846 y demás que acaban de 
citarse en e¡ considerando precedente. 

Esta limitación no existe, sin embargo, por cuanto este ar- 
ticulo legisla sobre buques que hacen el comercio de cabotaje 
con los países limítrofes. En efecto, la primera parte de este 
articulo establece que el P. E. podrá imponer el uso de torna- 
guias si arreglase convenciones aduaneras con los países limí- 
trofes y que mientras tanto la carga que conduzcan esos buques 
procedentes de dichos países; deberán manifestarse, declarando 
la marca, número, envase, género de mercaderías, clase, canti- 
dad, calidad y volumen de cada bulto con los mismos requisitos 
que establecen 1as Ordenanzas de Aduana para el despacho a 
plaza. 

Es explicable, entonces que, tratándose de buques que ha- 
cen este comercio especial de cabotaje con los países limítrofes, 
la ley haya establecido un medio de control más eficaz en sus 
operaciones y declarado, consecuente con los principios que so- 
bre este particular rigen el despacho directo a plaza, que la en- 
mienda en los manifiestos de estos buques sólo podrán haeerse 
mientras la Aduana no se haya apercibido de la infracción. 
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Que la ley ha debido, además, establecer en este caso espe- 
cia!, un principio distinto al que domina respecto de !•$ buques 
que hacen la navegación de ultramar, por cuanto según el ar- 
ticulo 440 de las Ordenanzas, el comercio- de cabotaje no .silo 
se realiza entre puertos argentinos sino también entre éstos y 
los puertos de las naciones ribereñas situadas sobre las márge- 
nes de los ríos interiores de la República, o más arriba de éstos 
y en lo que respecta a los buques procedentes de estos puertos 
extranjeros, la ley argentina no ha podido imponer el uso de 
tornaguías, establecidas como un mejor control de las operacio- 
nes que se realicen entre los puertos argentinos y que se hal'an 
legisladas en el art. 524 y siguientes de las Ordenanzas de 
Aduana. 

Que, en consecuencia, al decir el art. 31 de la ley de Adua- 
na que las enmiendas en !os manifiestos a que se refiere el ar- 
ticulo 846 de las Ordenanzas, sólo podrán hacerse mientras h 
Aduana no se haya apercibido de la infracción, no ha tenido 
por mira establecer un precepto de carácter general, ni limitar 
el término que el art- 846 establece para salvar esos errores, 
sino en cuanto este articulo pueda comprender a los buques que 
proceden de puertos extranjeros, situados en los países vecino* 
o limítrofes y que gocen como los de ultramar de privilegios de 
paquetes. 

Que esta tiene que ser forzosamente la única interpreta- 
ción de la citada disposición legal, desde que no sería posible 
sostener que el legislador ha tenido el propósito de derogar los 
artículos 846 y 847 de las ordenanzas, por cuanto el articulo 
siguiente de la misma ley de Aduana, esto es é 32, amplía 
aún más los términos de los artículos 846 y 847 citados. 

Que de todo lo expuesto se llega a la conclusión de que tra- 
tándose de un buque como el vapor La Plata que hace la nave- 
gación de ultramar y que tiene privilegio de paquete, tes opera- 
ciones que éste efectúe así como sus derechos y obligaciones re- 
lativas al comercio de importación se encuentran regidas por 
las disjiosiciones que para estos buques establecen las Ordenan- 
zas y no por el art. 31 de !a ley de Aduana. 
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Que, esto establecido, corresponde determinar si !.-, omi- 
sión en que ha incurrido el agente al no consignar en el mani- 
fiesto general la mercadería a que se refiere este juicio, ha in- 
currido o no en un error involuntario, susceptible de rectifica- 
cion. A este respecto el apelante ha presentado un certificado 
debidamente legalizado en el que la Aduana de Montevideo 
hace constar que la mercadería en cuestión venía consignada a 
aquel puerto. 

Que esta circunstancia unida a la naturaleza de la merca- 
dería y a la falta de antecedentes y presunciones qué permitie- 
ran suijoner que en este caso se ha tratado fie cometer un fraude, 
autorizan al provecerte a declarar que no hay fundamentos pa- 
ra afirmar que el error en que se ha incurrido no sea de los 
comprendidos en el art. 846 de las Ordenanzas, esto es, invo- 
luntario. 

Que este criterio concuerda con lo resuelto en un caso aná- 
logo por la Suprema Corte en el fallo que se registra en el tomo 
XII, serie III, pág- 97. 

Quinto: Que por consiguiente y en mérito de todo lo ex- 
puesto, se declara que el art. 31 de la ley de Aduana, no es apli- 
cable al caso sub judice y que por lo tanto, no habiendo el vapor 
La Plata terminado su descarga en la fecha de la demincia, ésta 
ha sido extemporáneamente desde que el agente estaba aún en 
tiempo de salvar el error de la referencia. 

Por estos fundamentos, las consideraciones concordantes 
del escrito de expresión de agravios y no obstante lo dictamina- 
do por el señor Procurador Fiscal, se revoca la sentencia apela- 
da de fs. 22. 

Notifiquese con el origina!, repóngase el papel y archívese. 

Miguel L. Jantus. 
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SKNTKXCIA pR LA CAMARA KKDKKAL PE LA CAP1T¿*¿ 

Buenoe Alrts, Mayo 7 dt 1914. 

Vistos y considerando: 

Que la interpretación dada por el señor juez a quo a la 
parte final del art. 31, ley 4933, no está conforme con su texto 
y con las razones que motivaron su sanción las que constan de 
la discusión de la ley en la Cámara de Diputados en el año 1855. 

Que por lo demás el precepto legal recordado no lia hecho 
sino aceptar la jurisprudencia sentada jx>r la Corte Suprema, 
que en términos generales, comprensivos del comercio de ultra- 
mar y del comercio con paises limítrofes, había declarado que 
las enmiendas a los manifiestos generales sólo podrían practi- 
carse mientras la Aduana no se hubiera apercibido de la infrac- 
ción. Entre otros, fallos que registran los tomos 22, pág. 51 ; 24, 
pág. 557- y 60. pág- 437. d « la colección. 

Que, por tanto, corresponde declarar extemporánea la rec- 
tificación referente a la mercadería denunciada a fs. 1 y fs. 6, 
con excepción de los bultos señalados en este último ¡>arte. con 
las marcas A. P.. .V. P. C. 1083, /?. C . y P. A/. 4325, respecto de 
los cuales el pedido de enmienda del manifiesto es anterior en 
varias horas a la denuncia del empleado de Aduana. 

Por estas consideraciones, se revoca el fallo apelado de 
fs. 59 y se condena a don Cesar Lavarello, agente del vapor 
italiano La Plata a pagar una multa igual al valor de los bultos 
no manifestados, con arreglo al considerando que precede a be- 
neficio del denunciante y sin perjuicio de los derechos fiscales 
en caso de introducción a plaza. 

Xotifiquese, devuélvase y repónganse las fojas en el juz- 
gado de su origen. 

/. N. üfatienzo. — Angel Pcrcyra 
Cortés. — Daniel Coytla, — 
E. Villafañe. 
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FALLO DK LA CORTK SUPREMA 

Bueno» Aim. Dfcta «ore 24 *t 1914. 

Vistos y considerando: 

Que cuando se propuso la adición al articulo 26 del pro- 
yecto de ley de Aduana, (hoy 31 ) el señor diputado Torres, 
autor de la indicación, invocó como antecedente para motivarla, 
los Fallos de esta Corte Suprema, tomos 22, 24 y 25, páginas 51, 
557 y 262, respectivamente, que no se refieren a procedencias 
de países limítrofes sino a buques de ultramar, lo que demues- 
tra el carácter general del agregado. (Diario de Sesiones, Cá- 
mara de Diputados, año 1895, tomo 2. , pág. 611). 

Que en tal concepto fué sancionado dicho agregado, no 
siendo por ello dudoso el sentido y alcance atribuidos por !a 
sentencia apelada. 

En su mérito y fundamentos concordantes, se la confirma 
en la parte que ha sido materia del recurso. Notifique se origi- 
nal y devuélvase, reponiéndose los sellos ante el inferior. 

A. Bkrmejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. U Palacio. 



CUSA XLYII 

Ferrocarril Central Córdoba, eti autos con la Municipalidad de 
TuCimán, por cobro de impuestos. Recurso de hecho 

• Sumario : La providencia de "autos" no im])orta sentencia defini- 
tiva que pueda dar lugar al recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14, ley 48. 
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Caso: Ante la justicia local de la provincia de Tucumán, la mu- 
nicipalidad de esta ciudad seguía dos juicios contra la em- 
presa de! Ferrocarril Central Córdoba, por cobro de im- 
puestos sobre los edificios ocupados por la estación y j>or 
la oficina de informes. 

Hecha la intimación de pago de los impuestos de alum- 
brado y limpieza, el referido ferrocarril opuso en tiempo, 
entre otras excepciones, la fundada en la ley 5315 que evi- 
me de toda otra contribución a la empresa ejecutada. 

La municipalidad dijo de inconstitucionalidad de la 
lev 5315, 

Tramitado el juicio, el juez llamó autos, providencia que, 
según el art. 149 del Código de Procedimientos de la pro- 
vincia, hace inadmisible la producción de pruebas, y nece- 
sitando el ferrocarril producirlas, interpuso el recurso de 
apelación, que aquél denegó por considerar inapelable la 
referida providencia. 

Ante esa resolución se veía obligado a recurrir de hecho 
ante la Corte, amparándose en el art- 14 de la ley 48, y para 
fundar la procedencia del recurso argüía que su no acepta- 
ción significaría, establecer la instancia única; imposibili- 
tar la justificación de los hechos y violentar la libertad de 
defensa, agregando, por último, que el juez local, actúa, en 
este caso, como tribunal superior de provincia. 



Resultando de la propia exposición del recurrente que se 
trata de una providencia de autos dictada por el juez local de 
Tucumán en procedimiento de apremio y no de sentencia defi- 



ní En la mi* ra a fecha atetóse Ifua rttolsctoa ta un recurso de hecho temido 
tntra las «Urnas partea por Mastica caaia. 



PALLO DE 1¿\ CORTE SUPREMA (l) 



Bueno* 



Afras. Diciembre 24 de 1014. 
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nitiva que pueda dar lugar al recurso extraordinario interpues- 
to, no ha lugar a la queja que se deduce y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 

Solar. — M. P. Daract 

D- E. Palacio. 



CAUSA XI.VIII 

¿Ibraham Fuentes, solicitando reducción de pena 

Sumario : No procede el recurso extraordinario de! art. 14, ley 
48, contra la resolución de una Cámara Federal que inter- 
preta y aplica el procedimiento en el orden nacional, no 
impugnado de inconstitucionalidad, y en que no se ha des- 
conocido la validez de una decisión de la Corte Suprema- 

Caso : Abraham Fuentes, condenado a once años de presidio por 
el señor juez letrado del Chubut, pena que fué confirmada 
por la Cámara Federal de La Plata y por la Corte Supre- 
ma, se presentó directamente a la referida Cámara pidien- 
do reducción de pena en virtud de lo dispuesto en el art. 74 
del Código Penal, solicitud que fué desechada por la reso- 
lución siguiente: 



AUTO DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

U PtaU, Noviembre 21 de 1014. 

Autos y vistos: 

Resuelto por la Suprema Corte de la Nación, en su fallo de 
i.° de Octubre del corriente año, que la facultad de reducir pe- 
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ñas, en «I concepto de los artículos 73 y 74 del Código Penal 
corresponde al Poder Judicial; la declaración del derecho que 
dichos artículos acuerdan a los condenados, está sujeto a los 
trámites y recursos de cualquier incidente del proceso respectivo, 
y por tonto esta Cámara sólo puede conocer de él por vía de 
" apelación (ley 4055). 

Por esto ocurra el interesado donde corresponda. 

Guido. — Escalada. — Marcó 



DICTAMEN DEL Sr l'ROCL'R \DOR GENERA!. 

■ 

•acam Aire», Dkltabre 23 dt 1914. 

Suprema Corte : 

El recurso de apelación concedido en estos autos, no está 
amparado en ninguno de los casos en que corresponde a esta 
Corte Suprema ejercer su jurisdicción de apelación, con arre- 
glo a los artículos 3. 4. 5 y 6 de la lev 4055. y no tratándose de 
un asunto de 1a superintendencia que le ha sido deferida por el 
art. 11 de la misma ley, creo «pie no es procedente el recurso 
deducido por lo que pido a V. E. se sirva asi resolverlo, orde- 
nando la devolución del expediente. 

Julio Hotel. 

FALLO DE LA CORTE SUPREM A ( I ) 

Sumos Aires, Diciembre 26 de IBM. 

Autos y vistos : 

Tratándose en la sentencia apelada de la Cámara Federa! 
de La Plata de la interpretación y aplicación del procedimiento 

ctMdM Jo** Caparro. Luis de Bunio » Víctor Perer. 
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en el orden nacional que no ha sido impugnado de inconstitu- 
cionalidad y en la que no se ha desconocido la validez de la de- 
cisión de esta Corte de i. ü de Octubre del corriente a que se 
hace referencia, (Fallos, tomo 120, oág. 19, considerandos 11 
y 12), y de conformidad con lo dictaminado por el señor Procu- 
rador General se declara improcedente el recurso y devuélvase. 

A¿ Bkrmkjo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA XUX 



Don Carlos M, Quiroga. — Recurso de ¡tabeas Corpus 

i 

Sumario: i.° Discutido ante los tribunales locales el alcance de 
las garantías acordadas por el artículo 18 de la Constitu- 
ción Nacional en las causas criminales y siendo la decisión 
definitiva, contraría a lo sostenido por el apelante, proce- 
de el recurso extraordinario del art. 22 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal. 

2. a Las palabras juicio y proceso del art- 18 de la Consti- 
tución Nacional no se aplican a actuaciones parlamentarias 
para reprimir desacatos & ataques a los privilegios de asam- 
bleas legislativas. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes ; 



FALLO DE LA COSTE SUPREMA 



SENTENCIA DEL JBEZ DE!. CRÍMEN 

Woji, Octubre 19 de 1913. 

Autos y vistos: 

El recurso de ¡tabeas corpus interpuesto por don Carlos M. 
Quiroga, exponiendo: Que la H. C. de D. D. considerando vio- 
lados sus privilegios por un suelto que ha publicado El Inde- 
pendiente, lo ha condenado a treinta días de prisión; que esta 
resolución de la C. Legislativa no está especificada en el articu- 
lo 596 del Código de Procedimientos en lo Criminal, cuyo inci- 
so 2. sólo excluye del recurso de ¡tabeas corpus, a la detención 
cuando no exceda de ocho días ; que para imponerme la pena 
mencionada la Cámara invoca la facultad que le acuerda el ar- 
ticulo 60 de la Constitución de la provincia; que me encuentro 
encerrado en mi domicilio, bajo la disyuntiva de permanecer en 
él, o de ser apresado si salgo; mi libertad está pues evidente- 
mente restringida. Que no se han llenado las formas estableci- 
das por la Constitución Nacional, art. 18, y la provincial artícu- 
los 22, 24, 25. 28 y 2y. Que la pena de treinta días de prisión me 
ha sjdo impuesta sin juicio previo a virtud de una simple inves- 
tigación parlamentaria, sin oírme y sin defensa, violando las 
garantías constitucionales mencionadas. Que de conformidad 
al art- 30 de la Constitución de la provincia y artículos s</2 y 
595. ¡nciso 2 Código de Procedimientos, deduce el recurso de 
¡tabeas corpus por la restricción de la libertad que sufre por la 
orden de prisión emanada del Presidí-nte de la H. Legislatura 
en cumplimiento de una resolución de la misma. Y termina pi- 
diendo que previo informe del señor jefe de policía y del Pre- 
sidente de ¡a H. Legislatura, declare: ilegal, la prisión que se 
me ha impuesto y ordene al señor jefe de policía se abstenga 
de hacerla efectiva, y mande levantar toda vigilancia sobre mi 
persona y mi casa, y disponer igualmente se comunique al Pre- 
sidente de la lí. Legislatura. 

Que se ha dado vista al fiscal del tribuna! v pedidos los in- 
formes solicitados por el recurrente y. 
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Considerando : 

I." Que toda persona que se halle detenida, presa, o restrin- 
gida en su l.bertad, o todo individuo que fuese arbitrariamente 
pn vacío de su libertad o sufriere en ella agravaciones ilegales 
puede ocurrir por si o por otros, al juez señalado por la ley, so- 
licitando en su favor la expedición d e un auto de habeos cortos 
art. 30 Constitución de la Provincia, v art. 592 Código de Pro- 
cedimientos en lo crimina!. 2.° Que el interdicto de habeos cor. 
/•«« procede no sólo cuando la libertad está ya suprimida, sino 
también cuando pudiere suprimirse. No supone la prisión ya 
consumada, sino que puede llegar a consumarse sin derecho, 
por eso la ley habla de toda persona detenida, presa o restringi- 
da en su libertad, El perjuicio causado por la prisión va verifi- 
cada es idér.' o al causado por su inminencia. 3° Que no hay 
derecho para interponer el recurso de habeos cor fus ni el juez 
tiene el deber de expedirlo; que el juez debe devolver a la pri- 
sion o detención al preso detenido o restringido, cuando resulte 
que la detención ha sido decretada por la Cámara Legislativa, 
por desacato cometido en su recinto, o por violación de sus pri- 
vilegios, siendo que el arresto no exceda de ocho «lias— artículos 
896, inciso 2 y art. 613, inciso 3 del Código de Procedimientos 
en lo Criminal. La Constitución autoriza una prisión de treinta 
dias y esta ley posterior se aplica como suprema — art. 100 de 
la misma. 4 .- Que de los privilegios parlamentarios, uno de los 
mas importantes es la inmunidad de la opinión, que consiste en 
la libertad que tiene el legislador para expresar sus ideas y jui- 
cios sin temor a ninguna responsabilidad que pueda menoscabar 
su independencia. Esto es lo que consagra la Constitución en su 
art. 60 que dice: "Los diputados no pueden ser acusados, inte- 
rrogados judicialmente, ni molestados de ninguna manera por 
las opiniones o votos que emitieran "desempeñando su mandato". 
Esta última frase limita el derecho al reconocer el privilegio 5 • 
Que la Cámara Legislativa castiga, en virtud del art. 60 de la 
Constitución, el desacato a su autoridid y no reemplaza ella por 
eso a los jueces ordinarios para aplicar el Código Penal. Cuan- 
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do en un desacato está envuelto ui? delito común. la Cámara 
castiga el desacato, y para lo relativo al delito remite al delin- 
cuente al .juez ordinario, quien únicamente puede juzgar como 
para aplicar el Código Penal. Una pena no excluye la otra, la 
una es de carácter disciplinario y la otra puramente penal. ».° 
Que es expresa y por lo tanto evidente la facultad que tiene la 
Cámara de Diputados de corregir* desacatos y violación del pri- 
vilegio, cuando no llegan a asumir las proporciones de un delito 
del derecho penal- Que para aplicar estas penas disciplinarias, 
no es necesario seguir un juicio contradictorio, basta constatar 
la falta para castigarla sin más trámite. 7. Que ningún poder, 
ni autoridad, ni persona cualquiera que sean, pueden imponer 
una pena, ya a la persona, ya sobre los bienes, sin juicio ftrerto 
fundado en ley anterior al hecho del proceso; se exceptúa ci 
caso en que una Cámara legislativa impone arresto u otro casti- 
go por desacato a su inmunidad o autoridad, siempre que esté 
concedida por la ley o la Constitución — art. 18, Constitución 
Nacional y fallo de la Suprema Corte — 8.° Que reconocido 
por la jurisprudencia inglesa y norteamericana, el privilegio de 
castigar desacatos y violaciones del privilegio, como inherente 
a los poderes legislativo y judicial, la Constitución Argentina 
también !o ha reconocido expresamente en la facultad que 
acuerda a uno y otro poder de hacer sus reglamentos internos. 
Se entiende que se viola el privilegio, cuando un acto afecta la 
libertad del debate o tiende a infamar, denigrar, desacreditar o 
poner en ridiculo a los representantes del pueblo. 9. Que el Po- 
der Legislativo no puede entender en delitos comunes o propios 
de la jurisdicción ordinaria del judicial, ni este puede juzgar 
los actos que importen un privilegio del poder Legislativo. Es 
indiscutible que la Legislatura tiene una atribución judicial ex- 
cepcional para castigar los desacatos y las faltas de sus propios 
miembros. 10. Que de las consideraciones precedentes, resulta: 
que el infrascripto carece de jurisdicción y competencia para 
rever los actos o resoluciones del Poder Legislativo que impor- 
ten un privilegio del mismo, no obstante que disiente con la Cá- 
mara de Diputados en la manera de interpretar y aplicar el tex- 
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to del art. 6o de la Constitución al caso sub judicc. Por esto.; 
fundamentos, se resuelve: Declarar improcedente el recurso de 
habeos corpus interpuesto por el señor Carlos M. Quiroga, con 
costas. Repóngase el sellado, transcríbase y hágase saber y opor- 
tunamente archívese. — /. A. Luna. — Ante mi : Felipe S. 
Upes. 



SENTENCIA MCI. SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA 

Rtoja, Octubre 2S de 1913. 

Y vistos: — El recurso de apelación interpuesto por 
el señor Carlos JS/l Quiroga, del auto del inferior de fecha Oc- 
tubre diez y nueve del presente año, que corre de fs. 13 a 16 vta. ' 
del expediente caratulado "Carlos M. Quiroga — Recurso de 
babeas corpus" y por el cual se declara improcedente el recurso 
de babeas corpus interpuesto, con costas, informes ¡n roce, y 
por escrito producido en esta instancia, antecedentes traídos a 
la vista, y 

Considerando : 

i.° Que toda persona que se halla detenida, presa o restrin- 
gida en su libertad, puede ocurrir por si o por medio de sus 
deudos, amigos y otras personas solicitando la expedición en su 
favor de un auto de babeas corpus. — Art. 592 Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal y 30 de la Constitución provincial. — 
2." Que del examen de estos autos, resulta que don Carlos M. 
Quiroga se halla restringido en su libertad, <lesde el momento 
que no puede abandonar su domicilio por habérsele hecho saber 
por intermedio de la policía una orden de presión contra su per- 
sona emanada de la H- Cámara Legislativa de la provincia. 3. 
Que la H. Legislatura al dictar la orden mencionada ha proce- 
dido dentro de las facultades explícitas y claramente determi- 
nólas en el art. 6o» Constitución provincial. 4. a Que la letra y 
espíritu de la citada disposición constitucional se desprende evi- 
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dentemente, que todo ataque llevado a las inmunidades de un 
diputado, tiene su juez en la Cámara misma, a estar a los térmi- 
nos de la disposición referida, que fija el procedimiento que de- 
be observarse y determina también el límite para el castigo. 
Wilson en su digesto de la ley parlamentaria, número 1672, ha 
dicho: "En sus deliberaciones ambas cámaras son legislativas, 
pero cuando sus privilegios son violados su Poder Judicial se 
pone en acción". L. V. López, curso de derecho constitucional, 
pág. 182. — 5. Que la Cámara de Diputados al proceder en la 
forma mencionada, no sigue un juicio propiamente dicho con- 
tra el autor del desacato, ejercita simplemente atribuciones dis- 
ciplinarias que son inherentes a todas las personas que ejiercen 
autoridad pública, que se aplican y se hacen efectivas contra 
aquellos que cometen violación de sus privilegios, o sean los 
derechos y poderes peculiares a la asamblea, necesarios para su 
independencia, conservación y seguridad, tanto respecto de sus 
miembros como del conjunto de la corporación. Por eso es tam- 
bién que el arresto decretado por el cuerpo parlamentario no 
puede exceder de cierto término como lo establece el mismo 
Wilson en el número 1674. 6.° Que en materia de privilegios 
parlamentarios, la jurisprudencia nacional ha sido variada y 
confusa. En unos casos las Cámaras se han creído con facultad 
. para arrestar y aplicar penas, en otros, han pensado que los ca- 
sos de desacato cometidos contra sus privilegios debían ser lle- 
vados ante los tribunales ordinarios. La Corte Nacional de Jus- 
ticia algunas veces ha reconocido la facultad de las Cámaras 
para castigar, otras no les ha atribuido esa prerrogativa, como 
puede obscrvai se en los casos resueltos por aquel alto cuerpo 
desde 1864 hasta 1893 en que la Cámara de Diputados dictó 
orden de prisión contra el director de El Diario, señor Láinez, 
por violación <del secreto parlamentario 7. Que de los antece- 
dentes traídos a vista, resulta que el recurrente compareció 
ante la comisión encargada de la investigación del hedió, la que 
le oyó al respecto, declarándose el mi-mo autor del suelto que 
la H, Legislatura consideraba violatorio de sus privilegios, y 
cuyos originales que se encontraban en el archivo de la redac- 
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ción eran de su puño y letra. 8.° Que los últimos casos resuelto.; 
en los Estados Unidos, con motivo de la violación de los privi- 
legios parlamentarios, enseñan que no es necesario ni de prácti- 
ca el traer ante la misma cámara al acusado; es la comisión la 
<jue lo hace comparecer oyendo su defensa, etc., presentando 
después un resumen de todo lo obrado, como ha sucedido en el 
caso que consideramos, en que la Legislatura, después de oir el 
dictámen de su comisión, aplicó en sesión de fecha 7 del co- 
rriente la pena de prisión ya indicada. Comentarios al art. 63, 
l>ág. 95 del Proyecto de Constitución de la Rioja, por Rafael 
Igarzábal y Joaquín V. González. 9. Que dado lo establecido en 
las consideraciones precedentes, la orden de prisión dictada con- 
tra don Carlos M. Quiroga (procede de autoridad competente y 
por lo tanto, con su pronunciamiento no se ha violado disposi- 
ciones de orden constitucional o legal. 

Por estos fundamentos y egneordantes del auto recurrido, 
se. resuelve: confirmarlo con costas, — art. 621 Código de Pro- 
cedimientos Criminales. Inscríbase, hágase saber y con los ante- 
cedentes traídos a la vista, devuélvanse. — Juan G. Carreño. — 
Félix Luna. — Florentino de la Colina. — Ante mí : Jacobo 
Corsok. 



VALUO DE LA CORTE Sl'PREMA 

! 

Buen©» Airee, Diciembre 26 á* 1914. 

Vistos y considerando: 

Que el recurso ha «ido bien concedido, desde que se ha dis- 
cutido ante los tribunales locales el alcance de las garantías 
acordadas por el art. i8<le la Constitución Nacional en las cau- 
sas criminales y la decisión definitiva de dichos tribunales ha 
sido contraria a lo sostenido por el recurrente (art. 22 Código 
de Procedimientos en lo Criminal). 

Que el art. 18 de la Constitución Nacional, en lo pertinen- 
te, establece que ningún habitante de la Nación Argentina, pue- 



de ser penado sin juicio previo fundado en ley anterior al he- 
del proceso, ni juzgado por comisiones especiales, y que es 
inviolable la defensa en juicio. 

Que en lo que respecta a la jurisdicción o competencia, & 
de observarse que el mismo recurrente reconoce (fs. 23 vta., 24, 
y otras) que la Cámara de Diputados de la provincia de la Rk¿ 
ja, está expresamente facultada por la Constitución y Código de 
Procedimientos locales, para imponer arrestos por violación de 
sus privilegios- 

Que en el caso más favorable para la tesis sostenida por el 
apelante, o sea en el de que hubiera de aceptarse que las pala- 
bras juicio y proceso se apliquen a actuaciones parlamentarias 
para reprimir desacatos o ataques a los privilegios de asamblea « 
legislativas, no obstante lo resuelto en contrario por esta Corte 
(Fallos, tomo 19, pág. 231), seria de tenerse en cuenta que 
aquél fué oído (sentencia apelada, considerandos 7." y 8.°) y 
que no se alega omisión del procedimiento que prescribe el ar- 
tículo 60 de la Constitución provincial no impugnado de con- 
trario a la nacional. 

Que con arreglo a lo dispuesto en el art. 596, iciso 2. del 
Código de Procedimientos de que se ha hecho * mérito ( fs. 1 v 
otras) la Cámara de Diputados de la Rioja podía imponer 
arrestos que no excedieran de ocho días por actos de la natura 
leza del que se trata ; y la cuestión de si el citado articulo 60 de 
la Constitución que facultó con posterioridad a la misma Cáma- 
ra para imponer prisión hasta treinta días, con motivo de los 
propios actos, dejó sin efecto el primero,, ampliando las facul- 
tades parlamentarias en la materia, no es de carácter federal, 
sino de interpretación de leyes locales, y como tal ajeno al pre- 
sente recurso extraordinario. 

Por ello, oído el señor Procurador General se confirma !a 
sentencia de fs. 28, en la parte que ha podido ser materia del 
recurso. Xotifiquese con el original y devuélvanse, recomen- 
dándose al Procurador Fiscal de la sección de ¡a Rioja que haga 
efectiva la reposición del papel sellado nacional correspondí 1- 
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te a esta instancia a mérito de no haberle apersonado en olla s\ 
apelante. 

A. BERMEJO. — M. P. Daract— 
D. E. Palaoio. — En disiden 
clai MicANÓR G- del Socar. 



DISIDENCIA: 

Vistos y considerando: 

Que el reairso traído ante esta Corte se basa en lo dis- 
puesto por el art. 18 de la Constitución Nacional que el recu- 
rrente sostiene haberse violado en cuanto se le ha impuesto por 
la Cámara -de Diputados de La Rioja la pena de treinta días de 
reclusión sin juicio previo y a mérito de una simple investiga- 
ción parlamentaria. t 

Que de las constancias de autos resulta que esta condena- 
ción ha sido impuesta por la expresada Legislatura en uso de 
una facultad que le acuerda el art. 6o de la Constitución de la 
provincia por considerar atacados sus privilegios en el suelto ti- 
tilado "I* Legislatura de 1913" aparecido en el periódico El 
Independiente de fecha 2 del mes de Octubre del mismo año- 

Que resulta asimismo que esta condenación fué pronuncia- 
da después de haber sido oído el recurrente, quien compareció 
ante la comisión investigadora nombrada al efecto por la Cá- 
mara y reconoció ante ella ser el auto y único responsable del 
suelto aludido considerado como injurioso, sin hacer entonces 
observación o descargo alguno. 

Que estos antecedentes demuestran que el fallo reclamado 
pronunciado por el Superior Tribunal de Justicia de La Rioja 
se basa en disposición de la Constitución y leyes locales de la 
mi?ma provincia cuya interpretación y aplicación no puede au- 
torizar el recurso extraordinario traído ante esta Corte. (Fa- 
llos, tomo 116, págs. 403 y 279 y tomo 114. pág. 3* 1 )- 

Que por otra parte es de observarse que !a violación del 
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art. 18 de la Constitución, resultaría, según se ha expuesto por 
el recurrente del hecho de haber sido condenado por medio de 
procedimientos que aparecen ampliamente impugnados y discu- 
tidos ante los tribunales locales, lo que importa decir que ha 
tenido jueces y resortes legales que !e han permitido ser oido y 
defenderse a lo que alcanza la expresada garantía. 

Por ello, y de acuerdo con lo dictaminado y pedido por el 
señor Procurador General se declara no haber lugar a dicho 
recurso. Notifiquese con el original y devuélvanse recomendán- 
dose al Procurador Fiscal de La Rioja que haga efectiva la re- 
posición del papel sellado nacional correspondiente a esta ins- 
tancia a mérito de no haberse apersonado ante ella el apelante. 

XrcAXOR G. DEC Solar. 



CAUSA L 



El doctor Damián Puch, presidente del Superior Tribunal de 
Justicia de J tijuy, contra el autor de publicaciones injurio- 
sas aparecidas en el diario "£/ Día". 

Sumario: i .• La Corte Suprema no está llamada a pronunciar, 
se en el recurso extraordinario autorizado por los artículos 
22 del Código de Procedimientos en lo Criminal. 14, ley 48 
y 6.°, ley 4055, acerca de la conformidad de las leyes loca 
les con la constitución del mismo carácter, ni sobre la co- 
rrecta o incorrecta aplicación de las leyes procesales y de 
organización de los tribunales que se den las provincias en 
uso de sus facultades reservadas. 
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2." Conforme a los términos del artículo 22 del Código 
de Procedimientos en lo Criminal y de su concordante el 
14 de la ley 48, es en e! pleito o proceso donde deben plan- 
tearse las cuestiones federales, en forma y tiempo oportu- 
no para la procedencia del recurso extraordinario; «iendo 
asi extemporáneas las citas de garantías constitucionales 
hechas al interponerse de hecho el referido recurso y en la 
memoria autorizada por el articulo 8 de la ley 4055. 

3. l'na multa impuesta j>or un tribunal de justicia para 
reprimir faltas contra su autoridad y decoro, y no para 
castigar las injurias y calumnias previstas en los artículos 
i/7 al 186 del Código Penal, no puede decirse contraria a 
los artícu'os 67, inciso 1 1 y 108 de la G>nstitución Xacional. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DEXIWCIA 

Jujuy, Abril I de 1914. 

Superior Tribunal de Justicia- 

En mi carácter de Presidente del Superior Tribunal de Jus- 
ticia, lie formado parte de la Junta Escrutadora en virtud de 
lo dispuesto en el art. 51 de la ley electora!. Con fecha 29 de 
Marzo próximo pasado, a raíz de una resolución dictada por la 
mayoría de la misma Junta, resolví abstenerme de formar parte 
de ella por las razones que expresé al señor Ministro del Inte- 
rior en el telegrama que le dirigí con esa misma fecha, cuyo 
texto es conocido por V. E. 

Comentando esta actitud el diario El Día de fecha 30 y 31 
de Marzo próximo pasado, cuyos números acompaño, traen los 
sueltos titulados: "La actitud del doctor Puch", "Toma Chan- 
ehita", "El último estertor", y "Las Madrinas".., El primero 
dice: Que esa mi actitud es el efecto de sugestiones de terceros; 
que si se necesita una actitud insólita., se ofrece el juzgado fe- 
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(feral... Que, sin embargo, hay un candido (alusión persona.) 
que se deja llevar por el "toma chanchUa" de los políticos pro- 
metedores... Esto se dice en los primeros sueltos. En el terce- 
ro se llama perversa a la redacción del telegrama y que después 
de mi actitud, bien necesito la protección del presidente del Par- 
tido Provincial. Afirma también que en la finca de León, de !a 
cual soy condómino, se latigueó a algunos de los arrenderos pa- 
ra llevarlos a votar y que estaba solidarizado en la misma obra 
de opresión sobre los arrenderos. Y el último suelto, dice : 
Aparte del delito de desacato que importa su insólita actitud. 
Las frases de los dos primeros sueltos que transcribo, los con- 
sidero ofensivos para la dignidad del magistrado y creo que el 
caso está comprendido en el inciso 5. , art. 2. de la ley de im- 
prenta y que V. E. puede corregirlo disciplinariamente de 
acuerdo con lo dispuesto en el art- 11, que es lo que solicito. En 
cuanto a mi actitud al dirigir mi telegrama al señor Ministro 
del Interior V. E. podrá juzgar si es o no insólito y si es o no 
un desacato. Y en cuanto al último cargo que contiene el suelto 
"Ultimo extertor" pienso que se trata de una calumnia que de- 
be acusar el Ministerio Fiscal. 

Por lo expuesto pido a V. E. aplique la corrección del caso 
al o a los que resulten ser autores de los referidos sueltos. 

Damián Pueh. 



SENTENCIA DE!. SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA OE JUjüV 



En la Sala de Acuerdos de! Superior Tribunal de Justicia, 
reunidos el día lunes 6 de Abril de mil novecientos catorce, los 
señores conjueces titulares doctores Víctor Vargas y Víctor M. 
Gamez y el señor Fiscal General doctor Arturo Ralisa Mujica, 
llamado a integrar el tribunal, por ser parte interesada en este 
asunto, el señor vocal presidente doctor Damián Pudt v en 
acuerdo ordinario vieron la demanda interpuesta por el señor 
presidente del Superior Tribunal de Justicia doctor Damián 
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Puch, contra el autor o autores de los sueltos publicados en el 
periódico El Día de fecha 30 y 31 de Marzo próximo pasado, y 

Considerando: 

. i." Que !os artículos del diario El Día, que se refieren al 
doctor Damián Puch en su calidad de presidente de este tribu- 
n;:I, tienen |K>r objeto zaherir al funcionario por hechos produ- 
cidos como miembro de la Junta Electoral, por haber asumido 
una actitud, al ««pararse de cHa, de acuerdo con sus opiniones 
como funcionario. 

2. Que esos sueltos no tienen por objeto una critica sere- 
na, impersonal y doctrinaria de los actos y resoluciones en que, 
en la calidad mencionada, ha tomado parte el señor presidente 
de este tribunal- 

3. Que estos excesos de la prensa diaria constituyen un 
abuso <le la libertad de pensamiento y emisión de la palabra es- 
crita (ley 230, art. 4. ; porque si bien es cierto que la prensa 
tiene el derecho de criticar los actos de los funcionarios públi- 
cos, también es cierto que esa crítica debe sujetarse como todo 
ctro derecho a las leyes que reglamentan su ejercicio; como lo 
establece la Constitución Nacional y la de la provincia en su 
articulo 13. 

+° Que según el art. 13 de la citada ley el tribunal tiene fa- 
cultades para hacer extensiva la disposición del art. 52 de la ley 
orgánica del Poder Judicial. 

S-° Que no habiendo sido individualizado el autor o autores 
de los artículos aludidos, la corrección disciplinaria debe recaer 
en el e<litor responsable para cuyo objeto es que la ley exige el 
requisito del art. 7 de la misma. 

Por estas consideraciones el Superior Tribunal de Justicia, 

Resuelve : 

Imponer una multa de cien pesos moneda nacional al dia- 
rio El Día, la que se hará efectiva por el editor responsable don 
Manuel Villarpando dentro del término de veinticuatro horas, 
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bajo apercibimiento de lo dispuesto en la segunda parte del ar- 
tículo 53 de la ley orgánica del Poder Judicial ; dejando a salvo 
la acción privada que corresponda al doctor Puch. llágase sa- 
ber, tómese razón y archívese. — Víctor J'argas. — Víctor Cé- 
nits. — Arturo Pajisa Mu jico. — Ante mí: Héctor Gcnarruzu 



DICTAMEN DEL Sr. PROCIRAOOR GENERAL 

BuiMft Alrct, Julio 1 de 19)4. 

Suprema Corte : 

Es procedente el recurso interpuesto, en conformidad a lo 
prescripto por el art. 6 de la ley 4055 y su correlativo el 14, in- 
ciso 2, de la ley 48, da<lo que se ha puesto en cuestión una ley 
provincial por ser contraria a la Constitución Nacional, y la 
decisión dictada declara la validez de la ley provincial. 

En cuanto al fondo del asunto, la alegación del recurrente 
de que ha sido juzgado sin juicio previo, en desconocimiento de 
las garantías acordadas por el art. 18 de la Constitución Nacio- 
nal, no es procedente, en razón de que las correcciones disci- 
plinarias no importan el ejercicio de jurisdicción criminal pro- 
piamente dicho, ni del poder ordinario de imponer penas; ya 
que se trata de prevenciones o multas decretadas por los jueces 
en salvaguarda de sus privilegios (tomo 116, pág. 96). 

Por otra parte, está comprendida entre las facultades de 
las provincias, no delegadas a la Nación, ya que se dan sus pro- 
pias instituciones locales, (artículos 5, 104 y siguiente* de la 
Constitución Nacional) la atribución de imponer la multa esta- 
blecida, en el caso, por el art- 53 <le la ley de organización de \o< 
tribunales de dicha provincia, por faltas cometidas contra su 
decoro y dignidad; dado que dicha multa no contraria la facul- 
tad atribuida al Congreso para dictar !a legislación común del 
país. 
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Pido a V. E. se sirva declarar procedente la apelación in- 
terpuesta y confirmar la resolución apelada en la parte que ha 
podido ser materia del recurso. 

Julio Botct. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Botaos Aireo, Diciembre 20 de IM4. 

Vistos los recursos entablados contra la sentencia del Supe- 
rior Tribunal de Justicia de la provincia de Jujuy por don Ma- 
nuel Villarpando, de los que resulta : 

Que impuesta al recurrente en carácter de corrección dis- 
ciplinaria una multa de cien pesos por dicho tribuna!, con mo- 
tivo de publicaciones hechas en El Día, solicitó revocatoria de 
la resolución, alegando que en e! caso debió seguirse el procedi- 
miento común ; que la ley de imprenta en que se fundaba esa 
multa era inconstitucional. K° Porque había sido dictada por 
una legislatura constituida inconstitucionalmente ; 2.° porque 
había invadido las facultades del Congreso Nacional estable- 
ciendo otras penas y modificando las que fija el Código Penal; 
y 3. porque violaba el art. 13 de la Constitución provincial en 
cuanto declaraba inalmisible la prueba aún cuando se tratara de 
la conducta oficial de los empleados o de la capacidad política 
de los funcionarios públicos; que para el caso que se desesitma- 
ra e¡ recurso de reposición, apelada para ante esta Corte, de 
acuerdo con lo dispuesto en el art. 14 de la ley número 48 y 6.° 
de la 4055, pues el mantenimiento de la resolución recurrida 
implicaba invalidar los artículos 16, 32, 67, inciso 1 1 y 108 de la 
Constitución y el art. 51 de la ley electoral nacionales; Que ne- 
gados las reposición y el recurso, se interpuso la presente queja. 

Y considerando: 

Que en recursos extraordinarios de la naturaleza del pre- 
sente, la Corte Suprema no está llamada a pronunciarse acerca 
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de la conformidad de las leyes locales con las Constituciones 
del mismo carácter, ni ¡■•obre ]a correcta o incorrecta aplicación 
de las leyes procesales y de organización de los tribunales que 
se der. las provincias en uso de sus facultades reservadas (ar- 
tículos 22, Código de Procedimientos en lo Criminal; 14. ley 
número 48; 6/\ lev número 4055; 105 Constitución Nacional; 
Fallos, tomo 71, pág. 15; tomo 81, pág. 257; tomo ioi, |>ág. 95 ; 
tomo 114, pág. 311, y otros). 

Que en lo que respecta a los preceptos de la Constitución 
Nacional, no hay en las actuaciones de que se trata nada con- 
trario a ellos. 

Que, en efecto, el art 16 se invocó para sostener qite nad'e 
puede ser penado sin proceso previo ( fs. 15 del informe). 

Que es el art. 18 de la Constitución, citado extemporánea- 
mente en la memoria de fs. 16 presentada en esta instancia, el 
que se ocupa de las garantías acordadas a los procesados. 

Que si bien al interponerse el recurso de secho se dijo que 
dentro de la economía -del art. 16 no se admite que los jueces 
puedan salirse de la órbita de! derecho común para perjudicar a 
un ciudadano creando delitos y aplicando penas no previstas 
por el Código de la materia, y en la memoria referida se habla 
de la abolición de los fueros personales (fs. 20) materia ríe que 
se ocupa el mencionado art. 16, no fué en tal sentklo que «e 
hizo mérito de él en la solicitud de revocatoria. 

Que conforme a los términos del artículo 22 del Código de 
Procedimientos én lo Criminal, de su concordante el 14 de la ley 
48 y a !o reiteradamente resuelto, es en el pleito o proceso don- 
de deben plantearse las cuestiones federales en forma y tiempo 
oportuno para la procedencia del recurso extraordinario, da- 
llos, tomo 114, pág. 3i! ( y otros). 

Que lo propio es -de observarse relativamente a los artícu- 
los 29 y 31 de la Constitución Nacional, que se alegan por pri- 
mera vez en la preindicada memoria. 

Que, por otra parte, como lo observa el señor Procurador 
General, en el caso no se ha tratado de un proceso criminal, sino 
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Tribuna! de lüjlty se lia órenlo autorizado para imponer inter- 
pretando y aplicando las leyes de la provincia. 

Que si el caso hubiera estado regido |x>r el art. 237, in- 
ciso !." del Código Penal y no por los artículos 52 y 53 de la lev 
de organización -del Poder Judicial, según se sostiene, (fs. 5), 
seria de tenerse en cuenta que no se hizo ante el tribunal cues- 
tión concreta sobre conflicto entre la ley nacional y local que 
hubiera podido dar lugar al recurso (artículos 22, Código di 
Procedimientos Criminales, y 14, inciso 2. , !cy 48, citado. Fa- 
llos, tomo 76, pág. 351 ; tomo ioi, pág. 126; tomo 102, pág. 286; 
tomo 103. pág. 285, y otros). 

Que el art. 32 de la Constitución Nacional no tiene relación 
inmediata con el caso siib judkc, desde que aquél se limita a 
prescribir que el Congreso Federal no dictará leyes que restrin- 
jan la libertad de imprenta o establezcan sobre ella la jurisdic- 
ción federal- 

Que, como se ha visto, el tribunal a quo ha entendido repri- 
mir faltas contra su autoridad y decoro, no castigar las injurias 
y calumnias previstas en los artículos 177 al 186 del Código Pe- 
nal, y la multa impuesta no puede decirse, en tales condiciones, 
contraria a los artículos 67, inciso 11 y 108 de la Constitución 
Nacional. 

Que esa multa no afecta la ley nacional de elecciones, désele 
que con ella no se ha desconocido derechos amparados por la 
segunda, ni puesto trabas en el ejercicio de sus facultades a los 
funcionarios que deban intervenir *n el cumplimiento de la 
misma. 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado |x>r el señor 
Procurador General, se confirma la resolución apelada en la 
parte que ha podido ser materia del recurso. Notíffqucse con e- 
original, repóngase el papel y archívese, debiendo devolverse los 
autos principales con testimonio de esta resolución y de la de 
fs. 12 vuelta. 

A. Hkrmkjo. — Nicanor (i. i>kj. 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. K. Pamcio. 
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CAUSA Ll 



Arrióla, don Pedro Plácido, y otros {sus juicios sucesorios). 

Carta de pobreza 

Sumario: i> Procede el recurso extraordinario de] art. 14. ley 
48. contra una resolución de un Superior Tribuna] de Jus- 
ticia de provincia que desconoce el derecho a actuar en pa- 
pe! común acordado por los tribunales ordinarios de la Ca- 
pital, que se pretendía fundar en los artículos 7 y 8 de la 
•Constitución Nacional y artículos 2 y 4 «le la lev número 44 
sobre autenticación de los actos públicos y procedimientos 
judiciales. 

2. " La eficacia de una carta de pobreza expedida por un 
juez ordinario de la capital se limita a las causas en ellas 
determinadas que se tramiten dentro de la respectiva juris- 
dicción que lo concedió. • 

3. * El art. 7 de la Constitución y las disposiciones regla- 
mentarias del mismo, consignadas en la ley número 44." no 
pueden ser interpretadas en el sentido de' que los procedi- 
mientos judiciales de una provincia o tribunales ordinarios 
de la capital puedan alterar las condiciones estab'eckhs 
en otra parte la substanciación de los juicios seguidos en 
estq¡¡. 

"aso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL sr. AGENTE fiscal 
Señor Juez : 

Insisto en mi dictamen de fs. 13 vta. El art. 618 del Código 
Procedimientos, atribuye la competencia al juez civil en tur- 
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no del domicilio de quien pretenda el beneficio, debiéndose en- 
tender cuando c! asunto a iniciarse pertenezca a !a jurisdicción 
del juez que lo otorga, porque las resoluciones emanadas de los 
jueces fuera de !a provincia no pueden exonerar del uso del pa- 
pe! sellado ni imponer el deber de patrocinar como pobres a 
personas que quizás no son tales. Así lo resuelve la ley de 24 de 
Septiembre de 187X, en su art. 5.". al determinar que las in- 
formaciones de pobreza Se realicen en los juzgados federales. 

Agosto 25 de 1914. 

llorado Sajoi ia. 



AUTO t>& JÜ& EN lo civn. 

U Plato, Agosto 27 de 1914. 

Autos y vistos: — Con arreglo al precedente dictamen cu- 
yas consideraciones el suscripto acepta, declárase que la carta 
de pobreza de fs. , no habilita para ocurrir ante la jurisdic- 
ción del infrascripto. Repónganse las fojas (art. 721 C. P.). — 
.-/. Cortés. — Ante mí : Juan C. Dclhcyc. 

. SENTENCIA DE I.A CAMARA SEGUNDA DE AIM-I- ACIONES 

U Plit», Octubre 28 á* i9u 

Y vistos, considerando : 

í " Que dada la facultad privativa de las provincias para 
dictar sus leyes de procedimiento, cuando el art. 618 del Código 
le i'rocedimicntos habla del juez de lo civil en turno del domi- 
cilio de! que solicita la carta de pobreza, se refiere a! de los 
jueces de la provincia, desde que este no puede dar reglas a los 
de otra jurisdicción sometidas en la materia a las leves !oea ! e$ 
de su territorio (art. 67. inciso 11 y 104 de la Constitución Xa- 
ciona!). 



9AZXQ* IR LA COMI tUPUMA 

2.° Quela declaratoria de pobreza para litigar ante los jue- 
ces de la provincia debe ser obtenida conforme a las reglas y 
condiciones establecidas por nuestro Código de Procedimientos, 
que pueden ser diferentes en los otros Estados, y asi como los 
fallos que emanen de aquellos jueces no pueden exonerar del 
uso de papel sellado nacional, ni imponer a funcionarios nacio- 
nales el derecho de peticionar como pobres a individuos que no 
han justificado serlo con arreglo a las leyes de !a jurisdicción 
donde pretendan litigar (!>e la Colina, tomo II, pág. 295), tam- 
poco pueden los jueces de la Capital Federa), exonerar del uso 
de pape! sellado de la Provincia ni imponer aquel deber a fun- 
cionarios provinciales. 

S? Que no hay ataque alguno a ln Constitución Nacional ni 
a la de la Provincia porque las reglas que establece el Código de 
Procedimientos, en su art. 618 y siguientes, son ¡guales para to- 
dos los habitantes y a ellas -se hallan sometidos todos los que se 
eicuentrcn en igualdad de condiciones sin que sea óbice para 
que gocen los ciudadanos de ¡as demás provincias de todos los 
derechos, privilegios e inmunidades inherentes al titulo de ciu- 
dadano en la nuestra. Aquellas disposiciones del Código de Pro- 
cedimientos. tampoco niegan a las personas, ciudadanos o no j>o- 
bres del resto de la República, el derecho de obtener justicia 
desde que precisamente por ellas se Ies ha acordado medio de 
poder litigar como tales pobres. 

Por estas consideraciones se confirma el auto apelado de 
fojas 16 vía. y devuélvase previa notificación. — Giménez. — 
luzaurraya. — Ante mí: Pedro Duh*!de. 



1- \ U.O DE Í.A l'ORTK SL'PRF.M A 

Buenoi Aires, Diciembre 29 de 1914. 

Vi$tós y considerando: 

Qye al iniciar un juicio sucesorio ante los tribunales de la 
provincia de Rueños Aires, el recurrente ha pretendido hacer 
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valer una carta de pobreza expedida por uno de los jueces en lo 
civil de la justicia ordinaria de la Capital de ¡a Nación. 

Que desconocido por la Cámara Segunda de Apelación de 
La Plata esc derecho que se habia fundado e n los artículos 7 y 8 
de la Constitución y artículos 2 y 4 de la ley número 44, sobre 
autenticación de los actos públicos y procedimientos judiciales 
reglamentaria de aquél, procedía para ante esta Corte el recur- 
so extraordinario previsto en el art. 14 de la ley número 48. que 
se declara bien concedido por el tribunal de La Plata. (Fallos, 
tomo 119, pág. 322). 

Que con arreglo a los artículos 5 y 105 de la Constitución, 
corresponde a cada provincia la facultad de darse Site propias 
instituciones locales y asegurar su administración de justicia 
determinando la organización y procedimientos de sus tribuna- 
les que, entre otras, establecen las condiciones en que se pude 
obtener carta <le pobreza para litigar ante ellos, como incidente 
del pleito en que se va a utilizar. 

Ouc jx>r consiguiente la eficacia de la carta de pobreza ex 
pedida por el juez ordinario de la Capital se limita a las cau-as 
en ellos -determinadas que se tramiten dentro de la respectiva 
jurisdicción que la concedió. (Fallos, tomo 102. pág. 27). 

Que el articulo 7 de la Constitución y las disposiciones re- 
glamentarias del mismo consignadas en la ley de autenticación 
numero 44, no pueden ser interpretadas en el sentido de que los 
procedimientos judiciales de una provincia o tribunales ordina- 
rios de la Capital, puedan alterar las condiciones establecidas en 
otra para la substanciación de los juicios seguidos en estos que 
tienen también el derecho de regirse por sus propias institucio- 
nes y no por las extrañas con arreglo al art. 105 de la Consti- 
tución. 

Oue en cuanto a la inteligencia <!el art 8.° de la Constitu- 
ción que también Se invoca, ha sido establecida por esta Corte 
en el fal'o que se registra en el tomo 119, pág. 291. considaran- 
do 16.", y carece de aplicación al caso en que no se trata de ejer- 
citar derechos inherentes al titulo de ciudadano. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia apc- 
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lacla, oído el señor Procurador General, se la confirma en (a 
parte que ha sido materia de! recurso. Xotiffquese con el origi- 
nal y devuélvanse. 

A. Bermejo. — Nicanor G. i>ki- 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA LII 

Mac Ljcad y Cía., sucesores de Labeque v Cía*, en autos con la 
Aduana de la Capital, sobre multa por bultos no manifes- 
tados. Recurso de hecho. 

Sumario: Seria inoficiosa la resolución de una cuestión federa! 
planteada en un recurso extraordinario, si !a sentencia re- 
currida se funda en la autoridad que reviste otra ejecuto- 
riada; autoridad no desconocida v que basta por sí sola pa- 
ra sustentarla. 

Casa: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL Sr PKOCIRADOR GENERAL 

Bueno» Aires, Septiembre 4 de t»4. 

Suprema Corte: 

El recurso interpuesto es improcedente a m¿rito de que los 
asuntos aduaneros, y cen más razón sus incidentes, termhan 
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en la Cámara Federal, de acuerdo con lo que establece e! art 4 
de la ley 7055, según el cual las resoluciones de dicho tribuna! 
cansan ejecutoria en materia criminal, a !a qué se reputan equi- 
parados los asuntos como ¿ste : siendo de notar para mayor 
abundamiento, que en el caso sólo se trata de un incidente con 
motivo del cumplimiento de una sentencia, firme de V. K en 
asunto de esa Índole, lo que basta para reputar que el presente 
recurso no puede ni ha podido estar comprendido dentro de lo 
estatuido por el art. 14 de la ley 48. . 

En consecuencia, pió a V.E. se sirva declararlo bien dene- 
gado, mandando devolver los autos como corresponde. 

Julio Rot.-t. 



lAU.o DE í..\ CORTE SUPREMA 

Buenos Airas. Diciembre 29 de »!«. 

Autos y vistos: F.l recurso de hecho por apelación denega- 
da interpuesto ,«r Mac Uad y Cia.. sucesores de Labeque 
y Cía. contra sentencia pronunciada por la Cámara de Rela- 
ción en lo Federal en el incidente sobre liquidación en la causa 
seguida contra aquéllos sobre defraudación a la renta de aduana. 

Y considerando : 

Que como consta en los autos pedidos para mejor proveer 
la interposición del recurso extraordinario del art 14 de la lev' 
numero 48, y 6." de la ley número 4055 se ha basado en que a! 
recurrente se le han desconocido los derechos que alega ha!>er 
fundado en las disposiciones de los artículos 12, 22 v 61 de la 
ley de aduana y artículos 668 y ,03o de las ordenanzas de la 
misma. 

Que en el caso s e ha tratado, como lo reconoce el recurren- 
te, del cumplimiento de la sentencia ejecutoriada dictada por 
esta Corte en 3 r de Diciembre .le tota (V. tomo 116. pág. 207) 
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que en testimonio corre a i--- io tic estos autos, por la cual se 
confirmó la de la Cámara de Apelación en lo federal de fs. 9 
vuelta, derogatoria ésta del fallo del señor juez de sección y 
confirmatoria de la resolución del administrador de Aduana, de 
fs. 61 del expediente principal y fs. 1 del presente. 

Que e! alcance de e.>e fallo confirmatorio del de la Cámara 
Federal en vista del cual se practicó la liquidación que motiva 
este incidente, es el que lia sido determinado jx>r la misma al 
confirmar por sus fundamentos en la sentencia apelada de fs. 51 
de los autos traídos para mejor proveer, la de! inferior de fs. 43 
relativa a la liquidación, cuyo considerando primero consigna lo 
siguiente : 

"Que la sentencia de fs. 61 confirmada por la Kxcma- Cá- 
mara Federal dispone que los condenados señores Labeque y Cía. 
paguen una multa igual a los dobles derechos ]>or las merca ie- 
rias declaradas falsamente, debiendo liquidarse esa pina sobre 
la diferencia entre los valores declarados en las guias y las ava- 
luaciones hechas por los Vistas de la mercadería que resultó de 
la verificación". 

Que de esos antecedentes se desprende qué, cualquiera qiie 
fuere la resolución que se diere a la cuestión federal planteada 
0*1 la interposición del recur>o sobre la interpretación de las or- 
denanzas y ley de Aduana, ella seria inoficiosa, dado que la 
. ontencia apelaba de fs. 51 al confirmar por sus fundamentos la 
de fs. 43 de los autos respectivos, se funda en la autoridad que 
reviste una sentencia ejecutoriada, autoridad que :io ha sido 
desconocida y que basta p r ^ para sustentarla, con arreglo 
¿1 la jurisprudencia establecida, f Fallo»*, tomo 10/». pág. 170; to- 
mo 108. pág- ico"!. 

Por estos fundamentos y 'o dictaminado por el señor Pro- 
curador General se declara no halier lugar al recurso. Xotiff- 
quese con el original y repuesto el papel archívele, devolviéndo- 
se los autos principales con testimonio de e»ta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor (1. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
IX K- Palacio. 
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CAUSA Lili 

Meyer y HniisCn, en aulos ion Olivcr ClíUlti Plów y Cía., por 
supuesta falsificación de marca. — Recurso de hecho 

Sumario : \o tiene carácter de definitiva a Jos fi.ie< del recurso 
autorizado por el art. 14, ley 48, una rcSolució: .de una Cá- 
mara Federal que declara inapelable una providencia del 
inferior denegando nueva audiencia. 

Caso: Los señores Mcyer y Hansen recurren de hecho ante la 
Corte Suprema, por haberles negado la Cámara Federal de 
la Capital la apelación que dedujeron ,ontra una resolución 
ile la misma que no hacia lugar al recurso de hecho deduci- 
do ante ella con motivo de haberles negado el señor jueat 
federal de la Capital apelación sobre un auto del mismo, no 
haciendo lugar a señalamiento de nueva audiencia en la 
acusación que por supuesta falsificación de marca, le ha- 
bían formulado !os señores Oliver Chillet Plow y Cia. 

Sostenían que se trataba de un auto que causaba grava- 
men irreparable, desdé que los dejaba sin defensa en ma 
causa crimina), y que la resolución recurrida no sólo afee- 
tai» al procedimiento en sus leyes especiales, sino también 
a la cláusula constitucional que declara inviolable la defen- 
sa; no pudiendo ser condenados sin juicio previo y sin ser 
oídos- 



TAU.O l>¡: LA CORTK SUPREMA 

Bueno* Aire», Diciembre 31 de 1914. 

Resultando de la precedente exposición, que ha motivado 
el recurso para ante esta Corte denegado por la Cámara Fede- 
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ral, u :ia resolución en que esta declara!» inapelable un auto del 
inferior denegatorio de una solicitud de nueva audiencia, reso- 
lución que no puede considerarse sentencia definitiva a los fines 
del recurso previsto en el art. 14, de la ley número 48, porqué 
no resuelve el pleito ni se opone a su continuación. (Fallos, tomo 
i 16, páginas 27 y 339, y otros) ; y considerando además: 

Que, en todo caso, si el recurrente resultara condenado sin 
defensa habría llegado entonces la oportunidad de hacer valer 
la garantía constitucional respectiva. 

Por ello no ha lugar a la queja que se deduce, y archívese 

A. Hkrmkjo. — Nicanor G. hki. 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA UY 



Don \Iarcei¡ mi Carranza contra don Pedro l acearía, sobre 
nulidad de una patente 

Sumario: Xo procede el recurso extraordinario del art. 14, lev 
48 contra una sentencia que declara nula una patente de in- 
vención, tasándose en la circunstancia de hecho de no pre- 
sentar diferencias características de sistemas distintos io; 
aparatos objetos de las patentes en cuestión. La imposición 
de costas no puede ser materia del mismo recurso. 

Caso: Lq explican las piezas siguientes: 
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SKM KNCIA OVA Sr. .U l Z I KIM-KAU 

Buenos Aires. Diciembre 27 de 1912. 

Y visto»: Don Esteban U. Balbiani, en representación del 
ingeniero don Marcelino Carranza, Se presentó al juzgado ins- 
taurando demanda contra don Pedro Yaecario, manifestando 
que: en virtud de los derechos que a su representado acordaba 
la patente de invención número 3907, deducía esta acción contra 
ci indicado Yaccario pidiendo la nulidad de (a patente de inven- 
ción número 4620 para generador automático de «as acetileno 
otorgada por la Oficina Nacional de Patentes en contravención 
con lo dispuesto j>or la ley de 1 1 de Octubre de 1864, en sus ar- 
tículos 3 y 4. 

El 30 de Abril de igpó, se había presentado a la oficina 
respectiva Francisco Rodríguez, carrero de la "American 
Ligth" solicitando patente de invención para un aparato, cuya 
descripción y piamos coincidían exactamente con el denominado 
"Niágara", que ta! sociedad vendía con la patente número 3222, 
copia fraudulenta del aparato "Alfa" de propiedad de su man- 
dante patentado con el número 3907 

El actor seguía el juicio criminal correspondiente por !a 
mencionada falsificación y pendiente él se había obtenido !a pa- 
tente número 4620, transfiriéndola e! testaferro Rodríguez a 
don Pedro Vaccario. 

El derecho que le asiste lo fundaba en la ley de Patentes 
de 1 1 de Octubre de 1804 artículos 3, 4, 46, 48, 50, 57 y 23. 

La demanda fué contestada a fs. 12 por don Francisco J. 
Villafañe, en representación de don Pedro Vaccario, manifes- 
tando: Que su representado que era uno de los socios de la 
"American Ligth Company" adoptó para la explotación por par- 
te de la compañía un aparato generador de gas acetileno de in- 
vención de don Miguel Marcet que denominó "Xiágara". An- 
tes de eíectu;.; mayores gastos, resolvió comerciar con ellos me- 
diante la venta al detalle de esos aparatos y viendo después i>or 
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los ensayos hechos, qúe el negocio valía la pena de proseguirlo, 
encomendó a uno de sus empleados, se encargara de correr con 
todos los trámites de un pedido de patente i>or el referido apa- 
rato- Este empleado llamado Francisco Rodríguez, sacó provi- 
soriamente a su nombre la patente, sabiendo que más tarde de- 
bía transferirla al señor Vaccario O a la "American Ligth C"". 
Asi se hizo y de ahí que actualmente la patente cuya nulidad se 
pide, esté a nombre de su mandante. 

Una de las causales cti que el actor funda su acción se hace 
emerger del art. 4 de la ley en que declara en una de sus partes 
que no son susceptibles de patente los descubrimientos q inven- 
ciones que hayan sido publicados suficientemente en e! país o 
fuera de él; invocando como correlativo el art. 46 que dice qué 
serán nulas las patentes obtenidas con un titu'o fraudulentamen- 
te falso, que no correspondiere a la invención, etc., o se explotare 
ya en la Kepúh'ica, en la fecha de la patente, el descubrimiento 
que fuere su objeto,— caso que sostiene no se refieren al suyo, 
jorque no hubo publicación anterior hecha por extraño al de- 
mandado, porque el titulo corresponde al ¡nvonto y porque la 
explotación anterior que menciona ta ley, se refiere a los casos 
de revalidación de patentes extranjeras conforme lo establece el 
fallo de la Suprema Corte del tomo 7, pág. 348. 

Niega en absoluto que la patente número 46.20 sea copia de 
,a 390/. Ambos inventos destinados a un mismo fin tenían que 
coincidir necesariamente en muchos detalles, pero, eso no impe- 
día que difirieran en el conjunto por la desemejanza y mecanis- 
mo diferente de muchos otros detalles. De ahí, pues, que ambo- 
puedan coexistir sin transgresión a la ley, sin afectar derechos 
ya adquiridos y sin agravios recíprocos. Además, asi lo tiene 
declarado la oficina de patentes: la patente número 3007 no se 
opone en na la a la número 4620, según el informe técnico de! 
perito oficial de la oficina de patentes de invención, ingeniero 
señor García. 

Xiega también todos y cada uno de los demás hechos ex- 
puesto que se refiera:i a la presente imitación o copia del inven- 
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to cié su mandante respecto ¡le el del actor; debiendo rechazarse 
la demanda con costas. 

La causa fué recibida a prueba produciéndose la que indica 
el certificado de fs. 91 y sobre su mérito alegaron los interesa- 
dos en los escritos de fs. 55 y 102. 

A fs. 107 el juzgado en calidad ele para mejor poveer nom- 
bré un perito cuyo informe fué agregado a fs. 1 10. 

Y considerando: 

1. " líe 'o manifestado por las partes y de los informes de 
los peritos señores Horacio Anasagasti y Miguel Olmo-i expedi- 
dos en el juicio seguido por el señor Carranza contra Vaccario 
y otro, por falsificación de la patente de invención y agregados 
de fs. 61 a 82 de estos autos, consta: a) Que don Miguel Mar- 
cet obtuvo en 1901 una patente de invención bajo el número 
3222 para u-ñ aparato productor de acetileno; b) que en iox>4 el 
señor Carranza registró la patente de su invención número 3907 
para un generador automático de acetileno que denominó 
"Alfa": f) que don Pedro Vaccario y otro pusieron en venta u:i 
aparato como correspondiente a la patente número 3222 Kajo el 
nombre de "Niágara" ; rf) que dicho "Niágara" era substancial- 
mente igual al "Alfa" y no corres¡>ondia al de la patente número 
3222 que invocaba. 

2. ° De la propia confesión del demandado, fs. 12 vta., y 
fs. 52 vta-, tercera contestación, resista que un empicado ( ca- 
rrero, según la demanda, y no contradicha por el demandado) 
de la casa que vendía el "Niágara, pendiente el j .icio por falsi- 
ficación que ese hecho habia motivado, registró la patente de in- 
vención de un aparato del género, bajo el número 4620, que se- 
gún lo manifestó entonces la parte de Vaccario era "exacta- 
mente" el depositado en el juzgado bajo el nombre de "Niága- 
ra" (fs. 57 y vta.,) hecho que ha reconocido la contestación a la 
demanda en el párrafo II de fs, 12 vta., en los siguientes térmi- 
nos: '*K1 señor Vaccario que es uno de los socios de la "Ameri- 
can Ligth C« inpany". adoptó para la explotación por parte de la 
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Compañía de un aparato generador cíe gas acetileno cíe inve.i- 
ción de don Migue! Marcet que denomino "Niágara". Antes de 
efectuar mayores gastos, resolvió comerciar con ello mediante 
la venta al detalle de esos aparatos, y viendo después por los 
ensayos hechos que el negocio valía la pena de proseguirlo, e i 
comendó a uno de sus empleados, se encargara de correr con to- 
dos los trámites de un pedido de patente por el referido aparata 
Este empleada, llamado Francisco Rodríguez, saco provisoria- 
mente a su nombre la patente, sabiendo que más tarde debía 
transferirla al señor Vaccario o a la "American Llgth C."" A-i 
se hizo y de ahí que actualmente la patente cuya nulidad sé pide 
esté a nombre de mi mandante". 

Las dos terminantes declaracicne* hechas en distintas oca- 
siones, han sido contradichas, sin embargo, por el mismo Vac- 
cario al absolver, a fs. 53. la cuarta pregunta del interrogatorio 
de fs. 51 ; pero basta la enunciación que se ha hecho de las con- 
fesiones contrarias válidas que relevarían de prueba al actor, v 
las demás circunstancias particulares de esta causa, para justifi- 
car !a convicción que se im]H>ne sobre la existencia de la más 
completa mala fe del demandado en todo lo relativo a esta cues- 
tión. Por la misma razón no ha sido necesario i:i*i«t»r en un nue- 
vo peritaje para demostrar la similitud del "Niágara" con el 
"Alfa" y la patente 4620. objeto que se tuvo en vista al desig- 
nar al señor ingeniero líorus y que por error en la redacción del 
auto de fs. 117, se limitó a las dos primeras, con el resultado 
siempre útil de ilustrar con una opinión autorizada más las 
concusiones anteriormente expuestas 

Por estas consideraciones y el derecho invocado |>or el de- 
mandante, fallo: declarando la nulidad de la patente número 
4620 e propiedad de den Pedro Vaccario. con costas. Comuni- 
qúese oportunamente a la oficina respectiva, hágase saber y re- 
pónganse las fojas. 
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SKXTK.WIA DK LA CAMARA FEDERAL DK !.A CAWtAL 

Buenos Airea, Octubre II de 1913. 

Vistos y considerando: 

<J"e c! señor Marcelino Carranza instauró demanda de nu- 
lidad, a mérito de haber obtenido la patente de invención nume- 
ro ,vx>". |>ar.-! un generador automático designado con el nom- 
bre de "Alfa", contra los señorea Miguel Marcet, IMises Caroz- 
zo, Nicolás Hclucci y Pedro Yaecario que obtuvieron la patente 
número 4620 para distinguir un aparato destinado al mismo ob- 
jeto bajo el nombre de •'Niágara, y que aquél sostiene que con- 
tiene un sistema imitado del suyo. 

One la sentencia de primera instancia, apelada por los de- 
mandados, entre otras razones, hace mérito del informe del 
perito señor Adriano Horus, que obra a fs. noy e! cual termina 
diciendo que los aparatos tfeicradores de pas acetileno 'Alfa" y 
"Niágara" no presentan diferencias características de sistemas 
distintos. 

Que e! escrito de expresión de agravios de Jos demandados 
no destruye los fundamentos de la sentencia apelada, ¡>or lo que 
seria inútil insUtir en ellos. 

Que la mala fe el demandado es notoria en este caso, como 
lo afirma e! señor juez a quo en su sentencia, y justifica plena- 
mente la condenación en costas. 

Por esto, y fundamentos de la sentencia apelada, se confir- 
m;i. con costas. Xotifíquese, devuélvase y repónganse las fojas 
ante el inferior. 

Angel Ferreira Cortes. — Agustín 
l'rdmarroin. — Daniel Gov — 
lia, - J. Y. Matienco. 
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Buenos Aires, Diciembre 31 de I9M. 

Vistos y considerando: 

Que la sentencia apelada hace constar* con referencia a* 
dictamen pericial del señor Adriano liorus. que los aparatos ge- 
neradores de gas acetileno "Alfa" y "Niágara" no presentan 
diferencias características de sistemas distintos, por lo cual en- 
tre otros motivos, se ha declarado (a nulidad de la patente nú- 
mero 4620. 

Que tal pronunciamiento basado en circunstancias de hecho 
no puede ser revisado en el recurso extraordinario como el pre- 
sente, Según lo reiteradamente resuelto- 

Que es también de tenerse Cn cuenta lo expresado por ei 
apelante en la memoria de fs. 144. cuando dice: "Que no han 
sido prohados fehacientemente tos hechos en que se basó el ac- 
tor, etc." y "que siendo una patente caduca por haber transcu- 
rrido el término por el cual fue concedida, no correspondía va 
pronunciarse sobre su validez sino declarar su caducidad' 9 . 

Que la litis se ttabó por demanda y contestación acerca de 
la nulidad de la patente, y no procede un pronunciamiento m»- 
hre otra cuestión distinta, siendo de observarse que si fuera 
exacto lo aseverado por el recurrente respecto a la caducidad v 
ser por ello innecesaria una decisión de esta Corte, la sentencia 
apelada quedaría firme. 

•Que en cuanto a la imposición de las costas, no puede ser 
materia del recurso extraordinario según lo resuelto en casos 
Análogos. 

Por eüo se confirma ta sentencia apelada en la parte que 
ha podido ser materia del recurso. Nofi fírmese origina! y devuel- 
vas:-, debiendo reponerse los sellos ante el inferior. 

A. BKRMKJO. — \w\snu 0. DEL 
Solar. — M. l\ Daract. — 
O. K. Palacio. 
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CAUSA LV 



Don Car/os M- Quiropa contra don Elias fíusieiman. sobre ca- 
lumnias e injurias rer.idas por medio de la prensa. Excep- 
ción de incompetencia. 

Sumari,, : i - Procede e! recurso extraordinario del art. 14, ley 
48. contra una resolución de un Snperior Tribunal de Jus- 
ticia que declara de la competencia del jurado el conoci- 
miento de lo^ delito- de imprenta, habiendo sostenido el re- 
currente la incon-titucionalidad de dicha in-t inician. 

¿r VA establecimiento del jurado ¡>ara el juzgamiento de 
!o- delito- de imprenta no es repugnante a lo dispuesto por 
el art. 24 y concordante^ de !a Constitnción Nacional y ^e 
hala dentro Je h- atribución.- acordadas a provincias 
por el art- 105 de la mi-ma. 

( aso: Lo explican bs pieza- -¡guíente*» : 



SC.VTEXCM DEL JCÉ¿ E\ LO CKIMIVW. 

URioía. D¡cíe»bre6tíe OV. 

Auto- y rbtos: 1.a excepción de incompetencia de jurisdic- 
ción i iterpuc-ta por inhibitoria por d demandado don Elfos 
Busleiman. h- con-tancia- de auto* y el dictamen fiscal corrien- 
te a f-. 11 y \-ta.. y de lo- <jue re-u ta: 

1." Oue e! acusado >e presenta a fe. 1 a 5. alegando de in- 
conipetencia <Iel trilr.mai que lo juzga en el juicio de imprenta 
que I e prooio viera don Caris M. Quiroga. iun<Líndose para 
dio, en la- razone* de derecho que aduce. üegamlo ha>ta asegu- 
rar <;ue los delitos de imprenta son delito- o mum- v com-, n- 
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les, debe su juzgamiento caer bajo la acción de la justicia ordi- 
naria. 

2.° Que la ley que autorice una extensión de la jurisdicción 
común, dándola a otra especial, como seria la de imprenta, no 
existe, por no estar en vigor la ley del 77, que fué derogada por 
el art. 643 del Código de IVocedimientos en lo Criminal, hoy 
vigente. Que las disposiciones de la ley del 77 para los delitos 
de imprenta, no forman una ley especial dentro «le la misma, 
sino simplemente un titulo de ella y que donde la ley no distin- 
gue. intérprete ni el juez no del>en entrar a distinguir. 

3. Que tratándose de delitos comunes las provincias no 
pueden legislar respecto a ellos siendo que están regido> j>or e! 
Código Tena!. Que esa facultad es de la ley federal. 

4-° Que tenemos una curiosa situación m esta materia : una 
• ley que indica la formación del tribunal y que señala las pena-, 
mientras nos falta la que debe calificarlos y ante semejante si- 
tuación, es preferible la licencia de la prenda, antes que amor- 
dazamiento. 

5 " Que es oportuno el término para deducir la excepción 
fundándose en los artículos pertinente* de C. C. de P. I', y en la 
semejanza de situaciones de juicio ordinario y de los de impren- 
ta. 1 ermina pidiendo el juzgado, se decían- competente y libre 
oficio inhibitorio a que se refiere el art. 472. 

&? Que a fs. 11 y vta. e! <etior agente fiscal evadía una 
vista acotejando, no se haga logar a la excepción y diciendo de 
desacatos o faltas de respeto al superior, y 

Considerando: 

1." Que para entrar en un estudio detenido de e>te punto, se 
hace necesario una ojeada ligera, respecto a las doctrinas sus- 
tentadas por los autores, reN¡>ccto al concepto del delito de im- 
prenta. Según ellos, o es un de'ito sin (/cncris. o es un delito co- 
mún, o es un delito mixto? Los eclécticos, o sean los último., 
que ven unas veces un delito común y otras un delito sui g'eneris 
en los ;!e imprenta, argumentan, que hay momentos que en la 
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prensa periódica t> diaria se coloca en esos extremo.*. Asi se- 
ñalan el caso tan común del agenciero que estampa sus avisos 
los que en muchos casos podrán ser injuriosos; o del publicista 
que inserta una noticia en una sección especia) de la publicación 
y la qüe residió calumniosa o injuriosa, y, finalmente, el redac- 
tor de un periódico o diario que publica un articulo igualmente 
injurioso o calumnioso. Kn los do^ primeros casos los delitos 
són comunes pórgúe esas publicaciones no son propiedad del 
diario o periódicos, sino del que mediante una retribución, ha 
conseguido sea publicado el libelo, o aviso, o artículo deseado; 
en cambio en e! último caso, el responsable es esa entidad jurí- 
dica pasible de las sanciones legales, la que ha creído prudente 
hacer suyo el pensamiento o artículo que resulta injurioso y lan- 
zarlo a la circulación. En ambos casos, se dice, ias responsabili- 
dades son diferentes, aunque jamás pueda ocurrir el caso de que 
vendan las responsabilidades reflejas o escalonadas, en orden 
ascendente desde el distribuidor hasta el editor, o autor en su 
caso como lo quiere la doctrina francesa. Kn ei primer caso ja- 
ma* puede considerarse como un delito sui (jencris el de impren- 
ta, en un delito común, nada tiene de extraordinario, pues la 
prensa, sólo ha servido como un mero instrumento; está en 
igualdad de condiciones de aquél que para ofender, se vale de 
los aparatos perfeccionados por la mecánica moderna para la 
fácil multiplicidad de los escritos. Si bien es cierto que la ley ha 
tenido la mira de que c^os delitos sean clasificados y penados 
en forma y por leyes espccia'es, también lo es, que no ha sido 
mi propósito el de amplificar tan inconscientemente esa facultad 
para llegar a la conclusión de que sin interpretarla se juzguen 
como delitos de imprenta los que nada tienen de tales. F.sta doc- 
trina encuentra una fuente de más apoyo en e! G'xligo Penal, 
cuando en su art. 184 nos dice: "Cuando la injuria o calumnia 
se hubiese propagado |>or medio de la prensa, el juez o tribuna! 
ordenará, si lo pidiese el ofendido, que los editores inserten en 
los respectivos diarios o periódico? y a costa del culpable la sen- 
tencia o satisfacción''. Como se ve ia ley de fondo no se ha de- 
tenido en mis previsiones y legisla expresamente para los casos 
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de los delitos comunes de calumnia c injuria y para cuya comi- 
sión haya servido de vehículo la prensa. La reputa, pues, un 
mero instrumento y no el elemento constitutivo del delito; es su 
órgano, es el medio de que se vale el delincuente. Esto no priva 
en manera alguna a las provincias de la facultad que tienen pa- 
ra calificar, tales por males abusos de la libertad de la prensa, 
como pasibles del juicio de imprenta. Pueden, en cualquier mo- 
mento dictar una ley, que asi los declare, sin ¡>or ello tener fa- 
cultad de invadir el campo de acción de la ley de fondo. Por !a 
misma razón que son delitos excepcionales, los de imprenta, de- 
ben también ser excepcionales los casos en que los abusos de 
imprenta saldan de esa excepción y por lo tanto de la acción 'de 
la justicia ordinaria. Kn el caso que e! delito ha* sido cometido 
por un agenciero o por un publicista que inserta su articulo e»: 
un espacio comprado al periódico o diario, desemjicña un papel 
de simple intermediario. Ofrece a sus lectores, en secciones per- 
fectamente demarcadas, sus informaciones gencra'es sus ar- 
tículos editoriales, su campo neutral y sus avisos. Ofrece un 
block o legajo, lleno del material, ya de redacción, ya obtenido 
en su carácter de empresa comercial. Consultando por otra par- 
te el fin que persigue una publicación cualquiera, nos encontra- 
mos que ella res|>o:H¡e a los fines de lucro; es una empresa que 
lucra con el producido de la venta de su espacio. Pero desapare- 
ce en el caso presente la responsabilidad del vendedor de segun- 
da mano o por consignación que encontramos en las leyes de 
fondo, puerto que, el editor de una publicación, no puede entrar 
a estudiar a fondo el articulo o el aviso que se le lleva al mos- 
trador, para aceptarlo o no. Le hasta tan sólo que no sea ofen- 
sivo a la mora! y buenas costumbres, nr subversivo del orden 
público, y que vaya en una sección dentro de las cuales no V- 
hace responsable y en las que se debaten asuntos de orden per- 
sonal o privado. Como no existe |a censura, poco le interesa <, e 
sea o no injurioso o calumnioso el escrito, le basta, ¡mes, una ro~ 
tribueión buena. Xo sa!e del orden privado ni deja de ser un 
delito común, por más que se salga de la prensa, como medio. 
Kn el otro supuesto, es decir cuando la publicación se ha hecho 
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en él ¿úétpQ del diario o periódico, entonces sí debe reputarse el 
delito como de un carácter sui (jeneris; cambia la naturaleza del 
delito ( |ue se comete, desde luego que no es tal o cual persona la 
que se dirige al público lector, sino !a entidad impersonal que 
interpretando el pensamiento general lo refleja en sus columnas 
y lo lanza a la circulación. llevando el mayor o menor convenci- 
miento al público: Kntonce* interviene de cuerpo entero, si fuere 
permitido decirlo, la entidad impersonal ya recordada, el cuarto 
poder del Estado como se lo llama vulgarmente y cuyo poder 
radica en su mayor circulación y en la autoridad moral de que 
goza ame la sociedad que lo recibe. Considerados desde estos 
puntos de vista los delitos de calumnia c injurias en que sea io- 
do como medio la prensa, llegamos a la conclusión de que, 
ecléctico o intermedio o mixto, como quiera llamársele, es el que 
mejor consulta los intereses jurídicos debatidos; intérprete más 
acabadamente las leyes, satisfaciendo cumplidamente !as aspira- 
ciones de la legislación de fondo y forma, puesto que les ofrece 
amplio y demarcado campo para el ejercicio de sus jurisdiccio- 
nes. Los sistemas extremos inflexibilidad. defecto insanable, si i 
u<ar de !a violencia o del fraude de la ley y que conduce a las 
peores prácticas. Veamos el uno y el otro. El primero, que cali- 
fica de $u¡ f/i iirris a todos los delitos en que interviene la pren- 
sa, no puede generalizarse asi ampliamente, puesto que con ello 
>e desvirtuaría el espíritu de la ley, el que tiene un carácter ex- 
cepcional, que al extender sus linderos, llegaríamos forzosa- 
mente al abuso. Otro argumento que podría hacerse eficazmen- 
te, en contra de este sistema, seria el de que, merced a la elas- 
ticidad de la interpretación tan lamentablemente usada en mu- 
chos casos, tendríamos que vernos el día menos pensado rodea- 
dos de un círculo de hierro formado por jueces de conciencia 
para los cuales, el ojo jurídico está vedado y cuya impunidad los 
rodea o quizás de aureola adornada con la bonita guirnalda de 
la cosa juzgada. Podría tal vez este sistema dar sus frutos en 
países de otra sangre, de otra raza y que gozan de otros mednu, 
mas no en el nuestro, donde aquélla nos enceguese tan fácilmen- 
te. . . 3." One el otro sistema extremo, o sea el que conceptúa 
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como del resorte de la justicia común, los delitos de imprenta, 
tampoco es aceptable. Adolece de los vicios v defectos «,„ e el 
anterior, aparte de que. su aceptación entre nosotros iria en 
contra de la Constitución Nacional, ,, lIC manda imperativamen- 
te su implantación y contra la cual las leyes provinciales no pue- 
den subsistir, aparte de que es aplicable el principio de que los 
extremos son viciosos. 4." Que estudiados asi someramente los 
tres sistemas existentes y la falta de una lev que califique los 
delitos de imprenta, desde luego que la de! 77 está derogada, es 
el caso de optar por uno de ellos, haciéndote por el primeramen- 
te estudiado, o sea por el ecléctico, fundado en la.s razones .du- 
ndas en el considerando segundo de este auto. 5." Que determi- 
nando la ubicación que corresponde al delito acusado |>or el se- 
ñor Quiroga al señor Busleiman, este encuadra entre los <|iic 
pertenecen al fuero penal común, puesto que las injurias o ca- 
lumnias que se acusan han Sido vertidas en el periódico El In- 
dependíate, en la sección especial denominada Campo .Ventral 
y en las que. como lo dice la parte actora, se ventilan asunto* 
privados, ó." Que conceptuado por el subscripto en !a forma an- 
tedicha el delito «pie se acusa, surte el fuero ordinario v es com- 
petente para conocer de la causa, se-ún !o determinan las 'leves 
procesales vigentes. 7." Que el dictamen fiscal es improcedente, 
por cuanto, se pronuncia sobre un punto que nadie le ha pedido 
opinión, como ser el de si el infrascripto debe o no dar cumpli- 
miento a las resoluciones del Superior Tribunal, o si e!lo consti- 
tuye o no un desacato o falta al Superior, porque los fundamen- 
tos que aduce para sostener el rechazo de la excepción, no son 
los pertinentes, desde luego que el art. 63 de la lev orgánica, se 
refiere no a resoluciones de c*ta Índole, que no importa un re- 
cbazo de la excepción, puesto que no era o|>ortuno su juzga- 
miento por el jury, sino a las que toma el jury con carácter de 
definitivas al fin .(izar las causas de su conocimiento indiscu- 
tible. 

Por estos fundamentos, las constancias de autos y no obs- 
tante el íCctámen fiscal el júzgalo resuelve: reconocer de su 
fuero el juicio entablado por el señor Quiroga contra el periódi- 
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có La Crónica avocándose el conocimiento de la causa, a cuyo 
efecto se oficiará al jury, haciéndote saber esta roolución a los 
efectos de ley. Transcríbale, hágase saber y publiquese. — ./. 
RObhl. — Ante mi : Rúinón I 'crgara. 



SK.VTKNi lA.DKl. SCPKKION ikllil'NAI. DK JUSTICIA l-K \. \ RlOj A 

La RIoji, Aromo 2fi de 1913 

V vistos : En relación I05 recursos de anelacfón y nulidad 
interpuestos por el señor Elias BurL-iman del auto de! inferior 
de fecha Marzo 7 de! presente año que corre de fs. 75 de los au- 
tos caratulados: "Ouerella por delito de imprenta contra La 
Crónica. por el cual Se reconoce la competencia del jurado para 
conocer en el referid*» juicio, informe por escrito pro lucido en 
esta instancia : y 

Considerando: 

i." En cuanto al de nulidad: Que del exámen ele estos autos 
resulta que <\ procedimiento observado está arreglado a dere- 
cho, no existiendo por r.tra parte vicios o defectos que produz- 
can nulidades de la naturaleza de aquel'a que deba el tribunal 
declararlas de oficio. 

j." Que el auto recurrido está motivado desde que el infe- 
rior acepta las razones dada-; en la resolución de los jurados, 
acta de fs. fu a 62 no hallándose violada ninguna disposición le- 
gál. Tft. III, Cap. I!, Código de Procedimientos en lo Criminal. 

En cuanto al de apelación: 3." Oue el jurado de imprenta 
no ha quedado suprimido si se tiene en cuenta lo preceptuado 
por el art. 528 del Código de Procedimientos en lo Criminal* 
que establece que los delitos de injuria y calumnia serán juzga- 
dos conforme a las disposiciones de! Tit. IV, Capitulo !, Có- 
digo citado. 

4. Que la existencia (leí jurado es indiscutible, dentro de 
nuestra legislación, si se tiene en consideración lo dispuesto al 
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respecto en el til. VIII ley orgánica que es de fecha p-.^t.-ri.-r a' 
Código de IVocedimientos en lo Criminal. 

5. Que las provincias se han reservado la facultad de orga- 
nizar su administración de justicia, sien lo por lo tanto facultad 
privativa de !as mismas la organización de sus tribunales. Se dan 
sus propias instituciones y se rigen por ellas. Artículos 5 y 105 
Constitución Xacional. 

6. ° Que dado lo establecido en el anterior considerando, el 
jurado de imprenta establecido y reconocido por nuestras leyes 
locales, no contraria disposición alguna de orden constitucional. 

7. " Que el auto apelado es concordante con lo resuelto por 
el Superior Tribunal, c n el acuerdo corriente de fs. 43 vta. don- 
de se determina con claridad la misión del juez de! crimen, co- 
mo también la ley a qué del>e ajustarse sus procedimientos cu 
caso- de la naturaleza de! presente. 

Por estas consideraciones y concordantes del dictamen fi - 
cal. <c resuelve: confirmar el auto apelado. Tanscribase, hágase 
saber y devuélvase. — Juan G. Córralo. — Félix Luna. — Flo- 
rentino de la Colina, en disidencia i>or las consideraciones adu- 
cida- en el acuerdó citado, el cual reproduzco. — Ante mi: Jn- 
cobo Corsok. 



ÚiCtmm DEL sr. PROCURADOR GEX ERAL 



Buenos Aires. Octubre 24 de 1914. 



Suprema Corte: 



Con arreglo al art. 14, de la ley 4S. es procedente el recurso 
interpuesto, por baber-c cuestionado en el pleito la validez de 
una ley provincia', bajo la pretensión de ser repugnante a la 
Constitución Xacional y haber sido la decisión en favor de 
aquella ley. 

El recurrente ha alegado la incompetencia del jurado para 
entender cn el delito sobre que ver^a 'a presente causa, soste- 
niendo que dicha institución prescripta por las legislaciones 
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provinciales es contraria a la Constitución Xacional, y agregan- 
do que la calumnia y la injuria no pueden caer bajo esa juri>- 
dicción. por ser delito- común.* cuyo tiramiento incumbe a los 
tribunales ordinarios. 

Cuando las provincias hacen uso de la facullad que Ies asis- 
te para dictar sus propias instituciones y por ende SU adminis- 
tración de justicia han podido determinar la competencia de sus 
propios tribunales ya sean letrados o de jurados, sin f|tic la Na- 
ción tenga nada que ver en ellos. Esa misión encargada al Con- 
greso por el art. 24 de la Constitución e inciso 16 del art. 67 de 
la misma en cuanto a la institución del juicio por jurado*, no 
obsta ni puede obstar a que lo instituyan dentro de su propio 
territorio en la manera en «pie lo tiene hecho la Rioja para casos 
como e! presente. 

La ley procesa] de e<a provincia no es eouraria ni repug- 
nante en este punto a la Constitución Nacional y así pido a 
Y. !■*. se sirva declararlo, confirmando la sentencia apelada. 

Julio Botci. 

FAU.O DK LA CORTK SUPREMA 

Buenos Aire». Diciembie 31 de 1914. 

Vistos y considerando: 

Que e! recurso es procedente a mérito de lo resueno en el 
Fallo t« mo 115, p&g, oj. que es innecesario reproducir. 

Kn cuanto al fondo corres|>onde observar que, con arreglo 
a lo dispuesto p<»r el art. 105 de la Constitución, las provincias 
-c dan sus propias instituciones y se rigen por tTas. 

Que en tal virtud organizan su administración de justicia, 
determinando la competencia de sus tribunales, ya sean ordina- 
rios o jurados, sin que el ejercicio de tal facultad esté en pugaa 
•con lo dispuesto por el art. ¿4 y concordantes ele la Constitución 

Que por el contrario, si dicho artieu o tuviese el sentido que 
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el apelante lo asigna, la provincia «le la Rioja se habría confor- 
mado con la disposición constitucional antes citada, puesto míe 
a «a.ta «l e una ley nacional, habria establecido el jurado para 
casos de delitos comunes, como se sostiene v como lo han pro- 
metido en sus respectivas constituciones varias provincias, antes 
y después de sancionado el Código Penal. 

Por ello y conforme con lo expuesto v pedido por el señor 
I rocurador Genera!, y lo resuelto en el fallo antes citado, $6 
confirma la sentencia apelada en la parte que ha sido materia 
del recurso. .\otifi,,ucse en el original, repóngase el papel y 




A. Mkkmkio. — Xkasor G. .hki. 
Solar. — M. p, DaKact — 
D- É. Palacio, 



c.\rs.\ I.VI 



Pon Ricardo García contra ta provincia de Buenos . tires, sobre 
posesión Iremtenaria. Competencia por inhibitoria 

Sumario: La manifestación de domicilio hecha a! otorgarse un 
poder adquiere especial fuera» probatoria respecto del mis 
m» cuando el lugar enunciado como domicilio es distinto 
de aquel en que se otorga el ]K.dcr. No habiendo uniformi- 
dad en las declaraciones de los testigos, del* urevalecer so- 
bre la prueba testimonial !o consignado C n el [referido ¡m- 
irnmento público. 

Casó: Resulta del siguiente: 
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Buenos Aire». Diciembre 31 de 1914. 

\ i-ios: 

Pon Ricardo A. García entabla demanda contra la provin- 
cia de Unenos Aire-, para que Se declare con costas en caso de 
oposición que ha adquirido por prescripción el dominio de un 
inmueble, cuya superficie y linderos determina, { fs. 2 de estos 
autos y 3 a del expediente sobre información, iniciado ante los 
tribunales del departamento de la Capital de la provincia de 
Hnenos Aires). 

El doctor Salvador Oria por la demandada opone la excep- 
ción de incompetencia de jurisdicción en esta Corte para conocer 
del caso, fundándola en que no se trata de un juicio contencio- 
so, y en que, además, el señor García es vecino de la provincia 
de Buenos Aires; 

Y considerando: 

One el poder de que obra testimonio a fs. i, otorgado el 
día 23 de Mayo de 1913. en esta capital, aparece que c! actor te- 
nia su domicilio en San Fernando, jurisdicción de la provincia 
de Buenos Aires. 

(Juc la manifestación aludida de domicilio, que debia hacer- 
se en cumplimiento de I» dispuesto e» el art. 100 del Código Ci- 
vil, adquiere en el sub judice especial fuerza probatoria, porque 
el lugar enunciado como domicilio era distinto de aquel en que 
«e otorgaba el poder ; y la fecha del acto (23 -de Mayo de 1913) 
no correspondía a los meses en que. según el interrogatorio de 
fs. 48. las declaraciones de los testigos Casanova (fe. 4K vta.l, 
Rcstelli (fs. 40), Hall (fs. 55), Laforoni (fs. 6o) f Silva (fojas 
61 ), y los informes del comisario de San Fernando (fs. 51 y 04 
vuelta), acostumbraba García veranear en esta localidad. 

ue, por otpa parte, las declaraciones referidas no son ex- 
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p'ícitas en cnanto a si García se radicó cu la capital con poste- 
rioridad a -Mayo de 1913, ni sobre la fecha de su viaji 



pa: pudiendo agregarse qué no hay uniformidad en dichas de- 
coraciones, ni con la del testigo don Rafael Correa Morales 

(fs. 8 vía.) relativamente a la ca^a ocupada |*>r el primen, en 
la capital. 

Oue en tales condiciones debe prevalecer s,.hrc la prucl.a 
testimonial lo consignado en el instrumento publico de fs 1 
( I-al'os. 1, mo x), pág. 343). 

Que ni el hecho ,| e que García hubi«rá teni.Io su <!• inicilio 
en esta capital en IQIO. ni el «le que no hava sido continua du- 
rante .los años su roideneia en San Fernando. „• , >¡Hme a | ;i 
conclusión anterior, pues el domicilio puede cambiarse en cal- 
quier momento, y el articulo . 1 de la lev número 48 110 prescribe 
como único nidio de adquirir vecindad, para los efectos del 
fuero, esa residencia por tiempo determinado. (Fallos, tomo 

1 1*. página 2¿(> y otros ). 

Que dado i„ expuesto y lo que establecen el art. roí .1, :., 
Gonstititcidn Nacional, 1.". inciso t.« de la lev numero 48 v 
«le la ley numen, ,41.7. | ;t Corte Suprema no pude conocer del 
presente juicio |*>r razón de la vecindad del demandante: v es 
miec-rio entrar en el examen de si la incompetencia existe 
también por c! carácter «le la acción promovida, 

En su mérito, oído el señor Procurador ('.enera-, se «helara 
haber lugar a la excepción dilatoria -le incompetencia «le juris- 
dicción. Las Costas «e abonaran en el «.nlcn cacado, atenta la 
naturaleza de la cuestión roncha. Notifícese con el original, 
rc!>onga>e el pape] y archívese. 



Nicanor ('.. op. Solar. — M. p. 

DaRACT, _ [). E. I'ALAIIO. 
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c.vrsA i.\ i! 



Ünlii instituyendo obispo de /</ diócesis de Salta monseñor 
Josí Gregorio Rvwem 

Sumario : Corres|>onde eoitéedeí el pase de una bula pontificia 
que no se opone a las prcrnj»ativa* constitucionales y a los 
derechos tle patronato nacional que ejerce el gobierno de la 
Nación. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN i>t-:i. sr. i'krxTKAlxw CKNERAL 

Buenos Aires. Diciembre 30 de 1914. 

Suprema Corte : 

Oportunamente propuesto a la Santa Sede, por el Poder 
Kjeentivo, el doctor José Gregorio Romcr . para Obispo titular 
de la diócesis de Salta. Su Santidad Benedicto X\* le lia insti- 
tuido como ta] por medio de la bula que antecede. 

Ese documento reviste todos los caracteres de la autentici- 
dad, y contiene expresamente el nombramiento que hace, con las 
reservas propias de la autoridad eclesiástica que la dicta, subor- 
dinado todo ello y como corresponde, al patronato que el Go- 
bierno de la Nación ejerce, como atributo de su propia sobera- 
nía, en consonancia con los artículos 67, inciso 19. y té» inciso 
8, de la Constitución y sin perjuicio de los respeto* que se me- 
recen los actos de la alta dignidad eclesiástica de la Santa Sede. 

I\n tales conceptos, pues, y teniendo en cuenta que se lia sa- 
tisfecho plenamente lo prescripto ]w»r el art- 80, inciso H, de la 
Constitución, procede a mi juicio que. con arreglo al inciso 9 del 
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mismo articulo constitucional. Y. K. preste su acuerdo para e! 
pase de la hu!a pontificia presentada por él Poder Ejecutivo pa 
ra proveer la silla episcopal de la provincia de Salta. 

Julio Bota. 

RESOLUCION DK LA l'ORTK Sl'l'RKM A 

Buenos Aires. Diciembre 31 de 1914. 

De conformidad con lo dictaminado por el señor Procura- 
dor Genera], y con las reservas correspondientes al patronato 
nacional, la Corte Suprema de Justicia d¿r la Nación, presta el 
acuerde» <jue la Constitución exige, para que el presidente de la 
República conceda el pase a la bula expedida por Su Santidad 
Benedicto XV, en Roma. c l día 20 de Octubre de mil novecien- 
tos catorce, instituyendo Obispo de la diócesis de Salta, a mon- 
señor José Gregorio Romero, elegido por el Gobierno dé lá Re- 
pública Argentina y presentado en forma al Sumo Pontífice 
para e! expresado cargo. Devuélvase, en consecuencia, este ex- 
pediente al Poder Ejecutivo con el correspondiente oficio. 

A. Bermejo, — Nicanor G- dkl 

Solar. — M. |\ Daract. — 
I). E. Palacio. 



NOTAS: 

Con fecha 10 de Diciembre la Corte Suprema declaró bien 
denegado el recurso extraordinario interpuesto por don José 
Maria Carro en autos contra la Compañía de Seguros "La Na- 
ción", por tratarse de la interpretación y aplicación de dfepOfi- 
ciones de los códigos Civil y de Comercio. 

Con fecha 12 de Diciembre, la Corte Suprema no hizo lu- 
gar a la queja por denegación de justicia deducida por don A 11- 
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gusto ! ; . Oldrati contra sentencia pronunciada por la Cámara 
Federal de Apelaciones de I.a Plata, en los autos seguidos |>or 
doña Teresa Aicardi de Oldrati contra el Banco dé la Provincia 
sobre reivindicación, por no encontrarse formalizada la présta- 
te queja en los términos del artículo 13 de la ley numero 48. 

lín 22 de Diciembre la C<»rte Suprema no hizo lugar a la 
queja deducida in.r Nicolás Pesichelli en él proceso -pie se le si- 
guió por disparo de arma, por no haber interpuesto el reclino 
previsto en el inciso j:\ art. 22 del Código de Procedimientos 
en lo Criminal, contra la sentencia condenatoria pronunciada 
por la Cámara de Apelaciones en lo Crimina! y Correccional de 
la Capital. 

El 24 del mismo tío hizo lugar a la queja interpuesta j>or el 
penado Alejandro Légont contra la Cámara de Apelaciones en 
lo Criminal y Correccional de la Capital por no acceder al pedido 
de reducción de pena, en razón de que la interpretación y apli- 
cación del Código Penal no puede dar lugar al recurso extraor- 
dinario para ante la Corte «art. 15. ley 48). 



AÑO 1915 



CAUSA I 



Don /ff/io C. Moram'hel y su esposa, m autos con dou Lorenzo 
.7. Barros y otro, por reivindicación, recurso de hecho. So- 
hr$ recusación. 

Sumario: Durante la tramitación de los recursos cl c hecho no 
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procede la recusación sin causa (le Ministros ele !:i Corte 
Suprema. 

Casó: Kn un recurso de hecho, el apoderado de I"- recurrentes 
presentó escrito recusando sin causa a uno «le los señores 
Ministros cíe la Corte Suprema, pretensión que fué recha- 
zada |wr la siguiente resolución: 



Buenos Aires. Febrero 4 de 1915. 

Xo siendo procedente la recusación sin causa cíe Xlimstros 
de la Corte Suprema durante la tramitación de lo* reculos de 
hecho, con arreglo a fe dispuesto por el art. i." de la ley número 
3266 ( Palios, tumo ni. pág. ¿j\ ,„, h a |uga r a lo solicitado 

XlCAXÓH G. DKt, SOUK, — M I'. 
Dakací, - I). E- PAI.ACKJ. 



CAUSA II 



Don Dionisio Quiroga i sus herederos) contra los sucesores </•• 
don Gabino Akarcz. sobre restitución de frutos.' Contienda 
de competencia. 

Sumario: Son competentes para conocer de una demanda sobre 
cumplimiento de una sentencia ejecutoriada, los jueces de 
aquella jurisdicción en que se ventiló c l pleito principal. 

Caso: I.o explican las piezas siguientes: 
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SKXTEJÍCIA UKí. JVm W I," INSTANCIA KX I.O CIVIL V COMKKCI.U 

La Plata, Octubfe 28 dt 1914 

V vi-tnx; Considerando: 

Que don < Jetavio Quinfa. p.>r -i y demás herederos de don 
Dionisio Quiroga, se presento a f s . > manifestando qué l::s sen- 
tencias firme- dictadas en el Rediente caratulado --Quiroga 
don Dionisio contra Ka ra nano don Máximo y otros, -obre rei- 
\ -indicación" (fe 5401 qtic tramita por ante este juzgado v se- 
cretaria actuaría, han condenado a !o> sucesores de don (iahi- 
00 Alvares a restituir tos frutos producidos por el bien reivin- 
dicado, y que, ejercitando el derecho que esas sentencias le* 
acuerda, promueve contra los sucesores de don Gabino Alvarez 
demanda para que -can condenado. ; : pagar la cantidad de cien? 
to treinta y ocho mil ochocientos treinta pesos moneda nacional 
que arroja la liquidación que fórmula ; que la acción que pro- 
mueve debe entenderse ron los señores José S. Dórica, I'ab'o 
Milani. Ciro Aparicio. Gabino Gorostiaga, ÍTiginio Aparicio, 
Salvador Anzoarena. como cesionarios de los herederos de don 
Gabino Alvarez y que a fin de que se notifique la demanda a 
don Higiriio Aparicio, domiciliado en la Capital Federal calle 
litados L'nidos número 1444, se libre el exhorto del caso. 

Que corrido traslado de la acción deducida, se mandó li- 
brar el exhorto correspondiente para la notificación de don Hi- 
2¡nio Aparicio (Í5. 6 vta). 

Que el referido Aparicio al ser notificado, s C presentó al 
señor juez exhortado, oponiendo excepción de incompetencia, 
la que fué resuelta de conformidad por el -eñor juez exhorta lo 
como consta del testimonio de fs. 27 a ¿1, solicitándose jx>r di- 
cho juez se declarara incompetente el infrascripto para conocer 
del presente juicio respecto de don Higinio Aparicio. 

Que corrido traslado, el actor sostiene que los tribunales de 
la Capital Federal son incompetentes en el presente caso ¡>or !as 
consideraciones aducidas en el escrito de fs. 51, y oído el señor 
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agente fiscal a fs. 53, se expidió sosteniendo la competencia de 
este juzgado, con lo que St llamaron los autos para sentencia. 

Y considerando: 

Ouc si bien es cierto que en materia de ttMnpetencia debe 
Seguirse el fuero del demandado, cuando se trate de accione* 
personales; esa regla general tiene sus excepciones en las (|ue se 
encuentra el presente casi» en *|iie SC reclama o persigue el cum- 
plimiento de una sentencia dictada por los tribunales de esta 
provincia y pasada en autoridad de cosa juzgada. 

2." Que siendo asi, y reclamándole como se expresa clara- 
mente en e! escrito de fs, 2 la restitución de los frutos que los 
sucesores de don da bino Alvares fueron condenados a devolver 
a los actores en el juicio sobre reivindicación; los jueces com- 
petentes para entender en e>te juicio son los de esta provincia y 
no el de la Capital Federal de acuerdo con lo dispuesto en la lev 
l.\ Titulo 27, Partida 3.* y la invariable y reiterada jurispru- 
dencia establecida ¡>or la Suprema Corte Nacional, entre otras, 
en los fallos que se registran en los tomos 18. pag. 51 j 25, pág. 
280: 27. págs. if)0 y 255: 73. pág. 259; o*, pág. 215, y 108. pá- 
gina 207. 

3¿ c Que siendo don Higinio Aparicio, cesionario de don De- 
metrio Alvares y Alanis, «no de los comprendidos en la senten- 
cia que condenó a los sucesores de Alvares a restituir los frutos, 
no puede a los efectos del cumplimiento dé aquella sentencia, 
promover la cuestión de incompetencia en razón tic su domicilio 
en la Capital Federal, según también asi lo tiene establecido la 
misma Suprema Corte Nacional. 

Por estos fundamentos, de conformidad con lo aconsejado 
por el Ministerio Fiscal a fs, 53 y de acuerdo con lo dispuesto 
en el art. 436 de! Código de Procedimientos; comuniqúese al 
señor juez exhortante, que el infrascripto sosteniendo la compe- 
tencia de estos tribunales, da por trabada la cuestión de compe- 
tencia y pidiéndole remita los antecedentes a la Suprema Corte 
Nacional para la resolución del caso, y elévense los autos a dicho 
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tribunal; debiendo previamente reponerse las fojas. — Rodolfo 
Cñéccp — Ante mi : Cirilo P. Romero. 



DICTAMEN DEL sr. PROCURADOR r.KNKRAL 

Bueno» Aira, Diciembre 23 dt ItU 

Suprema Corte: 

Corresponde a V. E- la presente contienda de competencia, 
a mérito de lo que dispone el art. 9, inciso c de la ley 4055. 

La demanda entablada ante los tribunales de la provincia 
ríe Buenos Aires, versa sobre el cumplimiento de la sentencia 
dictada por los mismos tribunales en un juicio sobre reivindica- 
ción, en el cual se condenó a los demandados a la restitución de 
frutos, cuyo importe se reclama en la actual demanda. Esta cir- 
cunstancia es suficiente para determinar la competencia de los 
expresados tribunales, a fin de entender en el juicio instaurado, 
desde que en éste se persigue el cumplimiento de sentencias an- 
teriores, que compete necesariamente a la jurisdicción ante la 
qué se ventiló e! pleito principal, por ser un principio reconocido 
de procedimiento que el juez que tiene la jurisdicción para fa- 
llar una causa la tiene para ordenar la ejecución de las senten- 
cia* que dicte. 

Por lo expuesto y fallos de V. E. (tomo 70, pág. 363 ; tomo 
7J. pá* 259). pido se declare !a competencia del señor juez de 
lo civil de la c iudad de La Plata para entender en el litigio. 

Julio Rotct. 



FALLO DE LA COSTE SUPREMA 

Butnof Aftrtt, Ftbrtro Stfc 1015. 

V vistos: 

Los de contienda de competencia entre un juez de r. a ins- 
tancia en lo civil de la Capital, y otro de igual categoría de La 
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Mata para conocer del juicio que han iniciado ante el segundo 
de dichos jueces, los sucesores de don Dionisio Quiroga, contra 
Higinio Aparicio y otros, sucesores a su vez de don Gatuno Al- 
varez, por restitución de frutos, y 

Considerando: 

Que la demanda de que se trata, versa sobre cumplimiento 
dC una sentencia ejecutoriada, dictada por los tribunales de la 
provincia de Btienos Aires, en un juicio de reivindicación y que 
condenó a los demandados a la devolución del inmueble y res- 
titución de frutos, cuyo importe se reclama, como queda antes 
dicho. 

Que en tal virtud la jurisdicción competente es aquella en 
!a que se ventiló el pleito principal. (Fallos, tomo 70. pág, 3%; 
tomo io8. pag. 207, y otros). 

Por ello, fundamentos concordantes del auto de fs. 55. y lo 
expuesto y pedido por el señor Procurador General se declara 
la competencia del juzgado de La Plata para conocer de la refe- 
rida demanda. 

En consecuencia, remítansele los autos previa reposición de 
sellos haciéndose saber en la forma de estilo al señor juez de la 
Capital. Nótifíqtiese origina!. 

A. Bermejo. — Nicanor G. drl 
Solar. — M. P. Dakact. — 
I). E. Palacio. 
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CAUSA III 



Don AlMiié Arétülo contra el Gobierno Sudona!, sobre danos 

V perjuicios 

Sumario : Es ajeno al recurso extraordinario del art. 14, ley 48, 
nn pronunciamiento basado en hechos y en la aplicación «le 
disposiciones «leí derecho común. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 



MA'TKXi l.\ DKl, Jt'KZ li-IHtkU. 

Buenos Airci, Janio 9 de 1914. 

Y vistos estos autos seguios por don Manue! Arévalo con- 
tra la Nación, por daños y perjuicios: 

Resulta: 

QÜC el año iqoi el Gobierno de la Xación declaró Colonia 
Nacional a la isla de Cboele-Cboe] í Rio Negro), otorgando lo- 
tes a todas aquellas personas que los poblasen- 

Arévalo solicitó y obtuvo el lote XIII de la sección VI, que 
Según dice ocupaba ya anteriormente, compuesto de cien hectá- 
reas a dos posos y cincuenta centavos moneda nacional cada 
una : Oue un año después le fué dada la posesión por el ingenie- 
ro Kchcroni ; que sembró. cl >ra> su campó, y edificó en él casas, 
después de lo eual pidió a la oficina de Turras y Co'onias el ti- 
tulo corres|K>ndientc. 

íjue debido a la criminal conducta del comisario Gamboa, 
se vió envuelto en vario* procesos v puesto én la caree!, v mien- 
tras duró su ausencia, trabajó el tote Su esposa y un encargado 
llamado Gamarra. 
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QüC una vez en libertad supo que su campo había sido ven 
dido ¡K»r Gamboa, trasladándose entonces a la Capital ¡federal, 
para poner en conocimiento de las autoridades superiores los 
atentados y vejámenes cjue se llevaron a cal» contra su persona. 

Relata luego el poco resultado de dos expedientes que ini- 
ció en los ministerios del Interior y Agricultura. 

Que tiene el derecho de hacerse resarcir por el demandad" 
los daños y perjuicios que !e ha ocasionado "1 proceder ilegal 
de la Oficina de Tierras y Colonias, que a pesar de sus pedidos 
no le daba posesión. 

Ouc a pesar del art. 16 de la ley de tierras que dice: "En Ib 
sucesivo la ocupación de tierra fiscal, no servirá de titulo de 
preferencia para SU adquisición'*. Como esta ley fué dada en 
1903. debe suponerse que antes se reconocía lo contrario, y que 
por lo tanto Arévalo. aunque no tuviese la posédén tenia dere- 
cho a ser preferido, pues por el transcurso del tiempo estabj 
debidamente purgada. Art 2473 y 2470, C. C. 

Se hace una serie de caraos a la Oficina de Tierras y Co- 
lonias y se rccuerdnn los artículos 1073, 1075, 1074 C. C. 

Como no seria justo *c desalojara a otro, creándole ¡gua¡ 
situación, transa |>or una suma de dinero equivalente al daño v 
perjuicios producidos estimándola en treinta mil pesos moneda 
nacional, no teniendo inconveniente en que se disminuya. 

Corrido traslado de la demanda Fué contestada come sigile: 
Que en los expedientes administrativos 4796 (A). 1908 y 6858 
(A) 1907, consta efectivamente que en 1902 cuando el agri- 
mensor Kcheroni hizo la mensura de la Isla Ciioele-Choel, el se- 
ñor Arévalo ocupaba el lote a que se refiere la demanda, pero 
que también consta por las inspecciones posteriores que el lote 
estaba desocupado, no figurando Arévalo en los libros de *a 
Contaduría de la Oficina de Tierras y Colonias como concesio- 
nario de lote alguno de dicha Colonia, razón |>or la cual la ofi- 
cina !a concedió en venta a F, Pasegtii. 

De donde resulta, dice, que si el señor Arévalo tuvo algún 
derecho lo perdió por abandono, y el Gobierne» no tiene i>or qué 
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responder por los actos arbitrarios de que fm- victima d e parto 
del comisaria Gamboa. 

Que aunque |á Oficina cíe Tierras y Colonias hubiese co- 
metido con él señor Aréva'w alguna injusticia, cosa que no cun- 
ta en ninguno de los expendientes cjnc ha tenido a la vista, el Gbr 
bienio Nacional no seria tampoco responsable por los daños y 
perjuicios, según el art. 4 ¿ (\ C. y la uniforme jurisprudencia de 
la Corte Federal, i 'W §¿, pág; 371, y tomo 78. págf. 

Abierta la causa a prueba. é>ta Se produjo según certifica- 
do del actuario a fs. 1 ió, y 

Considerando: 

Que e: testigo Kcheroni niega haber dado la rwsesíón a Aré- 
vate por no estar autorizado para ello. 

Que ninguno de los .testigos afirma conocer este ludio. AI 
contestar en efecto a la pregunta 4.". de los respectivos interro- 
gatorios, formulada asi: "Si saben y les consta que don Manuel 
Arévalo fué puesto en jwsesión de este lote de tierra i>or el in- 
geniero Kcheroni, quien obraba por orden del Cobierno de la 
Nación", contestan uniformemente que no saben. Martinenghi 
fs, 78; Moyano fs. 80; Trinchen fs. 80 vta.: líerthe fs. 81 ¡ 
-anelü fs. 83. 

Que cualquier |w>sesión anterior a que alude la parte artora 
por SUS trabajos y mejoras | a |>erdió irremisiblemente por e! 
abandono que hizo según e! art. ¿452 C. C. 

(Jue este abandono consta en los expedientes traídos a 
prueba del Ministerio de Agricultura, como también que los tra- 
bajos eran bastante deficientes y precarios. 

(Jue las razones que da la parte actora para justificar el 
abandono qué hizo no pueden ser imputable al Gobierno Na- 
cional, tanto menos, cuanto que. consta en uno de los expedien- 
tes traídos a prueba que el señor Arévao fué condenado ¡or Ra- 
siones a siete meses de arresto. 

Aceptar que las consecuencias de la inconducta de Arévafii 
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puedan significar el beneficio cíe interrumpirle su abandono se- 
ria ilegal e ilógico. 

Que la posesión efectiva y legal es esencia!, si se considera 
que han de contarse los dos años dentro de los cuales deban 
cumplirse las condiciones que marca la ley <art. 14, de la ley de 
Tierras » desde que se obtiene. 

Que al efectuarse el abandono el contrato queda sin efecto 
con pérdidas a favor del Estado de las cuotas pagadas y mejó 
ras adheridas al suelo (art. 35 de la ley 41Ó7). estando en su 
derecho por lo tanto la Oficina de Tierras y Cofonias. al vender 
el campo nuevamente como lo hizo, según consta de! expediente 
traído a prueba del Ministerio de Agricultura. 

Que la ocupación precaria de Arévalo a que se refiere la 
Dirección General de Tierras y Colonias en su informe de 15 de 
Abril de 1910, señalándolo como ocupando e! lote respectivo — 
de tránsito — e:i el pastoreo de ganados, no es la posesión gene- 
radora de derechos a que aluden la ley especial de tierras y el 
Código Civil. 

Que, en todo ca$ó, |*»r circunstancias ajenas a! Gobierno. >i 
en hi|K)tcsis se admitiera que Aréva'o recibió y mantuvo la po- 
sesión, se observaría en contra de sus actuales pretensiones, que 
no habria acreditado plenamente haber cumplido por su parte 
con los deUrcs de adquirentc de tierra nacional, impuestas |n>r 
las leyes y decretos respectivos, siéndole de consiguiente aplica- 
ble la disposición del art. ijoi del Código Civil. 

I'or tanto, y consideraciones concordantes aducidas por el 
>eñor Procurador Fiscal, defensor de la demandada en esta li- 
tis, definitivamente juzgando, fallo: 

Rechazando, con costas la presente demanda instaurada 
por indemnización de daños y perjuicio* por don Manuel Aré- 
va'o contra el Gobierno Nacional. 

llágase saber, insértese y archívele. 



T. .trias. 
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Bueno» Aires, octubre 3 de 1914. 

VistOS estos autos seguidos por .Manuel Arcvajo contra el 
Poder Ejecutivo Nacional, y 

Considerando: 

Oue la presente demanda contra el Gobierno de la Nación, 
por indemnización de daño- y perjuicios, la funda el ador crt 
los siguientes luchos: porque el Gobierno no le dio preferencia 
en la adquisición y título del lote 13; sección VI, de la Colonia 
Choele-Chocl. al cual dice el demandante tenia derecho porque 
estal>a en posesión del terreno y había hecho mejoras, cuando 
fué practicada la mensura y división de la Colonia, que no obs- 
tante esta .situación legal, ha sido adjudicado en venta el lote a 
otra persona. También !e ha ocasionado perjuicios los abusos de 
autoridad del comisario en aquel tiempo, don Mariano Gamboa. 

En cuanto al primer fundamento: el decreto del Gobierno 
Nacional, creando en Mayo o de iqoo la Colonia Choelc-Choel, 
establece en el art. 6." "que los actuales pobladores de la Isla 
tendrán preferencia fiara la compra de lo?» lotes rurales y urba- 
nos, a cuyo fin se fija el pías» de seis meses para su presenta- 
ción, a contar desde la aprobación de la subdivisión ; vencí lo 
éste, los lotes que resten se enajenarán a! primer solicitante". 

El demandante no afirma en la demanda, ni ha probado en 
estos autos, que se hubiese presentado en alguna época ante e! 
Gobierno solicitando comprar el lote que ocupaba; por tanto el 
Gobierno ha usado del derecho que le acuerda la ley de tierras 
y lo dispuesto |>or el mismo decreto transcripto, de vender ! 
lote a otra persona que lo ha solicitado en compra, después de 
vencido el plazo. 

Es. pues, jx»r culpa imputable al mismo actor, qué el Go- 
bierno no le adjudicó el lote ocupado, y lo vendió a otro que lo 
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solicitó en compra. Los perjuicios por culpa de! mismo que los 
padece, no impone responsabilidad alguna al Gobierno. Princi- 
pio jurídico establecido en el art. 1112 del Código Civil. 

Considerando: en cuanto a los perjuicios por abuso de au- 
toridad imputada al ex comisario, qu c según el art. 43 del Có- 
digo Civil, contra las persona., jurídicas no prospera la acción 
de daños y perjuicios emergentes de delito, que dice ejecutados 
por un empleado dependiente de la persona jurídica. (Véase el 
fallo de la Suprema Corte, inserto en el tomo 78, pág. 371, y los 
fallos citados en éste; tomo 96, pág. 336 y tomo 106 pág. 355). 

Por estas* consideraciones, y sus fundamentos, se confirma, 
con costas, la sentencia de fs. 118. 

Notifiquen, devuélvase y repónganse las fojas ante el juz- 
gado de origen. 

/. :V. Afatienco Angel Fcrreira 

Cortct. — Daniel Goytia. — 
E. V ¡¡¡afane. 
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Butflot Aire*. Febrero II dt 1915. 

VistoS y considerando: 

Que el recurso expresamente interpuesto a fs. 135 y conce- 
dido es el extraordinario de los artículos 6.°, ley 4055, y 14 de 
! a número 48; y en tan concepto corresponde examinar la sen- 
tencia apelada. 

Que no se ha manifestado discrepancia entre actor y de- 
mandado acerca del alcance y de la inteligencia del decreto de o 
de Mayo de 1900, creando la Colonia Choele-Choel ; y la resolu- 
ción recurrida se basa en el hecho de no haber e! apelante afir- 
mado ni probado, que solicitara del Gobierno, en el plazo seña- 
lado por el art. 6 de dicho decreto, la compra del lote c!e tie- 
rra a que se refiere la demanda. 
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Que un pronunciamiento d e tal naturaleza, basado sobre 
hechos, es ajeno al recurso extraordinario. (Fallos, tomo 62 pá- 
gina 274 y otros), ' 

Que la res,K»nsabilidad civil de la .Vació,, por los abusos de 
autoridad imputados al ex comisario Gamboa, ha sido desesti- 
mada, aplicando lo dispuesto por el art. 43 del Código Civil - y 
este pronunciamiento, por sí solo, no da lugar al recurso extra- 
ordinano de que se trata (art. 15, ley 48). Fallos, tomo citado, 
pag. 279 y otros). 

Por lo expuesto se confirma la sentencia apelada en la par- 
te que ha podrió ser materia del recurso. Xotifiquese original v 
devuélvase. 6 3 

A. Bermejo. — Nicanor G.jiel 
Solar. _ M. R Daract. - 
D. E, Palacio. 



ÜAUSA IV 



Don Juan Turcattien autos con Tcmbolini y Pérez, sobre 
usurpación de patente. Recurso de hecho 

Sumario ; No procede el recurso extraordinario del art. 14, ley 
48, contra una resolución que no desconoce la validez y efi- 
cacia de la patente del apelante dentro de los límites que le 
acuerda la ley, y que, por el contrario, reconoce la validez 
de dicho titulo. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes ; 
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DICTA Al K.V pjjfc sr. PROCURADOR GENERAL 

Sueños Aires. Agosto 4 de J9H. 

Suprema Corte : 

Del informe elevado a % E. por la Excma. Cámara Fede- 
ra! del Rosario, se desprende que no s e ha discutido en el pleito 
la validez y eficacia de la patente acordada a los recurrentes, y 
que la sentencia dictada por aquel tribunal se limita a declarar 
la inexistencia del delito de usurpación atribuido a los deman- 
dados, en razón de hallarse éstos en posesión de una patente 
adicional regularmente concedida. 

Estos antecedentes son suficientes para establecer la im- 
procedencia del recurso extraoulinario, en razón de que la cues- 
tión principal en este debate reposa en una circunstancia de he- 
cho que no puede motivar aquel recurso, no estando afectada 
ninguna cláusula constitucional o legal susceptible de ser traída 
a conocimiento de esta Corte Suprema. 

Por lo expuesto y jurisprudencia concordante, ( Fallos, to- 
mo 112, pág. ,>¡do a V. E. se declare bien denegado el re- 
curso. 

' Julio Hotct. 
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Baesoe Airea, Febrero II «1c 1*5. 

V 

Autos y vistos: F.I recurso de hecho por apelación denega- 
da interpuesto por el representante de don Juan Turcatti contra 
sentencia de la Cámara ele Apelación en lo Federal del Rosario, 
en el juicio seguido contra Pascual Pérez y Pascual Tombolini, 
sobre usurpación de una patente de invención. 
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Y considerando: 

1?, , C ° nSta e " eI Ínforme expedido por la Cámara 

Federa, de Rosario, !a quere.Ia por defraudación se ha U nda- 
rfo en que os demandados explotaban lo principal de la inve> 

clnd« n . a a ° r,ZaC " n dC ! d, ' eñ ° ' ,e ' a ***** hab,énd os rde - 
echado a acusacK,„ en la sentencia de que se recurre en raz.n 

Sol ,os útin,os i abian ejercita<b * 3S2ÍB 

«O de su pa en e adicional, y con arreglo a las disposiciones l 
S¡J5£ 3 ' ,m,, ° « * '» "«-o ,„ distentís £ 

Que como lo hace aquel tribunal, tal decisión no importa 
^conocer ¡a valide, y eficacia de. titulo de. apelante dem o d 
-os 1 mitcs que le acuerda la ley, reconociéndole, por el contra! 
no la v.l,d« del mismo, por lo q„ c de», declararse improc^- 

« c m e r aord ;T o q,,c se ha ******* *¿£> 

mero 48. > * " * * - v '4 * fe ley ni 

IW ello y de conformidad con lo dictaminado ,K>r el <eñor 
f.quese con e! or.gmal y repuesto el papel, archívese. 

A. Bermejo, - m. p. Dar.\«t._ 
D. F.. Palacio. 



CAUSA V 

Pon Mmuei Herrera. e„ cutas eon la Aduana de la Capital. 

sobre contrabando 

Sumaria: .." N„ procede el recurso dé nulidad tratándole .leí 
extraordinario autorizado por el art. 14. lev 48. 



la corre suprema 

2." Procede el recurso extraordinario del art. 14, ley 48, 
en un caso en que, discutida durante el juicio la inteligencia 
de disposiciones de las ordenanza y de la ley de Aduana, la 
sentencia apelada es contraria a lo sostenido por él recu- 
rrente. 

3-° Xo alegándose haber mediado violencia o intimida- 
ción, no es ineficaz una confesión, por la circunstancia de 
haber sido ella prestada hallándose incomunicado el proce- 
sado y sin la asistencia de su defensor. 

4." Comprobado el hecho en que consiste la infracción, en 
el caso, el transbordo clandestino de los efectos, seria con- 
trario, a los principios generales en materia de procedi- 
mientos (|iie aquélla quede impune por irregularidades en el 
proceso. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes; 
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Boewwi Aires, Septiembre 27 de 1911. 

Y vistos: Estos autos seguidos por don Manuel Herrera, 
patrón de la ba andra Libre Pcnsador % y don Mercurio Giuliani. 
capitán del vapor Solis (hoy su esposa y heredera, doña 'Teresa 
Bruno de Guiliani), apelando de una resolución de aduana, de 
Tos que : 

Resulta : 

Que por la resolución administrativa de fs. 188 a 194 se 
ha declarado caldas en comiso las mercaderías motivo de este 
sumario, que fueron encontradas ocultas en la balandra Libre 
Pensador, aplicándose además una multa igual al valor de esa 
mercadería tanto a la referida balandra como al vapor Solis. 

Que esta resolución se funda en la denuncia de fs. 1 y de- 
más constancias del sumario administrativo de las que resulta 



que habiéndose procedido a la detención de la balandra Libre 
Pensador en razón de las circunstancias que se mencionan en el 
parte <:e fs. i, se encontraron a su bordo la cantidad de 43 far- 
dos de sedería* que no estaban documentadas en forma alguna, 
mercadería que según lo afirmó en un principio el patrón de es- 
ta embarcación la habia recibido del vapor Solis en el punto de- 
nominado Amarradero del Paraná Guazú para ser conducida a 
Montevideo mediante una remuneración que debía hacérsele. 

Que apelado por las partes interesadas el referido fallo ad- 
ministrativo, los apelantes Guilíani y Herrera expresaron sus 
agravios a fs. 222 y 236, respectivamente, pidiendo la declara- 
ción de nulidad del fallo recurrido, fundados: i.° en que el pro- 
ceso se basa en un procedimiento ilegal e inconstitucional, por 
cuanto el vapor Solis fué apresado estando en marcha para el 
Paraguay contra la disposición expresa del art. 889 de las orde- 
nanzas de Aduana, habiendo sido detenida también la balandra 
Libre Pensador en circunstancias análogas, esto es, mientras iba 
navegando; 2-° en que no ha existido denuncia hecha en debida 
forma, y 3. en que los jefes superiores de la Aduana a quienes 
se Ies ha adjudicado las multas impuestas en el fallo condena- 
torio han intervenido en el sumario; solicitando finalmente la 
revocatoria del fallo apelado fundados en las consideraciones 
dé hecho y de derecho que Se aducen en los referidos escritos de 
expresión de agravios y alegatos respectivos. 

Y considerando : 

Primero: Que habiéndose opuesto como defensa la nulidad 
del fallo administrativo según se acaba de establecer en los re- 
sultandos, corresponde tratar ante todo esa cuestión. 

La primera causa de nulidad se basa en el art. 889 de las 
Ordenanzas de Aduana, según el cual, ningún buque munido de 
us pajales en buena y debida forma, podrá ser detenido en su 
marcha bajo pretexto de percepción de impuesto o de visita de 
su cargamento. Como se vé esta disposición prohibe la detención 
de los buques que estén munidos de sus papeles en buena y de- 
bida forma, lo qué interpretado a contrario sensu, lleva lógica- 




mente a la conclusión de que tal detención sería permitida en 
los casos en que un buque no navegara con sus papeles en for- 
ma. En el presente caso se ha procedido a la detención de la 
balandra Libre Pensador por haberse encontrado a su bordo 
una cantidad de mercadería cargada clandestinamente, que no 
estaba documentada en forma alguna, y se ha procedido al apre- 
samiento del vapor Soik por pesar sobre él la imputación grave 
de haber transbordado la mercadería que se encontró en el Libre 
Pensador. En tales circunstancias el procedimiento empleado es- 
tarfa implícitamente autorizado por la misma disposición en que 
se han fundado los apelantes. Pero si alguna duda pudiera exis- 
tir al respecto, ella desaparecería por completo ante el texto 
claro y expreso del articulo 892 de las mismas ordenanzas, que 
dice: "cuando un capitán o conductor de un buque sea acusado 
de haber intentado o hecho contrabando o defraudación en los 
ríos interiores o costas de la Nación, no podrá invocar la liber- 
tad de la navegación para ponerse al abrigo de los procedimien- 
tos correspondientes contra su perdona ni contra las mercaderías 
que se quiso importar o exportar fraudulentamente". 

La nulidad fundada en esta causal, es pues completamente 
improcedente porque la detención de esos buques se ha operado 
legalmente, en virtud de estar sindicados como autores de un 
contrabando o infracción realizados en jurisdicción argentina. 

Segundo: Que es igualmente inconsistente el argumento 
que se aduce, de no existir en este caso denuncia en debida for- 
ma, pues el parte d e fs. 1 pasado por el inspector señor Vergés 
satisface, a juicio del suscripto las exigencias del art. 1040 de 
las Ordenanzas de Aduana desde que en el se explican clara- 
mente todas las circunstancias del hecho previamente constata- 
do. Por otra parte, esta disposición legal ni ninguna otra esta 
Mecen la nulidad del procedimiento administrativo en los casos 
en que el parte no indicara todas las circunstancias proscriptas. 

Los apelantes sostienen, además, que el verdadero denun- 
ciante del hecho ante la autoridad superior aduanera lia sido el 
sujeto llamado Gerónimo Ftrentons y que esa denuncia ha debi- 
do hacerse por escrito como lo prescribe el art. 73 de la ley de 
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Aduana. Tal circunstancia no podría producir como consecuen- 
cia, la nulidad del fallo apelado, porque como se ha dicho existe 
una parte «pie satisface los extremos de la ley, pudiendo influir 
tan sólo en lo relativo a los derechos que pudieran corresponder 
en el comiso y multas decretadas. 

Tercero: Que la tercera causal de nulidad resulta también 
improcedente, pues de las constancias del sumario no se des- 
prende en manera alguna que en la instrucción de éste hayan 
intervenido las personas interesadas en los beneficios del comi- 
so. El proceso se ha tramitado de acuerdo con lo dispuesto en 
los artículos 1053 y 1054 de las Ordenanzas de Aduana y las no- 
tas pasadas por el inspector de Aduanas no han podido tener 
influencia alguna en la decisión de este asunto, como no ha |x>- 
mdp tenerla tampoco el hecho de que el autor del parte haya 
presentado testigos. Corresponde al tribunal examinar el mérito 
«le la prueba producida en el momento de dictarse el fallo. 

Cuarto: Que en consecuencia, del estudio de este asunto no 
resulta que se hayan violado reglas esenciales del procedimien- 
to y corres¡)onde por lo tanto, declarar la improcedencia de las 
excepciones de nulidad deducidas. 

Quinto: Que examinadas las causas de nulidad en la forma 
establecida en los precedentes considerandos corresponde entrar 
al estudio del fondo de este asunto para determinar la interven- 
ción que han tenido en el hecho denunciado la balandra Ubre 
Pensador y el vapor Solis. 

De su declaración de fs. 6 y demás constancias de autos re- 
sulta plenamente comprobado que don Manuel Herrera patrón 
de la balandra Ubre Pensador recibió a su bordo durante la no- 
che del día 10 de Marzo de 1906, en las costas del Paraná Gua- 
zu la cantidad de cuarenta y tres fardos de sederías que no es- 
taban documentadas en forma alguna; que esa mercadería esta- 
ba oculta en la bodega del buque y no fué ni siquiera manifes- 
tada al inspector Vergés al ser interrogado por éste sobre las 
mercaderías que conducía. 

Que si bien, en su declaración de fs- 57 vta., ha rectificado 
Herrera su primera exposición en la parte relativa al buque de 
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^uién dijo en un principio había recibido el transbordo, tal reo 
tificación no puede modificar en nada su situación legal ni la 
responsabilidad en que ha incurrido al haberse prestado a la 
rcaluadón de un hecho delictuoso, ya sea que la mercadería :a 
obtuviera del vapor Solis o de cualqier otra embarcación. 

La Suprema Corte en el fallo que se registra en el tomo 2.» 
Pm 373 ha declarado que el transbordo de mercaderías de un 
buque a otro es un hecho calificado de contrabando. 

Que por consiguiente, habiéndose procedido legalmente a 
la detención de esta balandra como se ha demostrado en el con- 
siderando tercero y habiéndose consumado el transbordo en 
aguas de jurisdicción argentina, se ha incurrido en las penas 
decretadas en los artículos 1023, 1024, 1025 y '026 de las Orde- 
nanzas de Aduana. 

Sexto: Que en lo que respecta a la intervención que se im- 
puta al vapor Solis en el hecho denunciado, si bien los antece- 
dentes de este asunto permiten sospechar que éste no ha sido 
ajeno al mismo, cabe observar, que los elementos de prueba acu- 
mulados en este proceso no son tan terminantes ni categóricos 
que permitan fundar legalmente en su contra una sentencia con- 
denatoria. Toda la prueba que se invoca por la acusación con- 
siste en las declaraciones de Manuel Herrera y José Machado 
patrón y tripulante de la balandra Libre Pensador que corren a 
fs. 6 a fs. 11 ; la de los testigos Pablo Ramallo. José Mora. Ca- 
simiro Pintos y José Silva que declaran a fs. S i vta., S4. 61 
vuelta y 67. 9 

Añora bien, el testimonio de Herrera y Machado carece de 
valor lega! porque, aparte de haber éstos rectificado sus prime- 
ras declaraciones, como consta a fs. 57 vta.. no podrían ser tes- 
tigos sino para simples indicaciones y al solo objeto de la inda- 
gación sumaria por ser cómplices en el delito, según lo establece 
e! art. 276. inciso 7. del Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal. 

Las declaraciones de los demás testigos mencionados no 
pueden tampoco hacer plena fe en este juicio por no haber pres- 
tado el juramento establecido en el art. 296 del citado códi«o 
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requisito que, como se desprende de! art. 307, inciso c°, es ne- 
cesario, para que sus dichos merezcan entera fe. 

Que además, y como resulta de las diligencias practicadas 
durante e! período de la prueba de que informa el segundo cuer- 
po de autos, no ha sido posible obtener la comparencia de estos 
testigos por no haberse conseguido dar con sus paraderos, no 
obstante las reiteradas citaciones y averiguaciones hecha* por la 
policía marítima. 

Esta circunstancia que ha impedido que esos testigos se ra- 
tificaran ante este juzgado con las formalidades de ley, unida 
al hecho comprobado en autos de haber manifestado el sujeto 
Gerónimo Rrentons, interesado en este asunto, que estos testigos 
habían sido presentados por él, que eran amigos suyos y le de- 
bían servicios pecuniarios, despojan a sus dichos de todo va!or 
legal. (Véanse declaraciones de Ricardo Lara, Adolfo Airotti, 
Eusebio Rodríguez y del doctor Antonio Giménez Pastor de fo- 
jas 114 a fs. 129). 

Que por consiguiente, aplicando a este respeto, el criterio 
estricto con que debe apreciarse la prueba de cargo, y de acuerdo 
con el art. 13 del Código de Procedimientos en lo Criminal, co- 
rresponde declarar que la intervención del vapor Soh's en el he- 
cho que se le imputa, ha quedado improbada. 

Por estos fundamentos, fallo confirmando con costas la 
sentencia apelada de fs. 188 en cuanto ella declara el comiso de 
la mercadería encontrada en infracción a bordo de la balandra 
Ubre Pensador e impone a ésta una multa igual al valor de e*a 
mercadería, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 1023 X 
1024 de las Ordenanzas de Aduana y revocándola en la parte 
que impone multa al capitán del vapor Soiis, quedando en estos 
términos reformada la sentencia recurrida. 

Notiffquesc con el origina!, repóngase el papel y en oportu- 
nidad devuélvase. 



- 



Miguel L. Jantus. 



2,4 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



SENTENCIA üE LA CAMARA FEDERAL DE APELACION K.« 



■atMi Aires, Junio 12 dt 1913. 

Y vistos en los recursos de nulidad y apelación acordados 1 
fe. 671 vta., 672 vta., 674 y 676 vta. 

Y considerando respecto del primero: 

Que la parte de Herrera sostiene qu e el sumario adminis- 
trativo es nulo por las siguientes razones: i.° Porque falta e! 
parte de denuncia en las formas proscriptas en los artículos 1039 
y io*o de las Ordenanzas; ú? Porque el verdadero denunciante 
en esta causa es Gerónimo Brentons que no presentó la denun- 
cia en la forma ordenada en ct art. 73 de la ley de Aduana; 3. 
Porque el sumario se ha instruido bajo la dirección e interven- 
ción inmediata de los señores García y Vergés, a quienes la sen- 
tencia adjudica las multas impuestas; y 4. Porque el señor Ver- 
gés ha ocultado un acta importante levantada a bordo del Presi- 
dente Roca, poco después del apresamiento de la balandra Libre 
Pensador y porque ha traído al sumario cuatro testigos falsos 
con plena convicción y conocimiento de la falsedad con que de- 
bían producirse esos testigos. 

El documento que sirve de cabeza a un sumario administra- 
tivo por infracción a las Ordenanzas de Aduana es la denuncia 
en forma, que puede ser presentada por un particular o por un 
empleado público, conforme lo determinan el art. 73 de la ley de 
Aduana y los artículos 1039 y 1040 de las Ordenanzas. 

Ahora bien, el recurrente Herrera sostiene que el sumario 
administrativo es nulo porque falta el parte de denuncia del 
particular, de que trata el art. 73 de la ley de Aduana, y porque 
en los presentes autos el verdadero denunciante es don Geró- 
nimo Brentons, quien no ha formulado su denuncia con suje- 
ción a! art. 73 citado. 

Es indudable que en autos no aparece denuncia en forma 
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presentada por Brentons ; por consiguiente, dicha persona no 
tiene absolutamente el carácter de denunciante, de modo que el 
sumario administrativo no Se ha iniciado ni podido continuar 
partiendo de la base de la denuncia de un particular; pero de la 
simple carencia de esa denuncia privada, no se sigue que el su- 
mario administrativo instruido sea nula, pues existe el docu- 
mento de fs. i y fs. 2 que, como lo resuelve el fallo apelado de 
fe. 663, reúne los requisitos exigidos por los artículos 1039 y 
1040 de las Ordenanzas en cuanto atañe al hecho denunciado 
como infracción, personas día y lugar en que se cometió, y citas 
legales del caso, cuyo documento es bastante para constituir ca- 
beza del sumario administrativo. 

El recurrente al sostener que el sumario es nulo porque en 
él no aparece la denuncia del verdadero denunciante, invoca en 
apoyo de su tesis el fallo de esta Cámara dictado en 20 de Abril 
de 19a* en la causa seguida por Rey y Fernández contra Silva 
y Sotomayor. (Tomo 7, pág. 287. Falíos de esta Cámara). 

Dicha sentencia sólo resuelve que Fernández como preten- 
dido denunciante, no tiene parte alguna en el comiso, porque no 
consta en los autos que haya hecho denuncia alguna, conforme 
al art. 1059 de las Ordenanzas. El fallo no resuelve que el su- 
mario sea nulo. 

Afirma el recurrente que el sumario es nulo por haberse 
instruido bajo la dirección inmediata de los señores García y 
Vergés, interesados en el resultado de las pcn^\ 

De los autos resulta: Que presentado el parte de denuncia 
de fs. 1 y 2, el señor García lo elevó inmediatamente a la Adua- 
na de la Capital, y que ésta lo pasó a la Oficina de Sumarios a 
sus efectos ; que el sumario administrativo se ha instruido por 
la respectiva oficina, bajo la dirección del administrador de 
Aduana, señor Calvo; que Vergés a fs. 51 y 53 solicitó de! ad- 
ministrador se sirviera tomar declaración a Pablo Ramallo, Jo*c 
Afora, José Silva y Casimiro Pintos, lo que asi se hizo, fs- 51 vta. 
a fs. 56, fs. 63 vta. a fs. 70; Que a fs. 121, Vergés pidió fuesen 
interrogados el patrón de la balandra, Manuel Herrera y el ma- 
rinero de la misma, José Machado. 



Suponiendo que las diligencias practicadas a solicitud de 
Vergw no sean autorizadas por ley, resultarían nulas y que por 
íanto, no deberían tomarse en consideración al resolver el caso- 
pero su ineficacia no induciría la nulidad del sumario practica- 
do por la autoridad competente. 

El señor Garcia no aparece interviniendo en las diligencia* 
propias del sumario. 

Sostiene también el recurrente que el sumario es nulo por- 
que Verg« ha ocultado un documento y porque en la causa han 
declarado cuatro testigos falsos. 

La ocultación del documento puede constituir un delito,.cn 
el peor de los casos y por cuya comisión -Vergés podría ser per- 
seguido-; las decoraciones de cuatro testigos falsos, autorizarían 
que no se tomaran en cuenta sus dichos, aparte de las respon- 
sabilidades pei...le.s en <|ue pudieran incurrir; pero esas circuns- 
tancias no anulan por si mismas e! sumario. 

Finalmente, debe tenerse presente que la resolución admi- 
nistrativa no causa instancia ; Que elevado el sumario al juez 
federal, este somete lo actuado a su jurisdicción y que ante él 
pueden y deben subsanarse todos los vicios del sumario admi- 
nistrativo, correspondiendo la eliminación de todo lo que con- 
tenga de repugnante a la ley. 

De todo lo expuesto resulta que el sumario administrativo 
no es nulo y que, en consecuencia, no es procedente el recurso 
de nulidad. Con tanta mayor razón, cuanto que ante el inferior 
se ha tramitado la causa con arreglo a derecho y se ha dictado 
la sentencia de acuerdo con jas formas y solemnidades de ley, 
art. 509 Código de Procedimientos Criminales. 

Y considerando en cuanto al recurso de apelación: 

t d S QU * SegÚn Cl ***** de ÍS 1 y 2 ' el em P'« a <ío de Aduana 
i- P. ^ erges, a bordo del remolcador Presidente Roca, navegan- 
do aguas abajo por el río Paraná-Gtiazú, v fó una balandra, la 
alcanzó y le hizo señas para que se detuviera. Una vez atracada 
la balandra, preguntó Vergés al patrón por su nombre, mercade- 
nas que conducía el barco y documentos correspondientes que 
justificaran su procedencia y destino ; Que el interpelado con- 
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testó llamarse Manuel Herrera ; que conducía en su buque va- 
rios esterios de leña con destino a Montevideo; que los docu- 
mentos aduaneros del caso los tenia en un sobre cerrado que 
entregó a Vergés, junto con el rol de la embarcación y certifica- 
do de sanidad ; que pasando visita al buque, se encontró en su 
bodega una considerable cantidad de fardos y bolsas de merca- 
derías; que preguntado Herrera por el documento de esas mer- 
caderías, en dónde las había cargado y cuál era su destino, con- 
testó que no tenía documento alguno a su respecto, que el vapor 
orienta! Solis se las había entregado a las diez y media de la no- 
vhe del día 9, atracado a la costa de! 1 'araná Guaní, en un para- 
je que existe entre los riachos "Camocho" y "Arroyo Ciego" y 
(Uie las conducían para Montevideo; Que la balandra detenida, 
Libre Pensador, navegaba en aguas argentinas que no tenía que 
recorrer para ir de Mercedes (R. O.) a Montevideo; que en el 
caso ocurrente debían aplicarse las sanciones de los artículos 
1025, 1024 y 1026 de las Ordenanzas de Aduana. 

Estos son tos hecho* fundamentales de la causa por lo que 
respecta a la balandra Libre Pensadcr. 

El apelante, señor Herrera, patrón de la balandra citada, 
sostiene : Que no pudo legalmente ser apresada en virtud de lo 
dispuesto en el art. 889 de las Ordenanzas que dice asi : "Nin- 
gún buquemunulo de sus papeles en buena y debida forma po- 
drá ser detenido en su marcha bajo pretexto de percejKrión de 
impuestos, o de visita a su cargamento, sino es en las aduanas 
a su entrada o a su salida de los puertos de la República*' ; que 
la balandra llevaba sus papeles en buena y debida forma, por 
cuyo motivo, habiendo sido detenida y apresada durante su na- 
vegación el apresamiento constituye un atropello ante el texto 
claro de la ley. Que todo contrabando se refiere a buques que 
se han encontrado anclados en lugar indebido y fuera de su 
ruta; Que es aplicab?e al caso presente la doctrina que informa 
el fallo de la Suprema Corte de Justicia Nacional, que se regis- 
tra en el tomo 46, pág. 42, y por la cual se mandó levantar los 
embargos y se anularon los procedimientos aduaneros por ha- 
berse violado la disposición del art. 1033 de las Ordenanzas que 



dice: "Los empleados de Aduana no podrán hacer pesquisas en 
cacas particulares que no sean depósitos, con el pretexto de per- 
seguir y aprehender mercaderías llevadas allí en fraude o con- 
travenrión", etc.; Que resultando ^mpletamente ilegal el apre- 
samiento de la balandra Libre P dor, así debía resolverse, 
declarando sin valor alguno todo . -chiado. 

Por lo relacionado se vé que el fundamento cap'tal de la 
defensa consiste en sostener que la balandra nombrada ha sido 
apresada en violación de la ley, y que, por consiguiente, un he- 
cho reprobado por el derecho no puede servir de base a un pro- 
cedimiento legal. 

Incumbe resolver, en consecuencia, si en el apresamiento 
de la balandra Libre Petisador se ha procedido o no con arrezo 
a derecho. 

Desde luego. Herrera, patrón de !a balandra detenida, ha 
afirmado lo mismo que el peón marinero Machado, que dicha 
balandra recibió a su bordo de noche, en aguas argentinas, los 
fardos de sederías cuya existencia no constaba en los papeles 
del buque. Este es el hecho cierto, considerado en infracción y el 
que dio lugar a detener el buque mientras navegaba en aguas 
argentinas. 

Herrera sostiene que el apresamiento es ilegal, pues se ha 
infringido el art. 889 de las Ordenanzas que prohibe detener u:i 
buque que navega con sus papeles en buena y debida forma. 

En el caso sub judke la balandra Libre Pensador no tenía 
sus papeles en buena y debida forma, cuando fué detenida, des- 
de el momento que en ellos no constaba la existencia a bordo de 
una parte y la más importante, de su carga. En el respectivo 
manifiesto sólo se enunciaban los csterios de leña; nada sobre 
los 43 fardos y bolsas de mercaderías que conducía la balandra. 
La omisión de estos efectos en el manifiesto de carga, prueba 
que los papeles del buque no se encontraban en buena y debida 
forma, y que. por consiguiente, su libre navegación e:i aguas ar- 
gentinas no estaba asegurada. 

El patrón Herrera, afirma que durante la noche recibió de 
otro buque, en aguas argentinas, los fardos y bolsas de que so 
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trata. Ese transbordo clandestino, sin permiso de la autoridad 
aduanera se ha practicado en violación del art. 927 de las Orde- 
nanzas de Aduana ; y la Suprema Corte ha declarado que el 
transbordo de mercaderías de un buque a otro, sin permiso de la 
Aduana, es un hecho calificado de contrabando, y penado con 
la pérdida de los efectos o de su estimación ; tomo 2" pág. 373- 

Según el art. 890 de las Ordenanzas, ningún buque podrá 
fondear en puerto no habilitado, ni atracar a otros lugares de la 
costa de la Nación, que los exclusivamente permitidos para las 
oraciones de carga y descarga, bajo la pena de comiso de los 
artículos 1023 y 1024. 

Herrera sostiene que su buque no ha podido ser detenido, 
esto es, que tenía derecho de navegar libremente; sin embargo, 
el art. 892 de las Ordenanzas establece que cuando un capitán o 
conductor de un buque sea acusado de haber intentado o hecho 
un contrabando o defraudación en los ríos interiores de la Re- 
pública no podrá invocar la libertad de navegación para ponerse 
al abrigo de los procedimientos correspondientes contra las 
mercaderías que se quiso importar o exportar fraudulentamente. 

De lo expuesto resulta que el apresamiento de la balandra 
Libre Pensador no ha sido ilegal. 

Partiendo de esta base es inaplicable al caso sub judie e la 
doctrina sentada por la Suprema Corte de Justicia en su senten- 
cia registrada en el tomo 46, pág- 42, por cuanto el caso fallado 
versaba sobre procedimientos practicados contra prohibiciones 
de la ley. lo cual no ocurre en el caso de que en autos se trata. 

2. Que si resulta debidamente comprobada la infracción 
consumada por la balandra Libre Pensador, no puede afirmarse 
lo propio respecto al vapor Solis. 

El capitán de dicho buque y su tripulación niegan termi- 
nantemente que hubiieran transbordado mercaderías ? 'a balan* 
dra Libre Pensador y el patrón de ésta, que en un principio afir- 
mó que el Solis le entregó los efectos secuestrados, posterior- 
mente declara que no puede afirmar que el vapor Solis apresa- 
do sea el que le hizo la entrega. En todo caso la afirmación de 
Herrera y Machado, por terminantes que fueran no podrían 




instituir prueba legal contra el Solis. Art. 276, inciso 7. Código 
de Procedimientos Criminales.. 

Por otra parte, las declaraciones de Ramallo, Mora, Pintos 
y Sflva. fs. 51, f». 54. f s . 6$ y fs . 6?t prestadas ante ¿ A 

no tienen fuerza probatoria. Ellas han sido terminantemente 
r-cnaradas por los acusados, como falsas y por haberse presta- 
do sin juramento ante la autoridad aduanera, habiendo pedido 
insistentemente que se trajeran a esos testigos a declarar ante la 
autoridad judicial, quedando sin resultado las diligencias practi- 
cadas a! efecto. 

Todas estas circunstancias hacen que dichas declaraciones 
no tengan valor alguno. 

Xo habiendo, pues, prueba legal contra el vapor Solis co- 
rresponde su absolución. 

3-° Que no es del caso imponer las costas en la ferina qué el 
capitán del vapor Solis lo solicita en su apelación, por cuanto no 
se ha procedido contra él con mala fe. ni se ha formulado acu- 
sación temeraria, desde que. de acuerdo con las constancias del 
sumario administrativo, hubo motivo razonable para suponerlo 
autor del transbordo de la mercadería encontrada en la balan- 
dra Libre Pensador. 

Por estos fundamentos y los de la sentencia afielada de fo- 
jas 663, se confirma, con costas. al apelante Manuel Herrera — 
Xotifiquese, devuélvase y repóngase el sellado ante el inferior. 

Angel Ver reirá Cortés. — Angel 
D. Rojas. — Jua„ .-/. García. 

— Agustín Urdinarrain. — 
Daniel Coytia. 
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Alrtt Mmo 11 <s. t«l5. 

Vistos los de! recurso deducido por don M. Herrera contra 
sentencia de la Cámara Federal de la Capital, en los autos se- 
guidos contra él por infracción a las Ordenanza* «le Aduana. 
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Y considerando : 

Que el recurso de nulidad no fué interpuesto conjuntamen- 
te con el de apelación (.fs. 762), ni procede en casos de la natu- 
raleza del presente, conforme a los términos de los artículos 14, 
ley número 48, 6/\ ley número 4055 y a lo reiteradamente re- 
suelto. 

Que el de apc!ació:i, como lo sostiene el señor Procurador 
Ceneral (fs. 793), ha sido bien concedido, no obstante lo ex- 
puesto a fs. 77 i ( por haberse discutido en el juicio la inteligen- 
cia de varias disposiciones de las Ordenanzas referidas y del ar- 
ticulo 73 de la ley de Aduana, y jK>r ser la sentencia de fs. 752 
contraria a !d sostenido por el recurrente. 

Que la expresada sentencia, entre otros antecedentes de he- 
cho y de derecho, se establece: "Desde luego, Herrera, patrón 
de la balandra detenida, ha afirmado !o mismo que el peón ma- 
rinero Machado, que dicha balandra recibió a su tordo, de no- 
che, en aguas argentinas, los fardo? de sederías cuya existencia 
no constaba en los papeles del buque. Este es el hecho cierto 
considerado en infracción. . . (fs. 757 vta. y 758) ; y que ta! 
"transbordo clandestino, .sin permiso de la autoridad aduanera 
se ha practicado en violación del art. 027 de las Ordenanzas d* 
Aduana" (fs. 758 vta.). 

Qllé el citado artículo 927 prescribe para los transbordos 
efectuados en las condiciones del que se trata. las penas de co- 
miso de los efectos y de otro tanto de multa al capitán del bu- 
que que los entregó, el del que los recibió y el dueño de la lan- 
cha que servio de intermediaria. 

Que las disposiciones legales de que se ha hecho mérito por 
Herrera durante el juicio en nada desvirtúan la fuerza proba- 
toria de la confestón, con arreglo a los principios generales del 
procedimiento, cuya interpretación y aplicación, incumbía al tri- 
bunal a quo: pudiendo agregarse, si asi no fuera: i.° Que al ha- 
berse prestado aquélla sin la asistencia del defensor y mientras 
estaba incomunicado dicho Herrera, no la hace ineficaz,' desde 
que no se alega que haya mediado violencia o intimidación (ar- 
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tícu1os3iG> 319, Código de ProcwümieiUos Criminales); 2/ 
Que comprobado e! transbordo por esa confesión libremente 
hecha, sería contrario a los mismos principios generales que la 
infracción quedara impune a causa de irregularidades en el pro- 
ceso, caso que existieran las que se indican relativamente a la 
forma de las denuncias, intervención indebida en el sumario de. 
los funcionarios interesados en la condena, detención de la ba- 
landra por el inspector de rentas Vergés, mientras navegaba y 
ultrapasando las instrucciones de su jefe inmediato y destruc- 
ción u ocultación de una acta (V. Carpentier. Rep. Gen. Alph du 
Drok Francais. vert. Aven, núms. 424 y sig.; 1912 U. S. 585; 
201 U. S. 43 y otros fallos de las Cortes Norteamericanas), sin 
que se oponga a ello lo resuelto por esta Corte en el caso del to- 
mo 46, pág. 36, en el cual no parece que los procesados hubieran 
reconocido los hechos ni que estuviera comprobada la autenti- 
cidad de los documentos presentados contra ellos; 3." Que la 
confesión no se ha dividido en perjuicio de Herrera, en lo que 
respecta al destino ulterior de las mercaderías trasbordadas, 
contraviniendo lo dispuesto por el art. 318 del mencionado có- 
digo de Procedimientos Criminales, atentos los términos de los 
artículos 890 y 927 de las Ordenanzas y las circunstancias de 
que las primeras se recibieron con conocimiento de que el acto 
era contrario a la ley y se hizo la ocultación de ellas para no de- 
nunciarse ífs. 8 vta. y 9 vta.) ; lo que excluye por otra parte, la 
posibilidad de que se tratara de inadvertencias o errores invo- 
luntarios (art. 846, O. O. cit.) que pudieran salvarse posterior- 
mente ampliando el manifiesto de la carga. 

Que ni en el escrito de expresión de agravios (fs. 726 ni en 
otros se han invocado oportunamente las disposiciones dé las 
Ordenanzas en virtud de las cuales fuera improcedente, en con- 
cepto de doble penalidad, la impuesta por la resolución de fojas 
188, confirmada por la sentencia de fs. 663; y es asi extempo- 
ráneo, con arreglo a los artículos 14 y 6." citados, y a lo decidi- 
do en casos análogos, lo que se observa sobre el particular a fs. 
7 8 3 Y 784 de la memoria presentada ante esta Corte. 

Que, además, si hubiera de entenderse que la multa impucs- 
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ta es a! ¡«lirón Herrera < fs. 791), ella no sería contraria a las 
Ordenanzas, ya con relación al transbordo clandestino, ya a las 
infracciones previstas en el art. 890 de aquéllas. (Artículos 927, 
1023 y 1024). 

<Jue siendo la presente una instancia extraordinaria en la 
que e! tribunal no esta llamado a examinar cuestiones de hecho, 
es innecesaria la agregación del expediente v exhorto pedida a 
fs. 792 y vta. 

Por ello, se confirma la sentencia de fs. 752, en la parte 
que ha pedido ser materia del recurso. Xotifiouese con el origi- 
nal y devuélvase, debiendo reponerse los sellos ante el inferior. 

A. Hkh.mk.io. — Nicanor G. del 
Socar. — M. P. ( Daract. — 
O. K. Palacio. 



• — 



CAUSA VI 



Criminal, contra Agafiitc Domínguez, por homicidio 

Svtiiarip: i» La regla de la indivisibilidad de la confesión sufre 

excepción cuando de las circunstancias del hecho resultan 

presunciones graves en contra del confesante. 

2.° Es justa la sentencia que condena a la pena de diez y 

s:ete años y medio de presidio y accesorios legales, al autor 

de un homicidio perpetrado sin circunstancias atenuantes ni 
agravantes. 

Caso: Resulta de las piezas siguientes: 
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SKXTKXflA DRfc .UKZ LKTHAUO KX I.O CKIMIX.XI. 

Sut» Rom d« To. y . Abril 27 di IÍI3 

A„I IÍ2 ES,a Cai ' Sa Segl ' ida ' K>r honiíc Mio entra el sujeto 
Agapito Domíngue*, qmen dijo a te 30, ser español, de 28 año, 
de edad, soltero, jornalero, con instrucción, domiciliado en Trc- 
nel y resultando : 

, P .l < M-. d !, Ia u s,,mariales * ^ probado plenamen- 

te el delito de homicidio perpetrado por Domínguez en la perso- 

de.7, í w rZ*" ^ PrOI>Ía ChaCra ,,C éStC ' ,a 

del 7 de Septtembre del año próximo pasado, en Trenel. por 
mobvp de «nos muebles que le reclamaba y que aquél se rcsi<- 
tía a entregarle. 

Q«e según manifestación del mismo Domínguez'» fs. 1 m 

i*'!?!** Pr0d " j ° 3 <1C Cambi ° de P a,abra < «~ ^«««vo 
T SU C Tn 0n ' y circunsta «™* q"e este le agredía, 
armado de ,m cuchillo, Domínguez con un arma de iguaT clase 

;;" ,,ri0 I ll " a In, " a,a(,a fn cI vientre, que ocasionó la muerte de 

23E - s í*?* 5 ~ cert¡fica<l ° médíco « ,e y 

partida de defunción de fs. 22. 

' la «£w ,a ^ V »°íí m t m ^ nentos des P» é9 é *r herida y haciendo 
relacón del hecho (f s . 4 , s a 7 ) lo explica en otra forma y 
^ttene que Domínguez l e agredió y le clavó el cuchillo en el 
vientre apenas le manifestó que uno de los muebles que venía a 
rebrar estaba en poder de u n peón y que el otro pertenecía a su 
haht ta as,m,smo f ? és * a * había fugado «le la casa v 
fifi í,í°. i™ COnCMb,nato con Domínguez, que deapués 

pasado había recibido por ello „„a carta anónima, amenazadora 
que atribuye a su rival- 

r,rnS UC r aS :' ec,arac ' ones de ,os test ¡gos Laureano García y 
Carmen García, corroboran substancialmentc y en parte las ma- 
ní estacones de ,a victima, en cuanto a la forma en que % Z 
arrojo el drama, ya que manifiestan que Ramos desoyó las prc 
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tensiones de Domínguez y ante las insistencias del mismo se li- 
mitó a pedir un revólver que no le fue facilitado por el peón 
Laureano García, lo que bastó para que Domínguez consumara 
el crimen clavando el cuchiüo en el vientre de la víctima (ver 
fs. 12 y 14). En cuanto a la esposa de Ramos, confiesa su culpa- 
ble relación con el matador, refiriendo empero el incidente en 
forma completamente desfavorable para éste, puesto que con- 
firma la versión de la víctima. (Ver fs. 7 vta. a 9). 

Ambos testigos Garcia, expresan que Ramos al ser herido 
se arrancó el cuchillo y tomó e! que había sobre una t iesa y que 
solamente entonces fué cuando Domínguez Se lo arrebató. Que- 
da así modificada la versión dada por el victimario. 

Que el procesado en su indagatoria de fe 15 vta. y 16, nie- 
ga haber dejado el cuchillo clavado en el vientre de su víctima, 
agregando que al inferir la puñalada, sacó de las manos, el cu- 
chillo de la misma, y al presentarse ante la policía a denunciar 
el hecho, hizo entrega de las dos armas. Reconoce también ha- 
ber existido d antecedente relacionado con la esposa de Ramos, 
pero insiste en haber procedido en legitima defensa y niega ser 
autor de la carta anónima que se le atribuye. 

Que ratificada en el juzgado la indagatoria del reo, se de- 
creta su prisión preventiva, declarándose la causa del fuero cri- 
minal, y abierto el plenario se pasaron los autos al fiscal suplen- 
te a los efectos del art. 457 de! Código de Procedimientos y 
aquél expidiéndose en su dittámen de fs. 35 solicita se aplique 
al reo la pena de 20 años de presidio, accesorias y costas, por 
encuadrar el hecho en el art. 17, inciso Cap. ¿? de la ley 4189 
con una agravante 

Que la defensa evacuando e! traslado conferido, se expidió 
a fs. 37, sosteniendo que Domínguez está amparado por el ar- 
tici-V. 81 inc. 8, del CJfrfc Penal, por haber obrado en legítima de- 
fensa y porque es más lógico y razonable pensar que Ramos haya 
sido el agresor, dados los antecedentes de carácter íntimo que 
naturalmente debían incomodarlo, alegando también la absolu- 
ta inhabilidad de las declaraciones de los testigos que depo:ien 
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en el sumario, por ser éstos muy allegados a la víctima (esixua 
y peones de la misma). 1 

Que renunciando ambas partes, e ! término de prueba, que- 
do la causa en estado de sentencia. 

Y considerando : 

i " Que probado el hecho de la muerte violenta de Alfonso 
Ramos a causa de la lesión que le infirió Agapito Domínguez, 
tal hecho constituye un homicidio y toda la cuestión se reduce a 
apreciar la responsabilidad del acusado. 

2." Que no concurren en el caso los extremos requeridos 
por la lev para hacer viable la eximente de legitima defensa. 1.a 
indagatoria del reo no puede aceptarse como expresión de la 
Vetdpd porque está contravenida por la de la victima y la de 'os 
est.gos que si bien inhábiles - como tales - son suficientes a 
los efectos de la investigación sumaria para establecer el crite- 
no legal que debe servir de norma al juez, para el estudio de la 
responsab, ,dad del delincuente. Domínguez se presenta a la cha- 
cra de su ex patrón a quien había ofendido gravemente y hace 
cuestK'm sobre entrega de un catre y de una cuna : si esto no es 
buscar pendencia, es por lo menos provocarla. Ante la negativa 
insiste, y aun cuando dice haber sido agredido - los testigos 
presentes no lo corroboran - y entre ellos la propia esposa in- 
f.el. comphee de Domínguez en el adulterio, relata los hechos en 
forma tal que excluyen por completo la legftima defensa que se 
pretende. Es cierto que los «los testigos Ramos - marido y mu- 
jer — dicen que ante las insistencias de Domínguez. Ramos pi- 
dió un revólver, pero también lo es. que no le fué facilitado y 
que esto solo no autorizaba el ataque con cuchillo ,K>r parte del 
hendor. Domínguez, es pues, responsable del delito cttmetido 
por pasión, pero no provocado siquiera formalmente por la víc- 
tima, que estaba en su casa y a quien por el contrario provoca- 
ba su rival con sus reclamaciones impertinentes, de modo que si 
hecho encuadra en el art. 17. inciso 1°. Cap. i." de la ley 4189. 
<omo lo hace notar el señor representante del Ministerio Pú- 
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blii 
me 



ro. No hay, empero, motivo para computar la agravante que 
nciona el señor Fiscal porque es inverosímil que el delito se 

^1Z C " S S !° nalme " tC >' a "«o de lo contrario exigirla 
premed.taaon lJommguez ha sido impulsado tal ve* por s„ fa- 
tal pasión en busca de su querida y al encontrarse con su rival 
se ong,na la pendencia. listo es lo verosímil. X„ hay así a «ra- 
vantes ... atenuantes y se trata de un homicidio simple 

I or estos fundamentos resuelvo: Condenar a Agapito Do- 
m.nguez a sufrir el promedio de la pena establecida por el ar- 
tejo l 7 , mciso Gap. .." de la precitada lev 4 «8o o sea ,7 
anos y seis meses d c presidio, accesorias y costa's. Hagas, saber. 

Domingo Sasso. 

SKNTKNCIA DE CAMARA FKDKRAL OK I.A PI.ATA 

La Plata. Agosto 12 dt 1914. 

Vistos y considerando: 

*d»tZ* V r d3d <,Ue ' a C ° nfe<¡Ón "° ' ,,,ede ,livi < ,ir « ^ 
perjuicio del confesante y que los distintos hechos y circunsta.i- 

oas que ella «mtenga. „o importan excepciones cuya prueba in- 
cumbe al procesado art. 3,8 Código de Procedimientos), esto 
solo acontece, "cuando de la calidad «le las personas, sus antee 
dente., u otras circunstancias del hecho, no resulten presuncio- 
nes graves en contra del confesante". 

En el caso. !a confesión calificada de Agapito Domínguez 

víctifaÍ T'm " ke ; L> " e 31 " Cgar 3 13 ChaCra <Ie Ram °* 

' .' JO ? UC 16 emregara cI catre y Ia c "" a . a 'o que ' 
Ramos le contesto que no le entregaría nada, y q„ e como él L 

:ST" , í , Ram °; ^ 3 Mn ° dc ** P~-s. Uureano. un e- 
reano no le h.cera entrega del arma. Ramos fué a la cocina v 
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tomó un cuchillo, por lo que ¿I desnudó a su vez otra arma igual, 
y haciéndole un tiro le infirió una puñalada en el vientre". 
Pero la victima y los testigos presenciales contradicen esta ver- 
sión, haciendo ver que no sólo no se trata de homicidio legal, 
pero aún ni siquiera de homicidio provocado por amenazas o in- 
jurias ilícitas y graves, sino simplemente del homicidio simp'e 
previsto y reprimido en el art. 17, inciso i *, delitos contra la 
vida, ley de reformas ai Código Penal. 

Ramos, en efecto, manifiesta que Domínguez llegó en un 
sulky y en la puerta de la cocina le manifestó que venia en 
busca de un catre y de una cuna de chicos, contestándole que e! 
catre lo tenía un peón y que cuando viniera se lo entregaría, y 
que la cuna le averiguó a su esposa de quien era. contestándole 
ésta que era de ella, y entonces Domínguez que tenía el cuchillo 
en la mano le tiró una puñalada al vientre dejándole e! cuchillo 
clavado; que él (la victima) se lo quitó del vientre en circuns- 
tancias que Domínguez se lo arrebató y tomando de la cocina 
otro, se retiró de la chacra. 

Rosa Bonda de Ramos, esposa del anterior, ratificó esta 
manifestación anterior, confesando haber sido concubina de 
Agapito Domínguez. 

Laureano Garda narra la primera parte del desgraciado 
episodio de idéntica manera, y dice que como viera la actitud 
agresiva de Domínguez, que estaba con el cuchillo en la mano te 
puso entre Ramos y Domínguez, pidiéndole a este último que e 
retirara, insistiendo Domínguez en la reclamación del catre y la 
cuna por lo que Ramos le pidió la facilitara un revólver y como 
él no accedió, al sentir Domínguez el pedido, saltó dentro de la 
cocina y le c lavó el cuchillo a Ramos en el vientre. Ramos se lo 
sacó y tomó otro que había en la mesa, pero Domínguez se los 
quitó. 

Consuelo García, ratifica la declaración de su marido, el 
anterior testigo. 

La defensa, tanto en primera como en esta instancia no en- 
cuentra prueba legal bastante de la culpabilidad de Domínguez, 
porque en su sentir los testigos presenciales, sé encuentran com- 
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prendidos en las inhabilidades del art. 276 del Código de Proce- 
dimientos y sus manifestaciones sólo pueden ser tomadas como 
simples indicaciones al solo objeto de la indagación sumaria, 
pero olvida que "las inhabilidades declaradas de... amistad 
vinculo social o dependencia, sólo tienen lugar en cuanto los tes-' 
tigos pueden ser inspirados por su interés, afecto u odio" (ar- 
ticulo 277) y no aparece de la causa que tanto el testigo Laurea- 
no García, como su mujer Consuelo y la esposa de la víctima, 
tengan interés en falsear la verdad, sobre todo la última que ha' 
sido concubina de Domínguez, ya que es acertado suponer que 
no abrigue bastante afecto por el uno, ni bastante odio para el 
otro. ~ 

Si a esto se agrega, el tren de provocación en que se presen- 
to Domínguez con el cuchillo en la mano, para reclamar objetos 
de tan insignificante valor como un catre y una cuna, buscando 
voluntariamente un peligro que por sí solo, en caso de ataque 
de Ramos, descartaría la procedencia de la legítima defensa, 
resultan inverosímiles y mentirosas sus manifestaciones. 

No existiendo circunstancias atenuantes ni agravantes, co- 
rresponde imponer la represión del art. 17, inciso I», Cap. Deli- 
tos contra la vida, ley de reformas al Código Penal, en su tér- 
mino medio, esto es, la de presidio p. r 17 años y medio, sus ac- 
cesorias legales y costas. 

Por las consideraciones expuestas y concordantes de la sen- 
tencia apelada, se confirma ésta, con costas y devuélvase para 
su cumplimiento- 

R. Guido Lar-alie. — Marcelino 
Escalada. — Antonio Marce- 
naro. 

DE U CORTE SUPREMA 

i 

»■«■•• Alus. ftknm 13 u W9. 

vistos y considerando: 

Que el homicidio perpetrado en la persona de Alfonso Ra- 
mos de que instruyen las constancias de esta causa, asi como 
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las responsabilidades del procesado Agapito Domínguez, como 
autor del expresado delito, resulta comprobado por las decla- 
raciones corrientes de fs. i a 17, informe pericial de fs. 18, y 
certificado de defunción de fs. 22. 

Que conforme a lo declarado por esta Corte en casos aná- 
logos, la regla de la indivisibilidad de la confesión sufre ex- 
cepción cuando de las circunstancias del hecho resultan presun- 
ciones graves en contra del confesante, según se dispone por el 
art. 318 del Código de Procedimientos en lo Criminal. (Fallos 
tomo 85, pág. 287 ; y tomo 90, pág. 144, entre otros). 

Que las constancias de autos desautorizan la excepción de 
legítima defensa alegada en favor del procesado. 

Por ello y sus fundamentos se confirma, con costas la sen- 
tencia apelada de fs. 53. Notifiques? original y devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Somr. — M. P. Daract. 



CAUSA VII 



Francisco Francioni y Cía., en autos con Ccorge King Moorc, 
sobre estadías. Recurso de hecho 

• 

Sumario : La interpretación o aplicación que los tribunales de 
provincia y los federales hicieron de los códigos civil y co- 
mercial, no pueden dar ocasión a la instancia extraordina- 
ria autorizada por el art. 14, ley 48. 

Caso : Resulta del siguiente : 
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Bncaot Aires, Frbrcre 13 tf« IM5. 

Considerando: 

Que la apelación ordinaria no procedía en el caso con arre 
glo ai art. 3 « de la ley número 4055, dada su naturaleza y el da- 
rácter de las partes que en él han intervenido. 

Que para la admisibilidad del recurso extraordinario habría 
sido indispensable, atento lo dispuesto en el art. 14, inciso 3. de 
la ley número 48, que en e! pleito se hubiera cuestionado la in- 
teligencia de alguna cláusula de la Constitución o de un tratado 
o ley del Congreso, o una comisión ejercida en nombre de la au- 
toridad nacional y la decisión hubiese sido contra la valide» del 
título, derecho, privilegio o exención fundadas en dichas cláu- 
sulas o comisión. 

Que según lo expresa el escrito precedente (fs. 2 vta.) F en 
el curso del juicio a que él se refiere no se ha hecho mención 
especial de cláusula alguna de la Constitución, y el tribunal 
a quo se ha limitado a interpretar los artículos 960, 1036 y 1086 
del Código de Comercio (fs. 10, número 5). 

Que de acuerdo con los artículos 15 de la misma ley nú- 
mero 48, 6.° de la ley número 4055» y k> repetidamente resuelto, 
la interpretación o aplicación que los tribunales de provincia y 
los federales hicieren de los códigos Civil y Comercial, no pue- 
de dar ocasión a la instancia extraordinaria de que se trata. 

Por ello, se declara no haber lugar al presente recurso. No- 
li ffquesc con el originl, repóngase el papel y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. 
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CAUSA VIII 

Doña Graciana Villar de Mendia, en auto* con doña Grego- 
rio Mendia de Arrcgui, sobre nulidad de testamento. Re- 
curso de hecho. 

Sumario : No procede el recurso de queja, cuando se lo interpo- 
ne después de vencido el término perentorio señalado al 
efecto por el art- 231 de la ley nacional de procedimientos 
y 235 y 236 del Código de Procedimientos de la Capital. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Butaos Aires, ai de julio dt I9M. 

Suprema Corte: 

Corresponde a V. E. se sirva declarar que el recurso de 
queja deducido en estos autos, ha sido interpuesto fuera del tér- 
mino legal. 

En efecto, el auto de fs. 181 vía., denegatorio del recurso 
de apelación extraordinaria, fué notificado al recurrente en 17 
de Junio del corriente año. Resulta entonces, que la queja dedu- 
cida en 24 de Junio lo ha sido extemporáneamente (art- 231 de 
la ley nacional de procedimientos). 

En conformidad a lo que V. E. ha resuelto en diversos ca- 
sos, esc término es fatal, y corre cualesquiera que sean las inci- 
dencias de procedimientos que se hayan suscitado. 

Por k> expuesto y jurisprudencia de V. E. (tomo 114, pág. 
209; tomo 117, pág. 5), pido a V- E. se sirva no hacer lugar al 
recurso de queja deducido, ordenando se devuelvan los autos a! 
tribunal de su procedencia. 

Julio Botet. 
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Buenot Alm, Febrero la de Mi 

Autos y vistos : el recurso d e hecho por apelación denega- 
Ma interpuesto por el doctor Leopoldo del Campo en represen- 
tación de doña Graciana Villar de Mendía contra sentencia de 
la Cámara 2." de Apelación en lo Civil d e la Capital en los autos 
seguidos contra doña Gregoria Mendía de Arregui, sobre nuli- 
dad de testamento. 

Y considerando : 

Que como consta en los autos remitidos por vía de infor- 
me, notificado el apelante de la denegatoria al recurso con fe- 
cha 17 de Junio (fs. 182), presentó su queja ante esta Corte en 
24 del mismo, o sea después de vencido el término perentorio 
señalado al efecto por el art. 231 de la ley nacional de procedi- 
mientos, y artículos 235 y 236 del Código de Procedimientos de 
la Capitel. ( Fallos, tomo 113, pág. 34; tomo n 7f pág. 5; tomo 
118, pag. 11). 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General, no se hace lugar a la queja deducida 
v repuesto el papel archívese. Devuélvanse los autos principales 
con testimonio de esta resolución. 

A. Rermejo. — Nicanor G. dki. 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 
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CAUSA IX 



Criminal, contra Antonio Quilodrán, por homicidio 

Sumario : No causa agravio a! procesado y se ajusta a lo dis- 
puesto por el art 17, inciso 1 • de la ley de reformas al Có- 
digo Penal, la pena de doce años de presidio y accesorias 
legales impuesta por el delito de homicidio perpetrado con 
la circunstancia atenuante de ebriedad parcial. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JUEZ LETRADO 

Rio OtUtgot. Noviembre 29 de 1913. 

Y vistos; para resolver la causa por homicidio seguida . 
Antonio Quilodrán. que manifestó ser de nacionalidad argenti- 
no, tener 60 años de edad, soltero, jornalero, domiciliado en el 
"Lago Argentino" de este territorio de la que 

Resulta : 

Que la noche del tfi de Agosto de 191 1 se encontraban re- 
unidos e! acusado Antonio Quilodrán, la víctima Pedro Mena y 
los sujetos Manuel Romero, Francisco Vázquez y José Fortuna 
en el despacho fie bebidas del negocio que posee Juan Stunver 
en la región del Lago Argentino, jugando a los dados para de- 
terminar entre ellos quien debía abonar varias copas que habían 
tomado. Que como resultaran perdedores Quilodrán y Mena, 
continuaron jugando para definir el pago en uno so!o de ellos, 
mientras los otros se habían levantado de la mesa que todos, mo- 
mentos antes, habían ocupado y se encontraban conversando re- 
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costados en el mostrador, sin observar mayormente el jueeo en- 
tre Quilodrán y Mena. 

Que durante el partido para definir quien abonaría el gas- 
to, se originó una discusión entre Mena y Quilodrán, y como 
consecuencia de ella, Quilodrán aplicó a Mena un trompis ha- 
cendólo caer, al mismo tiempo que le daba una puñalada en el 
pecho y cuando intervinieron los testigos, a pesar de la rapidez, 
resultaba Mena muerto y Quilodrán con dos heridas. 

V considerando: 

1. ° Que la confesión del procesado, reúne los requisitos del 
art 316 del Código de Procedimientos en lo Criminal, la que co- 
rroborada por las demás constancias del sumario, comprueba el 
delito perpetrado e individualizado el autor y su responsabilidad 
criminal. 

2. a Que con la partida de defunción acompañada se com- 
prueba el fallecimiento de Mena, como consecuencia de una he- 
rida profunda de arma cortante recibida en el costado derecho 
del pecho. 

3 ° Que los testigos Fortuna, a fs. 13 vta . ; Vázquez, a fs. 
28 vta., y Romero, a fs. 32, ratificando ante el infrascripto la» 
declaraciones prestadas ante el sumariante, manifiestan que 
Quilodrán a la vez que le daba una trompada a Mena. I e aplica- 
ba una puñalada. 

4- ° Que deben desecharse las pretensiones de la defensa 
que solicita para Quilodrán la aplicación de la pena de lesiones,' 
por cuanto la herida que infirió el acusado fué la que ocasionó 
la muerte de la víctima y sólo debido a esta circunstancia falle- 
ció Pedro Mena. 

5- ° Que no puede aceptarse la atenuante de provocación por 
parte de la victima que alega en su descargo el acusado, pues 
esta plenamente probado en autos, o„ e Quüodrán. conjúntame* 
te con la trompada dió la puñalada, que ocasionó la muerte. 

6- Que el prevenido estaba en su estado normal, a pesar 
de que habia tomado algunas copas. 
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7° Que no existiendo agravantes ni atenuantes y tratándo- 
se de un homicidio simple, se encuentra el caso perfectamente 
regio v penado por el art. 17, inciso Cap. i? de la ley 4189 

lor e»*.as consideraciones, fallo: 

Condenando a Antonio Quilodrán. como autor del delito le 
homicidio, a sufrir el término medio de la pena o sean diez , 
siete y medio años de presidio, accesorios legales y costas pro- 
cesales. 

Si na fuere apelada elévese en consulta a la Excma. Cama- 
ra. Hágase saber, regístrese y oportunamente cúmplase. — F¿ 
dertco Badett. — Ante mí : Juan A. Agrelo. 
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L* Flato. Julio 3 tfe I9M. 

Vistos y considerando: 

Que la defensa en esta instancia solicita se absuelva de cul- 
pa y cargo al procesado por haber obrado en legítima defensa 
de su persona, o en su defecto se modifique la pena impuesta 
reprimiendo el delito imputado con la de tres años de peniten- 
ciaria. . 

Que dadas las constancias de autos, se impone el rechazo 
de ambas pretensiones y la confirmación del fallo recurrido en 
cuanto a la calificación del delito, que resulta no ser otro que e! 
reprimido en el art. 17, inciso i.\ Capítulo "Delitos contra la 
vida de la ley de reformas al Código Pena!. No aparece en 
efecto ni el homicidio legal en defensa propia, ni siquiera el ho- 
micidio provocado a que se refiere el inciso 4. letra a del artícu- 
lo citado. 

Manifiesta el procesado que Mena se enojó porque le ha- 
bía ganado a los dados, y "comenzó a discutir, seguramente por 
no pagar y buscar pelea y que al enojarse el finado. Vázquez, 
Fortuna y Romero que se encontraban presentes, le dijeron que 
no tema razón para discutir. . . pero el finado no hizo caso y «- 
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cando su cuchillo de repente le tiró una puñalada cuyo golpe 
paro pegándole acto continuo él (a Mena) una trompada con I 
puno izquierdo, cayendo éste al suelo. . . Al caer Mena y como 
el (el declarante) no podía disparar por tener a su espalda la 
pared y porque Mena se lo impedía por el otro lado, amenazán- 
dolo con el cuchillo fué cuando le pegó al declarante una puña- 
lada en la pierna izquierda. . . Entonces él intentó salir y fué 

Zll ',Tf la °\ ra puñalada - ^P"" de esta 

puñalada el (el declarante), cayó a! suelo parándose en seguida 
y que como Mena que también se había parado le tiró otra pu- 
ñalada, se la paró pegándole al mismo tiempo con su cuchillo al 
finado quien cayó boca abajo." 

Declara Fortuna que "de pronto comenzaron a discutir 
Mena y Quilodrán y a consecuencia de esa discusión Quüodrán 
le pego una trompada a Mena con el puño izquierdo, cayendo 
este sobre la mesa del comedor ; al pegarle Quilodrán ya tenía 
el cuchillo en la mano, mientras qu e Mena sacó su cuchillo de- 
piles de recibir la trompada que le pegó Quilodrán, Mena le tiró 
una puna lada pero éste se agachó y le pegó al mismo tiempo 
una puñalada a Mena, cayendo éste al sue!o boca abajo; que en 
ese momento Romero lo tomó por detrás a Quilodrán, quien se 
había ido encima de Mena, sin duda, con intención de seguirle 
pegando, no podía asegurar el momento preciso en que Mena 
dio dos puñaladas a Quilodrán. pero cree q« e fué cuando Quilo- 
drán. después de haberlo herido, se le fué encima para ultimarlo 
y entonces con las ansias de la muerte le ha de haber pegado las 
puñaladas." ^* 

Vázquez, otro testigo presencial declara que "sintió que 
el sujeto Quilodrán como enojado esgrimía un cuchillo en una 
mano, mientras que con la otra daba un golpe de puño a Pedro 
Mena, quien del golpe recibido caía al mismo tiempo que a « 
vez también sacaba un cuchillo. No había sentido discusión al- 
guna y la escena fué tan rápida que no fué posible evitar el fa- 
tal desenlace", y agrega a fs. 28 vta., que "vió cuando Quilodrán 
le dio una trompada a Mena, en la cara, tirándolo contra una 
mesa, haciendo ademán de sacar el cuchillo y entonces Quilo- 
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Mi 
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■ 

drán le pegó una puñalada en la tetilla izquierda, cayendo al 
suelo Mena herido mortalmente. . . Cree que Mena hirió a Oui- 

lodrán, desde el suelo, y después de haber caido herido 'por 
Quilodrán". 

Y Manuel Romero igualmente testigo presencial, declara 
que "de un momento a otro vió que Quilodrán estaba encima de 
Mena y que con un cuchillo en la mano hacia ademán de apuña- 
learlo, lo que visto por el declarante lo abrazó inmediatamente 
para evitar que le pegara más, agregando a fs. 32 que no se oyó 
discusión alguna entre el finado y Quilodrán." 

Como se vé en el supuesto más favorable al procesado, el de 
que Mena hubiera provocado una discusión respecto al juego de 
dados, para no pagar la pérdida sufrida siempre resultaría que 
no se está en el caso de legitima defensa, ni en el de homicidio 
provocado por la víctima con injurias u ofensas ilícitas y graves, 
amo en el caso de homicidio simple con la circunstancia ate- 
nuante de provocación u ofensa simp! e por parte de la víctima. 

Que corresponde asimismo computar a favor del procesa- 
00. la circunstancia atenuante de ebriedad parcial voluntaria 
(art. 83. inciso t.\ Código Penal). 

Por las consideraciones expuestas y concordantes de la 
sentencia apelada se confirma ésta en cuanto a la calificación 
legal del delito imputado, modicándose en cuanto a la duración 
de la pena la que se fija en doce años de presidio, sus accesorias 
legales y costas. Devuélvase para su cumplimiento. 

/?. Guido Lavalle. — Marcelino 
Escalada. — Antonio Mar- 
cenaro. 

FALLO fiE LA CORTE SUPREMA 

RtiMOS Alrtt, Febrero 30 tfff 19*5. 

Vistos y considerando: 

Que de las declaraciones de los testigos presenciales José 
F. Fortuna, fs. 13 a 16, Francisco Vázquez, fs. 28 vta. a 30 y 
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Manuel Romero fs. 32 a 35, resulta suficientemente comproba- 
do cjue el procesado Antonio Quüodrán no se encontraba en el 
caso de legítima defensa al agredir a Mena y causarle la herida 
que le produjo la muerte pocos momentos después, como lo com- 
prueba el certificado de defunción de fs. 26, en el que se hace 
constar esa muerte a c ausa 4, de una herida profunda de arma 
cortante recibida en el costado derecho del pecho, según lo certi- 
fica el documento que se archiva bajo tí número de esta acta". 

Que esos mismos antecedentes demuestran, también, que no 
se trata en el caso de un delito provocado por la víctima con in- 
jurias u ofensas ilícitas y graves, sino tan sólo de un homicidio 
con la atenuante de ebriedad parcial. 

Que en tales condiciones la pena que se le ha impuesto no 
le causa agravio y ella se ajusta a lo dispuesto por el art. 17, in- 
ciso i.° de la ley de reformas al Código Penal. 

Por ello y sus fundamentos se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de fs. 77. Notifíquesc original y devuélvase. 

A- Bermejo. — Nicanor G. del 
SotAR. — D. E. Palacio. 



CAUSA X 



Municipalidad de General Pueyrrcdón, en autos con el Ferroca- 
rril del Sud, sobre cobro de pesos. Recurso de hecho 

Sumario : La apreciación de la prueba, así como la aplicación 
del derecho coman, son ajenas al recurso extraordinary> 
autorizado por el art. 14, ley 48. 

Caso: Resulta de las piezas siguientes: 



» auo« m la come suprema 

DICTAMEN DEL S!\ PROCURADOR GENERAL 

■«MM AlftS. Aff 13 «i I9M. 

Suprema Corte : 

La sentencia recurrida no se pronuncia sobre el fondo del 
asuntoa que se refiere estos autos, no dando término, por tanto 
al litigio promovido- 

i. •.•,?. ÍC Í°, fa, ! \ ha hech ° ,Ugar s0,am « lte . » >a excepción de in- 
habilidad de t.tulo opuesto por el demandado, en razón de que 

a cuenta .jue sirve de base a la ejecución de que se trata, no es- 
ta firmada por el intendente municipal de Pueyrredón, ni se ha 
comprobado que las personas que la firman han tenido la auto- 
mación requerida por las prescripciones provinciales y munici- 
pales respectivas. 

Esas circunstancias bastan para determinar la improceden- 
cia del recurso extraordinario, puesto que el punto en debate v 
que ha sido materia exclusiva de la sentencia apelada atañe a 
una cuestión de hecho que no afecta ninguna cláusula constitu- 
cional o legal que pudiera motivar el recurso para ante V. E con 
arreglo a lo establecido en el artícdlo 6 de la ley 40SS v su co- 
rrelativo el 14 de la ley 48. 55 * 

Pido pues, a V. E. se sirva declarar bien denegado el re- 
curso deducido, disponiendo vuelvan los autos al tribunal de su 
procedencia. 

Julio Botet. 



FAM.O DR LA CORTE SUPREMA 

Sumos átm, hlm 30 * M5. 



Autos y vistos: el recurso de hecho por apelación denegada 
interpuesto por el representante de la Municipalidad de General 
Pueyrredón contra sentencia de la Cámara de Apelación en lo 
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Federal de la Capital, en los autos ejecutivos seguidos contra el 
Ferrocarril del Sud, sobre cobro de pesos. 

Y considerando: 

Que para f:indar el recurso extraordinario previsto en el 
articulo 14 de la ley 14 de Septiembre de 1863, que le ha sido 
denegado, alega que la sentencia de la Cámara Federal descono- 
ce lo expresamente establecido por el art. i.° de la ley nacional 
de 26 de Agosto de 1863, reglamentaria del art. 7.' de la Consti- 
tución. 

Según esa sentencia que no hace lugar a la vía ejecutiva de- 
ducida por la Municipalidad "resulta que la planilla o cuenta 
que sirve de base a la presente ejecución no se haya suscripta 
por el intendente municipal de Pueyrredón ni consta que las 
personas que la firman hayan estado autorizadas para hacerlo 
con arreglo a las leyes de la provincia de Buenos Aires y a las 
ordenanzas municipales de dicho distrito, siendo asi imposible 
reconocer carácter ejecutivo conforme a la doctrina seguida por 
la Corte Suprema en el caso Dunant contra Buenos Aires, tomo 
47. pág. 12". 

Que el recurrente ha fundado la fuerza ejecutiva del docu- 
mento con que inició su acción en el árt. 070 del Código Civil, 
■considcrándo'o instrumento público (fs. 7) y en el art. 249 de 
la lev nacional de procedimientos, como cuenta aprobada, libran- 
do a la prueba qu e se proponía producir la comprobación de los 
hechos pertinentes ffs. 50). f . 

Que aún prescindiendo del alcance de la resolución apelada 
según la peculiaridad del juicio tramitado, debe observarse que 
con arreglo a lo reiteradamente resuelto, la apreciación de la 
prueba es ajena al recurso extraordinario interpuesto asf como 
la aplicación del derecho común (art. 15. ley número 48), ha- 
biéndose aducido extemporáneamente al interponer el recurso 
para ante esta Corte la disposición del articulo i» de la ley nú- 
mero 44. reglamentaria del art. 7 d e la Constitución. 

Por ello y de conformidad con lo pedido por el señor Pro- 



curador Genera!, se declara bien denegado el recurso. Notifique- 
se con el original» repóngase el papel y archívese, devolviéndose 
los autos principales con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA XI 

Don Juan Arturo Aguirre. en autos con don Alberto Sidcbotton, 
sobre cobro ejecutivo de pesos. Recurso de hecho 

Sumario: No procede el recurso extraordinario contra una sen- 
tencia, que, aplicando una disposición del Código de Proce- 
dimientos, no impugnada como contraria a la Constitución, 
se limita a declarar mal concedido un recurso. 

Caso: Lo expican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

■■MOt Alffft. DkfeMbrt 2S * 1914. 

Suprema Corte : 

El recurso deducido es improcedente en razón de que la re- 
solución que lo motiva no contiene decisión alguna, que pueda 
ser traída a conocimiento de V. E. para el ejercicio de la juris- 
dicción de apelación que le. está atribuida por los artículos 3 y f» 
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<de la ley 4055, habiéndose limitado a aplicar una disposición del 
Código de Procedimientos de la Capital, en una incidencia de la 
tramitación del juicio ejecutivo en que ha sido dictada. 

Por !o expuesto, y de acuerdo con lo prescripto en los ar- 
tículos 14 y 15 de la ley 48, y jurisprudencia reiterada de V. E. 
(tomo 119, páginas 15, 156 y 417). pido se declare bien denega- 
do el recurso. 

Julio Botet. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BvMOt Alrtt, F*rm 204t NO. 

Autos y vistos: el recurso de hecho por apelación denegada 
interpuesto por el doctor Juan Arturo Aguirre contra sentencia 
de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil de la-Capital en 
los autos seguidos por don Alberto Sidebotton sobre cobro de 
pesos. 

Y considerando: 

Que, como consta en los autos remitidos por vía de informe 
la sentencia de la Cámara en lo Civil de que se recurre para 
ante esta Corte, se ha limitado a declarar, aplicando la diaposi- 
ción del art. 505 del Código de Procedimientos de la Capital que 
el recurso llevado ante ella había sido mal concedido. 

Que la interpretación y aplicación de las prescripciones del 
Código mencionado en tanto que no hayan sido impugnadas co- 
mo contrarias a la Constitución, son extrañas al recurso extraor- 
dinario deducido, con arreglo a lo dispuesto en el art 15 de la 
ley número 48 (Jurisp. de los Trib. Nac, año 1910, pág. 17, 
Castelo contra Casagemas). 

Por ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General no se hace lugar a la queja deducida, 
y repuesto el papel archívese. Devuélvanse los autos principales 
con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. d*L 
Solar. _ M. P. Daract. — 
D. E Palacio. 
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l CAUSA XII 

Doiia Ernestina Quiroga Herrera de Lujan, en autos con el 
Consejo Nacional de Educación, sobre cumplimiento de 
sentencia. 



Sumario : La disposición del artículo 4° de la lev 44 supone ac- 
tos judiciales que no importen una extralimitación de fa- 
cultades en lo relativo a la competencia, limitada en mate- 
ria de sucesiones por disposiciones de carácter superior a 
las locales, aplicables éstas únicamente a las personas y 
cosas radicadas dentro de cada Estado particular. Y, así, la 
declaratoria de herederos hecha por los tribunales de una 
provincia, de una persona domiciliada y fallecida en otra, 
carece de eficacia, por falta de jurisdicción en aquéllos, pa- 
ra pedir ante los tribunales d e ésta la posesión de la heren- 
cia de dicha persona, reputada vacante por los tribunales de 
la última. (Art. 3284 dc| Código Civil). 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

SENTENCIA DEL Jt-EZ DE I ' INSTANCIA EN LO CIVIL 



Bueno* Alte». Mario 31 de 1913. 

Y vistos: A fs. 12 comparece don Vicente F. Ocampo, por 
doña Ernestina Quiroga Herrera de Lujan y expone: 

Que tramitando ante los tribunales de la provincia de San 
Juan el juicio sucesorio de don Juan Quiroga, su mandante ini- 
ció acción de filiación natural ante ellos, interviniendo tan so'o 
el Ministerio Público en ese juicio incoado allí, porque el cau- 
sante tenía su domicilio en esa provincia no obstante haber fa- 
llecido en el Hospicio de las Mercedes. Que en el referido juicio 
se declaró a su mandante hija natural del difunto y su heredera 



* 
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única, pronunciamiento que quedó ejecutoriado y que en tcsti- 
rnomp acompaña para se ordene su cumplimiento en virtud de lo 
dispuesto- por el art. 7 de la Constitución Nacional, y por la ley 
de 26 de Agosto de 1863. ^ y 

Que fundado en la doctrina sobre el articulo constitucional 
referido se presentó, con los mismos antecedentes aportados 
ahora, al juicio sucesorio abierto en é*sta capital, no siendo ad- 
mitida su personería, por lo que no siéndole posible ejercitar su 
IT. r au,os sucesor¡os ' en los que ha sido reputada va- 

u ~" st,t » ido * P»rte por un crédito de pesos 

I0-5O0 liquidado a favor del causante. 

Corrida vista al señor agente fiscal, este se expide a fs. ,6, 
expresando que el testimonio de fs. 4 a 8 reúne los requisitos 
que exige el art. 2 -de la ley 5133. 1 5 

Conferida al C. N. de Educación, su representante la evacúa 
a fs. 19 diciendo que la pretensión deducida es la misma que fué 
rechazada en el juicio sucesorio q„ e tramita por ante el juzgado 
del doctor Balar.no y q„ e debe, por tanto, mandarse que el mte- 
resado ocurra donde corresponda. Expresa que el causante, te- 
niente Quiroga, según los datos del expediente de su insania v 
los informes oficiales, después de tomar parte en el combate de 
Ix* Corrales en Junio de 1880, ingresó al Hospital Militar en 
1881 pasando luego al Hospicio Nacional de Alienados en Sep- 
tiembre del mismo año. donde permaneció recluido hasta que fa- 
lleció en Octubre de 1908. 

Que el 21 de Junio de 1909 el Consejo Nacional de Educa- 
cion inicio el juicio sucesorio del teniente Quiroga reputándose 

habiendo tenido e l causante su domicilio en esta capital, pues, en 
en e»a estuvo desde .88, en que ingresó a! Hospicio, hasta s„ 
muerte, lógico es que su sucesión se abriera aquí. 

A fs. 29 don Vicente Ocampo contesta el traslado conferido 
a fs. ai, acompañando los nuevos documentos corrientes de fo- 
jas aa a fs. 28 y diciendo que es falso que su petición haya sido 
ya rechazada e insistiendo en su solicitud. 



Abierta la causa a prueba por auto de fs. 32 vta., se produce 
» de que da cuenta el informe de fs. 37. A fs. 41 alega el re- 
presentante del Consejo Nacional de Educación y a fs. 4a vta 
■dictamina el señor agente fiscal. 

• 

Y considerando^ 

La cuestión relativa a la competencia del juzgado con rela- 
ción a la que pueda corresponder al juez ante quien se abrió el 
juicio sucesorio del causante en esta capital, planteada por el 
Consejo Nacional de Educación en su escrito de fs. 19, debe con- 
siderarse eliminada por el hedió de haber su representante 
consentido en la tramitación del juicio ante el suscripto. 

Queda, entonces, tan sólo ñor decidir, si corresponde o no 
darse cumplimiento a la solicitud del señor Ocampo, fundada 
en la ejecutoria cuyo testimonio ha acompañado. Los instrumen- 
tos presentados revisten, indudablemente, las formas estableci- 
das por la ley número 5133, y acreditando ellos un procedimien- 
to judicial llevado a cabo en una provincia, ninguna duda puede 
caber de que gozan de entera fe y eficacia en todo el territorio 
de la Nación, de acuerdo con la terminante disposición del ar- 
tículo constitucional citado por la peticionante. 

Pero no es menos cierto que para que tales efectos se pro- 
duzcan, las autoridades judiciales de que emanan tales procedi- 
mientos deben actuar en ejercicio de su jurisdicción, y en asun- 
tos de su competencia. 

Xo lo han hecho asi los tribunales de la provincia de San 
Juan cuyo pronunciamiento se pide sea cumplido. Aun en el su- 
puesto de que el causante teniente don Juan Quiroga, hubiere 
tenido su domicilio allí, ellos no han podido intervenir en el jui- 
cio sucesorio de aquél. La jurisdicción sobre la sucesión atribui- 
da por el art. 3284 del Código Civil no se extiende más allá de 
la oportunidad que el mismo establece: hecha la partición o ad- 
judicación del caudal la competencia del juez del domicilio del 
causante termina para dar lugar a la jurisdicción del juez del do- . 
micilio del heredero. 



M JUSTICIA M tA KACION 307 

Eso, por lo que respecta a la jurisdicción que podríamos lla- 
mar de derecho. Pero hay otra jurisdicción de hecho que deroga 
la conferida por el art. 3284 del Código Civil. Este se determina 
l>or el lugar donde están situados los bienes de la herencia cuan- 
do ellos son poseídos por otro que el heredero, quien debe, en- 
tonces, hacer valer sus derechos por medio de la acción de pe- 
tición de herencia, análoga a la reivindicación de cosas particu- 
lares. 

En el presente caso, consta a fs. 32 del expediente del suce- 
sorio agregado, que en Diciembre 2 de 1909 fué declarada en 
esta capital la vacancia de la sucesión del teniente Quiroga y 
dada a! Consejo Nacional de Educación la posesión de los fon- 
dos que la constituían. Procedente o no por razón del domicilio 
del causante, esa adjudicación importaba atribuir al Consejo la 
posesión de los bienes hereditarios, de modo que una vez consu- 
mada, el heredero pretendiente nunca pudo ir a buscar en jue- 
ces extraños, por ningún medio, el amparo a su darecho que sólo 
pueden prestarle los jueces competentes para entender en la ac- 
ción de petición de herencia, máxime cuando del testimonio de 
fs. 22 resulta comprobado que la pretendida heredera del te- 
niente Quiroga fué a abrir su juicio sucesorio en San Juan, re- 
cién en 191 1. 

Por estos fundamentos, fallo no haciendo lugar, sin cos- 
tas, al pedido contenido en la demanda de fs. 12. Hágase saber, 
cópiese y repónganse los sellos. — U. F. Padilla. — Ante mí : 
Enrique Saguier. 

ACUERDO DE LA CAMARA I.' DE APELACIONES EN LO CIVIL 

En Buenos Aires, Capital de la República Argentina, a 23 
de Agosto de mil novecientos trece, reunidos los señores vocales 
de la Excma. Cámara í> de Apelaciones en lo Civil, en su Sala 
de Acuerdos, para conocer del recurso interpuesto en los autos 
caratulados "De Mercedes Qniroga Herrera de Luján. doña Er- 
nestina, sobre cumplimiento de sentencia", respecto de la senten- 
cia corriente a fs. 48, el tribunal estableció la siguiente cuestión: 




¿Es arreglada a derecha la sentencia apelada de ís. 48? 
Practicado el sorteo resultó que la votación debía tener lugar en 
el orden siguiente: señores vocales doctores Juárez Celmán, 
Arana, de la Torre, Basualdo, Williams. 

El señor vocal doctor Juárez Celmán, dijo: — Podría limi- 
tarse a invocar los fundamentos de la sentencia para votar por 
su confirmación, pues considero que ella plantea la cuestión en 

su verdadero terreno y la resuelve con arreglo a la ley y a la 
razón. 

La expresión de agravios insiste en sostener la aplicahitidad 
del art. 7 de la Constitución Nacional que acuerda a los actos y 
procedimientos judiciales de una provincia, validez en las demás, 
prescripción que con seguridad, no se ha dictado para amparar 
situaciones como la sostenida por el actor. 

Con anterioridad al acto cuyo cumplimiento pide el apelante 
había otro celebrado aquí, que sancionaba una solución distinta, 
cual era diferir al Consejo de Educación la herencia de Quiroga, 
y esta declaración judicial que de acuerdo con el precepto legal 
invocado goza de entera fe en todo el territorio de la República, 
no podía ser modificada sino en el correspondiente juicio ordi- 
nario promovido por quien se considera perjudicado con ello. 

Ningún argumento se aduce en la expresión de agravios, 
que pueda modificar esta conclusión, porque todas las sutilezas 
del procedimiento ceden ante el hecho fundamental que he 
enunciado. 

Reproduzco pues, las consideraciones de la sentencia de 
instancia, por entender que ellas demuestran de un modo eviden- 
te lo infundado de la presente demanda, y emito mi voto por la 
afirmativa en la cuestión propuesta. 

Los señores vocales doctores Arana, de la Torre, Basualdo 
y Williams se alhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó el acto, quedando acordada la siguiente 
semencia. - Dé la Torre. Juárez Celmán, Basualdo, Arana, 
Williams. — Ante mi : Jorg U Dupuis. 



* LA tfAOOV 30» 



SENTENCIA - 

i AJrtt, Agosto as ü m 



Y vistos: Por lo que resulto de ta votación de que instruye 
el acuerdo precedente, se confr -na la sentencia apelada de fo- 
jas 48, con costas, a cuya efecto se regulan los honorarios de! 
doctor García Torres en esta instancia, en la suma de cíen pesos 
moneda nacional y en treinta pesos los derechos procuratorios 
de Atisterlú. Dev. rep. los sellos. Jorge i € la Torre. — Tomás 
Juárez Celmdn. — Benjamín Basuatdo. — Felipe Arana. — 
Benjamín Williams. — Ante mi . Jorge L. Dupnis. 

DICTAMEN DEt Sr. PROCURADOR GENERAL 

Alftt, 19 Noviembre dt 1913, 



Suprema Corte: 

El recurso extraordinario ha sido mal denegado en raión de 
haberse invocado por el recurrente al promover en juicio, un 
privilegio amparado en el art. 7 de la Constitución y ser la de- 
cisión final dictada por la Excma. Cámara de lo Civil de la Ca- 
pital, contraria a dicho privilegia Por consiguiente, el caso en- 
cuadra dentro de la disposición del art. 14, inciso 3.°, ley 48, su 
correlativo el art. 6, ley 4055. y corresponde que V. E. declare 
procedente el recurso interpuesto. 

Entrando a examinar el fondo del recurso, dentro de las 
limitaciones a que está sujeta la jurisdicción de apelación de esta 
Corte Suprema, creo que debe confirmarse la sentencia recurri- 
da. La cláusula constitucional relativa a los actos públicos y 
procedimientos judiciales de una provincia, que goian de entera 
fe en todas las demás, tiene un alcance limitado por la jurisdic- 
ción amplia y exclusiva que tiene cada provincia dentro de su 
respectivo territorio (art. 104, Constitución). Si se admitiera 
que los procedimientos celebrados en una provincia no pueden 
ser discutidos ni impugnados en el resto de la República, resul- 
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tari» menoscabadas las facultades de las autoridades ante las 
que se presentaran aquéllos procedimientos, en razón «le que se 
produciría una delegación de tu jurisdicción en favor de los 
tribunales ante los que se hubieren efectuado los mismos ; — En 
el caso sub judúe, no es posiW* desconocer el mérito probatoria 
de los documentos presentados por la actora, pero ellos no pue 
den servir para invalidar los procedimientos seguidos en la Capi 
tal Federal, que tiene igual valor a los celebrados en la provin 
cia de San Juan, y sí, como lo pretende esa parte en virtud de la 
declaratoria de herederos dictada en dicha provincia, se anulara 
la declaración de vacancia de la herencia hecha en esta ciudad, 
se atribuiría una mayor importancia a las actuaciones practica- 
das en San Juan, con detrimento de la jurisdicción de los tribu 
nales de la Capital Federal. La prescripción contenida en el ar- 
ticulo 7 de la Constitución ha sido aplicada por V. E (Fal os, 
tomo 114, pág. 309) estableciendo que ninguno de los artículos 
de la Constitución puede ser interpretado de manera a acordar 
a las leyes o actos públicos de cada provincia, efecto alguno ex- 
traterritorial capaz de alterar las condiciones o formalidades 
qtie las demás tengan prescriptas, pues es un principio de la mis- 
ma Constitución que cada provincia se da sus propias institucio- 
nes y se rige por ellas con independencia de las demás. 

Por lo expuesto, pido a V. E. que. declarando procedente 
el recurso extraordinario, se sirva confirmar la sentencia dicta- 
da en la parte que ha podido ser materia del mismo. 

Julio Botet. 

FALLO DE LA CORTE SITKEMA 

B«mm «Itn, Febrera 20 te 1918. 

Vistos y considerando : 

Que la sentencia de fs. 48. confirmada por la de fs. 73 de 
jos autos principales, establece que los tribunales de San Juan no 
han tenido jurisdicción para declarar a doña Ernestina Qniroga 
Herrera de Luján. hija natura! d e don Juan Quiroga y su única 
heredera. 
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Que no puede admitirse que las decisiones aludidas tengan, 
a los efectos del art. 7 de la Constitución Nacional, la fuerza de 
cosa juzgada en toda la amplitud del concepto y que por tal mo- 
tivo no han podido los tribunales de la Capital entrar a juzgar, 
isci t?e corrección o incorrección de los procedimientos y de la 
aplicación de la ley, sino de la competencia con que los de San 
Juan han procedido en el caso- 

Que, en efecto, los fallos dictados por jueces sin jurisdic- 
ción sobre las cosas o personas que cl!os afectan, carecen en ge- 
neral de valor; y al establecer el art. 4 de la ley número 44 que 
los procedimientos y sentencias autenticadas en forma "merece- 
rán tal fe y crédito y surtirán tales efectos ante todos los tribu- 
nales dentro del territorio de la Nación, como por uso y ley les 
corresponde ante los tribunales y autoridades de la provincia de 
donde procedan" ha supuesto, de acuerdo con la doctrina y la 
jurisprudencia, que se trata de actos judiciales que no importen 
una extralimitación de facultades en lo relativo a la competen- 
cia, limitada en el caso o en materia de sucesiones por disposi- 
ciones de carácter superior a las locales, aplicables únicamente 
a las personas y cosas radicadas dentro de cada Estado particu- 
lar, con arreglo a los artículos 67, incisos 11 y 27; y 105 de la 
Constitución Nacional. (Fallos, tomo 17, pág. 286; tomo 102, 
pág. 27; tomo 1 12, pág- 32 y otros). 

Que en este orden de ideas y no obstante las restricciones 
propias del presente recurso extraordinario, debe decidirse el 
conflicto suscitado, pues de otra suerte no tendría solución o la 
tendría tan sólo del punto de vista de un antecedente accidental, 
el de las fechas respectivas de la iniciación de los juicios suce- 
sorios en la Capital y San Juan, que no han tenido en cuenta los 
artículos 3284 del Código Civil y 2. de la ley número 927. 

Que según lo manifestado por el Consejo Nacional de Edu- 
cación y no contradicho por doña Ernestina Quiroga Herrera de 
Lujan, el teniente Quiroga, después de tomar parte en el com- 
íate <lc ' s Los Corrales" en esta ciudad, que tuvo lugar en Junio 
dé 1880, ingresó al Hospital Militar de la misma en 1881, pa- 
sando luego al Hospkal Xacional de Alienados, ubicado también 
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en la Ctpítal, en Septiembre del mismo año, donde nermaneció 
recluido hasta que falleció en Octubre de 1908. 

Que los militares en servicio activo tienen su domicilio en 
el lugar en que se hallen prestando aquél, si no manifestasen in- 
tención en contrario, por algún establecimiento permanente o 
asiento principal de sus negocios (art. 90, inciso 2, Código Civil ; 
Fallos, tomo 94, pág. 261). 

Que aún cuando no pueda decirse que Qniroga hubiera es- 
tado prestando servicio durante los muchos anos de su residen- 
cia en es«a capital, es indudable que establecido el domicilio en 
ella en 1880, no aparece el hecho de que hubiera tenido otra re- 
sidencia en e! intervalo corrido desde Junio de ese año hasta el 
ingreso al Hospital Militar en 1881 (art. 91 código citado). 

Que no hay, por otra parte, prueba de que el mismo Quiro- 
ga hubiera tenido en la provincia de San Juan establecimiento 
permanente o el asiento de sus negocios, pues los testigos de cu- 
yas declaraciones obra testimonio de fs. 25 y siguientes de los 
autos principales sólo saben que aqué! había nacido en dicha 
provincia (Jachal) y tenía allí su familia. 

Que en tales condiciones y atento lo dispuesto por el ar- 
tículo 32&4 del Código Civil, los tribunales de la provincia de 
San Juan no han tenido jurisdicción para conocer del juicio su- 
cesorio del teniente don Juan Quiroga, ni sobre la declaratoria 
de hija natural, que era una incidencia de dicho juicio; debiendo 
agregarse que el articulo 3285 se refiere a las demandas o accio- 
nes previstas en el anterior. (Fallos, tomo 113. pág. 274; tomo 
114, pág. 130). 

Por ello y de acuerdo con lo pedido por el señor Procura- 
dor General, se confirma la resolución apelada. Notifiquen con 
el original, repóngase el papel y archívese, debiendo devolverse 
los autos principales con testimonio de esta resolución, de la de 
fs. 10 vta. y dictamen del señor Procurador General de fs. 9. 

A. Bermejo. — Nicanor G. dkl 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 
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CAUSA XIII 



Crimina} contra Juana María Castillo de Muñoz, por homicidio 

Sumario : Es justa la sentencia que condena a la pena de peni- 
tenciaria por tiempo indeterminado a la autora del delito de 
homicidio perpetrado con las circunstancias agravantes de 
premeditación y alevosía. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DKL JVV.7. I.KTRAD0 

N«uqu«, Mayo 28 dt I9M. 

Y vistos: Esta causa criminal seguida contra Juana María 
Castillo de Muñoz, chilena, de 35 años, viuda, analfabeta, teje- 
dora, domiciliada eti Laguna de Balbarco, departamento de La.* 
Minas, de este territorio, de cuyas constancias resulta: 

Que por la denuncia de fs. 2 llega a conocimiento de la co- 
misaría de policía del departamento de Las Minas, el descubri- 
miento de la muerte de José Muñoz, cuyo cuerpo se encontró 
enterrado en el sitio conocido por "La puerta del reparo" a po- 
cos pasos del lugar donde éste vivía y con señales evidentes de 
haber sido muerto violentamente. 

Ordenado un reconocimiento del cadáver se expiden los pe- 
ritos a fs. 4 vta. f comprobando que aquél presenta varias heridas 
en la cabeza que llegan a dividir el cráneo en cuatro pedazos, 
además de otras lesiones en la cara. 

El testigo Custodio Gutiérrez (fs. 8 vta. a 12) declara que 
el día 19 a 20 <ie Diciembre de 1912 la víctima fué a su casa con 
el fin de encargarle le tuviera un híjko de siete años mientra» 
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realizaba unas diligencias en el destacamento policial de Ralbar- 
co, tendientes a obligar a su esposa a vivir juntos, regresando 
nuevamente a su domicilio a los cinco días o sea, el martes 24 de 
Diciembre en compañía de su mujer, Juana Marta Castillo v 
una hija y después de instalarse todos volvió a la casa del decla- 
rante con el fin de llevar al hijo que le había dejado. El día 25 
de Diciembre el deponente Gutiérrez, fué a la "piedra del repa- 
ro" domicilio de los esposos Muñoz, y le preguntó a la mujer de 
éste por su marido, contestándole que había salido temprano a 
la casa de un hijo con el fin de pedirle plata y caballo para irse 
a Chile, y al preguntarle el deponente en qué caballo se había 
ido Muñoz, dado que estaban allí los únicos tres que tente, le 
respondió la mujer: "que había ido a pedirle un caballo a su 
sobrino Muñoz". Después de esta conversación el deponente se 
retiró a su casa. Al día siguiente, o sea el 26 de Diciembre como 
a las cuatro de la tarde llegó a casa del deponente el citado So- 
lano Muñoz, en momentos que pasaba en viaje a Chile la mujer 
de Muñoz con toda la familia, llevándose la majadíta de cabras 
que tenia la victima y cabalgando en los tres caballos de Ja 
misma. 

Al notar esto el deponente le preguntó a Solano Muñoz sí 
era verdad que le había prestado un caballo a su tío para irse a 
Río Grande, contestándole aquél que hacia muchos dias que no 
lo veía. 

Entonces el deponente y sus amigos Solano Muñoz y Zenón 
Flores, entraron en sospechas, dirigiéndose a la vivienda de Jo é 
Muñoz, en donde no encontraron a nadie y revisando todo nota- 
ron en las piedras varias manchas de sangre lo que les reveló ia 
existencia de un crimen, descubriendo Zenón Flores el sitio don- 
de estaba enterrado Muñoz. Inmediatamente mandaron a Juan 
del Carmen Vázquez a dar cuenta de lo sucedido al destacamento 
policial, mientras ellos se fueron resueltamente en seguimiento 
de la mujer del muerto, a la que alcanzaron en el "Arroyo del 
Barro" y la hicieron volver cor. toda la familia a la casa del de- 
ponente, entregándola el día 28 a la policía. 
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ratifican todo lo declarado por Gutiérrez 

la J2 P ^ Sad V uana Maria Muflo, presta declaración ante 

IhosT " a PO " CÍa dC 12 Vta " 3 ÍS - 16 vta - y ¡°* he- 

chos de la S ,g„,ente manera: Que ha dado muerte a su esposo 

José Muñoz por instigación de su patrón, David Cerda 

dtórfV! 7 circ » nstancias estaba profundamente 

dormido con un palo, asestándole m, fuerte golpe en la cabeza 

«¡£ más ? y COntín " a ? (, ° 1 ^ hasta darie seis o ¡Se 
£SS * qUC T P '° d 159,0 > q" cd » su ma "*> ™erto, con 
Ja cabeza «lestrozada ; que juntamente con su hija Mar» Merce- 
des Muñoz, cavaron uñ pozo, a pocos pasos del rancho, y allí k> 
enterraron al muerto ; que después fué a casa de su patrón David 
Cerda, a darle cuenta que había muerto a su marido, conforme 

su?hT ¡ ní nVen, í > •• f° n I tes,ando,e Cer ' ,a 1»* se fuera a Chile con 
sus hijos que el ,r,a después ; que volvió la misma noche al ran- 
cho y estuvo todo el día siguiente. 25. aprontando su viaje y el 

f' gf ,a ta , rdc ' se P ,TSÍeron ™ viaje a Chile, llevándose todas 
bs cabras y los tres caballos d e su marido ; q„ e un poco más allá 
del Arroyo del Barro», fueron detenidos por Custodio Gutié- 

Z £!0!" SS 3 y f° ,at, ° MuñOZ> flUÍenes ligáronlos a vol- 
ver deteniéndolos en la casa de Gutiérrez hasta el momento que 

llego la pcW La procesada insiste en esta declaiación, en ma! 
n festar que David Cerda la instigaba a matar a su marido por- 
que era un ratero", que el palo con que cometió el hediólo 

Cl ^0 era deI tamaño comun * ><* "»ngos de ha- 
cha leñera , q ue .gualmente Maximiliano Canales la ha aconseja- 
do que matara a su marido; que éste era mm ocioso y ella ■ 
única que trabajaba para mantener el hogar * 

<h !f/ roCe f ada e " S " declaractón Patada «"te este juzgado 

BÍ "x, 7 'VI** " 13 forma «*» * P^jo d deli- 
to; Mam Mercedes Muñoz (fs. ,7) ratifica en todo lo declara- 
do por su madre, la procesada, agregando que ésta le dió un 
fuerte empellón cuando esta pretendió contenerla en su ataque. 
Bsta testigo declara primero que su madre obró instigada por 
David Cerda y Maximiliano Canales, pero en su deposWón antl 
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este juzgado (fs. 33) se desdice o niega haber declarado ante la 
policía que aquellos tuvieran participación en el hecho. 

David Cerda (fs. 24 vta. y fs. 37) declara que es cierto que 
la procesada Jtiana María Castillo ha estado viviendo en su casa, 
de donde salió el 22 o 23 de Diciembre, acompañada de su ma- 
rido que fué a buscarla con el agente de policía de Balbarco, 
Víctor A. Saldoval;. niega categóricamente que haya aconsejado 
ni díchole a la procesada en el sentido de matar a su marido, 
siendo sólo exacto de que echó de su casa al citado José Muño* 
por haberle carneado una cabra. 

En el careo de fs. 40 habido entre la procesada y Cerda, la 
primera vuelve a negar que el segundo la haya aconsejado a co- 
meter el delito. 

Por auto de fs. 56 vta., se sobresee definitivamente respec- 
to de la procesada María Mercedes Muñoz por encontrarse com- 
prendida en las disposiciones del art. 44, inciso !.° del Código 
Penal, y después de practicadas las diligencias ordenadas en el 
oficio de fs. 59 y lo dictaminado por el señor Agente Fiscal a 
fs. 69 se sobresee igualmente la cansa respecto a Davil Cerda y 
Maximiliano Canales (auto de fs. 70). 

A fs. 72 se expide la acusación fiscal con relación a la pro- 
cesada Juana Maria Castillo, y solicita la pena de penit ene ¡aria 
por tiempo indeterminado por encuadrar el delito en el art. 17, 
inciso 2 de >a ley 4189, con la modificación del art. 59 del Código 
Pena!, dictamen que impugna la defensa a fs. 74. solicitando 
tres años de penitenciaría por considerar encuadrado el caso en 
el art. 17, Cap. II. inciso 4. letra a) de la mencionada ley. 

Abierta la causa a prueba se produce el informe médico de 
fs. 88, a pedido de la defensa, dictándose a fs. 89 la providencia 
de autos. 

Y considerando: 

i " Que se halla debidamente comprobada la muerte viajen* 
ta de José Muñoz, cuya partida de defunción corre a fs. 28 de 
este proceso. 

2.° Que se encuentra convicta y confesa como autora de esa 
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muerte la procesada Juana María Castillo de Muñoz, que se dice 
esposa legítima del extinto, reuniendo la confesión los requisi- 
tos exigidos por el art. 316 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal. 

3 o Que el delito cometido por la procesada se halla agrava- 
do por las siguientes circunstancias: i.° ser cónyuge del muerto; 
2. haberse cometido con alevosía, puesto que la procesada ha 
esperado el momento en que su victima se encontrara durmien- 
do para satisfacer sus instintos criminales ; 3. existir premedita- 
ción, dado que la procesada consintió en acompañar a su marido 
al domicilio de éste y en la misma noche en que pudo cometer 
el delito lo realizó con toda sangre fría, sin haber mediado la 
más mínima discusión ni altercado con su esposo, aclarando ella 
misma esta premeditación al declarar que "lo realizó" la noche 
del 24. porque el 23 no tuvo ocasión de hacerlo por haber su 
marido pasado todo ese día y la noche en casa de Daniel Gu- 
tiérrez" ffs. 15 de su indagatoria). 

4 o Estamos, pues, en presencia de un crimen repugnante 
por las circunstancias que lo rodean. Puede ser la ignorancia de 
la procesada un atenuante para su crimen? La ley no la deter- 
mina, pero es indudable que a falta de otros síntomas morboso*, 
que e! examen médico (fs. 88) no ha encontrado, su analfabetis- 
mo y tal vez la rusticidad de sus costumbres sean el explicativo 
de su crimen. La procesada da como único justificativo de su 
delito la carencia de hábitos de trabajo en su marido, agregando 
que ella era la que sostenía el hogar. Esta excusa no solamente 
es fútil, sino que resulta falsa, dadas las constancias de autos. 
En efecto. La procesada no vivía con su marido, sino en la casa 
de David Cerda, donde estaba conchavada. 

5 ° El delito encuadra en las disposiciones del art. 17, Cap. I, 
incisos II y III de la ley 4189. pero dado lo dispuesto en el ar- 
ticulo 59 del Código Pena!, eme exime de la pena de muerte a 
las mujeres a la procesada le correspondería la pena de peni- 
tenciaría por tiempo indeterminado, según e! citado artículo. 
Pero persiste en nuestra legislación es** pena? No ha sido ella 
modificada por e! art 7 de la ley de reformas número 4189?.— 
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La Suprema Corte de Justicia Nacional ha declarado que en 
nuestra actual legislación la pena inmediata inferior a la de 
muerte es la de presidio o penitenciaría por veinticinco años 
(véase proceso seguido a Lara, Montenegro, Marinao y otros, 
juzgado letrado del Neuquén, año 1901). 

Por estos fundamentos, disposiciones legales citadas y de 
conformidad fiscal: Fallo: condenando a Juana María Castillo 
de Muñoz a la pena de veinticinco años de penitenciaria, acceso- 
rios legales y costas procesales, debiendo cumplir la pena im- 
puesta en el establecimiento carcelario que indique el Poder Eje- 
cutivo, y computársele la prisión preventiva sufrida de acuerdo 
con lo dispuesto en el art. 49 del Código Penal. 

Regístrese, notifíquese con el original, y si no fuere apela- 
da, elévese en consulta a la Excma. Cámara.— Enrique N. Zinny. 
Ante mi : — Alberto C Eguren. 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

La Plato. Octufcr* 74 4« 1014. 

Vistos y considerando : 

Que toda manifestación del procesado por la cual se reco- 
nozca autor de un delito, surte los efectos legales de la confe- 
sión, cuando reúne los requisitos siguientes: ser hecha ante juez 
competente; que el que la hace goce del perfecto uso de su* fa- 
cultades mentales; que no medie violencia, intimidación, dádivas 
o promesas; que no se preste por error evidente; que el hecho 
confesado sea posible y verosímil, dadas las circunstancias y 
condiciones personales del procesado; que recaigan sobre hechos 
que el delincuente conozca por la evidencia de los sentidos, y 
finalmente que la existencia del delito esté legalmente compro- 
bada y la confesión concuerde con sus circunstancias y antece- 
dentes (art. 316 Código de Procedimientos V 

Que tal acontece con la narración de Juana Marta Castillo 
de Muñoz hecha ante la autoridad policial y ratificada después 
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ante e! señor juez a quo, "en cuanto a la forma en que se produjo 
«1 hecho y su participación (la de ella) y rectificada únicamente 
en Ja parte en que se hace constar que Maximiliano Canales y 
David Cenia hayan tenido participación". 

Que la Castillo de Muñoz (no hay constancia en autos que 
demuestre o insinúe siquiera lo contrario), aparece haberse en- 
contrado en el pleno uso de sus facultades psíquicas y mentales, 
cuando describiendo la pavorosa escena de la muerte alevosa 
del que af.rma ser su marido, se declara autora «le ella. 

No hay el menor indicio en autos, que dé asidero a la hipó- 
tes.s de "una perturbación cualquiera de los sentidos o de la 
inteligencia, no imputable al agente y durante la cual no haya 
tenido conciencia de su acto o de su criminalidad. . ." (Art 81 
inciso i.» del Código Penal) que pudiera excusar su crimen ó 
mitigar su represión con alguna circunstancia atenuante. Hasta 
m cerebración insuficiente de analfabeta, aparece norma!, en la 
descripción de la salvaje escena; analiza, razona v deduce como 
una persona «le inteligencia cabal, aunque limitada. 

"Ha goza«lo siempre de perfecta salud" — dice el informe 
medico de fs. 88, agregando, "que no ha conocido enfermedad 
alguna, a excepción de fuertes «Wores de cabeza, que dice haber 
sentido a consecuencia de una caída del caballo; no existe nada 
anormal en ella que pudiera relacionarse con la presencia de la 
epilepsia, no es epiléptica, no lo ha sido nunca "no es bebedora 
y fuma discretamente". 

Que el hecho que la trae a los estrados de este tribunal, 
narrado tan parca y correctamente como se lo ha permitido su 
falta de instrucción, es posible y verosímil que haya sido ejecu- 
tado por una persona de su sexo y condiciones físicas, bien des- 
arrollada aunque aparentemente representa menos edad de la 
que ha confesa«lo de 38 años (informe legal citado). 

Reintegrada por «1 marido al hogar común después de ima 
larga usencia ton beneplácito di ella y en seguida de un acuerdo 
aparentemente leal por su parte, pero en realidad en reservas 
mentales, como lo demuestra su preme«lita«!a conducta subsi- 
guiente, "en circunstancias que su marido estaba profunda- 
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mente dormido, agarró un palo a modo de astil de hacha, y le 
asestó un fuerte golpe en la cabeza que lo dejó aturdido y segui- 
damente como seis o siete más hasta que se rompió el palo y su 
mando quedó completamente muerto, con la cabeza bien destro- 
zada, e inmediatamente ayudada por su hija, cavaron un pozo, 
a pocos pasos del rancho, empleando en la operación dos palos 
de telar y lo enterraron bien." 

Que, historiando tos antecedentes del pavoroso drama, dice 
que con» su marido hacia diligencias para sacarla de casa de 
Cerda, su patrón, "éste trató de hacerlo matar y no pasaba un 
día ... un momento sm que éste l e dijera, unas veces, que te die- 
ra veneno; otras, que lo emborrachara con licor y le clavase una 
aguja grande colchonera en el ombligo, que así moriría también" 
I«ro estas instigaciones, como las llama lesultan de todo punto 
supuestas, a estar a la rectificación categórica a que se ha hecho 
antes referencia, a la negativa formal de Cerda y sus antece- 
dentes personales, que lo demuestran como un excelente y paci- 
fico vecino. 

Y agrega que el dia 23 "no pudo matarlo a palos" porque 
no tuvo ocasión de hacerlo, puesto que su marido había pasado 
todo ese d.a y esa noche en casa de Daniel Gutiérrez, circuns- 
tancia esta que demuestra la jraciente y serena premeditación 
con que habia resuelto suprimir salvajemente al compañero de 
su vida, como se ha visto lo hizo. 

Que esta narración extractada concuerda con las circuns- 
tancias anteriores concitantes y subsiguientes del hecho. 

En efecto, consta que la Castillo, se encontraba separada 
de Muñoz habitando en la casa de Cerda desde un año antes; 
que Muñoz en compañía de un agente o comisario de policía, fué 
en su busca : que después de una primera negativa, la Castillo 
resolvió unirse con su marido, trasladándose ambos a la pobre 
vivienda común; que los vecinos Vázquez. Flores. Gutiérrez y 
Solano Muñoz, sobrino de la víctima, ayudaron a desenterrar el 
cadáver y te reconocieron como el de José Muñoz, que habia 
desaparecido misteriosamente desde el martes 25 de Diciembre 
(fué asesinado el 24) ; que el cadáver estaba "enterrado de es- 
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paldas, y sólo tenía camisa y calzoncillos fio que demuestra que 
había sido muerto tn la cama)", y sacado a la superficie resul- 
tó que todas las heridas se presentaban en la cabeza ; que el crá- 
neo estaba quebrado en cuatro pedazos, . . y la mandíbula ftúpc: 
rior quebrada de arriba abajo... " (Informe de peritos). 

La defensa en i'* instancia lia tratado de beneficiar a la 
procesada, alegando que al dar muerte a su marido, la Castillo 
se encontraba en estado de legitima defensa de su persona, pero 
esta excepción no lia ¿ido justificada, ni tan siquiera se ha inten- 
tado hacerlo en el momento oportuno. 

Oiu- el delito llevado a cabo por la procesada está previsto 
en él art. 17, Cap. F, Delitos contra la vida, inciso 3." de la ley 
de reformas al Código Penal, y debe ser castigado como homici- 
dio alevoso, ya qué ño es posible encuadrarlo en el inciso c-" por 
no haber la acusación justificado legalmente la calidad de c'*n- 
yug¡e de la víctima, como sería menester para calificarle» tU uxo- 
ricidio. 

Qué no podiendo aplicarse a la procesada la (lena de muerte 
per la prohibición del art. 59 del Código Penal, corresponde 
condenarla a la pena de penitenciaria ¡»or tiempo indeterminado, 
dé acuerdo con el mismo artículo citado. 

Por las consideraciones expuestas, se modifica la sentencia 
de 81 , imponiéndose a Juana Maria Castillo por el homici- 
dio de José Muñoz, la pena expresada de penitenciaria por tiem- 
po indeterminado, y se confirma dicha sentencia en lo demás 
con costas. 

Devuélvase para su cumplimiento. — R. Cuido ¡.axalic. — 
Marcelino Escalada, — José Marcó. 

F.M.1.0 DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aires, Febrero 23 de 1915. 

Vistos y considerando: 

Que el delito de homicidio de José Muñoz, perpetrado en su 
propia éáfiá habitación en la noche del 24 de Diciembre del año 
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191a en jurisdicción del territorio nacional de! Xeuquén, y que 
ha motivado la formación de esta causa, se éncuentra plenamen- 
te comprobado en autos por la confesión de la procesada, reco- 
nocimiento pericial de fs. 4 vta. y 5, diligencia de fs. 8, partida 
de defunción de fs. 28 y declaraciones de los testigos Custodio 
Gutiérrez, fs. 8 a 12, Solano Muñoz fs. 20 y Zenón Flores, fs. 22. 

Que la procesada Juana Maria Castillo, que se dice esposa 
de José .Muñoz, ha confesado ser ella, quien en presencia dé su 
hija María Mercedes, que trató de contenerla en la consumación 
de este delito y en circunstancias que su marido se encontraba 
dormido, le dió muerte en la forma que relata la sentencia del 
juez de la causa, fs. 91, procediendo en seguida a cavar la fosa 
que debía enterrar su cadáver, como !o hizo inmediatamente. 

Que los antecedentes de la cansa revelan que este delito se 
ha ejecutado con premeditación, sorprendiendo a la víctima en 
horas avanzadas de la noche y en circunstancias que se encon- 
traba profundamente dormido, como queda dicho, y por consi- 
guiente desprevenido e indefenso por lo que le corresponde la 
clasificación legal de alevosía. 

Que resulta igualmente de las constancias de autos que la 
procesada se ha encontrado en pleno goce de sus facultades 
mentales al cometer el delito de que se trata y que lo tinia pre- 
meditado con anterioridad, como lo expresa en su confesión de 
fs. 12 vta. a 16, ratificada en esta parte ante el juez de la causa. 

Que así lo comprueba también el informe del facultativo 
que procedió a su examen conforme a lo ordenado a fs. 85 vta. 
a solicitud de la defensa, fs. 84, informe que no fué observado 
como pudo hacerse en su oportunidad y en el que en conclusión* 
se dice textualmente : "La acusada no es, ni ha padecido de epi- 
lepsia lo cual se deduce del examen detenido que se ha hecho y 
del interrogatorio", todo lo que hace innecesario un nuevo reco- 
nocimiento en el presente estado de la causa. 

Que !a pena que corresponde en el caso sub judicc es la es- 
tablecida en el art. 17, Capitulo inci?o 3 ") de la ley de re- 
formas al Código Penal con la modificación a que se refiere el 
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art. 59 del misino código, por no poder aplicarse a la procesada 
"a pena de muerte. 

Por ello y sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de fs. 105. Xotifíqucse y devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. DEL 
Solar. — M. \\ Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAU&A XIV 

Don Gastón Horre (capitán del vapor nacional 11 RawsoiC), 
apelando de una resolución de la Prefectura General de 
Puertos, sobre aplicación de multa. 

Sumario : >Es improcedente el recurso extraodinario fiel art. 14, 
ley 48, cuando la invocació:i de las garantías constituciona- 
les es hecha después de pronunciado el fallo recurrido y con 
motivo de la apelación deducida. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



KKSOU'CIOX OKI. PREFECTO GENERAL 

Octubre 10 d« 1913. 

Visto este expediente, los informes producidos, lo dictami- 
nado por el asescr y resultando, que el capitán del vaj>or nacio- 
nal Rtftvion en el viaje <!e que se trata no había cumplido c< n lo 
preceptuado en el art. 12 del decreto, Marzo 31 ppdo., Circular 
39- s 4?»n su propia manifestación; se resuelva: 
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Aplicar al referido capitán del vapor S%on, don Gastón 
Horré una multa de cien pesos moneda nacional, de acuerdo con 
lo prescripto en el art. 29 y por violación del 12 del mencionado 
decreto 31 de Marzo ppdo., Circular 39. 

Pase a la Jefatura del Tuerto para su notificación y demás 
efectos ; fecho vuelva. 

Blanco. 

SENTENCIA DEL JUEZ FEHEKAL 

BueooiAirtf, Abril II de I9U. 

Y vistos: e-te recurso de apelación, y 
Considerando: 

Por resolución de la Prefectura General de Puertos co- 
rriente a fs. «o del expediente agregado, se le impuso al capitán 
del vapor Raxison, Castón Horre, tina multa de cien pe>os, por 
infracción al art. 12 del superior decreto de fecha Marzo 31 del 
próximo pasado, y de conformidad con lo dispuesto en el art. 29 
■del mismo. * 

Que si bien en derecho el P. .E. no puede establecer por de- 
creto penas que no estén previstas en una ley dictada con ante- 
rioridad al hecho, en e! presente caso y tratándose de una regla- 
mentación a la navegación de los buques de la matrícula nacio- 
nal, puede hacer extensiva la facultad que le acuerda la ley 3445 
de policía marítima y fluvial, para imponer penas a las infrac- 
ciones de carácter policial, pero sólo dentro de la sanción que 
determina el art. 6." de la misma, esto es, hasta la aplicación de 
un mes de arresto o multa de c'eti pesos. 

Que habiéndose impuesto en la resolución apelada el mini- 
mun de la penalidad señalada en el art. ¡29 ya citado, atento sin 
<luda a la j»ca importancia de la infracción cometida, es indu- 
dable que ese minimnn corresponda al máximun de la única san- 
ción que es de aplicación al caso que, a estar a la ley enunciada, 
es de multa de cien pesos moneda nacional. 
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Que, por consiguiente, es «le equidad redecir la pena im- 

m en i°f ñitt !°' ''" c c » el « fija en la suma .le 
\einte pesos moneda nacional. 

l'or estas fundamentos resuelvo: modificar la resolución 
apelada en el sentido ya indicado. 

Previa notificación, devuélvase a la Prefectura Central de 
Pqcrtos para su cumplimiento. 

Miguel I.. Jantus. 

l-ALLO DE I.A CORTE SUPREMA 

Bueno» Aire*. Febrero 23 de ms. 

Vistos y considerando: 

Que no ha sido puesta en cuestión la multa impuesta al re- 
currente, como contraria a lo establecido por los artículos 18 y m 
«le la Constitución Nacional. 

Qliela invocación de los expresarlos artículos lia sido hecha 
«lespucs de pronunciado el fallo de fs. 20 por el juez «le la causa 
y con motivo «le la apelación deducida a fs. 22, en evo caso, no 
procede tomarse en consideración como fundamento del recurro 
|wr ser extemporáneo, conforme a lo reiteradamente .resuelto 
por esta Corte. (Fallos, tomo ,04. pág- , 4 6; tomo pág. ,68; 
tomo 114, pag. 311 y otros). 

Por ello y oido el señor Procurador General, se declara no 
"aber Ii.gar a dicho recurso. Notifiquen original y devuélvase, 
reponiéndose los sellos ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. DEL 
Solar. _ M. p. Daract. — 
D. E. Palacio. 
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CAUSA XV 



Matílio Masotto, condenado a penitenciaria, solicitando se le 
compute una rebaja de pena con que ha sido agraciado por 
el Poder Ejecutivo. 

Sumario : Xo es caso <le jurisdicción originaria de la Corte Su- 
prema, la declaración y reconocimiento de las condicione* 
que i>or la ley corresponde a un condenado agraciado por el 
Poder Ejecutivo con la rebaja de dos años de la pena que se 
le impuso. 

Ca$o: El penadp MauUo Maputo, condenado a siete años de 
penitenciaria, se presentó a la Corte Suprema manifestando 
cjue. el 9 de Julio de 10,14, fué agraciado por el Excmo. se- 
ñor Presídete de la Xadón con la rebaja de dos años de la 
pena impuest? : que. consultado él Poder Ejecutivo Nacio- 
nal acerca de la verdadera situación en que lo colocaba esa 
rebaja, éste se expidió expresando que carecía de atribucio- 
nes para interpretar la ley penal ; que, acogiéndose a los be- 
neficios concedidos por el decreto de gracia, solicitó en su 
oportunidad de la Cámara en lo Crimina! la computación de 
los dos años expresados, sin serles por ella «reconocidos ; que, 
por lo tanto, recurría a la Corte Suprema, como autoridad 
judicial superior de la Nación, a fin de que definiendo la 
doctrina a aplicarse, se !e reconociera en las condiciones que 
le corresponde por la ley y por el mencionado decreto del 
Poder Ejecutivo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Alref, Febrero 23 de 1915. 

Xo herido caso de jurisdicción originaria de esta Corte Su- 
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Drena con arreglo a! arfc ,01 de la Constitució:.. „o ha lugar a lo 
fJMe se solicita, y liábase saber. 

A> Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. p. Daract. — 
I). E. Palacio. 



CAUSA XVI 



Don Enrique Lames, contra la pro: inda de San Juan, por cobro 
de pesos; sobre nulidad de lando 

Snmarh : El recurso «le nulidad no procede contra los laudos 
pronunciados por arbitros arbitradures, y tratándose de ar- 
bitros juris, debe ser interpuesto ante los mismos. 

Caso i [.a Corte Suprema por sentencia de Julio 21 de 1914, con- 
deno a la provincia de San Juan a abonar a don Enrique 
Latines como precio del servicio que éste prestó a la misma 
■a cantidad que fijen arbitros que las partes designarán de 
conformidad a lo prescripto €n el art. 1627 <lcl Código Civil." 

Nombrados éstos y producida discordia al laudar, presen- 
taron sus respectivos laudos solicitando la designación del 
tercero, el que luego dictaminó, sin constituir tribuna! con 
los primeros. 

En este estado, don Angel Cavagna. en representación de 
la provincia de San Juan. s e presentó manifestando que, en 
ejercicio del derecho consagrado por el art. 7 8t> del Código 
de Procedimientos Civiles, deducía .recurso de nulidad de! 
latido pronunciado l>or e! perito tercero, fundándose en que 
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dicho perito no había formado tribunal con los arbitro, di*, 
contentes al prenunciar su lando, ni celebrado con ellos 
conferencias previas a objeto del cambio de ideas y eono;¡- 
miento reciproco de las razones a decidir- 

Agregaba qu<¿ es principio de derecho, consagrado en la 
doctrina y en la jurisprudencia, que lo< arbitros, a | a mane- 
ra de ios tribunales colegiados* debían formar tribuna! para 
| ronunciar sentencia, con arreglo a las leyes 23 v título 
ñ r f y ley 17, titulo 22 de la partida tercer:'. 



IWU.O PE f.A CORTE SUPREMA 

Butnos Alies. Febrero 23 de 1015. 

Atento lo dispuesto en el art. 808 de! Código de frocedi- 
míenlos de la capital, aplicable en lo federal con arre-'., ;i ] •„•- 
bculo 374 de la ky número 50. y a lo resuelto en la causa que se 
registra en la página \iU del tomo 107 de 1,»- Fallos de esta Cor 
te, con relación al juicio de arbitradores, y lo establecido en el 
art. 700 de! mismo código, rc>;>cctoaI de ári.itr. - de d.-reclio, n -. 
na lugar. 

A. Bermejo — Xkwxor o. drí. 
Solar. — M. \\ Daract. — 
D, E. pAt-vcio. 
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Ooii .1/,;,/,,,,/ Léfa i epeda, en ei proceso criminal que se le sigue 
per defraudación. Recurso de hecho 

Sumario : Para !a procedencia del recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14. ley 4* no basta hacer referencias generales a la 
Constitución, tratados o leyes especiales del Congreso, sino 
que debe alegará en términos concretos | a aplicación de al- 
guna cláusula de carácter federal, de manera ta!, que de su 
interpretación dependa la solución de la causa. 

C aso : Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL ST, PROCURADOR GENERAL 

Buenos Alrtt. Diciembre 20 de 1914. 

Suprema Corte : 

De la ej posicfóii que formula el recurrente, y de los testi- 
monios presentados, qué hacen innecesario él pedido de Informe 
al tribuna! que dictó la resolución apelada, se desprende qué esta 
resolución no es definitiva, por cuanto no pone fin al proceso, y 
ademas, ella Se funda en disposiciones del Código de Procedi- 
mientos de la provincia, las cuales no son siiccptibles de revisión 
por esta Corte Suprema (artículos 14 y 15. ley 48. art. 6, ley 
4055 &»L'os, tomo 114. pág, 419; tomo ud.'pág. 339; tomo 
"7. pag. 380), 

El recurrente aduce la iiiconstitt:cionalidad del art. 325 del 
mencionado Código de Procedimientos, pero no ha establecido de 
una manera concreta cuál sea la cláusula constitucional violada 
|>or arpie! articulo, ni ha precisado e! fundamento en qué apoya 
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su impugnación, como lo dispone expresamente el art. 15 de la 
ley 48. por lo que esa alegación no autoriza el recurso extraordi- 
nario. ( Faüos, tomo 109, pág. 325 ; tomo 114, pág. 136 ). 

Por lo expuesto, pido a V. E* se sirva declarar bien denega- 
do el recurso promovido. 

Julio ttotet. 



FALLO DE LA CORTE SUPRENf A 

Buenos Aires. Febrero 27 de 1Q15. 

Autos y vistos: el recurso de hecho por apelación denegada 
interpuesto por el defensor de Manuel López Cepeda en el pro- 
ceso que se l e sigue arito los tribunales locales de la ciudad de 
Córdoba pM defraudación al Banco Español del Río de la Plata- 

Y considerando: 

Qufi para fundar <*j queja ante esta Corte, exproa el de- 
fensor del procesado que ha sostenido la inconstitucionalidad del 
art. 325 del Código d e Procedimientos en lo Criminal y en com- 
probación de ello dice que agrega en copia los escritos <le su par- 
te ante aquellos tribunales. 

Que ni en el presente escrito de queja ni en el que en copia 
se acompasa ha hecho constar esta parte cual sea la cláusula o 
precepto de la Constitución Nacional que hubiera sido invocado 
o aplicado en contra de! derecho, privilegio o exención consagra- 
do por el mismo. 

Qlie con arreglo a lo reiteradamente resuelto, no basta para 
la procedencia del recurso extraordinario del art. 14 de la ley 
número 48, hacer referencias generales a la Constitución, trata- 
dos o leyes especiales del Gmgrcso, ¡mes que debe alegarse en 
términos concretos la aplicación de alguna cláusula de carácter 
federal, de manera tal (pie de su interpretación dej)enda la solu- 
ción de !a causa. (Art. 15. ley número 4S: Fallos tomo 85, pá- 
gina 395; tomo 112, pág. 79; tomo 114, pág. 136). 



Por ello y lo pe.li.Io por el señor Procurador General <e de- 
clara bien denegado el recurso y archívese, 

A, DKRMEJO. — XlCAXOR Ó. DEI. 
Solar. _ M. P. DiUÍACt. - 
D. K. I'.xr.Ai io. 



CAUSA XVITJ 

Doña Graciana Villar de Mmdia. en autos con doña Gré m 
Vendía de Arregm, por nulidad de testamento: sobre re- 
consideración. Recurso de hecho. 

Sumario : Kl recurso ,1c. revocatoria no procede contra los fallos 

de la Corte Suprema, 

Caso : El doctor Leopoldo «leí Campo en representación de doña 

Graciana Villar de Hendía solícito reconsideración de la 

re-oluoon dictada por la Corte Suprema c„ Febrero ,8 de 

Wm "o haciendo lugar a la queja .pie tenia deducida eon- 

ra sentencia prenunciada por ¡a Cámara Segunda de Ape- 

lacones en lo Civil de la Capital, en los autos .,ue signe con 

«lona Gregor» -Mendia d e Arregui, sobre nulidad de testa- 
mentó. 



KKSOMVION Ot LA COK TIC SUPREMA 

Bueno» Aires, Pebrero 27 de 1915. 

X" pro:e ( |ien«lo contra los fajjos ríe tóte Gotü Suprema é¡ 
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recurso de revocatoria o reconsideración ¡interpuesto, no ha lu- 
gar. ( Art.jo, ley número 27. Fallos, tomo 1 19, pág. 1 12). 

A. P»ermkjo. — XlCANOR G. PEt 
SotÁR. — Mé P. Daract. — 
D. E- Palacio. 



CAUSA XIX 



rerrocarrt! Gran Oeste Argentino, contra Vidal Hermanos* 

Sumario: 1." el art. 17 de la Constitución Xacional no establece 
que la utilidad pública a que las leyes de expropiación res- 
ponden, sea inmediata y deba ser atendida dentro do tér- 
minos perentorio?. 

2." El Poder Ejecutivo es el llamado a decidir en todos lo< 
caso- >i la- obras que se trata de construir en lps terrenos a 
expropiarse se hallan o no autorizadas por la ley, sin que su 
resolución a este respecta sea definitiva e irrevocable en 
perjuicio ríe los expropiados. 

y La ley 6$$$ no viola la garantía acordada por e! ar- 
tidílo 17 de la Constitución Xacional a la propiedad privada. 

Caso: Resulta de las piezas simientes: 

:ci\ DEt JVtiZ FEDERAL DE MEXDOZA 



V vistos : Con presencia .de la demanda de expropiación de 
la empresa del Ferrocarril O. O. Argentino, de fs. 5, y de lo ex- 
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puesto por los expropiados señores Vidal lí crínanos, oponiéndo- 
se a ella- ( )ida también la réplica <ie la parte expropiante, todo lo 
cual se halla transcripto en el comparendo de fs. 20 y 34 e inger- 
tos agregados de fs. 28 y 35, y 

Considerando : 

One ia parte de los señores Vidal Hermanos en vez de re- 
cusar expresamente, sólo in>inúa por intermedio de su apodera- 
do, que el proveyente ha debido excusarse de entender, a mérito 
de los antecedentes que relata. 

La recusación en tal forma y por aquellos motivos es inad- 
misible. Debiéndose oponer formalmente, la mera ¡insinuación de 
una causal, no autoriza a los jueces a separarse -del conocimiento 
de los asuntos que les están sometidos, ni las consideraciones 
•que aducen en ci ejercicio de su ministerio importan prejuzgar 
en el sentido establecido por la ley de procedimiento? como causa 
«le recusación. La opinión a que se refiere la ley debe haberle 
emitido con motivo del punto en que se recusa y no en otro aná- 
logo, por manera que en el presente caso en el que la oposición 
de los señores Vidal Hermanos, no se funda únicamente en la 
incon^titucionalidad de la ley Maciá, sino también en la cosa juz- 
gada, sin qtte álegtteti (pie el proveyente haya opinado sobre este 
particular, no se descubre |>or qué deba e! subscripto excusar-e- 

La recusación, pues, sólo insinuada, es improcedente y pro- 
cede asi declararlo, que las consideraciones expuestas se hallan 
consagrada.- por la jurisprudencia de los tribunales nacionales 
según es de verse en los fallos de la Suprema Corte Nacional, se- 
rie primera, tomo 5.", pág. 86; Exenta, Cámara Federal de la 
Capital* tomo 0.", pág. 44, y particularmente en la resolución del 
superior de Septiembre 23 de 1910, fs. 049, autos X " 10900 
"Luis I'. Tortilla contra Domingo Tumba por nulidad de escritu- 
ra-", actualmente en apelación; Jurisprudencia Civil de la Capi- 
tal, páginas 59 y 235. tomo 9.", serie primera. 

One la misma parte de los expropiados, fundando su opo- 
sición alega la cosa juzgada, la que afirma sucedida, <|e$(ie <|"? 
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en juicios anteriores iniciados por la misma empresa y con el 
mismo objeto, han recaído sentencias finales declarando' impro- 
cedente la expropiación pretendida en esta causa. La mencionada 
defensa corresponde examinarla como cuestión previa atendida 
sn naturaleza y conforme a la jurisprudencia de nuestro supe- 
rior en el fallo que se registra en el tomo 5.", página 194. de «a 
colección- 

Entrando a la cuestión enunciad;,. <\ n duda que el presente 
juicio persigue idéntica finalidad que los anteriores y las parte- 
son también las mismas, pero su causa no es igual. El rundí .nen- 
io de la presente demanda se hace consistir en lo dispnesto pu- 
la ley número 6369 .le .Septiembre 21 de 190.). y decreto del Po- 
der Ejecutivo Nacional de 30 de Abril de 19,2.' inserto en el nú- 
mero del IWetin Oficial, corriente a fs. 3. Y habiéndose iniciado 
la demanda en 7 de Junio del año próximo pasado, al contrario 
de lo ocurrido en el primero de los casos anteriores, la lev y de- 
creto invocados procedía tenerlos en cuenta para preparar y au- 
torizar el presente juicio y para fundar el derecho a expropiar. 

La sentencia de] superior, testimoniada a fs. 22. rechazó la 
primera demanda en razón <lc tpic, terminado el juicio en 190S. 
no había podido invocarse para fundarlo ni para resolverlo, la 
ley postenor de 1909; a su vez el segundo fallo de la Exorna. Cá- 
mara. Test, de fs- 25, decían', improcedente la expropiación de- 
mandada por la misma empresa, porque ella, según reza su deci- 
sorio no se fundaba en ley alguna. De tal modo, introducida la 
presente demanda con posterioridad a la «andón de la ley 6369, 
y del decreto rebordado de 30 de Abril de 1912. a !a vez que 'a 
empresa expropiante aparece cumpliendo la sentencia del supe- 
rior de Marzo 21 de 1912. por el propio hecho acredita un fun- 
damento de su demanda dé todo punto nuevo, como que de for- 
ma ni modo algt.no pudo ser alegado ni tenido en cuenta en lo. 
casos anteriores. 

Qfte si la razón de nueva cansa no fuera bastante — de<de 
luego que hay doctrinas jurídica- .egún la* cua:e< lo decisivo en 
materia de cosa juzgada es la misma finalidad o cuestión, cuales- 
quiera que sean los nuevos fundamentos qu e se aleguen — aun 
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asi, la defensa de cosa juzgada opuesta por los señores Vidal 
Mérmanos no puede prosperar. 

Bien que la sentencia en la expropiación termine e! juicio en 
tanto por ella se fija el precio equivalente de la cosa (pie es su 
objeto y que se transfiere a quien la inicia, esa misma sentencia 
no produce estado con relación al expropiante en el sentido de 
que éste es libre de demandarla en cualquier tiemjK) mediante el 
cumplimiento de las condiciones previa y legalmente determi- 
nadas. 

Y tal sucede en el caso. Se trata de expropiación demandada 
por empresa ferrocarrilera que conforme a lo dispuesto por el 
art. 20 de la ley nacional de la materia de Septiembre de [866, se 
subroga al Estado considerado como persona jurídica, a los efec- 
tos pretendidos de expropiar por causa de utilidad pública, la 
misma empresa a la cual en el caso anterior sólo faltó acreditar 
e' requisito del decreto del V- E. Nacional, previsto por el art. 3. 
<Ie la ley titulada Maciá, número 6369. Obtenido éste se presen- 
ta nuevamente y la cosa juzgada no puede detener su acción, de¿> 
de luego que el pronunciamiento inmediato anterior sólo se con- 
trae a exigir ese recaudo, y desde (¡ue, también, es, sin duda, 
contradictorio reconocer, con razón, que la facultad de expropiar 
emana de la soberanía, y a la vez alzarse o impedir con !a defen- 
sa <Ic cosa juzgada, que "el acto del Soberano" se cumpla. Y 
contra él es sabido no hay derechos adquiridos, ni puede prever- 
se ni evitarse. Arg. artículos 14 y 17 Constitución Xacional; ar- 
tículos 5.". 514 y su nota, 1324, inciso t.°, 2093, 2610 y conc. Có- ' 
digo Civil. 

Por los fundamentos expuestos, corresponde decidir que 
la excepción de cosa juzgada opuesta en e! caso, es infundada. 

Oue entrando a examinar el punto relativo a la ínconstitu- 
ciona'idad de la ley número 6369, titulada Maciá, alegado por 
la parte «le los señores Vidal Hermanos, sin duda que bajo la vi- 
gencia de preceptos constitucionales que consagran el principio 
de la cooperación social — armonía del individuo con la colec- 
tividad — no es <lable concebir en términos absolutos e! carácter 
de inviolabilidad atribuido al derecho de dominio. 
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Es cierto que la propiedad es inviolable, pero subordinada 
como se halla a las necesidades de la comunidad cu las condicio- 
nes de la Constitución, la misma Constitución la ha limitado por 
!a vía «le los impuestos y <le las expropiaciones, para lograr los 
grandes fines del Estado: Mantener el gobierno y promover él 
bienestar general. Esto úkimo juntamente con lo primordial de 
dar a ca la uno lo suyo, es también uno de los grandes objetivos 
consagrados por el constituyente. Árg. Preámbulo jr artículos 07, 
incisos ió y _»8. y art. 86, inc s." de la Constitución Nacional. 

Por ello es que tanto la doctrina constitucional como las de- 
cisiones del más altó tribunal de la República están conformes 
en enseñar y declarar que las leyes nacionales sobre expropiación 
no son inconstitucionales; no pueden ht objetadas, ni discutida 
su cpnstitucionalidad ante los tribunales. Ver doctor J. V. Conzá- 
lez "Estudiós Constitucionales", Agnstin de Vedia "La Consti- 
tución Argentina"; Paltos Suprema Corte Nacional, serie i.\ 
tomo 4.", pág. 311 : s.-rie 1.*. tomo (>.", pág. 79. 

Con arreglo a estos principios y tan autorizada jurispruden- 
cia, y como según resulta del debate habido c..:¡ su motivo, ras- 
pes de justicia y de alta conveniencia publica fueron las que iris- 
piráron la sanción de la ley número 63Ó9 de Septiembre 21 de 
tgp9í asi. es inconducente sostener que la citada lev vulnera la 
«aramia consagrada por el art- 17 de la Constitución Nacional. 

De la misma discusión parlamentaria que es la (pie da la in- 
terpretación auténtica de la ley. resulta que no ha habido delega- 
ción <le facultades del Congreso al Poder Ejecutivo, en ocasión 
de la ley 6369; y la tacha de inconstitncionalidad se salvó expre- 
samente y desde luego, no só!o con la cita de jurisprudencia de 
la Excmá. Suprema Corte, interpretativa del art. 17 de la Consti- 
tución Nacional, sino también fijando claramente el alcance del 
art. 3.° de la ley que nos Ocupa, número (6369, 

Imu- así ( pie cn la sesión del Senado Nacional de Agosto _m 
de um. el miembro informante «le la Comisión de Obras Públi- 
cas afirmaba que los antecedentes mismos de la ley de expropia- 
ción de Septiembre de 18Ó6, autorizaban la conclusión de (pie no 
es el Congreso el encargado de determinar el bien a expropiarse, 



_ 

DE JUSTICIA DE LA NACION 337 

sino dé declarar que la expropiación es necesaria, es decir, él 
Congreso debe declarar rtfrfw m de expropiación de propieda- 
des por causa dé Utilidad pública, y no designar cada propiedad 
qiít p->r razón de ésa utilidad pública deba ocuparse. Asi deben 
entenderse, decía, las palabras "cu cada caso", que la ley dé ex- 
propiación empica en $u articulo segundo. Conclusión ésta, se- 
guía diciendo, abonada por !a práctica constante del Congreso y 
por las decisiones de la Suprema Corte, según las cuales, "no hay 
precepto en la Constitución que imponga al Congreso como de- 
ber inexcusable al lictar las leve-, que califican de utilidad pú- 
b'ica la adquisición dé bienes privados, el dé determinar, iiidiyi- 
difaÜzándoh ? en la misma ley, b - bien.-- a-i aüíi cados. K>a de- 
terminación caminlmente el Poder Ugislativo la --mete al P<* 
der Ejecutivo para que la verifi |tie a) aprobar !os ulanos de las 

obras: y el Poder Judicial en todos los casos la ha unid., por le- 
gitima." Y más adelante, agregaba el mUmo señor sanador, in- 
formante. . . "el Congreso al sancionar este proyecto no se va a 
desprender de i:na sola de sus facultades ni le uno solo de su* 
derechos que ya ejercita en la práctica cotí eficacia y en realidad* 
\ a a continuar haciendo lo que hasta hoy se ha visto obligado a 
hacer... ; el Congreso no es hi.|.nu :e ser juez competente para 
apreciar la exactitud de tas planos y la bondad dé las obras qué 
** pfoycctani ?i n las autoridades técnicas de ia Nación, la> que 
deben hacer este trabajo, eK. f> 

Por los pasajes transcriptos *e ve, pues, que d Congreso no 
ha entendido delegar en el Poder Ejecutivo faculta I alguna de 
las que le son propias* entre ellas, las de calificar la utilidad pú- 
blica en los casos de expropiación como el de que se trata, con- 
forme ai precepto contenido en el art. 17 de la Constitución \'a- 
cional. El art. y de la ley 6369 tío delega funciones privativas 
del Congreso, no importa sino consagrar legalmente lo que en el 
hecho siempre ha acontecido, o sea, como afirmaba el doctor 
Maciá, que mientra- el Poder Legislativo declaraba como le co* 
rrespondé declarar la expropiación, es el Po ler Ejecutivo en de- 
finitiva quien por medio de stií oficinas técnicas. uhi;a las par- 
cela* «. zona- expropiables y quien aprueba los píanos; en reali- 
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dad el Congreso por la vía de los informes y dictámenes se limita 
a hacer suya la opinión o juicio del Poder Administrativo. Ver 
Diario de Sesiones de la Cámara de Sonadores, número 29. 26.' 
sesión ordinaria, Agusto 21 de 1909. 

Las doctrinas expuestas en las consideraciones anteriores se 
hallan confirmadas por la jurisprudencia de los tribunales supe- 
riores de la Nación en casos de fechas relativamente reciente. 
Confirmando sentencia del inferior, la Exema, Cámara Federa! 
del Rosario en Agosto 12 de 191 1 ha decidido que el dueño del 
terreno no puede prever ni evitar la expropiación por causa de 
utilidad pública en cumplimiento de una ley del Congreso. La ex- 
propiación — dice — es el hedió de! Soberano a que alude la 
nota del art. 514 del Código Civil. El señor juez federal de I.a 
Plata, en su sentencia de Abril 30 de 1910. resolvió que la ley nú- 
mero 4210, acordando a la Sociedad "Puerto de San Nicolás" 
derecho para hacer expropiaciones con destino a vías férreas de 
acuerdo a planos aprobados por e! P. E-, resolvió que no era in- 
constitucional, desestiman lo las razones aducidas por los expro- 
piados oponentes, y que eran los mi>mos que alegan en esta cau- 
sa los señores Viejal Mérmanos. Apelada !a sentencia la Excma. 
Cámara Federal de La Plata, la confirmó en Octubre 1 1 de 1910, 
previo dictámen de su procurador fiscal en el que este funciona- 
rio en sostenimiento de la con>titiuionalidad establecida ]K>r el 
señor juez a qíto recordaba !a decisión de la Suprema Corte Na- 
cional contenida el tomo 9$ pág. 219 de la colección de sus 
fallos. Ver "Jurisprudencia de los tribunales nacionales", publi- 
cación de la Ins|>ección General de Justicia, entregas de Agosto 
de 191 1, pág. 121 y Octubre de 1910. pág. 1420. 

Que en cuanto a! decreto del P. E. Nacional del 30 de Abril 
de 1912, cuyo testimonio acompaña la empresa expropiante, i*. 3, 
ya se le estime contó reglamento propio del Poder Legislativo, va 
como acto privativo de la rama ejecutiva, declarada la conformi- 
dad de la ley número 6369 con la Constitución Nacional ; es con- 
secuencia lógica y jurídica declar arfó al abrigo de la tacha de in- 
constitticióñáltdad. V finalmente, conceptuada la ley y decreto* 
citados en conformidad con '.a ley fundamental de la Nación, e 
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invocadas como vienen eíí la demanda de fs, 5 el titulo o derecho 
para procurar la parte demandante lo que pretende, deriva del 
régimen legal vigente sobre la materia cuestionada y falla por 
consiguiente en su base el argumentó de los expropiados, de que 
la empresa carece de titulo p derecho para promover la expro- 
piación que demanda. 

Por otos fundamentos, fel!b: declarando no haber lugar a 
que el prove>c:ite se excuse de decidir; no sucedida en el sub 
jndice la cosa juzgada; y en conformidad con la Constitución 
Nacional la ley número 6369 titulada de Maciá y el decreto del 
Poder Ejecutivo Nacional de 30 de Abril de 191-2, invocados por 
la parte expropiante- Desestimando la oposición deducida a fo- 
jas 28 por los >eñores Vidal Mérmanos y haciendo lu^ar en con- 
tenencia a la expropiación demandada a fs. 5 por la empre-a 
del Ferrocarril Gran Oeste Argentino, sincopas, por tratarse de 
cuestión de puro derecho. 

Copíese, notifiquen c< n el original y repónganse !as fojas. 

Pedro T. Lucero. 



SENTENCIA Dfi LA CAMARA l-EUERAl. l>E I.A CAPITAL 

Buenos Alret, Abril 23 dt 19U. 

V vistos en los auto- carátula^"* "Ferrocarril Gran Oeste 
Argentino contra Vidal Hermanos, sobre expropiación (expe- 
diente 15.130", procedente-i del juzgado federal de Mendoza, 
resulta: 

Dos son las cuestione* sometidas por via de apelación a la 
decisión de está Cámara, a sab;r: 1." Kxistencia de cosa juzyada, 
deducida contra !a demanda de expropiación interpuesta; 2. In- 
con<tituci< nalidad de la ley número 6V*<> y del <lecreto el Gobier- 
no Nacional fecha 30 de Abril de 1912 I Üoletín Oficial de fs. 3) 
alegada contra la misma demanda. 

Y considerando: en cuanto a lo primero: 
Que !as sentencias corrientes en copia a fs. 22 y fs. 25. 
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acompañadas como recaudos por la parte demandada y otra* 
constancias de este juicio, demuestran que no existe !a cosa juz- 
gada que se invoca. Aquellas informan que, anteriores al presen- 
te, la empresa del Ferrocarril Gran Oeste Argentino siguió con- 
tra los señores Vidal Hermanos dos juicios cuyo objeto era el 
mismo, o sea la expropiación de una superficie de terreno, pero 
con causa o fundamento distintos, declarándose i>or esta Cáma- 
ra en cada caso, que la expropiación no procedía. 

Sucedió esto en la primera demanda instaúrala e! iS <L' 
Septiembre de 1905, porque ella se fundaba en la ley 38J de 5 de 
Noviembre de 1872, la cual ya había tenido completa ejecución 
en el tiempo y para los objetos a cuyo fin se dictó ; y en :a ley le 
19 de Diciembre de 1890 número 3452 que 110 le daba derecho a 
expropiar. 

Tuvo igual resultado la segunda demanda, ¡*»r cuanto ser 
gón lo expresó el fallo de la Cámara ífs. 26, rii fine) lo único 
presentado por ¡a parte aetora para solicitar la expropiación, era 
copia de una resolución que emanaba simplemente de la Direc- 
ción de Ferrocarriles de la Nación, oficina dependiente del Mi- 
nisterio de í iferas Públicas, que no había en ella el reconocimien- 
to oficial, la declaración del Poder Ejecutivo Nacional, para ha- 
cer la expropiación con sujeción a planos aprobados por él, y por 
tanto que la simple aprobación de planos por la Dirección («ene- 
ral de Ferrocarriles y demás contenido en esa resolución, que no 
hace referencia siquiera a expropiación* no puede reemplazar las 
exigencias del art. 3^ de la ley 6369, concluye el fallo "que h 

demanda de expropiación no se funda en ley alguna y no procede 
por tanto". 

En cuanto al presente juicio, la demanda se instruye con e* 
decreto fecha Abril 30 de 1912, firmado por él vicepresidente de 
la Nación y Mini-tro de Obras Públicas, precedido de un infor- 
me de la Dirección Genera) de Ferrocarriles (véase ISoletín < >fi 
cial agregado a fs. 3). Bn ésos documentos encuéntranse llena* 
das, primo facie al menos, todas fas exigencias del art. .v le la 



Según lo demuestra esta relación suscinta, falta la identidad 
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de causa, que es uno de los elementos co:i-titutivos de la cosa 
juzgada. Comparados los tres casos, evidentemente no existe 
aquella y el tribunal debe asi declararlo. 

Y considerando en cnanto a 1.» sequillo, o sea a la inco i>t¡tu- 
cionalidad de !a ley d¿(*) 9 y decreto de fecha 30 de Abril de 1912» 
¡nsertq en el Boletín Oficial, a f>. 3. 

Se afirma por los demandados que la expresada ley >c llalla 
en abierta oposición al art. 17 de la Constitución Nacional en 
patito dispone que la expropiación por causa de utilidad pública 
debe ser calificada por ley. ¡Ese articulo después de declarar 
que la propiedad es inviolable y (pie ningún habitante de la \"a- 
cíóti puede ser privado de ella sino en virtud de sentencia fun- 
dada en le, establece: "La expropiación por caúsá de utilidad 
publica será calificada por ley y previamente indemnizada". 

Y bien: la ley número 6369 lejos de contrariar e I precepto 
constitucional enunciarlo, encuéntrase de perfecto acuerdo con 
el. esa ley, al declarar sujetos a expropiación por causa de utili- 
dad pública los terrenos necesarios a los ferrocarriles en explo- 
tación del Estado y particulares para vías auxiliares, desvíos, 
galpones o depósitos, estaciones de clasificación y otros objetos 
determinados en su art. i> if>so fació, califica la expropiación, 
dé conformidad a aquel precepto. Kstc no exi^e, en efecto, que 
la ley individualice siempre todas las propiedades que quedaren 
sometidas a expropiabiüdad en cada caso de una obra u obras de 
Utilidad pública, <in perjiíició, es entendido, de que así lo hiciese 
cuando lo tuvic>c a bien- 

Tal es el sentido atribuid,» a esa cláusula constitucional en 
diversas leyes dictadas ¡>or el Honorable Congreso, sobre obras 
de interés general, especialmente en las de ferrocarriles. 

Por ellas se autoriza a las empresas a expropiar los terrenos 
necesarios para las vías, estaciones, etc., siendo tales concesiones 
producidas antes de practicarse los estudios definitivos de las 
obras para cuya presentación a la aprobación del Poder Ejecuti- 
vo se fijan plazos prudenciales. La individualización y ubicación 
de los terrenos a expropiarse es interior entonces a la califica- 
ción ríe utilidad pública hecha |>or el Congreso. 
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Varias de las leyes aludida-, inclusive Ta mera» j^mt 
es la general sobre ferrocarriles y la 5315 que e> a sa xa j* ge- 
neral reglamentaria de concesiones ferroviarias, fn^n ci£a*fct- 
en apoyo de la interpretación que queda formulada acerva dir 
cláusula en cuestión, por el miembro informante «le Ta -ttt Aím 
del Senado en la di-cusión de la lev 6569 tl>iar>» «k- :?e>«*ar> 
del Senado, año igpg, pág. 433 y >iguicnte- 1. 

En esa misn.a ocasión e! -emulor infonmnte. n nnliah ti 

momento y la urgencia con c|ue dictó la lev atener - - - 

glami ntaria de las expropiaciones, interiormente a >c v 

contrato de concesión de tierras a! Ferrocarril Central Ar*«r- 

no, hecho sin ley que habilitara a: Poder Ejectnivo a cumplr al 

obligación, hizo notar que dicha ley nació o-n la :«%--r¿» ^xzz ü c~ 

misión sostenía. Es de oh-ervar*e con e-te motivo ahbr 

j>óte-w avanzada de que la leí o;i-, n-. -c e^rxcnsnenE» 

a la número 189, ionio *e ha pretendió., ño por e-o <Lrraría «fe 

ser con-titiu-ii nal aquella. Ambas emanan «leí IV-fer Lr,--~i-_ ■ 

y la ¡xisteríor habría podido legitimante ::c ajanarle *fc la ante- 
rior- 

Pasandó de los antecedentes legislativo- a la Tnri-profc máx 
de IOS tribunales, que cS a quienes compete !a 
constitucíonalidad o inronstitadonalidad de las. 
caso ocurrente, diversas decisiones consi^ran la 
puesta del precepto constitucional referido. 

hn un*» de sus fallí >« (tomo 105. \*á 4 z. I¿ 
te ha declarado que a ley 3SS5 Sobre o>n-:n:coM k! puerto db 
la dudad de! Rosario, es constitucional on relaciíei al art_ 
la Constitución, siendo improcedente a este respectóla 
de que el Congrego n<> ha tenido a la • :-ta í- - ; .:. 
a que dicha ley Se refiere. 

La sentencia de que ese falo era confirmatoria, 
a sil vez que "no hay precepto de la ConstitncTn qae Énr»*c»a al 
Congreso como deber inexcusable al dictar leyes «pe ifiiif ■ 
de utilidad pública la adquisición de bienes privado^, el 4esenn¿- 
nar, indmdualizándo'os en la misma ley. fes Ikene* a-¿ calme*- 
dos. Esa determinación comunmente el Poder Legt4aziv»> ao- 
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meté al Poder Ejecutivo para que la verifique al aprobar los pla- 
nos de las obras, y el Poder Judicial en todos los casos la ha te- 
nido ¡M>r legitima. 

Otro fallo (le la misma Corte, tomo 4, pág, 31 rj declaró que 
pnr las leyes de 27 de Junio de 1855 y 2 de Mayo de 1863 el Go- 
bierno Xaeional quedó plenamente facultado para expropiar uní 
legua de campo a cada lado del Ferrocarril Central Argentino y 
por toda la extensión del camino, que ellas no eran inconstitu- 
cionales, pues cpie el inciso 2 del art. 17 de la Constitución libra 

a la discreción exclusiva del Congreso calificar la utilidad públi- 
ca en los caso-; ocurrentes. 

Es de notar que tales leyes no individualizaban los inmue- 
ble^ a expropiarse. 

Esta misma Cámara Federal confirmó por sus fundamen- 
to, un fallo del juez de sección de San Juan, en el cual se esta- 
blecía que "el art. 17 de la Constitución deja simplemente a la 
resolución del Congreso declarar los casos de expropiación de un 
terreno especial o de una zona de tierras, aunque esas tierras 
pertenezcan a distintos dueños, dentro de la calificación de utili- 
dad pública. Que e! art. 2 de la ley número 180, al prescribir que 
el Congreso declarará en cada caso la utilidad pública de la ocu- 
pación, se refiere sin duda a la calificación general de la obra y 
no a la ocupación de cada terreno particular, siendo aquella in- 
terpretación (pie concuerda con los términos generales de la cláu- 
sula constitucional antes citada". (Boletín Judicial, fecha 11 de 
Octubre de ujoj número 3466). 

KI fallo aludido e< de fecha muy anterior a la de la ley nú- 
mero 0361) dé cuya QOn$titucbnalida<Í se trata en estos autos. 

Análoga declaración sobre el punto constitucional discutido 
se contiene en un fallo de la Cámara Federal de La Plata a pro- 
pósito de la expropiación autorizada por el Congreso para las 
obras del puerto de San Nicolás (Jurisprudencia de los tribuna- 
les, año 1910, pág. [430). 

Lo expuesto aceren del criterio aplicable en la interpreta- 
ción de la cláusula constitucional aludida persuade dé (pie no « 
puede aseverarse que por la ley 636$ art. 3. se delega en el I\> 
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der Ejecutivo las funciones que dicha cláusula atribuye al Con- 
greso. 

Xo hay tal dclegacióá Es < -a ley inferna la íjuc liace la ca- 
lificación tic utilidad publica* al autorizar simultáneamente ffl 
expropiación de los terrenos a que se refiere y ¡.ara lo* objetos 
y servicios públicos que bien da ranún te especifica. 

Como lo expresa el decreto inserto en el Boletín oficial 
acompañado a h. ¿. a] Poder Ejecutivo sólo comete determinar 
sj las obras que un ferrocarril pretende ejecutar responden 6 ño 
al buen servicio público a que en* ferrocarril está destina y 
aprobar en consecuencia conforme a la lev 6369, el plano demos- 
trativo del área a expropiar. Es c ] ñífamo' Poder Ejecutivo quiéli 
en ese decreto explica el verdadero alcance d? la ley <-v>vn 
cuanto a *u> facultades concierne. Jas que cci»o se ve, son sim- 
plemente administrativa*. Evidentemente nada dé inconstitucio- 
na. «e encuentra allí y es infundada entonces la ta día formulada 
a la vez contra la ley y el decreto referido. 

Tratándose d c la ley (.¿'o. es oportuno observar que sus 
disposiciones, lejos le haber si lo una novedafj sobre la materia, 
fueron dictadas precisamente para ampliar y complementar las 
leyes 5315 reglamentaria de las croicesii ni ^ ferroviaria*, la 570? 
sobre ramales, y aún a 2873* general de los ferrocarril, las 
cuales ya contentan esas disposiciones expresa o virtualmcntc: 
por fin con el objeto de extender a t. las las empresas ferrovia- 
rias franquicias de que gozaban algunas de la misma especie. 
Diario de Sesiones respectivo dél Señad. > y Cámara de Diputa- 
do*, año KKV). 

Kn suma: es inadmisible la excepción dc ínconstitucionali- 
dad opuesta por los demandados, tanto respecto de la lev núme- 
ro r : ^. C onn> del decreto del Po ler Ejecutivo, fecha 30 dé 
Abril de 1912, debiendo en consecuencia ser desestimada. * 

Por estos fundamentos; y concordante* del fallo apelado co- 
rriente a ís. y -luientes se confirma éste en cuanto rechaza 
las excepciones de cosa juzgada y de inconstitueionalidad de la 
. ley 6369 y decreto del Po ler Ejecutivo fecha 30 de Abril de 
Í9I2¿ y declara haber lugar a la expropiación demandada por la 
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empresa dé] Ferrocarril Gran De,, Afemino c..mra los seño; 
res Vidal Hermán.. 5, -in especia] condenación eri estas. Xotifi- 
tjuesv, devuelvan y repónyase el pape! ante el inferior; - ./. .V 
Matienso. — Angel Vcnclra Corles. — Daniel Govlía — E l"¡- 
llafáfie. 



DICTAMEN DEI. Sf. PROCURADOR GENERAL 



Butnoj Aires. Julio 31 de lt'14 

Suprema Corte: 

Es procedente e; recurso ¡nterpnesta* ••.. r hallarse compren- 
dtdo ui !.. f|iie establece el art. 14, inciso 3. .| t . la \ ey 48. 

So lia puesto en cuestión oportunamente en el pleito, la in- 
teligencia de una cláusula constitucional v ia decisión lia sido 
contraria a! derecho, -pie se pretendiera estar fundado en dicha 
cláusula. 

Pbr tant.. pido a V. K. * sirva declarar Lien concedida la 
apelación interpuesta. 

Formula el recurrente la taclia .le ihconstitucionalidad de 
la lev 6369, sosteniendo que está en pugna en !.. prescripto por 
el art. 17 de la Carta Fundamental, en lo referente a que e-te 
preceptúa .pie la expropiación por can-, ,l c utilidad pública debe 
ser ca ificada l*>r ley. 

Pero es el caso que la citada ley. eri su art. 1.". declara su- 
jetos a expropiación |«.r causa de utili lad pública, lo* terrenos 
<|iie necesiten los ferrocarriles en explotación para lo* diversos 
Objetos que determina ; por lo cna! no puede .«ostener.se que sus 
disposiciones violan la cláusula constitucional mencionada, pues 
que verifiia en definitiva, la calificación exigida por el mismo, la 
cual no se refiere a una individualización, por la lev. de los bie- 
nes respectivos, sino a que la legislación consigna caria caso de 

expropiación y no caria propiedad a expropiarse. 

De el!., se desprende que tal calificación c* anterior a la de- 
terminación y ;, la ubicación de los inmuebles sujetos a expropia- 
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ción; individualización que comunmente el Poder Legislativo en- 
comienda al Poder Administrador, el que la verifica al revisar y 
eprobar los planos de las obras. 

Esa, es, por otra parte, la doctrina condciisada en varias le- 
yes relativas a obras de interés público, especialmente las que 
tratan sobre ferrocarriles. 

La ley de referencia establece, entonces, la calificación de 
Utilidad pública, y según lo prescribe e! decreto del Gobierno 
Xacional de 30 de Abril de 1912. sólo es de incumbencia del Po- 
der Ejecutivo el determinar si las obras a ejecutarse responden 
a la causal de utilidad pública requerida, y aprobar los p!a:io< co- 
rrespondientes, con arrezo a la citada ley 6369 y en ejercicio de 
sus facultades administrativas. 

Por lo expuesto y jurisprudencia de V. E. (Tomo 4, pagina 
311; tomo 105, pág. 183), pido a V. E. se sirva rechazar la tacha 
de inconstitucionalidad formulada, confirmando en lo pertinente 
!a sentencia recurrida. 

Julio Botét. 



Pallo de la cortk suprema 

Bueno» Afrtt. Febrero 27 de 1913. 

Vistos y considerando: 

Que los demandados sostuvieron en la estación oportuna de! 
juicio que la ley $369 era contraria al art. 17 de la Constitución 
Nacional, porque declaraba en términos generales sujetos a ex- 
propiación por cansa de utilidad publica las propiedades necesa- 
rias a los ferrocarriles en explotación, para vías auxiliares, des- 
víos, etc., sin individualizar dicha* propiedades (fs. 31 vta.). 

Que esta objeción a la citada ley fué la tomada en cuenta 
por el fallo de primera instancia ( fs. 43 vta. y 44) v por la Cá- 
mara Federal de esta Capital < f s. 66 vta. y sig.), rechazándola 
la última a mérito de consideraciones que la Suprema Corte con- 
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ceptúa bien fundadas y que no requieren mayor desen volvimien- 
to, máxime cuando los mismos recurrentes manifiestan en ia me- 
moria presentada en esta instancia : "JLas leyes que cita la senten- 
cia para ilustrar la cuestión no tienen con ella ninguna atingencia. 

Tampoco la tienen los fallos a que se refiere. . . La expro- 
piación por causa de utilidad pública debe <er calificada por la 
ley, dice el art. 17 de la Constitución, y e stos términos demues- 
tran a !a evidencia que esa declaración no puede hacerse sino con 
relación a un caso. . . I fcgo notar que se ha hecho mucho ruido 
sobre la individualización de las cosas a expropiar-e. presci 1- 
diendo del caso de la expropiación, término que empleó la lev c 
«pie decide la cuestión que se debate. Xo puede confundirse 
el caso de la expropiación con la individualización de las tosas a 
expropiarse..." (fs. toi vta. y 102 vía. ). 

(Jtie el art. 1/ de dicha ley se refiere a ampliaciones o tra- 
bajos complementarios d c ferrocarriles en explotación, de! lis- 
tado y particulares, lo que vale decir que las obras principad - 
deben su exigencia a leyes especiales, que las ha-i conceptuado 
de utilidad pública, como en el sitb jtidke, es la ley número 583 ; 
1 Paüos, tomo Sj, pag, 284). 

Oue si se acepta, con las numerosas leyes dictadas por el 
O ngreso con jiosterioridad a la número 189, y con la jurispru- 
dencia establecida a su respecto, que no fué indispensable espe- 
cificar detalladamente cada uno de los inmuebles cuya a Iqui li- 
ción se autorizó por ellas para la vía principal, desvíos, estacio • 
nes. etc., de los respectivos ferrocarriles, no hav razón para juz- 
gar que la ley número 6369 obedece en lo substancial a un crite- 
rio di-tinto e importa de parte de! Congreso el ejercicio dc 
facultades más amplias, inconciliables con el art. 17 de la Co nsti- 
tución Nacional. 1." j>orque en todos los ca^os es el P- E. el lla- 
mado a decidir si las obras que se trata de construir se hallan o 
no autorizadas por ia ley, sin que su re-olución a este respecto 
sea definitiva e irrevocable, en perjuicio de los expropiados; 2. 
porque existe una declaración legislativa que califica la expro- 
ción, su1>ord¡nándola a necesidades futuras, que deberán justifi- 
carse v con el requisito dc indemnizaciones previas; 3, porque 
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el art. 17 citado no establece que la utilidad pública a que las le- 
yes de expropiación responden, sea hmediata y deba ser atendi- 
da dentro de términos perentorios. 

Que los fallos de esta Corte, que se registran en los tomos 
105, pág. 80, y tomo ny, pag. 5, consagran (ó expuesto en el con- 
siderando precedente y ellos están de acuerdo además, con la ju- 
risprudencia que ha prevalecido en presencia de precepto* cons- 
titucionales concordantes con los nuestra. Lewis Eminent. b 
niám 373. 3/ Kd. ». 

<Jue en la esfera del derecho común, nuestras leyes contie- 
nen asimismo preceptos de carácter general, permitiendo la ex- 
propiación de aguas y terrenos cuando las primeras constituyen 
e! principal alimento de un río o fuesen necesarias a algún pue- 
blo, y cuando las segundas se requieran para servidumbres de 
tramito, en cierto* casos, o para la explotación de concesiones 
mineras. (Código Civil, artículos 2637 >' 30*8 ; Código de Mhc- 
riá, art. 42). 

Que en la sentencia de fs. 64, no hay antecedentes «le los que 
resulte que se haya dado al inmueble de referencia un destino 110 
autorizado por la ley, ni se ha hecho cuestión al respecto en ¡a 
memoria de fs. 95, 

Por ello, y de acuerdo con lo dictaminado por el señor Pro- 
curador General* se confirma la sentencia apelada en la parte 
que ha podido ser materia del recurso. Notifíquese con e' origi- 
nal y devuélvanle, debiendo re¡>oiiersc los sellos a:itc el inferior. 

Nicanor G. dkl Solar. — M! P. 
Daract. — D. E. Palacio. 
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Don /. Carlos Blanco, en autos con Wottíne Bossut e hijos, 
sobre nulidad de procedimientos en jun io ejecutivo. Recur- 
so de hecho. 

Sumario :>Es improcedente e] recurso de queja para ante la Cor- 
te Suprema, cuando es deducido fuera .le! terminó perento- 
no señalado por los artículos 231, Ley Nacional de Proce- 
dimientos, y 235 y 236. Código de Procedimientos de la 
Capital. 

Caso: U explican las piezas siguientes: 



DirTAMEN del sr. procurador gexekm. 

Bueaoi Airci. Octubr. 10 d« 1913. 

Suprema Corte : 

Es improcedente el recurro deducido en estos autos en vir- 
tud de no estar compren lid,, dentro de los términos del art. 6." 
•le la ey 4055 y su correlativo el 14 de la ley 48. 

El recurrente apela de una resolución recaída en la deman- 
da de nulidad de los procedimientos seguidos en el juicio ejecuti- 
vo, la que fué rechazada, dejándose a salvo e! juicio ordinario 
qtié pueda seguir. 

X') se trata, pues, de una sentencia de carácter definitivo, 
pues no termina el pleito y al recurrente le queda el camino del 
juicio ordinario autorizado |»or los artículos 525 v 526 del Códi- 
go de Procedimientos. 

Por lo expuesto y jurisprudencia de Y. E. «tomo 107. pá- 
gina 30». tomo . ,(,. pág. 2 , 7 ), pido a Y. E. se sirva .leclarar 
Djen denegado el recurso interpuesto. 

Julio Botet. 



■ 

aso 

*^ fallos de la corte suprema 



VAU.O DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire,. Marzo C de 1915 

Autos y v¡sto<: el raurso de hecho por apelación denegada 
interpuesto por el apoderado del doctor J. Barios Blanco sontra 
sentencia de la Cámara 2: de Apelación en lo Civil de la Capital, 
en los autos seguidos contra Wattine Bossut e hijos. 

Y considerando : 

Que prescindien lo de examinar el alcance de la resolución 
apelada basta hacer constar en el caso que la queja deducida 
ante esta corte lo ha sido fuera del término perentorio señalado 
por la ley. pues que, como consta a ís. 58 de los auto- remitid 
por vfa de informe el recurrente se dió por notificado de a .1 
negátoria del recurso con fecha 27 de Agosto v presentó su queja 
ant, esta Corte en t.' de Septiembre (artículos 231, Ley Nació- 
nal de Procedimientos, y artículos 235, 236, Código de Procedí- 
mientas de la Capital; Fallos, to nio 118, pág. u y otro*). 

Por ello y de conformidad ¡pn ¡o pedido por ¿ señor Pro - 
rador General, no ha lugar a la queja que se deduce v repuesto 
el papel, archívese. Devuélvanle l..s auto, principales' con testi- 
monio de la presente 

A. Bermejo. — Nicanor 6. mu. 
Soi.\r. _ m. p. dáract. — 
D. n. PAtAao. 
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Ferrocarril ' cutral Jnjcntino en untos con el Fisco Xacional, 
sobre devolución de impuesto de contribución territorial 
Recurso de hecho. 

Sumario: Es improcedente e! recurso extraordinario del art. 14, 
ley 48, cuando la resolución de última instancia no descono- 
ce el fuero federa! fundado en la Constitución y expresada 
•cy nacional. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN pKt sr. I-ROCI-RADOR GENERAL 

Bueno» Alrct, Agosto 13 de 1914. 

Suprema Corte: 

El recurso interpuesto no es procedente, por no hallarte 
comprendido dentro de los términos del art. 6." de | a lev 4055, y 
su correlativo el 14 de fo fey 48. 

En el presente caso no se trata de una sentencia definitiva o 
que canse gravamen irreparable, y que SC a contraria a una cláu- 
sula de la Constitución Xacional, tratado o ley del Congreso o 
de una autoridad ejercida en nombre de la Nación, limitándose, 
de conformidad con la legislación local a pronunciarse sobre la 
competencia para entender en la demanda de que se trata. 

I-a sentencia apelada, en efecto, ha versado sólo sobre la ex- 
cepción de incompetencia opuésta por el demandado, el Fisco 
Xacional, en el juicio que l e signe el Ferrocarril Central Argen- 
tino por devolución de una suma de dinero, resolviendo que la 
jurisdicddñ ordinaria es incompetente para conocer en el mismo: 
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cuya decisión, al aplicar leyes locales, no descomes ningún !e:v- 
cho. exención o privilégio fundado en los preceptos constitucio- 
nales o legales a que se refiere el recordado an- 14. 

Por lo expuesto y jurisprudencia de \\ E« 1 Tomo 1 17. pági- 
na 387) pido a Y. I-I. se sirva declarar Líen denegado el recurso 
deducido y ordenar la devolución de los autos a! tribunal de 
origen. 

lidio B o M . 



PALLO DÉ I.A CORTE SUPREMA 

Buínoi Aírru, Marzo f. de 1915. 

Autos y mtos; El recurro fie hecho por apelación denegada 
interpuesto por la empresa de! Ferrocarril Central Argentino 
contra sentencia de la Cámara 2.' de Apelación eh lo Civil de » 
Capital en los aritos seguidos contra la Nación sobre repetición 
de impuestos. 

V consideran I.»; 
Que demandada la Nación ante la justicia ordinaria (1< la 
Capital por repetición de impuesto* de contribución territorial, 
ha Opuesto la excepción de incompetencia de jurisdicción aco- 
giéndose al fuero federal. 

Que la sentencia apelada corriente a fs. 70 del expediente 
remitido por vía de informe, por SU referencia a I«.s fundanien 
tos de la del inferior, se 'imita a declarar la incompetencia de la 
justicia ordinaria en e! caso en razón de que "fundándose la ac- 
ción «ob-e devolución de sumas de «uñero recibida* por la Na- 
ción, en violación de leyes y contrato* cvUtentes de carácter na- 
cí». nal, su decisión escapa a la competencia de los tribunales 1 
cales por <er de la exclusiva competencia de los fedérale* de 
acuerdo con lo dispuesto en el inciso r« de! art. 2." de la ley so- 
bre jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales" 

(fojas 67 vta.). 
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Que con arreglo a lo reiteradamente resuelto, cuando la re- 
solución de última instancia no desconoce é\ fuero federal fun- 
dado en la Constitución y ley nacional número 48. es improce- 
dente para ante esta Corte el recurso extraordinario previsto en 
el art. 14 de esa ley y 6.° de fe 4035, porque ese recurso tiende a 
asegurar la supremacía, no desconocida en tal caso, de las dispo- 
siciones de orden federal, entre otras las que al fuero se refie- 
ren, consignada en el art. 31 de la Constitución- (Fallos, tomo 
101, pág. 70; tomo 109, pág. 348; tomo 118, pág. 66; Duncan 
Rossi sobre mensura, resuelto en Diciembre 15 de 1914). 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo pedido por 
el señor Procurador General, se declara bien denegado el recur- 
so. Repuesto el papel archívese y devuélvanse los autos remitidos 
por via de informe con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar — M. p. Daract. — 
D. E Palacio. 
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/;/ Poder Ejecutiva remite los antecedentes suministrados en 
forma confidencial por c¡ ¡hinco de la Xación Argentina, 
sobre fa tramitación de los juicios que interesan a esa ins- 
titución en ios juzgados </< l.a ftfojg, fíahia Blanca v 
Chaco. 

Sumario: Corresponde a la superintendencia reservada a las 
Cámaras Federales \h.t la ley 7099 el conocimiento de de- 
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nuncias contra jueces federales y letrados por deficiencias 
en la administración de la justicia. 

Caso; El presidente del Banco de la Nación Argentina, se diri- 
gió al señor Ministro de Justicia, llevando a su conocimien- 
to, las causas que, según esa institución, contribuían a re- 
tardar la normalización de la situación económica a la vez 
que perturbaban !a intervención que correspondía a los 
Bancos en esa tarea de interés nacional. 

Manifestaba no ser la menos considerable la que se re- 
lacionaba con las deficiencias en la administración fie la 
justicia; acerca de la cual, decía, que la justicia nacional 
en La Rioja, Bahía Blanca y Chaco, no se atendía con re- 
gularidad. 

Asi, en -La Bioja, el señor juez federa! no puede proveer 
las solicitudes nía- urgentes y sencillas, ni mucho monos 
dictar sentencias definitivas en los juicios, por carecer del 
personal subalterno necesario, según declaración expresa y 
reiterada de! mencionado juez. 

Fin Bahía Blanca, el señor juez federa! es deudor en mo- 
ra del Banco, lo que da lugar frecuentemente a excusacio- 
nes, recusaciones y otros incidentes que privan al estable- 
cimiento de las garantías más comunes para la defensa 
de sus intereses y de sus derechos en la vasta sección servi- 
da por ese juzgado. 

En el Chaco, el señor juez letrado, no atiende su puesto 
y se ausenta constantemente del asiento del juzgado, lo que 
agregado a otras circunstancias igualmente graves, hacia 
carecer de justicia regular en ese territorio. 

Acompañaba por separado los antecedentes pertinentes 
y solicitaba la adopción de medidas al respecto. 

Remitidas hs actuaciones por el Poder Ejecutivo, la Corte 
Suprema, dictó !a siguiente resolución: 

Buenos Airee, Mano 6 de 1915. 

De conformidad con lo dispuesto en el art. 2.", inciso 4." de 
la ley número 7099 y lo dictaminado por el señor Procurador 
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General, acumúlense tos antecedentes relativos a los jugados 
de La Rioja, Bahía Blanca y Chaco con las piezas peninentes y 
testimonio de esta resolución y remttan>e a las Cámaras de 
Apelación en !.. Federal respectivas para que ge adopte!] las 
medidas qtie correspondan; 

A. Bermejo, - Nicanor 6. i>ku 

Solar. — M. p. Daract. — 
I). K. Palacio. 



CAUSA XXIII 



Pon Manuel G. Bénítes, cu autos con don Juan D. Aubone, 
sobre calumnia, Recurso de hecho 

Sumario: Es improcedente el recurro de queja deducido fuera 
de] imnin.. señalado por e! art. 516 del Código de Broc^ 
dJiniéntos en la Criminal. 

Caso. Lo explican las piezas siguientes: 



MCTAMEN DEL Sr. PROCCRADOR C. EN ERAL 

Buenos Al reí, Febrero 27 di 1915. 

Suprema Corte : 

La queja <|tte se trae a conocimiento de V. E. ha sido inter- 
puesta fuera de término, como resulta de la fecha del escrito de 
fs. 63, en que el recurrente se dio j>or notificado de! auto dene- 
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gatorio de la apelación y de la de su presentación ante este Tri- 
bunal (art. 231 ley de procedimientos; tomo 117, pág. 5; tomo 
118, pág. 11). 

Por otra parte, la interpretación del Código Penal y del Có- 
digo de Procedimientos en lo Crimina!, que han sido aplicados 
en el caso por los tribunales inferiores, no puede dar lugar al 
recurso extraordinario, con arreglo a lo dispuesto en el art. 15 
d c la ley 48, siendo extemporánea la invocación de una cláusula 
constitucional hecha por primera vez en esta instancia, dc acuer- 
do con la repetida jurisprudencia de V. E. (Fallos, tomo 114, 
pág. 145; tomo 119, págs. 61 y 388). 



Pido a V. E. se sirva declarar improcedente la queja de- 



Vistos y considerando: 

Que como consta a fs. 63 dc los autos remitidos por via de 
informe l,a denegatoria del recurso interpuesto para ante esta 
Corte fué conocida por el apelante según manifestación del 
mi-mo con fecha seis de Noviembre. 

Que presentada la queja en dos de Diciembre, había corri- 
do con exceso e! término señalado por el art. 516 del Código de 
procedimientos en lo Criminal, lo que la hace improcedente. 

Por ello, lo resuelto en casos análogos y de conformidad 
con !o dictaminado por el señor Procurador General, no ha lu- 
gar « la queja que se deduce. Repuesto el papel archívese y 
devuélvanse los autos principales con testimonio de esta re- 
solución. 



ducida. 



Julio Botet. 
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Bucnoi Alrtt, M*rzo dt 1915. 



A. Rermkio. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 
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Pon Antonio 00111, en autos con don I Ícenle l.ccama, sobre 
calumnia e injurias. Recurso de hecho 

Sumario : Kl recurso extraordinario autorizad,, por eljK 22, 
inciso 2." del Código «le Procedimientos en 1.. Crimina], y 
«V de la ley 4055, (lcl)c ser interpuesto dentro del término 
di- cinco días hábiles. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN' DEL Sr. PROCl'RADOR r. EN ERA I. 

Butnoi Abin, Dicicmbrt 29 át 1914. 

Suprema Corte: 

El recurso de hecho que se interpone ante V. E. es impro- 
cedente, a mérito d e las siguientes cánsales: 

o) Ha sido deducido fuera del plazo que marca el art. 231 
de la ley de procedimientos, como resulta de la notificación de 
í«. 227. en la que se hizo saber al recurrente el auto de la Supre- 
ma Corte Provincial, denegatorio del recurso extraordinario in- 
terpuesto, no pudiendo considerarse interrumpido dicho plazo 
por la solicitud de revocatoria formulada a fs. 229. por cuanto, 
como !o ha declarado V. E. en varios casos. C J mencionado pla- 
zo es fatal y corre, no obstante cualquier incidencia que se sus- 
cite ¡>or las partes ( Fallos, tomo 1 14, págs. 440 y 200). 

b) La apelación que el recurrente debió deducir dentro del 
tt-rm.no de cinco días, ante el tribunal que dictó la sentencia de 
que recurre (art. 208. ley citada >, !o fué después .le vencido di- 
cho plazo, como lo declaró oportunamente la Suprema Corte 
Provincial (Fallos, t omo 116. pág. 142). 
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c ) Además de ello, resulta que la sentencia apelada no con- 
tiene una decisión sobre puntos que puedan ser materia de ape- 
lación para ante V. E., desde que en la expresada sentencia, la 
Suprema Corte Provincial declara que no entra a conocer de las 
alegaciones hechas por el recurrente con referencia a la Consti- 
tución Nacional, por cuanto esas alegaciones eran de carácter 
federal y extrañas a su competencia. V. E. ha resuelto en diver- 
sos casos que, de acuerdo con lo dispuesto en los Códigos de 
Procedimientos de la Provincia de Buenos Aires, la Suprema 
" Corte de esa provincia no es, en lo loca!, el tribunal de última 
instancia, a que se refieren los arts. 14 de la ley 48, y 6.° de la 
lcv 4055 (Fallos, tomo 116, pág. 138; tomo n8, pág. 228). 

Pido a V. E. se sirva declarar improcedente la queja de- 
ducida. 

Julio Botct. 
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fenol Air», Mano 9 d* 196. 

Autos y vistos: el recurso de hecho por apelación denegada 
interpuesto por don Antonio Xegoul contra sentencia de la Su- 
prema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires, en los 
autos sobre calumnia e injuria que le sigue don Vicente Lezama. 

Y considerando : 

Que como consta a fs. 223 y 231 de los autos remitidos por 
vía de informe, la Suprema Corte de Justicia de la provincia ha 
denegado el recurso para ante ésta por haber sido interpuesto 
fuera de término. 

Que el recurso extraordinario autorizado por el art. 22, in- 
ciso 2. del Código de Procedimientos en lo Criminal y art. 6.° 
de la ley número 4055 debe ser interpuesto dentro del término 
de cinco dias hábiles (Fallos, tomo 116, pág. 142 y otros). 

Que por otra parte ni ha planteado en el pleito con anterio- 
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ridad a ta sentencia de última instancia las cuestiones de carác- 
ter constitucional que índica a fs. 197 de los mismos autos como 
lo exige el art. 14 de la ley número 48 y desde la notificación 
de la denegatoria del recurso (fs. 227) en 11 de Septiembre y 
la presentación de esta queja, 22 del mismo, ha dejado vencer 
con exceso el término legal (art. 516 Código de Procedimientos 
en lo Criminal). 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
Procurador General, no ha lugar a la queja que se deduce y re- 
puesto el papel archívese. Devuélvanse los autos de referencia 
con testimonio de esta resolución. 

A. ííkhmk 10. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA XXV 



Don Domingo Tombo, en autos con don Luis P. Tomba, sobre 
nulidad de escrituras. Recurso de hecho 

Sumario: 1* Fuera de los casos en que está llamada a resolver 
una causa en tercera instancia ordinaria o a decidir contien- 
das de jurisdicción de conformidad a los artículos 3 y 9 de 
la ley 4055, la Corte Suprema no puede pronunciarse sobre 
la competencia federal, ya por ratón de las personas, ya 
de la materia, sino en tanto que ella haya sido desconocida 
y la parte que la invocó interponga la apelación que acuerda 
el art. 14, inciso 3. de la ley número 48. 
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2.° Cuando en un juicio de los excluidos de tercera ins- 
tancia por el art. 3 de la ley 4055, se han ejercitado dere- 
chos o hecho valer exenciones fundados en sentencias o re- 
soluciones provinciales, y se desconoce la eficacia de las 
últimas, las partes pueden, amparándose en lo dispuesto 
por el art. 7 de la Constitución Nacional, aplicable también 
a los tribunales federales, interponer el recurso extraordi- 
nario del art 6 de la ley 4055, si esa disposición constitucio- 
nal ha sido oportunamente invocada. 

3. La disposición del art. 4. de la ley 44* reglamentaria 
del art. 7 de la Constitución Nacional aplicada a un caso de 
liquidación social y división de bienes, significa que si la 
aprobación de esa liquidación y división por parte de los tri- 
bunales locales no tiene ante los mismos la fuerza de la co- 
sa juzgada, no la tiene tampoco ante los federales. 

4. Con arreglo a lo dispuesto en el art. 3284* inciso 2. 
del Código Civil las divisiones de bienes hereditarios pue- 
den ser reformadas o anuladas. 

5. La Corte Suprema se encuentra sometida en los re- 
cursos extraordinarios deducidos contra sentencias de las 
Cámaras Federales a las mismas restricciones que con re- 
lación a los recursos de idéntica naturaleza deducidos con- 
tra sentencias de los tribunales superiores de provincias. 

6.° Los artículos 6.° y 17 de la ley 4055 han podido san- 
cionarse por el Congreso en uso de facultades indiscutibles 
dado que, por el art. 101 de la Constitución, la Corte Su- 
prema ejercerá la jurisdicción por apelación según las re- 
glas y excepciones que prescribe aquél. 

7. La mente de la ley 4<>55 no es la de que toda causa re- 
gida por la Constitución o en que se haga necesaria su in- 
terpretación y aplicación, haya de resolverse en definitiva 
por la Corte Suprema. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL S!\ PROCURADOR GENERAL 

Bumw AliM. Dick.brt » dt 1914. 

Suprema Corte: 

De! examen d e las actuaciones elevadas a este tribunal, re- 
S e ' I"»*/**» de hecho. se refiere a un juicio rra- 

ateí SI r" C ; al , dC Mend ° Za y Venido en a P* ,acíó » 
tenc a sc interpone el expresado rea.rso. siendo su fundamento, 
que la justicia federal no es competente para entender e n el jui- 
cio, en razón de que la materia que constituye el objeto del mis- 
mo, es ajena a esa jurisdicción. Este fundamento, no es bastan- 
te para autorizar el recurso extraordinario que prevé el art 6 
de la ley 4055, en concordancia con el art. 14 de la ley 48, desde 
que .habiendo' sido admitido el fuero federal, el recurrente no 
puede invocar una decisión contraria a un privilegio o derecho 
amparado en una cláusula de la Constitución, ley o tratado del 
Congreso, como es indispensable para que proceda dicho recur- 
so (Fallos, tomo ioi, pág. 70; tomo 106, pág. 58; tomo 100 pá- 
gina 348). Así lo resolvió V. E. en la resolución dictada «,18 
de Jumo de 1910, con motivo de un recurso análogo al presente, 
deducid» en estos autos, por lo qu e considero que la cuestión re- 

«2 a . ,a . ~ mpetenc,a de ,a i ustic¡a mm *>« sido decidida en 
forma definitiva en esta causa. 

Debo agregar, no obstante lo anterior, que la alegación que 
se hace impugnando el fuero federal, no es procedente. La in- 
dependencia con que deben obrar las jurisdicciones nacional o 
provincial no ha sido menoscabada por la sentencia dictada en 
este litiga, que ha decidido cuestiones que pudieron ser someti- 
das al fuero federal, con arreglo a lo prescripto en el art. 100 
de la Constitución, art. 2 , inciso 2." de la ley 48, por ser extran- 
jero el demandado; de suerte que. no puede decirse que exista 
invasión de la competencia provincial, desde que el privilegio 
que se ha hecho valer en esta litis emana de la Constitución. No 
existe tampoco invasión de la competencia provincial, por el 
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hecho 4t que las escrituras impugnadas por el actor se refieran 
É liquidaciones sociales efectuadas ante los tribunales locales de 
Mendoza, y de conformidad a las disposiciones comunes perti- 
nentes, desde que, la acción promovida tiende precisamente a 
anular esas liquidaciones, y no es posible oponer esos actos a la 
parte que sostiene no ser válidos. Esta Corte Suprema ha re- 
suelto en varios casos, que las contestaciones de los socios entre 
sí, por razón de hechos o actos que deriven del contrato social, 
no dan lugar al fuero federal, por la nacionalidad o vecin- 
dad de las partes, pero ha resuelto también, aclarando el alcan- 
ce de aquella decisión, querella no es aplicable cuando la existen- 
cia de la sociedad está contradicha, porque no se puede, en esos 
casos, dar por sentada la existencia de la sociedad para deducir 
en seguida la consecuencia que de esa situación se deriva, (Fa- 
llos, tomo 70 págs. 37 y 179). 

Por otra parte, la doctrina jurídica sentada por esta Corte 
Suprema, en varios fallos en que se han debatido cuestiones 
emergentes de juicios de sucesión (tomo 77, pág. 278; tomo 82, 
pág. 411 ; tomo 83, pág. 67), puede concretarse diciendo que la 
excepción que consigna el art. 12, inciso i.° de la ley 48 se re- 
fiere a los casos en que las acciones puestas en litigio, se dirijan 
contra los juicios universales de concurso o de sucesión, pero 
cuando la demanda se interpone directamente contra la perso- 
na, que ha adquirido un derecho a título singular, recupera su 
imperio el principio de la división de los fueros, y este procede- 
rá de acuerdo con las reglas establecidas para determinarlo. De 
lo expuesto se deduce que no ha podido ser óbice para la subs- 
tanciación de este pleito, el hecho de tratarse de escrituras pú- 
blicas referentes a liquidaciones sociales aprobadas por el juez 
provincial que conoció en el juicio sucesorio de don Antonio 
Tomba, por cuanto no se ha controvertido esos acto* judiciales 
sino el derecho emergente de ellos, lo cual ha podido debatirse 
ante la justicia federal. 

Pido a V. E. se sirva declarar bien denegada la ape'ación 
interpuesta. 

Julio Botct. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bu«mi Aire». Man» 13 dt ISIS. 

Vistos y considerando: 

Que según puede inferirse del escrito en que se interpone 
el presente recurso (fs. 8) y del que se presentó ante la Cámara 
Federal (fs. 2), para justificar la procedencia de dicho recurso 
alegase que el a quo en sil fallo de fs. 1650 de los autos 
principales, no ha tenido competencia para rever los procedi- 
mientos de los tribunales provinciales de Mendoza, dejando sin 
efecto actos aprobarlos por éstos, relativos a la liquidación de la 
sociedad Antonio Tomba y Hermano, recaídos en el juicio su- 
cesorio del primero. 

Que fuera de los casos en que está llamada a resolver una 
causa en tercera instancia ordinaria o a decidir contiendas de 
jurisdicción de conformidad a los artículos 3 y 9 de la ley 4055, 
la Corte Suprema no puede pronunciarse sobre la competencia 
federal ya por razón de las personas, ya de la materia, sino en 
tanto que ella haya sido desconocida y la parte que la invocó in- 
terponga la apelación que acuerda el art. 14, inciso 3» de la ley 
numero 48 (Fallos, tomo 101. páginas 70 y 186; tomo 103, pág. 
91 : tomo 106, pág. 58 ; tomo 109, pág. 348 ; tomo 1 13, pág. 427 • 
tomo 118, pág. 66 y otros), porque el derecho de ser juzgada 
por los tribunales locales, si fuera un privilegio acordado direc- 
tamente por la Constitución, no seria superior al de serlo por 
los tribunales de excepción, creado como una garantía para el 
funcionamiento del gobierno general y a las prerrogativas subs- 
tanciales acordadas a los habitantes de la república. 

Que, establecida la competencia federal para conocer de! 
caso por el auto de fs. 562, declarada inapelable por esta Corte, 
en el fallo de 18 de Junio de 1010, a que se refiere el señor Pro- 
curador General, la Cámara Federal de la Capital se encontraba 
facultada para fallar sobre la nulidad por falsificación de la es- 
critura de .8 de Octubre de 1899; o sea sobre el objeto princi- 
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pal del juicio; y si al hacerlo modificaba o dejaba sin efecto la 
situación creada a las partes por el auto del juez de Mendoza de 
13 de Febrero de 1900, en virtud del cual se aprobó en cuanto 
hubiera lugar por derecho el balance de la sociedad "Antonio 
Tomba y Hermano" y se autorizó a la administradora de la 
sucesión para otorgar escritura pública de disolución de aquéHa 
(fs. 80 autos principales), es inadmisible que la Corte pueda de- 
clarar concluido el pleito por la sentencia de fs. 1650, que esa 
competencia no ha existido por razón de la materia o que dicha 
sentencia ha prescindido de lo dispuesto en los artículos 3, 4 de 
la ley número 27 ; artículo 12, inciso i. # de la ley número 48; ar- 
tículos 445 y 448 del Código de Comercio, y de los artículos 5, 
7, 67, inciso 11 ; 100, 101, 104, 105, 107 y 108 Constitución Na- 
cional, que se invocan a fs. 9. 

Que los fallos de los tomos 2, pág. 48 ; tomo 4, pág. 7 ; tomo 

5» P*g- 59¡ tomo *3* pág- 4* 5 ¿orno 18 pág. 399; tomo 24, pági- 
na an ; tomo 44, pág. 427 ; tomo 67, pág. 156; tomo 83, pág. 261, 
que en contrarío se han citado, no se oponen a las conclusiones 
precedentes, porque fueron dictados por la Corte Suprema 
como tribunal ordinario de segunda instancia, antes de la san- 
ció de la ley 4055 o decidiendo una contienda de competencia : y 
lo propio es de observarse relativamente a los fallos que se citan 
a fs. 48, concernientes a pleitos entre socios. 

Que cuando en un juicio de los excluidos de tercera ins- 
tancia por el recordado art. 3 de la ley 4055, se han ejercitado 
derechos o hecho valer exenciones fundados en sentencia o re- 
soluciones provinciales, y se desconoce la eficacia de las últimas, 
las partes pueden, amparándose en lo dispuesto por el art. 7 de 
la Constitución Nacional, aplicable también a los tribunales fe- 
derales, interponer el recurso extraordinario del art. 6 de la ley 
4055; si esa disposición constitucional ha sido oportunamente 
invocada (Fallos, tomo 96, pág. 393 y otros). 

Que ni en !a contestación a la demanda (fs. 82), ni en el 
escrito de alegato (fs. 1071 se hizo mérito del citado art. 7 ni de 
los otros antes mencionados ; y respecto a lo que se dice í f s. 9 
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vuelta), alegado en el informe oral ante la cámara, no hay cons- 
tancia de ello en los autos. 

Que en la hipótesis de que correspondiera entrar en el exá- 
men de los preceptos constitucionales en cuestión, seria de ob- 
servarse que ellos contienen principios de carácter general y que 
en especial la ley número 44, reglamentaria del art. 7 de la Cons- 
titución Nacional establece en lo atinente, que los procedimien- 
tos y sentencia de una provincia "merecerán tal fe y crédito y 
surtirán tales efectos ante todos los tribunales del territorio de 
la Nación, como por uso y ley les corresponda ante los tribuna- 
les y autoridades de la provincia de donde procedan"; y de es- 
tos conceptos se desprende que si la aprobación por parte de los 
tribunales de Mendoza de la liquidación social y división de bie- 
nes (fs. 80, 610 vta.) no hubiera tenido la fuerza de cosa juzga- 
da ante dichos tribunales, no la tendría tampoco ante los fede- 
rales. (Fallos, tomo 112, pág. 32; pág. 61 y siguientes) ; 9 Wall, 
108, (76 U. S.) ; 17 Wall 521 ; 113 U. S- 452; 198 U. S. página 
317; 201 U. S. pág. 562 y otros. 

Que a este respecto, no se ha alegado que esa aprobación 
fuera definitiva e irrevocable ante los tribunales de Mendoza 
(fs. 8 vta.) y antes al contrario, se admitió la posibilidad de su 
reforma o invalidación (fs. 100 vta. y otras) ; pudiendo agregar- 
se que con arreglo a lo dispuesto en el art. 3284, inciso 2. del 
Código Civil tas divisiones de bienes hereditarias pueden ser re- 
formadas o anuladas; y c l art. 447 del Código de Comercio dis- 
pone que son aplicables a las particiones entre socios las reglas 
relativas a la partición de herencia, la forma de la partición, y 
las obligaciones que de ellas resultan a los herederos. 

Que tampoco corresponde a la Corte por las mismas razo- 
nes expuestas en los anteriores considerandos, entrar a decidir 
si la sentencia de fs. 1650, ha recaído sobre puntos distintos de 
los que, conforme al auto de fs- 562 de la Cámara Federal, cons- 
tituían la materia litigiosa ante los tribunales nacionales, o no 
está de acuerdo con las leyes 27 y 48 y con el Código de Co- 
mercio. 

Que ante los términos expresos del art. 6 de la ley 4055, lo 
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resuelto reiteradamente y los artículos constitucionales relativos 
a la jurisdicción de los tribunales federales, no es dable sostener, 
como se hace (fs. 42 y siguientes) que la Corte Suprema en los 
recursos extraordinarios deducidos contra sentencias de las Cá- 
maras Federales, no se encuentra sometida a las mismas restric- 
ciones que con relación a los recursos de idéntica naturaleza de- 
ducidos contra sentencias de los tribunales superiores de pro- 
vincias. 

Que, en efecto, el artículo 100 de la Constitución determi- 
na las causas que corresponden a la justicia federal y el 101 si- 
guiente, establece que con excepción de alguna.-, entre las que 
no está comprendida la sub judice, la Corte Suprema ejercerá 
su jurisdicción por apelación, según las reglas y excepciones que 
prescriba el Congreso; de tal suerte que los artículos 6.° y 17 de 
la ley 4055 han podido sancionarse en uso de facultades legisla- 
tivas indiscutibles, aun cuando la Corte Suprema Argentina 
haya quedado en virtud de ellos como tribunal de apelación, con 
poderes menos amplios que los de la Corte Suprema de Estados 
Unidos, que debe su origen a preceptos constitucionales que han 
servido de fuente a los nuestros (art. 3 , párrafos 1 y 2, Const. 
E. U. Judicial Codc Sec. 128, 238 y siguientes). 

Que s? en los recursos extraordinarios contra sentencias de 
las Cámaras Federales fuera permitido a la Corte examinar los 
hechos y el derecho, cua!esquiera que fuera el sentido de las re- 
soluciones de carácter federal contenidas en dichas sentencias, 
esos recursos no debian figurar entre los enumerados en el ar- 
tículo 6.° sino en d art- 3. de la ley 4055, y carecería de objeto 
el incido 4. del último artículo en la forma que se halla re- 
dactado, asi como la primera parte del inciso siguiente; y si el 
examen aludido de la interpretación dada al derecho, excluyen- 
do el análisis de las pruebas o de los hechos, no se limitara a las 
decisiones contrarias al privilegio o exención general cuestiona- 
do, como lo e* ge el art. 14 de la ley 48 y la sección 709 de los 
Estatutos Revisados, no se comprendería el motivo por el cual 
no se hubiera adoptado el mismo sistema en los casos de apela- 
ción ordinaria. 
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Que la mente de la ley 4055 no ha podido ser la de que toda 
causa regida por la Constitución o en que se haga necesaria su 
interpretación y aplicación, haya de resolverse en definitiva por 
la Corte Suprema como en los Estados Unidos porque en tal su- 
puesto no se explicarían las restricciones impuestas por el inci- 
so i.° del art. 17 de la primera aún respecto del recurso para 
ante las Cámaras Federales. 

Que, por otra parte, sería anómalo que sólo respecto de las 
cuestiones de jurisdicción no se requiriese resolución desfavo- 
rable al fuero federal para la admisibilidad del recurso, máxime 
cuando las partes promoviendo oportunamente una contienda 
de competencia, pueden conseguir que ella se resuelva por la 
Corte en ejercicio de las facultades amplias que al efecto le con- 
fiere el art. 9 de b ley 4055. o sea tomando en cuenta todos los 
hechos y disposiciones constitucionales y legales pertinentes. 

En su mérito y de acuerdo con lo pedido por el señor Pro- 
curador General, se declara no haber lugar al recurso. Notifi- 
quese con el original repóngase el papel y archívese, debiendo 
devolverse los autos principales con testimonio de esta reso- 
lución. 

A. Bermejo — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



- ; 



-■ 1 
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Don Alfredo Vacarí, en autos con don AquHes Canavcri, sobre 
cobro de pesos. Recurso de hecho 

Sumario: i? La manifestación de que la sentencia apelada se 
halla "en pugna con el artículo citado (17 de la Constitu- 
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ción Nacional y con las disposiciones del Código Civil so- 
bre los derechos de dominio e hipoteca ", no importa plan- 
tear la cuestión federal prevista en el inciso 3? del art. 14 
de la ley 48. 

2-° No puede decirse violada la cláusula constitucional 
que garante la propiedad si la venta del bien hipotecado ha 
sido ordenada en la forma establecida por las disposiciones 
del Código Civil, con audiencia de la parte interesada y 
formalidades del juicio correspondiente. 

Caso : Lo explican *as piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL S!\ PROCURADOR (".EN" ERAL 

Buenos Aires, Diciembre 23 de 1914. 

Suprema Corte : 

Del informe expedido por la Excma. Cámara de lo Civil, se 
desprende que las cuestiones que motivan el presente recurso, 
han versado sobre la aplicación de prescripciones de la legra- 
ción común, sin haberse puesto en debate cláusula alguna de la 
Constitución o de ley o tratado del Congreso, que pueda ser exa- 
minada por esta Corte Suprema. Las alegaciones de este orden, 
suscitadas al promover el recurso extraordinario, son extempo- 
ráneas, según lo dispone el art. 15 de la ley 48, y ha sido consa- 
grado por la jurisprudencia de V. E. 

Debo agregar que se trata en el presente caso de un juicio 
ejecutivo, en el cual no es procedente el recurso extraordinaria 
por cuanto, como lo tiene declarado V. E. en repetidos fallos, el 
ejecutado tiene su acción a salvo para discutir por la vía ordina- 
ria el derecho que le asista contra la acción ejecutiva. 

Por lo expuesto, pido a V. E- se sirva delarar bien denega- 
do e! recurso interpuesto. 



Julio Botct. 
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FALLO DE LA CORTH SUPREMA 

Buwo» Air», Marx* 16 U 1015. 

Autos y vistos: el recurso de hecho por apelación denegada 
interpuesto por don Alfredo Vacari contra sentencia de la &• 
mará primera de Apelación en lo Civil de la Capitel en los autos 
ejecutivos seguidos por don Aquilea Canevari sobre cobro de 
pesos. 

Y considerando: 

Que !os testimonios remitidos por vía de informe hacen in- 
necesaria la petición de los autos formulad en el precedente 
escrito. 

Que como consta en esos testimonios; el recurrente ha fun- 
dado su derecho al fraccionamiento de la propiedad hipotecada 
para el remate de la misma en su pedido de revocatoria de la 
resolución del inferior en los siguientes términos: 

"En resumen: la Constitución Nacional {art. 17) declara 
inviolable el derecho <le propiedad; el Código Civil (art. 3191) 
mantiene en favor del deudor propietario del inmueble hipote- 
cario el ejercicio de todas las facultades inherentes al derecho 
de propiedad etc. agregando "sostengo en consecuencia, que la 
resolución de U. S. en la parte a que me refiero está en pugna 
con el art. citado de la Constitución Nacional y con las disposi- 
ciones del Código Civil sobre los derechos de dominio e hipote- 
ca" etc., (fs. 13 vta. y siguientes). 

Que por consiguiente no se ha planteado en el pleito co- 
mo lo requiere la ley, la cuestión que se formula al interponer 
la presente queja o sea la que prevé el inciso 2. art 14 de la 
ley número 48. 

Que además, con audiencia de la parte interesada y las for- 
malidades del juicio correspondientes, el tribunal ha ordenado 
la venta del bien hipotecado en la forma establecida por las dis- 
posiciones del Código Civil cuya interpretación y aplicación son 
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extrañas al recurso extraordinario interpuesto, con arreg!o al 
art. 15 de la citada ley de jurisdicción y competencia. 

Que, por consiguiente no puede decirse violado el art. 17 de 
la Constitución que al garantir la propiedad no desconoce la le- 
gitimidad de las resoluciones judiciales pronunciadas en casos 
de litigio. 

Por ella y lo pedido por el señor Procurador General, se 
declara no haber lugar al recurso deducido. Notifiquesc v ar- 
chívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 
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Don Daniel Orejero, en autos con el Gobierno Nacional, por 
cobro de pesos» Recurso de hecho 

Sumario : Corresponde a las Cámaras Federales conocer en 
grado de apelación y en última instancia de los recursos por 
retardación de justicia de parte de un juzgado fe leral. La 
intervención por vía de superintendencia respecto a los juz- 
gados de sección en casos que no revistan carácter general, 
ha sido atribuida a las Cámaras Federales de Apelación por 
e! art. 2. de la ley 7099. 

Caso : El apoderado de! doctor Daniel Ovejero se presentó a la 
Corte Suprema interponiendo el recurso de retardada jus- 
ticia contra el señor juez federal de la capital, doctor An- 



di . 
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chorena, manifestando: que a pesar de haber solicitado dos 
veces pronto despacho, han pasado varios meses sin que el 
expresado funcionario dictase el correspondiente fallo de- 
finitivo. 



FAI.L0 DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aires, Marzo » de I9U. 

Vistos y considerando : 



con arreglo al art. 17, inciso 3 de ta ley 4055 corres- 
ponde a las Cámaras Federales conocer en grado de apelación y 
en ultima instancia de los recursos por retardación de justicia 
de parte de un juzgado federal de la Capital, que es a lo que se 
refiere el presente escrito. 

Que según el art. 18, de esas resoluciones de las Cámaras 
Federales, sólo se concederán los recursos autorizados por los 
artículos 4." y 6." de la misma ley, que no han sido interpuestos. 

Que el art. 5.» no se ocupa sino de las quejas por retarda- 
don de justicia de parte de las Cámaras de Apelación las que 

pueden ser traídas a esta Corte en los casos de los articu- 
les 3. y 4.". 

Que la intervención por vía de superintendencia respecto a 
los juzgados de sección en casos que no revistan carácter gene- 
ral, ha s.do atribuida a las Cámaras Fedérale* de Apelación por 
el art. 2." dé la ley 7000. 

Por ello no ha lugar a lo solicitado y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. _ M. p. Daract. — 
D. E. Palacio. 
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Mórtola y Cía., contra ei FcrrocarrU Central Argentino, sobre 

cobro de pesos 

Sumario: Los conceptos "una contribución única" de 3 o|o, de! 
art. 8 de la ley 5315, se refieren a los verdaderos impuestos, 
tributos o cargas públicas sancionados para hacer frente a 
los gastos generales de la administración. El impuesto del 
3 o|o es para la construcción o mantenimiento de puentes y 
camino» ordinarios de los municipios y departamentos, no 
para calles, su pavimentación, limpieza y alumbrado. El re- 
ferido art. 8.° de la ley 5315 no exime a las empresas fe- 
rroviarias de la obligación de pagar el impuesto de afir- 
mado. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA DEL JIEZ DE I.* INSTANCIA EN UO mil. 



Vistos estos autos seguidos por los señores Mórtola v Cia- 
contra el Ferrocarril Central Argentino, de los que resulta que 
a ts. 4 don Ellas Iturriaga en representación de los actores ex- 
puso: Que promovía demanda con la referida empresa del fe- 
rrocarril por cobro de la suma de tres mil novecientos cincuenta 
y dos pesos con seis centavos moneda nacional por concepto del 
afirmado construido frente a las estaciones de Villa Rallester v 
San Martín, según asi resulta de las liquidaciones visadas que si- 
acompañan. Que el afirmado fué contratado oportunamente 
por la municipalidad de San Martin con sus mandantes y no 
obstante las continuas gestiones extrajtidiciales no ha sido posi- 
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ble obtener el cobro; y que la obligación del ferrocarril deriva' 
de ese contrato el que obliga a los vecinos al pago del afirmado. 
Funda su derecho además en la disposición del art. 539 y con- 
cordantes del Código Civil, y pide se le condene en la forma so- 
licitada con más los intereses y las costas del juicio. 

Por el auto de fs. 5 se dio traslado de la demanda el que 
fué evacuado a fs. 11 por don Pedro Giménez Marino en repre- 
sentación de la empresa, quien expuso: Que respecto del afir- 
mado con frente a la estación San Martin debe manifestar que 
fué construido por los actores en Marzo obedeciendo a instruc- 
ciones particulares del comisionado de San Martín, quién para 
introducirse en el terreno particular de la compañía, debió ha* 
cer uso de la f uerza pública, pues la empresa se opuso y entabló 
un interdicto ante el juzgado federal de La Plata que está en 
tramitación, agregando que siendo un adoquinado construido en 
terreno particular de dicha compañía no estaría obligada a pa- 
gar. Que por otra parte, tanto el a<loquinado de Villa Ballester 
como el «le las calles adyacentes a la estación San Martín, ellos 
no han sido decretados por las municipalidades respectivas con 
la intervenciAn de los poderes que las constituyen y tampoco e 
ha obtenido el concurso de los mayores contribuyentes, sin ol>- 
servarse además lo prescripto en los artículos 56 y 55 de la ley 
orgánica municipal- Que aún en el supuesto de que los pavimen- 
tos hubieren sido sancionados legalmente y se hubieran construi- 
do en calles públicas, la empresa que representa nunca estar!* 
obligada a pagarlos por hallarse expresamente eximida del pago 
en virtud de lo dispuesto en el art. 8.° de la ley 5315. Por ello, 
pide se rechace la demanda con costas. 

Por el auto de fs. 12 vta., se abrió la causa a prueba produ- 
ciéndose la que expresa el certificado de fs. 15 vta. sobre cuyo 
mérito alegó la parte demandada a fs- 48, llamándose autos para 
definitiva a fs. 54 vta. 

Y considerando: 

Que la defensa opuesta j>or la parte den andada, respeto a 
que el afirmado que se le cobra frente a la estación Villa 13a- 
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llester S€gún cuenta de fs. 2, se ha construido por indicación 
particular del comisionado de San Martin y sin observarse las 
formalidades legales y en un terreno particular de la empresa, 
no puede prosperar, porque de la prueba presentada sólo se des- 
prende que la empresa de! Ferrocarril Central Argentino pre- 
tende que el terreno frente a la estación o patio que la munici- 
palidad de San Martin ha desmontado, para luego adoquinarla, 
formaba parte integrante de la estación: y el oficio de fs. 40, 
expresa que la fracción de terreno marcado con las letras A. l\. 
C. D. en e! plano que se adjunta por el interesado "es la entrada 
para vehículos de la estación Villa nallester". 

Que en cambio !a parte actora ha acompañado el contrato 
respectivo, hecho con el intendente municipal de San Martin, 
por esrritura pública y el informe de fs. 24 y 25 donde se esta- 
blece que la calle Alvear es calle pública désele que se estableció 
la estación Villa fiallester y la única que da acceso directo a di- 
cha estación, agregando qiie en la construcción del afirmado en 
San Martín y Villa Ballester, se han observado todas las for- 
malidades legales. 

Considerando, en cuanto a la exención del pago del impues- 
to de afirmado en virtud de lo dispuesto por el art, 8.° de la ley 
5315, que la empresa invoca por estar acogida a los beneficios y 
obligaciones de los artículos 8." y 9.» d e esa ley, conforme lo es- 
tablece el decreto de 17 de Octubre de i<)G7. según consta por el 
informe de fs. 45. 

Que en efecto, e! art. 8." de la ley 5315 declara libres de de- 
reohos de a:ltiana los materiales y artículos de construcción que 
se introduzcan al país para las empresas de ferrocarriles acogi- 
das a los beneficios de esa ley, las cuales pagarán una contribu- 
ción única igual a 3 ojo del producido líquido de sus líneas, que- 
dando exonerados ríe todo otro impuesto nacional, provincial o 
municipal, y en consecuencia, y a los fines de la <lcfensa opuesta 
por la parte demandada, corresponde resolver en primer térmi- 
no si el afirmado que se cobra es un verdadero impuesto que en- 
tre dentro de la exención a que se refiere el citado artíc^o de la 

i*y 5315- 
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Considerando que siendo el impuesto, toda carga o contri- 
bución exigido i>or el Estado al patrimonio de la persona para 
atender a sus necesidades y costear los gastos de la administra- 
ción, la obligación de pagar el adoquinado construido frente a 
la estación de la empresa o en la calle que da acceso directo a 
ella, debe considerarse en el caso a titulo de impuesto porque es 
una contribución que grava la propiedad, que ha sido creada por 
e! poder público representado por la municipalidad de San Mar- 
tin (véase contrato) y que está destinada a satisfacer servicios 
públicos de una obra pública como lo es la pavimentación de la¿ 
calles del municipio. 

Que ello no importa la retribución de un servicio directo, 
ni tiene un carácter particular distinto del impuesto general, 
porque c! particular o la empresa que paga el afirmado lo hace 
proporcionalmcnte con los demás vecinos que también se bene* 
fician de un trabajo u obra pública que la comunidad aprove- 
cha, lo que demuestra que a pesar de pagarse el adoquinado de 
acuerdo con la extensión que ocupa la propiedad, ni> se trata de 
un servicio particular que si lo paga el que lo recibe benefician- 
do más directamente a los dueños de las propiedades vecinas de 
la obra sobre las cuales el servicio recae especialmente, ello no 
le quita su carácter de impuesto, en el sentido estricto de la pa- 
labra, puesto que se trata de la construcción de obras de utilidad 
pública decretadas por la autoridad con prescindencia de la vo- 
luntad de los presuntos beneficiados y -de una contribución obli- 
gatoria como son todas las contribuciones públicas con carácter 
de impuesto. 

Que tampoco puede decirse que este impuesto o contribu- 
ción y dada la forma de su percepción, previa licitación y adju- 
dicación de la obra a tina empresa constructora, no ingresa ge- 
neralmente a las arcas municipales, y su producido no se distri- 
buye según las exigencias de la administración, porque en el 
caso, la municipalklad se ha subrogado a la empresa facultán- 
dola para cobrar y percibir directamente de los particulares las 
cuotas respectivas, y porque según la definición aceptada del 
impuesto "aquello no es esencial por cuanto esta circunstancia 
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no le quita ías condiciones de una carga pública, impuesto o 
contribución, llámesele como se quiera, que sólo ha podido im- 
ponerse por medio de una sanción emanada de los poderes pú- 
blicos . (Voto del ex camarista y actual miembro de la Supre- 
ma Corte, doctor Nicanor González del Solar, en la causa que 
se registra en el tomo 38, Fallos de la Cámara Civil). 

Que ello, no obstante, y a pesar de las consideraciones an- 
tenormente expuestas, los tribunales civiles han declarado m.c 
el pago del importe del afirmado no puede calificarse de im- 
puesto el cual no s e encuentra comprendido en la exoneración 
de impuestos concedidos a diversas empresas de utilidad públi- 
ca. \ ease el fallo de la Excma. Cámara segunda en !o Civil, Ju- 
nspnidencia de los tribunales, mes de Diciembre de 1911, pági- 
na 40, pero debe observarse estudiando los fundamentos de esa 
sentencia que la razón primera reside en que todo impuesto su- 
pone una sanción previa emanada de los poderes competentes 
que la incorpora al cálculo anual de recursos, siendo además de 
esencia que su producido ingrese a las arcas del Estado para 
atender a las necesidades de la administración y que en el caso 
ocurrente, se trataba de una obra de pavimentación que directa 
o indirectamente iba a oarar a poder de los empresarios que la 
habían construido, consideraciones que no pueden aplicarse al 
caso sub judice, dado !o expuesto anteriormente y el hecho de 
que la empresa constructora era simple intermediaria de la mu- 
nicipalidad del partido. 

Que así los doctores Zapiola y Giménez Zapiola al fundar 
su voto en aquel sentido, tuvieron presente que se trataba de pa- 
vimentos construidos por cuenta de vecinos, en que "la noción 
así concebida del impuesto, aleja toda idea de correlación direc- 
ta entre la contribución pecuniaria y el servicio que se recibe en 
cambio de ella", romo lo hacia notar el último de los citados ca- 
maristas, recordando luego las opiniones de Cánovas en su Tra- 
tado de Economía Política : pero por el contrato aludido de fo- 
jas , la municipalidad del partido de San Martin contrató con 
el actor previa licitación el adoquinado de un determinado nú- 
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mero de calles por un precio -convenido, autorizándolo a cobrar 
directamente a los propietarios sil importe en mensualidades. 

Que ello hace entonces inaplicable los argumentos de ese 
fallo, porque ni el producido de aquel deja de ingresar a las ar- 
cas del poder público para satisfacer en realidad servicios de ca- 
rácter público, ni la municipalidad se desliga de toda relación 
directa entre el servicio prestado y la cuota que en tal concepto 
deben abonar los vecinos, toda vez que aquella no ha hecho más 
que subrogar al empresario las cuotas que les impone la lev crea- 
da con un objeto de interés público a los fines de promover y 
favorecer el desenvolvimiento y perfeccionamiento de la vida 
colectiva (Stein, Ciencia de la Administración). 

Considerando que la jurisprudencia de la Suprema Corte 
Nacional ; declarando en casos análogos al presente, que la ley 
53 '5 no exonera a las empresas de pagar el impuesto de afirma- 
do se basa en que cualquiera que sea la distinción entre impues- 
tos, tasas y pagos de servicios, la discusión de dicha ley en la 
Cámara de Diputados de la Nación, demuestra que entre los im- 
puestos municipales de que estaban exonerados los ferrocarriles 
no se comprendían los de afirmado, alumbrado, etc., porque a la 
pregunta que «hiciera nn diputado sobre el alcance del concepto 
impuestos el miembro informante de la comisión dijo que eran 
los impuestos de la Constitución y qu e los servicios de carácter 
comunal, o sea el servicio particular que lo paga el que lo recibe, 
como que tienen carácter comuna] que benefician a los ferroca- 
rriles, ellos tienen que abonarlo... 

Que es exacto que la respuesta se hizo en los recordados 
términos, al discutirse el art. 19 de la ley, aclarando asi las du- 
das sugeridas por el diputado interpelante, pero debe tenerse 
presente, en atención a la forma y oportunidad en que ella se 
produjo, que la opinión del miembro informante, do tor Carié*, 
no era explícita, ni significaba claramente que el afirmado de- 
bía de pagarse por los ferrocarriles, sino sólo que el impuesto 
era general y que lo pagaba todo aquél que recibiera sus benefi- 
cios mientras que los de carácter comunal, por lo mismo que te- 



nfan carácter particular los ferrocarriles particulares, tenían 
que pagarlo. 

Que por otra parte, el diputado Mitre, autor del proyeto de 
la ley 5315 expresó en el seno de la cámara el verdadero signi- 
ficado de aquella exoneración, pues al recoger las impresiones 
alarmistas que se nicieron notar respecto a lo que importarían 
todos los impuestos nacionales, provinciales y municipales, de 
que se eximia a las empresas, asi como que el 3 o|o no alcanza- 
ría a compensar los gravámenes que el fisco tendría derecho a 
interponer a las compañías de ferrocarriles, declaró que no se 
-x>dia cargar a éstas de impuestos sin medida porque ei resulta- 
do sería restringir la construcción de nuevas líneas en lugar <!e 
darles el vuelo que seria de desear para el desarrollo de este im- 
portante factor del progreso. 

Que llevado el proyecto a la discusión en la Cámara de Se- 
nadores y como un elemento de interpretación que debe tenerse 
en cuenta, el miembro informante doctor Maciá expuso también 
en términos claros y precisos el •carácter de esa exoneración de 
los impuestos provinciales y nntnicipales, pues ai considerar al 
art. 8.° y estudiando el significado de! impuesto como codifica- 
Jor de la tarifa sujeta a los gastos ya que aquel representa un 
pasto cuya movilidad es un factor aleatorio y perturbador que 
pueden obtener las empresas, para su capital ; manifestó que la 
movilidad de Ia$ tarifas resulta un grave daño para el ferroca- 
rril que tiene que perjudicarse ton los cambios de esas tarifas y 
que los abusos que pueden cometerse con la aplicación de im- 
puestos podrían no ser tomados en cuenta por los legisladores 
que esperan siempre de las provincias como de las municipali- 
dades de la República, la prudencia necesaria para no extralimi- 
tarse y perjudicar con las leyes impositivas, agregando que esa 
cláusula del referido artrculo no afectaba los derechos de las 
provincias, ni en el sentido federal ni económico, pues bastaría 
recordar en este último caso, que cuando es la Xación la que lle- 
va un ferrocarril a una provincia a nadie se le ocurre que ese 
ferrocarril pueda ser gravado y se desea y se fomenta su cons- 
trucción sin pensar e:i los impuestos. 
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Que tan evidente resulta además el propósito de la ley 5315 en 
el sentido imlrcado, que efectivamente como se hace notar en el 
alegato de fs. se presentó en la Cámara de Diputados un 
proyecto de ley en 191 1, luego de producidos los fallos de la Su- 
prema Corte Nacional, aclarando el art. 8." <le la ley 5315 y es- 
tableciendo que la exoneración de impuestos a las empresas de 
ferrocarriles fijado en el art- 8.°, comprendía a todas las contri- 
buciones ¡K>r concepto «le impuestos y a todos !os servicios de 
carácter público con la sola excepción del servicio de provisión 
de aguas corrientes y cloacas, proyecto que lleva la firma del 
doctor Manuel Caries, el mismo que fué miembro informante de 
la comisión que pidió la sanción de aquella ley, cuyas palabras 
se han interpretado en el sentido de que la exoneración de im- 
puestos municipales no comprendía el pago del afirmado, alum- 
brado, ponfue estos eran de carácter comunal y particular. 

Que por lo tanto el infrascripto considera que el impuesto 
de afirmado que se cobra está comprendido en la exoneración a 
que se refiere e! art. 8.° de la ley 5315. tanto más cuanto que las 
leyes deben interpretarse no sólo por las opiniones manifestadas 
en el momento de su «discusión, sino por sus disposiciones consi- 
déralas en si mismas de acuerdo con el espíritu que de ellas se 
desprende, bien consideradas aisladamente o en su conjunto, y 
de la noción de justicia y de equidad contenida en la misma ley. 

Que sin perjuicio de estas consideraciones y de las ante- 
riormente expuestas, es evidente también que la ley 5315 ha te- 
nido como principal propósito, destinar el importe del 3 ó|o del 
producido liquido de sus lineas, como única contribución, a la 
construcción y mantemimento de puentes y caminos ordinarios 
de los municipios o departamentos cruzados por la linea, y en 
primer término -de ios caminos que conduzcan a las estaciones y 
como según el contrato de fs. 16 y boletas de fs. 1 y fs. 2 la pa- 
vimentación se hacia en ciertas calles del municipio y en la en- 
trada, patio o calle frente a la estación de la empresa demanda- 
da, es indudable que el -pago de esa obra de utilidad pública por 
parte de aquella no es obligatorio, desde que se trata de una pa- 
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vimentación destinada a mantener los caminos del municipio, 
aun cuando sea en provecho también de los mismos ferocarriles. 

Que por último esa ley, tiene además en vista, según resul- 
ta de su discusión, uniformar el criterio y regularizar con la 
compensación del i o\o la situación de las distintas empresas de 
las cuales unas tcnian exoneración de impuestos ya vencidos y 
otras acordadas a perpetuidad y está inspirada en el progreso 
económico del país, y en propósitos de bienestar general, a fin 
de impulsar la construcción de los ferrocarriles y de igualar a 
todos los existentes y que en adelante se establezcan, en lo que 
se refiere a la liberación de derechos e impuestos, como lo hacia 
notar el señor Ministro de Obras Públicas en nombre de! Poder 
Ejecutivo, al sancionarse la referida ley 5315. 

Por estos fundamentos y sin perjuicio de las acciones que 
pueda hacer valer el actor en la forma y contra quien correspon- 
da, fallo rechazando la presente demanda contra el Ferrocarril 
Central Argentino, sin costas, por encontrar mérito para exone- 
rar de ellas al vencido dada la naturaleza de la cuestión debati- 
da. (Art. 221 Cód. de Procedimientos). 

Hágase saber, cópiese y repónganse las fojas. 
Definitivamente juzgando asi lo pronuncio, mando y firmo 
en Buenos Aires, a trece de Abril de mil novecientos catorce.— 
Arturo Seebcr. — Ante mi : Carlos M. Fraguare 

ACUERDO DE I.A CAMARA 2.* DE APEI.ACIO.VES EN LO CIVXU 

En Buenos Aires, capital de la República Argentina, a 29 
de Octubre de mil novecientos catorce, reunidos los señores vo- 
ca es de la Excma. Cámara a.' de Apelaciones en lo Civil en su 
sala de acuerdos para conocer del recurso interpuesto en los au- 
tos caratulados "Mórtola y Cía-, contra el Ferrocarril Central 
Argentino, sobre cobro de pesos" respecto de la sentencia de fo- 
jas 64. el tribunal planteó las siguientes cuestiones: 

1. ° ¿Es arreglada a derecho la sentencia apelada? 

2. a ,; Lo es igualmente en cuanto exime de las costa-; al 
vencido? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía tener lu- 
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gar en el orden siguiente: señores vocales doctores Beltrán. Gi- 
ge.ia, Helgtiera, Zapio!a, Pico. 

Sobre la primera cuestión el señor vocal doctor Beltrán 
dijo : ' 

La empresa del Ferrocarril Central Argentino consiente el 
pnmunciamiento que desestima otras defensas invocadas por 
ella, y la absuelve de la acción instaurada a mérito de lo que 
preceptúa el art. 8." de la ley 5315. 1 

*rí£ a jñ¿Í ' ÍmÍ . ,aí ¡° 61 dCbate m 6813 ¡nstancia a ,a ínter P^ 
tacón de dicho articulo en cuanto declara a las empresas ferro- 
viarias exoneradas de todo otro impuesto nacional, provincial y 
municipal que no sea el señalado en la misma ley. 

El punto ha sido ya discutido y resuelto en casos anteriores 
pareados y fas decisiones de la Suprema Corte Nacional recai- 

6 at "- ^ menCÍOnado P rcce P«o «" alcance res- 
tnngido que. por certo, no es el amplio qUe acepta el señor juez 

de primera instancia, de cuya opinión participo determinado por 
el convenc.m.ento cabal de que su tesis es la que emerge de los 
propósitos fundamentales a que tiende esa lev y de la claridad 
resplandeciente del texto interpretado " 

«,1¿lí ! XpresÍón d ? *? nv,os se «"Pe"» en puntualizar las sin- 
gtilandades características de las nociones de impuesto y de ser- 
vico según el tecnicismo financiero, diferenciación ¿ q* Z 
apoya para sostener que tal ley no autoriza la defensa de exea- 
con en este caso, puesto que aquí se demanda el pago de un ser- 
nao como son las cuotas por razón de afirmados mientras que 
el artículo invocado «e refiere sólo a impuestos 

Sin discutir el valor ni la eficacia que esta calificación pue- 
da tener en la doctrina, juzgo que la distinción aludida es cxtri- 

t^d rf 0Íeg : ,atenÍénd0me: " «" P^ico del mismo q„e 
Lw 7 V!?,* 11 ^ Ia construcción de vías 

a Z \0£ ^ T dC k>s l términos *» ^ * halla redactado, 
y a fas .deas expuestas por el señor diputado autor del proyecto 
que la sanción legislativa convirtió en ley 

,0 JZ ] Y ] ™ tÍCÍCÍÓn doctrínaria mencionada m> es argumen- 
to apropiado para sostener que fas cuotas de pavimentación no 
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son "impuesto" en la acepción general y común del vocablo, re- 
sulta evidenciado por la ley de municipalidades de la provincia 
de Buenos Aires y las especiales dictadas para la capital de la 
Nación, todas las que expresamente llaman impuesto a dichas 
cuotas como lo hace notar oportunamente la empresa deman- 
dada en sus memorias de ambas instancias. Ver artículos 3, 4, 
S» 6, 7 y 13 de la ley número 4931 sobre pavimentación del mu- 
nicipio de la capital. 

El señor diputado Mitre autor de la ley que lleva su nom- 
bre, decía : "en el art. 8.° está consignada la reforma principal 
que el proyecto contiene y que es la referente a la creación de 
un impuesto de tres por ciento sobre las utilidades de cada em- 
presa exonerándola &c toda otra contribución'*. 

Ello significa que el vocablo "impuesto" de que se sirve la 
ley, está empleado en su más lata acepción, como equivalente 
de contribución, carácter que no es ]>osTble desconocer a la que 
decreta la autoridad competente para pagar obras de afirmado 
las que a todas luces son de utilidad general ; del mismo modo 
que los caminos de acceso a las estaciones objeto a que se desti- 
na el referido tres por ciento que la ley llama contribución, no 
obstante de ser pagada sólo por las empresas que son las más di- 
rectamente beneficiadas con tales obras porque facilitan un au- 
mento de los transportes- 
Hay un antecedente inicial de indiscutible valor corrobo- 
rante de la tesis que sustento: la Suprema Corte en la causa del 
mismo ferrocarril contra la municipalidad del Rosario *>bre 
devolución de impuestos fijando el alcance de la ley de conce- 
sión que declaraba a los inmuebles de está empresa exonerados 
de "todo impuesto", estableció que estaban comprendidos 
los de alumbrado, limpieza y macadamisación. Fallos t. 104, 
pág.9Á 

He aquí que a juicio de tan respetable tribunal, la acepción 
legal del concepto impuesto es más compreysiva que la doctrina- 
ria : o por lo menos índica que no es tan evidente como se pre- 
tende que la cuota de afirmado sea un servicio y no un im- 
puesto. 
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La ley no ha tomado en cuenta la sutileza de la clasificación, 
conformándose asi a estas palabras de Montcsquieu : Las leyes 
no deben ser ¿titiles; no son un monumento de lógica, sino la 
razón simple de un padre de familia. 

Rebatido el argumento basado en la ideológica distinción, 
cabe ocuparse del que hace derivar de ciertas manifestaciones 
vertidas por el miembro informante señor doctor Caries al dis- 
cutirse el articulo 19 de la ley 5315, punto que se relaciona con 
el del valor de los trabajos preparatorios en la interpretación de 
la ley. 

Desde luego conviene recordar que es opinión dominante 
entre los autores la -de que sólo debe recurrirse a los estudios y 
discusiones que acompañaron a la elaboración del texto legal 
cuando hay obscuridad y falta de precisión en este. 

"Ante todo — dice un eminente tratadista contemporáneo 
— a la fórmula es a la que hay que pedir la revelación de la 
volutad legislativa ; desde el momento en que ésta se deduzca del 
texto sin contradicción por parte de elemento alguno exterior, 
dictará sin vacilación alguna al intérprete la decisión. Como to- 
do lenguaje huma» el verbo de la ley no es más que un instru- 
mento destinado a r. anifestar el pensamiento del que habla, para 
suscitar un pensamit ito adecuado en aquel a quién se dirige. Y 
como la ley es el producto de la actividad consciente y reflexiva 
de su autor, este no sólo ha debido representarse con precisión 
la regla que se proponía establecer, sino que hay que suponer 
igualmente que ha elegido reflexiva y deliberadamente las pala- 
bras que liabian de traducir fielmente su pensamiento y su vo- 
luntad. Por lo tanto, a la fórmula <Ie la ley es a la que hay que 
acudir en primer término. — F. Geny: "Método de interpreta- 
ción y fuentes en deredho privado positivo". 

Coincidiendo con esta manera de apreciar. Vauder Kycken 
escribe : "no es necesario admitir la intención resultante de los 
trabajos preparatorios más que en el caso donde ella está com- 
pletamente demostrada. 

"La posibilidad general de que los trabajos preparatorios 
contengan la voluntad del legislador debe presentarse en la es- 
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pccie con la fuerza de la certidumbre De otro modo, la presun- 
ción de exactitud del texto no debería ser destruida. 

"Reprobamos entonces el recurso de los trabajos preparato- 
rios cuando consiste en buscar entre las discusiones algunos 
fragmentos de frases propias a confirmar la opinión del intér- 
prete". 

"Usar de esta manera de los trabajos preparatorios es des- 
acreditar su valor legitimo. Es proceder sin el menor espíritu 
científico; la intención del legislador no puede buscarse en las 
opiniones personales de algunos de los que tomaron parte en la 
elaboración de la ley". Método positivo de la interpretación ju- 
rídica "1907". Ver Planiol T. I número 217: "En particular, 
dice, las excepciones no previstas por el legislador deberán 
siempre apoyarse o sobre otro texto de la ley o sobre un principio 
superior de equidad". 

En la especie sub lite no hay razón seria para tomar la fra- 
se del señor diputado Caries, a que se hace referencia, como una 
expresión inequívoca de la voluntad del cuerpo legislativo toda 
vez que tal manifestación hállase enervada o contradicha por la 
vertida en el Honorable Senado por el doctor Maciá, también en 
carácter de miembro informante al referirse en esta Cámara at 
alcance del susodicho art- 8.°. 

Siendo tan respetable una como otra manifestación, no veo 
motivo para dar preferencia a la del informante en diputados 
sobre la del informante en Senadores. Y ello, máxime si vemos 
que posteriormente el primero subscribe un proyecto de ley ten- 
diente a evitar el arraigo de una interpretación judicial que se 
conceptúa equivocada. 

Aludo al presentado por la Comisión de Obras Públicas de 
la Honorable Cámara de Diputados con fecha Septiembre 15 de 
191 1, y que se transcribe en el memorial de fs. 48. 

Creo que al asentir en la idea que este proyecto revela, el 
doctor Caries aclara el significado de la mentada frase, y en 
todo caso demuestra un cambio de opinión favorable a la inter- 
pretación lata del proyecto discutido en cuanto abarca en la exo- 
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iteración, a impuestos y servicios como el que origina la presente 
causa. 

A mérito de lo dicho precedentemente y <lc los motivos que 
cimentan e! fallo apelado y los demás afines invocados por la 
parte demandada en sus libelos de fs. 48 y 103, voto afirmati- 
vamente. 

Sobre la misma cuestión, el señor vocal doctor Gigena, dijo: 
Va se trate de un impuesto, de una contribución o de cualquier 
denominación que quiera darse al pago del adoquinado, entien- 
do que las empresas de ferrocarriles están exentas de ó! en vir- 
tud de lo dispuesto por el art. 8.° de la ley 5315. 

El Congreso Xacicna] al dictar la citada ley, tuvo como 
propósito y objetivo fundamental someter a las empresas de fe- 
rrocarril a una legislación y a un gravamen uniforme. Ese pro- 
pósito está revelado por su autor ingeniero Emilio Mitre, al pre- 
sentar el proyecto a la Cámara de Diputados, al discutirse c! mis- 
mo en las Cámaras del Congreso y al sancionarse en forma de- 
finitiva bajo el número de la ley 5315. 

Como antecedente, y para evidenciar ese anhelo, pueden ci- 
tarse las innumerables leyes de concesión de ferrocarriles que 
eran un verdadero maremágnum a causa de que el Congreso Na- 
cional al acordar una concesión no había tenido cuidado de que 
guardase armonía con las ya concedidas, y de allí resultaba un 
mosaico de concesiones ferroviarias, con la circunstancia agra- 
vante de que muchas empresas, por razones de compras o de fu- 
siones, venían a estar regidas por leyes diferentes, aparte de que 
había concesiones acordadas por leyes provinciales y que por el 
hecho de esas fusiones, pasaban a depender de la jurisdicción 
nacional. 

A evitar, pues, este desorden y a fin de regularizar las re- 
laciones de las distintas empresas con el Gobierno Xacional res- 
pondió el propósito del autor de esa ley, como bien claramente 
lo dijo al fundare! respectivo proyecto, al discutir este en la Cá- 
mara y en diversas oportunidades. 

Ese propósito está también plenamente revelado en el art. 8 
de la mencionada ley. al establecer que pagará Una contribución 
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única igual ai 3 o|o. Y si antes de la sanción de esa ley ya esta- 
ban las empresas ferroviarias exceptuadas del pago de impues- 
tos municipales, sin estar sometidas a ningún otro gravámen ni 
impuestos de cualquier clase que fuesen, de acuerdo con sus le- 
yes de concesiones, como lo ha reconocido la Suprema Corte en 
los fallos que más adelante citaré. Como puede pretenderse que 
al fijar esc impuesto de 3 o|o sobre los utilidades liquidas, se ha 
eliminado precisamente una categoría de impuestos que antes no 
les alcanzaba? 

Para llegar a semejantes conclusiones ha sido necesario en- 
trar en distingos que a mi modo de ver no caben dentro de la 
economía de la ley y de los propósitos que se tuvieron en vista 
al sancionarla- 

L'no de los argumentos de mayor peso que se invocan para 
sostener que se trata de la retribución de un servicio y no de un 
impresto, es que se paga por quien recibe directamente tal bene- 
ficio o sea el propietario del bien ; que por esa obra pública vie- 
ne a recibir como beneficio inmediato y directo, poc lo pronto, 
la mayor valorización del inmueble y como consecuencia mayor 
renta. Ninguna de estas onsideraciones son aplicables a un ferro- 
carril, desde que cualquiera que sea el aumento del valor que 
obtengan los edificios de una estación, por ejemplo, no puede 
aprovecharlo la empresa como lo haría un particular, porque 
esa estación e.°tá afectada a un servicio público y tiene que se- 
¿ruir sirviendo como tal. Esto cuando se trata de una estación, 
que cuando el adoquinado es al costado de la vía, no existe ni si- 
quiera la sombra de un beneficio. Tampoco puede obtener ma 
yor renta.con motivo f 4f esa obra, desde que se trata de empre- 
sas sometidas a una legislación especial como es la ley 5315. 
Quizá la única consecuencia será el aumento de las tarifas para 
costear esa contribución. 

Se ha dicho también que estando exentos los ferrocarriles 
del pago de impuestos municipales y no siendo este un impuesto, 
debe pagar el adoquinado. En apoyo de esta teoría se invoca la 
forma de pa?o, quienes lo contratan y quienes lo perciben y que 
la municipalidad nada recibe en sus arcas por esc concepto, co- 
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sas absolutamente independientes y que no pueden modificar la 
naturaleza de un impuesto. El hecho de que sea percibido por 
una oficina pública o se haya delegado a particulares esa percep- 
ción como ocurre en los contratos por adoquinado, no modifica 
el carácter de la imposición- Aceptando e.-ta argumentación ten- 
dríamos eme He«ar forzosamente a la conclusión de que ahora 
el adocpiinado es un impuesto, porque la municipalidad percibe 
la parte <|iie alionan las empresas de tranvías, conforme a la ju- 
risprudencia sentada ¡x.r ambas Cámaras Civiles sobr.- la 
ley 7091. 

Examinando los términos del art. 8 de la ley 5315 nos en- 
contramos con que se exime a las empresas d c ferrocarriles de 
todo impuesto nacional, provincial j municipal. Entiendo de que 
bajo esta denominación fundamenta! que la lev, dividiendo 
en tres categorías los impuestos. es que debe buscarse su inter- 
pretación. Ya sallemos que los impuestos nacionales están dedi- 
cados al mantenimiento del Gobierno «le la Nación y rigen en 
todo su territorio como los provinciales tienen su limite en e! de 
cada Estado. 

Ahora bien, ¿qué es impuesto nacional?, o en otros térmi- 
nos ¿nial es el carácter de las imiwsiciones municipales? Sen- 
cillamente importan todos, o casi todos, la retribución de un ser- 
vicio, desde que la municipalidad no es sino la encargarla del 
gobierno doméstico de la c iudad y su misión principal es velar 
|>or sus servicios. q Ue pueden reasumirse en los siguientes: orna- 
to, higiene y embellecimiento de la misma, 

En el fallo eitado por e! señor juez a qíiO, que se encuentra 
en la pag. 40 del mes de Diciembre de lOjI, Inspección Genera! 
de Justicia, la Suprema Corte citó como argumento la opinión 
del miembro informante de la comisión, dada con motivo de 
contestar a un colega sobre el alcance que tenia esa liberación de 
impuestos municipales. Esa contestación se encuentra en el Dia- 
rio de Sesiones de la Cámara de Diputados de la Nación del año 
1907, tomo 1.". pág. 1209 y. francamente, no encuentro la forma 
terminante que se lia creído ver en ella, desde que allí sólo se 
hace la distinción entre lo .pie es un impuesto v un servicio. 
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Pero es el caso que con posterioridad a todos esos fallos ci- 
tados por la Suprema Corte y a los que se han referido los se- 
ñores vocales de este tribunal en el mismo juicio se presentaron 
al Congreso Nacional todas las empresas de ferrocarriles del 
país pidiendo aclaración de dicha ley y refiriéndose precisamen- 
te a la interpretación dada por la Corte, decían: "La interpreta- 
ción dada por aquel alto tribunal al art. 8 de la ley 5315. altera 
tina de las bases fundamentales del régimen establecido por ella, 
y coloca a las compamas ferroviarias en condiciones inesperadas 
y desfavorables, que afectarán al resultado financiero y los gran- 
des pTOpósitps que se tuvieron en vista al acordar la exonera- 
ción de todo impuesto mutinripal". 

''Ocurrimos, pues, ante vuestra honorabilidad en el deseo 
de que la ley argentina como se manifestó al exponerse los moti- 
vos de la número 3315, tenga reglas fijas y seguras de procedi- 
mientos, que no sujeten a los ferrocarriles a ninguna sorpresa, 
ni medida de carácter fiscal que pueda comprometer sus intere- 
ses; y solicitamos se digne vuestra honorabilidad declarar: que 
el art. 8 de la referida ley al exonerar de todo impuesto nacio- 
nal, provincial y municipal, lo hace sin distinción y comprende 
cualquier contribución, sea cual fuese su denominación o na- 
turaleza". 

Ksa solicitud presentada a la Cámara de Diputados fué des- 
tinada a la comisión de obras públicas, la cual sé expidió con el 
siguiente provecto de ley: art- i.° La exoneración de impuestos 
a las empresas de ferrocarriles establecida por e! art. 8 de la ley 
53*5» comprende y se refiere a todas las contribuciones por con- 
cepto de impuestos y a todos los servicios de carácter público, 
con la sola excepción del servicio de provisión de aguas corrien- 
tes y cloacas. 

Firma esc despacho como miembro de dicha comisión el 
doctor Manuel Car!és, el mismo que fué miembro informante 
cuando se discutió en esa Cámara la ley 5315 y cuya opinión tan- 
to influjo tuvo en el fallo mencionado Kse despacho revela cual 
es la interpretación que le daban no sólo e! miembro informante 
doctor Caries, sino también la misma comisión de la Cámara. 
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Estas consideraciones unidas a las del señor vocal preopi- 
nante y las aducidas por el señor juez a quo en su sentencia, que 
reproduzco por considerarlas pertinentes, hacen que adhiera al 
voto del doctor Deliran. 

A la misma cuestión e! señor vocal doctor Helguera, dijo: 
Por mi parte ya tengo expresada opinión como juez de I.' ins- 
tancia, en un caso análogo al presente, en el que se discutía la 
naturaleza del cohro de las cuotas de pavimentación y si ellas de- 
ben o no ser abonadas por las empresas que por expresa conce- 
sión de la ley están exoneradas del pago de tal impuesto nacio- 
nal, provincial o municipal. Me permito transcribir la parte per- 
tinente de ese fallo, para fundar mi opinión por la revocación de 
la sentencia apelada. 

La cuestión planteada, esto es, si el cobro de afirmados 
constituye o no un impuesto, en el sentido doctrinario y consti- 
tucional del vocablo, ha dado lugar a resoluciones contrarias de 
las Excelentísimas Cámaras en lo Comercial y en lo Civil, puesto 
que la primera falló confirmando una erudita y bien fundada 
sentencia del señor jue¿ doctor Amuchástegui, que el cobro de 
afirmados es un impuesto, y la segunda, en los fallos antes cita- 
dos por los señores vocales preopinantes, resolvió por mayoría 
lo contrario, como ya sucedió en un caso anterior en que predo- 
minaron en aquel sentido los votos de los doctores Giménez y 
Molina Arrotea. 

Para proceder con método en el estudio de la ardua cues- 
tión planteada, conviene fijar previamente el concepto jurídico 
y económico que se comprende bajo la denominaos de impuesto. 
Los tratadistas lo definen de distinto modo, pero en el fondo hay 
conformidad con la explicación que al respecto da Leroy Reau- 
lieu -cuando dice que: "el impuesto es simplemente una contri- 
bución directa o disimulada que el Estado exige de los ciudada- 
nos, para subvenir a los gastos del Gobierno. Que estos gasto; • 
sean justos o no, que sean hechos en el interés de todos o en el 
interés de algunos, no modifican en nada el carácter material 
del impuesto" Colmeiro expresa que: "Impuestos son los recur- 
sos que un gobierno o una municipalidad exige de los partícula- 
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res en su calidad de mandatario nacional provincial o municipal, 
según el caso, para atender coa ¿líos los servicios públicos de 
que están encargados". 

De estas definiciones surge bien claramente que la razón y 
fundamento del impuesto se basa en la necesidad de sostener al 
gobierno, costeando los gastos que en las diversas ramas su fun- 
cionamiento exige, y es por esto que se ha dicho con absoluta 
propiedad, que por el impuesto se toma a los habitantes del país 
parte de su haber que se "confunde con el patrimonio del Esta- 
do" Como contenencia de estos principios y en un orden de 
consideraciones más restringido, resulta que las sumas a cobrar- 
se por impuestos se anotan en el "cálculo de recursos" del "pre- 
supuesto" asi como- los desembolsos se suman en las partidas de 
gastos, que se procuran equilibrar con el primero para que el 
debe y haber resulten iguales. 

Fijados estos conceptos previos y entrando al estudio dé la 
cuestión propuesta es conveniente recordar que en Estados Uni- 
dos el punto ha sido vivamente discutido; que la Suprema Corte 
y los tribunales inferiores no han fijado definitivamente la ju- 
risprudencia y los jurisconsultos se han pronunciado en comple- 
ta disconformidad, y si bien la mayoría se ha decidido en favor 
de la clasificación de "special assessements", cotizaciones espe- 
ciales, no j>or eso faltan quienes sostengan que se trata pura y 
simplemente de un impuesto. 

I*a Suprema Corte de aquella nación en un caso clásico de 
Noward v. Baleen declaró que : "la cotización ( que se basaba en 
los pies lineales del frente de la propiedad) era en sí misma ile- 
gal, porque reposaba sobre una base que excluia cualquier con- 
sideración en los beneficios" ; se limitaba pues el criterio con 
que el Poder Legislativo establece la "cotización" estableciéndo- 
se que la constitucionalidad depende de la relación que existe 
entre la imposición y el beneficio del contribuyente". Posterior- 
mente no se ha mantenido con in flexibilidad este criterio y los 
tribunales inferiores sufren la influencia de las fluctuaciones 
de la Corte. 

Cooiey "On taxation. 3.' edición, yol. 2.'\ pág. 1153, dice: 
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"La> cotizaciones especíales son especies peculiares de im¡>os¡- 
ción que figuran aparte de las cartas generales establecidas para 
objetos municipales o del Estado, y gobernados por principios 
que no son de aplicación general. La recaudación general de im- 
puestos se entiende que exige contribuciones en cambio de los 
beneficios generales de! Gobierno y no promete nada a las ]>er- 
sonas gravadas, fuera de lo que puede esperarse de una admi- 
nistración de las leyes para la protección individual y el bien pú- 
blico. Las cotiza-cienes especiales, por otro lado, están basadas 
en la suposición de que una parte de la comunidad ha de venir 
a ser especia! y peculiarmente beneficiada con c! aumento del 
valor dé la propiedad, que ocupa una situación peculiar respecto 
de una invcrsióíi proyectada de dineros públicos; y en adición 
al tributo general, se exige que esas atribuciones especiales, en 
retribución del beneficio especial, sean pagadas por las personas 
que las f ¿giben. fDésty "on taxation* ' sostiene igual teoría ex- 
presando que la imposición debe establecerse "sobre la base de 
los beneficios". 

En cuanto al fundamento o derecho en virtud del cual el 
listado impone "las cotizaciones", los juristas se dividen en dos 
bandos: unos basan la teoría en el "dominio eminente" que se 
ejercita por el derecho de expropiación, y otros los fundan en la 
facultad de im|>oner impuestos, de los que las citizaciones cons- 
tituyen una modalidad especial. 

Cooley dice a este respecto que: La justicia de la contri- 
bución especial, se funda en el hecho de que las personas que 
deben sufragarla si bien es cierto que soportan el costo de una 
obra pública, también es verdad que no sufren ninguna pérdida 
pecuniaria, pues su propiedad ha aumentado de valor por el 
gasto efectuado, en una cantidad por lo menos igual a las sumas 
que están obligados a pagar. Esa es la idea fundamental de 
aquellos gravámenes "otra cosa equivaldría a confiscar" la pro- 
piedad en la parte que se cobre además de los beneficios real- 
mente experimentados por el contribuyente. 

Entre nosotros ya queda dicho que las Cámaras en lo Co- 
mercial y en !o Civil sé ha pronunciado, la primera inciden- 
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talmente en el sentido de que se trata de un verdadero impuesto 
y la segunda resolvió en repetidas ocasiones lo contrario. En la 
sesión del Honorable Senado, de 26 de Diciembre de 1901, dis- 
cutiendo el entonces Ministro del Interior, doctor González, la 
ley sobre impuestos que corresponden a la Municipalidad de la 
Capital esbozó la doctrina norteamericana ,en una exposición 
que transcribió en su voto el camarista señor doctor Giménez en 
ta sentencia de 18 de Octubre de 1902, sin llegar, sin embargo, y 
seguramente por la especialidad del caso, a precisarse en el fallo, 
la naturaleza propia y especial de la carga o gravamen que im- 
porta del pago de afirmados, ni menos su procedencia dentro 
de los cpreeptos de la Constitución Nacional. 

Con estos antecedentes propios y extranjeros y teniendo en 
cuenta las disposiciones de las leyes que rigen el caso, pienso 
que el cobro de afirmados constituye un impuesto de carácter 
especial, basado en el beneficio de que a los que lo pagan les re- 
porta la construcción de la obra, y fundado además en la facul- 
tad de imponer "en los poderes de policía relativos a las restric- 
ciones del dominio" "análogas a los que se ejercitan cuando se 
reglamentan las construcciones urbanas bajo el punto de vista 
de la seguridad y la higiene". 

Es indudable que si bien al construirse un afirmado se hace 
una obra pública de interés general por razones de higiene, fa- 
cilidad de transporte y ornato, no es menos cierto que los pro- 
pietarios de terrenos a cuyo frente se hace la pavimentación, 
son directa y especialmente beneficiados, pues aumenta el valor 
de los inmuebles y de la renta que ellos producen ; a ese benefi- 
cio directo y personal, respondió el cobro de la tercera parte del 
valor de la obra íart. 2 de la ley 2328) y de la cuarta parte, 
íart. i.° de la ley 2428), cuando pasase por la calle una linea de 
tranvías, a la que se grava con igual cuota ; en ambos casos la 
municipalidad abonaba como cuota concurriendo al pago del 
afirmado, en el primero, la tercera y en el segundo la cuarta 
parte, lo qu e responde al beneficio general que produce el afir- 
mado, ya que el pago se hace con rentas provenientes de los im- 
puestos que gravan a todos los habitantes del municipio. 
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Es de observarse qué la nueva ley de 25 de Septiembre de 
1904 clasifica de "impuesto" al gravamen establecido para pa- 
gar la pavimentación (artículos 3, 4, 5, 6, 7 y 13), y que este 
antecedente, proviniendo del poder legislativo y posterior a la 
jurisprudencia antes mencionada, revela que esa rama de los po- 
deres públicos se pronuncia en el sentido que lo hace y califica, 
dentro de los términos de la Constitución, el gravamen que es- 
tablece, para abonar los nuevos pavimentos a construirse en el 
municipio de la Capital. 

Las cuentas por cobro de afirmados constituyen, pues, un 
impuesto según el criterio del Honorable Congreso, e induda- 
blemente lo son, ya que se trata de un gravamen establecido por 
el Estado para construir una obra que produce generales bene- 
ficios a la población, y especiales y directos en favor de aquellos 
que deben pagarlos; cae, pues, este gravamen dentro de la defi- 
nición genera] dada por Leroy Beaulieu y de la noción genérica 
que sobre impuesto dan la mayoría de tos economistas. 

Es cierto que en este caso el producido del impuesto no in- 
gresa a! tesoro municipal ni figura en el cálculo de recursos del 
presupuesto, como lo hacia notar el señor Camarista doctor Gi- 
ménez, pero ese hecho no afecta al fondo ni a la naturaleza del 
gravamen ya que se trata de una simple disposición de forma 
tendiente a simplificar las cuentas y el mecanismo del presu- 
puesto y al no dar por entradas sumas que tienten un destino 
señando y que cobren los empresarios de afirmados por delega- 
ción que les hace la Municipalidad. Y en efecto. ¿Qué se opon- 
dría a que las cuotas que pagan los beneficiados figurasen como 
recursos y que después en las partidas de gastos se detinasen 
al pago de los afirmados?; en cualquier momento la Municipa- 
lidad puede cambiar la forma de presentar su presupuesto y no 
por eso hrn de cambiar de carácter y de naturaleza las obliga- 
ciones impuestas a los habitantes de la Capital, a los que no im- 
porta ni interesa saber la forma en que se inscriben las cuotas 
que se Ies cobran sino la razón del cobro y su monto, para dedu- 
cir de ahí la justicia de la imposición y su encuadramiento den- 
tro de los preceptos constitucionales y legales que establecen Ia> 
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condiciones necesarias que debe reunir tocio impuesto. Xo debe 
pues, de una modalidad de mera forma y susceptible de variarle, 
deducirse argumentos que se consideran decisivos para juzgar 
de la naturaleza y clasificación legal del gravámen impuesto. 

Los contratistas hacen los cobros en virtud de la autoriza- 
ción y aprobación que a sus cuentas dé la Municipalidad, la que 
por las leyes ckadas, 2328 y 2428, puede ella misma hacer la 
obra (artículos 3 y 6 de la primera, y I¿° de la segunda) y en 
cuyo caso haría directamente el cobro del impuesto, que ingre- 
saría al tesoro municipal para tener salida cuando se efectúen 
los pagos por los gastos que haya demandado la obra. En este 
caso no existe c! argumento contra la denominación de -im- 
puesto" de que se trata y entonces ¿éste sería el caso impuesto 
y no aquél en que el contratista cobra directamente el gravá- 
men? ¿Qué diferencia existe entr e uno y otro c aso para el con- 
tribuyente? ¿ Xo se hace acaso la misma obra y e! beneficiado 
paga la misma suma? ¿Por qué en un caso habría impuesto y no 
en el otro? ¿Y cómo se clasificaría legalmente el gravámen en 
la segunda de las hipótesis propuestas? 

Acepto esta conclusión en vista de los antecedentes estu- 
diados, pero con el agregado de que se trata de un impuesto es- 
peciaüsimo, en razón del objeto a que responde, la construcción 
de una obra pública, de que se base en el beneficio que la obra 
reporta al contribuyente, y de que la Municipalidad concurría 
con una parte en representación del resto de los habitantes del 
municipio a los que indirectamente beneficia el afirmado. Ño 
es, pues, el caso de la generalidad de los impuestos ya que en el 
sub juiiee se trata del pago de una obra que beneficia directa- 
mente a la empresa demandada. 

Esta especialidad de la obra y el impuesto, ha servido de 
tose a los tratadistas y tribunales norteamericanos para fundar 
la teoría de los "special assessements" o cotizaciones especiales, 
que según Haré "ultrapasan los límites ordinarios de la legis- 
lación" y que el Procurador General de la Nación, doctor 
Eduardo Costa, calificaba de "cotización local" o "especial" a 
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la que concurren entidades diversas con cuotas proporcionadas 
para fundar el fondo común. 

Se trata pues de "especies peculiares de imposición" qi.e 
revisten los caracteres propios del impuesto y que sin embargo 
no se puede confundir con los otros gravámenes que la lev auto- 
riza a imponer a la Municipalidad. 

Razones de salubridad, ornato y comodidad general obli- 
gan a la Municipalidad a ensanchar la zona pavimentada, lle- 
vando el progreso a los barrios antes malsanos y despoblados / 
por lo tanto nada más justo que los que aumentan el valor de 
sus bienes paguen un impuesto para costear la obra, cooperando 
así a la realización de trabajos públicos indispensables al des- 
arrollo y progreso de la dudad. 

Nótese que se trata del sistema más racional y justo de es- 
tablecer impuesto, ya qué la carga no la soporta sino el benefi- 
ciado y por b tanto todo se reduce a pagar las mejoras hecha.* 
Cfh sus bienes propios. U definición genérica de Desty en su 
tratado sobre los impuestos, cuando dice que aquellos son : "los 
cargos establecidos pór la autoridad legislativa sobre las perso- 
nas o la propiedad, dentro de la jurisdicción territorial del |x>- 
der que los im|>one, con el objeto de levantar renta para uso* 
públicos o cumplir el fin gubernativo o proveer a los gastos ne- 
cesarios en el ejercicio del gobierno", comprende, sin duda, el 
caso de los afirmados a pesar de las modalidades que los carac- 
terizan, diferenciándolos de tos otros impuestos. 

•En mi concepto y admitiendo que la expresión de "cotiza- 
ciones especiales" puede ser aplicable a las cuentas por afirma- 
dos, éstos, por el objeto a que tienden, por el poder que los crea 
y por estar proporcional y equitativamente distribuidos entre 
los beneficiados por la obra, constituyen en el fondo un impues- 
to, como expresamente lo declaró el Honorable Congreso en la 
ley a que se ha hecho referencia y su naturaleza especialísíma 
permite aplicarles a los principios de excepción que dejo ex- 
puestos. 

Por estos íondamentos voto por la negativa y por lo tanto 
porque se declare procedente la acción. 
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Sobre la misma cuestión el señor vocal, doctor Zapiola, 
dijo: 

Aún cuando no se trata en e! presente juicio del cobro de 
un pavimento construido por cuenta, de vecinos, de acuerdo con 
lo dispuesto por el art. 15 de la ley número 4391, como ocurría 
en la cansa seguida por Pascual Tarditto y Cía., contra la em- 
presa del Ferrocarril de lUienos Aires al Pacifico, en la cual 
sostuve que no se trataba de un impuesto, opino que tampoco se 
trata en e! presente caso de un impuesto. 

Considera que el pavimento construido frente a una pro- 
piedad privada, que constituye sin duda una obra pública que 
beneficia a la comuna, beneficia también directamente y en ma- 
yor proporción al propietario lindero con la via pública, cuyo 
inmueble habrá aumentado indiscutiblemente de valor por razón 
de esa obra pública. El propietario ha recibido, pues, directa- 
mente un servicio, y a! pagar la cuota que le corresponde no pa- 
ga un impuesto, sino el importe de ese servicio , que en derecho 
administrativo tiene en general el nombre de tasa (Carpentier, 
v. Tmport número 118) y que especialmente y por lo que se re- 
fiere a la construcción de pavimentos, tiene el nombre de tasa de 
pavimentación ( Carpentier v. Contributions Directes núm. 6.700 
y siguientes). 

Y esto es, precisamente, lo que refiriéndose a la doctrina 
norteamericana, expone el señor vocal doctor I lelguera, en «u 
voto. Los "special assessements" de que hablan los tratadistas y 
tribunales norteamericano* pueden muy bien traducirse -por " ta- 
sas especiales" tasas que tienen, sin duda, los caracteres del im- 
puesto puesto que son obligatorias pero que en realidad no cons- 
tituyen sino el pago de un servicio o beneficio producido por la 
obra pública ejecutada por orden de la administración. 

Por estas breves consideraciones y las demás que aduje en 
la citada causa de I 'ascua! Tardito y Cía., contra la empresa del 
Ferrocarril de Dueños Aires al Pacífico, que reproduzco, voto 
igualmente por la negativa. Sobre la misma cuestión el señor vo- 
cal doctor Pico, dijo: 

Consecuente con mi voto en el juicio seguido por Pascual 
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i arduo y Cía., contra el Ferrocarril de Buenos Aires a! Pacifi- 
co, y reproduciendo los fundamentos de ese fallo asi como las 
consideraciones del señor vocal doctor Zapiola, lo doy ahora en 
igual sentido, es decir, por la negativa. Dado e! resultado obte- 
nido al tratar la primera cuestión el tribunal resolvió no ocu- 
parle de la segunda. 

Con lo que terminó el acto epiedando acordada la siguiente 
sentencia. — Zapióla. — liellrán. — Güjena. — llelquera. — 
Pno. — Ante mi • Ricardo F. Olmedo. 

Es copia fiel .le! acuerdo cpie obra en las páginas 354 a ^jf, 
de! libro número 4 «le Acuerdos de la F.xcma. Cámara 2/ de 
Apelaciones en lo Civil. 

Ricardo /•. Olmedo. 

SENTENCIA 

Bucnoi Air», octubre 29 de líl«. 

V vistos: 

■ 

• 

Por c! mérito que ofrece el acuerdo que precede se revoca 
la sentencia apelada y en consecuencia, se condena a la empresa 
deman lauda a pagar a los actores en d termino de diez dias la 
suma de tres mil novecientos cincuenta y dos pesos con seis 
centavos moneda nacional con más sus intereses desde la notifi- 
cacnn de la demanda, debiendo las costas ,| e ambas instancias 
abonarse en el orden causadas. 

Devuélvase y repónganse los sellos. — Josc M. Zafiola. — 
Baltasar S. Bdtrán. — Aurcliano Gi f ,e,ta. — g. Ilelqiiera. — 
Paulnw Pico. — Ante mi : Ricardo F. Olmedo. 

FALLO DE LA CORTE SIPREMA 

Bueao. Aires. Marzo 20 d* IMS. 

Vistos y considerando: 

Que la sentencia recurrida de fs. , 15, en cuanto declara que 
la cxeMaon de impuestos acordada a los ferrocarriles por e! ar- 
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Hcúlo 8 de la ley 5315, no comprende el cobro de afirmado* 
que se hace ai Ferrocarril Central Argentino (fs. 4). está' de 
acuerdo con 'o resuelto por esta Corte en varios de sus fallos 
(tomo 113, pág. 165; tomo 114, pág. 298; tomo 115, páginas 174 
y (86 ; tomo 116. pág. 260; tomo 118, pág. 368 ; tomo 1 19, pági- 
na 122), si bien algunos de éstos se refieren a alumbrado y ba- 
rrido. 

Que contra la jurisprudencia establecida \yor dichos fallos 
obsérvase en lo substancial: que ella es inconciliable con el texto 
y propósitos de la ley 5315; que e! pago de acoquinados es un 
impuesto con arreglo a la legislación de !a provincia de Butilos 
Aires; que no debe acudirse a los antecedentes parlamentarios 
de la discusión de una ley para fijar el a'cance de sus disposi- 
ciones, cuando éstos son claros; que se han interpretado mal las 
palabra» del miembro informante de la comisión que despachó 
el proyecto convertido en !a ley de que se trata, y además, que 
no fueron pronunciadas al discutirse el art. 8.". sino el 19 de di- 
cho proyecto; que en otro posterior, presentado en sesionen 
de Septiembre de 191 1, se ha definido claramente cuál había 
sido el pensamiento del art. 8."; que el miembro informante de 
la comisión de Obras Publicas del Honorable Senado dió a e<e 
articulo un alcance más amplio del que se pretende atribuido |*>r 
la comisión de la Honorable Cámara de Diputados; que ante* 
de la sanción de la ley 5315 estaban !as empresas ferroviaria 
exceptuadas del pago de impuestos municipales, sin estar so- 
metidas a ningún otro gravamen ni impuesto de cualquier cla*e 
que fuesen, y no puede sostenerse que del impuesto del 3 o¡o se 
hayan eliminado aquéllos; que el Ferrocarril Central Argentino 
no ha solicitado el servicio de adoquinado, y la pavimentación 
e:i general. lejos de significar ventaja para los ferrocarriles, 
constituye todo lo contrario. 

Que el art. 8." de !a ley 5315, dispone en su primera parte, 
que es la atinente al caso: "Los materiales y artículos de cons- 
trucción y explotación que se introduzcan al país serán libres 
de derechos de aduana, debiendo regir e*ta franquicia ha>ta el 
i." de Enero de 1947. I.a empresa pagará durante este mismo 
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plazo y cualquiera que sea la fecha de su concesión, una contri- 
bución única igua! al 3 o|o del producto liquido de sus lineas 
quedando exoneradas por el mismo tiempo de todo otro impues- 
to nacional provincial y municipal". 

Que es regla de interpretación de las leyes la de que los 
jueces deben atenerse al texto de las mismas, cuando es claro 
y no da lugar a dudas. 

Que esa regla no es aplicable al art. 8.", pues él había única- 
mente de impuestos, palabra que no tiene un significado bien 
definido, uniformemente aceptado ; y antes al contrario, son 
conocidas las dificultades que con motivo de la aplicación de 
aqué!, se han suscitado tanto en lo administrativo como en lo 
judicial. 

Que, en efecto, en 16 de Diciembre de 1908 el Poder Eje- 
cutivo Nacional dictó el siguiente decreto: "Unenos Aires, Di- 
ciembre 16 de 1908. Vista la consulta del administrador ríe la 
Aduana de llahia lilanca acerca de la aplicación de! art. 8." de 
la ley número 5315 en el cobro de eslingaje de artículos destina- 
dos a la construcción y explotación de ferrocarriles, y Conside- 
rando: que e! eslingaje es una verdadera tasa remuneratoria de 
senidos cuya explotación está a cargo del Estado; Que, por el 
art. 5." de la ley número 4928. e l eslingaje es también conside- 
rado como impuesto, en cuanto debe ser abonado por las mer- 
caderías para cuya descarga no se haya hecho uso de los peones 
fiscales: Que por consiguiente, la exención de impuestos nacio- 
nales sólo puede comprender el eslingaje cuando las empresas 
de ferrocarriles beneficiadas por dicha franquicia, no hagan uso 
de los guinches y peones fiscales. E! presidente de la República, 
decreta: Articulo r.« Las empresas de ferrocarriles que disfru- 
ten de los beneficios del art. 8." de la ley 53>5, no abonarán es- 
lingaje por los artículos o materiales de construcción v explota- 
ción que estén autorizadas a introducir libres de derechos de 
Aduana, tuto cuando hagan uso de los servicios fiscales. Art. 2." 
Comuniqúese, publiquese e insértese en el Registro Nacional.— 
Fujueroa AUorta. — Manuel de hiondo'. flioletín Oficial. No- 
viembre y Diciembre, pág. 736, V). 
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Que posteriormente, el art. 17 del Decreto reglamentario 
de las importaciones libres de derechos para ferrocarriles, de 7 
de Septiembre de 1910, dispuso: "M efectuar los despachos 
aduaneros, las empresas pagarán al contado el derecho de es- 
lingaje, hagan o no uso de los elementos fiscales salvo que se 
encuentren eximidas de impuestos nacionales, en cuyo caso 
abonarán eslingaje únicamente cuando hagan uso de los servi- 
cios fiscales. Pagarán también el almacenaje, siempre que ¡as 
mercaderías etttren a los depósitos del Estado". 

Que varias empresas han pretendido también, con resulta- 
do adverso, que no les correspondía el impuesto de sellos de ac- 
tuación en los juicios, ni el que debe emplearse en los Registros 
Públicos de la Capital y Territorios, en c! otorgamiento de es- 
crituras. (Fallos, tomo 110. pág. 353; tomo tw, pág. 43; tomo 
118, pág. 411 y otros). 

Que los votos discordantes de los jueces qué han interveni- 
do en esta causa y en la anterior del Ferrocarril Buenos Aires 
al Pacifico, contra P. Tardito y Cia.. a que en ella se alude (Fa- 
llos, tomo 115, pág. 186), son una prueba más de que el punto 
no está concluyentcmente decidido por la ley ; y lo es, finalmen- 
te el propio proyecto aclaratorio de que se hace mérito <fs. 52 / 
otras) en el que se establece que la exoneración de impuestos a 
las empresas ferroviarias comprende todas las contribuciones y 
todos los sen-icios de carácter público, con la sola excepción del 
servicio de provisión de aguas corrientes y cloacas, que queda 
así incluido en el calificativo de público. 

Que cualesquiera que sea<n los motivos que justifiquen la 
aclaración indicada, ella revela desde luego que fuera de las 
contribuciones por concepto de impuestos, había en el sentir de 
la comisión de Obras Públicas de la Honorable Cámara de Di- 
putados, otros gravámenes, el de sen-icios, de cuyo pago se pro- 
yectó eximir a los ferrocarriles, lo que vale decir que no estaban 
comprendidos en la exención de 1907, y que los segundos no 
consistían únicamente en las aguas corrientes y cloacas. 

Que la interpretación de la ley, fundada en los motivos ex- 
puestos por su iniciador, no impone tampoco solucione? diivr- 
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sas de las que dieron a la cuestión los fallos antes citados, por- 
que libres los ferrocarriles de impuestos nacionales, provincia- 
les y municipales, no había peligro serio de que la retribución de 
servicios como el alumbrado, barrido y pavimentación, qu u no 
se establecen sin medida, pues están doblemente limitados por 
su objeto y por la relación que en su cobro deben guardar con 
el costo de las obras y trabajos respectivos, pudieran entorpecer 
la construcción de vías férreas o el mantenimiento de las mis- 
mas ; y porque si a títujo^e^exitar sorpresas, diferencias e in- 
certidumbre en los gastos de las empresas, debiera incluirse ^n 
la exención el abono de esos servicios, sería necesario que la in- 
clusión fuera general o más amplia aún que la del proyecto 
de 1911. 

Que existe manifiesta diferencia entre los llamados servi- 
cios municipales y las contribuciones o impuestos del mismo ca- 
rácter creados hasta 1907 en la Capital, .provincias y territorios 
y los que con este nombre se crearen en lo sucesivo, como quie- 
ra que los segundos son verdaderas cargas públicas, sin com- 
pensación especial para los ferrocarriles, que se verían obliga- 
dos a alionarlos por el sólo hecho de construir estaciones y sus 
dependencias, fijar avisos, usar pesas y medidas, etc. (Fallos 
tomo 115, pág. 174). 

Que es asimismo poco presumible que el Honorable Con- 
greso no hubiera sancionado el proyecto de referencia en el in- 
tervalo de los varios años transcurridos desde que se presentó, 
si hubiera error en la jurisprudencia recordada y se estuviera 
haciendo pagar a las empresas ferroviarias contribuciones de 
que Se quiso eximirlas. 

Que en los fallos del tomo 115. págs. 174 y 186, dijo esta 
Corte que cualquiera que fuese el mérito científico o doctrinario 
de la distinción entre impuestos, lasas y pagos de servicios, lo* 
ferrocarriles debían abonar en su caso el pavimento, al igual de 
los otros propietarios en los centros urbanos; de tal manera que 
las circunstancias de que tres de los vocales que subscriben la 
sentencia de fs. 115, hayan calificado de impuesto el que se cobra 
ahora al Ferrocarril Central Argentino, y la de que la ley orgá- 
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nica de municipalidades de la provincia de Buenos Aires"!e* dé 
el mismo calificativo, no hacen del sub judies un caso nuevo, 
que se presente en condiciones distintas de los resueltos ante- 
riormente. 

Que los conceptos "una contribución única" de 3 o|o, se re- 
firieron, según lo que precede, a los venda de ros impuestos, tri- 
butos o cargas públicas sancionados para hacer frente a los gas- 
tos generales de la administración. 

Que debiendo suponerse que las comisiones parlamentarias 
estudian minuciosa y detenidamente, en su fondo y forma, los 
asuntos que despachan, sus informes orales o escritos tienen más 
valor que los debates en general del Congreso o las opiniones in- 
dividuales de los legisladores (Fallos, tomo 77 pág. 319; 141 
U. S. 268; 166 U. S. 2(jo) y constituyen una fuente legitima de 
interpretación. (Fallos, tomo 33 pág. 228; tomo 100, págs. 51 y 
337; tomo 114 pág. 298; tomo 115 pág. 186; Sutherlanrf y Lewis 
Statutes and Statutory Construction, párrafo 470, segunda edi- 
ción 1904 y numerosos fallos allí citados, entre ellos 143 L". S. 
457 y 192 U. S. 470)- 

Que el art. 19 de la ley 5315 permitió a las empresas exis- 
tentes en 1907 acogerse a los beneficios de su art. 8." y al discu- 
tirse el primero, uno de los señores diputados expuso: "Yo de- 
icaria saber qué es lo que se entiende por impuestos municipa- 
les ; si han de ser comprendidos también todos los servicios pú- 
blicos, si el servicio de alumbrado, afirmado, gas, aguas corrien- 
tes lo han de pagar las empresas dentro de los municipios. Y 
hago la observación porque hay un antecedente jurídico reciente. 
Puesto el caso a la resolución de la Corte, ha considerado que 
el servicio de afirmado es un impuesto y que las empresas que 
c-ii'tn exoneradas de impuestos, no están obligadas a pagarlo. Yo 
desearía que la comisión hiciera una aclaración con respecto a la 
interpretación que debe dar.e al sancionar la ley, si por exone- 
ración de impuestos municipales debe entenderse la exoneración 
de los impuestos generales solamente, o si debe entenderse tam- 
bién todos los senecios públicos, como salubridad, afirmados, 
aguas corrientes, etc., que las compañías se resisten a pagar"; y 
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el miembro informante, sin hacer observación alguna acerca de 
la oport unidad de la aclaración solicitada, como se ha hecho des- 
pues fuera de la Cámara de Diputados con olvido de lo pros- 
cripto en el art. 89 de su Reglamento <Fallos, tomo 115, página 
174). y SÍh manifestar que se aceptaba la doctrina del fallo alu- 
dido (tomo 104, pág. 96) -como hubiera sido lo natural si la mi 
va ley quería conceder en 1907 las mismas liberalidades que 
acordó la ley número 33 de 23 de Mayo de 1863 o sea de cua- 
renta y cuatro años antes, a! primer ferrocarril nacional que iba 
a construirse, contestó: "Por la propia manifestación del señor 
diputado impugnante, se puede fácilmente colegir la contcsta- 
ciófl que necesariamente tendrá que darle la comisión. El ha ha- 
blado de servicios y de impuestos. I«os antecedentes administra- 
tivos e interpretativos de la Constitución establecen lo q 
servicio y lo que es un impuesto: el impuesto tiene un carácter 
general, mientras que el servicio tiene un carácter particular: lo 
paga el que lo recibe. El impuesto es general y lo paga todo 
aquél que recibe o no sus benef icios. Por consiguiente, lo que se 
ha consignado en este articulo son los impuestos de la Constitu- 
ción, aquellos que tienen que ser pagados por todos y también 
por los ferrocarriles, si no fuesen exonerados por ley. De ahí 
entonces que los servicios de carácter comunal que beneficiasen 
a los ferrocarriles, |x>r lo mismo que tienen un carácter parti- 
cular, los ferrocarriles particulares tendrán que abonarlo*" 
(Diario de Sesiones de la Cámara de Diputados 1907, tomo I» 
pág. 1209 y siguiente). 

Que de las palabras transcriptas se desprende que el paga 
de afirmados debía conceptuarse la retribución de un servició, 
desde que aquél, como el le alumbrado, barrido, aguas corrientes 
y cloacas, no se exige general e indistintamente a todos los habi- 
tantes de un municipio por el hecho de serlo o de poseer pro- 
piedades en él. tengan o no afirmados y luz en el frente de sus \ 
fincas, estén o no provistos de agua corriente en las mismas y 
de cloacas, sino a los que reciban tales servicios. 

Que, por otra parte, los conceptos impuestos de la Consti- 
tución" o sea los previstos en sus artículos 4, 67 incisos l.° y zl% 
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no han podido ser empleados en la aclaración con otro propósito 
que el de acentuar el carácter de generales en los exceptuados, 
excluyendo los locales preindicados, a que quedaban, en su con- 
secuencia, sujetos los ferrocarriles. 

Que la propia inteligencia ha sido atribuida antes de ahora 
por otros tribunales a los términos en que se expresó el miembro 
informante que se transcribieron antes; y en estos mismos autos 
uno de los señores vocales cuyas opiniones fueron favorables a 
la defensa del ferrocarril Central Argentino, dice: "En la espe- 
cie sub judice no hay razón para tomar la frase del señor dipu 
tado Caries a que se hace referencia, como una expresión inequí- 
voca de la voluntad del cuerpo legislativo toda vez que tal mani- 
festación hállase enervada o contradicha jx>r las vertidas en el 
Honorable Senado por el doctor Maciá también en carácter de 
miembro informante al referirse en esta Cámara al alcance del 
susodicho art. 8."" ffs. 120 vta. y 121 ). 

Que a fs. 34 del alegato del Central Argentino se han citado 
asimismo estas opiniones del señor senador doctor Maciá: "Como 
la Suprema Corte invocaba y el señor senador ])or la capital re- 
cordaba las palabras «le los miembros informantes, como un ele- 
mento de interpretación auxiliar, conviene recordar que, al ha- 
cerlo, se olvidó un hecho notorio y "es que las declaraciones del 
miembro informante ante el senado, tan miembro informante 
como el de la Cámara de Diputados, y las palabras que aquél 
pronunciara informando en aquélla cámara, establecían una 
contradicción, que si las palabras de los miembros informantes 
son criterio de interpretación, establecían el hecho de que había - 
dos fuentes de interpretación, contradictorias, distintas, pero ñ 
el uno más conforme con el texto ele la ley que la otra *. < Diario 
del Honorable Senado, 1913, tomo II, pág. 825). 

Que si los informes aludidos son contradictorios, es i:, -ite- 
nible a todas luces la afirmación de que la ley es clara o haja 
exceptuado inequívocamente o con claridad resplandeciente como 
se dice a fs. 1 if», a los ferrocarriles del pago de los servicios mu- 
nicipales: v por lo mismo no habría razón para alterar la juri - 
prudencia a su respecto, dado qué cu la duda, no hay otra inter- 
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prefación posible que la restrictiva. (Fallos, tomo 113, pág. 165; 
tomo 116, pág. 260; tomo 1 18, pág. 411 ; Cooley On Taxation, 
tercera edición, página 357; Judson id, párrafo 43 y otros; Gray 
Limitations of taxing power, etc., número 1321). 

Que no es decisivo el argumento de que la ley 5315, interpre- 
tada como lo ha sido, haya venido a dejar a los ferrocarriles en 
situación menos favorable que la que tenían por las leyes res- 
pectivas de su concesión, pues hay que tener en cuenta la fecha 
de éstas; pudiendo además observarse, en lo que concierne espe- 
cialmente a la empresa apelante lo que dijo el diputado Mitre, 
iniciador de la primera : "El ferrocarril Central Argentino ha te- 
nido exoneración de derechos por cuarenta anos. Fué uno de 
los ferrocarriles originales, el primero que se hizo fuera de la 
provincia de I Sueños Aires, de Córdoba al Rosario un vinculo 
de unión que estrechó los lazos de la nacionalidad. Tuvo todas 
las exoneraciones de que el Congreso hizo objeto a las concesio- 
nes ferroviarias de esa ¿poca. I«os cuarenta años han transcurri- 
do y el ferrocarril actualmente paga derechos de Aduana". (Dia- 
rio de Sesiones citado, pág. 681, y siguiente). 

Que el impuesto del 3 ojo es para la construcción o mante- 
nimiento de puentes y caminos ordinarios de los municipios y 
departamentos, no para calles, su pavimentación, limpieza y 
alumbrado; siendo así indudable que no excluye el pago de ser- 
vicios municipales por los últimos conceptos, ni se opone a él. 

Qüé la objeción consistente en que la demandada no recibe 
beneficio alguno del adoquinado, se basa en apreciaciones de 
hecho, ajenas al presente recurso extraordinario. (Fallos, tomo 
102, pág. 379 y otros), a que se agrega que el buen estado de las 
talles inmediatas a las estaciones facilita naturalmente el acce- 
so a éstas y contribuye a la seguridad y aumento del tráfico. 

Que en otro orden de ideas, el cobro de afirmados no se 
justifica exclusiva o principalmente por el mayor valor que ad- 
quieren las fincas y la mayor renta que son susceptibles de dar, 
de tal suerte que no teniendo los ferrocarriles sus estaciones para 
especular con ellas, revendiéndolas o para alquilarlas, no deben 
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Que la autoridad que ordena los afirmados, aún contra la 
voluntad de los propietarios, tiene en vista necesidades de orden 
público, y al hacerlo ejercita facultades análogas a las que sirven 
de fundamento a otras restricciones del dominio privado, regidas 
por el derecho administrativo, y más directamente relacionadas 
con la higiene de los municipios, como el uso de aguas de buena 
calidad y de cloacas. 

Que e! desembolso que requieren las mejoras referidas ha 
podido imponerse en su totalidad o en su mayor parte sobre los 
mas directamente beneficiados (Fallos, tomo 102, pág. 379 cita- 
da: tomo 100. pág. 5) y toda excepción a! respecto debe ser ex- 
presa y categórica, de acuerdo con e: art. 16 de la Constitución 
Nacional, la doctrina y la jurisprudencia. 

Que la ley 3896 (art. 8.") dispone que los ferrocarriles de 
propiedad de la Xación estuvieran exentos de todo impuesto, con 
excepción de aquellos qué respondieran a servicios municipales, 
sin hacer distinciones» y esta disposición legal fué incorporada 
a la ley número 6757. 

Que al dictar las dos leyes referidas, el Honorable Congre- 
so, antes y después de la sanción de la ley 5315 ; ha entendido asi 
que el pago de servicios municipales en general no afectaba las 
altas prerrogativas de la Xación dentro del territorio de las pro- 
vincias ni impedía el desenvolvimiento de las lineas férreas de 
propiedad nacional, en cuya estabilidad y desarrollo no podia te- 
ner menos solicitud que en la marcha próspera de las particu- 
rcs. 

Que en tal concepto, no se comprende que se haya querido 
colocar los ferrocarriles de la Xación en condiciones inferiores 
a las de las empresas partiularcs; >in que valga observar que en 
la contribución del 3 o|o del producto liquido de sus lincas que 
pagan los últimos están ya comprendidos los servicios muncipa- 
les, -toda vez quft, además de lo dicho antes, el mismo gravamen 
1 3o¡o y con igual destino, existe para los primeros. (Art. 11, 
ley 6757. ■ 

Por estos fundamentos, s e confirma la sentencia apelada, 
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con costas. Notifíqucse con el original y devuélvase, debiendo 
reponerle los cellos ante el inferior. 

A. P.krmkjo. — Nicanor 0. del 
Solar. — M. I». Daract. — 

D. E. Palacio. 




CAUSA XXX 



Don Juan Ovando contra la Provincia de Mendoza, sabré reivin- 
dicación. Incidente sobre caducidad de instancia 

Sumario: Terminada !a instancia de conformidad dé partes, no 
puede haber caducidad qué declarar. 

Caso: Lo explica el siguiente: 



RESOLUCION DE l.A SUPREMA CORTE 

Buenos Aires. Marzo 23 de IM5. 

Y vistos: el incidente promovido a fs. 151 sobre revocato- 
ria de la providencia de fs. 150 y declaratoria de caducidad de 
la instancia. 

Y considerando: 

Que el juicio de reivindicación promovido ante esta Corte 
I>or don Juan Ovando contra la provincia de Mendoza, quedó 
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terminado con el convenio de fs. 115 a 125 en que ambas partes 
de común acuerdo lo sometieron a la decisión de un arbitro, co- 
mo se hizo constar en el auto corriente a fs. 126 en que se dispu- 
so lo siguiente: "De conformidad <Ie partes luisc por terminada 
la instancia y remítanse los autos al juzgado federa! a cargo del 
doctor Urdinarrain a los efectos solicitados". 

Que no habiendo instancia alguna pendiente ante esta Corte 
no puede existir caducidad que declarar. 

Que las interioridades del arbitraje llevado ante el juagado 
federal son extrañas a esta Corte que Sólo ha intervenido con 
posterioridad al auto transcripto de fs. 126 para regular trabajos 
ante ella practicados, limitándose en la providencia reclamada 
de fs. 150 a devolver el expediente al juzgado de su procedencia 
"a los efectos a que hubiere lugar". 

Por estos fundamentos no se hace lugar co:i costas a la re- 
vocatoria y declaración de caducidad solicitadas y estése a lo 
proveído a fs. 150. Repóngase el papel. 

A. Hkr.mk.io. — Nicanor G. Bfifc 
Solar. — M. P. I}aract. — 
D. F.. Palacio. 



CAUSA XXXI 



Don Antonio Petuffo, en autos con don Emilio Bchüsü. Recurso 
de hecho por retardo de justicia 

Sumario; La Corte Suprema no puede conocer de los recursos 
por retardo o denegación de justicia sino en los casos a qüe 
se refieren los artículos 3 y 4 de la ley 4055. 
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Caso : Don Amonio Pelúffo se presentó a la Corte Suprema in- 
terponiendo el recurso de retardada justicia contra la Cá- 
mara Federa! del Paraná, manifestando qué a pesar de ha- 
ber pedido despacho en distintas oportunidades y por diver- 
sos escritos, llamando la atención sobre el retardo en (pie se 
encontraba este asunto, dicho tribunal no ha dictado senten- 
cia definitiva, no obstante haber llamado autos para ese 
objeto en el mes ( | c Marzo .le 1912. 



RESOLUCION DK tu\ CORTÉ SUPREMA 

Bueno» Alte 8. Mane 23 de 1915. 

Vistos y considerando: que con arreglo a lo dispuesto en el 
art. 5." de la ley número 4055 esta Corte "conocerá igualmente 
de los recursos (pie se promovieran jK>r retardo o denegación de 
justicia. en los casos a que se refieren los artículos anteriores: 

One esos casos son susceptible, de una tercera instancia, 
entre los que no se encuentra el de que se trata. 

Por ello y lo resuelto en casos análogos ( Fallos, tomo 100. 
pag. 46; tomo 117 \otas primera y segunda) no ha lu«ar a la 
queja qué se deduce y repuesto el papel archívese. 



A. IÍKRMKJO. — XlCAXOR C. HEL 

SotAR. — M. 1'. Daract. — 
D -E. Palacio. 
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CAUSA XXXII 



Fernando Faussai y Andrés Hach, en h causa criminal que se 
les süfite por infracción a la ley número 0,143. Recurso de 
hecho. 

Sumario: La interpretación y aplicación de los artículos 2 y si- 
guientes de la ley <>M3. «" autorizan el recurso previsto étt 
e! art. 14 de la ley 48. 

Caso : El defensor de los procesados Andrés Bách y Femando 
Paussat, se presentó a la Corte Suprema interponiendo re- 
curso <K* liechu |x»r haberle negado la Cámara de Apelacio- 
nes en lo Criminal de la Capital el de apelación que dedujo 
contra sentencia dictada |>or la misma, en la causa seguida 
a sus defendidos sobre infracción a la ley 9143. 

Fundaba su apelación en el art. 22, inciso 3.", del Código 
de Procedimientos en lo Criminal (pie autoriza dicho recur- 
so cuando "la inteligencia de alguna cláusula de una ley del 
Congreso fuera cuestionada y la decisión sea contra la vali- 
dez del privilegio o exención que se funda en lidia cláu- 
sula." 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Vistos y considerando; 

Que el presente recurso se funda en la inteligencia dada al 
art. 3." de la ley número 9143. 

Q«e con arreglo a lo dispuesto en la minina (art. <>") los ar- 
ticulo- j y siguientes quedan incorporados al Código Penal, cuya 
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interpretación y aplicación hó i>tiedé autorizar el recurso previsto 
en el art. i 4 dé la ley mimen, 48 >egún lo di*pue<lo en el art. 15 
de ésta. 

Por no se hace lugar a la queja que se deduce v ar- 
chívele. 

A. BkKMKJO. — XlCAXOR C IT!. 

Solar, — XI, p. Daract. — 
P. E. Palacio. 



CAUSA XXXIí! 



Don Pascual Búiotchmh contra h,s ¿mores Audissio Hermanos. 
fM cobro ejecutivo de tesos. Recurso de hecho 

Sumario: I.a Corle Suprema no conoce de los recursos por re- 
tardo o denegación de justicia dé la* Cámaras Fedérale . 
sino en los caso, susceptibles de una tercera infancia. 

Caso: Don Pasciial Maiocehmi se pre-entó a la Corte Suprema, 
interponiendo recurso ¡>or retarda-la justicia contra la Cá- 
mara Federal de Apelaciones de U Fíala, manifestando: 
f|ue a pesar de haber solicitado rei>etidas veces el pronto 
despacho de la presente c ausa, dicho tribunal no ha pronun- 
ciado >u fallo, no obstante haberla recibido en apelación c! 
31 de Octubre de 1913, 
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Buenos Aires, Marzo 23 do 1915. 

Vistos y considerando: 

Que con arreglo a lo dispuesto en e! art. 5." de la ley número 
4055 esta Corte "conocerá igualmente de las recursos que se 
promovieran por retardo o denegación de justicia, en !os casos a 
que Be refieren los artículos anteriores". 

Que esos casos son los susceptibles de una tercera instancia, 
entre los que no se encuentra el de que se trata. 

Por ello, de conformidad con lo expuesto v pedido por el 
señor Procurador General, y lo resuelto en casos análogos (Ta- 
llos, lomo 100 pág. 46; tomo 1 17, Notas primera y segunda) no 
ha lugar a la queja qué se deduce y repuesto el papel archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G, i*:l 

Solar. _ Sí. P. Dakact. — 
D. F.. Palacio. 



CAUSA XXXIV 



Don Javier I 'elázqucc contra el Gobierno Nacional, sobre 

escrituración 

Sumarió*. La ley de ozonización de 19 de Octubre de 1876 no 
requiere que los certificados <l e hal>er el comprador de tie- 
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rra pública cumplido con las obligaciones que imponen los 
artículos 89 y 92 de la misma, de poblarla y cercarla en el 
termino de un año, sean expedidos por los inspectores de la 
Oficina de Tierras y Colonias, pudiendo serlo válidamente 
IK»r el comisario o comisionado nacional, de acuerdo con el 
art. 118 de la referida ley. 

2." El comprador de tierra pública que durante más de 
veinte años ]x>see la cosa y ejerce sobre ella actos de domi- 
nio, adquiere la propiedad de la misma y tiene derecho a 
exigir su escrituración; sin que pueda aligarse por el Go- 
bierno Xacional que aquel ha perdido c se derecho |>or el 
transcurso de ese tiempo sin exigirlo. 

3. Xo desconocido por el Gobierno Xacional la entrega 
de la tierra y el pago de su precio, las contribuciones exigi- 
das al comprador en concepto de propietario y ¡>oseedor de 
aquéllas o la aceptación del pago de ellas, importan, renun- 
cia por parte del primero al derecho adquirido de 
turar. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA OKI. .1 t*EZ FEDERA!. 

Bueno» Aires, julio 29 de 1914 

\ vistos: Estos autos seguidos por don Javier Vel&quez 
contra el Gobierno Xacional. por escrituración, dé cuyo estudio 
resulta : 

Que a fs. 3 se presenta ante este juzgado el doctor Alberto 
M. Fonróúgé en representación de don jWier Velázquez. dedu- 
ciendo demanda contra el Gobierno de la Xación por escritura- 
ción, para que en su oportunidad >c le condene con más las co - 
tas del juicio. 

Manifiesta en su demanda, (pie de acuerdo con la ley de 
tierras y e I decreto respectivo, m mandante solicitó y obtuvo la 
concesión de la quinta número 36 de la Colonia Resistencia. 
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otorgándosele el correspondiente titulo provisorio, pagando ínte- 
gramente el precio de venta y cumpliendo además con las otras 
obligaciones que le imponía la concesión y que se determinan en 
la ley y decretos ya invocados. 

Que puesto en posesión de la quima, ejerció toda clase de 
actos de dominio, como ser: los de enajenar, rcadquirir v hasta 
el de 'hipotecarla, de modo que el dominio ha sido adquirido en 
plena forma. 

(Juc d único derecho que su maridante no ejerció, fué c) de 
solicitar la escrituración definitiva, sin que ello signifique la pér- 
dida de ninguno de los derechos que la concesión le otorgaba, 
puesto que lio habla ley que s c lo ordenara, ni cláusula alguna ll 
respecto en el contrato, y que si dejó de solicitar la escrituración, 
fué porque era costosísima en relación al valor del terreno. 

Que cuando se presentó su mandante al Gobierno solicitan- 
do la escrituración de la quinta conjuntamente con el sedar A, 
manzana 89, se le negó el derecho a escriturar, alegándose en el 
decreto re*pectivo, que su representado tío había cercado como 
se lo imponía la concesión, por lo que se la declaraba caduca. 

Que este decreto motivó el pérfido de revisión, fundado en 
que del mismo expediente resultaba (pie el terreno había estado 
cercado, y sin embargo el Poder Ejecutivo no hizo lugar a la pe- 
tición. ¡M>r cuanto no se había incurrido en error de hecho en el 
referido decreto, a pesar de no desconocerle su derecho. 

(Juc de todo lo relatado resulta que su mandante, a pesar de 
haber cumplido con las obligaciones que le imponía la concesión, 
quí s c ve privado d e la suya, por lo (pie de acuerdo con el dere- 
cho que Ic asigna la concesión y con el art. 1201 de! Código Civil, 
se encuentra en condiciones de exigir del Poder Ejecutivo que 
cumpla cpn la obligación que le ini|x>ne el contrato. 

Declarada la competencia del juzgado y corrido c! traslado 
de la demanda, t$ evacuada por el señor procurador fiscal en re- 
presentación de la parte demandada, diciendo : 

Oue a fs. 4 del expediente administrativo, letra V, número 
5473. agregado a estos autos consta e! boleto a titulo provisorio, 
por e! cual sc le concedió en venta al actor la quinta número 36 
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ya mencionada* bajo las condiciones expresas de poblarla v cer- 
carla en el término de un año, no pudiendo el comprador obtener 
el titulo definitivo de propiedad ni ceder los derechos del boleto, 
hasta que constatase haber cumplido con !as obligaciones im- 
puestas, por medio de un certificado expedido por el comisario 
de la colonia. 

Que el Poder Kjecutivo Nacional, por decreto de fecha 4 
de Julio de 1907, dejó caduca la concesión, p or no haberse cum- 
plido con las condiciones determinadas en la ley nacional del 6 
de Octubre de 1876, consignadas en el título provisorio y no ha- 
ciendo lugar al pedirlo de reconsideración por decreto de fecha 
15 de línero, de 1908, en virtud del informe del jefe de la Ofici- 
na de Tierras y Colonias de no haber cumplido el actor con las 
obligaciones de la ley, siendo la anotación practicada en el ln>Ieto 
pord inspector señor Kladio Mores de ningún valor, por no es- 
tar autorizado para certificar tales actos. 

Que el actor carece absolutamente de derecho para exigir 
del Gobierno Nacional la escrituración solicitada en la demanda, 
en primer lugar, por no tener el certificado del comisario de la 
Colonia, í|ue baga constar que cumplió con las obligaciones de 
poblar y cercar en el término de un año; y en segundo lugar, 
|x>rque. aún suponiendo que lo hubiera hecho dentro del plazo 
convenido, la escrituración debió exigirse después de vencido el 
año, estando actualmente proscripta la obligación personal de es- 
criturar, |>or haber transcurrido desde esa fecha hasta la de la 
'presentación de la demanda veintiún años seis meses. Art. 4023, 
Código Civil. 

Pide en definitiva que se rechace la demanda con costas. 

Abierta la causa a prueba se produce la que informa el cer- 
tificado del actuario corriente a fs. 46 vta., y habiendo alegado 
las partes sobre su mérito se corre traslado de la excepción de 
prescripción, opuesta en la contestación a la demanda y alegato 
de fs. 49. quedando estos autos en estado de sentencia. 

V considerando: 
Qúe atentos los términos como ha sido contestada la de- 
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manda a fs. 9 y de acuerdo eon lo manifestado en el alegato a 
fs. 47, sostiene el representante del Gobierno que el documento 
que corre agregado a fs. 4, carece de valor ¡x>r no haber estado 
autorizarlo el inspector Eladio Flores para certificar tales actos, 
que el actor no cumplió con las obligaciones de poblar y cercar 
la quinta, cuya escrituración reclama, y agrega que aún en el 
caso de justificar en forma legal el cumplimiento de las condi- 
ciones de venta, opone la prescripción por lial>er transcurrido 
de-de la fecha en que empezó a correr la obligación de escriturar 
por parte del Gobierno, hasta la de la presentación de la deman- 
da veintiún año y seis meses, fs. 47 vta. 

Que en su virtud, corresponde resolver primeramente la va- 
lidez o nulidad del documento objetado, desde que si fuera cierto 
que no tiene valor alguno, desaparecería la causa de la obligación 
que origina esta demanda, no habiendo objeto en pronunciarse 
sobre la prescripción, y, jx>r el contrario, m resultare ser válido, 
recién entonces serla el c^so de analizar la excepción deducida, 
como lo manifiesta el demandado en el alegato de fs. 47. 

Que del estudio de la prueba producida en este juicio como 
de los antecedentes que suministra e! expediente administrativo 
agregado, número 5106, letra \\ >e constatan los siguientes 
hechos : 

t." Que el documento que corre a fs. 4 de] expediente nú- 
mero 5106, letra Y, reviste todas las formas externas de un cer- 
tificado válido, otorgado a favor de don Javier Yelázqucz por el 
comisionado don Kladio Flores, el 20 de Febrero de 1885, con 
los sellos que se emplean en tales circunstancias. 

2.° Que si bien el señor fiscal ha manifestado en su escrito 
de fs. 10, que la anotación efectuada en el boleto ]>»»r el inspector 
Eladio Flores es de ningún valor j>or no estar autorizado para 
certificar tales actos, debe observarse que en el curso de la prue- 
ba no ha tratado en forma alguna ele desvirtuar las apariencias 
de legitimidad que revela el referido documentó, y que, por el 
contrario, ha reconocido implícitamente la veracidad de un do- 
cumento análogo que corre a fs. 5 del expediente numen» 8220, 
letra Y, que >e refiere al solar A. de la manzana número 89 y 
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que lleva la misma redacción, los mismo» sellos, la misma fecha 
y la misma firma. 

3- ° Que el Superior Gobierno no ha tenido inconveniente 
tampoco para otorgar la escritura pública .olicitada por don Ja- 
vier Velázquez del solar A, número 89, con una extensión de dos 
mil quinientos metros cuadrados, según consta a fs. 3 del expe- 
diente número 6828, letra T, a pesar de que el certificado provi- 
sorio acompañado a fs. 3 del expediente número 8220, letra V, 
hubiera sido extendido en la misma fecha del objetado en este 
juicio. Febrero 20 de 1885, y se hallase firmado por el mismo 
comisionado Eladio Flores, accediendo en un todo a lo solicitado 
por el actor en su escrito de fs. 1 del referido expediente y or- 
denando se extendiera la respectiva escritura pública, egún 
consta del certificado del Escribano Mayor del Gobierno, a fojas 
3 vta. del mismo. 

4- ° Que en presencia de tales antecedentes, que no ha pre- 
tendido desvirtuar en lo más mínimo el señor fiscal, y reconoci- 
da, en consecuencia, por el Superior Gobierno la legitimidad del 
certificado agregado en el expediente número 8220, letra V, que 
como queda dicho, es idéntico al certificado que origina esta de- 
manda, corresponde declarar la legitimidad del mismo, recono- 
ciéndole su verdadero carácter de certificado provisorio que exi- 
ge la ley respectiva. 

5- ° Que respecto a que el actor carezca de derechos para exi- 
gir del Gobierno Nacional la escrituración r clamada por no ha- 
berse cumplido con las obligaciones de la ley, debe tenerse pre- 
sente que en el referido certificado a fs. 4. el comisionado Ela- 
dio Flores certifica que don Javier Velázquez ha cumplido con 
los artículos 89 y 92 de la ley de colonización, esto es, de haber 
poblado y cercado en el término de un año la quinta número 36, 
ubicada en la Colonia Resistencia. 

Que esto mismo resulta confirmado en las declaraciones 
prestadas por los testigos Carlos Coni, a fs. 24 vta.; Antonio 
Zampano, a fs. 27 vta.; Agustín Andriani, a fs. 28 vta. ; Enrique 
Lestani, a fs. 29; Amonio Atielto, a fs. 30; Luis Vahissi, a fs. 30 
vuelta; Francisco Willi, a fs. 31, y Atilio Porta f a fs. 32, quienes 
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contestando al interrogatorio de fs. 22, manifiestan que son pro- 
pietarios de tierras ubicadas en Resistencia v adquiridas por 
concesión de! Gobierno Nacional y .cuyas escrituras se hicieron 
con los conformes del inspector Eladio Flores, como también 
que la quinta número 36 de Javier Velázquez fué cercada y cons- 
truida la casa con un pozo de balde, la cual fué siempre ocupada 
por Velázquez o por sus inquilinos. 

7° Que del examen de la primera escritura pública otorgada 
por don Javier Velázquez, e! 28 de Diciembre de 1887, y que co- 
rre a fs, 7, del expediente número 5106. letra V. resulta que el 
escribano público del pueblo de Resistencia hace constar que Ve- 
lázquez era propietario del solar letra A. manzana 89, v de la 
quinta numero 36. y que ambos terrenos están poblados' y cer- 
cados de acuerdo con lo establecido en el art. 92 de !a lev de co- 
lonización y que los hubo por compra del Exento. Gobierno Na- 
cional, según consta de los títulos provisorios que transoribe a 
continuación, y que son los mismos certificados a que se ha hecha 
referencia anteriormente y que corre a fs. 4 de! expediente nú- 
mero 5106 y a fs, 2 del número 8220. otorgados ambos por el 
comisionado nacional don Eladio Flores el 20 de Febrero de 1885. 

8 o Que análogas transcripciones contienen las escrituras 
que corren agregadas a fs. 12, 13, ,4 y ,5, qne no hacen más 
que corroborar plenamente la legitimidad de los certificados 
acompañados, como también que don F.ladio Flores estaba facul- 
tado para extenderlos y que los lotes de la referencia se hallaban 
cercados y poblados con arreglo a las prescripciones legales, de 
acuerdo con las declaraciones de los testigos, pues no cabe supo- 
ner que los escribanos que extendieron las respectivas escrituras 
aeeptaran como legítimos, certificados que no tenían valor algu- 
no y autorizaran actos que no fueran la expresión fiel de la 
verdad. 

Que de lo expuesto resulta inadmisible la tesis sustentad* 
por el señor fiscal, fundado en c! informe del jefe de la Oficina 
de Tierras y Colonias a fs. 29 al afirmar que el señor Velázquc* 
00 había dado cumplimiento a sus obligaciones y que la anota- 
cion practicada en el boleto por el inspector Eladio Flores era de 
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ningún valor, pues, no estaba autorizado para certificar tales 
actos, quedando desvirtuado en absoluto atentas las considera- 
ciones hechas al respecto en números anteriores, y, por lo tanto, 
corresponde declarar que clon Javier Velázquez cumplió con to- 
das ias obligaciones que exige ¡a ley de colonización de 6 de O:- 
tubre de 1876 para adquirir la quinta número 36, pagando el va- 
lor del terreno y en cuya virtud se le otorgó el certificado provi- 
sorio de fs. 4. 

Comprobado como queda el cumplimiento de las obligacio- 
nes exigidas en los artículos 89 y 92 de la ley citada, corresponde 
examinar si procede la prescripción deducida a mérito de haber 
transcurrido el plazo de veintiún años sin otorgarse la respectiva 
escritura. 

Que el art. 93 de la ley de colonización del 6 de Octubre de 
1876 establece que e! titulo definitivo de propiedad se otorgará a 
cada poblador después de haber llenado los requisitos exigidos 
por los artículos 89. 90 y 92, y que la falta de cumplimiento de 
tales requisitos en los términos fijados, anulará el boleto provi- 
sorio y los lotes volverán al dominio nacional, resultando así, que 
I*>r imperio mismo de la ley, una vez cumplidas las obligaciones 
impuestas a los concesionarios, los lotes no podrán volver al do- 
minio del Estado, precepto que contraria el Superior Gobierno 
en e! presente caso, pretendiendo crear una nueva causa de res- 
cisión, fundándose para ello en que se ha operado la prescripción 
para otorgar la escritura pública. 

Que constando por el certificado del comisionado Eladio 
Flores y de las pruebas producidas, que don Javier Velázquez ha 
cumpüdo con las prescripciones de los artículos 89 y 92, cercando 
poblando y pagando el precio, es evidente el derecho que asiste 
al actor para exigir se le extienda la respectiva escritura pública 
de acuerdo con lo dispuesto en el art. 1201 del Código Civil, sin 
que e! Superior Gobierno pueda excepcionarse con que la pres- 
cripción s e ha producido por haber transcurrido veintiún años 
desde aquella fecha, pues ha quedado evidenciado, que durante 
ese tiempo don Javier Velázquez ha poserdo la referida quinta, 
ha otorgado escrituras de venta, ha pagado contribuciones de la 
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misma, ha ejercido actos de verdadero dominio, sin que el Go- 
bierno haya interrumpido en forma alguna la posesión legítima y 
tranquila del actor. 

Que el primer acto de oposición efectuado por el Gobierno, 
y que revela en forma indubitable el desconocimiento de los de- 
rechos de Velázquez, arranca del decreto de caducidad dado el 
4 de Julio de 1907, siendo desde esta fecha que debe empezarse 
a contar la prescripción, la cual no ha podido operarse teniendo 
en cuenta que esta demanda fué iniciada e: 20 de Agosto de 
1910, según consta a fs. 5. 

Que aún en el mejor de los supuestos, en que pudiera correr 
la prescripción deducida por el señor fiscal, resultaría, como lo 
observa el alegato del actor a f>. 54, que éste habría adquirido la 
referida quinta por prescripción, a mérito de haberla poseído con 
justo titulo y buena fe desde el 20 de Febrero de 1885, y sin su- 
frir interrupción alguna y en virtud de lo dispuesto en los artícu- 
los 3984 y 3999 del Código Civil. 

Que de acuerdo con lo establecido en el certificado proviso- 
rio de la referencia, idéntico al reconocido como legitimo a fs. 3 
del expediente número 8220, letra V, resulta que para el fiel 
cumplimiento de la ley deberá abonar el comprador a la Oficina 
Central de Tierras y Colonias el importe de la venta a fin de que 
pueda procedersc a extender el titulo definitivo de propiedad. 

Que habiendo sido pagado el valor del terreno según consta 
en el certificado respectivo y en mérito de la disposición trans- 
cripta que es ley para ambas partes, se podrá extender, dice, el 
título definitivo de propiedad, !o cual indica que no es una obli- 
gación imperiosa ni tampoco necesaria para terminar la opera- 
ción, desde que el contrato de compraventa ha quedado perfec- 
cionado, con la entrega de Ir. cosa, el pago del precio y el otor- 
gamiento del certificado provisorio, no pudiendo, en consecuen- 
cia, afirmarse que el hecho de no haberse extendido la escritura 
pública, afecte en lo más mínimo los derechos adquiridos de 
acuerdo con las prescripciones de la ley. 

Que esta misma interpretación se armoniza con la resolu- 
ción dada por el Superior Gobierno a los expedientes adminis- 
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trativos números 8220 y 6828 en los cuales se constata que aquel 
no ha opuesto la prescripción al certificado de fs. 3 referente al 
salar A, manzana 89, y ha otorgado la escritura pública solici- 
tada sin haber conceptuado en forma alguna que podría excep- 
cional*? con la prescripción, a pesar de que la fecha del referido 
certificado sea la misma, del que origina este juicio, esto es, de 
Febrero 20 de 1885, y que en consecuencia se haya extendido 
escritura pública, veintiún años después, según consta a fs. 3, ex- 
pediente T número 6828. 

<Jue no pudiendo admitirse legalmente resoluciones tan 
contradictorias, emanadas de documentos idénticos en las fechas, 
sitios, objetivo y firma de los mismos, siendo inadmisible que se 
consagren en la práctica hechos de esta naturaleza que afectarían 
conceptos primordiales de equidad, forzoso es reconocer la legi- 
timidad de! derecho reclamado por el actor v que origina este 
litigio. 

Por estos fundamentos fallo, haciendo lugar a la demanda 
entablada, rechazando la excepción de prescripción opuesta por 
el demandado y declarando que el Gobierno de la Xación debe 
escriturar a favor de don Javier Yelázqucz la quinta número 
treinta y seis de Colonia Resistencia, con las costas de este juicio. 
! y repónganse las fojas. 

Manuel B. de Amhorena. 




SENTEXCIA tm LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

Bu*» Alrtt. Novlcnbrt » dt »14. 

Vistos y considerando: 

i.° Que en el juicio que por escrituración de un terreno 
sigue el señor Javier Velázquez contra el Poder Ejecutivo de 1» 
Nación, venido en apelación, el señor Procurador Fiscal, impug- 
nando la sentencia de fs. 70, sostiene que el actor no cumplió 
con las condiciones que le impuso el boleto de compraventa, y 
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que se halla, por otra parte, por haber pasado más de diez años, 
prescripto «1 derecho para pedir escritura. 

2.° Que debe establecerse que el señor Eladio Flores comi- 
sionado nacional para hacer las concesiones de los terrenos pre- 
parados para la venta en la Colonia Resistencia, otorgó en tal 
carácter, al actor, el designado con el número 36, en 20 de Fe- 
brero de 1885, certificando después, en 16 de Enero de 1886, 
que el comprador había cumplido con los artículos 89 y 92 de la 
ley de colonización de 19 de Octubre de 1876, por haber poblado 
y cercado el terreno. 

3-° Que la objeción hecha a la validez de ese certificado, por 
no emanar de un inspector de la Oficina de Tierras y Colonias, 
carece de fundamento legal, porque la ley no requiere que estos 
inspectores expidan dichos certificados y porque, según el artícu- 
lo 1 18 de la ley de colonización el comisario o comisionado de Ii 
Colonia representa en ella la autoridad nacional, distribuye los 
lotes y firma la estadística, atribuciones que implican la de cer- 
tificar el cumplimiento de las obligaciones impuestas por la ley 
a los colonos, fuera de que el mismo boleto provisorio otorgado 
a Velázquez determinó que la comprobación de la población / 
cercado se hiciera por certificado expedido por e! comisario do 
la colonia. 

Que, además, la declaración del comisionado Flores está co- 
rroborada por el informe de! inspector municipal, expedido en 
10 de Julio de 1907 (fs. 25 del expediente administrativo anexo 
a estos autos), el cual expresa que en la quinta 36 existe un ran- 
cho de material cocido, con techo de paja y cuatro postes que in- 
dican haber existido alambrado. 

4. Que de lo expuesto emerge que es cierto lo que afirmó el 
comisionado Flores de haber el actor cumplido dentro del plazo 
legal con las obligaciones de su concesión, cuyo precio pagó en 
oportunidad, sin que pueda invalidar esto, el hecho de que en el 
transcurso del tiempo se haya derruido el alambrado; pues la 
conservación de los cercos no está regida por el contrato de 
compraventa, sino por las disposiciones de las ordenanzas muni- 
cipales respectivas. 
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l'or esto y fundamentos de la sentencia apelada, de fs. 70, 
se confirma con costas. 

Xotifiquese, devuélvase y repónganse las fojas en el juzga- 
do de origen. — J. N. Mátiemo. — Angel ¡-'erreira Cortés. — 
AgmtH Vrdinarrain. — li. l ülafañc. 
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Buenos Air*». Mano 27 dt 1915. 

Vistos: Por sus fundamentos, en !o que respecta a que don 
.1. \ elázquez ha cumplido los deberes d e poblar y cercar que le 
impuso el boleto de fs. 4, expediente administrativo letra V, nú- 
mero 5473, acompañado, y considerando además relativamente 
a la prescripción: 

Que no desconocida por la apelante la entrega del lote nú- 
mero 36 y el pago de su precio, las contribuciones exigidas al 
actor ( fs. 20 y siguientes del expediente administrativo mencio- 
nado; (fs. 16 y 18 de estos autos). c n concepto de propietario y 
poseedor de dicho lote, o la aceptación del pago de ellas, habrían 
importado, e n todo caso, renuncia al derecho adquirido de no 
escriturar : 

Que !a circunstancia de que, con arreglo a la ley 2735, el 
abono de las contribuciones aludidas se haya hecho a la Munici- 
palidad de Resistencia, no puede alterar la conclusión anterior, 
como quiera que la misma ley facultó a los concejos municipales 
para "conceder en venta y escriturar las tierras fiscales que se 
encuentren dentro de cada municipio, bajo la condición de que 
los concesionarios las pueblen y cerquen, dentro del plazo de dos 
años a contar desde la fecha de la concesión" ; por manera que 
cn realidad no era la Nación la inmediatamente interesada en el 
caso, y la renuncia de referencia se habría hecho por la autoridad 
que debía conceptuarse dueña del lote número 36. si Velázquez 
hubiera perdido sus derechos al mismo: 

Se confirma, con costas, la sentencia recurrida. Notifiques* 
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con el original y devuélvanse, debiendo reponerse el papel ante 
el inferior. 

A. BERMEJO. — XlCANOR G. DKL 

Solar. — M. P. Daract. 



NOTA : 

Con fecha once <le Marzo, fué declarada improcedente la 
queja deducida por don Juan Antonio Scníllosa en autos con la 
Sociedad Hipotecaria líelga Americana, por no constar haber 
sido interpuesto y denegado recurso alguno para ante la Corte 
Suprema. 

Con fecha diez y seis del mismo, no se hizo lugar al recurso 
de hecho deducido por el defensor del procesado Juan Carlos 
Reyes, en la causa que se le sigue sobre defraudación, por no 
aparecer <Ie su exposición que se trate de una contienda de com- 
petencia que deba resolver la Corte Suprema de conformidad a 
lo determinado en el art. 9 de la ley 4055, ni de un caso de los 
previstos por el art. 14 de la ley 48. 



CAUSA XXXV 



Don Ramón V. Rivcro contra don Mario Xovaro, sobre 
rendición de cuentas 

Sumario: La exigencia a los escribanos públicos de que no co- 
bren más de lo que les permite la ley por sus trabajos de 
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funcionarios (artículos 185 y 320 de la ley orgánica de los 
Tribunales de la Capital) no desconoce un derecho de los 
que el art. 14 de la Constitución Nacional acuerda a lodos 
los habitantes de la República, como e l de ejercer toda in- 
dustria licita, usar y disponer de la propiedad, etc. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JVW. DE L' INSTANCIA EN LO CIVIL 

Butno* Alret, Novieabrt 15 de 1913. 

Y vistos, resultando: 

Que a fe 8 se presenta don Antonio R. Ruiz, en represen- 
tador, de don Ramón U, Rivcro. demandando al escribano doc- 
tor Mano Xovaro para que rinda cuenta de la inversión de la 
suma de S io.oou que le entregó para que abonase los gastos que 
le correspondían en la escrituración del establecimiento que ena- 
jeno por ante su escribanía a don Pedro Estanguct, v funda su 
acción: a) que no está conforme con la liquidación presentada 
por el demandado por ser excesiva su cuenta de honorarios y 
por cuanto su mandante no está obligado al pago del sello im- 
puesto a la venta que se le hace cargar en la cuenta pasada por 
el escribano de Córdoba ; *) Q„ e en ejercicio de lo dispuesto en 
c art. 1910 Código Civil impugna la liquidación presentada por 
el demandado y pide que en oportunidad se le condene a la de- 
volución del excedente que cobra por sus honorarios, los que de- 
ben ser f.jados por el arancel vigente y la devolución de la suma 
de $ 2 i 20 que importa el valor del sello de impuesto a la venta 
que indebidamente ha hecho cargar a su mandante, más sus inte- 
reses y costas del juicio. 

2." Que corrido traslado de la demanda por auto de fs. 10 
fué evacuado a fs. 13 por el doctor Jaime F. de Nevares, en re-' 
presentación del doctor .Mario Xovaro. quien expone: a) que el 
actor concertó la venta de un campo en Córdoba con el señor 
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Pedro Estanguet, por la suma de S 2.100.000 moneda nacional 
cancelando varias hipotecas y levantando inhibiciones que peca- 
ban sobre el vendedor, siendo a esto que se refiere la cuenta de 
fs. 2, y para protocolizar en Córdoba la escritura se utilizaron 
los servicios del escribano Peralta, quien pasó la cuenta de f s. 4 ; 
b) que opont la excepción de sute actione agis, pues su mandan- 
te no fué mandatario del actor, y niega el hecho que afirma él 
actor, en su demanda, pues cuando s e realizaron lasoperacionese! 
actor dejó en poder de su mandante la suma de S 10.000 en pago 
de sus honorarios, incluso los del escribano de Córdoba, siendo 
entonces que Xovaro con la conformidad expresa del actor cobró 
sus honorarios, pagó los del escribano Peralta y depositó en e! 
Banco de la Nación el saldo a la orden del actor; c) que entran- 
do al fondo del asunto manifiesta que al dejar el actor en poder 
del demandado la suma de. 5 10.000. expresó su conformidad con 
la cuenta de honorarios y gastos, no pudiendo ahora aducir mo- 
tivos para repetir el pago que no ha hecho yor error ni sin causa 
y que los artículos 185. 320 de la la ley orgánica de los tribuna- 
les no son aplicables al caso sub judicc i>or ser inconstitucionales 
correspondiendo aplicar el árt. 1Ó27, Código Civil; </) que en 
cuanto a la menta del escribano Peralta al observar el actor la 
partida de $ 2.120 importe de! sello de venta por considerar (pie 
no le corresponde alonarlo al vendedor sino al emprador, queda 
rechazada la observación con lo dispuesto en el art. 1415 Código 
Civil, por lo que pide el rechazo de la demanda con costas. 

3-° Que declarándose el juzgado competente se recibió la 
causa a prueba por auto de fs. 16 vta., habiéndose producido h 
que expresa el certificado del actuario de fs. 108 vta.. alegando 
las partes sobre el mérito de la rendida a fs. 110 y fs. 113. Mi- 
mándose autos para sentencia a fs. 127 vta. 

Y con ¡derando: 

I. — Pue aun cuando en la primera parte de la demanda ip 
fs. 8 se expresa que c! actor reclama la rendición de cuentas del 
deman dado por !os diez mil pesos que dejó en su i>odcr, del reía- 
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,t 'Í!,!°; hCChOS rcs,,Ita 1 1 u « W se ha verificado con la 

S ttSSE a,,SCnbC y d " eUmCm0 <IC fS " 2 ' ^ y 6 1«e acom" 
pafla, limitándose a impugnarla en las partidas que considera 
excesivas o no correspondcrlc abonar considera 

solJ í " ,eSÍ f n <C ,H,eS al exámcn dc observaciones 

2 ooS r rCCaC fambk;n 13 COntCStaClV>n < lc fs - '3. noobs- 
ante oponer la excepción snu- aaione ayis, m tampoco proce- 
de en atención a lo anterior y al mandato que rauta cumrito 
según la carta de fs. U) , reconocida a fs. « ,, que ZZ fS 

S ¡JE !*■* tn , MI ,xx,cr ,a stíma * «£ 

neda naconal, rindiendo cuenta de la inversión y depositando el 
- Que la primera observación formulada en la demanda 

de los honorarios que fija dicho escribano, lo que no aceta ñor 
considerarlos excesivos, pidiendo la aplicación' le" aí „' gR2 
hay reclamaron alguna respecto al número de escrituras d ven- 
ta, cam-elacon y poder, habiéndose agregado a f S c 8 6o 62 £ 

se constatado ¡a existencia de un convenio previo que fiiara co- 
m inuheron hacerlo las partes el monto de dichos nonora £ ,~ 

l»e .bjeta en la demanda, y recima en las posiciones de fs. m. 

Sfi^tffifcF dC . aC " Cr<b C °" IO puesto en £ 
adulos I8S ) 320 de la ley orgánica de los tribunales, que man- 

dan la sujeción a arancel en el cobro de derechos de J c criba- 
nos y , ,a„,o sea revisado por el Corares, del 
arancel que en a fecha *!« «.««¡a*. . s 
Buenos Aires " r< ^ ia en P^vinaa de 

Electo alegado de que se dejara en poder del escribano 

Wphca necesariamente que existiera un ajuste de voluntades 
respecto al monto de estos últimos entre la, parte,, tantó ma 7s 

n !£ m f I ,nCOnvCn,em - 'l'-e en la práctica ofrezca la 
aplicación del arancel y que indudaple.nente imponen su modi- 
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ficación, no permiten tampoco declarar su insubsistencia según 
se ha establecido en distintos fallos de !a jurisprudencia civil, 
véase entre otros, tomo 107, 3! y serie 7 — tomo 103, pág. 244; y 
finalmente los cambios y modificaciones operados en las leyes 
de la provincia de Buenos Aires en nada afectan la validez <le! 
arancel que se declaró vigente en la Capital Federal, a los jueces 
de <uya jurisdicción se encuentran sometidas las partes. 

III. — En cuanto a la incon*titucionalidad alegada de las 
disposiciones de la lev orgánica referente* al arancel fundándose 
en que son contrarias a los artículos 14 y ¿8 de la Constitución 
Nacional no pueden admitirse. 

Xo hay en las disposiciones citadas nada que repugne a la 
Constitución Nacional en los artículos de ésta que se citan, no 
pudiendo discutirse siquiera en el caso práctico sometido al f.*ill«>. 
la facultad dél Congreso para reglamentar las funciones y deter- 
minar el arancel a que debe someterse el cobro de honorario* en 
su desempeño por los escribanos de registro que Se crean como 
funcionarios públicos en la ley. El demandado, por otra parte, 
sólo ha pedido, fs. 15 vta., se tenga presente su impugnación a 
los efectos del recurso extraordinario que en su caso puede co- 
rrcsponderle. 

IV. — Respecto a la segunda observación, 6 sea la que se 
refiere al impuesto a la venta, que dice el actor no le correspon- 
de como vendedor, tenemos que de la prueba pr «lucida, resulta : 
a) que según informes de los Bancos Provincial e Hipotecario 
de Córdoba en Liquidación* fs. 38, Marión Argentina, fs. 39, e 
Hipotecario Nacional, fs. 55, esos establecimientos no pagan 
nunca el impuesto referido, correspondiendo su abono al com- 
prador; h) que según informe de 3a Dirección Ceneral de Ren- 
tas de la provincia de Córdoba, fs. 102, con transcripción del 
articulo pertinente de la ley de sellos, ésta no determina quien 
debe pagar el impuesto, siendo materia de convención entre las 
partes; c ) que los testigos Figueroa, fs. 41, Y. Peralta, fs. 47. J. 
Peralta, fs. 48, Grabilío Barrio, fs. 49, Luque. fs. 50, (iarcia 
Montaña, fs. 51, Hcltrán, fs. 52. escribanos todos de la ciudaid de 
Córdoba, manifiestan uniformemente que es costumbre que el 
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impuesto a falta de convención en contrario, lo abona el com- 
prador; d) Que los testigos Cedrés, fs. 91, Castañeda, fs. 91 vta., 
y Cruz, fs. 92, escribanos -de esta capital, declaran también uni- 
formemente ser práctica aquí que el vendedor sea quien pague 
el impuesto, no expidiéndose e! certificado sino en el sello co- 
rrespondiente a su valor; Cedrés, fs. 91, teniendo esa práctica 
excepción sólo cuando las leyes de sellos establecen disposiciones 
en contrario como en la Provincia de Uuenos Aires, que deter- 
mina pague una parte el vendedor y otra el comprador; Casta- 
ñeda, fs. 91 vta., y Cruz, fs. 92. 

Kn estas condiciones no habiéndose establecido por las par- 
tes quien debia pagar c. impuesto, éste «debe ser satisfecho por el 
comprador conforme a la práctica seguida en la provincia de 
Córdoba y atentos los términos de la ley transcripta a fs. 102 
que las partes debieron tener presente al celebrar el acto. 

Eli efecto la costumbre si a ella se sujetara e! pago del im- 
puesto es siempre la de la provincia «donde se cobra no en la Ca- 
pital Federal donde se realiza la venta ya que se trata no de un 
gasto para el otorgamiento de la escritura o expedición de! cer- 
tificado que se cargará por tal causa al vendedor, sino para la 
protocolización del' instrumento otorgado en la Capital a carjjo 
del comprador, según la disposición del art. 1424 Código Civil. 

Kn el articulo pertinente de la ley -de sellos de Córdoba 
transcripto a fs. 102. *e establece que el impuesto se pagará en 
timbres aplicados al márgen de la primera hoja de la escritura 
nutriz y en consecuencia se debió hacer en igual forma el pago 
en el acto de la protocolización, en este caso, según el art. 14 
de la ley nacional de sellos. Xo siendo indispensable entonce, 
¡»or estas disposiciones el pago del impuesto al otorgarse la es- 
critura, no puede imponerse, salvo convención en contrario, que 
el vendedor cargue con tal gasto. 

Decir que para que e! comprador pudiera recibirse de los 
campos es menester que tuviera las escrituras correspondientes, 
y no pndiendo protocolizarse sin estar abonado el impuesto, hace 
que éste sea un gasto indispensable a cargo del vendedor, según 
el art. 141 5 C.C., tanto importaría como establecer debiera pa- 
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gar igualmente los demás gastos del instrumento d e la venta y 
los mismos honorarios del escribano ya que sin previo pago de 
éstos no podría tampoco otorgarse la escritura ni recibir su 
titulo. 

Y el gravamen que se impone por la ley en tal caso, no es al 
inmueble, objeto de la operación, sino a esta misma, cuya obli- 
gación de pago debe resultar según las constancias de autos. 

V. — Corresponde en consecuencia teniendo por rendida la 
cuenta como se determina en el considerando I. rechazando h 
excepción sina aelione agís que se opone y la de inconstituciona- 
lidad alegada en la forma examinada en e l considerando III, se 
haga lugar a la demanda sin costas por tratarse de cuestiones 
cuya apreciación justifica las defensas opuestas por el deman- 
dado. 

Por estos fundamentos, fallo: declarando que los honora- 
rios del demandado deben ser abonados de acuerdo con el aran- 
ce? vigente y condenando al mismo a la devolución al actor en e! 
termino de diez dias del excedente cobrado sobre dicho arancel 
para lo que deberá practicarse la liquidación correspondiente, 
como asimismo a la devolución dé !a suma de dos mil ciento 
veinte pesos que importa el valor del sello de impuesto a la ven- 
ta, sin costas. 

Y definitivamente juzgando, asi lo pronuncio, mando y fir- 
mo en mi sala de despacho, lugar y fecha ut supra. Repóngale 
las fojas. — Julián /*. Pera. — Ante mi: Enrique A. Peña. 



ACI KRDO DE LA CAMARA 2.' DE APELACIONES EX I.O CIVIfc 

En Buenos Aires. Capital de la República Argentina, a id 
de Junio de mil novecientos catorce reunidos los señores vocales 
de la Excma. Cámara 2.' de Apelaciones en lo Civil en su Sala 
de Acuerdos, para conocer del recurso interpuesto en los autos 
caratulados "Rivero, don Ramón l\, contra Xovaro, el doctor 
Mario, rendición de cuentas", respecto de la sentencia de f». 128, 
el tribunal planteó las siguientes cuestiones: , 
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Se 

i." ¿Es arréatela a derecho la sentencia apelada? 

2* Caso afirmativo: ¿Lo es igualmente en cuanto exonera 
de las costas a! vencido? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía tener lu- 
gar en e! orden siguiente: Señores \ ocales doctores Zapiola, 
Heltrán, Pico. Gigena, Williams. 

Sobre la primera cuestión el señor Vocal doctor Zapiola, 
dijo: 

KI demandado insiste en la expresión de agravios en la ex- 
cepción de sine attionc agís, que opuso al contestar la demanda. 
Sostiene que no ha habido mandato y que si se sostuviera que lo 
ha habido por el hecho de haber Rivero encomendado a Xovaro 
funciones ajenas, a sus funciones de escribano, fácil es, dice, de- 
mostrar la improcedencia de la demanda. 

Y para demostrar la exactitud de ta! aseveración plantea 
este dilema: "Si Xovaro se ha limitado a desempeñar funciones 
notariales, no procede la acción de rendición de cuentas. Si R¡- 
/ero encargó a Xovaro la realización de otros actos que salían 
de su esfera de acción e importaban un mandato, no se explica 
que se pida la fijación de los honorarios ajustados al arancel". 

Este dilema, es no diré un sofisma pero si un paralogismo» 
que se explica y se desvanece con la simple relación de los he- 
chos ocurridos. El doctor Xovaro, no se ha limitado a desempe- 
ñar funciones notariales, pues además de tales funciones, recibió 
del actor la cantidad 'de diez mil pesos con el objeto de pagar 
los honorarios y gastos de la escrituración aquí y en Córdoba, 
como él mismo lo reconoce (fs. 14), y como así resulta de la 
carta de fs. 19. 

Si, pues, ha mediado esta dualidad de funciones, bien se ex- 
plica que se exija la aplicación del arancel para la fijación de los 
derechos que le corresponden por los actos notariales y que se 
exija rendición de cuentas en cuanto al dinero entregado para 
honorarios y gastos. 

Xegar, por lo demás, la existencia del mandato especial de 
que <e trata, después de reconocer el recibo «de los diez mil pe- 
«os y de haber rendido cuenta de su inversión, es negar !a evi- 
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dencia misma c incurrir además en una flagrante contradicción. 

Las consideraciones que se hacen sobre el arancel vigente 
son sin duda muy atinadas para solicitar su modificación o su 
supresión por la autoridad que corresponde, pero no para pedir 
que los jueces dejen de aplicarlo cuando ocurre un caso como el 
presente. 

La ley será mala, anticuada c inconveniente, pero es la ley, 
que los jueces no pueden dejar de aplicar, según esa misma di - 
posición del art. 59, del Código de Procedimientos, que el ape- 
lante invoca en el capítulo XII de la expresión de agravios. " E! 
juez debe siempre resolver según la ley. Nunca le es permitido 
juzgar del valor intrínseco o de la equidad de la ley", dice esa 
disposición legal, y cumpliéndola la ba aplicado recientemente y 
en dos casos este tribunal. 

Se dice que es inconstitucional, porque si bien es cierto que 
el derecho de trabajar puede ser reglamentado por la !e>% esta 
no puede llegar basta extinguir el derecho reglamentado: Que 
el art. 320 de la ley orgánica de los tribunales hace imposible el 
derecho de ejercer la profesión <le escribano, tan exigua es la 
compensación que acuerda. 

Esto quiere decir que la ley es inconstitucional porque el 
¿ ranee 1 es bajo o porque han silbido los precios de !as cosas. Si 
se aumentaran los precios del arancel hasta el punto que !o de- 
sea ei apelante o se bajarán los precios de las cosas hasta el mis- 
mo punto, la ley seria perfectamente constitucional como lo era 
sin duda el año de 1886 en que se sancionó. 

Esta simple observación basta por si sola para demostrar la 
falsedad del fundamento que aduce el apelante para sostener 
que el art. 183 de la ley orgánica de los tribunales es contraria a 
la Constitución Nacional, porque la constitucionalidaxl o incons- 
titucionalidad de una ley no puede depender de que sea elevado 
o tajo ese arancel. La ley es constitucional porque se ha dictado 
por e! H. Congreso en ejercicio precisamente de las facultades 
que le acuerda la disposición del citado art. 14 y sólo se trata en 
definitiva de un arancel bajo que el mismo Congreso debe ele- 
var, o modificar el sistema de retribución (que es lo que ha 
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aconsejado e! tribuna!) aún cuando los escribanos prescinden y 
han prescindido siempre del arancel. 

En cuanto al sello de venta, que según la práctica constan- 
te en la provincia de Córdoba, las declaraciones de fs. 47 a 52, 
debe ser pagado por el comprador, me hubiera inclinado a absol- 
ver de la demanda en ese punto al doctor Xovaro, si los escriba- 
nos de Córdoba, que efectuaron la protocolización, hubieran co- 
brado expontáneamente el importe de ese sello, porque en tal 
caso se trataría de un gasto efectuado sin culpa del mandatario 
(art. 1957. inciso 2.", Código Civil) quien hubiera podido creer 
en su procedencia y legitimidad, atenta la práctica seguida en 
esta Capital ¡ pero ocurre que el doctor Xovaro, según lo decla- 
ra el doctor Valentín Peralta a fs. 48, pidió por carta, que una 
» n hecha la protocolización se le enviara c l testimonio con la 
cuenta de honorarios y gastos para el señor Estanguet. quien 
debía abonarla, excluyendo de dicha cuenta el impuesto a la 
venta, el que era de cargo del vendedor Rivera El escribano Fe- 
liciano Peralta, contesta también afirmativamente la cuarta pre- 
gunta del interrogatorio de fs. 45, agregando que el doctor Xo- 
varo en diversos casos había hedió esa indicación en razón de 
que en Buenos Aires, es práctica hacer pagar el sello al vendedor. 

El pago del mencionado sello se ha efectuado, pues por- 
que el doctor Xovaro, pidió que él se excluyera de la cuenta de 
Estanguet y que se cargara a la de Rivera y debe este ser un he- 
cho perfectamente c ierto, porque en su a'?gato no niega en for- 
ma alguna el representante de! doctor Xovaro, la afirmación de 
tan calificados testigos. 

A mérito de lo expuesto y fundamentos concordantes de la 
sentencia apelada, voto por la afirmativa. 

Los señores vocales doctores Beltrán, Pico, Gigcna y Wi- 
lliams se adhirieron al voto anterior. 

Sobre !a segunda cuestión el señor vocal doctor Zapiola, 

dijo: 

A pesar de! resultado del asunto opino que el señor juez de 
primera instancia ha hecho correcta aplicación de la facultad 
que le acuerda la segunda parte del art. 221 del Código de Pro- 
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cedimientos. El doctor Xovaro ha podido considerarle con razón 
probable para litigar, atenta la práctica seguida en esta Capital, 
tanto respecto de la forma en que los escribanos cobran sus de- 
rechos, como respecto del pago del impuesto de sellos en la ven- 
ta de inmuebles. 

Voto, pues, por la afirmativa. 

Los señores vocales doctores Beltrán, Pico, Gigena y Wi- 
lliams, se adhirieron al voto precedente. 

Con lo que terminó el acto, quedando acordada la siguiente 

sentencia. — Za piola. — Beltrán. — Pico. — Gigena. 1V¡- 

lliams. — Ante mí : Rafael D. Mantilla. 

Es copia fiel del acuerdo que obra en las páginas 50 a 63 
del libro número cuatro bis de Acuerdos de la Iíxcma. Cámara 
Segunda de Apelaciones en lo Civil. — Rafael D. Mantilla. 




Bitnot Aire», junio 16 dt 1914 

Y vistos: 

Por el mérito que ofrece el acuerdo que precede se confir- 
ma en todas sus partes !a sentencia apelada* 

Devuélvanse y repóngase los sellos. — José M. '¿apiola. — 
Baltasar S. Beltrán. — Paulino Pico. — Aurelia no Gigena. — 
Benjamín Williams. — Ante mi: Rafael D. Mantilla. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire., Abril 6 de 1915. 

Vistos y considerando: 

Que la prerrogativa de "dar fe conforme a las leyes de los 
actos y contratos" que se celebren en esta Capital, no emana di- 
rectamente del simple titulo de Kscribano Público* sino de con- 
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cesión especia! del Poder Ejecutivo a un número limitado de cá- 
mbanos a quieto se inviste, con tal concesión, «leí carácter de 
funcionarios públicos (art. 169 y siguientes, lev núm. 1893). 

Que la aceptación voluntaria de ¡a función aludida, impor- 
ta de parte del agraciado con ella el deber de acatar todas las 
deposiciones legales vigentes reglamentar .as de la misma, sin 
perjuicio de la facultad de renunciarla en cualquier momento, i 
esta mal remunerada, o por cualquier motivo. 

9"* cn cstas condiciones, al exigirse al recurrente que no 
cobre mas de lo que le permite la ley por sus trabajos de fun- 
cionario (artículos 185 y 320. ley citada), no se le ha descono- 
ció un derecho de los que el art. .4 de la Constitución Nacio- 
nal acuerda a todos los habitantes de la República, como el de 
ejercer toda industria licita, usar y disponer de la propiedad, 
etcétera. 

En su mérito, y de acuerdo con lo pedido ])or el señor Pro- 
curador General, se confirma la sentencia apelada, en la parte 
que lia podido ser materia del recurso. 

Modifiqúese con el original y devuélvase, debiendo repo- 
nerse los sellos ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. dkl, 
Souar. — M. p. Dar.kt. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA XXXVI 

Don Agustín Cangiam i hijo), por inconstitucionalidad de la lev 
de elecciones de la provincia de Buenos Aires. Recurso 
de hecho. 

Sumario: La decisión de un tribunal de provincia, fundada cn 
la Constitución local, sobre falta de interés en el apelante 
en virtud de hallarse reformada la ley tachada de violato- 
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ría de la Constitución Nacional, y con ella, la de jurisdic- 
ción para conocer de la inconstitucionalidad de la disposi- 
ción legal derogada que motivó la demanda, es ajena al re- 
curso extraordinario autorizado por el art. 14, ley 48: 

Es improcedente e! examen y decisión de una cuestión 
federal cuando la sentencia recurrida consigna un funda- 
mento de derecho común suficiente ¡>or si sólo para sus- 
tentarla. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL ST. PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte: 

S«gán lo tiene declarado esta Corte Suprema, es indispen- 
sable para la procedencia del recurso extraordinario autorizado 
por los artículos 14, ley 48 y 6 ley 4055, que en las sentencias 
recurridas de los tribunales superiores de provincia. Cámaras 
Federales, Cámaras de Apelaciones de la Capital o Tribunales 
Militares, exista una decisión que importe el desconocimiento 
de la supremacía consagrada en el art. 31 de la Constitución, y 
que faltando esa decisión, carece de objeto la apelación para 
ante V. E. «Fallos, tomo 109, pág. 351; tomo 113, pág. 317; 
tomo 115, pág. 174; tomo 117, pág. 385; tomo 118, pág. 338». 

La demanda promovida ante la Suprema Corte de Justicia 
de la provincia de Buenos Aires, alegando la inconstitucionali- 
dad de la disposición contenida en el art. io, inciso a de la ley 
electoral dictada por la legislatura de la provincia en 28 de Ju- 
nio de 1913, y la nulidad de !a elección de electores de Goberna- 
dor y Vicegobernador celebrada el 7 de Septiembre del mismo 
año, aduria la violación de los artículos 8, 31 y 67, inciso 11, y 
108 de la Constitución Nacional y el art. 7 de la ley de ciudada- 
nía, sancionada por el congreso en 8 de Octubre de 1809, en 
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cuanto estos preceptos apoyaban la impugnación hedía a la ley 
provincial y elección mencionadas. La resolución recaída en di- 
cha demanda no toma en consideración las cláusulas enumera- 
das, y a mérito de prescripciones establecidas en la Constitución 
de la Provincia y lo dispuesto por una ley provincial posterior 
a la demanda desestima la acción interpuesta. 

De lo expuesto resulta que no se ha producido una deci- 
sión sobre puntos que puedan ser materia de la jurisdicción que 
compete a V. K. como tribunal de apelación, dado que no se ha 
desconocido en la resolución apelada la supremacía de la Cons- 
titución Nacional y leyes del Congreso sobre las disposiciones 
íle orden loca!, y que dicha resolución decide el caso sometido a 
su conocimiento, por aplicación de la Constituión y de una ley 
de provincia, las que son completamente ajenas a la jurisdicciói 
de V. K. mientras ellas mismas no sean impugnadas como vio- 
latorias de la Constitución o de las leyes mencionadas. 

A la consideración enunciada egresaré, para apoyar el ar- 
gumento, que en ausencia de una decisión expresa e implícita 
acerca de la inteligencia y alcance de las disposiciones de orden 
nacional invocadas por el demandante, la resolución que ha 
sido dictadla a mérito de razones de otra naturaleza, hace inne- 
cesaria la aplicación para ante esta Corte Suprema, por cuanto 
la improcedencia de la acción promovida emerge de la aplica- 
ción de disposiciones locales, y a cuyo respecto la sentencia de! 
Superior Tribunal de Provincia no es susceptible de apelación. 

Kn atención a te expuesto, pido a Y. E. se sirva declarar 
bien denegado el recurso promovido. 

Julio BotcL 
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Bueno» Abril 6 de 1915. 

Autos y vistos: e l recurso dé hecho por apelación denegada 
interpuesto por don Agustín Cangiani (hijo) contra sentencia 
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de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Ai- 
res en los autos sobre inconstitucionalidad del art. 10, inciso a 
de la ley de elecciones, de Junio 28 de 1913. 

Y considerando: 

Que la queja se furnia en que ha sido interpuesto y dene- 
gado el recurso que acuerda el art. 14 de la lev de 14 de Sep- 
tiembre de 1863 a mérito de que la sentencia desestima una de- 
manda por inconstitucionalidad de la lev citada de 1013 en qí« 
se han invocado los artículos i, 5, 19, 2 8, 3, y C 7 , incisos n y 
28 y art. 108 de la Constitución de la Nación. 

Que como aparece en los autos remitidos por vía de infor- 
me, la sentencia de la Suprema Corte de la Provincia hace 
constar : 

"Que habiendo desaparecido con la promulgación de la ley 
de reformas mencionada (ley de 3 d e Julio de 1914) el Único 
fundamento en se apoya la demanda presentada por el actor, 
desde que dicha ley le acuerda el derecho q lle gestiona de ser 
inscripto en el registro electoral, la decisión vlc esta Corte acer- 
ca de la constitucionalidad o inconstitucionalidad de! citado 
articulo 10. inciso a modifica-do por la ley de reformas, impor- 
taria un pronunciamiento abstracto extraño a la jurisdicción y 
competencia de! tribunal, ya que el actor ha perdido por razón 
de la misma ley su carácter de ¡¡arte interesada (art. 157. inci- 
so i." de la Constitución)". 

Que la decisión, fundada en la Constitución local, sobre 
falta d c interés en el actor en virtud de la ley de reformas de 
Julio 3 de 1914 y con ella la de jurisdicción en e' tribunal para 
conocer de la inconstitucionalidad del articulo derogado que 
motivó la demanda, es ajena al recurso extraordinario inter- 
puesto (art. 15. ley número 48). 

Que con arreglo a la jurisprudencia nacional concordantes 
co:i otras de la mayor autoridad, i-s improcedente el examen y 
decisión de la cuestión federal planteada en una causa cuando 
la sentencia de que s e recurre consigna un fundamento de dere- 
cho común suficiente por si solo para sustentarlo (Fallos, tomo 
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73? página 287: tomo 94, pág. 444; tomo 106, pag. 179; tomo 
108. pág. 100; tomo 115, páginas 279 y 405; 150 l'. S. 361 (37 
L. Ed. ni 1) ; Taylor Jurid and Proccd of thc Sup. Court of 
the U. S. párrafo 240) . 

Por cTIo, los fundamentos del auto de fs. 145 vta. y de 
conformidad con lo expuesto y pedido por el señor Procurador 
General, se declara bien denegado el recurso. Repuesto el papel 
archívese y devuélvanse los autos principales con testimonio de 
esta resolución. » 

A. Iíkrmkio. — Nicanor G. dkl 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA XXXVII 



Don Alfredo Méndez contra doña EtiMO hopeo Camelo, por 

restitución al hogar conyugal; sobre competencia por 
inhibitoria. 

Sumario: !.as acciones de divorcio deben intentarse en el domi- 
nio de los cónyuges, o sea el del marido. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

RESOLUCION DEL .MKZ gg |. « |\ 11. ni: LA CÁPltH 

Bmnoi Aiftt, Septiembre 30 de »U. 

Y vistos. Considerando: 

Primero: Que de la prueba producida, resulta >uficicnte- 
mentc acreditado, que desde e! mes de Marzo hasta el 23 de ¿ti- 
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lio del corriente año, los esposos clon Alfredo Méndez y doña 
Erna López Camelo de Méndez, tenían su domicilio en esta ca- 
pital, en la calle Paraguay número 3000, donde habitaban con 
sus hijos, y que en.la actualidad el señor Méndez vive en la casa 
calle Alsina X" 1287. De consiguiente, en la fecha que el deman- 
dante Méndez dedujo la presente demanda, tenía su domicilio 
en esta capital, donde residía permanentemente con su familia y 
donde aún continúa viviendo. 

Segundo: Que comprobados fales extremos, y teniendo 
presente que !a mujer está obligada a habitar con su marido, 
donde quiera que éste fije su residencia, como lo dispone el ar- 
ticulo 53 de la ley de Matrimonio Civil, y que la mujer casada 
tiene el domicilio de su marido, aún cuando se halle en otro lu- 
gar — art. 90, inciso 9 del Código Civil, — es indiscutible en- 
tonces que este juzgado es el competente para entender en el 
presente juicio de divorcio y sus incidentes, desde que c>as ac- 
ciones deben intentarse en el domicilio de los cónyuges, y sólo 
por excepción, o sóla cuando el marido no tuviera su domicilio 
en la República, puede ser intentada ante el juez de! último do- 
micilio que ella hubiera tenido, si el matrimonio se hubiera ce- 
lebrado en la República. Art. 104 ríe la citada lev de Matrimo- 
nio Civil. 

Por estos fundamentos y consideraciones legales y de con- 
formidad con lo dictaminado por el Agente Fiscal cii su vista 
de fs. 67 y te., no ha lugar a la inhibitoria solicitada en el exhor- 
to de fs. 35 y dándose por trabada la presente cuestión de com- 
petencia, elévense estos autos a la Suprema Corte de Justicia 
Nacional debiendo préviamente hacerse saber al señor juez re- 
quirentc por exhorto los fundamentos de la denegación y re- 
quiriéndosele a la vez, para que dando por planteada la cues- 
tión, se Mrva remitir los antecedentes a la Suprema Corte de 
Justicia para la resolución que corresponde. Re¡)óngase la foja. 
— Arturo Sccbcr. — Ante mi: Ai. C. Pharro. 
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DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR OENERAL 

Bueno» Alrtt, Noviembre 12 de 1944. 

Suprema Corte: 

Corresponde a V. F.. dirimir la presente contienda de com- 
petencia, a mérito de lo que dispone el art. 9." inciso b de la lev 
número 4055. 

En los autos seguidos ante los tribunales de la Capital Fe- 
deral se ha comprobado que el esposo demandante tenía consti- 
tuido su domicilio en esta ciudad, lo que resulta de las declara- 
ciones de los testigos presentados y de los diversos documento, 
exhibidos. Las declaraciones prestadas ante el juez de la ciudad 
de La Plata no alcanzan a destruir aquellas constancias, por re- 
ferirse a la residencia de la familia en épocas distintas a aquella 
en que se radicó en esta capital el domicilio conyugal. 

Además de lo anterior, es de tener en cuenta que el art. 210 
del Código Civil, prescribe que la es|x>sa debe habitar con su 
mando, donde quiera que éste fije su residencia, salvo resolu- 
ción de los tribunales que la exoneren de esa obligación: que el 
mismo código (art. 90, incisos 8.° y 9°) dispone que la mujer 
casada tiene el domicilio del marido, aún cuando se halle en otro 
lugar con su licencia: que el art. 261 del código citado manda 
me las accione* por divorcio y nulidad de matrimonio deben 
intentarse en el domicilio de los cónyuges que es el del marido. 

Por lo expuesto, pido a V. K. se sirva resolver la presente 
contienda declarando competente al señor juez de lo Civil de la 
Capital Federal, para conocer de la demanda promovida. 

Julio Botci. 
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Boetot Alrtt, Abril 8 di 1915. 



Y vistos: la contienda de competencia trabada errtre un juez 
de lo civil de la Capital de la Nación y otro de igual clase de la 
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ciudad de La Plata, provincia de Buenos Aires, sobre el conoci- 
miento del juicio de divorcio y sus incidente?, promovido por 
don Alfredo Méndez contra >u esposa doña Emma López Ca- 
melo de .Méndez. 

Y considerando: 

Que las acciones de divorcio deben intentarse en el domi- 
cilio de los cónyuges, o sea, el del marido, donde, con arreglo a 
la ley, la mujer casada tiene su domici*'> aún cuando se halle 
en otro lugar con licencia de aquél ({Articulo 90, inciso 9:' v 
art. 261, Código Civil). 

Que de las pruebas ofrecida* ante el juzgado de la Capital, 
no desvirtuadas por los testimonios producidos en el de La 
Plata, aparece que los cónyuges Méndez trasladaron su domi- 
cilio a la calle Paraguay número 3000, en Marzo de 1914. es- 
tando por c*lo radicado en esta Capital el de los cónyuges a la 
época de la inciciación del juicio. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General, se declara que el conocimiento del 
proente juicio corresponde al señor juez de lo civil de la Capi- 
tal al que se remitirán los autos, dándose por oficio al señor 
juez de La Plata el correspondiente avi>o. Repóngase el papel. 

A. BERMEJO — XlCANOR G. I>EL 

Solar. — M. 1\ Daract. — 
D. E. Palacio. 



